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▲dmialón del recurao. — El Tribunal' Supremo tiene declarado que 
para la admisión de los recursos de esta clase, no bas- 
ta citar en el escrito en que se interponen, el artículo 
de la ley que se refiere á las resoluciones susceptibles 
del recurso; sino que es indispensable precisar el ca- 
so ó casos de la ley en que esté comprendida la cues- 
tión de derecho que se plantea para obtener la casa- 
ción del fallo; j que tratándose de sentencias defini- 
tivas 7 de esta clase de recursos, estén comprendidos 
en el articulo 849 de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal 5 

„ ,j El Tribunal Supremo tiene declarado que no bas- 
ta para la admisión de un recurso de esta clase y 
cumplir con el precepto del artículo 5» de la Orden 
número 92 de 1899, citar en el escrito preceptos de 
la ley que como el artículo 848 se refieren á las reso- 
luciones susceptibles de recurso; sino que es indispen- 
sable precisar el caso ó casos de la ley en que esté 
comprendida la cuestión de derecho que el recurren- 
te se propone plantear para obtener la casación del 
fallo. Y que tratándose de un auto de sobreseimien- 
to, el caso está comprendido en el artículo 852 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal 7 

„ „ No puede ser motivo, ni objeto de un recurso de 
casación, la materia de si en el juicio oral quedó ó no 
probada la participación del procesado en el hecho 
punible; pues todas las disposiciones del Articulo 849 
de la Le^ de Eniuiciamiento Criminal, dan por ante- 
cedente invariable la verdad ó exactitud de los he- 
chos probados. Y sólo partiendo de la base de que en 
ellos se haya cometido error de derecho, citando la 
Ley y explicando las razones en que consista ese error, 
sería admisible el recurso con arreglo á los artículos 
5o y 7o de la Orden 92 de 1899 9 

„ „ £1 Tribunal Supremo tiene declarado que para la 

admisión de los recursos de esta clase, no basta citar 
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en el escrito en que se interponen, el artículo de la 
ley que se refiere á las resoluciones susceptibles del 
recurso; sino que es indispensable precisar el caso 6 
casos de la ley en que esté comprendida la cuestión 
de derecho que se plantea, para obtener la casación 
del fallo; y que tratándose de sentencias definitivas 
y de esta clase de recursos, estén comprendidos en el 
articulo 849 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 15 

AdmlBión del recnrso. — Se deja de cumplir el requisito exigido en el 
número 3o del Artículo 5© de la Orden número 92 sobre 
casación, cuando no se cita el precepto legal que auto- 
riza el recurso. 

Ni el artículo 849 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal ni ningún otro precepto legal autorizan que 
se establezca la casación para discutir los hechos que 
la Sala declara probados, no bastando en este caso ci- 
tar en conjunto el artículo 849 de la Ley Procesal al 
interponer el recurso, sino que es necesario consignar 
el número ó números de dicho artículo en que esté 
comprendida la cuestión jurídica que por el recurso se 
plantee 17 

„ y, El inciso 4o del artículo 5o de la Orden 92 so- 

bre casación, dispone que en el escrito de interposi- 
ción se cite la Ley ó doctrina infringida en la sen- 
tencia y el concepto de la infracción; y el Tribunal 
sentenciador tiene el deber de examinar, al admitir 
el recurso, si se ha cumplido dicho requisito. ... 25 

„ „ No es admisible el recurso por infracción de 
Ley, cuando se falta á lo dispuesto en el número 3o 
del artículo 5o de la Orden 92 sobre casación, dejan- 
do de citar el precepto legal que lo autoriza; y el 
Tribunal sentenciador, de conformidad con lo que 
dispone el número 3o del artículo 11, debió dene- 
gar el recurso asi establecido 27 

„ „ Cuando no se expresan en el escrito de interpo- 
sición los fundamentos del recurso con la debida se- 
paración, según lo dispone el número 4o del artículo 
5o de la Orden 92 sobre casación, debe ser denegado el 
recurso 29 

„ „ Dispuesto en el inciso 4o del artículo 5o de la Or- 

den 92 sobre casación, que debe expresarse en el es- 
crito de interposición cuál sea la Ley infringida por 
el Tribunal sentenciador, debe declararse mal admi- 
tido el recurso, cuando no se cumple ese requisito. . 35 

„ „ No estableciéndose el recurso de casación con- 

tra sentencia definitiva ó que pudiera ser objeto de 
casación, con arreglo á los artículos 2 de la Orden 92 
sobre casación y 847 al 854 de la Ley Procesal, de- 
be declararse sin lugar el recurso interpuesto. 40 
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Admiflióii del recurso. — El Tribunal Supremo tiene declarado que es 
indispensable la eita del número correspondiente del 
articulo 849 de la Ley Procesal en que se funde el re- 
curso por infracción de Ley, porque sólo asi se deter- 
mina y precisa la cuestión propuesta 41 

„ f, Literpuesto un recurso dentro del término de 
cinco días que señala la Ley, citándose por el recu- 
rrente el articulo del Código Penal que se considera 
infringido, expresándose que lo había sido en el con- 
cepto de no calificarse y penarse en la sentencia los 
hechos probados, como lo exigían los artículos cita- 
dos; y notificada la sentencia á la recurrente, lo cual 
demuestra que se la tenia como parte, se ha cumplido 
con lo dispuesto en el número 4o del artículo 5o de 
la Orden 92 sobre casación y ha debido admitirse el 
recurso 54 

„ „ Cuando se cita la Ley pero no se expresa el 
concepto en que ha sido infringida, se falta al precep- 
to del número 4o del artículo 5o de la Orden 92 sobre 
casación. — Se falta también al precepto de dicho 
artículo, cuando no se fija con precisión y claridad 
el concepto en que se ha infringido la Ley. Y cuan- 
do no se cita el precepto legal que autoriza el recur- 
so, según los números terceros de los artículos 5 y 7 
de la Orden 92 sobre casación, es inadmisible el re 
curso 66 

„ „ El párrafo 4o de la Orden 92 de 1899 exige que 
cuando sean más de uno los fundamentos del re- 
curso, se expresen con la debida separación; precep- 
to que no se cumple cuando se cita como infringido 
un artículo del Código Penal y luego conjuntamente 
dos maneras de infracción, sin referir á ninguna de 
ellas concretamente las alegadas; y el artículo 849 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en cada uno de 
sus casos determina un motivo distinto para fundar 
la casación, debiendo citarse con relación á cada uno 
de ellos la Ley infringida para que pueda debi- 
damente ser tomada en cuenta la infracción; siendo 
inadmisible el recurso en que se falta á esos pre- 
ceptos 68 

„ „ Contra la declaratoria de hechos probados no pro- 
cede el recurso de casación, por lo cual es de confir- 
marse la resolución de la Sala que no admitió dicho 
recurso 70 

„ „ No habiendo hecho uso el recurrente del artículo 
161 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal oportuna- 
mente, no puede prosperar el recurso por quebranta- 
miento de forma 78 

„ „ No puede ser admitido un recurso de casación 

por infracción de Ley, en que si bien se aceptan los 
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hechos probados de la sentencia, tratan de relacio- 
narse ó adicionarse con otros que no han sido objeto 
de la misma, faltando por lo tanto la debida con- 
gruencia entre la materia del fallo y el objeto del 
recurso 12Í 

Admisldii del recurso. — No pueden servir de fundamento para un re- 
curso de casación por quebrantamiento de forma, ni la \ 
omisión atribuida á la sentencia de no declarar pro- 
bados algunos de los hechos contenidos en los resul- 
tandos, ni la contradicción alegada entre algunos de 
esos hechos 7 los que se declaran probados, se^n el 
número lo del articulo 912 de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal. 

„ „ No es admisible el recurso de casación por que- 

brantamiento de forma, cuando la cita de la Ley es 
incongruente con la infracción de procedimiento se- 
ñalada é inútil, por lo tanto, para utilizar el recurso. | 

Cuando la cita que se hace del último periodo i 

del caso 1» del artículo 912 de la Ley Procesal es ina- 1 

decuada para autorizar el debate, se hace inadmisi- 
ble el recurso. 

Está mal interpuesto un recurso por infracción , 

de Ley cuando se citan preceptos de ésta que son ex- ! 

traños á la cuestión que se plantea. 

Cuando no se expresa el artículo de la Ley que 
autoriza el recurso por quebrantamiento de forma, 
el cual se funda en haber negado la Sala la lectu- 
ra de ciertos documentos, con la manifestación de 
que se tendrían en cuenta, debe ser desestimado por 
ambos motivos, pues dicha negativa no constituye 
quebrantamiento. 

En el recurso por infracción de Ley no basta ci- 
tar la Ley y el concepto en que ha sido infringida, 
sino que es preciso además explicar el concurso y 
concordancia de ambos elementos, y cuando se invo- 
que más de un fundamento, establecerlos con la se- 
paración debida, de manera que en cada uno de ellos 
quede clara y distintamente definida la cuestión ju- 
rídica que se plantee 14S 

„ „ No guarda la debida congruencia la cita del ca- 

so 2o del articulo 852 de la Ley Procesal, en rela- 
ción con el número 4o del 848, que se refiere al caso de 
estar exento de responsabilidad el procesado, y, por 
tanto, tratándose de otro caso, hay que estimar que no 
se ha citado el precepto legal que autoriza el recurso. 165 

,„ „ No expresándose en el escrito dei nterposición 

del recurso, la fecha de la última notificación, se fal- 
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ta al requisito del número I» del artíeulo 5o de la Or- 
den 92 Bobre casación, 7 es inadmisible el recurso. 167 

Admlsiéii del recurso. — ^En materia criminal no procede el recurso de 
casación por infracción de doctrina. 

La cita aislada de un articulo del Código sin ex- 
presar el concepto en que ha sido infringido, no llena 
fas condiciones de precisión y claridad que exigen 
los artículos 5o 7 7o de la Orden 92 sobre casación. 109 

„ f, No expresándose el concepto porque han sido 
infringidas las leyes que se citan, no se cumple con 
los preceptos de los artículos 5o 7 7o de la Orden 92 
sobre casación; 7 no siendo congruente el precepto le- 
f^ en que se funda el otro motivo del recurso, debe 
ser éste desestimado 171 

,. ,y Cuando no se expresan con precisión 7 claridad 

las infracciones de 107 que se suponen cometidas, 
limitándose el recurrente a citar las leyes que se di- 
cen infringidas, no se cumple con el precepto del nú- 
mero 3o del artículo 5o de la Orden 92 sobre casación. 178 

„ „ Para que sea admisible un recurso, fundado en 

el artículo 849 de la Iie7 Procesal, debe citarse el 
número de dicho articulo á que se refiere. 

No se cumple con el precepto de citar las Ie7e8 
infringidas, haciéndolo de dos artículos de la íej 
Procesal que se refieren, el uno á la sentencia que de- 
be dictarse terminado el juicio oral, 7 el otro á que 
puede interponerse el recurso cuando en la sentencia 
no se exprese cuáles son los hechos que se declaran 
probados, ó resulte manifiesta contradicción entre 
ellos. No procede la admisión de los recursos por in- 
fracción de Le7 ó quebrantamiento de forma, cuando 
resulta incongruencia entre la Le7 ó precepto que se 
cita 7 el concepto en que se sui>one infringrido. . . 188 

„ „ Al interponerse un recurso de casación por que- 

brantamiento de forma debe expresarse en qué con- 
siste el quebrantamiento 7 qué reclamación se ha he- 
cho para subsanarlo ó causas que impidieran no ha- 
cer ninguna; sin CU708 requisitos es inadmisible. 

No expresándose en el recurso por infracción de 
Le7 el concepto en que ésta ha sido infringida 7 des- 
figurándose los hechos declarados probados en la sen- 
tencia, se infringe el número 4o del artículo 5o de la 
Orden 92 7 se hace inadmisible el recurso. 

No existiendo correspondencia entre los precep- 
tos legales que autorizan el recurso por infracción de 
Le7 7 el precepto legal que se dice infringido, es 
inadmisible el recurso, porque se carece de elementos 
para integrar el problema jurídico que se plantea. 

En un recurso por infracción de Le7 no pueden 
citarse preceptos de carácter procesal 192 



xxsv índices 



Páginas. 

AdmlalAn d^ recuBO. — Según el articulo 910 de la Ley Procesal sólo 
procede el recurso de casación por quebrantamiento 
de forma, contra las sentencias definitivas. 

En materia criminal no procede recurso de casa- 
ción por infracción de doctrina. 

Aon cuando no se trate de un sobreseimiento 
comprendido en el número 4o del artículo 848, si el au- 
to resuelve lo que es materia de un artículo de pre- 
vio pronunciamiento, por más que no se le haya da- 
do esa tramitación, el recurso por infracción de Ley 
que contra él se establece está comprendido en el ar- 
ticulo 851 en relación con el caso 3o del citado ar- 
ticulo 848 y en él se cumple el precepto contenido, 
en los números terceros de los artículos 5o y 7o de 
la Orden sobre casación, pues hay la debida con- 
gruencia entre la Ley que se cita y el caso que se 
debate 197 

„ „ Aun cuando una resolución sea susceptible del re- 

curso por infracción de Ley^ al no citarse el precepto 
legal que le autoriza, no puede ser admitido. . 204 

„ „ No se expresa con la precisión y claridad que 

exige el número 4o del artículo 5o de la Orden 92 so- 
bre casación, la infracción que se supone cometida, 
cuando el recurrente se limita á citar dos artículos 
del Código Penal, sin relacionarlos con la infracción 
alegada ni explicar el motivo en que ésta consista. 208 

„ „ En todo recurso de casación se hace necesario 
citar el precepto legal que lo autoriza; y si se trata 
del de infracción de Ley ó doctrina, á más de citar 
1a que se considere infringida, ha de expresarse con 
precisión y claridad el concepto en que lo haya sido. 
Citándose el articulo 459 del Código Penal sin 
hacer mención de ninguno de los cuatro párrafos que 
contiene y que encierran otros tantos problemas ju- 
rídicos, no se cumple con lo que disponen los artícu- 
los 5o y 7© de la Orden sobre casación 210 

„ „ Para que sea admitido el recurso por quebranta- 
miento de forma, es preciso que se haya reclamado 
la subsanación de la falta, con arreglo á lo que esta- 
blece el articulo 161 de la Ley Procesal 213 

„ „ No expresándose en el escrito de interposición 

del recurso la fecha de la última notificación de la 
sentencia, carece del requisito que exige el número 
lo del artículo 5o de la Orden 92 sobre casación. . 226 

„ „ La admisión y práctica de una diligencia proba- 

toria pedida por cualquiera de las partes, cuando se 
realiza en forma y condiciones diversas de las inte- 
resadas por el promovente, no constituye ni implica 
denegación de prueba, si para admitirla y practi- 



índices XXV 



P&glnas. 

caria se ha tenido presente lo ordenado por la Ley 
Procesal 232 

dttl recurso. — La cita de los artículos 326 y 327 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal no es procedente tratán- 
dose de un recurso por infracción de Ley. Y no basta 
citar el articulo del Código Penal que el recurrente 
crea infringido, sino que es preciso además expresar 
el concepto de la infracción 237 

„ Siendo el principal objeto del recurso de casa- 

ción por infracción de Ley, el examinar si ha sido de- 
bidamente aplicada á los hechos consignados en la 
resolución contra la cual se recurre, es preciso aceptar 
aquéllos sin alterarlos ni modificarlos y fijar con pre- 
cisión y claridad el concepto en que la Ley ha sido 
infringida, en relación con los expresados hechos. . 266 

„ Se falta á lo que dispone el número 4o del articu- 

lo 5o de la Orden 92 sobre casación, cuando no se ra- 
zonan cuáles de los hechos declarados probados son 
constitutivos de la exención de responsabilidad que se 
invoca, pues se deja oscuro é indeterminado hl concep- 
to de la infracción. 

No expresándose concisa y claramente el concep- 
to en que se ha infringido el número lo del artículo 
9o del Código Penal, haciéndose mención de cuántos y 
cuáles sean las circunstancias ó requisitos que existie- 
ron y que eran de apreciarse para la atenuación, se 
infringen el número y artículo mencionados y debe 
declararse sin lugar el recurso 280 

„ Cuando la cuestión planteada no está compren- 
dida en el artículo de la Ley que se cita, y se hace 
referencia en el recurso á un hecho que no se estima 
en la sentencia, se deja incumplido el número 3o del 
artículo 5o de la Orden sobre casación y se hace inad- 
misible el recurso 308 

„ Cuando se interpone un recurso por infracción de 
ley, es preciso que se cite con precisión y claridad la 
Ley infringida y explicar clara y específicamente el 
concepto de la infracción, á fin de no dejar incumpli- 
do el precepto del número 4o del artículo 5o de la Or- 
den 92 sobre casación 311 

„ Paitando en el escrito de interposición de un re- 
curso la claridad y precisión que exige el número 
4'* del artículo 5*^ de la Orden 92 sobre casación, por 
no existir congruencia entre las leyes citadas y los 
motivos de infracción á que se refieren, es inadmi- 
sible el recurso 317 

„ En el escrito en que se interpone el recurso 

debe consignarse el precepto legal que lo autorice si se 
trata de infracción de ley; y se expresará con preci- 
sión y claridad la infringida y el concepto en que lo 
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haya sido; pues de no hacerse así es inadmisible el 
recurso 321 

Admisión del recurso. — Cualquiera que sea el motivo en que se funde 
un recurso, ha de partir de los hechos declarados pro- 
bados, que deben aceptarse sin modificación ni amplia- 
ción; y desde el momento en que se contradice un he- 
cho declarado probado por la Sala sentenciadora, se 
hace inadmisible el recurso 328 

„ „ Cuando se alega que los hechos declarados proba- 

dos no constituyen un delito sino otro distinto que 
se menciona, es preciso citar no sólo el precepto le- 
^1 infringido, sino también el que debió aplicarse á 
quicio del recurrente, á fin de plantear el problema 
jurídico con la claridad y precisión que requiere la 
Ley, Y no haciéndolo, se falta al precepto del número 
4o del articulo 5o de la Orden sobre casación. . 331 

„ „ Cuando las citas legales hechas en el escrito de 
interposición no guardan congruencia con lo resuelto 
en la sentencia que se recurre, no es admisible el re-. 
* curso 345 

„ „ Al disponer la Ley Penal que se apliquen las dis- 

posiciones de la Civil, en materia de fianzas y embar- 
gos, no hace extensiva ésta & lo legislado respecto ¿ la 
admisión de recursos, que han de regularse por lo dis- 
puesto en la Ley Penal; y, por tanto, no citándose el 
precepto que autoriza el recurso, al referirse el recu- 
rrente en tal concepto, k las disposiciones de la Ley 
Civil, resulta aquél inadmisible con arreglo al número 
3o del artículo 5o de la Orden 92 sobre casación. . . 357 

„ „ Al citarse los números lo y 2o del articulo 912 de 

la Ley Procesal como preceptos que autorizan el re- 
curso por quebrantamiento de forma y para expresar 
el concepto de éste, debe consignarse: ó que en la sen- 
tencia no se había expresado clara y terminantemen- 
te cuáles son los hechos que se declaran probados, ó 
que resulta manifiesta contradicción entre ellos, ó que 
no se resuelven todos los puntos objeto de la acusa- 
ción y de la defensa; sin cuyos requisitos no puede 
prosperar el recurso expresado; y en cuanto al de in- 
fracción de Ley, no citándose el precepto legal infrin- 
gido, se deja de cumplir lo que dispone el número 4o 
del artículo 5o de la Orden 92 sobre casación. . 364 

„ „ Al interponerse el recurso por infracción de Ley 
no basta citar la ley infringida, sino que es preciso 
expresar con claridad y precisión el concepto en que 
lo haya sido, según previene el número 4o del ar- 
ticulo 5o de la Orden 92 sobre casación 367 

Admisión de querella. — Atendiendo á que la violación de un depósi- 
to de dinero y el otorgamiento de un contrato simu- 
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lado con perjuicio de tercero, presentan caracteres de 
delitos, al entablarse una querella criminal sobre los 
mismos, no es motivo para rechazarla el que el que- 
rellante ignore ciertas circunstancias relativas al lu- 
gar, fecha y condiciones en que se ejecutaron esos de- 
litos; cuyo caso está previsto en el número 4o del ar- 
tículo 277 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. . 371 

Adnltexio. — Es responsable de este delito la mujer que estando ca- 
sada legítimamente, ejecuta actos carnales con otro 
hombre que no sea su marido. T cuando se establece 
la querella contra uno solo de los culpables, por 
manifestarse que el otro no vivía, pues por fama pú- 
blica se decía que había muerto en la guerra, y la 
Sala acepta este hecho, no se infringe el artículo 449 
del Código Penal 339 

iUlanamlento de morada y falta incidental de dafio en la propiedad. 

— El hecho de pretender un sujeto penetrar en la ca- 
sa de su ez-coneubina, y al oponerse ésta hasta el ex- 
tremo de cerrar la puerta con llave, romper aquél dos 
balaustres de la ventana, por cuyo hueco penetró, des- 
truyendo después varios objetos que fueron tasados en 
$19.90, es constitutivo del delito de allanamiento de 
morada comprendido en el párrafo 2o del artículo 509 
del Código Penal y de la falta antes mencionada. . 335 

AmunwBaw de muerte con exigencias de dinero. — Son responsables de 
este delito los que exigen dinero á los moradores de 
una finca, previniéndoles que les darán muerte si no 
les consiguen la cantidad exigida 348 

Ampliación del lecarso. — No expresándose á que cuerpo legal perte- 
nece el articulo citado en el escrito de ampliación, y 
no expresándose el precepto legal que autoriza el re- 
curso, tan necesario en el trámite de ampliación como 
en el de interposición, para fijar los términos del de- 
bate, no hay términos para declarar con lugar la 
ampliación que se solicita 33 



Calificación del delito. — Nada importa ni significa en cuanto á la ca- 
lificación del hecho justiciable, la concurrencia de la 
circunstancia de embriaguez á que se refiere el inciso 
7o del Artículo 9© del Código Penal, siendo como es de 
apreciarse tan sólo esa circunstancia en punto á la 
responsabilidad consiguiente al hecho mismo. . . . 345 

Oaliflcación de delito más grave qne el acosado. — Cuando la Sala pe- 
na el mismo delito que ha sido objeto de la acusación, 
imponiendo pena mayor que la pedida por el Fiscal, 
no altera la naturaleza del hecho justiciable, ni apre- 
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eia un delito distinto 6 más grave que el calificado en 
la acusación, para el efecto de que pudiera penarlo el 
Tribunal sin hacer uso de la facultad que concede el 
artículo 733 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 93 

Oiicimstaxtcias agravantes. — ^Abiiso de snpeiioridacL — J^o basta, pa- 
ra apreciar el grado de fuerza empleado, ni los me- 
dios de resistencia opuestos, el que se exprese que el 
interfecto padecía una enfermedad j el estado en que 
se hallaba por razón de ella 44 

„ „ Alevosía. — Caracteriza é integra la circunstancia de 
alevosía en el delito de asesinato, el hecho de ser la 
víctima una niña de 3 á 5 años de edad; pues el 
agente obra á mansalva y sin riesgo para su persona 
que proceda de la defensa que pudiera hacer la víc- 
tima 178 

„ „ Alevosía. — Concurre esta agravante en un delito de 
robo con homicidio, cuando los autores del hecho son 
más de uno, están armados, se realiza por brusca aco- 
metida al ofendido, se le desarma previamente y se le 
conduce á un sitio solitario; pues todos estos hechos 
constituyen elementos que tienden á asegurar la eje- 
cución del delito, sin riesgo para las personas de los 
autores, que proceda de la defensa que pudiera hacer 
el agredido 248 

„ „ Ejecutar el hecho en despoblado. — Concurre esa cir- 

cunstancia cuando se realiza el delito en el campo en 
un sitio solitario, oculto y cubierto de malezas. . . 178 

„ „ Concurre esta circunstancia cuando se realiza el 

delito en un monte separado del camino; sin que sea 
preciso que se escoja de propósito dicho lugar, pues 
basta que de él se utilicen los autores del delito. . 247 

„ „ Morada del ofendido. — No debe estimarse cuando se 
realiza el hecho en un establecimiento abierto y fre- 
cuentado por el público 44 

Circiinstancias atenuantes. — ^Arrebato y obcecación. — £s responsable 
del delito de lesiones con la atenuante de haber obra- 
do por estímulos tan poderosos que le produjeran arre-, 
bato y obcecación, el que al llegar á la casa de un in- 
dividuo á reconvenirle por haberse comido unas cañas, 
es despedido por éste con malas formas, y dándole 
dos planazos con un machete; en vista de lo cual le 
causa con el suyo lesiona que tardaron en sanar 
veinte días 48 

„ „ Haber ejecutado el hecho en vindicación de una ofen- 
sa grave. — Es de apreciarse esta circunstancia en el 
delito de homicidio, cuando se ejecuta el hecho mo- 
mentos después de haber sido injuriado el agresor por 
el agredido 253 
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CixamstaiiciM atennantes. — ^No lialier tenido intendán de cansar un 
mal de tanta gravedad como el producido. — Aprecia- 
da en el autor del delito de homicidio la eircunfftancia 
atenuante de embriaguez no habitual, no cabe apre- 
ciar también la de no haber tenido intención de cau- 
sar un mal de tanta gravedad como el que produjo, 
porque mediante aquélla ya se tenía en cuenta el es- 
pecial estado de ánimo del delincuente 72 

y, „ Ser el procesado menor de 18 afios. — Cuando se pro- 
pone en el trámite de conclusiones definitivas la apli- 
cación de esta circunstancia, debe en la sentencia re- 
solverse acerca de ella, dada su positiva y extraordi- 
naria importancia; y cuando se omite hacer esa decla- 
ración, debe estimarse el recurso sin atender á si fué 
ó no reclamada la subsanación de la falta cuando se 
trata de un reo de pena de muerte 287 

Olzcnnstancias eximentes. — Defensa personal. — Es de estimarse que 
concurre esta circunstancia con los tres requisitos que 
exige el número 4o del artículo 8o del Código Penal, 
cuando el dependiente de un establecimiento agredido 
con un machete por un individuo á quien no quiso 
fiarle unos efectos, el cual le dirigía golpes seguidos 
con dicha arma, toma un revólver que tenía en un 
anaquel y dispara contra su agresor un tiro que le 
produce la muerte; sin que obste para estimar la con- 
currencia de la necesidad racional del medio emplea- 
do la circunstancia de la defensa probable que pudie- 
ran haberle hecho otros dependientes que había en el 
establecimiento, ni el existir una puerta en medio del 
anaquel por la cual podía haber escapado; pues ni el 
ajeno auxilio, ni la facilidad de la evasión, pueden 
desvirtuar la necesidad que tiene el que injustamente 
se ve añedido, de utilizar un medio que tenga á su 
disposición, adecuado para repeler el ataque. . . . 313 

,, ,, No concurren las circunstancias eximentes 1* y 3«- 

del Artículo 8o del Código Penal, cuando el autor se 
presenta en la casa del lesionado, situada en despo- 
blado, promoviendo una cuestión y negándose á mar- 
charse de ella, por lo que, para obligarle á que se 
fuera, le da aquél un empujón y dos planazos. . 49 

„ „ Exención completa. — ^Para que la concurrencia de 

los tres requisitos comprendidos en el caso 4o del Ar- 
tículo 8o del Código Penal, produzca la exculpación 
absoluta de responsabilidad criminal, tienen que cons- 
tar aquéllos probados y no supuestos, en atención á 
que constituyen una excepción del principio general 
contenido en el Artículo lo del Código citado. . 96 

,, „ Falta de provocación. — No concurre la circuns- 

tancia 3a del caso 4o del Artículo 8o del Código Penal, 
en relación con las 1» y 2« del mismo, cuando un indi- 
viduo que sostiene relaciones ilícitas con una mujer 
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casada penetra en la casa conyugal, no obstante la 
prohibición terminante del ofendido esposo, j al ha- 
llarle éste oculto tras el muro divisorio de la azotea 
inmediata, j dispararle un tiro que le hiere, contesta 
con tres disparos de revólver que causan la muerte á 
su agresor 12 

Oircunstancias modificativaB. — Cuando se invoca una circunstancia 
eximente ó modificativa de la responsabilidad cri- 
minal, debe expresarse el hecho probado de donde se 
deriva, para la claridad 7 precisión del concepto in- 
fringido; y desfigurando aquél ó alterándolo de al- 
fún modo, se hace inadmisible el recurso con arreglo 
los números 4"" de los artículos 5© y 7o de la Orden 
92 sobre casación 324 

Ckimpetencia. — ^No pudiendo fijarse con precisión á que Partido Ju- 
dicial corresponde el lugar en que se ha perpetrado 
un delito, debe aplicarse el artículo 15 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal y atribuirse el conocimien- 
to al Juez que primero tuvo noticia de la realización 
del delito 256 

Oonceirto en qne ha sido infringida la Iiey. — En el escrito en que se 
interpone el recurso, no sólo se han de citar con pre- 
cisión y claridad las leyes ó doctrinas legales que se 
suponen infringidas, sino también el concepto en que 
lo han sido 343 

Oontaadlcclón entre los hechos probados. — ^Para que éstas den lugar 
al recurso de casación por quebrantamiento de forma, 
han de ser manifiestas, importantes y patentes entre 
hechos que resulten incompatibles en sus términos, 
hasta el punto de afectar la unidad de la exposición. 
Y no puede invocarse esa contradicción, cuando en la 
sentencia se consignan clara y terminantemente los 
puntos de hechos referentes á los particulares sobre 
que versan después las apreciaciones y fundamentos 
de derecho establecidos en los Considerandos y en la 
resolución que se adopte, no resultando en el con- 
junto total contradicciones de ningún género. . 287 



Desobediencia á la Autoridad. — El hecho de haberse ordenado por el 
Gobernador Civil el cierre de un café por negarse sus 
dueños á servir á las personas de color, y haber insis- 
tido ellos en esa negativa, al coneedárseles que lo 
abriesen mievamente bajo la promesa de no establecer 
diferencias en el servicio, es constitutivo del delito 
de desobediencia á la Autoridad 89 

IMq^axo de axma de fnego 7 lesiones. — ^Es responsable del delito de 
disparo de arma contra determinada persona, sin cir- 
cunstancias apreciables, y de una falta incidental 
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contra la misma, el que en una disputa con otro in- 
dividuo le hace un disparo con arma de fuego, cau- 
sándole lesiones que sanaron en tres días sin asisten- 
cia médica 23 

Disparo de amia do fuego y lesiones. — Cuando en una cuestión pro- 
movida entre dos individuos, uno de ellos dispara con- 
tra el otro un revólver, causando lesiones á un tran- 
seúnte, este hecho es constitutivo de los mencionados 
delitos; 7 la sentencia que pena el más grave de ellos, 
6 sea el de disparo, imponiendo la pena en grado 
máximo, se ajusta á lo que dispone el articulo 88 del 
Código Penal 374 

E 

modelo ilegal de pxofesión. — ^Para que se cometa el delito de ejer- 
cicio ilegal de una profesión, no basta que una per- 
sona se atribuya la cualidad de profesor, sino que es 
preciso además que ejerza públicamente actos pro- 
píos de una facultad cuyo ejercicio requiera título 
oficial 270 

, — ^La persona que habiéndosele dejado á su cuidado una casa 
propiedad de un individuo que se ausenta, la des- 
truye y se apropia los materiales, empleando parte de 
ellos en la fabricación de otra de su propiedad, come- 
te el delito de estafa 37 

Para admitir la existencia de un delito de esta- 
fa debe aparecer demostrada la de un perjuicio pro- 
ducido por aquél; pero siendo necesario para co- 
nocer la existencia de ese perjuicio y la índole del 
hecho, la resolución previa de cuestiones de carác- 
ter puramente civil, no hay términos hábiles para 
calificar el hecho de delito de estafa 101 

Incurre en el delito de estafa previsto y penado 
en el número 9o del Artículo 559 del Código Penal, el 
Administrador de una Compañía industrial que, rele- 
vado del cargo, al hacer entrega á su sucesor, oculta 
libros y documentos indispensables para la Adminis- 
tración de la Compañía 132 

Declarado probado por la Sala, que un contrato 
de cesión de crédito fué hecho en confianza, y que 
el cesionario se dio por pagado, sin restituir á su 
verdadero dueño la cantidad que confesó haber reci- 
bido, este hecho es constitutivo del delito de estafa. 215 

£1 hecho de haberse comprometido un empleado 
á pagar una cantidad de que se confesó deudor, á ra- 
zón de $50 mensuales que debía descontar el habili- 
tado, de su sueldo, y el haberle dado más tarde or- 
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den al habilitado para que no dedujera otras canti- 
dades que las mandadas retener por autoridad com- 
petente, no es constitutivo del delito previsto en el 
artículo 565 del Código Penal j si de una responsa- 
bilidad civil 243 

Estafa. — Constituyendo los elementos esenciales del delito de esta- 
fa el engaño j la defraudación, empleándose el pri- 
mero como medio de conseguir la segunda, j debien- 
do concurrir ambos requisitos conjuntamente para 
que pueda existir cualquiera de las defraudaciones 
definidas y castigadas en el Código Penal, no existe 
engaño cuando el accionista de una empresa consti- 
tuida legalmente por escritura pública con capital 
propio conocido, aprobada por el Gobierno General y 
ya en explotación, celebra un contrato de sociedad 
sobre el capital de 17 acciones de aquella compañía, 
constando que ambos contratantes, libre y espontá- 
neamente estipularon el valor de las acciones y de- 
más condiciones del negocio, sin que aparezca que en 
el contrato haya concurrido algún engaño de los des- 
critos en los artículos 559 y siguientes del Código 
Penal 274 

Ezpendlción de moneda falsa. — Es responsable de este delito quien 
acude á varios establecimientos solicitando el cam- 
bio de una moneda de oro por plata y después de ob- 
tenido el cambio lo devuelve pretextando no estar con- 
forme con el tipo, sustituyendo algunas piezas de las 
legítimas por otras falsas que llevsut^a á ese objeto. . 52 

p 



Fabxicaci6n de moneda falsa. — Se reputa consumado este delito 
cuando al ser sorprendidos los fabricantes de mone- 
da falsa, se les ocupan piezas completamente conclui- 
das y en estado de ponerse en expendición. . 224 

Falsificación de moneda. — ^El hecho de haberse sorprendido en su ha- 
bitación á un sujeto, ocupándole tres troqueles para 
fabricar monedas de 40, 20, 10 centavos, respectiva- 
mente, con su moneda correspondiente cada uno, un 
pedazo de estaño, otro de metal al parecer plata Me- 
neses y otros varios efectos y útiles de los que sirven 
para la fabricación de moneda falsa, asi como diez 
piezas de 40 centavos, falsas, y 20 piezas de á un peso 
cada una de moneda legítima, es constitutivo del deli- 
to mencionado 221 

Fiansas y embargos en los procedimientos criminales. — ^Al disponer la 
Ley Penal que se apliquen las disposiciones de la 
Civil en materia de fianzas y embargos, no hace ex- 
tensiva ésta á lo legislado respecto á la admisión de 
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recursos, que han de regularse por lo dispuesto en la 
Ley Penal 357 

Pecha de la Altlma notificación. — No expresándose en el escrito de 
interposición la fecha de la última notificación, se 
falta al requisito del número lo del articulo 5o de la 
Orden 92 sobre casación y es inadmisible el recurso. 167 

Poima en qne deben redactarse las sent e ncias. — Contra la falta de 
cumplimiento del precepto de la Ley sobre la forma 
en que deben redactarse las sentencias, no procede 
el recurso de casación por infracción de la misma, 
sino el de quebrantamiento de forma 80 



Hechos probados. — No puede ser motivo, ni objeto de un recurso de 
casación, la materia de si en el juicio oral quedó ó no 
probada la participación del procesado en el hecho 

§ unible; pues todas las disposiciones del Articulo 849 
e la Ley de Enjuiciamiento Criminal, dan por ante- 
dente invariable la verdad ó exactitud de los hechos 
probados. T sólo partiendo de la base de que en ellos 
se haya cometido error de derecho, citando la Ley y 
explicando las razones en que consista ese error, se- 
ría admisible el recurso con arreglo á los artículos 
5o y 7o de la Orden 92 de 1899 9 

„ ,, Al declarar probados la Sala sentenciadora, los 
hechos objeto de la acusación, no necesita hacer de- 
claración sobre loe afirmados por la defensa, pues el 
artícolo 912 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal no 
exige semejante declaración, sino que ee resuelva so- 
bre todos los pontos que hayan sido objeto de la acu- 
sación y de la defensa 87 

„ ,, Según tiene declarado el Tribunal Supremo, pa- 

ra que sean admisibles los recursos de casación han de 
ajustarse á los hechos declarados probados en la sen- 
tencia, sin que sea lícito alterar ó desfigurar éstos. 186 

,, „ Cualquiera que sea el motivo en que se funde un 
recurso, ha de partir de los hechos declarados proba- 
dos, que deben aceptarse sin modificación ni amplia- 
ción; y desde el momento en que se contradice un 
hecho declarado probado por la Sala sentenciadora, 
se hace inadmisible el recurso 328 

Homicidio. — Comete este delito el que al ser reprendido por un her- 
mano por encontrarse escandalizando y en completo 
estado de embriaguez, estando en la casa de su ma- 
dre, toma un cuchillo de la cocina y le causa varias 
heridas, á consecuencia de una de las cuales falleció. 72 
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Homicidio. — Cuando dos individuos sostienen una disputa acalorada 
y uno de ellos le causa al otro varias contusiones con 
un pie de mesa de madera, j durante la agresión, el 
agredido le sujeta el pie de mesa 7 con un cuchillo de 

Eunta le causa una herida al agresor que le produce 
b muerte, se comete el delito de homicidio. ... 96 

„ Es responsable de este delito el que habiendo si- 
do injuriado por otro individuo en un lugar público, lo 
encuentra como á los diez minutos en un café 7 sa- 
cando un revólver le dispara tres tiros, ocasionándole 
la muerte 253 

„ No concurre, tratándose de este delito, la circuns- 
tancia 3« del caso 4o del Artículo 80 del Código Penal, 
en relación con las 1& 7 2a del mismo, cuando un in- 
dividuo que sostiene relaciones ilícitas con una mujer 
casada, penetra en la casa couTugal, no obstante la 
prohibición terminante del ofendido esposo, 7 al des- 
cubrirle éste oculto tras el muro divisorio de la azotea 
inmediata 7 dispararle un tiro que le hiere, contesta 
con tres disparos de revólver, causando la muerte á 
su agresor 12 

Homicidio frustrado. — ^Para que puedan calificarse de homicidio frus- 
trado las lesiones causadas á un individuo, es preci- 
so que de todos los antecedentes del hecho, causas 
que lo motivaron 7 relaciones que existian entre el 
agresor 7 el agredido, se deduzca de manera tan 
clara 7 evidente que exclu7a toda duda, que la vo- 
luntad deliberada del primero fué matar al segundo; 
pues es doctrina de interpretación en materia penal^ 
que cuando un hecho concreto conBtitu7a un delito 
propio, determinada é individualmente penado, no ca- 
be legalmente atribuir al delincuente ma7or intención 
que la revelada por la extensión del mal causado; á 
no ser que circunstancias mu7 señaladas demuestren 
ma7or trascendencia en la intención del agresor. . 125 

„ „ Para que un hecho sea calificado de homicidio 
frustrado, no basta que el agente ha7a tenido la in- 
tención de matar; sino que es preciso que conste cla- 
ramente la circunstancia eventual é independiente 
de la voluntad de aquél que hubiere ocasionado la 
frustración de sus propósitos, 7 que se deduzca na- 
turalmente de los hechos probados la intención de 
dicho agente 57 

Hraücidio y tentatiya de homicidio. — Cuando el acusado al encon- 
trarse con la mujer que había sido su concubina, 7 
con la madre de ella, que se oponía á que reanudaran 
aquellas relaciones, después de breves palabras sobre 
la acción que le había hecho la primera al separarse 
de él, acomete á ésta descargándole varios macheta- 
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Z08 que le producen la muerte; j pereiguiendo des- 
pués á la xnadrOy le infiere con la misma arma tres he- 
ridas en el cuello y lóbulo de la oreja izquierda, de- 
jándola tendida en el suelo, se hace responsable de los 
dos delitos mencionados 200 



Idea de lucio. — Cuando se comete un hurto, impulsado por la miseria 
7 al objeto de llevar que comer á sus familiares, no 
puede decirse que no haya sido el lucro el móvil del 
delito, pues no se reduce el lucro & la ganancia pecu- 
niaria, sino á todo beneficio; debiendo apreciarse en 
este caso la circunstancia atenuante comprendida en 
el número 10 del articulo 9o del Código Penal. . . 239 

Imprudencia temeraria. — ^El que al deponer como testigo, en unas 
diligencias para celebración de matrimonio, asegu- 
ra que la contrayente es soltera, sin constarle de una 
manera fehaciente, se hace cómplice del delito de 
celebración de matrimonio ilegal por imprudencia te- 
meraria 115 

„ „ Para que un hecho esté comprendido en el párra- 
fo segundo del artículo 592 del Código Penal y sus 
autores incurran en responsabilidad, no basta que se 
haya infringido un reglamento, sino que es preciso 
que tal acto se haya ejecutado con imprudencia ó 
negligencia, esto es, falto de racional previsión res- 
pecto al daño que podía producirse por causas que el 
agente debió tener en cuenta como probables y no las 
tuvo 260 

Indolto. — Tratándose del indulto comprendido en la Ley especial 
creada por la Orden número 22 del Gobierno Militar 
de la Isla de 16 de Enero de 1900, no son aplica- 
bles los preceptos de los artículos 848 número 3, 849 
y 851 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal . . 184 

„ Cualquiera que sea la tramitación dada á un 

asunto de indulto, constituye la materia propia de un 
artículo de previo pronunciamiento; y, por lo tanto, 
no teniendo el carácter de sentencia definitiva la re- 
solución dictada en él, no es susceptible de recurso 
por quebrantamiento de forma. 

„ No exigiéndose en el Decreto de indulto de 16 de 

Diciembre de 1898, para la aplicación de sus efectos, 
otra condición que la de que fuese Voluntario el au- 
tor de un delito, cuando lo cometió, sin expresar que 
estuviera ó no prestando servicio; y disponiéndose 
en la aclaración de 27 del mismo mes y año que esa 
gracia alcanzaba á los rebeldes, no se infringe el ar- 
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tieulo 2o del mencionado Decreto al aplicar el indul- 
to & un procesado que se halla en eeta situación. . 284 

Indulto. — Procede el recurso de casación contra el auto que declara 
extinguida la acción penal por aplicación de indulto y 
que tiene el carácter de resolución definitiva; pero 
no contra el auto posterior recaído en virtud de la 
súplica indebidamente entablada contra aquél. . 359 

„ Contra los autos en que se declara comprendido 
en indulto á un procesado, procede el recurso de ca- 
sación 7 no el de súplica; y siendo éste improcedente, 
no puede interrumpir el término para interponer el 
de casación 3G9 

Infraedán de doctrina. — En materia criminal no procede el recurso 

de casación por infracción de doctrina 169 

,f ,, Según tiene declarado el Tribunal Supremo, el re- 
curso de casación en materia criminal no procede por 
la infracción de doctrina, de acuerdo con el artículo 
2o de la Orden 92 sobre casación 362 

Injuria. — No es constitutiva del delito de injuria toda palabra ofen- 
siva, sino la proferida en ocasión ó condiciones tales, 
que por la forma empleada y los antecedentes y cir- 
cunstancias del hecho, se evidencie el propósito de 
deshonrar, desacreditar, ó menospreciar á determina- 
da persona; y no pueden estimarse esas circunstan- 
cias cuando las palabras figuran en una carta de ca- 
rácter confidencial y privado 1 

Injurias grayes. — Al penar la Sala un delito de injurias graves com- 
prendido en el mismo articulo del Código que el que 
ha sido objeto de la querella y que puede ejecutarse 
de maneras distintas, no infringe ningún precepto 
legal 62 



Iiasiones por mordednra de perro. — La responsabilidad contraída por 
el dueño del animal no está comprendida en el título 
3o del libro 3o del Código Penal, sino en el número 
3o del artículo 607 de dicho Código 333 

M 

MalTersación. — Es responsable de este delito el que nombrado depo- 
sitario de una caja de coche embargada á virtud de 
disposición de un Juzgado, consiente que sea extraí- 
da, por más que la reemplace con otra igual ó mejor 
á la que le fué depositada 76 
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Páginas. 

MátTenadón de caudales. — ^Para que exista este delito es preeiso 
que el empleado público ó el depositario judicial, 
sustraigan ó consientan que sean sustraídos los cau- 
dales ó efectos puestos á su cargo 119 

Matxlmoiiio ilegal. — La mujer que estando unida en matrimonio ca- 
nónico con un individuo y sin estar disuelto aquél, 
contrae nuevo matrimonio con otro sujeto, se hace reo 
del delito de matrimonio ilegal 115 

N 

Negativa de diligencia de praeba. — No puede estimarse como nega- 
tiva de la práctica de una diligencia de prueba, la 
providencia que niega la suspensión del juicio, aun 
cuando se haya aleeado la causal del articulo 745 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal; porque la 
apertura de las sesiones, ni envuelve negación de 
prueba, ni imposibilita á la parte para reclamar que 
se practique en el momento oportuno, la que le ha si- 
do admitida 80 

„ „ Tratándose de esclarecer si en la práctica de una 
prueba admitida se ha adoptado un criterio tal que 
equivale á la negación de una diligencia en tiempo y 
forma solicitada, y habiéndose invocado para plantear 
esta cuestión el número lo del artículo 911 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, no adolece dicho recurso 
de deficiencia para ser impugnado 175 

„ „ Para que proceda, i>or esta causa, el recurso de 
casación por quebrantamiento de forma, es preciso 
que la diligencia denegada tenga la cualidad de la 
pertinencia; lo cual no sucede cuando fué rechazada 
por impertinente 287 



Parricidio frustrado. — El hecho de agarrar por el cuello un marido á 
su esposa, al regreso de un juicio de' faltas donde 
aquél había sido condenado por los malos tratamien- 
tos que la venía dando, y dispararle todos los tiros 
del revólver que portaba, causándole varías herídas, 
é insistiendo después en acometerla hasta que fué 
sujeto por otras personas; tanto por estos actos, co- 
mo por el lugar á que fueron dirigidos los tiros, así 
como por el arma empleada y la forma en que la hi- 
ñó, es de estimarse el propósito decidido que tenía 
de darle muerte; y debe calificarse el hecho de pa- 
rricidio frustrado 109 

Participación en loe hechos punibles. — ^Para que en una resolución 
judicial puedan infringirse disposiciones referentes 
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P&ginaa. 

á la participación de una persona en los hechos puni- 
bles, es preciso que éstos constituyan delito y la par- 
ticipación se declare en una sentencia; pero cuando se 
trata de un auto de sobreseimiento libre en que se 
declara que no constituyen delito, es incongruente 
cualquier cuestión relativa á la participación de los 
acusados en el mismo; y al no citarse la Ley infrin- 
gida ni el concepto en que lo haya sido, se infringe 
el número 3o del artículo 5o de la Orden 92 sobre ca- 
sación 353 

Proyocadón á la inobservancia do las Loyos. — Comete este delito el 
párroco que se niega á expedir partidas de bautismo 
para celebrar un matrimonio civil y califica después 
éste de amancebamiento, con otras frases denigran- 
tes para esa Institución 20 



Rapto. — Para que exista el delito de rapto basta con llevarse á una 
mujer mayor de doce y menor de veinte y tres años 
con miras deshonestas; sin que sea necesario el áni- 
mo espontáneo ó inducido de ocultar su paradero y 
tenerla por largo tiempo sustraída á la potestad ó cui- 
dado de sus padres ó tutores 86 

Bobo con homicidio. — Es responsable del delito de robo con motivo 
del cual resultó homicidio, el que penertrando en un 
establecimiento, se apodera del dinero que tenia guar- 
dado el dueño en un baúl, después le quita á la vic- 
tima el que tenía en los bolsillos y le causa una heri- 
rida que le produjo la muerte 44 

„ „ El hecho de asaltar tres individuos á un ven- 
dedor ambulante que transitaba por un camino y lle- 
vándolo á un monte inmediato despojarle de todo 
lo que llevaba, quitándole previamente un revólver, 
y darle después muerte á machetazos, es consti- 
tutivo del delito mencionado 247 

Bobo con intimidación en las personas. — Son reos de este delito los 
que llegando á las casas de unos individuos, les pi- 
den prestadas unas cabalgaduras y otros efectos; y 
al negárseles, manifiestan que se las llevarán de todas 
maneras, adoptando una actitud amenazadora, ante la 
cual acceden los dueños de dichas especies y se las 
entregan 228 

s 

Sentencia definitiya. — ^El recurso de casación por quebrantamiento 
de forma sólo procede contra las sentencias que men- 
ciona el artículo 848 de la Ley de Enjuiciamiento 
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Artieiilos. PágiiiM. 

Criminal en su número lo, no teniendo el carácter que 
allí se indica el auto en que se niega la recusación de 
un magistrado. 

Cuando el recurso por infracción de Ley se in- 
terpone contra un auto de los á que se refiere el nú- 
mero 8o del artículo 848 de la Ley Procesal, es pre- 
cisOy para que el recurso sea admisible, citar el pá- 
rrafo 2o del articulo 853 de la misma 31 



Ténnino para interponer el recarso. — ^No llenando el escrito presen- 
tado por el procesado al interponer el recurso, los re- 
quisitos que exige la Orden 92 sobre casación, para 
ser admitido; y presentado nuevamente con todos esos 
requisitos, después de transcurridos los cinco dfas 
que concede la Ley para su interposición, no debe 
ser admitido 102 



Vmaaifatíéa de la enalidad de profesor. — ^Es responsable de este de- 
lito el que no sólo ejerce sin título actos de una pro- 
fesión que lo eziffe, sino que además, se atribuye la 
cualidad de profesor de la Facultad cuyos actos 
ejerce públicamente 215 



Violaci6n y asesinato. — Es responsable de los delitos de violación y 
asesinato en el concepto de autor, el que tomando en 
brazos una niña de 3 á 5 años de edad para llevarla 
á su casa, desde el lugar donde la había dejado 
su hermano pequeño, en vez de hacerlo, se interna 
con ella en unas maniguas, donde la viola, dándola 
después muerte con un golpe terrible en la cabeza. 178 
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FtoEMCO VlNAGEBAS CONTRA JoSÉ RoCA Y MaRQUBTTI. 

Sentencia Núm. 1. (Enero 3 de 1900). 

Becurso por infracción de Ley interpuesto por Federico Vinage- 
ras contra el auto de sobreseimiento dictado por la Audien- 
cia de la Habana en 19 de Febrero de 1898, 

INJURIA. 

Ko es comititativa del delito de injuria toda palabra 
ofensiva, sino la proferida en ocasión ó condiciones tales 
qne por la forma empleada y los antecedentes y cinnmstan- 
cias del hecho, evidencie el propósito de deshonrar, desa- 
creditar ó menospreciar á determinada persona; y no pue- 
den estimarse esas dnnmstancias cnando las palabras flgn- 
ran en nma carta de carácter confidencial y privado. 

En la ciudad de la Habana, á tres de Enero de mil nove- 
cientos, en el recurso de casación por infracción de ley pendien- 
te ante este Supremo Tribunal á consecuencia del interpuesto 
por Federico Vinageras, procurador público y vecino de la ciu- 
dad de Matanzas, contra el auto de sobreseimiento dictado por 
]a Sala de lo Criminal de la Audiencia de esta ciudad en diez 
y nueve de Febrero de mil ochocientos noventa y ocho en la 
causa por delito de injurias seguida contra José Boca y Mar- 
quetti cuya ocupación y domicilio no constan de los anteceden- 
tes remitidos: 

Resultando: que celebrada la vista que dispone el artículo 
seiscientos treinta y dos de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
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la Sala correspondiente de la Audiencia de esta ciudad dictó 
auto de sobreseimiento en el cual consignó los hedios siguientes : 
que en veinte de Julio del año próximo pasado el Procurador 
público de Matanzas D. Federico Vinageras y Cruz estableció 
querella criminal en el Juzgado de Instrucción de la Catedral 
contra D. José Boca y Marquetti imputándole la comisión del 
delito de injurias graves inferidas por escrito y con publicidad 
comprendidas en el artículo cuatrocientos setenta y siete del 
Código Penal por medio de una carta, cuyos términos después 
se consignarán, dirigida por el mencionado D. José Boca y 
Marquetti á tercera persona definiendo dicho delito en el es- 
crito de querella en concepto de suponerse en la carta de refe- 
rencia un hecho que á ser cierto constituiría un delito y mani- 
festando que la propia carta aludía á la reclamación judicial 
que el querellante, que le había representado bajo la dirección 
del letrado D. Eduardo Delgado en un pleito que siguió contra la 
Sociedad de Polledo Bionda y Compañía tuvo que hacerle para 
que le pagara sus derechos devengados en aquel litigio ascen- 
dentes á novecientos pesos en oro, que convino luego á instancias 
del propio querellado en reducir á cuatrocientos veinte y cinco 
pesos que le abonó en efecto, cuya carta original había sido 
presentada por el mencionado letrado en un incidente que pro- 
movió á consecuencia del referido pleito, reclamando á Marquet- 
ti el pago de sus honorarios, y encontrándose dichas actuacio- 
nes en la Audiencia Territorial de 'Matanzas, este Tribunal, ac- 
cediendo á la solicitud del Juzgado, la mandó desglosar y la re- 
mitió. Que la carta de que se trata, literalmente copiada di- 
ce así : * * Habana, diez de Febrero de mil ochocientos noventa y 
cinco. — Estimado Eduardo: siento venirle á escribir respecto 
del negocio Vinageras que no solo me da disgustos sino gastos. 
— Este señor pretende cobrar costas por cuenta de Vd. ade- 
más de las de él y dice que los recibos que yo he pagado y di- 
cen ** Julia" son por cuenta de este negocio y nada tiene que 
ver con Polledo. Hágame el favor de ver esto, escriba á Vina- 
geras y á Bamírez, pues ya esto no tiene nombre. El Juez de 
Matanzas ha hecho hacer la liquidación de los derechos y costas 
que ha rebajado á novecientos pesos en vez de mil seiscientos, 
pero como tengo pagado á Vinageras más de mil quinientos pe- 
sos para costas y derechos y á Vd. algunas cantidades no com- 
prendo esta reclamación que no es más que una pillada como 
á Vd. ie consta, así es que si Vd. no puede venir en estos días 
escriba á su amigo pues de no le pongo una querella criminal. 



JURISPRUDENCIA PENAL 



Recuerdos á Adolfina y niños y reciba el aprecio de su tío J. 
K. Marquetti". — Que admitida la querella por el Juez de Instruc- 
ción fué inda^do el acusado, quien manifestó ser el autor de la 
carta, expresando que la habíu dirigido á su sobrino político Ikm 
Eduardo Delgado con carácter privado, como lo comprobaba la 
forma en que había sido escrita sin que hubiera sido su ánimo 
atacar á Vinageras, puesto que en el mes de Abril del mismo 
año de mil ochocientos noventa y cinco, en que estaba fechada, 
liquidó con él sus cuentas pendientes y que sólo se reforía al 
negocio en general de que trataba, que le había causado muchos 
gastos y disgustos. — -Que por auto posterior del Juzgado se denegó 
el procesamiento del querellado con el fundamento de no existir 
el delito imputado, desestimándose la reforma de dicho auto soli- 
citada por el querellante y dictándose luego de conformidad con 
éste el de terminacii^ del sumario. — Que remitidos los autos á esta 
Sala se confirió á la representación del querellante la instrucción 
que previene el articulo seiscientos veinte y nueve de la Ley de En- 
juiciami^ito Oriminal y con lo que expuso solicitando que se de- 
jara sin efecto el auto de terminación del sumario y se devolviese 
la causa para que se declarase procesado á Marquetti, dictó la Sala 
su auto de siete del corri^ite confirmando el consultado y seña- 
lando día para la vista previa contra cuyo auto estableció el 
querellante recurso de súplica que se declaró sin lugar con las 
costas por el de catorce de este mes mandándose cumplir lo 
dispuesto, y en efecto se celebró la vista previa el posterior día 
diez y siete, pidiendo en ella la representación del querellante 
la apertura del juicio oral previo el procesamiento del acusado : 

Besuliando: que el referido auto se funda en que no sien- 
do constitutivo de delito el hecho que ha dado origen á la ac- 
tual causa, procedía el sobreseimiento con las costas de oficio: 

Resultando: que contra este auto interpuso recurso de ca- 
sación el querellante Federico Vinageras, fundado en el caso 
cuarto del artículo ochocientos cuarenta y ocho y en el ocho- 
cientos cincuenta y dos de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
citando como infringidos los artículos cuatrocientos setenta y 
cinco, cuatrocientos setenta y seis y cuatrocientos setenta y sie- 
te del Código Penal y varias sentencias del Tribunal Supremo 
de España alegando que no se había estimado como constituti- 
vo de delito un hecho que lo era realmente; que eran injurias 
graves todas las expresiones emitidas con el propósito de lesio- 
nar el decoro de determinada persona imputándole actos, vi- 
cios y defectos que sean deprimentes, y porque en el último ar- 
tículo se castigan las injurias graves hechas por escrito y sin 
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publicidad; cuyo recurso le fué admitido, y sustanciado con- 
forme á derecho se celebró la vista el día veinte y dos de Di- 
ciembre último con intervención del abogado defensor de la 
parte recurrente. 

Siendo Ponente el Magistrado José M. García Montes. 

Considerando: que no constituye injuria toda palabra 
ofensiva sino la proferida en ocasión ó condiciones tales en que 
resulte evidente, por la forma empleada y por los antecedentes 
y circunstancias del hecho, el propósito manifiesto, por parte 
del que las pronuncia, de deshonrar, desacreditar, 6 menospre- 
ciar á determinada persona ó entidad: 

Considerando: que tanto por ser de carácter privado y 
confidencial la carta que José Roca y Marquetti dirigió al Ldo. 
Eduardo Delgado, que era su Abogado y pariente cuanto por 
ser su objeto manifiesto protestar contra el cobro de una canti- 
dad que Vinageras reclamaba al mencionado Marquetti y que 
éste creía haber pagado con exceso, no puede atribuirse al acu- 
sado la intención deliberada y maliciosa de agraviar al querellan- 
te, máxime si se atiende á que no pudo figurarse que aquella 
cairta había de llegar á conocimiento de Vinageras, lo que vino 
á resultar por la voluntad de un tercero que tuvo por conve- 
niente presentarla en unas actuaciones judiciales; por todo lo 
cual no puede estimarse este hecho como constitutivo del deli- 
to de injurias: 

Considerando: que al apreciar la Sala sentenciadora en 
uso de sus atribuciones, que de las circunstancias concurrentes 
en el hecho originario de la presente causa no existen elemen- 
tos suficientes para considerarlo como constitutivo de ilelito, no 
ha infringido ni podido infringir los artículos del Código Pe- 
nal citados en el recurso, en atención á que esos artículos no 
tienen aplicación en el caso que ha motivado la presente que- 
rella, puesto que ellos suponen la existencia previa de un delito 
que no resulta de la carta escrita por Marquetti al Licenciado 
Eduardo Delgado: 

Considerando: que tampoco puede estimarse como motivo 
del recurso interpuesto la infracción de las sentencias del Tri- 
bunal Supremo de España, porque esas sentencias sólo pueden 
invocarse á título de doctrina legal, la cual no existe en mate- 
ria criminal, como fundamento para un recurso de casación; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos sin lugar el 
recurso de casación interpuesto por Federico Vinageras contra 
el auto de sobreseimiento dictado por la Sala de lo Criminal 
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de la Audiencia de esta ciudad el diez y nueve de Febrero de 
mil ochocientos noventa y ocho, con las costas á cargo del re- 
currente. 

Así, por esta sentencia, que se comunicará á la Audiencia 
de la Habana por medio de certificación, á los efectos legales, 
librándose además las respectivas copias autorizadas para la 
Colección á cargo de la Secretaría de Justicia y su publicación 
en la Ociceta de la Habana, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — ^Antonio González de Mendoza. — Pedro González Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Octavio 
Oiberga. 



El M. F. contra Miguel Núñez Llanes y otro. 

Auto Núm. 1. (Enero 4 de 1900). 

Recurso de queja interpuesto por Miguel Núñez Llanes contra 
el auto de la Audiencia de Mata>nzas de 10 de Noviembre 
de 1899. 

DISPARO DE ARMA DE FUEGO. 

El Tribunal Supremo tiene declarado que para la admi- 
Blón de los recursos de esta clase, no basta citar en el 
escrito en que se interponen, él articulo de la ley que se re- 
fiere & las resoluciones susceptibles del recurso; sino que es 
indispensable precisar él caso ó casos de la ley en que eeté 
comprendida la cuestión de derecbo que se plantea, para ob- 
tener la casación del faUo; y que tratándose de sentencias 
definitivas y de esta clase de recursos, estén comprendidos 
en él Articulo 849 de la Ley de Enjuiciamiento OrtminaL 

Resultando: que en causa seguida contra Miguel Núñez 
Llanes y otro, la Audiencia de Matanzas, en seis de Noviembre 
del año próximo pasado, dictó sentencia condenando al Núñez, 
como autor del delito de disparo de arma de fuego contra de- 
terminada persona á la pena de dos años, once meses, once días 
de prisión correccional y accesorias correspondientes, babiendo 
el dicho sentenciado interpuesto contra ese fallo, recurso de ca- 
sación por infracción de ley y doctrina legal y quebrantamien- 
miento de forma, citando respecto de ambos, como precepto le- 
gal que los autoriza el articulo ochocientos cuarenta y siete de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, y como leyes infringidas 
á los efectos del primer recurso, en primer lugar, el artículo 
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cuatrocientos veinte y uno del Código Penal y ochocientos cua- 
renta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, por ha- 
ber penado conforme á aquél al procesado estimando probado 
el hecho de haber disparado contra Berenguer, cuando el úni- 
co testigo presencial declaró que disparó al aire; y en segundo 
lugar los números del articulo ochocientos cuarenta y nueve, en 
especial el séptimo por el error de declarar probado hechos que 
no lo están, según el texto del acta levantada en el juicio oral 
y declaraciones leídas. Y en cuanto al quebrantamiento de for- 
ma hace consistir éste en no haberse resuelto en la sentencia la 
alternativa de las conclusiones provisionales establecida para 
el caso que declarando la Sala que el disparo fué contra Beren- 
guer, concurrían circunstancias eximentes de responsabilidad, 
y habiendo la Sala silenciado ese extremo ha faltado a lo dis- 
puesto en el caso segundo del artículo novecientos doce de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal; haciendo constar que este 
recurso también lo autoriza el artículo novecientos diez en re- 
lación con el ochocientos cuarenta y cuatro de la citada Ley; 
y que por haberse cometido la falta en la sentencia, no ha po- 
dido pedirse su subsanación: 

Resultando: que la Audiencia no admitió los recursos es- 
tablecidos, fundándose para negar el de infracción de Ley en 
que tenía por objeto impugnar los hechos declarados probados 
por la Sala y porque el artículo que se citaba para autori- 
zar el recurso, caso séptimo del artículo ochocientos cuarenta 
y nueve, no guarda relación con la infracción alegada; y en 
cuanto al quebrantamiento de forma porque dictada la senten- 
cia de acuerdo con las conclusiones fiscales, condenando al pro- 
cesado, implícitamente resolvió, contra los dos extremos propues- 
tos por la defensa y no infringió el número segundo del ar- 
tículo novecientos doce: 

Resultando: que interpuesto por el recurrente recurso de 
queja contra el referido auto denegatorio, se ha sustanciado en 
forma, celebrándose la vista pública el día veinte y tres de Di- 
ciembre último sin asistencia de las partes: 

Considerando: que este Tribunal Supremo tiene declarado 
en repetidas decisiones que no es bastante para cumplir lo dis- 
puesto en el número tercero del artículo quinto de la Orden 
número noventa y dos del Gobernador Militar citar en el es- 
crito por el cual se interpone el recurso preceptos de la Ley 
procesal que, como el artículo ochocientos cuarenta y siete, se 
refieren á las resoluciones susceptibles del recurso, sino que es 
indisi>ensable precisar el caso ó casos de la Ley en que esté 
comprendida la cuestión de derecho que el recurrente se pro- 
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pone plantear para obtener la casación del fallo, y que tratán- 
dose de sentencias definitivas y de la clase de recursos á que 
esrte Considerando se refiere, están comprendidos en el articulo 
ochocientos cuarenta y nueve de la L^ de Enjuiciamiento 
Criminal : 

Considerando: respecto al quebrantamiento de forma, que 
al citar el recurrente como precepto que lo autoriza el articulo 
novecientos diez de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, ha in- 
currido en el mismo defecto mencionado en el párrafo anterior, 
pues el citado artículo sólo contiene un precepto general y los 
casos que autorizan esta clase de recurso están comprendidos en 
los artículos novecientos once y novecientos doce de la mis- 
ma L^: 

Considerando: que por las razones expresadas el recurren- 
te no ha cumplido con lo dispuesto en el número tercero del 
artículo quinto de la Orden número noventa y dos, ya citado, 
y por tanto la Audiencia cumpliendo con el décimoprimero en 
•relación con el número tercero del séptimo, ha debido negar, 
como lo ha hecho, la admisión del recurso; 

No ha lugar á la queja establecida por Miguel Núñez y 
Llanos, contra el auto de la Audiencia de Matanzas de diez de 
Noviembre último que negó la admisión de los recursos de ca- 
sación establecidos contra la sentencia de la misma Audiencia, 
dictada en seis del citado mes en causa por disparo de arma de 
fuego seguida contra dicho recurrente y otro, con las costas de 
este recurso á cargo de aquél. 

Comuniqúese este auto á la Audiencia de Matanzas por 
medio de certificación, para lo que proceda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados que al margen se 
expresan. — ^Pedro González Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — 
José M. Qarcía Montes. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Gi- 
berga. — Ante mí. — P. D. — Silverio de Castro. 



Joaquín Alcázar contra Víctor Bilbao. 

Auto Núm. 2. (Enero 4 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Joaquín Alcázar 
contra el auto de sobreseimiento dictado por la Audiencia 
de la Habana en 22 de Enero de 1898. 

MALVERSACIÓN DE CAUDALES. 

El Tiibimal Sapremo tiene declarado qne no basta iiara 
la admisión de nn recnno de esta clase y cumplir con el pre- 
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capto áA Aztícnlo 5o de la Orden número 92 de 1899, eitar 
en él escrito preceptos de la ley «ne como él Artículo 848 se 
refieren & las resolaciones snseeptíbles de recorso; sino que 
es indlspensaUe precisar él caso ó casos de la ley en qne eatí 
comprendida la cnestlAn de derecho qoe él recorrente se pea- 
pone plantear para obtener la casación del fallo. Y que tra- 
tándose de nn auto de sobreseimiento, él caso estA compren- 
dido en él Axticnlo 862 de la Ley de Enjuiciamiento Ori- 



Resultando: que encauma seguida contra Víctor Bilbao, 
por malversación de caudales, á virtud de querella establecida 
por Joaquín Alcázar, la Sección Primera de la Sala de lo Cri- 
minal de la Audiencia de la Habana, dictó, en veinte y dos de 
Enero de mil ochocientos noventa y ocho, auto, sobreseyendo 
libremente en la misma, por no existir indicios racionales de 
haberse cometido el delito que dio origen á ella,/ y en tiempo 
oportuno el querellante interpuso contra este auto recurso de 
casación por infracción de Ley, citando como preceptos que 
autorizan el recurso el artículo segundo de la orden número 
noventa y dos del Gobernador Militar de esta Isla, en relación 
con el caso cuarto del ochocientos cuarenta y ocho de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal: 

Resultando: que admitido el recurso por la Audiencia y 
personado el recurrente en este Tribunal Supremo, abierta la 
sustanciación, en el trámite correspondiente, el Ministerio Fia- 
cal impugnó la admisión del recurso, solicitando se declarase 
mal admitido, porque en el escrito de interposición no se cum- 
plió con el inciso tercero de la Orden número noventa y dos del 
Gobernador Militar, en cuanto no se cita el artículo ochocien- 
tos cincuenta y dos de la Ley de Enjuiciamiento Criminal que 
es el precepto que autoriza el recurso en este caso, por tratarse 
de un auto de sobreseimiento: 

Resultando: que sustanciada esta cuestión previa, se cele- 
bró la vista pública en el día de ayer, informando el Ministerio 
Fiscal que sostuvo su impugnación y el letrado del recurrente, 
que á su vez sostuvo el auto que admitió el recurso, pidiendo 
>G desestimara aquélla: 

Considerando: que este Tribunal Supremo tiene declara- 
do en repetidas decisiones que no es bastante para cumplir lo 
dispuesto en el número tercero del artículo quinto de la Orden 
número noventa y dos del Gobernador Militar, citar en el es- 
crito por el cual se interpone el recurso, preceptos de la Ley 
procesal que, como el artículo ochocientos cuarenta y ocho, se 
refieren á las resoluciones susceptibles del recurso, sino que es 
indispensable precisar el caso ó casos de la Ley en que esté 
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comprendida la cuestión de derecho que el recurrente se pro- 
pone plantear para obtener la casación del fallo, y que tratán- 
dose en este recurso de un auto de sobreseimiento, aquéllos es- 
tán comprendidos en el artículo ochocientos cincuenta y dos 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal: 

Considerando: que al admitir la Sala sentenciadora el re- 
curso de casación interpuesto, á pesar de haber el recurrente 
omitido la cita del precepto legal que autorizaba el recurso, no 
ha cumplido con lo dispuesto en el artículo once en relación 
con el número tercero del séptimo de la Orden número noventa 
y dos del Gobernador Militar y es procedente la impugnación 
y solicitud del Ministerio Fiscal; 

Se declara mal admitido por la Sección primera de la Sa- 
la de lo Criminal de la Audiencia de la Habana el recurso de 
casación por infracción de Ley establecido por Joaquín Alcázar, 
contra el auto de sobreseimiento dictado por dicha Sección pri- 
mera en veinte y dos de Enero de mil ochocientos noventa y 
ocho, en causa seguida contra Víctor Bilbao, por malversación. 

Comuniqúese este auto á dicha Audiencia, por medio de 
certificación, para lo que proceda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro Gonzá- 
lez Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — 
Eudaldo Tamayo. — Octavio Giberga. — ^Ante mí. — ^P. D. — Silve- 
rio de Castro. 



Bii M. F. CONTRA Eduardo Infante Rodríguez. 

Auto Núm. 3. (Enero 6 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Eduardo Infante 
Rodríguez contra la sentencia dictada por la Audiencia de 
la Habana en 29 de Julio de 1898, 

HÜBTO. 

No puede ser motivo, ni objeto de un recnno de casa- 
ción, la materia de si en el Juicio oral quedó 6 no probada 
la participación del procesado en el heclio punible; pues todas 
las diiqposiciones del Articulo 849 de la Ley de Enjuiciamien- 
to Criminal, dan por antecedente invariable, la verdad ó exac- 
titud de los hechos declarados probados. T sólo partiendo 
de la base de que en ellos se haya cometido error de dere- 
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cbo» dtaiido la ley y explicando las lasones «n gne conaiata 
ese error, sería admisible el recurso con arreglo á los Ar- 
tículos 5.« y 7.» de la Orden 92 de 1899. 

Resultando: que en causa procedente del Juzgado del Ce- 
rro, de esta capital, y seguida por hurto contra Eduardo In- 
fante Rodríguez, jornalero y vecino de la misma ciudad, la Sar 
la de lo Criminal de la Audiencia de la Habana dictó sentencia 
en veinte y nueve de Julio de mil ochocientos noventa y ocho, 
condenando al procesado á la pena de cuatro meses y un día 
de arresto mayor con las accesorias de suspensión de todo cargo 
y derecho de sufragio durante la condena, indemnización de 
ciento cincuenta pesetas al perjudicado y costas: 

Resultando: que el procurador Luis Plutarco Valdés, á 
nombre del mencionado Infante Rodríguez interpuso recurso 
de casación por infracción de ley contra dicha sentencia en es- 
crito de veinte y ocho de Agosto de mil ochocientos noventa y 
nueve, en el cual manifestó que se habían infringido los ar- 
tículos quinientos treinta y seis, caso tercero, y quinientos trein- 
ta y cinco del Código Penal, en los que había descansado la 
Sala para declarar á Infante Rodríguez, responsable de un de- 
lito no probado, toda vez que de las declaraciones prestadas en 
el juicio oral sólo la del perjudicado es contraria a Infante 
Rodríguez, favoreciendo á éste otros testigos; y que igualmente 
resultaba infringido el artículo ochocientos cuarenta y nueve, 
en su caso cuarto, de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, pues 
con arreglo al testimonio de dos de los testigos, si alguna res- 
ponsabilidad hubiera podido caber á Infante, sería muy distin- 
ta y menor siempre de la que el Tribunal sentenciador había 
declarado : 

Resultando: que el Fiscal de este Tribunal Supremo ha 
impugnado la admisión del recurso: primero, porque al plan- 
tear el recurrente la tesis de que en el juicio oral no se com- 
probó el hecho punible que se le imputara, ni la intervención 
que en él se le atribuyera, niega lo que respecto de ambos ex- 
tremos declara probado la sentencia, pretendiendo abrir una 
discusión que prohiben todos los números del citado artículo 
ochocientos cuarenta y nueve; y segundo, porque para que, 
conforme al apartado cuarto de ese artículo, pudiera debatirse 
en casación si la Sala sentenciadora incurrió ó no en error de 
derecho al determinar la participación del procesado en los 
hechos que se declaran probados, no basta negar que fuese au- 
tor, según se aprecia en el fallo, sino que además era indispen- 
sable que el recurrente afirmase el carácter con que á su jui- 
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cío, intervino en el delito, contrayendo la menor responsabili- 
dad á qne alude, y al no yerificarlo así, ni citar como infringi- 
dos el precepto legal que estime indebidamente aplicado, ni 
aquel que dejó de aplicarse y con arreglo al cual debió consi- 
derarse al enjuiciado como cómplice ó encubridor, quedó in- 
cumplido el número cuarto del articulo quinto de la Orden nú- 
mero noventa y dos, y el recurso carece de la cuarta de las cir- 
cunstancias que para que fuese admisible establece el séptimo: 

Resultarido: que previos los trámites legales, el cuatro del 
corriente mes, se celebró la vista de la cuestión previa, en cuyo 
acto iüfonnó el representante del Ministerio Fiscal: 

Considerando: que la cuestión sobre si en el juicio oral se 
demostraron ó no los hechos que la Sala sentenciadora declaró 
probados, no se halla bajo la jurisdicción del Tribunal Supre- 
mo, y no puede, por tanto, servir de motivo ú objeto á un re- 
curso de casación, que no apoyan, sino rechazan las disposicio- 
nes contenidas en el artículo ochocientos cuarenta y nueve de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, las cuales dan todas por 
antecedente invariable lo que en la sentencia se ha pronunciado 
respecto á la verdad ó exactitud de los hechos: 

Considerando: que para motivar el recurso en la afirma- 
ción de que la Sala padeció error de derecho al calificar de 
autor á Infante Rodríguez, cuando si alguna responsabilidad 
hubiera podido caberle, sería distinta y menor siempre que la 
declarada por el Tribunal sentenciador, se hacía necesario que 
el recurrente expresara cuál era la responsabilidad distinta y 
menor á que él aludía y citara la ley ó leyes determinantes de 
esa responsabilidad que se hubieran infringido por no haber 
sido aplicadas; sin cuyas circunstancias es inadmisible el recur- 
so, según lo que previenen en sus casos cuartos los artículos 
quinto y séptimo de la referida orden número noventa y dos: 

Considerando: que en el escrito de interposición del re- 
curso no se expresa el precepto legal que lo autorice, sino que 
w leficre en general á la orden sobre casación, lo cual no se 
conforma con lo prevenido en el número tercero de los artícu- 
los quinto y séptimo de dicha orden; 

Se declara mal admitido el recurso de casación por in- 
fracción de ley interpuesto por el representante de Eduardo 
Infante Rodríguez, sin especial condenación de costas; y comu- 
niqúese á la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana 
para los debidos efectos. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico. — Antonio González de Mendoza. — Pedro González 
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Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eu- 
daldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt.— Octavio Giberga. — 
Ante mí. — ^P. D. — .Silverio Castro. 



El M. F. contra José Pérez Avalos. 

Sentencia Ntun. 2. (Enero 6 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por José Pérez Avalos 
contra la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana 
en 30 de Septiembre de 1899. 

HOMICIDIO. 

No concnrre la ciicniístancla 3.* del caso 4.« dél Artículo 
S^ del Código Penal, en relación con las 1.* y 2.* del mismo, 
cnando xm indiyidno ane sostiene relaciones ilícitas con una 
mnjer casada, penetra en la casa conyugal, no obstante la 
proMbición terminante del ofendido esposo, y al descubrirle 
óste oculto tras el muro divisorio de la azotea inmediata, y 
dispararle un tiro que le hiere, contesta con tres disparos de 
revólver que causan la muerte & su agresor. 

En la ciudad de la Habana, á seis de Enero de mil nove- 
cientos en el recurso de casación que por infracción de ley pen- 
de ante este Supremo Tribunal interpuesto por el Procurador 
Cotoño á nombre de José Pérez Avalos, vecino de esta capital 
y vigilante de policía contra la sentencia dictada por la Sec- 
ción segunda de la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la 
Habana, á consecuencia de la causa criminal por homicidio, 
procedente del Juzgado de Instrucción de Jesús María, seguida 
entre partes, de la una el Ministerio Fiscal y de la otra el pro- 
cesado José Pérez Avalos: 

Resultando: que vista en juicio oral y público la mencio- 
nada causa dicha Sala dictó la expresada sentencia en treinta 
de Septiembre último, consignando los siguientes Resultandos: 

Primero. Probado que desde hace unos siete años tenían 
amistad íntima José Pérez Avalos y Manuel María Martínez 
Pérez, los cuales durante cierto tiempo de ese período tuvieron 
en sociedad un tren de lavado: que desde hace unos dos años 
Pérez Avalos y la esposa del Martínez Pérez, Micaela Valdés 
sostenían relaciones adúlteras, visitando al mismo tiempo Pérez 
Avalos la casa del Martínez como amigo de conñanza y auxi- 
liando á la familia de éste en sus escaceses, sobrevenidas en 
estos últimos tiempos y que desde una fecha que se ignora, an- 
terior al mes de Mayo último Martínez comenzó á requerir de 
celos á su esposa con respecto á Pérez Avalos, requerimientos 
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que fueron haciéndose cada vez más intensos hasta que el día 
diez del mes de Mayo citado ocurrió una escena violenta entre 
ios esposos en la que Martínez dijo á su mujer que si volvía á 
ver á Pérez Avalos en su casa iba á suceder algo grave: 

Segundo. Probado que el día once del mismo mes de Ma- 
yo, Pérez Avalos que no había dejado de visitar la casa de 
Martínez, sita en la calle de San Nicolás número doscientos 
sesenta y nueve de esta ciudad, fué á dicha casa como á la una 
de la tarde, y en la sala de la misma hizo entrega á Micaela 
Yaldés de una tela para que le hiciese cinco pares de calzonci- 
llos, que en esos momentos una niña de la casa advirtió á la 
Yaldés que llegaba Martínez, por lo cual aquella dijo á Pérez 
Avalos que se escondiese tratando éste de efectuarlo, mas como 
no hallase sitio apropósito en la casa subió por una escalera de 
mano que daba acceso á la azotea que hay en el fondo de la 
casa y llegado á ella saltó el muro que la separa de la casa 
número doscientos sesenta y siete de la citada calle de San Ni- 
colás y se agachó junto al expresado muro divisorio: 

Tercero. Probado que en los momentos relacionados, entró 
en su casa Martínez increpando violentamente á su esposa 
porque Pérez Avalos había vuelto á la casa, se dirigió á su car- 
peta cogiendo su revólver, hizo un registro en la casa revelando 
estar exasperado y concluido el registro subió á la azotea por 
la escalera de manos y al ver tras al muro á Pérez Avalos aga- 
chado le hizo un disparo con el revólver diciéndole: '^lAh, ca- 
brón!", penetrándole el proyectil á Pérez Avalos en la región 
escapular derecha ai nivel del borde interno en su parte media, 
continuando por la cavidad toráxica por el cuarto espacio inter- 
costal y determinando síntomas correspondientes á las lesiones 
del pulmón del mismo lado, siendo oblicua la dirección del tra- 
yecto recoi^rido por el proyectil al penetrar de fuera adentro 
y de abajo á arriba, invirtiendo Pérez Avalos en curar un pe- 
ríodo de veinte y cinco á treinta días con necesidad de asisten- 
cia médica é impedimento para el trabajo durante el mismo: 

Cuarto. Probado que al recibir el disparo se incorporó Pé- 
rez Avalos y con su revólver de vigilante de policía hizo á su 
vez un disparo sobre Martínez, atravesándole á éste el pro^^'ectil 
el cuello de la camisa por su lado izquierdo, el cuello de Mar- 
tínez en la parte latero posterior izquierda y saliendo por el 
lado opuesto á la altura del apófisis mastoidea derecha, frac- 
tarando de abajo arriba la tercera vértebra cervical é intere- 
sando la médula y las capas musculares, herida mortal por ne- 
cesidad : 

Quinto. Probado que caído Martínez boca arriba en la 



14 JUBISPRUDENCIA PENAL 



azotea de la casa número doscientos sesenta y siete hizo dos 
disparos más sobre él, Pérez Avalos, penetrándole los proyecti- 
les uno por la cara superior y anterior del hombro izquierdo 
y saliendo por la parte posterior é inferior del mismo hombro, 
y el otro por la parte anterior del lado izquierdo del abdomen 
debajo del reborde costal y saliendo por la parte posterior iz- 
quierda, perforando el estómago y dando lugar á que se derra- 
masen en la cavidad abdominal los alimentos que contenía dicho 
órgano, siendo esta herida también mortal por necesidad: 

Resultando: que la referida Sala de lo Criminal calificó 
los hechos expuestos como constitutivos del delito de homicidio 
que define y castiga el artículo cuatrocientos diez y seis del Có- 
digo Penal, de que es responsable en concepto de autor, con la 
concurrencia de las circunstancias primera y segunda del caso 
cuarto del artículo octavo, al procesado José Pérez Avalos, y 
vistos los artículos citados y demás concordantes de aplicación 
del referido Código le condenó á la pena de siete años de pri- 
sión mayor, con sus accesorias, indemnización de cinco mil pe- 
setas y al pago de las costas, sin que le sirva de abono la mitad 
de la prisión preventiva por la naturaleza de la pena impuesta : 

Resultando: que contra esta sentencia se interpuso por la 
representación del procesado recurso de casación por infracción 
de ley, autorizado por el inciso primero del artículo ochocientos 
cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y ci- 
tándose como infringido el artículo octavo, inciso cuarto del 
Código Penal, cuyo recurso fué admitido por la referida Sala: 

Resultando: que elevado el recurso á este Supremo Tribu- 
nal y, previas las tramitaciones correspondientes, tuvo efecto la 
vista pública el diez y ocho de Diciembre á la una de la tarde 
informando el abogado director del recurrente é impugnando 
dicho recurso el Ministerio Fiscal. 

Visto, Siendo Ponente el Magistrado Rafael Cruz Pérez: 

Considerando: que al apreciar la Sala sentenciadora, en el 
caso de autos, solamente las circunstancias primera y segunda 
del caso cuarto del artículo octavo del Código Penal, queda re- 
ducido el problema jurídico á si, dados los hechos que se de- 
claran probados, hubo de parte del procesado Pérez Avalos pro- 
vocación suficiente que motivase la actitud del interfecto Mar- 
tínez Pérez al disparar su revólver contra aquél: 

Considerando: que dadas las relaciones ilícitas mantenidas 
por Pérez Avalos con la esposa de Martínez Pérez, no obstante 
los requerimientos y amenazas de éste á aquélla, amenazas y 
requerimientos que culminaron algunas veces en altercados vio- 
lentos en el seno del hogar; y atendida la circunstancia de que 
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á pesar de la prevención hecha por el marido á su compañera 
la víspera del suceso de que si volvía a ver á Pérez Avalos en 
la casa iba á pasar algo grave, aprovechando el procesado la 
ausencia del marido, volvió á la morada de éste, reiterando así 
la ofensa que á la paz y al honor de una familia venia infi- 
riendo, no hay duda que los hechos realizados por dicho Pérez 
Avalos constituyen una provocación suficiente para la actitud 
asumida por el desgraciado Martínez Pérez: 

ConMerando: que al ajustarse la Sala sentenciadora al 
criterio expuesto en su fallo no ha infringido el artículo cita- 
do ni incurrido en el error de derecho que se le atribuye; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación que por infracción de ley se ha in- 
terpuesto contra la expresada sentencia por la representación 
de José Pérez Avalos, á quien condenamos en las costas. 

Asi, por esta sentencia, que se comunicará á la Audiencia 
de la Habana á los efectos legales, librándose también copias 
autorizadas de la misma á la Secretaria de Justicia para la 
Colección á su cargo y á la Gaceta de la Habana para su pu- 
blicación, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. — ^Antonio 
González de Mendoza. — Pedro González Llórente. — Rafael Cruz 
Pérez. — José M. García Montes. — Ángel C. Betancourt. — Octa- 
vio Giberga. 



El M. P. cx>ntra José Pachot y de la Vega. 

Auto Núm. 4. (Enero 9 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por José Pachot y de 
la Vega contra la sentencia dictada por la Audiencia de la 
Habana en 12 de Agosto de 1899. 

ESTAFA. 

Según tiene declarado el Tribunal Sapremo en repetidas 
decisiones, no basta citar en el escrito en qne se interpone 
él recurso, preceptos de la Ley Procesal que como el Articolo 
848, se refiere tan sólo & las resoluciones que son suscepti- 
bles de recurso, sino que es indispensable precisar el caso ó 
casos de la ley en que esté comprendida la cuestión de dere- 
cho que el recurrente se propone plantear para obtener la ca- 
sación del f aUo. T que trat&ndose de sentencia definitiva, 
aqueUos casos están comprendidos en el Articulo 849 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

Resultando: que en causa seguida contra José Pachot y 
de la Vega por el delito de estafa, la Sección Primera de la 
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Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana dictó sen- 
tencia en doce de Agosto último condenando á dicho procesado 
á la pena de dos meses y un día de arresto mayor y suspensión 
de todo cargo, á indemnizar á Vicente Orjales y Eey la canti- 
dad de un peso setenta y cinco centavos en plata y al pago de 
las costas, sirviéndole de abono la mitad de la prisión pre- 
ventiva : 

Resultando: que contra esa sentencia interpuso recurso de 
casación por infracción de ley el procurador Ambrosio L. Pe- 
reira, en representación del procesado, citando como precepto 
legal que autoriza el recurso el artículo ochocientos cuarenta y 
siete y ochocientos cuarenta y ocho, caso primero de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal y citó como infringidos el artículo 
doce del Código Penal por indebida aplicación y el artículo 
trece por no haberse aplicado, infracciones, dice el recurrente, 
que establece el caso cuarto del artículo ochocientos cuarenta 
y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, incurriendo & 
su juicio, la Sala en error de derecho al determinar la partici- 
pación del procesado en el delito ó en los hechos que se decla- 
ran probados: 

Resultando: que admitido el recurso por la Audiencia y 
personado el recurrente en este Tribunal, abierta la sustancia- 
ción, el Ministerio Fiscal impugnó, en el trámite correspondien- 
te, la admisión del recurso, solicitando se declarara mal admiti- 
do ; primero : porque si bien se menciona en el escrito de interpo- 
sición del recurso el artículo iafringido y el concepto de su in- 
fracción en cuanto al primer motivo, no se cita el articulo ocho- 
cientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal, con referencia al caso del mismo que autoriza aquél; y se- 
gundo: porque al mencionar como infringidos los artículos do- 
ce y trece del Código Penal no se razona y por tanto no se 
establece con claridad y precisión el concepto en que han sido 
infringidos : 

Resultando: que sustanciada esta cuestión previa se cele- 
bró la vista en el día señalado al efecto, informando el Minis- 
terio Fiscal que mantuvo su impugnación y el letrado defensor 
del recurrente, que sostuvo el auto de la Audiencia que admitió 
el recurso, pidiendo se desestimase aquélla: 

Considerando: que este Tribunal Supremo tiene declarado 
en repetidas decisiones que no basta para cumplir lo dispuesto 
en el número tercero del artículo quinto de la Orden número 
noventa y dos del Gobierno Militar, citar en el escrito por el 
cual se interpone el recurso, preceptos de la Ley procesal que 
como el artículo ochocientos cuarenta y ocho se refieren á la& 
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resoluciones susceptibles del recurso, sino que es indispensable 
precisar el caso ó casos de la Ley en que esté comprendida la 
cuestión de derecho que el recurrente se propone plantear para 
obtener la casación del fallo, y que tratándose en este recurso 
de una sentencia definitiva, aquéllos están comprendidos en el 
articulo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal: 

Considerando: que la indicación que se hace por el recu- 
rrente al citar como infringidos los artículos doce y trece del 
Código Penal, relativa tan sólo á que esa infracción se ha come- 
tido por indebida aplicación del primero y por no haberse apli- 
cado el segundo, no constituye la expresión clara y razonada del 
concepto en que esas disposiciones legales han sido infringidas: 

Considerando: que al admitir la Sala sentenciadora el re- 
curso de casación interpuesto, á pesar de haber omitido el recu- 
rrente la cita del precepto legal que autorizaba el recurso y el 
concepto en que han sido infringidos los artículos que con ese 
carácter indica, no ha cumplido con lo dispuesto en el artículo 
once en relación con los números tercero y cuarto del articulo 
séptimo de la Orden número noventa y dos del Gobernador Mi- 
litar, y es procedente la impugnación y solicitud del Ministerio 
Fiscal: 

Se declara mal admitido por la Sección primera de la Sa- 
la de lo Criminal de la Audiencia de la Habana, el recurso de 
casación por infracción de Ley establecido por el procurador 
Ambrosio L. Pereira, en representación del procesado José Pa- 
chot y de la Vega, contra la sentencia dictada por dicha Sección 
en doce de Agosto último en la causa que se le sigue por estafa. 

Comuniqúese este auto por medio de certificación á la re- 
ferida Audiencia para lo que proceda; y se llama la atención 
de dicho Tribunal sobre la demora en que incurrió la Secreta- 
ría no entregando hasta el trece de Noviembre último las copias 
que se le mandaron á expedir dentro de quinto día, en veinte 
y ocho de Agosto anterior. — Antonio González de Mendoza. — 
Pedro (González Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García 
Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt.— Octavio 
Giberga. — ^Ante mí. — ^P. D. — ^Silverio Castro. 



El M. F. contra Agustín Puio y Baldasano y Ramón Massip 
Y Moreno. 

Auto Núm. 6. (Enero 9 de 1900). 

Recursos por infracción de Ley y quebrantamiento de forma in- 
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terpuestos por Agtístín Puig y Ramón Massip contra la sen- 
tencia dictada por la Audiencia de la Habana en 4 de Octu- 
bre de 1899. 

ESTAFA. 

Se deja de cumplir el requisito exigido en el número S.* 
del Articnlo 5.o de la Orden número 92 sobre casación cuán- 
do no se cita el precepto legal qne autoriza el recurso. 

NI él Articulo 849 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
ni ningún otro precepto legal autorizan que se establezca 1» 
casación para discutir los hechos que la Sala declara proba- 
dos no bastando en este caso, citar en conjunto él Articnlo 
849 de la Ley Procesal al interponer el recurso, sino que es 
necesario consignar él número ó números de dicho Artículo en 
que esté comprendida la cuestión juridica que por el recurso 
se plantee. 

Resultando-, que en causa criminal seguida contra Agus- 
tín Puig y Baldasano y Eamon Massip y Moreno por estafa, 
la Sección primera de la Sala de lo Criminal de la Audiencia 
de la Habana dictó en cuatro de Octubre del año próximo pasa- 
do, sentencia condenando á dichos procesados en concepto de 
autores del mencionado delito: 

Resultando: que contra la referida sentencia interpuso 
Puig recurso de casación por quebrantamiento de forma é in- 
fracción de Ley, fundado el primero en que se dio lectura á 
las declaraciones prestadas en el sumario por los testigos á pe- 
sar de las protestas del defensor del recurrente, lo cual infrin- 
ge los artículos setecientos cuarenta y uno, setecientos diez y 
ocho y setecientos diez y nueve de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, sin que exprese en el escrito el precepto legal que 
autoriza el recurso. Y el de infracción de ley lo fundó en el 
caso cuarto del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, citando como infringidos la 
doctrina del mismo caso y artículo y por indebida aplicación 
el número primero del artículo quinientos cincuenta y nueve y 
número segundo del quinientos cincuenta y ocho del Código 
Penal, por considerar al recurrente autor del delito á que se 
contraen dichos artículos, siendo así que no lo realizó: 

Resultando \ que Massip, el otro procesado, también inter- 
puso recurso de casación, pero solo por infracción de Ley, ci- 
tando como precepto legal que lo autorizaba el artículo ocho- 
cientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal y como infringidos el artículo primero, y por indebida apli- 
cación los quinientos cincuenta y nueve, número primero y 
quinientos cincuenta y ocho número segundo del Código Penal : 

Resultando i que admitidos por la Sala sentenciadora estos 
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recursos, previos los trámites de Ley, se procedió á sustanciar- 
los en este Tribunal y en el período oportuno el Ministerio 
Fiscal impugnó su admisión fundándose en los motivos si- 
guientes : 

Primero. En cuanto al recurso por quebrantamiento por 
no citarse el precepto legal que lo autorizaba: 

Segundo. En cuanto al de infracción de 'ley interpuesto 
por Puig, por no citarse con precisión y claridad el precepto 
violado con arreglo al cual debió determinarse la participación 
del procesado, y porque el artículo ochocientos cuarenta y nue- 
ve pnyhibe discutir lo declarado probado en la sentencia : y 

Tercero. En cuanto al recurso establecido por Massip, por no 
citarse el número del artículo ochocientos cuarenta y nueve que 
lo autoriza: 

Resultando: que el día seis del actual se celebró la vista de 
esta cuestión previa, inform-ando solamente el Ministerio Fis- 
cal, por no haber asistido los abogados de los recurrentes: 

Considerando: que no habiendo citado Puig al interponer 
el recurso de casación por quebrantamiento de forma, el pre- 
cepto legal que lo autorizaba, dejó de cumplir el requisito exi- 
gido en el número tercio del artículo quinto de la Orden nú- 
mero noventa y dos del Gobernador Militar de esta Isla y por 
consiguiente faltaba á su recurso para ser admisible, la cir- 
cunstancia del número tercero del artículo séptimo de la cita- 
da orden: 

Considerando: que el número cuarto del artículo ochocien- 
tos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
en el cual el mismo recurrente, funda su recurso por infrac- 
ción de Ley, no autoriza, como no lo autoriza tampoco ningún 
otro precepto legal, que se establezca la casación para discutir 
los hechos que la Sala sentenciadora consigna como probados 
en la sentencia y por consiguiente falta también á este recurso 
la circunstancia tercera ya citada, del artículo séptimo de la 
Orden número noventa y dos: 

Considerando: que faltando asimismo esa circunstancia en 
el escrito del otro procesado Massip, en el cual no se cumple con 
el precepto del número tercero del artículo quinto de la repe- 
tida Orden número noventa y dos, pues no basta para que tal 
disposición quede cumplida, citar en conjunto el artículo ocho- 
cientos cuarenta y nueve de la Ley procesal, sino que, como 
tiene declarado este Tribunal, es necesario consignar el número 
6 números de ese artículo en que esté comprendida la cuestión 
jurídica que por el recurso se plantee; y habiendo admitido el 
Tribunal sentenciador los antedichos recursos, ha faltado al 
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precepto del artículo once de la orden noventa y dos y es pro- 
cedente la impugnación del Ministerio Fiscal, debiendo acce- 
derse á su solicitud; 

Se declaran mal admitidos los recursos de casación por 
quebrantamiento de forma é infracción de Ley establecidos 
por Agustín Puig y Ramón Massip contra la sentencia de la 
Sección primera de la Sala de lo Criminal de la Audiencia de 
la Habana dictada en cuatro de Octubre próximo pasado, en 
causa por estafa. 

Comuniqúese este auto por medio de certificación á la men- 
cionada Audiencia para lo que proceda, devolviéndole á la vez 
ia causa original. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico. — Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González 
Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eu- 
daldo Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — 
Ante mí. — 'P. D. — Silverio Castro. 



El M. F. contra Francisco Javier Grana y Romero. 

Sentencia Núm. 3. (Enero 12 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por él M. F. contra el 
auto de sobreseimiento dictado por la Audiencia de Pinar 
del Río el 25 de Octubre de 1899. 

PBOVOOAOION Á LA INOBSERVANCIA DE LAS LEYES. 

Gómete este delito el P&rroco qne se niega & exp^éit 
partidas de bautismo para célebiar xm matrimonio civil y 
califica después éste de amancebamiento, con otras fiases 
denigrantes para esa Institucién. 

En la ciudad de la Habana, á doce de Enero de mil nove- 
cientos, en el recurso de casación por infracción de ley pen- 
diente ante este Supremo Tribunal á consecuencia del inter- 
puesto por el Ministerio público, en la causa iniciada contra 
Francisco Javier Grana y Romero, sacerdote católico y vecino 
de Vinales por el delito de comprometer la paz del Estado : 

Resultando: que celebrada la vista que dispone el artículo 
seiscientos treinta y dos de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
la Audiencia de Pinar del Río dictó auto de sobreseimiento el 
día veinte y cinco de Octubre de mil ochocientos noventa y 
nueve, en el cual consignó los hechos siguientes: **Que conferi- 
da instrucción al señor Fiscal la evacuó solicitando la confir- 
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mación del auto de terminación del sumario, y estimando pro- 
cedente la apertura del juicio oral formula sus conclusiones 
provisionales, relatando los hechos que dieron origen á la for- 
mación de esta causa en esta forma: El señor Cura Párroco de 
Vinales, D. Francisco Javier Grana y Barreiro procesado en 
esta causa en el ejercicio de sus funciones eclesiásticas viene 
provocando desde hace algún tiempo la inobservancia de la 
ley en lo que al matrimonio civil se refiere, ya llamando sinver- 
güenza á los que como D. Juan Celorio y D. Crispín González 
acuden á solicitar partidas bautismales para celebrar el matri- 
monio en esa forma, ya diciendo á Doña Teotista Francés, á 
los ocho días de casada civilmente su hermana Doña María, y 
con motivo de haber acudido á la Iglesia la primera á celebrar 
iin bautizo, que se hiciera el cargo de que su hermana no se 
había casado, pues, ese matrimonio (el civil) era y es un aman- 
cebamiento sin valor alguno y además á los que se casaban en 
«sa forma no les enterraría en sagrado, ya negándose á expedir 
á Doña Nieves González su partida de bautismo y la de la perso- 
na con quien pensaba casarse civilmente, diciéndole que esa for- 
ma de matrimonio no era válida, que las leyes que lo autoriza- 
ban no servían para nada y que si en el Juzgado le habían di- 
cho que valía el matrimonio civil, la habían engañado; y esti- 
mándolos como constitutivos del delito previsto y castigado en 
el artículo ciento cuarenta y dos del Código Penal, pide que se 
imponga al Presbítero Grana, como autor de los mismos por 
participación directa, la pena de catorce años ocho meses y un 
día de extrañamiento temporal, accesorias del cincuenta y ocho 
y costas: 

Besultando: que la referida Audiencia en el auto indicado 
declaró que los hechos relacionados por el Ministerio público 
no constituían el delito definido en el artículo ciento cuarenta 
y dos del Código Penal, por cuanto para que exista el delito á 
que se refiere ese artículo era requisito esencial que un minis- 
tro de la Iglesia en el ejercicio de su cargo, publique ó ejecute 
bulas, breves, despachos ú otras declaraciones ó disposiciones 
procedentes de la Corte Pontificia que contengan disposicioties 
contrarias al orden de derecho establecido por nuestras leyes ó 
que provoquen su inobservancia, y que no habiendo concurrido 
ese requisito en el hecho de autos, y no pudiendo estimarse 
como constitutiva de delito las opiniones expresadas por el pro- 
cesado respecto á la validez del matrimonio civil debía sobre- 
seer como sobreseyó libremente: 

Besultando: que contra ese auto interpuso el Ministerio 
público recurso de casación fundado en el número primero del 
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artículo ochocientos cuarenta y ocho y en el ochocientos cin- 
cuenta y dos de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, citando 
como infringido el artículo ciento cuarenta y dos del Código 
Penal en el concepto de que sería anómalo que se castigue al 
Ministro eclesiástico que en el ejercicio de su cargo pubUque ó 
ejecute bulas, breves ó despachos procedentes de la Corte Pon- 
tificia ú otras declaraciones ó disposiciones que atacaren la paz 
ó la independencia del Estado ó se opusieren á la observancia 
de sus leyes ó provocaren su inobservancia, y no al que por su 
propio y voluntario impulso realiza esos mismos actos; porque 
en las palabras del artículo ciento cuarenta y dos que se refie- 
ren á otras disposiciones ó declaraciones, están comprendidas 
las propias que hiciere el Ministro eclesiá^rtico atacando la paz 
ó la independencia del Estado oponiéndose á la observancia de 
las leyes ó provocando su incumplimiento: 

Resultando: que admitido ese recurso y sustanciado con- 
forme á derecho, se celebró la vista del mismo el día seis del 
corriente mes con asistencia del representante del Ministerio 
público. 

Siendo Ponente el Magistrado José M. García Montes. 

Considerando-, que el hceho de provocar la inobservan- 
cia de las leyes es un acto delictuoso y como tal justiciable, 
cualquiera que sea el carácter del que lo ejecute conforme al 
precepto contenido en el artículo ciento cuarenta y dos del Có- 
digo Penal: 

Considerando-, que el hecho de negare» Frmeiseo Jarrior 
Grana y Barreiro á expedir las partidas de bautismo que so- 
licitó Nieves González para la celebración de un matrimonio 
civil, así como las palabras vertidas por aquél, consignadas en 
el segundo Resultando del auto recurrido, constituyen una opo- 
sición decidida á la Orden del Gobierno Militar de esta. lala de 
treinta y uno de Mayo de mil ochocientos noventa y nueve que 
CB la legalidad vigente en materia de celebración de matrimo- 
nios, y que al provocar por esos medios la inobservancia del 
referido precepto, es indudable que en esos actos existen ele- 
mentos que pueden constituir el delito previsto y penado en el 
artículo ciento cuarenta y dos del Código Penal; por todo lo 
cual la Audiencia de Pinar del Río no ha debido sobreseer en 
este asunto sino disponer la apertura del juicio oral; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos con lugar 
el recurso de casación interpuesto por el Ministerio Fiscal con- 
tra el auto de sobreseimiento dictado por la Audiencia de Pi- 
nar del Río el veinte y cinco de Octubre de mil ochocientos no- 
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▼enta 7 nueve, la cual casamos y anulamos, sin especial conde- 
nación de costas. 

Asi, por esta sentencia, que se publicará en la Gaceta de 
la Habana é insertará en la Colección á cargo de la Secretaria 
úe Justicia, á cuyo fin se les remitirán las oportunas copias cer- 
tificadas, lo pronunciamos, mandamos y firmamos; y con el 
auto que á continuación se dicta, comuniqúese á la referida 
Audiencia también por medio de certificación á los efectos pro- 
cedentes. — Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lló- 
rente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo 
Taonayo. — Ángel C. Betancourt. — ^Octavio Giberga. 



El M. P. contra «Guillermo Vicente Caimé (a) **El Sordo''. 

Sentencia Núm. 4. (Enero 12 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Ouülermo Vi- 
cente Caimé contra la sentencia dictada por la Audiencia 
de Santiago de Cuba en 21 de Septiembre de 1899. 

DISPARO DE ASMA Y LESIONES. 

Es responsable del delito de disparo de arma contra 
determinada persona, sin circnnstancias apredables, y de 
una falta incidental contra la misma, el qne en nna diqíata 
con otro individno le hace un disparo con arma de fuego, 
causándole lesiones que sanaron en tres dias sin asistencia 
médica. 

En la ciudad de la Habana, a doce de Enero de mil nove- 
eíentOB, en el recurso de casación por infracción de ley pen- 
diente ante este Supremo Tribunal, contra la sentencia dictada 
en veinte y uno de Septiembre de mil ochocientos noventa y 
nueve por la Audiencia de Santiago de Cuba, en la causa cri- 
minal seguida por disparo y lesiones contra Guillermo Vicente 
Caimé, de apodo **E1 Sordo", natural de Mallorca, vecino de 
Ouantánamo y de oficio cocinero: 

Resultando: probado, según 'la sentencia recurrida, que en 
la noche del doce de Mayo último, Guillermo Vicente Caimé, 
llegó á la casa que en Ouantánamo habita Catalina Montoya, 
en la que se hallaba su concubino Pedro Bivero, y después de 
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tener varias palabras con éste, por resentimientos anteriorea, 
á causa de haber sido el procesado querido de la Montoya, sa- 
lieron á la calle en son de riña y ya en ella el Caimé, con un 
revólver que portaba, hizo un disparo contra el Rivero, cau- 
sándole una lesión en la región pectoral izquierda, de la que 
sanó á los tres días sin necesidad de asistencia médica ni impe- 
dimento para el trabajo, no habiéndole quedado lisia ni imper- 
fección alguna: 

Resultando: que la Audiencia de Santiago de Cuba estimó 
los expresados hechos como constitutivos de un delito de dispa- 
ro de arma de fuego contra determinada persona y de una fal- 
ta incidental de lesiones, sin apreciar circunstancias de ningu- 
na ^pecie, é impuso al procesado, en concepto de autor de am- 
bas infracciones, las penas de un año ocho meses y veinte y un 
días de prisión correccional, accesorias legales, cinco días de 
arresto y reprensión privada además del pago de las costas: 

Resultando: que contra la sentencia aludida interpuso el 
procesado recurso de casación por infrac-ción de ley que funda 
en la causa primera del artículo ochocientos cuarenta y nueve 
de la de Enjuiciamiento Criminal, por haberse infringido a su 
juicio el inciso cuarto del artículo octavo del Código Penal en 
]'azón á que debió estimarse y no lo fué la circunstancia exi- 
mente de haber obrado en defensa de su persona: 

Resultando: que admitido y sustanciado el recurso inter- 
puesto se ha celebrado en este día y ante este Supremo Tribu- 
nal la correspondiente vista pública, con asistencia del letrado 
defensor del recurrente. 

Siendo Ponente el Magistrado Octavio Qiberga: 

Considerando: que ninguno de los hechos comprendidos en 
la relación formulada por la Audiencia autoriza la apreciación 
de haber el recurrente obrado en defensa propia, ni aun siquie- 
ra la de que exista requisito alguno de los tres cuya concurren- 
cia es necesaria para darse aquella circunstancia eximente de 
responsabilidad, pues no aparece que Caimé fuese ilegítima- 
mente agredido por Rivero, como tampoco que Rivero usase ni 
tuviese armas ó instrumentos ofensivos de ninguna especie, cu- 
yo empleo contra el primero pudiera requerir el que éste hizo 
del revólver, y menos todavía que faltase por parte de este 
mismo provocación bastante para una agresión que no consta 
haya existido; antes al contrario, acreditado como está que, re- 
sentido el procesado con Rivero á consecuencia de las relacio- 
nes mantenidas por el último con la mujer que había sido an* 
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terioimente sn propia concubina, fué armado de un revólver, 
á la morada de ella, donde estaba Bivero y contendió con éste 
de palabra después de lo cual, saliendo ambos de la casa en son 
de riña, una vez en la calle disparó el arma que llevaba contra 
aquél, es evidente, dados todos los hechos en un principio con- 
simados y especialmente el de la diaputa ocasionada i>or Caimé 
que no procedió en el ejercicio de la legitima defensa y, por 
tanto, el Tribunal sentenciador no ha cometido la infracción 
de ley que se supone en el recurso establecido; 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación interpuesto por Guillermo Vicente 
Caimé contra la sentencia dictada en veintiuno de Septiembre 
de mil ochocientos noventinueve por la Audiencia de Santiago 
de Cuba, y condenamos en las costas á dicho recurrente ; líbre- 
se al mencionado tribunal la correspondiente certificación de 
esta sentencia, y publiquese en la Ootceia de la Habana y en la 
Colección á cargo de ia Secretaría de Justicia, pasándose al 
efecto las capias necesarias. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — ^Antonio (González de Mendoza. — ^Pedro Qonzílez Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Budal- 
do Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



Eli M. P. CONTRA JoROE García Oña (a) ** Calentura". 

AntoNúm. 6. (Enero 13 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interjmesto por Jorge García Oña 
contra la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana 
en 27 de Septiembre de 1899. 

DISPARO DE ASMA DE FXTEOO Y LESIONES. 

El indBO 4o del Arttcolo &> de la Ceden 02 sobre caea- 
dáii, dispone que en el escxlto de intexposielón se cite la Ler 
6 doctrina Infringida en la eentencia y él concepto de la in- 
fnusdán; y él Tribunal sentenciador tiene él deber de exa- 
minar, al admitir el recurso, si se ban cumplido dicbos re- 
quisitos. 

Resultando: que, dictada con fecha veinte y siete de Sep- 
tiembre anterior, por la Sección Segunda de la Sala de lo Cri- 
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minal de la Audiencia de la Habana en causa procedente del 
Juzgado del distrito de Jesús María, sentencia definitiva por 
la cual se condenó á Jorge García Oña (a) Calentura como 
autor de dos delitos complejos de disparo de arma de fuego 
contra determinada persona y lesiones menos graves, el ante- 
dicho procesado estableció recurso de casación por infracción 
de Ley, consignando en el escrito de interposición de tal re- 
curso, á los efectos del artículo quinto de la Orden número no- 
venta y dos del Cuartel Cteneral de la División de Cuba, que la 
sentencia infringe la doctrina contenida en el caso quinto del 
aortSeulo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuicia- 
ttiento Criminal y en el caso cuarto del artículo octavo del Có- 
digo Penal, sin exponer alegación, ni manifestación alguna de 
otra especie con referencia á las infracciones consignadas: 

Resultando: que admitido el recurso y personado el recu- 
rrente ante este Tribunal Supremo, el Ministerio Fiscal ha es- 
tablecido impugnación en forma, fundándose en que al inter- 
ponerse aquél no se expresó el concepto en que hayan sido in- 
fringidos los preceptos leales mencionados por el recurrente, 
por razón de lo cual queda incumplido lo dispuesto en el inciso 
cuarto del artículo quinto de la citada Orden número noventa 
y dos y procede que se declare mal admitido el recurso de ea^ 
sación de que se trata: 

Resultando: que cumplidos los trámites legales pertinentes, 
se ha celebrado en el día de hoy la vista pública de la cuestión 
previa promovida por el Ministerio Fiscal, con asistencia del 
representante de dicho Ministerio: 

Considerando: que el inciso cuarto del artículo quinto de 
la Orden número noventa y dos del Gobernador Militar de esta 
Isla impone al recurrente la obligación de expresar en el es- 
crito por el cual interponga su recurso, no tan solo la ley ó la 
doctrina infringida en la sentencia, sino también el concepto 
en que se haya infringido; y los artículos séptimo y onceno de 
la misma Orden número noventa y dos imponen al Tribunal 
sentenciador, ante el cual el recurso se interponga, la obligación 
de examinar si el recurrente ha Uenado ó no ¿cho requisito y 
los demás del caso, y, según se cumplan ó se omitan, admitir ó 
rechazar el recurso formulado: 

Considerando: que, conforme al inciso segundo del artícu- 
lo veinte y ocho de la orden mencionada, las partes no recu- 
rrentes, pueden, durante el término para instrucción, impugnar 
ante este Supremo Tribunal la admisión ya acordada del re- 
curso; y, con arreglo á los incisos segundo y tercero del ar- 
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tículo treinta y cuatro, procede dictar auto declarándolo mal 
admitido, cuando al interponerlo no se hayan cumplido los pre- 
ceptos del articulo quinto ó no concurran las circunstancias 
qijp para que sea admisible establece el articulo séptimo; 

Se declara mal admitido el recurso de casación por in- 
fracción de Ley interpuesto por Jorge García Oña contra la 
sentencia dictada en veinte y siete de Septiembre anterior por 
la Sección segunda de la Sala de lo Criminal de la Audiencia 
de la Habana, sin especial condenación de costas: y comuni- 
qúese esta resolución á la expresada Audiencia para lo que pro- 
ceda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico. — Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González 
Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eu- 
daldo Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — An- 
te mi — ^P, D. — Silverio Castro. 



Ignacio Quintana contra Antonio Garrido. 

Auto Núm. 7. (Enero 16 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Ignacio Quinta- 
na contra el auto dictado por la Audiencia de la Habana en 
10 de Octubre de 1899. 

AMENAZAS Y ESTAFA. 

Ko es admisible el recnrso por inf raccióa de ley, cuan- 
do se falta á lo dispuesto en el número So del Artículo 6o de 
la Orden 92 sobie casación, dejando de dtar el precepto le- 
gal (me lo antorisa; y él Txibnnal sentenciador de c<mfonni- 
dad con lo qne dispene él número So del Artículo 11, debió 
denegar el recnrso asi establecido. 

Resultando: que en la querella criminal segaida en el Juz- 
gado del Distrito de Guadalupe por Ignacio Quintana contra 
Antonio Garrido por amenazas y estafa, el querellante recusó 
al Juez de instrucción Sr. Pelayo, y formado el incidente del 
easo, por negarse la causa de recusación, se separó' luego volun- 
tariamente de ésta el recusante; por lo cual la Sala de lo Cri- 
minal de la Audiencia de la Habana, por auto de diez de Oc- 
tubre último, tuvo por separado á su perjuicio á dicho señor 
Quintan^, imponiéndole las costas del incidente y una multa 
de doscientas p e se taa » con apremio personal á razón de un día 
de prisión por cada doce y media pesetas que deje de satis- 
facer : 
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Resultando: que contra dicho auto, por escrito de veinte y 
siete del propio mes de Octubre, el procurador Tejera, á nom- 
bre de dicho Sr. Quintana, interpuso recurso de casación, ex- 
poniendo que autoriza dicho recurso el párrafo segundo del ar- 
tículo sesenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
en relación con el caso octavo del ochocientos cuarenta y ocho 
de la propia ley y artículo segundo de la Orden Militar de 
veinte y seis de Junio último, y teniendo por infringido dicho 
artículo sesenta y nueve con el setenta de la mencionada Ley 
procesal; recurso que fué admitido por auto de dos de Noviem- 
bre último: 

Resultando \ que personado el propio recurrente en tiempo 
y forma ante este Supremo Tribunal durante el período de ins- 
trucción -el Fiscal impugnó la afdmisión de dicho recurso, fun- 
dándose, primero, en que el artículo sesenta y nueve de la ley de 
Enjuiciamiento Criminal concede ese medio legal contra los 
autos en que se declare haber ó no lugar á la recusación y no 
haciéndose en el auto ninguna de esas declaraciones, aquel ar- 
tículo no autoriza el recurso, no procediendo la admisión de 
éste por no permitirlo la naturaleza de la resolución recurrida, 
y, segundo, porque habiéndose invocado el número ocho del 
artículo ochocientos cuarenta y ocho de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal debió citarse su concordante el ochocientos 
cincuenta y tres, párrafo segundo, contentivo en realidad del 
precepto que autoriza el recurso: 

Resultando: que cumplidas las demás tramitaciones, se ce- 
lebró la vista de la impugnación previa el trece del corriente 
á la una y diez minutos de la tarde, informando solamente el 
Fiscal, que sostuvo dicha impugnación: 

Cansiderando : que el artículo sesenta y nueve de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal se reduce taxativamente á los au- 
tos en que se declare haber ó no lugar á la recusación, y con- 
cretándose el auto de diez y siete de Octubre último á tener 
por separado de un incidente de esta índole á la parte que lo 
pronunció, salta desde luego á la vista que este caso no es el 
del artículo sesenta y nueve ya citado, siendo por lo tanto im- 
procedente la admisión del recurso que se creyó erróneamente 
comprendido en dicho artículo anterior: 

Considerando: que el artículo ochocientos cuarenta y ocho 
citado por el recurrente, como siendo el que autoriza el recur- 
so; se limita á determinar en sus diversos números cuáles son 
las resoluciones judiciales susceptibles del recurso de casación, 
quedando reservado á los siguientes preceptos de la misma ley 
procesal, desde el ochocientos cuarenta y nueve al ochocientos 
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cincuenta y tres, ambos inclusive, señalar cuáles son los casos 
en que es procedente aquel medio legal, no siendo por lo tanto 
el primer artículo ochocientos cuarenta y ocho, sino alguno de 
los siguientes el que autoriza, según el caso, la interposición; 
en cuya virtud y por no haberse citado por el recurrente el pá- 
rrafo segundo del articulo ochocientos cincuenta y tres de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, ya mencionado, se faltó á lo 
preceptuado terminantemente en el número tercero del articu- 
lo quinto de la Orden número noventa y dos, y el Tribunal 
sentenciador, conforme al número tercero del artículo séptimo 
y á lo prevenido en el artículo once de la propia orden de ca- 
sación, debió denegar el recurso interpuesto; 

Se declara sin especial condenación de costas, mal admi- 
tido el recurso de casación que por infracción de Ley interpu- 
so el procurador Tejera, 4 nombre de Ignacio Quintana, contra 
el auto de diez y siete de Octubre último dictado por la Sala 
de lo Criminal de la Audiencia de la Habana; y comuniqúese 
esta resolución á la expresada Audiencia, para lo que proceda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico. — ^Antonio González de Mendoza. — Pedro Gonzá- 
lez Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez.— José M. García Montes. — 
Budaldo Tamayo. — ^Angel C Betancourt. — Octavio Giberga. — 
Ante mí. — ^P. D. — Silverio Castro. 



El M. P. contra Pedro SoLDEvn.LA y CebalitOs y Manuel 
Castillo Rizo. 

Auto Núm. 8. (Enero 18 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Manuel Castillo 
contra la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana 
en 17 de Octubre de 1899. 

ESTAFA. 

Guando no se expresan en él escrito de Interposición los 
fundamentos del recurso con la debida separación, según lo 
dispone el ntbnero 4 del Artículo 5o de la Orden 92 sobre ca- 
sación, debe ser negado el recurso. 

Resultando: que en cansa seguida por estafa contra Pedro 
Soldevilla y CebaUos, corredor, cuya vecindad no se expresa, y 
Manuel Castillo Rizo, empleado, cuya vecindad tampoco cons^ 
ta, la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana dictó 
sentencia el diez y siete de Octubre último, absolviendo á Sol- 
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devilla y condenando á Castillo Rizo como autor de trece deli- 
tos de estafa á la pena de cuatro meses y un día de arresto ma- 
yor por cada uno de dichos delitos, sin que pueda exceder del tri- 
ple del tiempo de una de dichas penas, dejando de imponerse las 
que procedan, con las accesorias de suspensión de todo cargo 
y derecho de sufragio durante la condena, debiendo indemnizar 
al perjudicado Victoriano Buigómez en la suma de ocho mil 
sesenta pesetas, sufriendo en su defecto un día de apremio per- 
sonal por cada doce y media i)e8etas y pagar la mitad de las 
costas : 

Resultando: que contra esa sentencia interpuso el procu- 
rador Juan Mayorga a nombre de Castillo recurso de casación 
por infracción de Ley, expresando que lo autorizaban los ar- 
tículos ochocientos cuarenta y siete, ochocientos cuarenta y 
ocho é incisos primero y tercero del artículo ochocientos cua- 
renta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y que se 
habían infringido el artículo primero del Código Penal, al apre- 
ciar como delito un hecho que no lo es, y los artículos once y 
doce del propio Código, al afirmar que de los hechos estimados 
como delictuosos es responsable en concepto de autor Mimael 
Castillo: 

Eesuliando: que la Sala sentenciadora admitió el recurso, 
por considerar que se había establecido contra una sentencia 
definitiva, dentro del término legal, citándose las leyes infrin- 
gidas y concepto en que lo habíim sido, fundándose en el ar- 
ticulo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Elnjuiciamien- 
to Criminal y demás circunstancias del articule quinto de la 
Orden de veinte y seis de Junio de mil ochocientos noventa y 
nueve : 

Resultando: que el Fiscal de este Tribunal Supremo im- 
pugnó el recurso, pidiendo que se declarase mal admitido: 

Primero. Porque se indican como fundamentos dos concep- 
tos que resultan incompatibles, el de la infracción del artículo 
primero del Código Penal, arguyendo que los hechos probados 
no son constitutivos de delito; y la infracción de los artículos 
once y doce del propio Código en cuanto se ha declarado autor 
al procesado de los hechos apreciados como delictuosos en la 
sentencia; que la confuaiaa que de ellos se erigma, perjudica 
á la precisión y claridad que para la determinación de la Ley 
infringida y para la del concepto en que lo ha sido, exige el 
párrafo cuarto del artículo quinto de la orden ya citada, tanto 
más cuanto que siendo más de uno los motivos, no se han ex- 
presado con la debida sepaomción como lo requiere dicho ar- 
tículo; y 
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Segundo. Que la segunda infracción que señala como fun- 
damento del recurso, ó sea, la de los artículos once y doce, no 
está comprendida en el número tercero del articulo ochocientos 
cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal: 

Resultando: que previos los debidos trámites, el diez y seis 
del corriente, se celebró la vista, en la que informó el represen- 
tante del Ministerio Fiscal, no habiéndolo hecho nadie por el 
recurrente : 

Considerando: que en el escrito en que se interpuso el re- 
curso no se expresaron con la debida separación los fundamen- 
tos del mismo, separación exigida por el número cuarto del ai*- 
tieulo quinto de la Orden número noventa y dos del Gobierno 
Militar de la Isla: 

Considerando: que la infracción de los artículos once y 
doce del Código Penal no está comprendida ni en el inciso pri- 
mero ni en el tercero del artículo ochocientos cuarenta y nueve 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, citado como fundamen- 
to áá, recurso; 

Se declara mal admitido el recurso de casación interpues- 
to por el procurador Juan Mayorga á nombre de Manuel Cas- 
tillo Bizo, sin especial condenaeiái de costas; y c<nnuniquese 
este auto á la Audiencia de la Habana por medio de la oportu- 
na certifieación ¿ los efectos legales. 

JFiH>vetdo y fiannado por los Magistrados del margen, de 
que oertifico. — ^Antonio González de Mendosa. — Pedro Gonááka 
Llórente. — ^Bafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eu- 
daldo Tamayoi — Ajb^ C Betancourt. — Octavio Giberga. — 
Ante mL— P. D.— Silverio Castro. 



Jacinto Sigarroa y Jobobs contra Rafael Híctob Fabio Pi- 

FBRNO. 

AmtoBHmtQ. (Sner» 19 d« 1900). 

Rectursos p4^r quebraniamiento de forma é infracción de Ley in- 
terpuestos por el referido Sigarroa contra el a%üo dictado 
por la Audiencia de la Habana en 26 de Abrü de 1898. 

ESTATA. 

aOo pxoooda oeatr» las a«nt«iicüui <|iie meneioiía el Axticiilo 
BéB de la Iioy de Enjnieiamiento Oximinal en sa ntímero lo, 
no teniendo él ear&eter qne alü m Indica él auto en qiie se 
mega la feoMaol6n de tm maglstrade. 
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Onando él xecuno por ixif racdóii de ley se interpone 
contra im auto de loe & que se refiere el número 8.<» dtí Ar- 
tículo 848 de la Ley Procesalt es preciso, para qne él recurso 
sea admisible, citar el p&rraf o segundo del Articolo 853 de 

la mlfmia. 

Resultando : que en el incidente promovido por Jacinto Si- 
garroa y Jorges en la causa criminal que sigue por el delito 
de estafa contra Rafael Héctor Fabio Pipemo, para tratar de 
la recusación de los Magistrados Juan O'FarriU y Montalvo y 
José Novo y García, interpuso el referido Sigarroa y Jorges re- 
curso de casación por quebrantamiento de forma y á la vez por 
infracción de Ley, contra el auto de veinte y seis de Abril de 
mil ochocientos noventa y ocho que declaró sin lugar la recusa- 
ción y que fué notificado de nuevo á las partes el veinte y cua- 
tro de Agosto de mil ochocientos noventa y nueve, á los efectos 
del articulo ciento ocho de la Orden número noventa y dos del 
Qobiemo Militar de esta Isla; fundado en los artículos sesenta 
y nueve, ochocientos cuarenta y ocho número octavo, novecien- 
tos diez, novecientos once y novecientos treinta y cuatro de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal: 

Besultcmdo: que admitido por la Sala de lo Criminal de la 
Audiencia de esta Ciudad ese doble recurso, y personados acu- 
sador y acusado ante este Supremo Tribunal, el Ministerio Fis- 
cal promovió en tiempo y forma incidente de impugnación del 
recurso admitido, fundado en que el de quebrantamiento de 
forma sólo procede contra las sentencias, conforme al artículo 
novecientos diez en relación con el ochocientos cuarenta y ocho 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal; y porque tampoco se 
señala el caso del artículo novecientos once que autorice el re- 
curso; y en cuanto al de infracción de Ley, porque en el escri- 
to del recurrente no se cita el artículo ochocientos cincuenta y 
tres, que en su párrafo segundo y relacionado con el octavo del 
ochocientos cuarenta y ocho de la mencionada Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal, es el que autoriza el recurso; como tampo- 
co el precepto legal que contradice la resolución recurrida: 

Resultando: que señalado el día diez y ocho del mes ac- 
tual para la vista pública del incidente de impugnación, in- 
formó en ese acto el representante del Ministerio Fiscal: 

Considerando: que el recurso de casación por quebranta- 
miento de forma sólo procede contra las sentencias que men- 
ciona el artículo ochocientos cuarenta y ocho de la Ley de En- 
juiciamiento Criminal en su número primero, ó sea contra la 
sentencia definitiva; y como el interpuesto por el recurrente lo 
ha sido contra el auto que declaró sin lugar la recusación de 
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do8 Magistrados, no ha debido admitirse en cuanto á ese extre- 
mo; y procede ahora así declararlo, en virtud de la impugna- 
ción establecida: 

Considerando : en cuanto al de infracción de ley, que cuan- 
do el recurso se interpone contra un auto de los ¿ que se reñere 
el número octavo del artículo ochocientos cuarenta y ocho de la 
ley de Enjuiciamiento Criminal, es indispensable citar como 
precepto legal que lo autorice el párrafo segundo del artículo 
ochocientos cincuenta y tres de la misma Ley, que es el que se- 
ñala el caso en que es procedente aquel medio legal y como en 
el escrito de interposición no se ha citado ese artículo, es evi- 
dente que ha sido mal interpuesto, que no ha debido admitirse, 
y que por ello procede la impugnación establecida; 

Se declara mal admitido el doble recurso de casación in- 
terpuesto por Jacinto Sigarroa y Jorges contra el auto de vein- 
te y seis de Abril de mil ochocientos noventa y ocho dictado 
por la Sala de lo Criminal de la Audiencia de esta ciudad, sin 
especial condenación de costas; y con devolución de los ante- 
cedentes remitidos comuniqúese á la referida Audiencia para 
lo que proceda. 

Proveído y firmado por los Magistrados del margen, de 
que certifico. — Antonio Gíonzález de Mendoza. — ^Pedro Gonzá- 
lez Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez.— José M. García Montes. — 
£Tldaldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — 
Ante mí. — ^P. D. — Silverio Castro. 



Solicitud de ampliación del recubso. 

Auto Núm. 11. (Enero 20 de 1900). 

Solicitada por la parte recxirrente la ampliación del recurso, se 
declara sin lugar. (No se expresa el delito). 

ABIPLIACION DE RECÜBSO. 

No expraflándose á que cneipo legal pertenece el artícu- 
lo citado en él escxito de ampliación, y no expresándose él 
precepto legal que autoriza el recurso, tan necesario en el trá- 
mite de ampliacidn como en él de interposición, para fijar 
los términos del debate, no liay términos para declarar con 
lugar la ampliación que se solicita. 

Oído el Magistrado Ponente, no autorizando la Ley en pro- 
eedixnientos criminales la pretensión relativa á documentos que 
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contiene en su otrosí el anterior escrito, no ha lu^ar á lo soliei- 
tado en dieho otrosí; y 

Resultando: que por dicho escrito solicita la parte recu- 
rrente se tenga por ampliado su recurso con los dos motivos 
que expone separadamente en los párrafos segundo y tercero 
del referido escrito, alegando en el párrafo segundo que se ha 
infringido el artículo octavo, número noveno, sin expresar la 
ley 6 Código legal á que pertenece dicho artículo, por cuanto, 
según dice, se ha cometido error de derecho al penar como de- 
litos los hechos declarados probados, cuyo fundamento de casa- 
ción dice comprendido en los números primero y quinto del 
artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal: y alegando en el párrafo tercero que en de- 
fecto de los anteriores fundamentos resultaría infringido el ar- 
tículo noveno del Código Penal en sus números primero y dé- 
cimo, así como el tercero, por cuanto en el fallo recurrido se 
reconoce que no ha existido ni intención, ni malicia en el que 
representa, sin expresar en dicho párrafo cuál sea el precepto 
legal que autoriza el recurso, en cuanto al nuevo motivo se- 
ñalado: 

Congideramdo: que tanto por la omiaión del recurrente ^i 
consignar cuál «ea la ley 6 Código legal á que pertenece el ar- 
ticulo octavo, número novelo que dice infringido en el párrafo 
segimdo del escrito de ampliaeiái, como por referir dicha in- 
fracción á un tiempo mismo á los números primero y quinto 
del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal, que se refieren á casos muy distintos, ca- 
rece la exjwwicidjn del nuevo motivo presentado, de la claridad 
que exige el inciso primero del artículo veinte y ocho de la 
Orden número noventa y dos: 

Considerando: en cuanto al otro motivo alegado en el pá- 
rrafo tercero del citado escrito, que no se menciona por el re- 
currente el precepto legal que autoriza el recurso en esta par- 
te, cuya mención no es menos necesaria en el trámite de amplia- 
ción, que en el de interposieión, pues mediante ella se fija y 
circunscribe claramente, según lo reclaman á la vez los artícu- 
los quinto y veinte y ocho de la referida Orden, la naturaleza 
y extensión del problema juridieo que por el recurso se plantea; 

No ha lugar á tener por ampliado el recurso establecido 
en los presentes autos, y trascurrido que sea el término de ins- 
trucción, dése cuenta. 

Lo proveyercm y firman los Magistrados del margen, de 
que eertífieo. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro GoodU 
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lez Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes.- 
£udaldo Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga.- 
Ante mí. — ^P. D. — Silverio Oastro. 



El M. F. contra Cayetano González. 

AntoNúm. 12. (Enero 20 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Cayetano Gonzá- 
lez, contra la sentencia dictada por la Audiencia de la Ha- 
bana en 15 de Julio de 1899, 

HUSTO. 

Diq;ine8to en ^ Inciso 4p del Artículo 5o de la Orden t2 
sobre casación, iine debe ei^resarse «i el escrito de interpo- 
slcián cnál sea la ley infringida por él Tribunal sentencia- 
dor, debe declararse mal admitido el recurso cuando no se 
cumple ese requisito. 

BesuUando: que dictada, con fecha quince de Julio últi- 
mo por la Sección Primera de la Sala de lo Criminal de la 
Audiencia de la Habana, en causa procedente del Juzgado de 
lastrucción de Marianao, sentencia definitiva por la cual ae 
condenó al procesado Cayetano González como autor de un de- 
lito de hurto comprendido en el caso cuarto del artículo qui- 
nientos treinta y seis del Código Penal, estableció el antedicho 
procesado recurso de casación por infracción de Ley, haciendo 
constar en el escrito de interposición, conforme á lo dispuesto 
en la Orden de veinte y seis de Junio anterior, la fecha en que 
se le había notificado la sentencia, como también la en que in- 
terpenía tal recuno y el precepto legal que le autoriza; pero 
cmutíeiido toda manifestación con referencia á la Ley ó leyes 
(pie i jm juicio se hayan infringido por el Tribnnal sentencia- 
dor ; quien por asto del día veinte y seis del propio mes de Ju- 
lio, admitió el recurso establecido y dispuso, con lo demás dd 
caso, que se expidiese y entregase al recurrente, dentro del tér- 
nüno de cinco días la correspondiente certificación, cuyo do- 
cumento no negó á expedirse hasta el veinte y siete de No- 
viembre y fué entregado en el siguiente día veinte y ocho: 

Resultando '. que personado el recurrente ante este Tribu- 
nal Supremo, el Ministerio Fiscal ha impugnado en tiempo y 
forma la admisión del recuiBO, fundándose en que al interpo- 
nerse aquel no se cita la ley infringida, por lo cual se deja sin 
cumplir lo que dispone el párrafo cuarto del articulo quinto 
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de la Orden número noventa y dos, que guarda relación con el 
número cuatro del articulo séptimo de la misma Orden, proce- 
diendo asi, en sentir de dicho Ministerio, que se declare mal 
admitido el recurso; y sustanciada esta cuestión previa, se ha 
celebrado en el presente dia la vista pública, con asistencia del 
Fiscal : 

Considerando: que impuesta al recurrente, por el inciso 
cuarto del artículo quinto de la Orden número noventa y dos 
del Oobemador Militar de esta Isla, la obligación de expresar 
en el escrito de interposición del recurso cuál sea la ley mf rin- 
gida por el TribunaJl sentenciador, y correlativamente impuesta 
á este último, por los artículos séptimo y onceno de la propia 
Orden, la obligación de examinar si en dicho escrito se ha cum- 
plido aquel precepto y rechazar el recurso en caso negativo, 
las infracciones que tanto el recurrente como el aludido Tri- 
bunal puedan cometer en este punto son, con arreglo á los in- 
cisos segundo del articulo veinte y ocho y segundo y tercero 
del artículo treinta y cuatro de la Orden mencionada, suscep- 
tibles de reclamación por las otras partes y de corrección por 
este Supremo Tribunal; pudiendo aquéllas impugnar el auto 
de admisión y debiendo éste declarar mal admitido el recurso ; 

Se declara mal admitido el recurso de casación interpues- 
to por Cayetano (González contra la sentencia dictada en quin- 
ce de Julio anterior por la Sección Primera de la Sala de lo 
Criminal de la Audiencia de la Habana, sin especial condena- 
ción de costas: comuniqúese esta resolución á la expresada Au- 
diencia, para lo que sea procedente: y se llama su atención 
acerca de la demora á que se refiere en su párrafo final el pri- 
mer Resultando del presente auto. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico. — Antonio González de Mendoza. — Pedro Gk>nzález 
Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez.— José M. García Montes. — ^Eu- 
daldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — ^An- 
te mi. P. D. — Silverio Castro. 



El M. F. contra Servando García Fernández. 

Sentencia Núm. 1. (Enero 22 de 1900.) 
Recurso por quebrantamiento de forma é infracción de Ley in- 
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ierpuesto por Oarda Fernández, contra la sentencia dicta- 
da en 18 de Septiembre de 1899, 

ESTAFA 

Al declarar probados la Sala sentenciadora los hechos 
objeto de la acusación, no necesita hacer declaración sobre 
loe aürmadoe por la defensa, pnes él Artículo 912 de la Ley 
de Enjuidamiento Criminal no exige semejante declaración, 
sino que se resuelva sobre todos los puntos que hayan sido 
objeto de la acusación y de la defensa. La persona que ha- 
biéndosele dejado & su cuidado una casa propiedad de un in- 
dividuo que se ausenta, la destruye y se apropia los materia- 
les, empleando parte de ellos en la fabricación de otra de su 
propiedad, comete ti delito de estafa. 

En la ciudad de la Habana, 6 veintidós de Enero de mil 
novecientos, en la causa procedente del Juzgado de Instrucción 
de Guanajay y seguida ante la Audiencia de Pinar del Río por 
estafa contra Servando García Fernández, tabaquero y vecino 
de esta capital, causa que se halla pendiente ante este Tribunal 
Supremo á consecuencia del recurso de casación por quebranta- 
miento de forma é infracción de ley contra la sentencia dictada 
por dicha Audiencia, y cuyos fundamentos de hecho son los que 
literalmente se transcriben en los tres primeros Ttesultandos si- 
guientes: 

Resultando: probado que el Presbítero Alejandro H. de la 
Torre, al ausentarse del pueblo de San Diego de Núñez en el año 
de mil ochocientos noventidós, dejó al cuidado de Servando 
García Fernández una casa de su propiedad, cuya casa destruyó 
el citado García, apropiándose sus materiales y empleando parte 
de ellos en la fabricación de una casa de su propiedad, habiendo 
sido tasada la casa destruida en la cantidad de mil quinientas 



Resultando : que abiertos los trámites del juicio oral, el Mi- 
nisterio Fiscal formuló sus conclusiones provisionales, relatando 
los hechos en la forma ya consignada y estableciendo que dichos 
hechos constituían un delito de estafa comprendido en el caso 
segundo del artículo quinientos cincuentiocho del Código Penal ; 
que era responsable de dicho delito en concepto de autor el pro- 
cesado; que no habían concurrido circunstancias apreciables; 
que correspondía al procesado la í)ena de cuatro meses y un 
día de arresto mayor, accesorias y costas; y que correspondía 
además la indemnización al perjudicado por la cantidad de 
mil quinientas pesetas ó la prisión subsidiaria legal en caso de 
insolvencia, con cuyas conclusiones provisionales no estuvo con- 
forme la defensa, al formular las suyas. 
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Resultando: que verificado el juicio oral y practicadas las 
pruebas propuestas por las partes, sostuvieron éstas como defi- 
nitivas sus conclusiones provisionales: 

Resultando: que la mencionada Audiencia dictó sentencia 
en dieciocho de Septiembre de mil ochocientos noventinueve, 
condenando al referido Servando García Fernández á la pena 
de cuatro meses y un día de arresto mayor, con suspensión de 
todo cargo y del derecho de sufragio durante el tiempo de la 
condena; á indemnizar al perjudicado en la cantidad de mil 
quinientas pesetas, debiendo sufrir en caso de insolvencia la 
prisión subsidiaria legal, más las costas ; mandó pasase al Fiscal 
la pieza sobre responsabilidades civiles del procesado á los efec- 
tos procedentes: 

Resultando : que el procesado interpuso contra esa sentencia 
recurso de casación por quebrantamiento de forma y por in- 
fracción de ley, fundando el de forma: 

Primero: en que la sentencia omite resolver concretamente 
todos los puntos que habían sido objeto de la defensa, porque 
habiéndose formulado en las conclusiones provisionales sosteni- 
das como definitivas y objeto del debate, que los hechos que 
dieron motivo al procedimiento y los realizados por el procesado 
son puramente de carácter civil y de ningún modo punibles, 
por lo cual debían reservarse á las partes sus respectivos dere- 
chos, para que las ventilaran en la vía civil, se había dejado de 
resolver sobre estos particulares, sin hacer prcmunciamiento es- 
pecial, con lo que se había infringido el artículo novecientos 
doce, número segundo, de la Ley de Enjuiciamiento Criminal : y. 

Segundo : en que la sentencia no expresa clara y terminante- 
mente cuáles son los hechos probados, íntimamente relacionados 
con las cuestiones que han de resolverle, con lo cual se habían in- 
fringido los números segundo y tercero del citado artículo nove- 
cientos doce, en relación con los artículos ciento cuarentidóe, 
setecientos cuarentiuno y setecientos cuarentidós de la propia 
ley; y ñmdando el recurso por infracción de ley en que la 
sentencia infringe los artículos quinientos cincuentiocho, caso 
segundo, y quinientos cincuentinueve, caso quinto del Código 
Penal, por aplicación indebida, puesto que los hechos expresados 
en el primer Resultando, que se declaran probados, no son taom- 
titutivos de delitos ni de faltas, sino que de eHos sólo se derivan 
acciones de carácter puramente civil, y por ello resultaba ade- 
más infringido el artículo primero de dicho Código y compren- 
dido el recurso en el número primero del artículo ochocientos 
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euareBtinueve de la referida ley de Enjuiciamiento Criminal: 

Resultando : que admitido el recurso y debidamente sustan- 
eiado se celebró la vista en este Tribunal Supremo el día diez 
del actual, en la que informó el defensor del recurrente. 

Vistos, siendo Ponente el Magistrado Pedro González Lló- 
rente : 

Considerándola en cuanto al recurso por quebrantamiento 
de forma: 

Primero : que al declarar la Sala sentenciadora probados los 
heehos que habían sido objeto de la acusación, no necesitaba ha- 
cer declaración especial sobre los afirmados por la defensa, 
pues el caso segundo, del citado artículo novecientos doce, no 
exige semejante declaración, sino que se resuelva sobre todos los 
puntos que hayan sido objeto de la acusación y de la defensa, y 
tal resolución se halla en la sentencia, pues al declarar ésta que 
los hechos probados tienen el carácter de delito, deja resueltas 
las afinnaciotte» con que el procesado quiso negar á ]os enun- 
ciados hechos aquel carácter y atribuirles el puramente civil, 
de modo que no se ha infringido el caso segundo del artículo 
novecientos doce: 

Segundo: que la sentencia hace declaración clara y expresa 
de los hechos que se estiman probados y se relacionan con la 
cuestión que va á resolver, y la Sala sentenciadora ha apreciado, 
según su conciencia, las pruebas, las razones expuestas por la 
acusación y la defensa, y lo manifestado por el procesado ; con 
lo cual no se han infringido, sino cumplido los artículos ciento 
cuarentidós, setecientos cuarentiuno, setecientos cuarentidós, y 
número segundo del artículo novecientos doce de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, sin que de modo alguno sea pertinente 
el número tercero de ese último artículo, número que se concreta 
al easD de que en la sentencia se pene un delito más grave que 
el que haya sido objeto de la acusación. 

ConMíerando : en lo respectivo al recurso por infracción de 
ley: que loe hechos que se declaran probados en el primer Re- 
sultando de la sentencia son constitutivos del delito de estafa, 
pues tal carácter tienen evidentemente los hechos de destruir 
«Ba ean que se había recibido para cuidarla, de apropiarse los 
HMrteriales de ella y emplearlos en parte en la fabricación de 
otra casa perteneciente al que tales cosas ejecuta; delito que 
según el artículo quinientos cincuentiocho, caso segundo del 
Código Penal, cuando el valor de la estafa excede de doscientas 
cincuenta pesetas y no pasa de s^s mil doscientas cincuenta, 
entre cuyos términos se hal'la el caso presente, se castiga con la 
pena de arresto mayor en su grado medio, á presidio correccio- 
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nal en €ni grado mínimo; y así en la sentencia tampoco se han 
infringido, sino cumplido esa disposición y el artículo primero 
del mismo Código, ni se ha quebrantado el articulo quinientos 
cincuentinueve, que trata de otras defraudaciones, ni se halla 
comprendido el recurso en ninguno de los casos señalados en ^ 
artículo ochocientos cuarentinueve de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal. 

Vistos los mencionados artículos y ©1 cuarenta de la Orden 
número noven tidós del Gobierno Militar de esta Isla; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber 
lugar al recurso de casacito por quebrantamiento de forma y 
por infracción de ley interpuesto á nombre de Servando García 
Fernández, al cual condenamos en las costas; y devuélvanse los 
autos á la Audiencia de Pinar del Rio con certificación de esta 
sentencia. 

Así, por esta nuestra sentencia, que se publicará en la 
Gaceta y en la Colección á cargo de la Secretaría de Justicia, 
pasándose al efecto las copias respectivas, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro 
González Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Mon- 
tes. — Eudaldo Tamayo. — Ángel C Betancourt. — Octavio Gi- 
berga. 



El M. P. contra Ruperto Fernández García. 

Auto Núm. 13. (Enero 22 de 1900). 

Recurso de queja interpuesto por Ruperto Fernández contra el 
auto de la Audiencia de la Habana que le negó certiiicacian 
del auto de sobreseimiento dictado en 19 de Octubre de 1899, 

QUERELLA POR DENUNCIA CALUMNIOSA. 

No estaUecléndOBe el recuso de casadón contra sen- 
tencia definitiva 6 resolución que pueda ser objeto de casa- 
ción, con arreglo á los Articnlos 2 de la Orden 92 sobre ca- 
sación 7 847 al 854 de la Ley Procesal, debe declararse sin 
Ingar el recurso interpuesto. 

Resultando: que en causa procedente del Juzgado de ins- 
trucción del distrito del Pilar, de esta ciudad por estafa, la Sa- 
la de lo Criminal de la Audiencia de la Habana dictó auto de 
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sobrefleimiento libre el diez y nueve de Octubre último, de cuyo 
auto pidió certificación el acusado Bufperto Fernández y Gar- 
cía para querellarse por denuncia calumniosa contra su madre 
política Vicenta Pérez, petición que le fué denegada por la Sa- 
la, lo mismo que la reposición de esa denegatoria : 

BestUtando: que el mencionado Fernández y Oarcía mani- 
festó su propósito de establecer recurso de casación por infrac- 
ción de ley contra la resolución de la Sala, y que ésta por con- 
siderar que el recurso no se interponía contra una sentencia 
definitiva ó que tuviera tal carácter, ni contra una resolución 
que, según la loy, fuera susceptible del recurso de casación, de- 
claró sin lugar el interpuesto: 

Resultando: que Fernández y García estableció ante este 
Tribunal Supremo recurso de queja contra la denegatoria del 
de casaci6;i: 

Resultando: que el de queja se sustanció, por los debidos 
trámites, celebrándose el diez y ocho del corriente la vista, en 
que informó el defensor del recurrente: 

Considerando: que el recurso de casación no se estableció 
contra sentencia definitiva ni contra otra alguna que pudiera ser 
objeto de casación, según los artículos segundo de la orden nú- 
mero noventa y dos dictada por el Gobierno Militar de esta 
Isla y ochocientos cuarenta y siete al ochocientos cincuenta y 
cuatro de la Ley de Enjuiciamiento Criminal: 

Considerando: que según el veinte y cinco de la citada 
orden número noventa y dos, al desestimarse el recurso de que- 
ja se ha de condenar siempre en costas al recurrente; 

Se declara no haber lugar al recurso de queja interpues- 
to por Ruperto Fernández y García, al cual se condena en cos- 
tas; comuniqúese á la Audiencia para los efectos que procedan. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González 
Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Bu- 
daldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — 
Ante mí. — ¿P. D. — ¡Silverio 'Castro. 



El M. F. contra José Jacinto Qaitán, Ricardo Armenteros y 

OTROS. 

Auto Núm. 14. (Enero 22 de 1900). 
Recurso por infracción de Ley interpuesto por José Jacinto 
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Oaitán y Ricardo Armenteros contra la sentencia dictada 
por la Audiencia de la Habana en 27 de Octubre de 1897. 

JUEGO PROHIBIDO. 

El Tzibimal Supremo tiene declarado qne es indispensa- 
ble la cita del ntimero corref^ondiente del Articulo 849 de Im 
Ley Procesal en qne se fnnde él recurso por infracción de 
Ley, porque sólo asi se determina y precisa la cuestión pro- 
puesta. 

Resultando: que en la causa criminal que por juego pro- 
hibido se siguió en el Juzgado de Instrucción de Guadalupe, 
en esta capital, contra D. José Jacinto Gaitán, D. Ricardo Ar- 
menteros y otros, la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la 
Habana, por sentencia de veinte y siete de Octubre de mil ocho- 
cientos noventa y siete, condenó á los individuos primeramente 
citados á la pena de dos meses y un día de arresto mayor, mul- 
ta, accesorias y una parte de las costas : 

Resultando: que en cump^limiento del artículo ciento ocbo 
de la Orden número noventa y dos fué notificada nuevamente 
esa sentencia á las partes; y en veinte y ocho de Agosto ulti- 
mo los procuradores Sterling y Mayorga, á nombre respectiva- 
mente de Armenteros y Gaitán, interpusieron contra dicho fa- 
llo recurso de casación por infracción de Ley, considerando la 
representación de Armenteros infringidos el artículo seiscien- 
tos dos del Código Penal y la vigente ley de asociaciones, y 
autorizando el recurso los artículos ochocientos cuarenta y sie- 
te, ochocientos cuarenta y ocho, ochocientos cuarenta y nueve 
y ochocientos, cincuenta y cuatro de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal; y teniendo por infringido la representación de Q-ai- 
tán, el artículo trescientos cincuenta y cuatro del Código Penal 
y autorizando el recurso los mismos fundamentos alegados an- 
teriormente ; recurso que fué admitido por auto de dos de Sep- 
tiembre último: 

Resultando: que, personadas en tiempo y forma las partes, 
durante el período de instrucción, el Fiscal propuso la cuestión 
previa que permite el número segundo del artículo veinte y 
ocho de la Orden noventa y dos sobre casación, é impugnó la 
admisión de ambos recursos por el motivo único de que al omi- 
tirse en los escritos de interposición la cita de algunos de los 
números del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Liey 
procesal, no se cumplió con la obligación que impone el aparta- 
do tercero del artículo quinto de la expresada Orden, y los re- 
cursos establecidos carecen de la tercera de las circunstancias 
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que para que fueran admitidos exige el artículo séptimo del re- 
ferido Decreto sobre casación: 

Resultando : que con fecha de veinte y uno y veinte y tres 
de Diciembre último los procesados Armenteros y Gaitán pre- 
sentaron escritos, ampliando los motivos de casación expresados 
en el escrito de interposición y citando el número del artículo 
ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento co- 
mo fundamento, proveyéndose lo conducente; y suspendida 
por justa causa la vista señalada para el once del corriente, 
tuvo luego efecto la misma el diez y ocho del actual á la una 
de la tarde, informando el Ministerio Fiscal y el abogado direc- 
tor del procesado Gaitán: 

Considerando: que en el recurso de casación por infracción 
de Ley no pueden resolverse otras cuestiones que aquellas que 
propone y fundamenta el recurrente ; y de aquí el precepto del 
articulo V de la Orden número noventa y dos de citarse en el 
escrito de interposición el precepto que autorice el recurso; y 
como tratándose de infracción de ley en sentencia definitiva, 
cada uno de los números del artículo ochocientos cuarenta y 
nueve de la misma comprende problemas jurídicos distintos, 
esta Sala tiene ya declarado en repetidos fallos que es esencial 
la cita del número del expresado artículo ochocientos cuarenta 
y nueve, en que se funda el recurso, porque sólo así se deter- 
mina y precisa la cuestión propuesta; y es claro en esta virtud 
que al no concretarse por los recurrentes en el escrito de inter- 
posición el caso correspondiente del artículo ochocientos cua- 
renta y nueve, se ha faltado á lo que preceptúa terminante- 
mente el número tercero de dicho artículo quinto de la expresa- 
da Orden, careciendo los recursos establecidos de la tercera de 
las circunstancias que exige el artículo séptimo del mencionado 
Decreto de Casación ; por lo cual debió aplicarse por la Sala la 
primera parte del artículo once de la misma Orden en relación 
con dicho artículo séptimo: 

Considerando : que declarada con lugar la impugnación del 
Fiscal no procede proveer á escritos de ampliación, en que, en- 
tre otros particulares, se tratan de subsanar defectos capitales 
cometidos en el escrito de interposición; 

Se declara maH admitido el recurso de casación que por 
infracción de ley interpusieron los procuradores Sterling y 
Mayorga, á nombre de Armenteros y Gaitán, sin especial con- 
denación de costas. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico. — Antonio González de Mendoza. — Pedro Gonzá- 
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lez Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes.— 
Eudaldo Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — ^Octavio Giberga.— 
Ante mí. — P. D. — Silverio Castro. 



El M. P. contra Celedonio Fresneda. 

Sentencia Núm. 5. (Enero 23 de 1900). 

Recursos por quebrantamiento de forma é infrc^cción de Ley, 
interpuestos por Celedonio Fresneda contra la sentencia 
dictada por la Audiencia de la Habana en 6 de Septiembre 
de 1899. 

ROBO CON HOMICIDIO. 

Es responsable de este delito, el que penetrando en m 
establecimiento, se apodera del dinero qne tenia guardado el 
dueño en un baúl, después le quita el que tenia en los bolsi- 
Uos, y le causa una herida que le produjo la muerte. 

No basta para apreciar él gñido de fuerza empleado ni 
los medios de resistencia opuestos» el que se exprese que el 
interfecto padecía una enfermedad y el estado en que se ha- 
llaba por rasón de ella. 

No debe estimarse la circunstancia agravante de ejecu- 
tarse el hecho en la morada del ofendido, cuando se realisa 
en un establecimiento abierto y frecuentado por el pAbUca 

En la ciudad de la Habana, á veinte y tres de Enero de 
mil novecientos, en el recurso de casación por infracción de ley 
y por quebrantamiento de forma pendiente ante este Supremo 
Tribunal interpuesto el primero por el Procurador Juan Ma- 
yorga á nombre de Celedonio Fresneda, labrador y vecino de 
Melena contra la sentencia dictada por la Sala de lo Criminal 
de la Audiencia de esta ciudad en la causa seguida de oficio 
contra dicho Fresneda por robo con homicidio del asiático Ma- 
nuel Pérez: 

Resultando: que vista en juicio oral y público la referida 
causa la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana 
consignó en su sentencia como hechos probados los siguientes: 

Primero: Probado que Celedonio Fresneda se apoderó á 
eso del medio día del cinco de Abril de mil ochocientos noventa 
y ocho de veinte y cinco pesos plata que tenía guardados en 
un baúl de su establecimiento puesto de frutas en Melena, San- 
tiago Mora del producto de la venta de la mañana, y el dinero 
que en loa bolsillos t»enía Manuel Pérez, con ocasión de cuyo he- 
cho infirió el mismo Fresneda al Pérez una herida penetrante 
de pecho que le produjo la muerte casi instantánea: 
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Segundo : Probado que Manuel Pérez tenía su domicilio y 
morada en el establecimiento en que ocurrieron los hechos y 
estaba impedido de pies y manos por una afección reumática 
que ie obligaba á andar dificultosamente encorvado agarrándo- 
se de los muebles y sin poder hacer presión con las manos por 
tener la mayor parte de los dedos contracturados ; y que Ce- 
ledonio Fresneda, aunque cojo de la pierna izquierda se mueve 
con facilidad hasta el punto de hacer largas jomadas: 

Resultando: que la Sala indicada declaró en su referida 
sentencia que los hechos expresados eñ el primero de los tras- 
critos resultandos constituyen el deUto de robo con ocasión del 
cual se verificó el homicidio del asiático Manuel Pérez, y con- 
siderando responsable de ese delito complejo como autor del 
mismo al procesado Celedonio Fresneda lo condenó á la pena 
de muerte en garrote por estimar que en la ejeeuci^ del hecho 
punible narrado concurrieron las circunstancias agravantes de 
abuso de superioridad y de haberse realizado en la morada del 
ofendido ; asi como á pagar dos mil pesetas á los ascendientes ó 
descendientes que resultaren herederos del interfecto y al abo- 
no de las costas, condenándolo además para el caso de indulto 
á inhabilitación absoluta perpetua y sujeción á la vigilancia 
de la autoridad durante toda su vida: 

Resultando: que en la sustanciación de la causa se han 
observado todas las formalidades procesales establecidas por 
la ley: 

Resultando: que contra esa sentencia interpuso el procesa- 
do por medio de su representante el Procurador Juan Mayorga 
recurso de casación por infracción de ley y de doctrina, funda- 
do en el número quinto del artículo ochocientos cuarenta y nue- 
ve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y designando como 
infringidos el artículo setenta y siete del Código Penal en cuan- 
to no pueda agravar la pena la circunstancia inherente al deli- 
to cometido, y las sentencias del Tribunal Supremo español de 
diez de Agosto de mil ochocientos ochenta y uno y trece de 
Mayo de mil ochocientos ochenta y cuatro; cuyo recurso fué 
admitido por auto de veinte y uno de Septiembre último, tan 
sólo en cuanto á la infracción de Ley por no caber casación res- 
pecto de doctrina en materia criminal, procediendo además á 
admitirlo de derecho tanto por infracción de ley como por que- 
brantamiento de forma, por tratarse de ima causa en que se 
impone la pena de muerte: 

Resultando: que remitidos los autos á este Supremo Tri- 
bunal previo los emplazamientos legales y demás trámites co- 
rrespondientes se celebró la vista el día once del actual con in- 
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tervención del Ministerio Fiscal, quien impugnó el recurso j 
sostuvo la sentencia recurrida, y del letrado Femando Arranz 
defensor de tumo del procesado. 

Siendo Ponente el Magistrado Eudaldo Tamayo: 

Considerando : que los hechos que declara probados la Sa- 
la de lo Criminal de la Audiencia de la Habana, en el primero 
de los Resultandos de su sentencia, realizados el cinco de Abril 
de mil ochocientos noventa y ocho, á eso del medio día por Ce- 
ledonio Fresneda en la persona de Manuel Pérez y en el esta- 
blecimiento de venta de frutas de Santiago Mora donde Pérez 
vivía, constituyen el delito de robo con ocasión del cual resultó 
el homicidio del último de los sujetos referidos; delito comple- 
jo castigado en el inciso primero del artículo quinientos veinte 
y uno del Código, con la pena de cadena perpetua á muerte; y 
al aplicar la Sala sentenciadora dicho artículo, no ha cometido 
infracción legal, quedando por tanto, reducido el problema ju- 
rídico que toca resolver al Tribunal á definir y precisar si en 
estos hechos concurren la circunstancia agravante de abuso de 
superioridad y de haberse realizado el delito en la morada del 
ofendido, las cuales aprecia la Sala sentenciadora y en su vir- 
tud condena al procesado á la mayor de las penas que consigna 
el Código vigente; 

Considerando: en cuanto á la circunstancia agravante de 
abuso de superioridad que ésta no es de estimarse por regla ge- 
neral en el delito complejo de robo con homicidio que presupo- 
ne necesariamente el empleo de violencia en el autor, bastante 
á producir un mal tan grave como la muerte, y para ser esti- 
mada, como toda circunstancia modificativa, exige la existencia 
de hechos claros de los cuales pueda derivarse; y en la forma 
que se <K)nsignan los de la sentencia no consta ni el grado de 
fuerza ni los medios de resistencia opuestos y condiciones en 
las cuales se realizó el delito, no bastando para suplir estos da- 
tos la expresión de la enfermedad que padecía el interfecto y 
el estado en que se hallaba por razón de ella: 

Considerando : que no es de estimarse en casos como el pre- 
sente, en que el hecho se verificó de día en un puesto de frutas 
abierto al público, lo cual excluye la idea de confianza y aban- 
dono propios del hogar doméstico, que por ese motivo merece 
la protección de la ley al extremo de estimarla como circuns- 
tancia de agravación en los delitos cometidos en la morada del 
ofendido, no pudiendo considerarse como tal un establecimiento 
abierto y frecuentado por el público: 

Considerando: que por las razones expuestas, al estimar la 
Sala las dos circunstancias agravantes de que se hace mérito 
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en los dos Considerandos anteriores, infringe los casos décimo 
y veinte y uno del artículo décimo del Código Penal, é incurre 
en el error de derecho que señala el número quinto del artícu- 
lo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal ; 

Fallamos: que declaramos con lugar el recurso de casación 
y en su consecuencia casamos y anulamos la sentencia dictada 
por la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana, en 
seis de Septiembre de mil ochocientos noventa y nueve. 

Y con la sentencia que á continuación se dicta comuniqúe- 
se á la Audiencia de esta ciudad ¿ los efectos procedentes, con 
devolución de las actuaciones originales remitidas á este Tri- 
bunal; librándose las oportunas copias certificadas para la Co- 
lección á cargo de la Secretaría de Justicia y su publicación en 
la Oaceta. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 

Segunda sentencia. 

En la ciudad de la Habana, á veinte y tres de Enero de 
mil novecientos, en cansa criminal procedente de la Audiencia 
de la Habana, é instruida en el Juzgado de Güines, de oficio, 
contra el asiático Celedonio Fresneda natural de Cantón (Chi- 
na), soltero, de cincuenta y cinco años, labrador, vecino de Me- 
lena, preso, por el delito de robo con homicidio, pendiente ante 
este Tribunal Supremo por virtud de recurso de casación in- 
terpuesto por el procesado, por infracción de ley, admitido de 
oficio por la Sala sentenciadora por quebrantamiento de forma: 

Resultando: que por sentencia de esta fecha se ha casado 
y anulado la recurrida dictada por la Sala de lo Criminal de 
la Audiencia de la Habana en seis de Septiembre del año pró- 
ximo pasado: 

Aceptando la relación de hechos contenidos en el primero 
y segundo de los Resultandos de la sentencia casada. 

Siendo Ponente el Magistrado Eudaldo Tamayo : 

Considerando: que los hechos que se declaran probados en 
el primer Resultando constituyen el delito de robo con ocasión 
del cual resultó homicidio, previsto y penado en el número pri- 
mero del artículo quinientos veinte y uno del Código: 

Considerando: que del mencionado hecho es responsable 
en concepto de autor por participación directa el procesado 
Celedonio Fresneda: 
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Considerando i que en cuanto á la persona del autor y á 
las eircunstaDcias del hecho no ha concurrido ninguna que pue- 
da estimarse como modificativa de la penalidad, según se decla^ 
ra en la sentencia de casación, y por tanto procede imponer la 
pena inferior de las dos que constituyen la del delito conforme 
á la regla segunda del articulo setenta y nueve dd Código en 
relación con el citado quinientos veinte y uno : 

Considerando: que la indemnización del daño y pago de 
las costas se imponen por la ley ¿ los responsables de todo 
delito : 

Vistos los artículos citados y primero, once, doce, diea y 
seis, cincuenta y tres, sesenta y dos, setenta y siete del Código 
Penal y el treinta y ocho de la Orden numero noventa y do»; 

FaUamos: que debemos condenar y condenamos al asiático 
Celedonio Fresneda á la pena de cadena perpetua, acceaorias 
de interdicción civil, sujeción á la vigilancia de la autoridad 
durante la vida del penado y en caso de obtener indulto de la 
pena principal, á la inhabilitación perpetua absoluta y sujeeión 
á la vigilancia de la autoridad por el tiempo de su vida si ex- 
presamente no se remitieren estas penas accesorias al conceder- 
se la gracia; á pagar dos mil pesetas á los ascendientes ó des- 
candientes que resulten herederos de Manuel Pérez, si los hu- 
biere, y al pago de las costas procesales. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — Antonio Qonzález de Mendoza. — ^Pedro Qonzález Lló- 
rente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — ^Eudaldo 
Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



El M. F. contra Apolonio Camejo. 

Sentencia Núm. 6. (Enero 24 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por el M. F. contra 
la sentencia dictada por la Audiencia de Pinar del Río en 30 
de Octubre de 1899, 

LESIONES. 

Ss zeqioiUHible del delito de lesiones menos graves, con 
la atenuante de haber obrado por estímulos tan poderosos 
«ne produjeron arrebato y obcecación, él qne al llegar á 
casa de ui indivldiiD á reconvenirle por haberse comido 
unas cafias, es despedido por éste con malas f onnas y dan* 
dolé dos planazos con mi machete, en vista de lo cual le 
cansa con él snyo lesiones que tardaron en sanar veinte 
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No conciirren Us ciicnnstanclaB eximentes pximera y 
tercera del caso 4.o del Artícnlo 8.0 del Código Penal, 
cuando el antor se presenta en la casa del lesionado, situada 
en despoblado, promoviendo un altercado y negándose & 
maxdiarBe de éUa, por lo que, pam obligarle á que se fuera, 
le da aquél un empujón y dos planasos. 

£n la citfdad de la Habana, á veinte y cuatro de Enero 
de mil novecientos, en el recurso de casación por infracción de 
ley, pendiente ante este Supremo Tribunal, á consecuencia del 
interpuesto por Apolonio Camejo, labrador y vecino de Mantua, 
contra la sentencia dictada el treinta de Octubre de mil ocho- 
cientos noventa y nueve por la Audiencia de Pinar del Río, en 
la causa se^ida al recurrente por lesiones al moreno Eduardo 
Beyes: 

Resultando: que vista en juicio oral y público la referida 
causa, la Audiencia de Pinar del Río consignó, en su sentencia 
como hecho probado el siguiente: que el día veinte y tres de 
Noviembre de mil ochocientos noventa y cintío el moreno 
Sidtiardo Reyes, dejó en una casa de un conocido suyo en el 
barrio de la Ceja, término de Quane, unas cañas que había 
comprado por encargo de un tercero y siguió á hacer unas di- 
ligencias, llegando á dicha casa durante su ausencia, el moreno 
Apcdonio Camejo, y al entrarse de que aquellas cañas eran de 
Beyes, valido de las relaciones íntimas que existían entre am- 
bo», no sólo por ser primos hermanos, sino por vivir con Reyes 
una hermana de Camejo, éste se cogió y comió una de dichas 
cañas, marchándose; y como quiera que al regresar Reyes á 
busear sus cañas, le dijeron que Camejo se había comido una 
habo de pronunciar alguna frases ofensivas para éste; quien 
tan pronto se enteró de lo ocurrido, se dirigió á la casa de Re- 
yes interrogándole sobre el particular, sobreviniendo con tal 
motivo una disputa acalorada en la que de parte á parte se 
ofendieron, hasta que el Reyes viendo que Camejo ni cesaba en 
sus gritos ni se retiraba, lo arrojó de su casa dándole primero 
un fuerte empujón y luego dos planazos con su machete que 
le produjeron unas lesiones de poca importancia, dando lugar 
á que dieho Camejo, creyendo que Reyes trataba de matarlo se 
defendiera infiriendo á su adversario con el lomo de su mache- 
te, una herida en la frente que tardó en sanar veinte días, los 
mismos que necesitó de asistencia médica, y estuvo impedido de 
trabajar; interviniendo entonces Rosa Camejo, hermana del 
Apolonio y concubina del Reyes, terminándose la tragedia: 

Resultando: que en dicha sentencia declaró la Audiencia 
de Pinar del Río que los hechos relacionados son constitutivos 
d0 un delito de lesiones menos graves, comprendido en el ar- 
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tículo cuatrocientos treinta y dos del Código Penal, siendo au- 
tor del mismo por participación directa Apolonio Camejo; y 
que siendo de apreciarse la circunstancia eximente cuarta del 
artículo octavo del Código Penal, absolvió al procesado como 
exento de responsabilidad criminal, por haber obrado en le^ti- 
ma defensa de su persona; declarando las costas de oficio: 

Resultando: que el Ministerio Fisoal interpuso recurso de 
casación por infracción de ley, fundado en los artículos ocho- 
cientos cuarenta y siete, ochocientos cuarenta y ocho número 
primero y número quinto del ochocientos cuarenta y nueve de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal; citando como infringido 
el artículo octavo del Código en el concepto de que no habían 
concurrido en los hechos probados las circunstancias primera y 
tercera que exige el caso cuarto de dicho artículo, para deter- 
minar cuando no se delinque por obrar el agente en defensa de 
su persona ó derechos: 

Resultando: que admitido ese recurso por la Sala senten- 
ciadora y sustanciado con arreglo á derecho, se celebró la vista 
pública el día diez y siete del mes actual con asistencia del re- 
presentante del Ministerio público. 

Siendo Ponente el Magistrado José M. 'García Montes: 

Considerando: que dados los hechos que en la sentencia 
recurrida se declaran probados, no es posible aceptar que, el 
procesado Camejo obró en defensa de su persona con la con- 
currencia de los tres requisitos contenidos en el número cuarto 
del artículo octavo del Código Penal, al inferir á Reyes las le- 
siones que han dado origen á esta causa; porque las circuns- 
tancias de presentarse en la casa del mencionado Beyes, pro- 
moviendo un altercado; no cesar en los gritos y no retirarse 
de la mencionada casa, constituyen una provocación suficiente 
para determinar el acto de violencia ejecuta;do por el repetido 
Reyes; procediendo, por ese concepto, la casación del faUo re- 
currido : 

Considerando: que también es procedente el recurso inter- 
puesto en cuanto se refiere á la no concurrencia del requisito 
primero del número cuarto del artículo octavo del Código Pe- 
nal; porque el acto ejecutado por Reyes contra el procesado al 
darle un empujón y dos planazos no es de estimarse como agre- 
sión, sino como medio adecuado y necesario para lanzar de su 
morada al que injustamente se presentó en ella en actitud hos- 
til, máxime habiendo ocurrido los hechos en despoblado, donde 
no era probable invocar el auxilio de un tercero; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos con lugar 
el recurso de casación establecido por el Ministerio Fiscal con- 
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tra la sentencia de treinta de Octubre de mil ochocientos no- 
venta y nueve de la -Audiencia de Pinar del Río, la cual casa- 
mos y anulamos sin especial condenación de costas. 

Así, por esta sentencia, que se publicará en el periódico ofi- 
cial del Gobierno y en la Colección á cargo de la Secretaría de 
Justicia, para lo cual se expedirán y remitirán las copias nece- 
sarias, lo pronunciamos, mandamos y firmamos y con la senten- 
cia que á continuación se dicta, comuniqúese á la Audiencia 
de Pinar del Río para lo que corresponda. — ^Antonio González 
de Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez. — 
José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — Ángel C. Betan- 
court. — Octavio Giberga. 

Segunda sentencia. 

En la ciudad de la Habana, á veinte y cuatro de Enero 
de mil novecientos, en la causa criminal por lesiones menos 
graves al moreno Eduardo Reyes, iniciada en el Juzgado de 
Guane, continuada en la Audiencia de Pinar del Río y pendiente 
ante este Supremo Tribunal á consecuencia del recurso de ca- 
sación por infracción de ley interpuesto por el Ministerio Fis- 
cal contra la sentencia de treinta de Octubre de mil ochocien- 
tos noventa y nueve, que absolvió al procesado Apolonio Came- 
jü del delito de lesiones menos graves, como exento de respon- 
sabilidad criminal, por baber obrado en legítima defensa de su 
persona : 

Resultando: que casada y anulada por sentencia de esta 
misma fecha la dictada por la referida Audiencia de Pinar del 
Río, procede dictar de seguida la que ha de sustituir á la pro- 
nunciada por el Tribunal recurrido, conforme á lo dispuesto 
en el artículo treinta y ocho de la Orden número noventa y dos 
del Gobierno Militar de esta Isla : 

Aceptando los hechos que se deíílaran probados en el pri- 
mer Resultando de la sentencia recurrida así como los dos pri- 
meros Considerandos de la misma. 

Siendo Ponente el Magistrado José M. García Montes : 

Considerando: que es de apreciarse como circunstancia 
modificativa de la responsabilidad penal en que ha incurrido 
el procesado Camejo, la de haber obrado por estímulos tan po- 
derosos que naturalmente le produjeron arrebato y obcecación; 
como fueron primero, las palabras ofensivas que contra él pro- 
nimció Reyes y luego, el hecho de verse arrojado de la casa de 
mi modo tan violento como el empleado, por el mencionado 
Reyes: 

Vistos los artículos noveno, setenta y seis, setenta y nue- 
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ve y cuatrocientos treinta y dos del Código Penal y el primero 
de la Orden número veinte y seis del Gobierno Militar de esta 
Isla fecha diez y ocho del mes actual; 

Fallamos que debemos condenar y condenamos á Apolonio 
Camejo á la pena de un mes y un día de arresto mayor con 
las accesorias de suspensión de todo cargo y del derecho de su- 
fragio durante el tiempo de la condena; á indemnizar al lesio- 
nado la cantidad de veinte pesetas y en caso de insolvencia á 
un día más de detención si lo que dejare de satisfacer excedie- 
re de doce y media pesetas, y al pago de las costas causadas; 
declarando que es de abonarse al condenado la totalidad de la 
prisión preventiva en el caso de que la hubiere sufrido. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez.— José M. García Montes. — Eudal- 
do Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



El M. F. contra Rosa Dillas Jerague 6 Fraque. 

Sentencia Núm. 7. (Enero 24 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Rosa Dulas con- 
tra la sentencia dictada por la Audiencia de la Hába^ia en 
19 de Octubre de 1899. 

EXPENDICION DE MONEDA FALSA. 

Es responsable de este delito, auien acode á varios es- 
tablecimientos solicitando él cambio de una moneda de oro 
por plata, y deqpnés de obtenido el cambio lo devuelve pre- 
textando no estar conf onne con el tipo, sastitayendo al- 
gunas piesas de las legitimas por otxas falsas que llevaba 
á ese objeto. 

En la ciudad de la Habana, á veinte y cuatro de Enero de 
mil novecientos visto el recurso de casación por infracción de 
ley procedente de la Audiencia de la Habana en causa crimi- 
nal seguida de oficio contra Rosa Dillas Jerague 6 Fragüe, ve- 
cina de esta ciudad y ocupada en las labores de su sexo, inter- 
puesto por dicha procesada contra la sentencia dictada por la 
Sección segunda de la Sala de Criminal de la referida Au- 
diencia en diez y nueve de Octubre del año próximo pasado en 
la cual se contienen los dos siguientes Resultandos: 

Primero. Resultando probado que el día veinte y siete de 
Enero de mil ochocientos noventa y ocho se trasladó de esta 
ciudad. Doña Rosa Dillas Jerague ó Fragüe, en la que era ve- 
cina ó la de Santiago de las Vegas, yendo á parar á la casa de 
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Ángel Gilbast de la que salió como de ocho y media á nueve de 
la noche de dicho día acompañada de una niña visitando suce- 
sivamente los establecimientos de dicha ciudad pertenecientes 
á D. Manuel y Antonio Garcia, Jasio, Antonio Maresino y 
Juan Boque en los cuales entregó una moneda de veinte 
francos de las nombradas ''luis" para que le fuese cambiada 
pK)r plata española, y en todos ellos, después de recibir el cam- 
bio y contarlo lo devolvía á pretexto de lo bajo del tipo á que 
se le hacía sustituyendo antes de devolver la plata dos pesos 
de los buenos que había recibido por dos pesos falsos de metal 
blanco patente: 

Segundo. Resultando probado que practicado un registro 
en la noche de dicho día en la casa de Gilbert en la que se en- 
contraba durmiendo la Dillas, fueron ocupadas en el patio de 
dicha casa ocho piezas de á un peso y setenta y dos de á cua- 
renta centavos, todas falsas de metal blanco patente: 

Resultando: que la Sala sentenciadora apreciando los he- 
choB probados los calificó como constitutivos de un delito de 
expendición de monedas falsas adquiridas con ese objeto y á sa- 
biendas, y en su consecuencia estimando que la procesada era 
autora del mismo, sin la concurrencia de circunstancias modi- 
ficativas la condenó á la pena de tres años, seis meses y veinte 
y un días de prisión correccional, accesorias correspondientes y 
multa de trescientos veinte y cinco pesetas con apremio perso- 
nal en su caso, y pago de costas: 

Resultando: que contra ese fallo interpuso la sentenciada 
recurso de casación por infracción de ley autorizado por el 
caso tercero del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, citando como infringido por 
indebida aplicación el artículo doscientos noventa y seis del 
Código Penal y por inaplicación el caso segundo del artículo 
seiscientos dos: 

Resultando: que admitido el recurso se ha sustanciado en 
este Supremo Tribunal celebrándose la vista pública el día 
diez y ocho del actual con asistencia, sólo, del letrado de la re- 
currente, quien sostuvo los motiyos del recurso: 

Siendo Ponente el Magistrado Ángel C. Betancourt, 

Considerando: que de los hechos que en la sentencia se 
declaran probados se deduce lógicamente que la procesada te- 
nía conocimiento de la falsedad de las monedas que puso en 
(firculaeión adquiriéndolas con tal objeto, y al estimarlo así la 
Sala sentenciadora en un Considerando, y al calificar en con- 
secuencia el delito como previsto y penado en el artículo dos- 
cientos noventa y seis del Código, no ha infringido éste, ni pa- 
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ra sa aplicación era necesario que en los Resultandos constara 
expresamente las circunstancias en que las monedas fueron ad- 
quiridas y el propósito de la autora, pues tales extremos han 
podido ser deducidos por la Sala, de los hechos probados, como 
acertadamente lo ha verificado: 

Considerando: que no habiendo incurrido el Tribunal sen- 
tenciador en la infracción que se le atribuye al aplicar el ar- 
tículo que sirve de fundamento á su fallo, consiguientemente no 
ha infringido, por inaplicación, el que en este concepto se cita 
correlativamente en el recurso, aun en el supuesto de que la ma- 
teria del tal artículo tuviere relación con el hecho x)erseguido: 

Considerando: que no habiendo la Sala cometido las in- 
fracciones de ley que se le atribuyen procede declarar sin lu- 
gar el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos sin lugar el 
recurso de casación por infracción de ley interpuesto por Bosa 
Dillas Jerague ó Fragüe contra la sentencia dictada por la 
Sección segunda de la Sala de lo Criminal de la Audiencia de 
la Habana en diez y nueve de Octubre de mil ochocientos no- 
venta y nueve, con las costas á cargo de la recurrente. 

Comuniqúese á la referida Audiencia por medio de certifi- 
cación, de esta sentencia, la cual se publicará en la Oaceia de 
la Habana é insertará en la Colección á cargo de la Secretaría 
de Justicia, á cuyo efecto líbrense las oportunas copias autori- 
zadas. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — ^Antonio González de Mendoza. — Pedro González Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez.— José M. García Montes. — Eudal- 
do Tamayo. — -Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



El M. F. y Rosa Cobo contra Juax Suábez. 

Auto Núm. 16. (Eno-o 24 de 1900). 

Recurso de queja interpuesto por Rosa Cobo contra el auto del 
Juez del Distrito del Cerro en esta ciudad, de 18 de Di- 
ciembre de 1899. 

LESIONES LEVES, FALTA. 

Interpuesto on recaxso dentro del término de cinco dias 
que sefiala la Ley, citándose por el recurrente el articulo 
del Código Penal que se considera infringido, expresándose 
que lo había sido en el concepto de no calificarse y penarse 
en la sentencia los hechos probados, como lo exigían los ar- 
tículos citados; y notificada la sentencia á la recurrente, lo 
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cual demuestra que 8e la tenia como parte, se ha cumplido 
con lo dispuesto en el número 4 del Articnlo 5o de la Orden 
92 sobre casación, y ha debido admitirse el recurso. 

Resultando: que Rosa Cobo, como madre de María Valdés, 
en escrito de diez y seis de Diciembre de mil ochocientos no- 
venta y nueve, estableció recurso de casación x)or infracción de 
ley contra la sentencia dictada por el Juez del distrito del Ce- 
rro de esta ciudad en veinte y ocho de Noviembre de mil ocho- 
cientos noventa y nueve y que le fué notificada el ocho de Di- 
ciembre del mismo año, y al Ministerio fiscal el trece del mes 
y año últimamente citados; en el juicio de faltas seguido con- 
tra Juan Suárez; fundado en el artículo ochocientos cuarenta 
y siete, en relación con el número primero del ochocientos cua- 
renta y ocho de la Ley de Enjuiciamiento Criminal; citando 
como infringidos los artículos seiscientos diez y doce del Códi- 
go Penal en su número tercero; en el concepto de no calificar 
y penar los hechos que en dicha sentencia se declaran probados 
como exigen esos artículos, que consideran autor de la falta de 
lesiones á los que cooperan á la ejecución del hecho por un 
acto sin el cual no se hubiese ejecutado, penándolo con arresto 
menor; cometiéndose por tanto error de derecho en la califica- 
ción de los hechos que se declaran probados en la sentencia, á 
tenor del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal que en su número t?ercero señala taxa- 
tivamente esas causas, y en que se funda 'el recurso : 

Resultando: que el Juez de Instrucción del distrito del 
Cerro, en auto de diez y ocho de Diciembre del año próximo 
pasado, declaró sin lugar la admisión del recurso interpuesto, 
fundado en que no pueden admitirse sino los establecidos den- 
tro del término legal y en la forma que la ley establece ; en que 
en el escrito de interposición no se había expresado, con la pre- 
cisión y claridad debidas, en qué concepto puede resultar in- 
fringido en un juicio de faltas por mordedura de un perro, el 
artículo seiscientos diez del Código Penal en relación con el in- 
ciso tercero del artículo doce que trata de las faltas contra las 
personas; cuando es lo cierto que el precepto legal en que am- 
bas sentencias descansaron fué el seiscientos siete que castiga á 
los que tuvieren animales feroces y dañinos ; en que una acción 
penal procedente de una falta debe ejercitarse en la forma que 
previene el articulo ciento diez, cuyo derecho si no se ejercita 
oportunamente por el perjudicado queda reducido al beneficio 
de la indemnización civil; y por último, en que no constando 
el carácter de madre de Rosa Cobo, ni que se haya mostrado 
parte, sus manifestaciones en ambas instancias no pueden tener 
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otro alcance que el de una denuncia ratificada, lo que no es 
razón bastante para tenerla por parte para el ejercicio de la 
acción penal que, en este caso, dada la índole de la falta, se ha 
ejercitado por el Ministerio Piacal: 

Resultando: que contra ese auto denegatorio interpuso Bo- 
sa Cobo recurso de queja, y que sustanciado conforme á dei^- 
cho se designó para la vista el día veinte del mes actual; en 
cuyo acto informó el abogado de la recurrente: 

Considerando: que el término para interponer el recurso 
de casación es el de cinco días hábiles, improrrogables, á con- 
tar desde la última notificación de la resolución contra la cual 
se interpusiere; y como la última notificación de la sentencia, 
en este asunto, fué la hecha al Ministerio Fiscal el día trece 
de Diciembre del año próximo pasado y el recurso se interpu- 
so en escrito del día diez y seis del mismo mes, es evidente que 
lo fué en tiempo y forma y, por consiguiente, debió ser admi- 
tido el recurso: 

Considerando: que al citar la recurrente en su escrito de 
interposición los artículos del Código Penal que consideró in- 
fringidos, y al expresar en el mismo escrito que lo habían sido 
en el concepto de no calificarse y penarse en la sentencia loe 
hechos probados como exigían los artículos citados, ha cumpli- 
do el precepto contenido en el número cuatro del artículo 
quinto de la Orden número noventa y dos del Gobierno Militar 
de esta Isla; y por lo mismo debió admitirse el recurso, con- 
forme á lo dispuesto en el número cuatro del artículo séptimo 
de la referida Orden número noventa y dos: 

Considerando: que el hecho de notificarse á Rosa Cobos la 
sentencia recurrida demuestra claramente que fué parte en la 
segunda instancia, pues de otro modo no tiene justificación le- 
gal ese trámite; en cuyo concepto no ha podido negársele ese 
carácter para rechazar la admisión del recurso interpuesto; 

Se declara con lugar la queja establecida por Rosa Cobo 
contra el auto dictado el día diez y ocho de Diciembre de mil 
ochocientos noventa y nueve por el Juez de Instrucción del 
distrito del Cerro de esta ciudad, y en consecuencia se ordena 
al mismo practique lo que determina el artículo octavo de la 
Orden número noventa y dos del Gobierno Militar de esta Is- 
la, no haciendo especial condenación de costas. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico.— Antonio González de Mendoza. — Pedro Gonzá- 
lez Llórente.— Rafael Cruz Pérez.— José M. García Montes.— 
Eudaldo Tamayo.— Ángel C. Betancourt.— Octavio Giberga.— 
Ante mí.— P. D.—- Silverio Castro. 
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Sl. M. P. contra Josa Faz FIrbire. 

Sentencia Núm. 8. (Enero 25 de 1900). 

Recwrsé por inf reacción de Ley interpuesto por José Paz contra 
Ia sentencia dictada por la Audiencia de la Habana en 14 de 
Octubre de 1899, 

HOMICIDIO FSÜSTBADO. 

Para que un hecho sea calificado de homicidio f rastra- 
do, no basta qne el agente haya tenido la intención de ma- 
lar; sino qne es precise que conste claramente la ciicenstaii- 
cia erentuai é independiente de la Tcdantad de aqnél» «ne 
hubiere ocasionado la f rostrada de sus propósitos; y que 
se deduzca naturalmente de los hechos probados la intención 
de dicho agente. 

En la ciudad de la Habana, á veinte y cinco de Enero de 
mfl novecientos, visto el recurso de casación por infracción de 
ley procedente de la Audiencia de la Habana en cansa crimi- 
nal seguida de oficio contra José Paz Freiré, marinero y vecino 
de Gasa Blanca, interpuesto por dicho procesado contra la sen- 
tencia dictada por la Sección primera de la Sala de lo Crimi- 
nal de la referida 'Audiencia, en catorce de Octubre del año 
próximo pasado, en la cual se contienen los dos siguientes Re- 
sultandos : 

Primero. Resultando probado que los marineros del pailebot 
** Paquete Habanero" para ganar eu embarcación amarrada á 
pocas brasas del muelle solían tomar cuando llegaban tarde en 
la noche un bote perteneciente á José Paz, y que invitado éste 
por ellos esperó á los referidos marineros en la noche del once 
de Junio del año próximo pasado y les estaba reconviniendo á 
la sazón que liego el patrón del pailebot D. José Dobarro Al- 
vares quien trató de apaciguar á Paz Freiré haciéndole retirar 
del muelle ; pero éste en vez de aquietarse, irritado como estaba 
infirió á Dobarro una herida con instrumento perforo cortante 
que le penetró por sobre la tetilla izquierda en el pecho inte- 
resando la pleura, cuya herida si bien curó en solo veinte días 
durante los cuales necesitó, asistencia médica y estuvo impedido 
de trabajar el agredido, fué calificada de grave en los primeros 
momentos y producida con ánimo manifiesto de ocasionar la 
muerte : 

Segundo. Resultando probado que cuando á tal extremo 
llegó el procesado, estaba irritado x)or no obtener satisfacción de 
los que repetidas veces le habían usado sin licencia y contra su 
voluntal el bote de que era propietario, y que enterado el pa- 
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trón de esto, lejos de reconvenir á sns marineros trató de ha- 
cerlos retirar sin darle explicación de ningún género: 

Resultando: que la Sala sentenciadora calificó los hechos 
referidos como constitutivos de un delito de homicidio frustra- 
do por estimar probada la intención de matar que llevaba Paz 
Freiré al herir ¿ Dobarro, pues á su juicio no otra cosa podía 
suponerse en quien dirige su arma al pecho y con fuerza sufi- 
ciente para atravesar todos los tejidos y lesionar órganos inter- 
nos, siendo un accidente independiente del agente que la muer- 
te no se produjese; y declarando al procesado autor del hecho 
con la concurrencia de la circunstancia atenuante de arrebato 
y obcecación, le condenó é la pena de seis años y un día de 
prisión mayor, accesorias, costas é indemnización de mil pesetas 
al lesionado : 

Bestdtando : que contra dicho fallo interpuso el sentencia- 
do recurso de casación por la infracción de Ley por las causas 
señaladas en los números tercero y quinto del artículo ochocien- 
tos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
citando como infringidos : Primero. Los artículos tercero y cua- 
trocientos diez y seis del Código Penal, por indebida aplicación 
por cuanto se califica y pena el hecho probado como homicidio 
frustrado, cuando sólo constituía el de lesiones menos graves, y 
en este caso resulta infringido por inaplicación el artículo cua- 
trocientos treinta y dos, párrafo primero, y de no estimarse es- 
ta calificación, cuando más sería procedente la de homicidio en 
grado de tentativa, en cuyo caso también resultan infringidos 
los párrafos segundo y tercero del artículo tercero del repetido 
Código por indebida aplicación, y no haberse aplicado respec- 
tivamente. Segundo. Infracción del número cuarto del artículo 
octavo del Código Penal que resulta de no haber aplicado éste 
la Sala, la cual ha cometido error de derecho al calificar los 
hechos en concepto de circunstancias modificativas, pues de di- 
chos se deduce la concurrencia de las tres circunstancias ó por 
lo menos dos de las exigidas para la exención de responsabili- 
dad criminal: 

Resultando: que admitido el recurso se ha sustanciado en 
este Supremo Tribunal, celebrándose la vista pública el día 
diez y siete del actual con asistencia del Ministerio Fiscal y del 
Letrado del recurrente, sosteniendo éste los motivos alegados y 
aquél coadyuvando á la casació;i en cuanto al primer motivo 6 
sea que el hecho constituye lesiones menos graves, é impugnán- 
dolo en cuanto á los otros fundamentos. 

Siendo Ponente el Magistrado Ángel C. Betancourt: 

Considerando: que la intención de ocasionar la muerte. 
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que constituye la base de la calificación que la Sala ha hecho 
del delito, si bien se afirma por ésta categóricamente al final 
del primer Resultando de su sentencia, contentivo de los hechos 
que declara probados, tal afirmación es el producto de la apre- 
ciación de dichos hechos, según claramente se evidencia en el 
primer Considerando, donde se exponen los motivos que la Sala 
ha tenido para suponer esa intención, la cual, como pertene- 
ciente á la vida interna, sólo puede ser conocida por actos ex- 
teriores y por medio de deducción ó inducción y no establecida 
por modo indudable como un hecho material respecto de los cuales 
es exclusiva la facultad que la Ley concede á las Salas sentencia- 
doras; pero la apreciación que de ellos hubiere hecho puede ser 
objeto de examen y rectificación por el Tribunal de casación : 

Considerando: que para que un hecho sea calificado 
de homicidio frustrado, no basta sólo que el agente haya 
tenido la intención de matar, sino es preciso que haya rea- 
lizado todos los actos que debieran haber producido la muer- 
te y que conste claramente la circunstancia eventual, é indepen- 
diente de la voluntad de aquél, que hubiere ocasionado la frus- 
tración de sus propósitos, y no constando esto ultimo en el he- 
cho de autos, y no deduciéndose naturalmente de los probados 
la intención que la ¡Sala supone, pues ésta no es de presumirse 
en quien ningún resentimiento anterior tenía con el ofendido; 
cuya intervención en los sucesos fué ocasional; ni resulta tam- 
poco de los medios empleados, pues tal alcance no puede darse 
por sí sólo á que la herida fuese ocasionada en el pecho, inte- 
resando la pleura, siendo como fué una sola sin conocerse las 
dimensiones del arma empleada y cuando la lesión tardó en 
sanar tan solo veinte días: 

Considerando: que cuando un hecho concreto resulta de- 
terminado é individualmente penado, como el de lesiones, no es 
procedente atribuir al delincuente un propósito distinto en cuan- 
to á la extensión del daño, para calificar más gravemente el he- 
cho punible, si circunstancias muy señaladas, que en el caso de 
autos no han concurrido, no revelan de manera clara y eviden- 
te con exclusión de toda duda, la mayor trascendencia del pro- 
pósito; y al no entenderlo asi la Sala sentenciadora, califican- 
do y penando como homicidio frustrado un hecho que sók) 
constituye el delito de lesiones menos graves, ha infringido el 
artículo cuatrocientos diez y seis en relación con el tercero del 
Código Penal, por indebida aplicación, procediendo por este 
motivo la casación de la sentencia: 

Considerando: que de los hechos probados no aparece que 
José Paz Freiré, fuera agredido por Dobarro ni que éste reali- 
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zara ningfún acto de violeneia contra aquél que le oMigara á 
defenderse y por tanto la Sala al estimar el estado pasional del 
reo para s^reeiar la concurrencia de una eireunstaneia ate- 
nuante, no teniendo en cuenta ninguna eximente completa ó 
incompleta, no ha incurrido en el error que se le atribuye en el 
segundo motivo del recurso y por tanto no ha infringido el nú- 
mero cuarto del artículo octavo del Código Penal; 

FaUamos que debemos declarar y declaramos con lugar 
el recurso de casación por infracción de Ley interpuesto por 
José Paz Freiré contra la sentencia dictada por la Sección pri- 
mera de la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana 
en catorce de Octubre del año próximo pasado de mil ochocien- 
tos noventa y nueve en la causa ¿ que la presente sentencia se 
refiere, y en su consecuencia casamos y anulamos la dicha sen- 
tencia recurrida sin especial condenación de costas. 

Comuniqúese ésta y la que á continuación se dictará por 
medio de certificación á la mencionada Audiencia; publiquen- 
se ambas en la Gaceta de la Habana é insértense en la Colec- 
ción á cargo de la Secretaria de Justicia, librándose al efecto 
las oportunas copias autorizadas. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — ^Antonio González de Mendoza.— Pedro González Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 

Segunda sentencia. 

En la ciudad de la Habana, a veinte y cinco de Enero de 
mil novecientos, en la causa procedente de la Audiencia de la 
Habana é instruida en el Juzgado del Distrito de la Catedral, 
seguida de oficio contra José Paz y Freiré, conocido por '*Lom- 
ban'* y **B1 Gallego", hijo de Manuel y Juana, viudo, de cin- 
cuenta y siete años, marinero, natural de Onoes, provincia de la 
Coruña, España, vecino del barrio de Casa Blanca, con ins- 
trucción y sin antecedentes penales, preso por el delito de le- 
siones ; que pende ante este Supremo Tribunal en virtud de re- 
curso de casación por infracción de Ley admitido al procesado: 

Resultando: que por sentencia de esta fecha se ha casado 
y anulado la dictada por la Audiencia de la Habana en catorce 
de Octubre del año próximo pasado. Aceptando la relación de 
hechos probados contenida en el primero y segundo Resultandos 
de la sentencia casada excepto la afirmación final del primero 
de que la herida fué ocasionada con ánimo manifiesto de cau- 
sar la muerte; 

Siendo Ponente el Magistrado Ángel C Betancourt: 
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Considerando: que los hechos que se declaran probados 
por la Sala sentenciadora, y que han sido aceptados constitu- 
yen nn delito de lesiones menos graves, previsto y penado en 
el articulo cuatrocientos treinta y dos del Código Penal, pues 
produjeron al ofendido inutilidad para el trabajo y necesidad 
de asistencia médica por más de ocho y menos de treinta días, 
sanando completamente sin haberle producido deformidad ni 
impedimento permanente: 

Considerando : que de los referidos hechos es autor el pro- 
cesado José Paz y Freiré por haber tomado parte directa en 
su ejecución y debe condenársele á una de las penas que el ci- 
tado artículo establece: 

Considerando : que en el hecho sólo ha concurrido una cir- 
cunstancia modificativa de responsabilidad y es la atenuante 
octava del artículo noveno del Código Penal, porque el reo 
obró por estímulos poderosos que le produjeron arrebato y ob- 
cecación, al verse desatendido en las justas reclamaciones que 
hacia, por los que contra su voluntad y reiteradamente abusa- 
ban del bote de su propiedad, quienes lejos de ser reprendidos 
fueron en cierto modo, apoyados por su jefe al hacer éste que 
el procesado sin explicación ni satisfacción alguna, abandona- 
ra el lugar donde se encontraba el dicho bote y junto al cual 
tenía perfecto derecho de permanecer; procediendo, en virtud de 
la circunstancia estimada, imponer la pena en el grado mínimo: 

ConsideraTtdo: que la indemnización del daño causado y 
el pago de las costas procesales se imponen por la Ley al res- 
ponsable de todo delito: 

Vistos los artículos primero, noveno, once, doce, diez y 
seis, veinte y seis, cuarenta y nueve, sesenta, sesenta y dos, 
ochenta, ochenta y nueve, noventa y cinco, ciento diez y nueve, 
y ciento veinte y dos del Código Penal ; el treinta y ocho de la 
Orden número noventa y dos y la de fecha diez y ocho del ac- 
tual del Gobierno Militar de esta Isla; 

Fallamos que debemos condenar y condenamos á José Paz 
y Freiré conocido por **Lomban el Gallego", á la pena de dos 
meses de arresto mayor, accesorias de susrpensión de todo cargo y 
del derecho de sufragio durante el tiempo de la condena, al pa- 
go de las costas y á dar á José Dobarro mil pesetas como in- 
demnización del daño, y en defecto del pago de ésta, por insol- 
vencia, á un día más de detención por cada doce y media pe- 
setas que deje de satisfacer, sin que el tiempo total de esta de- 
tención exceda de la tercera parte del de la pena principal. 
Mandamos que para el cumplimiento de ambas le sea abonado 
el tiempo de prisión preventiva que haya sufrido por esta cau- 
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sa; y sin perjuicio de que se cumpla oportunamente lo demáü 
que corresponda, líbrese carta orden á la Audiencia de la Ha- 
bana para que inmediatamente haga poner en libertad al reo 
si del examen de la causa resulta que ha estado preso/ á conse- 
cuencia de ella más de dos meses, y no tuviere otro motivo para 
permanecer en prisión. 

Así, por esta sentenci^a, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



Contra Anselmo González Ventura. (No se expresa el nom- 
bre DEL querellante). 

Sentencia Núm. 9. (Enero 26 de 1900). 

Kecurso por infracción de Ley interpuesto por Anselmo Gonzá- 
lez contra la sentencia dictada por la Audiencia de la Haba- 
na en P de Agosto ds 1898. 

INJURIAS OEAVES. 

Al penar la Sala un delito de inJnrlaB graves «ae está 
comprendido en el mismo articulo del Código, qne el Qne 
ha sido objeto de la querella y que puede ejecutarse de ma- 
neras distintas^ no infringe ningún precepto legaL 

Carece de finalidad un recurso por infracción de laey, 
cuando el delito que se lia penado tiene weflalada la miama 
pena que la solicitada por el querellante, por estar compren- 
dido en otro apartado del mismo artículo que el que se invoca 
y no ser otra cosa qne una manera distinta de realisar diclio 
deUto. 

En la ciudad de la Habana, á veinte y seis de Enero de 
mil novecientos, en el recurso de casación por infracción de ley 
pendiente ante este Supremo Tribunal, a consecuencia del in- 
terpuesto por el representante de Anselmo González Ventura, 
carpintero y vecino de Regla, contra la sentencia dictada el 
primero de Agosto de mil ochocientos noventa y ocho por la 
Sala de lo Criminal de la Audiencia de esta ciudad, en la cau- 
sa se^ida al recurrente, por injurias: 

Resultando: que vista en juicio oral y público la referida 
causa, la Sala de lo Criminal de la Audiencia de esta ciudad 
consignó en su sentencia como hecho probado el siguiente : 

Primero. Resultando probado que entre siete ú ocho de la 
tarde del diez de Abril del año anterior el procesado Anselmo 
Qonzález Ventura se dirigió á la casa que en la calle de los 
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Cocos del vecino pueblo de Regla habitaba D. Manuel Felipe 
Paz y su esposa y dando fuertes golpes en la puerta con la ca- 
lata de su revólver, a los que acudió Paz y su esposa, le dijo 
el procesado: **Sal para fuera, cabrón, hijo de puta, que te voy á 
destarrar y echa también fuera la puta de tu mujer para pa- 
tearla", cuyas frases fueron oídas por todos los vecinos próxi- 
mos, que á los golpes y voces dadas por el procesado en la puer- 
ta de la de Paz se a£K>maron á las de sus casas respectivas: 

Resultando: que en dicha sentencia se declaró que los he- 
chos expresados constituían el delito de injurias graves, defini- 
do en los artículos cuatrocientos setenta y cinco y cuatrocien- 
tos setenta y seis y penado en el cuatrocientos setenta y siete 
del Código Penal, y considerando responsable del mismo como 
autor al procesado González Ventura, lo condenó á la pena de 
un año, ocho meses y un día de destierro á veinte y cinco kiló- 
metros, cuando menos del pueblo de Regla, mil pesetas de mal- 
ta y las costas del procesado: 

Resultando: que el procesado por medio del procurador 
Esteban de la Tejera, interpuso recurso de casación por infrac- 
ción de Ley, fundado en el inciso primero del artículo cuatro- 
tientos cuarenta y ocho y el tercero del ochocientos cuaren- 
ta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, citando 
como infringido el inciso segundo del artículo cuatrocientos 
setenta y seis del Código Penal, porque tratándose de una 
causa por delito privado, como la de injurias, la Sala no 
puede hacer calificaciones distintas de las establecidas por los 
querellantes en sus conclusiones definitivas; y como en el 
caso de autos el querellante, en el escrito conteniendo las refe- 
ridas conclusiones, sostuvo que el delito cometido por el acu- 
sado era el de injurias graves inferidas á un particular, pre- 
visto en el inciso segundo del artículo cuatrocientos setenta y 
seis del Código Penal, es evidente que hubo error en la califi- 
cación, puesto que las palabras vertidas por el recurrente, con- 
signadas en el hecho probado, no imputan al querellante ni un 
vicio ni una falta de moralidad personales, sino á su madre y 
á su esposa, que son las agraviadas pero no las querelladas $ y 
que las referidas palabras, en cuanto al querellante, solo pue- 
den considerarse comprendidas en el inciso tercero del repeti- 
do artículo cuatrocientos setenta y seis del Código Penal : 

Resultando: que admitido ese recurso por la Sala senten- 
ciadora y sustanciado con arreglo á derecho, se designó para la 
vista pública el día veinte y tres del mes actual, celebrándose en 
dicho día con asistencia del abogado defensor del querellante. 

Siendo Ponente el Magistrado José M. García Montes : 
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Considerando: que al condenar la Sala aentenoiadora al 
procesado por el delito de injurias graves no ha tenido que ha- 
cer ni ha hecho una calificación distinta de la establecida por el 
querellante en sus conclusiones, puesto que de los hechos que se 
declaran probados en la sentencia, resulta que el delito cometi- 
do y penado no es otro delito sino el mismo de injurias graves, 
el cual puede cometerse por los modos diversos contenidos &i 
el artículo cuatrocientos setenta y seis del Código Penal; por 
todo lo cual no existe el error de derecho invoesMlo en el re- 
curso interpuesto: 

Considerando: que reconociendo el recurrente que los he- 
chos que han originado esta causa son constitutivos del delito 
de injurias graves, compr^idido en el número tercero del refe- 
rido articulo cuatrocientos setenta y seis del Código Penal, y 
siendo la misma la pena impuesta en ese caso que en el conte- 
nido en el número segundo de dicho artículo, carece reahnente 
de finalidad el recurso interpuesto; en atención á que no es 
posible aceptar que reconocida la existencia de un delito por 
determinado recurrente y su participación en el mismo; sin 
que, por otra parte, se haya incurrido en el error de derecho 
en la sentencia recurrida, recaiga una resolución judicial por 
virtud de la cual resulte que no es criminalmente responsable 
el que se encuentra en ese caso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos sin lugar el 
recurso de casación por infracción de ley interpuesto por An- 
selmo Qonzález Ventura contra la sentencia dictada por la Sala 
de lo Criminal de la Audiencia de esta ciudad el primero de 
Agosto de mil ochocientos nov^ita y ocho, declarando de su 
cargo las costas causadas en este Tribunal. 

Comuniqúese esta sentencia por medio de certificación á 
la mencionada Audiencia, librándose además de la misma las 
oportunas copias autorizadas para su inserción en la Colección 
á cargo de la Secretaría de Justicia y su publicación en la Qa- 
ceta de la Sábana, 

Asi, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — Antonio Qonzález de Mendoza. — ^Pedro González Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez.— José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



El M. P. contra Hipólito Alvarez y Valdés. 

AutoNúm. 16. (Enero 27 de 1900). 
Recurso por infracción de Ley interpuesto por Hipólito Alvares 
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contra la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana 
el 8 de Noviembre de 1899. 

HURTO. 

Ouaado m cita la ley, pero bo se expresa el oencepto en 
que ha sido infringida, se falta al precepto del númexo 4 del 
Articulo 6o de la Orden 92 sobre casadán. Se falta tam- 
bién al precepto de dicho artículo, eoando no se fija con pre- 
eiBlÓB 7 claridad el concepto en qne se ha infringido la ley. 
T cuando no se cita el precepto legal qne antorisa el recur- 
so, según los números terceros de los Artículos &> y 7o de la 
citada Orden 92. es inadmisible el recurso. 

Resultando : que en causa procedente del distrito del Pilar, 
de esta ciudad, y seguida contra Hipólito Alvarez Valdés por 
hurto, la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana 
dictó sentencia el ocho de Noviembre último, condenando al re- 
ferido AlTarez Valdés como autor del delito de hurto, con la 
circunstancia especifica de doble reincidencia, á la pena de 
cuatro años, dos meses y un día de presidio correccional, á las 
accesorias de suspensión de todo cargo, profesión, oficio y de- 
recho de sufragio, durante el tiempo de la condena, al pago de 
las costas y á restituir á Gregorio Palacios y Pérez las hojas de 
persianas que hurtó, y en su defecto á indemnizarlo con tres- 
cientas pesetas, debiendo sufrir por falta de pago de la indem- 
nización un día más de detención, en el mismo establecimiento 
en que fuere encerrado, por cada doce y media pesetas que de- 
jare de satisfacer, sin que tenga derecho á abono por la pri- 
sión preventiva por esta causa, por su reincidencia: 

Resultando: que contra esa sentencia interpuso el procesa- 
do recurso de casación, alegando que se habían infringido: 

Primero: el párrafo primero del artículo quinientos trein- 
ta y cinco del Código Penal, porque se había supuesto com- 
prendido en el mismo un hecho, sin demostrarse que en reali- 
dad lo estaba : 

Segundo: el número tercero del artículo quinientos trein- 
ta y seis de dicho Código, al no considerar incluido en él al 
procesado Hipólito Alvarez, y, consecuente con lo que se dio 
por prpbado, condenarlo con arreglo á ese precepto : 

Tercero: el número tercero del artículo quinientos treinta 
y ocho del propio Código, al aplicar la reincidencia específica 
del delito de hurto á quien había sido condenado en casos de 
robo: 

Cuarto: el -número ó circunstancia diez y nueve del artícu- 
lo diez del referido Código, al no aplicarla, siendo la aplicable 
dentro de lo que da por probado la Sala sentenciadora ; y : 
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Quinto: las reg-las tercera y sexta del artículo ochenta del 
referido Código, al no aplicarlas al procesado, no obstante en- 
contrarse dentro de ellas: 

Resultando : que admitido el recurso, el Fiscal de este Tri- 
bunal Supremo ha impugnado la admisión por los motivos si- 
guientes : 

Primero: Al alegarse en los dos primeros fundamentos del 
recurso que el fallo infringe á la vez los números primero y 
tercero de los artículos quinientos treinta y cinco y quinientOB 
treinta y seis del Código, por suponer el hecho comprendido en 
el uno, sin demostrarse que en realidad lo estuviera, y dejar 
de penar al Alvarez con arreglo al otro, el recurrente plantea un 
debate á todas luces contradictorio, cita con notoria oscuridad 
las disposiciones violadas y el concepto en que supone lo fue- 
ran, y ha dejado de cumplir el requisito cuarto del artículo 
quinto de la orden número noventa y dos, puesto que no hay 
términos legales para discutir ni decidir que sin ejecutar el 
enjuiciado los actos que según el número primero del artículo 
quinientos treinta y cinco constituyen el delito de hurto, que- 
pa, sin embargo, exigirle la responsabilidad criminal que, aten- 
dida la cuantía de lo hurtado, señala el número tercero del ar- 
tículo quinientos treinta y seis: 

Segundo: Por ser manifiestamente erróneo el tercero de 
los fundamentos establecidos por Alvarez, resulta también in- 
admisible su recurso, por el cual se pretende sostener, en con- 
tra de la definición del número diez y nueve del artículo diez 
del Código, que no es específicamente reincidente el procesado 
que al ser juzgado por un delito de hurto, estuviese ya ejecu- 
toriamente condenado por dos de robo : 

Tercero: Por iguales razones de error palmario y de la 
falta de claridad prescrita en los números cuartos de los artícu- 
los quinto y séptimo de la Orden número noventa y dos, no 
cabe sustanciar una casación que en su cuarto motivo descan- 
sa en la inaplicación de la circunstancia diez y nueve del ar- 
tículo diez del Código, cuando por un lado se intenta demostrar 
por el recurrente que no merece el concepto de reincidente, y 
por otro la sentencia lo considera y pena como tal, en obser- 
vancia precisamente de la ley que se invoca como infringida : 

Cuarto : Para discutir conforme al número sexto del artícu- 
lo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal la tesis propuesta en el quinto fundamento del recur- 
so, ó sea, que el grado de la pena impuesta á Alvarez no es la 
que en derecho corresponde, según las reglas tercera y cuarta 
del artículo ochenta del Código, es condición indispensable la 
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de aceptar la calificación hecha por el Tribunal sentenciador 
respecto del delito, de la participación del enjuiciado, ó de las 
circunstancias modificativas de su responsabilidad criminal, j 
puesto que Alvarez niega la existencia de la reincidencia doble, 
para recabar menor penalidad, no puede con tal fin ampararse 
del precepto del indicado número seis del artículo ochocientos 
cuarenta y nueve, que resulta incongruente al efecto, y cuya 
cita deja incumplido el número tercero del séptimo del I>ecreto 
de veinte y seis de Junio último ; y : 

Quinto: Aun cuando quisiera entenderse que en el fondo 
lo que Alvarez aspira á discutir es la calificación del delito, es- 
timando que el perseguido constituye un hurto simple y no el 
calificado por la doble reincidencia del culpable, todavía se- 
ría de rechazarse de plano el recurso, por no haberse citado el 
número tercero del artículo ochocientos cuarenta y nueve; úni- 
co que autoriza á discutir semejante tesis y haberse en conse- 
cuencia, omitido cumplir los requisitos terceros de los artículos 
quinto y séptimo de la Orden sobre casación : 

Resultando: que se sustanció debidamente la enunciada 
cuestión previa y el veinte y cuatro del actual se celebró la 
vista en la que informó el representante del Ministerio Fiscal : 

Considerando: que entre la primera y la segunda infrac- 
ción alegadas, ó sean, que se ha quebrantado el párrafo prime- 
ro del artículo quinientos treinta y cinco del Código al suponer 
al procesado autor de hurto, sin demostrarlo, y que se ha vio- 
lado el párrafo tercero del artículo quinientos treinta y seis, 
no aplicando al mismo procesado la pena señalada al delito en 
ese último párrafo, hay una contradicción tal, que se hace im- 
posible determinar el punto que se presenta en primer término 
como objeto de controversia y resolución, con lo cual se deja 
de cumplir el cuarto requisito que debe llenarse en el escrito 
de interposición del recurso, según el artículo quinto de la Or- 
den número noventa y dos : 

Considerando: que también se hallan en oposición las in- 
fracciones afirmadas en el tercero y el cuarto motivos del recurso, 
pues en el tercero se asienta, con error palmario, que el proce- 
sado por hurto y condenado ya dos veces por robo, no es rein- 
cidente, según el número diez y nueve del artículo diez del G6- 
digo, y en el cuarto motivo se objeta que no se aplica ese nú- 
mero diez y nueve del artículo diez, siendo el aplicable al recu- 
rrente; con lo cual se vuelve á establecer una oscuridad incom- 
patible con la claridad y precisión requeridas por el citado ar- 
tículo quinto de la Orden número noventa y dos: 

Considerando: que respecto á la quinta infracción alegada, 
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la de las reglas tercera y sexta del artículo ochenta del referi- 
do Código, no se cita el precepto legal que autorice el recurso, 
cita que para admitirlo es necesaria, según los casos terceros 
de los artículos quinto y séptimo de la Orden número noyoita 
y dos, y por consiguiente, aunque se prescinda de la contra- 
dieeión entre ese quinto motivo y el primero y tercero de loe 
anteriores, seria inadmisible el recurso; 

Se declara mal admitido el de casación por infracción de 
ley interpuesto por Hipólito Alvarez Valdés, sin especial con- 
denación de costas; y comuniqúese á la Audiencia de la Haba- 
na para los efectos que procedaoL 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González 
Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eu- 
daldo Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — 
Ante mí. — ^P. D. — Silverio Castro. 



El M. F. contra José Sxjárez Fernández. 

AutoNúm. 17. (Enero 29 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por José Suárez con- 
tra la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana en 
4 de Octubre de 1899. 

MALVES8ACI0N DE CAUDALES. 

El párrafo 4o de la Orden 92 de 1899 exige qae cuando 
sean más de uno los fundamentos del recurso, se expresen 
cea la debida separación; precepto que no se cumple cuando 
ae cita como infringido un artículo del Código Penal y luego 
conjuntamente dos maneras de infracción, sin referir á nin- 
guna de ellas concretamente las alegadas; y el Articulo 849 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en cada uno de sus 
casos determina un motivo distinto para fundar la casación, 
debiendo citarse con relación á cada uno de ellos la ley 
infringida para que pueda debidamente ser tomada en cuen- 
ta la infracción; siendo inadmisible el recurso en que se fal- 
ta á esos preceptos. 

Resultando \ que la Sección primera de la Sala de lo Cri- 
minal de la Audiencia de la Habana dictó sentencia en cuatro 
de Octubre del año próximo pasado en la causa seguida pcn* 
malversación de caudales contra José Suárez y Fernández, ccm- 
denando á éste, en concepto de autor del referido delito, á la 
pena de ocho años y un día de presidio mayor, accesorias co- 
rrespondientes y á once años un día de inhabilitación para ejer- 
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eer cArgos de la Administración de Justicia, pago de costas é 
indemnización : 

Eesultando: qne el sentenciado interpuso, en tiempo, con- 
tra ese fallo recurso de casación por infracción de ley, consig- 
nando en el escrito de interposición que la sentencia califica 
k» hechos probados como constitutivos del delito de malversa- 
ei6n, siendo asi que en el dudoso é hipotético caso que fueran 
penables, sólo lo serían como estafa, y la Sala al cometer ese 
error infringe el artículo quinientos cincuenta y nueve del Có- 
digo Penal; y que la casación que interpone se encuentra com- 
prendida en los casos primero y tercero del artículo ochocien- 
tos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal : 

Resultando: que la Sala sentenciadora admitió el recurso 
y abierta la sustanciación del mismo en este Tribunal, el Minis- 
terio fiscal impugnó su admisión por los motivos siguientes: 

Primero: que no se cita la Ley infringida, toda vez que, 
aun cuando se menciona el artículo quinientos cincuenta y nue- 
ve en concepto.de ser procedente su aplicación; ni se indica 
qué número del artículo es aplicable ni el concepto de su in- 
fracción al no aplicarlo : 

Segundo : que el hablar en supuesto como se hace en el escri- 
to de interposieión perjudica la precisión y claridad con que la 
1/ey exige que se determine la infracción cometida; y: 

Tercero: que el señalar dos motivos del recurso sin expli- 
carlos con la separación debida, perjudica también la precisión 
y claridad que la Ley exige : 

Resultando: que admitida la impugnación se celebró la 
vista de esta cuestión previa el día veinte y seis, informando 
en el acto sólo el representante del Ministerio fiscal, quien sos- 
tuvo los motivos de su impugnación : 

Considerando : que cada uno de los casos del artículo ocho- 
cientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal determina un motivo distinto para fundar la casación y 
que, con relación á cada uno de ellos ha de citarse la ley in- 
fringida para que pueda debidamente ser tomada en cuenta la 
infracción, y á este fin el párrafo cuarto del artículo quinto 
de la Orden número noventa y dos exige que cuando fueren 
más de uno los fundamentos se expresen con la debida separa- 
ción, precepto que no ha cumplido el recurrente, citando como 
infringido un artículo del Código Penal y luego conjuntamen- 
te dos maneras de infracción, sin referir a ninguna de ellas 
concretamente la alegada, que evidentemente no puede estar 
comprendida en ambas, con lo cual incurre, además del defecto 
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antes dicho, en la falta de claridad y precisión, que también le 
atribuye el Ministerio Fiscal: 

Considerando: que al afirmar el recurrente sin más expli- 
caciones que la Sala calificando de malversación un hecho que, 
de ser punible, sería estafa, infringe el artículo quinientos cin- 
cuenta y nueve, no expresa el concepto en que tal artículo ha 
sido infringido, y la forma dubitativa é hipotética de que se 
vale para presentar la cuestión es contraria también á la clari- 
dad y precisión exigidas en el articulo antes citado : 

Considerando: que al admitir la Sala sentenciadora el re- 
curso establecido, al cual, por 'los defectos de que se ha hecho 
mérito, faltaba la circunstancia cuarta que para su admisión 
prescribe el artículo séptimo de la Orden número noventa y 
dos, no ha cumplido con lo dispuesto en el artículo onceno de 
dicha Orden, siendo por tanto, procedente la impugnación fiscal; 

Se declara mal admitido por la Sección primera de la 
Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana el recurso 
de casación por infracción de ley establecido por José Suárez 
y Fernández, contra la sentencia dictada por la misma en cua- 
tro de Octubre del año próximo pasado en causa por malversa- 
ción; sin especial condenación de costas. 

Comuniqúese este auto por medio de certificación á la re- 
ferida Audiencia para lo que proceda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González 
Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — ^Eu- 
daldo Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — ^An- 
te mí. — ^P. D. — Silverio Castro. 



El M. F. contra Ladislao Betancourt y Bereat. 

Auto Núm. 18. (Enero 30 de 1900). 

Recurso de queja interpuesto por Ladislao Betancourt contra el 
auto dictado por la Audiencia de Santiago de Cuba en 15 de 
Noviembre de 1899. 

DISPARO DE ARMA DE FUEGO. 

Contra la declaratoria de hechos probados no procede el 
recurso de casación, por lo cual es de confirmarse la resolu- 
ción de la Sala que no admitió dicho recurso. 

Resultando: que en causa contra Ladislao Betancourt y 
Bereat, cuya vecindad y profesión no se expresan, por disparo 
de arma de fuego, la Audiencia de Santiago de Cuba dictó sen- 
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teircia, contra la cual la representación del procesado interpuso 
recurso de casación por infracción de ley, fundándolo en el nú- 
mero primero del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, por suponer que se había 
infringido el articulo octavo del Código Penal, al no apreciarse 
la circunstancia eximente que el mencionado Betancourt y Be- 
reat dice existe á su favor, por haber él obrado en defensa de 
su tía legítima, al disparar contra Plácido Díaz: 

Resultando: que según lo expresó la Audiencia, conforme 
i una resolución de este Tribunal Supremo, para que un re- 
curso de casación por infracción de ley pueda fundarse en la 
causa señalada en el número primero del artículo ochocientos 
cuarenta y nueve de la ley de Enjuiciamiento Criminal, es pre- 
ciso que el concepto en que se supone infringida una ley, no se 
oponga á los hechos que se han declarado probados en la sen- 
tencia, cuya circunstancia debe apreciarse por la Sala senten- 
ciadora, para resolver sobre la admisión del recurso, con arre- 
glo al artículo primero de la Orden general de casación: 

Resultando: que por considerar dicha Sala que no esti- 
mándose probado en la sentencia, que la tía del procesado fuera 
agredida en ninguna forma por el ofendido, es de evidencia 
que la circunstancia eximente que se alega como fundamento del 
recurso, y que hasta ahora no se había alegado por la defensa, 
contradice los hechos que se declaran probados, y no puede, por 
tanto, constituir la infracción legal que autoriza el recurso, se- 
gún el artículo citado de la Ley de Enjuiciamiento Criminal: 

Resultando: que en virtud de lo expuesto y con arreglo al 
artículo onceno de la referida Orden general, la Sala en auto 
de quince de Noviembre último declaró no haber lugar á admi- 
tir el recurso interpuesto por la representación del procesado: 

Resultando: que Betancourt estableció ante este Tribunal 
Supremo recurso de queja contra la denegatoria del recurso: 

Resultando: que el de queja se sustanció por los debidos 
trámites, celebrándose el veinte y siete del corriente la vista, 
sin asistencia de las partes: 

Considerando: que el recurso de casación interpuesto, se 
fonda en una contradicción de los hechos en la sentencia decla- 
rados probados, que tal declaración, hecha por una Audiencia, 
es invariable, no está sujeta á la Autoridad del Tribunal Su- 
premo, y, así, no puede servir de fundamento ú objeto á un 
recurso de casación; por lo cual, la Audiencia de Santiago de 
Cuba, ha obrado rectamente al denegar la admisión del recurso 
en cumplimiento de lo que previene el mencionado artículo 
onceno de la Orden número noventa y dos: 
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Considerando: que según el artí<iXLlo veinte y cinco de h 
propia Orden, al desestimattse el recurso de queja, siempre se 
ha de condenar en costas al recurrente; 

Se declara no haber lugar al recurso de queja interpuesto 
en nombre de Ladislao Betaneourt, al cual se condena en costas; 
y comuniqúese á la Audiencia para los efectos que procedan. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro (^nzileí 
Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez.. — José M. Oarcía Montes. — Eu- 
daldo Tamayo. — ^Angel C. Betaneourt. — Octavio Giberga. — ^An- 
te mí. — ^P. D. — Silverio Castro. 



El M. P. contra Ramón Allones Gener. 

Sentencia Núm. 10. (Enero 31 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Ramón Allones 
contra la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana 
en 2 de Marzo de 1899, 

HOMICIDIO. 

Comete este delito el qne al ser reprendido por on lle^ 
mano por encontrarse escandalizando y en comxAeto estado 
de embiia^es, estando en la casa de sn madre, toma un es- 
cullo de la cocina y le cansa varias heridas» á coaflecnencia 
de nna de las cuales falleció; debiendo apreciarse en el he- 
cho la circunstancia atenuante de embriaguez no habitual; 
pero no la de no haber tenido intención de causar un mal de 
tanta gravedad como él que produjo, porque mediante aqué- 
Ua ya se toma en cuenta el especial estado de ánimo del de- 
lincuente. 

En la ciudad de la Habana, á treinta y uno de Enero de 
mil novecientos, en el recurso de casación por infracción de 
Ley pendiente ante este Supremo Tribunal interpuesto por el 
procurador Luis P. Valdés en representación de Ramón Allo- 
nes y Gener, estudiante y vecino de esta capital contra la sen- 
tencia dictada por la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la 
Habana en la causa seguida contra dicho Allones por homici- 
dio de su hermano legítimo Alfonso Allones y Gener: 

Resultando : que vista en juicio oral y público la referida 
causa, la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana 
consignó en su sentencia como hechos probados los siguientes: 

«Primero. Resultando probado: que á eso de las siete de la 
noche del treinta y uno de Julio último D. Ramón Allones y 
Gener que á la sazón se encontraba en estado de embriaguez 
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que no le es habitual, Ue^ó á la casa qae en la calle de las Ani- 
mas número sesenta vive su señora madre Doña Margarita Qe- 
ner, donde comenzó á escandalizar y como por ello le repren- 
diera su hermano legítimo Alfonso allí presente, incomodándo- 
se el Ramón y después de tomar en la cocina el cuchillo ocupa- 
do, acometió al Alfonso y le infirió con dicha arma que logró 
quitarle Doña Margarita á viva fuerza interponiéndose entre 
los dos hijos, una herida poco profunda de dos centímetros en 
el labio superior, otra en la región maceterina izquierda debajo 
del lóbulo de la oreja, otra en la pectoral izquierda á cinco 
centímetros por debajo y hacia fuera de la tetilla, y otra en la 
dorsal que penetró entre la décima y undécima costilla, intere- 
só la pleura y el pulmón izquierdo y produjo al paciente una 
pleuroneumonía purulenta de que falleció á las dos menos cuar- 
to del once de Agosto siguiente: 

Resultando: que la Sala indicada declaró en su referida 
sentencia que los hechos expresados en el Resultando transcrito 
constituyen el delito de homicidio previsto y penado en el ar- 
tículo cuatrocientos catorce del Código Penal, siendo r^on- 
sable del mismo en concepto de autor por participación directa 
el procesado Ramón Aliones y Gener, y estimando compensada 
la circunstancia agravante de ser el agraviado hermano legíti- 
mo del ofensor por la atenuante de haber éste ejecutado el he- 
cho en estado de embriaguez que no es en él habitual, lo con- 
denó á la pena de catorce años, ocho meses y un día de reclu- 
sión con las accesorias de inhabilitación absoluta temporal en 
toda su extensión y sujeción á la vigilancia de la Autoridad 
durante el tiempo de la condena y otro tanto más, á indemni- 
zar á Margarita Gener en cantidad de tres mil pesetas y al 
pago de Ib& costas: 

Resultando: que contra esa sentencia interpuso el procu- 
rador Luis P. Valdés á nombre del procesado recurso de casa- 
ción por infracción de Ley, fundado en los casos primero, quin- 
to y sexto del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal vigente y designando como infrin- 
gidas las leyes siguientes: 

A. — El artículo octavo del Código Penal en el concepto de 
que declara exento de responsabilidad criminal al que haya de- 
Ünquido en estado de locura; al que haya obrado violentado 
por una fuerza irresistible, y al que haya obrado por miedo in- 
superable de un mal iguad ó mayor: 

B. — El artículo noveno de dicho Código en el concepto de 
establecer que son circunstancias atenuantes la de no haber te- 
nido el acusado intención de causar un mal de tanta gravedad 
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como el que produjo, la de haber ejecutado el hecho en estado 
de embriaguez no habitual, y la de haber obrado por estimulos 
tan x)oderQsos que naturalmente hayan producido arrebato y 
obcecación : 

C. — El artículo cuatrocientos diez y seis del Código Penal 
que castiga con la pena de reclusión temporal al reo de homi- 
cidio, en el concepto de no haberse aplicado dicho concepto, te- 
niendo en cuenta las circunstancias atenuantes concurrentes 
que son las comprendidas en los casos tercero, séptimo y octavo 
del artículo noventa y lo dispuesto en la regla quinta del ar- 
tículo ochenta de dicho Código: 

Resultando: que admitido dicho recurso por la Sala de lo 
Criminal de la Audiencia de la Habana y sustanciado ante este 
Tribunal se celebró la vista el día diez y nueve del mes actual 
con intervención del Ministerio Fiscal y del defensor del pro- 
cesado, pidiendo éste que se declare con lugar el recurao inter- 
puesto y sosteniendo aquél la sentencia recurrida. 

Siendo ponente el Magistrado Eudaldo Tamayo: 

Considerando: en cuanto al primer motivo de los alegados 
por el recurrente, que la Sala sentenciadora al no apreciar en 
favor del procesado las circunstancias eximentes de responsa- 
bilidad criminal, señaladas en los números primero, décimo y 
décimoprimero del artículo octavo del Código Penal, no ha in- 
fringido esos preceptos legaies, sino que ha procedido «on arre- 
glo á derecho, ajustándose á la resultancia de los hechos pro- 
bados que excluyen esos elementos de inculpabilidad, por cuan- 
to de aquéllos sólo aparece que el reo obró en estado de em- 
briaguez no habitual en él, y tal estado, que constituye única- 
mente una circunstancia atenuante no puede confundirse con 
el estado de locura como causa de exención penal; ni consta 
tampoco de esos heohos que el reo procediera impulsado por 
una fuerza material extraña ó procedente de una tereera per- 
sona ni que la víctima ejerciera actos de violencia contra él 6 
por cualquiera otro medio pudiera determinarse en su ánimo 
miedo insuperable de que el agredido le causara un mal igual 
ó mayor del que él le produjo, sin cuyos datos no pueden esti- 
marse las circunstancias eximentes invocadas por el procesado: 

Considerando: respecto del segundo motivo, que la Sala 
de lo Criminal de la Audiencia de la Habana, tampoco ha in- 
fringido el artículo noveno del Código Penal respecto de las 
circunstancias atenuantes tercera, séptima y octava del mismo, 
por cuanto que ha apreciado una de ellas ó sea la de haber el 
reo ejecutado el delito en estado de embriaguez no habitual y al 
no estimar las otras dos se ha ajustado también á la resultan- 
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cia de los hechos probados, puesto que de ellos aparece que la 
victiina se limitó á reprender á su hermano por escandalizar 
en la casa de la madre de ambos 7 que el procesado por este 
solo hecho, le infirió varias heridas no obstante que aquélla in- 
tervino para contenerlo, lo que excluye el estímulo poderoso 
que naturalmente produce obcecación y arrebato é implica la 
intención de causar todo el daño que efectivamente produjo, 
puesto que entre los medios empleados y sus resultados existe 
perfecta adecuación, aparte de que apreciada la embriaguez no 
habitual para la atenuación de la culpabilidad, es inestimable 
al propio tiempo la de no haber tenido el procesado esa inten- 
ción, porque mediante aquélla ya se toma en cuenta el especial 
estado de ánimo del delincuente: 

Considerando-, que el articulo cuatrocientos diez y seis no 
es susceptible de infringirse en el concepto que expresa el recu- 
rrente, por cuanto dicho texto no tiene relación alguna con cir- 
cunstancias de ninguna especie que concurran a li^ ejecución 
del homicidio, debiéndose aplicar forzosamente siempre que 
exista tal delito, haya ó no circunstancias modificativas de la 
re^Minsi^bilidad penal, si bien el grado de la pena qi^e dicho 
artículo señala, se aplicará conforme á lo dispuesto qu otros 
articuloB de dicho Código entre los cuales está el ochenta que 
se diee infringido por el recurrente; pero np lo ha sido en la 
sentencia, porque estimadas una sola circunstancia atenuante y 
otra agravante se han eompenaado racionalmente, graduando el 
valfff de una y de otra para la fijación de pena que conaigoien- 
temente se ha impuesto por la Sala en el grado medio que se- 
gún dicho artículo correspondía; 

FáUamos que debemos declarar y declaramos sin lugar el 
reeurao de casación interpuesto por Ramón Aliones y Gefner 
por el delito de homicidio, contra la sentencia dictada en dos 
de Marzo de mil ochocientos noventa y nueve por la Sección 
primera de la Sala de lo Griíhinal de la Audiencia de la Ha- 
teHWPor infracción de Ley, en ht causa referida, con las cos- 
tas á ettEgn del recurrente. 

Así, por esta sentencia, que se comunicará á la Audiencia 
dft la Habana á los efectos legales, librándose las oportunas co- 
pias anteri^adas á la Secretaría de Justicia para la Colección 
á su cargo y & la Gaceta de la Habana para su publicación, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos. — Antonio González de 
Mendoza. — Pedro González Llórente. — «Rafael Cruz Pérez. — 
José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — Ángel C. Betan- 
court. — Octavio Giberga. 
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El M. F. contra Bernardo Medina Cabrera. 

Sentencia Núm. 11. (Febrero 1? de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Bernardo Medina 
contra la sentencia dictada por la Audiencia de la Habann 
en 13 de Octubre de 1899. 

MALVERSACIÓN. 

Es responsable de este delito el que nombrado deposita- 
rio de una caja de coche embargada á virtad de disposicián 
de un Juzgado, consiente que sea extraída; por más qne la 
reemplace con otra igual 6 mejor á la que le fué depositada. 

En la ciudad de la Habana, Á primero de Febrero de mil 
novecientos, visto el recurso de casación por infracción de Ley 
procedente de la Audiencia de la Habana, en causa criminal 
seguida de oficio por malversación, contra Bernardo Medina y 
Cabrera, vecino de esta ciudad, de oficio «herrero, interpuesto 
por dicho procesado contra la sentencia dictada por la Sección 
segunda de la Sala de lo Criminal de la referida Audiencia en 
trece de Octubre dei año próximo pasado, en la cual se contie- 
nen los tres siguientes resultandos: 

Primero, Resultando probado: que á consecuencia de un 
juicio ejecutivo que Manuel Ascorbe y Eraul seguía contra D. 
Jaime Juan, se reembargaron varios efectos del establecimien- 
to de un taller de herrería y carpintería, propiedad de éste y 
se embargó, una caja de coche en blanco que allí se encontraba, 
no obstante la oposición y protesta del deudor, de su hermano 
D. José Juan que afirmaba ser lá caja de su propiedad, y del 
encargado del taller D. Bernardo Medina que corroboraba esa 
afirmación y diciendo el acreedor que aquello no tenía imx)or- 
tancia, que era sólo por «llenar una formalidad y que no le per- 
judicaría lleváiKlose á cabo el embargo de la caja de coche 
mencionado y constituyéndola en depósito del expresado Me- 
dina procesado en esto causa, quien también era el depositario 
nombrado por el primer embargante D. Pedro Viñez: 

Segundo. Resultando probado: que en el acto de practicar- 
se el embargo el ejecutante Manuel Ascorbe para no originarse 
gastos con la práctica de las diligencias, habida cuenta de qne 
los efectos todos, excepto la caja en blanco de coche, estaban 
embargados por otro juicio, indicó á Medina para que como de- 
pendiente, socio ó encargado que era de Jaime Juan aceptase 
el nombramiento de depositario quedando los efectos donde se 
encontraban : 

Tercero. Resultando probado: que dispuesto judicialmente 
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la entrega de los efectos al primer embargante, y reclamada 
más tarde la caja en blanco de coche por su dueño D. José 
Juan, el depositario cumplió lo uno y accedió á lo otro, mas 
como el acreedor D. Manuel Ascorbe le expusiera que él iba á 
reclamar la caja embargada, y que no presentarla podía oca- 
sionarle perjuicios, Medina se apresuró á comprar una caja de 
coche tan buena como la que tenia en depósito, y la puso á dis- 
poBÍción del acreedor Ascorbe, no obstante lo cual éste denun- 
ció el hecho al Juzgado en que cursaba el pleito civil, y por 
consecuencia se inició este procedimiento: 

Resultando : que la Sala estimando que los hechos referidos 
constituían el delito de malversación cometido por haber el 
procesado dado lugar con abandono y negligencia inexcusable 
á que se sustrajese la cosa que estaba bajo su custodia, á dispo- 
sición de un Juez, por persona distinta, y en su consecuencia 
le condenó á la multa de ciento cincuenta pesetas que afirma 
ser él valor de la cosa sustraída, á la indemnización y pago de 
costas, con los demás pronunciamientos del caso: 

Resultando: que el sentenciado interpuso contra ese fallo 
recurso de casación por infracción de ley, autorizado por el nú- 
mero primero del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, citando como infringidos el 
cuatrocientos seis del Código Penal en relación con el inciso 
primero del cuatrocientos uno por indebida aplicación y el ar- 
tículo primero del propio Código: 

Resultando: que admitido el recurso y personado en tiem- 
po el recurrente en este Supremo Tribunal, se ha sustanciado 
celebrándose la vista pública el día veinte y cinco del actual 
sin asistencia de las partes. 

Siendo Ponente el Magistrado Ángel C. Betancourt: 

Considerando: que los hechos que en la sentencia se de- 
claran probados, no han sido calificados ni penados conforme al 
número primero del artículo cuatrocientos uno en relación con 
el cuatrocientos seis del Código y por consiguiente no habién- 
dose aplicado esas disposiciones no ha podido la Sala incurrir 
en la infracción de dichos artículos, que por aplicación indebi- 
da le atribuye el recurrente: 

Considerando: que no expresándose el concepto en que á 
juicio del recurrente se ha infringido el artículo primero del 
Código, no es posible estimar la infracción invocada respecto 
de éste, procediendo por esta y la razón consignada en el pá- 
rrafo anterior declarar sin lugar el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos sin lugar el 
recurso de casación por infracción de ley interpuesto por Ber- 
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naido Medina Cabrera contra la sentencia dictada por la Sec- 
ción segunda de la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la 
Habana en trece de Octubre del año próximo pasado en la cau- 
sa á que este recurso se refiere, con las costas á cargo del re- 
currente. 

T cuidé la Sala sentenciadora de consignar en loe hechos 
probados el valor de las cosas objeto del delito, cuando sea ne- 
cesario para cualquier pronunciamiento en el fallo; así como 
expresar claramente la tesis propuesta cuando haga uso de la 
facultad que le concede el artículo setecientos treinta y tres de 
la Ley procesal, circunstancias que se han omitido en la senten- 
cia recurrida. 

Comuniqúese ésta por medio de certificación á la referida 
Audiencia, y publíquese en la Oeceta de la Habana é insérte- 
se en la Colección á cargo de la Secretaría de Justicia, librán- 
dose al efecto las oportunas copias autorizadas. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — Antonio González de Mendoza. — Pedro Gfonaález Lló- 
rente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. Gaircía Montes. — Ángel 
C. Betancourt. — ^Octavio Giberga. 



El M. P. contra Carlos Rossell. 

Auto Núm. 19. (Febrero 1? de 1900). 

Recurso de queja interpuesto por Carlos Rossell contra él auto de 
la Audiencia de Santiago de Cuba dictado en 22 de Noviem- 
bre de 1899. 

PARRICIDIO FRUSTRADO. 

Ko habiendo hecho uso él lecnnente del Articulo 161 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal oportunamente, no 
puede prosperar el recurso por quebrantamiento de forma. 

Resultando: que la Audiencia de Santiago de Cuba, dictó 
en diez y siete de Noviembre del año próximo pasado, senten- 
cia en causa criminal por delito de parricidio frustrado, conde- 
nando como autor del mismo al procesado Carlos Roásell, quien 
interpuso contra ese faillo recurso de casación por quebranta- 
miento de forma é infracción de Ley, habiéndosele admitido 
este último y denegado el primero: 

Resultando: que en el escrito de interposición del recurso 
negado, el recurrente consigna que el quebrantamiento consiste 
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en la infracción del articulo novecientos doce, inciso primero 
de la Ley de Enjuiciamietito Criminal al no expresarse clara y 
terminantemente cuáles son los hechos que se declaran proba- 
dos, puesto que no se dan como tales, unos, que refiere, y dice 
han sido estimados en un Considerando; haciendo constar á la 
v«z que no ha hecho reclamación alguna para subsanar la falta 
por ser de las que no admiten subsanación: 

Resultando: que la Sala se fundó, para negar el recurso, 
en no citarse con claridad y precisión la ley que lo autorice, ni 
la falta que se supone cometida, ni el motivx) de no haberse po- 
dido pedir la subsanación: 

Resultando: que anunciado é interpuesto recurso de queja 
contra ese auto, se ha sustanciado en este Supremo Tribunal 
celebrándose la vista el día de ayer, sin asistencia de las partes : 

Considerando: que la Sala sentenciadora ha incurrido en 
error al fundar su auto denegatorio por cuanto el recurrente, 
citó como precepto que motivaba el recurso el número primero 
del artículo novecientos doce de la Ley de Enjuiciamiento y 
congruente con el caso en éste previsto, adujo un defecto de 
forma, cometido, á su juicio, en la redacción de la sentencia, y 
afirmó no haber pedido la subsanación de la falta, porque en- 
tendía no era posible pedirla, con todo lo cual cumplió, respec- 
te de la manera de redactar el escrito, con lo dispuesto en los 
números tercero y quinto del artículo quinto de la Orden nú- 
mero noventa y dos que regula la materia, y por ese motivo no 
debió negársele la admisión: 

Considerando: que no obstante lo expuesto en el párrafo 
anterior, la queja no es procedente, porque el recurso no era 
admisible, pues, en contrario de lo que afirma el recurrente, 
para subsanar la falta que alega, otorga la ley un medio, que 
es el del artículo ciento sesenta y uno de la de Enjuiciamiento 
Criminal, y no habiéndolo utilizfído el recurrente en tiempo, no 
puede admitirse el recurso, y la Sala cumpliendo con la obliga- 
ción que le impone el artículo séptimo en su apartado quinto, 
debió denegarlo conforme al onceno, ambos de la Orden núme- 
ro noventa y dos del Gobernador Militar de esta Isla; 

Se desestima la queja interpuesta por Carlos Rossell con- 
tra el auto de la Audiencia de Santiago de Cuba que le negó el 
recurso de casación por quebrantamiento de forma, contra la 
sentencia dictada en la causa que se le siguió por parricidio 
frustrado, con las costas á su cargo. 

Comuniqúese esta resolución á la referida Audiencia por 
medio de certificación de este auto, para lo que proceda. 

Lo proveyeron y firman los Ma^tradoe del margen, de 
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que certifico. — Antonio González de Mendoza. — ^Pedro Gonzá- 
lez Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez.— José M. García Montes. — 
Ángel C. Betanconrt. — Ante mí. — ^P. D. — Silverio Castro. 



El M. F. y Juax Fernández González contra Francisco Ca- 
ballero Y Hernández, Luis Caballero y Reivebt y Ama- 
ble Caballero y Hernández. 

Sentencia Núm. 2. (Febrero 3 de 1900). 

Recursos por quehrantamiento de forma é infracción de Ley in- 
terpuestos por el acusador privado Juan Fernández cantra 
la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana en 14 
de Septiembre de 1899. 

ESTAFA Y SIMULACIÓN DE CONTSATO. 

No puede estimarse como negativa de la práctica de ima 
diligencia de prueba, la providencia que niega la suspensión 
del juicio, aun cuando se haya alegado la causal del Artícu- 
lo 745 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal; porque la aper- 
tura de las sesiones, ni envuelve negación de prueba» ni im- 
posibilita á la parte para reclamar que se practique en el mo- 
mento oportuno la que le ha sido admitida. 

Forma en que deben redactarse las sentencias. — Contra 
la falta de cumplimiento de este precepto de la Iioy, no se da 
el recurso de casación por infracción de la misma, sino el de 
quebrantamiento de forma. 

En la ciudad de la Habana, á tres de Febrero de mil no- 
vecientos, vistos los recursos de casación por quebrantamiento 
de forma é infracción de Ley, interpuestos por el acusador pri- 
vado, en causa criminal procedente de la Audiencia de la Ha- 
bana, seguida por estafa y simulación de contrato, siendo par- 
tes: el Ministerio Fiscal; el acusador privado Juan Fernández 
González, vecino de esta ciudad y profesión comercio; y los 
procesados Francisco Caballero y Hernández, del comercio; 
Luis Caballero y Reibert, ex-Capitán de Caballería Española, 
y Amable Caballero y Hernández, Abogado, los tres vecinos de 
esta ciudad, contra «la sentencia dictada por la Sección primera 
de la Sala de lo Criminal de dicha Audiencia en catorce de 
Septiembre del año próximo pasado, en la cual se contienen los 
siete Resultandos siguientes: 

Primero. Resultando probado: que desde ocho de Febrero 
de mil ochocientos setenta y siete venía D. Francisco Caballero 
recibiendo distintas cantidades de su padre político D. Federico 
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Alzamora, unas en depósito irregular y otras en préstamo hasta 
llegar á adenriarle veinte y cinco mil quinientos pesos, que 
trató de hacer efectivos Alzamora, iniciando el diez y seis de 
Enero de mil ochocientos ochenta y seis diligencias preparato- 
rias de la vía ejecutiva, á cuyo efecto pidió presentándolos pa- 
ra que fuesen reconocidos por el deudor los cuatro documentos 
llevados en los que constaba la deuda, que carecían de los sellos 
exigidos por la Ley del Timbre entonces en vigor, y continuan- 
do el juicio se dictó sentencia de remate en catorce de Junio 
de mil ochocientos ochenta y ocho que no llegó á ejecutarse, 
pues en doce de Julio de mil ochocientos ochenta y nueve tran- 
sigieron Caballero y Alzamora sus diferencias resignándose el 
acreedor á esperar aun tres años á su yerno, que tampoco cum- 
plió esta vez su promesa, por lo que en veinte y seis de No- 
viembre de mil ochocientos noventa y uno le demandó en con- 
ciliación, allanándose Caballero á ceder como cedió sus bienes 
• consistentes en el derecho á retrocomprar dos casas, en los mue- 
bles de su domicilio y varios créditos á la Agencia de 'Pompas 
Fúnebres *'La Funeraria" con su almacén y sucursal en Gua- 
uabacoa : 

Segundo, Resultando probado : que no entendiendo Alzamo- 
ra el manejo ni gobierno de Agencias como la ** Funeraria" dio 
en diez y nueve de Diciembre de mil ochocientos noventa y 
uno poder á su yerno Caballero, que era hombre experto en di- 
cho negocio: 

Tercero. Resultando probado: qne en quince de Abril de 
mil ochocientos noventa y tres se otorgó entre Alzamora y su 
yerno nuevo acto de conciliación reconociendo ambos que la ce- 
sión hecha en la conciliación anterior por Caballero se entendía 
condicional, pues si en el término de ocho años pagaba éste su 
deuda recuperaría los bienes cedidos que perdería definitiva- 
mente caso contrario : 

Cuarto. Resultando probado: que muerto D. Federico Al- 
zamora y hecha la divisoria de sus bienes, por este acto y por el 
de conciliación posterior vino la Agencia **La Funeraria" á ser 
propiedad de su hija Doña Dolores Alzamora, esposa de Don 
Francisco Caballero. Todos cuyos actos, contratos y cesiones 
han sido verdaderos y procedentes de operaciones legítimas: 

Quinto. Resultando probado: que coetáneamente al desarro- 
llo de estas negociaciones, D. Juan Fernández, el cinco de Ene- 
ro de mil ochocientos ochenta y seis demandaba en conciliación 
á D. Francisco Caballero para que le cumpliera un contrato de 
sociedad que tenían celebrado, y por no haberse allanado éste 
se promovió juicio declarativo cuya sentencia dictada por esta 
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Audiencia en veinte y ocho de Febrero de mil ochocientoB 
ochenta y nueve quedó firme en tres de Septiembre siguiente, 
deduciénidose en ella los trámites de cumplimiento de sentencia 
que «dieron lugar á la liquidación de cuentas entre Fernández 
y Francisco Caballero que no ha quedado aún finiquitada, pues 
está pendiente de una apelación oída á Caballero contra el auto 
que le condenó en diez y siete de Enero de mil ochocientos no- 
venta y cinco á pagar determinada cantidad á Fernández : 

Sexto, Resultando: que la única participación que se ha 
probado que en todos estos actos, pleitos y contratos tuvieron los 
otros dos procesados es haber servido D. Luis Caballero de hom- 
bre bueno á D. Federico Alzamora en la conciliación de veinte 
y seis de Noviembre de mil ochocientos noventa y uno, y de ha- 
ber sido D. Amable Caballero, Abogado de D. Francisco Caba- 
llero durante los últimos «años: 

Séptimo. ResíUtando probado: que al ceder Caballero sus 
bienes á su suegro no dispuso de efectos pertenecientes á Fer- 
nández, pues en la causa aparece que éste recibió de Caballero 
los efectos que á la sociedad aportara, excepto unas alfombras 
cuyo paradero se ignora: 

Resultando: que al evacuar el trámite de conclusiones el 
acusador privado dedujo la petición de que se trajera como 
prueba documentafl, las hojas de los libros de contabilidad de 
Francisco Caballero y Juan Fernández agregadas al juicio ver- 
bal que en mil ochocientos ochenta y siete siguió al primero 
Juan Illas, en el Municipal de Guadalupe y copias de la pax)e- 
leta de esa demanda y de los actos celebrados en su virtud ; y de- 
clarada pertinente esta prueba fué admitida mandando librar 
la oportuna carta orden al Juzgado, quien la devolvió antes del 
día señalado para el juicio, informando que allí no se había ra- 
dicado el juicio civil á que la orden se contrcúa ; 

Resultando: que el día señalado para el juicio oral, once 
de Septiembre, y antes de abrirse las sesiones del mismo, el 
acusador privado presentó un escrito manifestando que en esos 
momentos se había enterado del informe del Juzgado de Gua- 
dalupe y venido en conocimiento que sólo se habían examinado 
los antecedentes correspondientes á ese Juzgado, que si bien es 
el que indicó el promovente lo hizo porque según sus noticias 
en él obraban los antecedentes del de Monserrate, que fué don- 
de cursó el juicio y por tanto pidió se reiterara la carta-orden 
al Juez quedando paralizado el juicio oral hasta que se recibie- 
ran dichos documentos, y habiendo la Sala negado la solicitud 
de suspensión al abrirse la sesión, dicho acusador por medio de 
su abogado pidió reposición de la providencia que declaró no 
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haber lugar á la suspensión por la causal alegada, y habiendo 
la Sala declarado también sin lugar la reposición, mandando á 
continuar el juicio, formulo protesta el recurrente que se con- 
signó en el acta; y al siguiente día, por haber durado dos las 
sesiones, presentó el misino un escrito interponiendo súplica 
contra la decisión recaída á su escrito del dia anterior, mandan- 
doBC i entregar las copias del recurso á las partes, y que se 
diera cuenta transcurrido el siguiente día y continuándose la 
sesión pendiente sin que en el acta conste referencia alguna á 
este incidente: 

Resultando: que en catorce de Septiembre dictó la Sala 
sentencia absolviendo los procesados porque los hechos proba- 
dos no constituyen delito y contra ese fallo interpuso el acusa- 
dor privado recurso de casación por quebrantamiento de forma, 
infracción de Ley y de doctrina legal, fundando el primero, en 
el numero primero del artículo novecientos once de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, por haber denegado la Sala la prác- 
tica de la prueba propuesta en tiempo y admitida, respecto á 
los documentos obrantes en el juicio verbal seguido por Illas 
contra Caballero; y el segundo, en los números segundo y ter- 
cero del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la citada Ley 
consignando como preceptos infringidos: 

'Primero. La sentencia de trece de Abril de mil ochocien- 
tos ochenta y siete y el artículo ciento cuarenta y dos de la Ley 
procesal que ordena la manera de fijar las cuestiones como he- 
chos probados: 

Segundo, El artículo quinientos cincuenta y nueve, caso 
quinto, sin expresar de qué cuerpo legal, por cuanto ar recono- 
cerse la virtualidad de la sociedad entre Fernández y Caballero 
declarada en la sentencia del pleito civil se desconoce la obli- 
gación de Caballero de conservar los efectos pertenecientes á 
la sociedad hasta su definitiva liquidación, sancionándose co- 
mo hecho lícito el distraer las pertenencias de esa sociedad 
cuya existencia legaJ se reconoció en mil ochocientos ochenta y 
nueve, y las transferencias se verificaron en mil ochocientos 
noventa y uno y mil ochocientos noventa y tres, habiéndose in- 
fringido también los artículos trece y sesenta y seis del Código 
Penal en cuanto no estiman como cómplices á los otros Caba- 
lleros que dirigieron al principal procesado en esas operaciones : 

Tercero. También se infringe el mismo artículo por haber 
vendido Caballero á su suegro los bienes embargados para cu- 
brir el crédito que se declaró á favor de la Hacienda : 

Cuarto. El artículo séptimo de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal y mil doscientos noventa y siete del Código Civil en 
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relación con el quinientos cincuenta y nueve del Penal, al no 
estimarae como fraudulentos loe actos realizados por Caballero: 

Resultando: que admitidos por la Sala sentenciadoi» los 
recursos por quebrantamiento de forma é infracción de Ley, y 
denegado por improcedente el de infracción de doctrina, se 
han sustanciado aquéllos ante este Supremo Tribunal cele- 
brándose la vista pública el día veinte y cuatro del mes próxi- 
mo pasado, con asistencia del Letrado del recurrente, quien 
sostuvo los motivos de los recursos: 

Siendo Ponente el Magistrado Ángel C. Betancourt: 

Considerando: que el número primero del artículo nove- 
cientos once de la Ley de Enjuiciamiento Criminal otorga el 
recurso de casación cuando se deniegue una diligencia de prue- 
ba propuesta en tiempo y forma y que se considere pertinente, 
y la resolución que motiva el presente recurso por quebranta- 
miento de forma no fué denegatoria de prueba alguna pues ha- 
bía sido admitida y mandada á practicar toda la propuesta por 
la parte ; ni puede dársele ese alcance á la providencia que nie- 
ga la suspensión del juicio aunque para ello se haya alegado la 
causa del artículo setecientos cuarenta y cinco, que es lo que 
en realidad ocurrió en el casa que se examina, porque la aper- 
tura de las sesiones por sí sólo no envuelve denegación de prue- 
ba ni imposibilita á la parte para reclamar que se practique la 
que le ha sido admitida, deduciendo su pretensión en el mo- 
mento oportuno, á fin de que por la Sala sea resuelta, con co- 
nocimiento de su pertinencia ó utilidad, y habiéndose el recu- 
rrente limitado á pedir la suspensión de juicio y protestar de 
la providencia denegatoria contra la cual estableció su recurso 
de súplica escrito, que por no estar autorizado por la ley contra 
esa clase de decisiones, es ineficaz y baldío, la Sala sentencia- 
dora no ha quebrantado la forma esencial del juicio, referente 
á la prueba que se alega para fundar el recurso, el cual por 
consiguiente debe ser declarado sin lugar: 

Considerando: en cuanto al recurso por infracción de Ley 
que no pueden fundarse los de esta clase en la del articulo 
ciento cuarenta y dos de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
que prescribe la forma en que deben redactarse las sentencias, 
pues para la falta de cumplimiento de este precepto, la ley au- 
toriza, en su caso, otro recurso distinto, que es el de quebranta- 
miento de forma, y por tanto no puede estimarse el primer 
moti^X) del recurso: 

Considerando : que habiendo declarado la Sala sentenciado- 
ra, como hecho probado que Fernández recibió de Caballero los 
efectos que á la sociedad aportara, excepto unas alfombras cuyo 
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paradero se ignora, al absolver al último no infringió el núme- 
ro quinto del artículo quinientos cincuenta y nueve del Código 
Penal que castiga á los que con perjuicio de otros se apropia- 
sen ó distrajesen cosas que estén obligados á entregar ó devol- 
ver 6 negasen haberlas recibido, inaplicables evidentemente al 
hecho probado de haber devuelto el procesado todos los objetos 
aportados por el acusador, excepto unos que no se declara ha- 
berse apropiado, distraído, ni negado: 

Considerando : que no puede estimarse la infracción del mis- 
mo artículo que también se alega respecto á defraudación á la 
Hacienda porque no habiendo el recurrente ejercitado la acción 
pública, con su carácter único de acusador privado que ha ve- 
nido ostentando, no puede extender sus gestiones á hechos dis- 
tintos de los que directamente le afecten; y porque la tal de- 
fraudación no resulta de los hechos probados, que son de acep- 
taciópi forzosa en el recurso de casación: 

Considerando: que fundándose el recurrente en los núme- 
ros segando y tercero del artículo ochocientos cuarenta y nue- 
ve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, no está autorizado 
para discutir en casación nada que se relacione á la participa- 
ción de los procesados en los hechos probados, pues tal cuestión 
no la autorizan esos números, sino otros de los del mencionado 
artículo siendo por tanto imposible estimar las pretendidas in- 
fracciones del trece y sesenta y seis del Código: 

Considerando : que el artículo séptimo de la Ley de Enjui- 
ciamiento se refiere al caso de que existan cuestiones prejudicia- 
les que resolver lo cual no ha ocurrido en la causa de donde este 
recurso procede y la Sala no ha tenido necesidad de aplicar ese 
artículo y consiguientemente no lo ha infringido, por no haberlo 
tenido en cuenta, como por igual razón no ha infringido el mil 
doscientos noventa y siete del Código Civil que establece pre- 
sunciones legales para determinados efectos civiles: 

Considerando: que careciendo como carece de fundamentos 
legales el recurso, debe declararse sin lugar y procediendo igual 
declaración respecto del otro establecido, debe condenarse en 
costas al recurrente conforme al artículo cuarenta y siete de la 
Orden número noventa y dos del Gobierno Militar; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación por quebrantamiento de forma é in- 
fracción de Ley establecido por Juan Bautista Fernández y 
González contra la sentencia dictada por la Sección primera de 
la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana en cator- 
ce de Septiembre del año próximo pasado en la causa al princi- 
pio referida, con las costas á cargo del recurrente. 
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Y con devolución de los autos, comuniqúese, por medio de 
certificación á la mencionada Audiencia esta sentencia, la cui^l 
se publicará en la Gaceta de la Habana y en la Colección á 
cargo de la Secretaría de Justicia, librándose al efecto las opor- 
tunas copias autorizadas. 

Asi por esta sentencia lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro Qoivález Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Ángel C. 
Betancourt. 



El M. P. CONTRA 

S^twcia Núm. ^2. (Febrero 6 de 1900). 



Recurso por infracción de Ley inierpuesto por el M. F. contra él 
auto de sobreseimiento libre dictado por la Audiencia de. . 
. . . . en 6 de Novien^bfe de 1899. 

RAPTO. 

Pi^ra qiM exista «ste delito, basta con lloTarse i nui 
mujer mayor de doce y menor de ▼elate y tres afioe cea al- 
ias desbonestas; sin «ne aea neoesario el áo^mo eqponttoeo 
ó indncido de ocultar sa paradero y tenerla por largo tiempo 
sustraida i la potestad ó cnldado de sns padres ó tutores. 

En la ciudad de la Habana, á cinco de Febrero de mil no- 
vecientos en la causa procedente del Juzgado de Primera Ins- 
tancia de y formada por violación de la señorita 

de este vecindario, y de la cual no se expresa la profesión 6 el 
oñcio, causa que se halla pendiente ante este Supremo Tribunal 
en el reeurso de casaaióa Í3iteip«Mto par el MiBiiÉerio Fiscal 
contra el auto de sobreseimiento libre dictado por la Sal» dr I» 
Criminal de la Audiencia de el seis de Noviembre úl- 
timo, cuyos fundamentos de hecho son los que literalmente se 
transcriben en d piimeru ñ& Jm Luniftinii ■gjiipntm: ''Be- 
saltando que formada esta causa por violación de Doña 

y terminado el sumario sin personarse acusador particular, co- 
mo no se personó querellante durante el sumario pasó la causa 
al Ministerio Fiscal, quien pide se abra el juicio oral y califica 
los hechos como constitutivos de un delito de rapto camprendi- 
do en el artículo cuatrocientos sesenta y cinco del Código Pe- 
nal, refiriéndolos en la siguiente forma: El día veinte y tres 

de Mayo último D que llevaba relaciones amorosas con 

la señorita fué con ésta al baile de que se daba 
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ese día en , de donde se la llevó bajo palabra de matri- 
monio al y gozó de su virginidad, volviendo después al 

baile, donde se reunieron nuevamente con las hermanas de la 
raptada y una señora que las había llevado al baile, previo el 

consentimiento de la madre, hsk señorita era el día del 

hecho, menor de veinte y tres años*': 

Resultando : que la Sala por considerar : 

Primero. Que el procesado al gozar de la virginidad de su 
amante, si no obtuvo el consentimiento expreso de ésta, sí lo 
obtuvo tácito, pues ella se prestó á seguirlo hasta , don- 
de entraron solos y sabiendo ella el objeto con que á él la lle- 
vaba su amante, que no le ocultó deseaba poseerla, sin que ella 
llamase en su auxilio á las numerosas personas que podían ha- 
bérselo prestado: 

Segimdo. Que para calificar un hecho como constitutivo 
del delito de rapto no basta que momentáneamente abandone 
una menor con su amante y con miras deshonestas el lugar en 
que estaba con sus padres ó personas que los representen, sino 
que es necesario que la menor sea inducida á abandonar su do- 
micilio con ánimo de ocultar su paradero y de sustraerla á la 
poteertad y cuidado de sus padres ó tutores, y: 

Tercero. Que probada la certeza de la primera conclusión 
provisional del Ministerio Fiscal, solo cabría calificar los he- 
ebos de un delito de estupro, que s61o puede ser perseguido á 
instancia de parte agraviada, según el artículo cuatrocientos 
cincuenta y nueve y cuatrocientos sesenta y siete del citado 
Código; sobreseyó libremente en el referido auto de seis de 
Noviembre : 

Besuliando: que el Ministerio Fiscal interpuso contra ese 
auto recurso de casación por infracción de Ley, porque estima- 
ba que en él se había quebrantado el artículo cuatrocientos se- 
senta y cinco, párrafo primero de dicho Código según el cual 
el rapto de una joven menor de veinte y tres años y mayor de 
doce ejecutado con su anuencia es constitutivo de un delito que 
se castiga en ese articulo: 

Resultando: que admitido el recurso, personado el Fiscal 
y llenos los trámites debidos, se celebró la vista el veinte del 
corriente en que informó el representante del mencionado Mi- 
nisterio, pidiendo se declare con lugar el recurso y se mande 
abrir el juicio oral: 

Resultando: que este Tribunal Supremo para mejor pro- 
veer dispuso en veinte y tres del propio mes se librase carta 
^rden á la Audiencia de para que remitiese á este Tri- 
bunal la causa original y rollo de Audiencia á que se refiere 
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el presente recurso y que se recibieron en veinte y seis del pro- 
pio mes: 

Resultando : que la causa comenzó por denuncia de , 

hermano de ; que ésta confirmó los hechos expuestos por 

aquél ; y que la señora , madre de , declaró que 

bacía suya la denuncia. 

Vistos, Siendo Ponente el Magistrado Pedro González Lló- 
rente : 

CoJisiderando : que se halla en oposición con la ley la idea 
de que no existe delito de rapto, cuando en este consiente la 
joven mayor de doce años y menor de veinte y tres, pues ese 
delito puede cometerse contra la voluntad ó con la anuencia de 
la joven, castigándose en el primer caso con la pena señalada en 
el artículo cuatrocientos sesenta y tres, y en el segundo caso 
con la expresada en el articulo cuatrocientos sesenta y cinco 
del Código: 

Considerando: que para que haya delito de rapto no es 
necesario en la menor el ánimo espontáneo ó inducido de ocul- 
tar su paradero y estar por largo tiempo sustraída á la potes- 
tad ó cuidado de sus padres ó tutores, sino que basta el llevar- 
se á una mujer con miras deshonestas; artículo cuatrocientoa 
sesenta y tres del propio Código: 

Considerando: que por los motivos expuestos, los hechos 
consignados en el auto de sobreseimiento revisten los caracte- 
res constitutivos del rapto: 

Considerando: que la necesidad de que haya instancia de 
la parte agraviada para que pueda procederse criminalmente, 
es especial á las causas de estupro, según el párrafo primero 
del artículo cuatrocientos sesenta y siete, pues en las de viola- 
ción y en las de rapto ** bastarán" dice la ley, **la denuncia 
de la persona interesada, de sus padres, abuelos ó tutores, aun- 
que no formalicen instancia'' (segundo i>árrafo del mismo ar- 
tículo) ; y ''si la persona agraviada careciere, por su edad ó 
estado moral, de personalidad para comparecer en juicio, y 
fuere además de todo punto desvalida careciendo de padres, 
abuelos, hermanos, tutor ó curador que denuncien, podrán ve- 
rificarlo el Procurador Síndico ó el Fiscal por fama pública'': 

Considerando: que para motivar los procedimientos crimi- 
nales en casos de rapto, basta la denuncia de la madre y en el 
caso presente la madre ante el Juez Instructor declaró que, 
'^ hacía suya la denuncia" refiriéndose á la propuesta por el 
hermano de la raptada; y no cabe dudar de que, á falta del 
padre, para denunciar el rapto de la hija no hay ni puede ha- 
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ber persona más autorizada ni más digna de ser atendida por 
los Tribunales que la madre; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar 
a1 recurso de casación por infracción de Ley interpuesto por 
el Ministerio Fiscal, y, en consecuencia, casamos y anula- 
mos el auto de sobreseimiento libre dictado por la Audiencia 

de sin especial condenación de costas. Y omitiéndose 

los nombres de las partes interesadas, líbrense las copias res- 
pectivas para la publicación de esta sentencia en la Gaceta 
Oficial y para su inserción en la Colección á cargo de la Secre- 
taría de Justicia, y comuniqúese con el auto que á continuación 
se dicta á la Audiencia de para los efectos legales. 

Así por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez.— José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



El, M. P. contra Andrés J. Holman, Hosea Bert Hauson y 
Georgíb H. Kjng. 

Sentencia Núm. 13. (Febrero 6 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Andrés J, Hol- 
man y Hosea Bert contra la sentencia dictada por la Aur 
diencia de la Habana en 13 de Noviembre de 1899. 

DESOBEDIENCIA A LA AUTORIDAD. 

El hecho de haberse ordenado por el Ch>beniador CivU 
el cierre de un café por negarse sus dueños á servir & perso- 
nas de color, y haber insistido eUos en esa negativa, al conce- 
dérseles que lo abriesen nuevamente bajo la promesa de no 
establecer diferencias en el servicio, es constitutivo del deli- 
to de desobediencia grave á la Autoridad. 

En la ciudad de la Habana, á cinco de Febrero de mil 
novecientos en la causa criminal instruida por el Juzgado del 
Distrito de Guadalupe de esta capital, contra Andrés J. Hol- 
man, Hosea Bert Hauson y George H. King, todos ciudadanos 
de los Estados Unidos del Norte, del comercio y de este vecin- 
dario, por el delito de desobediencia, cuya causa pende ante 
este Tribunal Supremo en virtud del recurso de casación inter- 
puesto por los dos primeros de dichos procesados contra la sen- 
tencia dictada por la Sección primera de la Sala de lo Criminal 
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de la Andieneia de este Territorio en trece de Noviembife del 
año último: 

Resultando probado, degún la eenteneia recarrida, que á 
mediadoe de Febrero del año de «lil oebocientoe tt<nr^enta y 
ntiere el café denominado ''Wadiington", situado en esta ciu- 
dad y perteneciente i loe procesados Andrés J. Hafanan, Hosea 
Bert Hanson y George H. Eing, fué cerrado por orden del Go- 
bernador Oivil de esta Provincia á conseeuencia de haber rebti- 
sudo serrir en él á personas de color, en vista de lo cual aea- 
diercm ante dicha autoridad de <{tiien solicitaron y obturiercA 
la reapertura del citado establecimiento bajo promese de obser- 
var las leyes del país y servir al público sin distincionee ni di- 
ferencias y al abrir de nuevo el café colocaron en los espejos 
un letrero que decía **We cárter to white people only*', eiea- 
do entonces cerrado definitivamente por orden de la referida 
autoridad : 

Resultando: que, por no haber comparecido á los Uama^ 
mientes judiciales fué declarado rebelde el procesado Oeorge 
H. King suspendiéndose respecto del mismo el procedimiento, 
que continuó su curso respecto de los otros dos procesados pre- 
sentes : 

Resultando: que la mencionada Sala de la Audiencia dictó 
sentencia con fecha trece de Novi^nbre del año próximo pasa- 
do, por la cual, habida consideración á que mediante la frase 
inglesa ''We cárter to white people only'^ sin embargo de ha- 
berla el intérprete que asistió al juicio traducido literalmente 
por la frase castellana *' Nosotros carretero á gente blanca sola- 
mente" se quiso hacer saber al público que allí sólo se servía 
á personas blancas, excluyendo á las de color, estableciendo 
así entre unas y otras diferencias que las leyes del país no 
consienten, con cuyo acto dado el precedente de haber sido 
eon anterioridad cerrado el establecimiento por rehusar ser- 
vir á personas de color y autorizada por el Gobernador Civil 
sn reapertura bajo promesa de observar en lo sucesivo las ley^ 
del país, al reproducirse el hecho origen de su clausura primi- 
tiva, por cuanto se anunciaba al público de cualquier modo que 
fuese, el propósito de no servir á personas de la dicha elasie, 
contra lo dispuesto por la autoridad antes citada, se desobede- 
cía k ésta en el ejercicio de sus funciones, y tal desobediencia, 
por los antecedentes y circunstancias del caso, cuya repetición 
llamó la atención pública, debía de ser calificada c(Mno grave 
y consiguientemente constitutiva del delito que úeñae y castiga 
ék articulo doscientos sesenta y uno del Código Penal, condenó 
i ambos procesados Andrés J. Holman y H. Bert Hauscm, co- 
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mo autores del mismo, sm circunfltaDcias modifieatiyas de mi 
respMisabilidad, á ia pena de dos meses y un dia de arresto ma- 
yor eon las accesorias de suspensión de todo cargo j del derecho 
de sufragio durante el tiempo de la condena y multa de tres- 
eientas veinte y cinco pesetas cada uno, y al pago de las dos 
tereeras partes de las costas: 

Resultando: que contra la expresada sentencia interpusie- 
ron ambos procesados recurso de casación por infracción de ley, 
fundado en el inciso primero del artículo ochocientos cuarenta 
y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, por calificarse 
y penarse como delito no siéndolo, los hechos declarados proba- 
dos, citando como infringido, primero: el artículo primero del 
Código IPenal toda vez que es só^o delito la acción voluntaria 
penada por la Ley, y ésta no señala pena por colocarse letreros 
en espejos; y segundo: el artículo doscientos sesenta y uno del 
propio Código Penal toda vez que se supone cometido el delito 
de desobediencia grave á la autoridad del señor Gobernador Ci- 
vil de esta Provincia en el hecho de haberse puesto en el es- 
pejo del café '* Washington" un letrero en inglés que decía 
•*We cárter to white people only", que traducido al castellano 
diee: "Nosotros carreteros & blancos solamente", eon lo cual 
Bo se ha desobedecido por ciudadanos americanos á la autori- 
dad del señor €k>bemador que mandó instruir la causa, ni tam- 
poco indica ni se dice en el letrero que no se servía á personas 
de color: 

Resultando: que, personados los recurrentes ante este Su- 
premo Tribunal, se ha sustanciado debidamente este recurso, 
eelebrtndose la vista pública en veinte y siete de Enero último, 
eon asistencia del Letrado representante y defensor de aquéllos. 

Siendo Ponente el Magistrado Octavio Qiberga: 

Considerando: que si bien el hecho de colocar letreros en 
espejos no es por su propia Índole constitutivo de delito pues- 
to que, así considerado en términos generales, no lo hace objeto 
de sanción la Ley penal, cabe, no obstante, que se ejecute en 
contradicción de algún precepto ú orden de carácter legal re- 
glamentario ó administrativo con fuerza obligatoria y por tan- 
to de obediencia necesaria, en cuyo concepto es evidente que 
tal acto, cuando por el sentido y el alcance correspondientes i 
las circunstancias de su ejecución ofenda á los derechos, ya sean 
de la autoridad, ya del individuo, garantizados en el Código 
Penal, entra por ello en la esfera de este último y adquiere la 
condición de delictuoso, que por su sola naturaleza no tendría; 
siendo lógica consecuencia de lo expuesto que, en cuanto los re- 
currentes desconocen en el primer motivo del recurso la reía- 
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ción del hecho que consignan con los antecedentes que la Sala 
tuvo en cuenta para su apreciación, desligándolos de ellos y 
aislándolos del todo al propio tiempo que proponen viciosamente 
la cuestión así fundada en uno sólo de los datos de hecho cuyo 
conjunto sirve de base á la sentencia, pues ésta no castiga la 
simple colocación material de cualesquier letreros en cualesquier 
espejos, y si el anuncio al público, mediante los determinados 
letreros fijados en el café ** Washington", de servirse en él 
únicamente á las personas blancas, vienen, además, los recu- 
rrentes en cierto modo á hacer supuesto de la cuestión misma 
del recurso : todo lo cual es ilícito é inadmisible y por ende ine- 
ficaz para producir la casación de la sentencia recurrida: 

Considerando : que, para fijar la verdadera significación del 
letrero en inglés fijado en los espejos *del café ** Washington", 
no es posible atenerse, en todas sus partes á la traducción lite- 
ral hecha por el intérprete de dicho idioma, pues con arreglo 
á ella carece completamente de sentido; mientras por el con- 
trario, aun sin contar la necesidad gramatical y lógica para 
que existan pensamiento y oración, de que, en la frase escrita 
al pronombre ** Nosotros", que notoriamente hace de sujeto 
subsiga, para enlazarlo con el predicado ''á personas blancas 
solamente", no un sustantivo como ''carretero" inadecuado i 
fuer de sustantivo para expresar la relación entre sujeto y pre- 
dicado, sino precisamente un verbo indispensable para tal fun- 
ción, y prescindiendo de la extraordinaria semejanza, próxima 
á la identidad que el sustantivo ** Cárter" tan fuera de lugar 
en dicha frase tiene por cierto con algún verbo inglés de sig- 
nificado adecuadísimo para precisar con absoluta corrección el 
pensamiento atribuido á aquélla por la Sala, de todos modos la 
concurrencia en una sola y la misma alocución bajo la forma 
de letrero expuesto al público del pronombre citado ** Nosotros" 
que á los dueños nada más podía referirse, y del concepto **á 
personas blancas solamente", con el carácter de exclusión que 
implica dicho adverbio, dado el hecho anterior de haber rehu- 
sado aquéllos servir á personas de color, basta racionalmente á 
demostrar que, persistiendo en su propósito y exteriorizándolo 
de modo más ó menos claro, imponían en el servicio de su es- 
tablecimiento una diferencia contraria á la costumbre y á la 
ley y que á mayor abundamiento había sido ya objeto de co- 
rrección gubernativa levantada más tarde á instancias suyas y 
condicionalmente por la autoridad á quien, cuando reproduje- 
ron su primera actitud, quebrantando así la condición estable- 
cida por aquélla en el ejercicio de sus funciones propias y por 
los recurrentes aceptadas, desobedecieron gravemente y por 
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tanto incurrieron en el delito que define el artículo doscientos 
sesenta y uno del Código Penal, acertadamente aplicado por el 
IVibunal sentenciador: 

Considerando: que, al desestimarse el recurso de casación, 
procede imponer las costas del mismo al recurrente ó recurren- 
tes, de conformidad con el articulo cuarenta de la Orden nú- 
mero noventa y dos del año de mil ochocientos noventa y nue- 
ve del Gobernador Militar de esta Isla; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación por infracción de Ley interpuesto 
por Andrés J. Holman y Hosea Bert Hauson contra la senten- 
cia dictada en trece de Noviembre próximo pasado por la Sec- 
ción primera de la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la 
Habana é imponemos á ambos recurrentes, por mitad las cos- 
tas del recurso; y comuniqúese con la correspondiente certifica- 
ción al expresado Tribunal. 

Asi, por esta sentencia, que se publicará en el periódico ofi- 
cial del Gobierno é insertará oportunamente en la Colección á 
cargo de la Secretaría de Justicia, á cuyo efecto se librarán las 
copias necesarias, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. — 
Antonio González de Mendoza. — Pedro González Llórente. — 
Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo Tama- 
yo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



Eli M. P. CONTRA José Fernández Taladr© (a) *' Tiburón''. 

Sentencia Núm. 3. (Febrero 6 de 1900). 

Recurso por quebrantamiento de forma interpuesto por José 
Fernández contra la sentencia dictada por la Audiencia de 
la Habana en 26 de Octubre de 1899, 

ESTAFA. 

Cuando la Sala pena el mismo delito que ha sido objeto 
de la acusación, Imponiendo pena mayor que la pedida por 
el Fiscal, no altera la naturaleza del hecho justiciable, ni 
aprecia un delito distinto ó más grave que el calificado en 
la acusación, para el efecto de que pudiera penarlo el Tribu- 
nal sin hacer uso de la facultad que concede el Articulo 733 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

En la ciudad de la Habana, á seis de Febrero de mil no- 
vecientos en el recurso de casación por quebrantamiento de for- 
ma que pende ante este Supremo Tribunal interpuesto por el 
procurador Sterling Varona en nombre del procesado, blanco, 
José Fernández Taladrid (a) ** Tiburón*' vecino de esta capital 
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7 dependiente, contra U sentencia pronunciada por la Sala de 
lo Criminal de la Audiencia de la Habana en causa procedente 
del Juzgado de Instrucción del Distrito de Belén en este Tér- 
mino, por estafa: 

Res^dtafido i que vista en juicio oral y público la referida 
causa, dicha Sala dictó la expresada sentencia en veinte y seis 
de Octubre último consignando los hechos en él siguiente .- 

'* Resultando probado: que ^ntre d-oee y una de la tarde 
del día trece de Febrero de mil ochocientos noventa y seis los 
procesados José Fernández Taladrid (a) ** Tiburón" é Ignacio 
Fernández del Pino (a) **E1 Rubio" de común acuerdo, fin- 
giéndose éste extranjero y portador de la suma de diez mil pe- 
sos, que le había entregado un tío suyo para repartir entre los 
pobres de esta ciudad, pretextando tenía imperiosa necesidad de 
ausentarse esa misma tarde consiguieron engañar á Tomás To- 
rres San Martín confiriéndole el encargo de repartir las limos- 
nas mediante la fianza ó garantía que entregó éste en efectivo 
di: sesenta y siete centenes, una on-aa y un billete del Banco 
de España de cincuenta pesetas á cambio del paquete que debía 
contener ios diez mil pesos y que resultó contener papeles inú- 
tiles y municiones": 

Resultando: que la Sala sentenciadora declaró que los he- 
chos probados constituyen un delito de estafa, previsto y pena- 
do en el caso segundo del artículo quinientos cincuenta y ocho 
en relación con el número primero del quinientos cincuenta y 
nueve, ambos del Código Penal, del cual es responsable en con- 
cepto de autor el procesado José Fernández Taladrid (a) ** Ti- 
burón" por haber participado de un modo directo en su eje- 
cución, sin que hayan concurrido en el hecho circunstancias 
modificativas ni eximentes de responsabilidad criminal; y vis- 
tos los mencionados artículos y demás de aplicación de ese 
cuerpo legal y de la Ley de procedimiento, le condenó á la pena 
de seis meses de arresto mayor, accesorias, indemnización man- 
comunada y solidariamente de dos mil ciento setenta pesetas y 
cincuenta céntimos y mitad de las costas, sufriendo en caso de 
insolvencia el apremio personal del caso sin que pueda exceder 
de la tercera parte de la pena principal, sirviéndole el abono 
de la mitad de la prisión preventiva sufrida por la cuantía de 
la estafa: 

Resultando: que contra esta sentencia se interpuso por la 
representación del procesado recurso de casación por quebran- 
tamiento de forma, autorizado por el número tercero del ar- 
tículo novecientos doce de la Ley de Enjuiciamiento Oriminal 
considerándose como infringido el artículo setecientos treinta 
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y tres de dicha Ley procesal, por cpanto el Tribunal, sin coin- 
plir sn precepto, elevó á seis meses de arresto mayor la pena 
de euatro meses y on día solicitada por el Fiscal; y expresán- 
dose además por el recurrente que, como esa infracción fué co- 
metida en la sentencia, no le fué posible pedir su subsanaeión; 
recurso que fué admitido: 

Be^tUtando: que elevada la causa á este Tribunal Supre- 
mo y perscmado en tiempo y forma el recurrente, previos los 
trámites del caso, se verificó la vista del recurso el treinta y 
uno de Enero último, sin asistencia de las partes. 

Vistos. Siendo Ponente el Magistrado Rafael Cruz Pérez: 

Considerando: que con arreglo al número tercero del ar- 
tículo novecientos doce de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
procede el recurso de casación por quebrantamiento de forma 
cuando en la sentencia se pene un delito más grave que el que 
haya sido objeto de la acusación si el Tribunal nt) hubiere pro- 
cedido previamente, como determina el artículo setecientos 
treinta y tres de la propia Ley procesal; y al ser un hecho que 
así el Ministerio Fiscal en sus conclusiones definitivas como 1a 
Sala de lo Criminal, calificaron los hechos de la presente causa 
como constitutivos de un delito de estafa, siendo el grado de la 
X>ena de cuatro meses y im día á seis meses y estando compren- 
dida la impuesta por la Sala sentenciadora dentro de ese mismo 
período, claro es que en el caso de autos no se ha cometido el 
quebrantamiento de forma antes expresado, por cuanto en la 
sentencia lejos de castigar un delito más grave se ha penado 
el mismo delito de estafa, objeto de la acusación y la circuns- 
tancia de imponer la Sala mayor pena que la pedida por el 
Fiscal, no altera la naturaleza del hecho justiciable, ni consti- 
tuye un delito distinto ó más grave que el calificado en la acu- 
sación para el efecto de que pudiera penarlo el Tribunal, como 
lo ha hecho sin hacer uso de la facultad que concede el artícu* 
lo setecientos treinta y tres antes citado, facultad limitada al 
caso en que por el resultado de las pruebas se estime que el 
heeho justicióle haya sido calificado con manifiesto error por 
constituir otro delito: 

Considaramdú: además de lo expuesto, que si bien ese de- 
facto autoriza y hubiera hecho prosperar una impugnación de- 
ducida en tiempo del auto que admitió el recurso, la falta de 
ella como tiene declarado el Tribunal no impide que ante la 
imposibilidad de resolver recursos defectuosamente interpuestos, 
se declare no procede estimar los motivos del mismo y en su 
consecuencia declararlo sin lugar; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
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gar al recurso de casación que contra la sentencia dictada por 
la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana se inter- 
puso á nombre del procesado José Fernández Taladrid (a) 
** Tiburón", á quien se condena en las costas; comuniqúese esta 
resolución al Tribunal sentenciador para los efectos que prece- 
dan, con devolución de las actuaciones remitidas. 

Así, por esta sentencia, que se publicará en el periódico ofi- 
cial del Qobiemo é insertará oportunamente en la Colección á 
cargo de la Secretaria de Justicia, librándose al efecto las co- 
rrespondientes copias autorizadas, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro Gonzálea 
Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Án- 
gel C. Betancourt. 



El M. F. contra Esteban Eguiluz Mendoza. 

Sentencia Núm. 14. (Febrero 15 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por el M, F. contra 
la sentencia dictada por la Audiencia de Pinar del Rio en 
i? de Diciembre de 1899, 

HOMICIDIO. 

Cuando dos individuos sostienen una disputa acalorad» 
y uno de eUos le causa al otro varias contusiones con un pie 
de mesa de madera, y durante la agresión, el agredido le su- 
jeta el pie de mesa y con un cuchiUo de punta le causa una 
herida al agresor que le produce la muerte, se comete el deli- 
to de homicidio. 

Para que la concurrencia de los tres requisitos compren- 
didos en el caso 4.o del articulo 8.o del Código Penal, pro- 
duzca la exculpación absoluta de responsabilidad criminal, 
tienen que constar aquéUos probados y no supuestos, en aten- 
ción á que constituyen una excepción del principio general 
contenido en el articulo l.o del Código citado. 

En la ciudad de la Habana, á quince de Febrero de mil 
novecientos, en el recurso de casación por infracción de ley 
pendiente ante este Supremo Tribunal á consecuencia del in- 
terpuesto por el representante del Ministerio Fiscal contra la 
seotencia dictada por la Audiencia de Pinar del Río en la cau- 
sa seguida contra Esteban Eguiluz Mendoza, carpintero y ve- 
cino de dicha ciudad de Pinar del Río, por homicidio de Ma- 
nuel Cabarcos Bouza: 

Resultando: que vista en juicio oral y público la referida 
causa, la mencionada Audiencia de Pinar del Río en sentencia 
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de primero de Diciembre de mil ochocientos noventa y nueve 
consignó como probados los hechos siguientes: 

''Primero. Resultando: que en la tarde del dm veinte y ocho 
de Julio último, Manuel Cabarcos Bouza salió de esta ciudad 
para uno de los inmediatos talleres, entonces en construcción, 
del hospital de los americanos, encontrando á Esteban Eguiluz 
Mendoza, con quien estaba resentido hacía algún tiempo, por 
creer que éste había dicho á los demás trabajadores que él ha- 
bía roto la huelga, sosteniendo una disputa en cuyos términos 
se ignoran, atacando Cabarcos á Eguiluz con un pie de mesa 
de madera de pino, ocasionándole varias contusiones leves de 
primer grado que sanaron sin necesidad de asistencia médica, 
y durante la agresión Eguiluz retrocedía hacia la esquina del 
taller donde tenía su catre; donde al dirigirle Cabarcos un gol- 
pe á la cabeza io evitó echándola hacia atrás y agarrándole el 
pie de mesa y echándose sobre él infirió con un cuchillo de 
punta á Manuel Cabarcos Bouza una herida al nivel del segun- 
do espacio intercostal, penetrante en la cavidad toráxica, que atra- 
vesó la base del pulmón izquierdo é interesó la aurícula y ven- 
trícula del mismo lado produciéndole la muerte. Hecho probado ' * : 

Resultando: que la Audiencia de Pinar del Río declaró 
que los expresados hechos constituían el delito de homicidio 
previsto y penado en el artículo cuatrocientos diez y seis del 
Código Penal; que era responsable del mismo en concepto de 
autor el procesado Esteban Eguiluz Mendoza; y que habiendo 
concurrido en la comisión de dicho delito los tres requisitos de 
la circunstancia cuarta del artículo octavo del Código Penal, 
debía absolver y absolvía al acusado como exento de responsa- 
bilidad criminal, con las costas de oficio: 

Resultando: que el Magistrado Octavio Lámar formuló vo- 
te particular, en el cual, aceptando los fundamentos de hecho 
de la sentencia y los dos primeros Considerandos, estimó que 
debía condenarse á Eguiluz Mendoza á la pena de dos años, 
cuatro meses y un día de prisión correccional, accesorias, costas 
é indemnización á los herederos del interfecto de la suma de 
cinco mil pesetas ; porque no se había probado en el juicio quién 
fué el que provocó la disputa que precedió á la riña que pro- 
dujo la muerte de Manuel Cabarcos Bouza, por lo que no 
podía apreciarse el requisito tercero de la eximente cuarta del 
artículo octavo del Código Penal, siendo de apreciarse sólo las 
dos primeras de dicho número y artículo, debiendo aplicársele, 
por consiguiente, la pena inferior en dos grados á la señalada 
al delito cometido conforme al precepto del artículo ochenta y 
cinco del Código: 
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Resultando: que el representante del Minúterio Fiscal in- 
terpuso recurso de casación por infracción de Ley fundado en 
los artículos ochocientos cuarenta y siete, ochocientos cuarenta 
y oeho, caso primero, y ochocientos cuarenta y nueve, caso quin- 
to de la Ley de Enjuiciamiento Criminal; citando como infrin- 
^do el repetido caso cuarto del artículo octavo del Código &x 
el concepto de que el hecho probado á que se eontrae el Consi- 
derando tercero de la sentencia recurrida no implica la necesi- 
dad racional en que se sustenta, se vio el procesado de repeler 
el ataque por medio tan funesto para su agresor como el que 
empleó, toda vez que habiendo logrado ya agarrar el madero de 
que éste se valia, bien hubiera podido, llevando adelante su e^ 
fuerzo desposeerlo por completo del mismo; y en el concepto 
también de que reconociéndose en el tercer Considerando 1* 
total carencia de datos acerca del inicio de la cuestión que dio 
por resultado la muerte de Manuel Cabarcos, se había estimado, 
eso no obstante, la concurrencia del tercer requisito del caso 
cuarto del artículo octavo: 

Eesvltandoi que admitido el recurso por la Sala senten- 
ciadora y sustanciado con arreglo á derecho tuvo efecto la vis- 
ta pública el día nueve de Febrero con la asistencia del repre- 
sentante del Ministerio Fiacai, en cuyo acto manifestó el recu- 
rrente que aceptaba había concurrido en la comisión del hecho 
la necesidad racional del medio empleado por el procesado para 
repeler la agresión de que fué objeto, quedando limitado de «se 
modo el recurso interpuesto al concepto de no haberse justificado 
la concurrencia del tercer requisito del caso cuarto del artículo 
cK!tavo del Código. 

Siendo Ponente el Magistrado José M. García Montes: 

G<yn9iierafíd4>\ que el derecho de la defensa propia, eomo 
circunstancia eximente de responsabilidad criminal, se encuen- 
tra condicionado por la concurrencia de los tres requisitos con- 
tenidos en el número cuarto del artículo octavo del Código Pe- 
nal ; y que no eoncurriendo esos tres requisitos sólo puede esti- 
marse como circunstaascia atenuante, conforme i lo dispuesto 
en el número primero del artículo noveno del referido Código; 

Consideramdoi que en los hechos que se dan por probados 
en la sentencia recurrida sólo consta que el interfecto y el pro- 
cesado sostuvieron una disputa, cuyos términos se ignoran se- 
gún la misma sentencia; no pudiendo apreciarse por este mo- 
tivo si existió ó no la falta de provocación suficiente por parte 
de Eguiluz Mendoza para determinar la agresión de Cabarcos; 
sin que la circunstancia de estar éste resentido con aquél 7 
ocurrir el suceso en el lugar en que se hallaba el procesado y á 
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donde llegó el interfecto, autoricen la presunción de la falta de 
pro¥ocación suficiente, porque de esos antecedentes no se de- 
duce necesariamente la ausencia de aquel acto previo, máxime 
cuando no resulta que Cabarcos fuera al lugar del suceso en 
busca del procesado; y porque este requisito, como los otros 
dos que integran la defensa propia, para producir la exculpa- 
ción absoluta de responsabilidad criminal, tiene que constar 
probado y no supuesto, en atención á que constituye una excep- 
ción del principio general contenido en el artículo primero del 
C<)digo : 

Considerando: que en virtud de lo expuesto resulta infrin- 
gido- en la sentencia recurrida el requisito tercero del artículo 
octavo del Código-, procediendo por consiguiente la casación de 
la misma; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos con lugar el 
recurso de casación interpuesto por el representante del Minis- 
terio Fiscal contra la sentencia dictada por la Audiencia de Pi- 
nar del Río en primero de Diciembre de mil ochocientos no- 
venta y nueve, la cual casamos y anulamos sin especial conde- 
nacirá de costas. 

Así, por esta sentencia que, con la que á continuación se 
dicta, se eomunicana á la Audiencia de Pinar del Río á los efec- 
tos legales librándose ademas copias autorizadas á la Secreta- 
ria de Justicia para la Colección á su cargo y á la Onceta de 
la Habana para su publicación, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos. — Antonio González de Mendoza. — Pedro González 
Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez< — José M. García Montes. — Eu- 
daldo Tamayo. — ^Angel C, Betancourt. — Octavio Giberga. 

Segunda sentencia. 

En la ciudad de la Habana, á quince de Febrero de mil 
novecientos, en la causa criminal por homicidio iniciada en el 
Juzgado de Instrucción de Pinar del Río y continuada en la 
Audiencia de la misma ciudad, pendiente ante este Tribunal 
Supremo á consecuencia de recurso de casación por infracción 
de Ley interpuesto por el representante del Ministerio Fiscal 
contra la sentencia que absolvió al acusado Esteban Eguiluz 
Mendoza, carpintero y vecino de Pinar del Bío, como exento 
de responsabilidad criminal: 

Resultando: que casada y anulada por sentencia de esta 
naisma fecha la dictada por la referida Audiencia de Pinar del 
Río, procede dictar de seguida la que ha de sustituir á la pro- 
nunciada por el Tribunal recurrido, conforme á lo dispuesto en 
el artículo treinta y ocho de la Orden número noventa y dos sobre 
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la sustanciación de procedimientos ante este Supremo Tribunal : 

Aceptando los hechos probados que constan en el primer 
Resultando y los Considerandos primero y segundo de la sen- 
tencia casada; 

Siendo Ponente el Ma^strado José M. Oarcía Montes: 

Considerando : que es de apreciarse como circunstancia ate- 
nuante, la cuarta del artículo octavo en relación con el número 
primero del artículo noveno del Código, en atención á que 
Eguiluz Mendoza obró en defensa de su persona previa agre- 
sión ilegítima del interfecto, y empleó un medio adecuado y 
racionalmente necesario para repeler la agresión al inferir á 
Cabaroos la herida que le causó la muerte; si bien no consta la 
falta de provocación suficiente, por parte del procesado, para 
determinar ese hecho: 

Considerando: que es de la exclusiva competencia del Tri- 
bunal sentenciador fijar la pena que ha de imponer al procesa- 
do cuando el hecho perseguido no fuere del todo excusable por 
falta de alguno de los requisitos que se exigen para eximir de 
responsabilidad criminal en los respectivos casos de que se tra- 
ta en el artículo octavo siempre que concurrieren el mayor nú- 
mero de ellos, debiendo aplicarse entonces la pena inferior en 
uno ó dos grados á la señalada al delito imponiéndola en el gra- 
do que ios Tribunales estimaren correspondiente, atendidos el 
número y entidad de los requisitos que faltaren ó concurrieren ; 
todo ello aplicando el criterio contenido en el artículo ochenta 
y cinco del Ccidigo Penal : 

Considerando: que dado el criterio sentado en el anterior 
Considerando, la pena aplicable al procesado es la de seis me- 
ses y un día de prisión correccional, que es el mínimum de la 
inferior en dos grados á la de reclusión temporal señalada al 
delito de homicidio. 

Vistos los artículos octavo, noveno, ochenta y cinco, noven- 
ta y cuatrocientos diez y seis del Código Penal y el treinta y 
ocho de la Orden número noventa y dos sobre la sustanciación 
de procedimientos ante este Supremo Tribunal; 

Fallamos que debemos condenar y condenamos á Esteban 
Eguiluz Mendoza é la pena de seis meses y un día de prisión 
correccional, suspensión de todo cargo y del derecho de sufra- 
gio durante el tiempo de la condena, á indemnizar á los here- 
deros del interfecto la cantidad de cinco mil pesetas ó sufrir la 
prisión subsidiaria á razón de un día por cada doce y media 
pesetas que deje de satisfacer, sin que el total de esta detención 
exceda de dos meses, y al pago de las costas causadas; con de- 
recho al abono del tiempo de la prisión preventiva sufrida. 
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Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



Eli M. F. y Benito Menéndez y Fernandez contra María del 
Carmen Medina y León. 

Sentencia Núm. 15. (Febrero 17 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Benito Menéndez 
contra la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana 
en 5 de Octubre de 1899, 

ESTAFA. 

Para admitir la existencia de un delito de estafa debe 
aparecer demostrada la de un perjuicio producido por aquél; 
pero siendo necesario para conocer la existencia de ese 
perjuicio y la Índole del hecho, la resolución previa de cues- 
tiones de car&cter puramente «"'Til, no hay términos h&bUes 
para calificar el hecho del delito de estafa. 

En la ciudad de la Habana, á diez y siete de Febrero de 
mil novecientos, en la causa que por estafa se inició en el Juz- 
gado de Instrucción del Distrito del Cerro en esta ciudad y se 
ha se^do ante la Audiencia de la Habana, entre partes, de la 
una el Ministerio Fiscal y Benito Menéndez y Fernández, ve- 
cino de Regla y propietario, como acusador privado, y de la 
otra María deJ Carmen Medina y León, de este vecindario y 
también propietaria; causa que se halla pendiente ante este 
Tribunal Supremo á consecuencia de recurso de casación por 
infracción de ley contra la sentencia dictada por la Sala de lo 
Criminal de dicha Audiencia y cuyos fundamentos de hecho son 
los que literalmente se transcriben en los primeros resultandos 
siguientes : 

Resultando : que por escritura de veinte y siete de Julio de 
mil ochocientos ochenta y seis ante el Notario de esta ciudad 
D. Mateo Gtonzález Alvarez, Doña María del Carmen Medina y 
León y D. Benito Menéndez y Fernández pusieron término al 
pleito que entre ambos existía para el cobro de treinta y tres 
mil seis pesos en billetes del Banco Español que á la Medina 
reclamaba Menéndez y los cuales de común acuerdo dejaron 
reducidos á catorce mil ochocientos sesenta y siete pesos cin- 
cuenta y siete centavos oro; y que para pagar dicha suma la 
primera, ó sea Doña Carmen cedió á Menéndez la mitad de los 
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productos ISquidos de las estáñelas ''Medina", "Qarefa" y 
'^Azotea", la administración de las cuales se confió á Menén- 
dez para aplicar según queda dicho al pago de su crédito la 
mitad de los productos líquidos de las mismas, debiendo entre- 
gar la otra mitad á la propietaria quien de ella abonaría las 
contribuciones : 

Resultando: que en esa escritura quedó pactado que paga- 
ría Menéndez su crédito al acreedor hipotecario de la Medina, 
Sr. Moré, así como que todas las ventas reales 6 á censos de so- 
lares 6 lotes de terrenos de cualquiera de las estancias antedi- 
chas habían de hacerse de acuerdo, con anuencia y consenti- 
miento de ambos otorgantes, firmando conjuntamente las es- 
crituras, y que la Medina no podría otorgar ningún contrato de 
esa naturaleza sin la intervención de Menéndez ó el pago total 
del crédito de éste, á quien se facultó para celebrar los contra- 
tos que creyera oportunos por el tiempo, precio y condiciones 
que determinara, establecer desahucios y ejercer las demás fun- 
ciones propias de la administración: 

Resultando: que D. Benito Menéndez ejerciendo el poder 
de Doña Carmen Medina adquirió para ^ en el remate público 
celebrado en ejecutivos seguidos por Doña Carmen Sosa contra 
la Medina en mil ochocientos ochenta y nueve, una de las fincas 
que tenía confiadas en administración, la nombrada ''Azotea" 
en precio de cinco mil pesos: 

Resultando: que Doña Carmen Medina estableció deman- 
da de rescisión deil contrato de veinte y cuatro de Julio de mil 
ochocientos ochenta y seis contra D. Benito Menéndez por fal- 
tar éste á las estipulaciones de aquél no entregándole la mitad 
de productos, ni propendiendo al fomento, realce y produeeión 
de las fincas dadas en administración: 

Resultando : que los pactos de la escritura entre Menéndez 
y la Medina fueron alterados y en virtud de esas alteraciones 
tenían cobrados cada uno de por sí las rentas ó réditos de cen- 
sos que respectivamente debían aplicárseles, á Menéndez para 
el pago de su crédito, y á la Medina para su subsistencia, cuyo 
hecho que reconoció Menéndez en el acto del juicio oral, consta 
además probado por la declaración de varios testigos y de los 
papeles agregados á fojas ciento sesenta y seis, ciento sesenta 
y siete y ciento sesenta y ocho, reconocidos como de su letra por 
el propio Menéndez: 

Resultando: que Doña Carmen Medina, sin la intervención 
de D. Benito Menéndez, vendió á Doña Antonia Suárez Pena 
en veinte y tres de Julio de mil ochocientos noventa y cuatro 
y en veinte y siete del mismo á Doña Carmen Sosa y á D. Lau- 
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reano Iburquiza, y en doce del múnaoio meg á Doña Juana Mur- 
gas «Meló, por ante D. Manuel Fomaris ; á la primera los solares 
doa, tres, euatro, einco, seis y catorce y parte de los números 
siete, ocho, nueve, onee, doce y treee de la manzana número se- 
tenta del reparto de la estancia '^ Medina" en precio de tres 
mil pesos, que la vendedora dijo tener recibidos con anteriori- 
dad ; á la segunda los solares siete, ocho, nueve, diez, once, doee 
y trece de la misma manzana en precio de cinco mil pesos, que 
la misma vendedora confesó deber a la compradora y de que 
ésta se dio por pagada ; al tercero los solares dos, tres y seis de 
la misma manzana en precio de quinientos pesos que pagó en 
d s»to del otorgamiento de la escritura; á la última ó sea, & la 
Murgas, el solar número nueve de la manzana setenta y cuatro 
en precio de setecientos pesos, satisfechos también en el aeto 
de la escritura; exprenándose en todos esos documentos por la 
vendedora Doña Carmen Medina que ilos soilares vendidos esta- 
ban libres de gravamen, sin que á dichas escrituras se agregara 
la oportuna certificación del Registro de la Propiedad; y que 
por escrituras de diez y seis de Abril de mil ochocientos noventa 
y euatro ante D. Alejandro Núñez, y de seis de Marzo de mil 
ochocientos noventa y tres ante D. José Antonio Portocarrero, 
la expresada Doña Carmen vendió al asiático Hong-Kuna-Hiú 
los solares dos, tres y quince de la manzana ochenta y cuatro, 
y ¿ D. Francisco L(Spez los solares diez y trece de la manzana 
ochenta; al primero en precio de seiscientos pesos, que entregó 
en el acto del otorgamiento y al segundo en precio de mil dos- 
cientos pesos que quedaron reconocidos á censo reservativo so- 
bre el terreno, con la obligación de pagar el canon de cinco por 
eiento anual; omitiéndose en ambas escrituras, como en las an- 
teriores, la intervención de Menéndez y la certificación de gra^ 
vámenes y conteniendo la manifestación de estar vendidos los 
solares libres de todo gravamen: 

Remiltando: que prescindiendo también de la intervención 
de Menéndez, por escritura de siete de Julio de mil ochocientos 
noventa y tres dio la misma Doña Carmen en arrendamiento 
i D. Oabino Sánchez una caballería y veinte y euatro cordeles 
de las cinco de que se compone la estancia la ''Medina", afir- 
mando que ese contrato constaba de documentos de primero de 
Enero de mil ochocientos ochenta y seis, desde cuya fecha ve- 
nia cumpliéndose: 

Remdiando: que Doña Carmen Medina expone que realizó 
esos contratos, porque entendía que Menéndez estaba satisfecho 
de su crédito, y á pesar de ello se negaba á rendir cuentas, por 
lo que con este objeto le demandó apareciendo que, en efecto, 
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en veinte y tres de Julio de mil ochocientos noventa y cuatro, 
en el Juzgado Municipal de Regla le propuso acto de concilia- 
ción para que á ella exclusivamente le rindiera cuentas de la 
administración que había ejercido en las fincas de su propiedad, 
se prestara á practicar una liquidación y le indemnizara los 
daños y perjuicios que faltando á las estipulaciones del contra- 
to y á las leyes que regulan la materia le había causado; cuya 
demanda negó Menéndez, sosteniendo que tenía arregladas esas 
cuentas hasta Marzo de aquel año: 

Resultando: que en treinta y uno de Enero de mil ocho- 
cientos noventa y cinco, en el Juzgado de Jesús María ante el 
Escribano D. Rafael del Pino, Doña Carmen Medina estableció 
demanda en juicio declarativo de mayor cuantía contra D. Be- 
nito Menéndez para que dando por terminada la administración 
rinda cuenta de sus actos, practique una liquidación y la in- 
demnice los perjuicios que con los mismos le ha ocasionado : 

Resultando: que durante la administración de D. Benito 
Menéndez, el reparto y fomento de la estancia Medina progresó 
muy poco, y que privado éste de esta administración á conse- 
cuencia de haberse confiado ésta á administrador judicial nom- 
brado en juicio ejecutivo seguido por D. Alberto Fernández de 
Castro contra Doña Carmen Medina, ha tomado mucho mayor 
incremento el reparto de solares y la fabricación de casas en 
los mismos, aumentándose desde que cesó la administración de 
Menéndez la producción de la estancia: 

Resultando: que D. Benito Menéndez y Fernández por es- 
critura ante D. José María Gamboa en cinco de Diciembre de 
mil ochocientos noventa y cinco, cedió á D. Manuel Menéndez y 
Alvarez el crédito que tenía contra Doña María del Carmen 
Medina y León y los derechos que nacieron á su favor de la 
escritura de veinte y siete de Julio de mil ochocientos ochenta 
y seis, si bien por no haber concurrido á aquel documento la 
Medina, se reservó Menéndez hasta que dicha señora aceptara 
la cesión, continuar personalmente el reparto de solares, cele- 
brar arrendamientos y demás facultades que en la antedicha 
escritura se le concedieron, quedando privado de todo interés 
directo y personal en el asunto: 

Resultando: de los antecedentes expuestos y demás traídos 
del juicio, probado que la procesada Doña María del Carmen 
Medina y León enajenó en venta real ó á censo reservativo y 
dio en arrendamiento, varios solares ó lotes de terreno de la 
estancia Medina que es propiedad suya; y que cobró alquileres 
de una casa en que también le corresponde el dominio estando 
libres de gravamen dichas fincas, pues sólo aparecen entrega- 
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das por tm c(Hitr&to de anticresia á D. Benito Menéndez, con- 
trato que fué modificado por pactos posteriores y por los cua- 
les se autorizó á la propietaria para cobrar directamente las 
rentas aplicables á la mitad que debía percibir, y que la vigen- 
cia de ese contrato se discute por las partes en juicio civil en 
qne se exige á Menéndez que dándole por rescindido rinda 
cuentas é indemnice los perjuicios cansados á la Medina: 

Begyltando: que el Ministerio Fiscal y la acusación parti- 
cular, ó sea el querellante, en sus conclusiones provisionales car 
lifiearon los hechos denunciados por Menéndez como constituti- 
vos de diez delitos de estafa, definidos ocho de ellos en el nú- 
mero segundo del articulo quinientos sesenta y uno del Código 
Penal y los dos restantes en el número quinto del articulo qui- 
nientos cincuenta y nueve en relación con el número primero 
del articulo quinientos cincuenta y ocho, ambos del propio Có- 
digo, sosteniendo que de esos delitos es responsable como autora 
por participación directa Doña María del Carmen Medina j 
León; á quien pidieron se impusiera la pena de dos meses j 
un día de arresto mayor, por cada uno de los delitos enumera- 
dos con las accesorias del articulo sesenta en cuanto resulten 
compatibles con su sexo; y multa del duplo de los perjuieios 
causados, debiendo condenársele en caso de insolvencia sin su- 
jeción á apremio personal en defecto de pago de las multas & 
seis meses y tres días de arresto mayor y al pago de las costas; 
y como indemnización civil á pagar al querellante los perjui- 
cioB sufridos: 

Resultando: que la defensa de Doña María del Carmen 
Medina y León sostuvo en sus conclusiones provisionales que 
los hechos d^iunciados no son constitutivos de delito, que no 
puede por consiguiente ser responsable de ellos la procesada, 
que debe ser absuelta, declarando falsa la denuncia y que no 
procede indemnización civil: 

Resultando : que en el acto del juicio oral el Ministerio Fis- 
cal modificó sus conclusiones provisionales, sosteniendo en defi- 
nitiva que los hechos denunciados no son constitutivos de de- 
lito y por consiguiente no hay persona criminalmente respon- 
sable de los mismos y debe ser absuelta la procesada: 

Resulta^ndo : que el querellante y la defensa sostuvieron co- 
mo definitivas sus respectivas conclusiones provisionales: 

Resultando : que por considerar : 

Primero. Que los actos realizados por la Medina no son 
constitutivos de delito y, por lo mismo, no le son aplicables las 
disposiciones del Código Penal que se invocan, por que no es 
exacto que el hecho de haber cobrado de la parda Fernanda 
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de Arango dos recibos de alquileres de las casas qne ocupaba, 
pueda csdificarse de estafa á tenor del inciso quinto del articu- 
lo quinientos cincuenta y nueve del citado Código en relación 
con el inciso primero del artículo quinientos cincuenta y ocho 
dado que las cantidades percibidas de la referida parda no las 
recibió la Medina en depósito ó condición sino como cosa pro- 
pia, de que podía disponer libremente: 

Segundo. Que ni siquiera puede decirse que al destinar 
esas cantidades á usos propios, la Medina faltó á lo pactado con 
M^iéndez, pues resulta probado que éste convino con la deudora 
en alterar los pactos de la escritura á cuyo tenor le fué entre- 
gada la administración de la estancia ^^La Medina" estipulán- 
dose que cada cual de los interesados percibiera directamente 
de los inquilinos ó censatarios las cantidades equivalentes á la 
mitad que con arreglo al contrato escrito debían percibir res- 
pectivamente, y que siendo esta la situación legal cuando la Me- 
dina cobró á la Arango los veinte y cuatro pesos valor de los 
dos recibos de alquileres, nada se apropió ni distrajo que no 
fuera suyo y le correspondiera: 

Tercero. Que tampoco es aplicable á los hechos denuncia- 
dos el segundo párrafo del articulo quinientos sesenta y uno 
del propio Código, pues no puede afirmarse que la procesada 
haya dispuesto de una cosa gravada como si estuviera libre, 
dada que el contrato de anticresis, que es el celebrado entre la 
Medina y Menéndez, no tiene el concepto de gravamen en el 
sentido legal de esta palabra, y que tal contrato no produce otra 
facultad que la de percibir los frutos de la finca entregada con 
la obligación de aplicarlos á los intereses y al capital del cré- 
dito, sin que produzca hipoteca en favor del acreedor: 

Cuarto. Que no hay estafa donde no existe perjuicio deter- 
minado y apreciable y estando convenido entre la acusada y el 
querellante que éste sólo aplicara al pago de su crédito la mi- 
tad de los productos de la finca dada en anticresis y acordado 
después que él percibiría directamente las cantidades que había 
de aplicar á ese objeto, y que la otra mitad de los productos 
la percibiera para sus gastos la deudora en tanto que los terre- 
nos de que la misma había dispuesto no excedieran de la mitad 
de los de la finca, no podría estimarse perjudicado aun dando 
por sentado que conservara el derecho de percibirlos, no obs- 
tante las afirmaciones que en contrario hace la deudora: 

Quinto. Que según resulta de lo expuesto, la cuestión en- 
tre el querellante y la acusada queda reducida á una mera 
cuestión civil, limitada á resolver si Menéndez conserva el de- 
recho de percibir la mitad de los productos que le fueron cedi- 
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dos, Ó si por haber faltado á los pactos del contrato de anti- 
cresis, entre otros, con el propósito de hacer disminuir el valor 
de la finca, para adquirirla por un precio inferior al que real- 
mente tienen ha perdido el derecho de exigir su cumplimiento 
por parte de la otra contratante estando limitado el que le asis- 
te á pedir la liquidación del crédito y el pago de lo que se le 
reste; la Sala de lo Criminal de la mencionada Audiencia de 
la Habana dictó sentencia el cinco de Octubre último absolvien- 
do á la expresada María del Carmen Medina León, con las cos- 
tas de oficio: 

Resultando: que contra esa sentencia el procurador Este- 
ban de la Tejera á nombre de Benito Menéndez y Fernández y 
de Manuel Menéndez y Alvarez interpuso recurso de casación 
por infracción de Ley alegando que se habían infringido: 

Primero. El párrafo segundo del artículo quinientos se- 
senta y uno del Código Penal por cuanto había dejado de pe- 
narse el hecho de haber vendido la procesada como libres los 
terrenos dados en anticresis ; hecho que reunía todos los elemen- 
tos que determinan el delito de estafa, definido en dicho párra- 
fo segundo del artículo quinientos sesenta y uno: 

Segundo. El artículo mil ochocientos ochenta y tres del 
Código Civil, porque no pudiendo el deudor, con arreglo á él 
readquirir el goce del inmueble dado en anticresis, sin pagar 
antes enteramente á su acreedor lo que le deba, es evidente que 
la procesada no pudo disponer libremente de los terrenos dados 
en anticresis: 

Tercero. El número quinto del artículo quinientos cincuen- 
ta y nueve del Código Penal en relación con el quinientos cin- 
cuenta y ocho por cuanto había dejado de penarse el hecho de 
haber cobrado la procesada de la parda Fernanda Arango el 
importe del alquiler de dos meses, apropiándoselos después de 
tenerlos seguros en su mitad, á Menéndez, sin que pueda influir 
para desvirtuar lo expresado, el hecho de haber autorizado éste 
á aquélla para que cobrara algunos recibos puesto que proce- 
diendo en este caso como administradora ó mandataria de Me- 
néndez, no podía disponer de las sumas cobradas sin la expre- 
sada autorización de Menéndez: 

Resultando: que admitido el recurso y previos los debidos 
trámites se celebró la vista en este Tribunal Supremo el veinte 
y seis de Enero último en la que informó el defensor del re- 
currente. 

Vistos, Siendo Ponente el Magistrado Pedro González Lló- 
rente: 

Considerando : que para admitir la existencia de una estafa 
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debe hallarse demostrada la existencm de un perjuicio, y que 
Benito Menéndez no ha probado se lo produjese el hecho de 
que la procesada vendiera como libres terrenos comprendidos 
en el contrato que entre las dos partes se había celebrado, sino 
que según lo declara la Sala sentenciadora aparece probado que 
entre la Medina 7 Menéndez están pendientes cuestiones de ca- 
rácter puramente civil, cuya previa resolución es indic^nsable 
para saber si cuando la Medina vendió el referido contrato, 
modificado por pactos posrt:eriores, estaba ó no vigente, lo cual 
se discute en un juicio civil; y si se hallaba totalmente satisfe- 
cho el crédito de Menéndez, lo que la Medina afirma, habiendo 
ésta, en treinta y uno de Enero de mil ochocientos noventa 7 
cinco, establecido demanda en juicio declarativo de mayor cuan- 
tía contra Menéndez, para que dando por terminada la admi- 
nistración rinda cuentas, practique una liquidación é indenuii- 
ce ¿ la Medina los perjuicios que ésta dice haber ocasionado ; en 
cuya situación no hay términos hábiles para dar por cometido 
el delito de estafa, ni, de consiguiente, por infringido el párrafo 
segundo del artículo quinientos sesenta y uno del Código Penal : 

Considerando: que tampoco se puede tener como infringi- 
do el mil ochocientos ochenta y tres del Código Civil, según el 
cual el deudor no puede readquirir el goce del inmueble objeto 
de la anticresis, sin haber pagado antes enteramente lo que de- 
be á su acreedor, porque esta última circunstancia es hoy punto 
litigioso, al que ha de aplicarse la razón jurídica expuesta en 
el considerando anterior, y porque la infracción de aquel ar- 
tículo, por sí sola produciría responsabilidades civiles, pero no 
constituiría un delito ni justificaría por tanto la imposición de 
sanciones penales: 

Considerando: que el hecho de haber la Medina cobrado 
de la parda Fernanda Arango dos meses de alquiler de la casa 
que la última ocupaba, se halla sujeto á la misma razón princi- 
pal enunciada en el primer Considerando, ó sea, la necesidad 
de que se resuelvan las cuestiones civiles pendientes para for- 
mar juicio certero sobre la respectiva situación legal de Me- 
néndez y la Medina al percibir ésta dicho alquiler, que ella 
asevera recibió cuando estaba satisfecho el crédito de Menéndez 
y cuando el contrato primitivo se hallaba alterado por los pos- 
teriores; y asi, no pueden darse por cometidas las últimas in- 
fracciones alegadas ó sean, la del artículo quinientos cincuenta 
y nueve, en su párrafo quinto y la del quinientos cincuenta 7 
ocho del Código Penal. 

Vistos los citados artículos y el cuarenta de la Orden nú- 
mero noventa y dos del Gobierno Militar de la Islaj 
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Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber 
lugar al recurso de casación por infracción de Ley interpuesto 
á nombre de Benito Menéndez y Fernández y Manuel Menén- 
dez y Alvarez, á los cuales imponemos las costas; comuniqúese 
á la Audiencia de la Habana, con devolución de los autos, y 
publíquese en la Gaceta Oficial y en la Colección á cargo de la 
Secretaria de Justicia, librándose al efecto las respectivas co- 
pias. 

Asi, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos. — Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González 
Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eu- 
daldo Tamayo. — Ángel O. Betancourt. 



Et. M. P. CONTRA Carlos Rosell. 

Sentencia Núm. 16. (Febrero 17 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Carlos RoseJl con- 
tra la sentencia dictada por la Audiencia de Santiago de 
Cuba en 10 de Noviembre de 1899. 

PABRIOmiO FRUSTRADO. 

El hecho de agarrar por el caéUo on marido á sa esposa, 
al regreso de nn Juicio de faltas donde aquél habla sido con- 
denado» por los malos tratamientos que la venia dando, y 
dispararle todos los tiros del revólyer que portaba, cansán- 
dole varias heridas, 6 insistiendo después en acometerla has- 
ta que fué sujeto por otras personas; tanto por estos actos, 
como por el lugar á que fueron dirigidos los tiros, asi como 
por el arma empleada y la forma en que la hirió, es de es- 
timarse él propósito decidido que tenia de darle muerte; y 
debe ealiflcarse él hecho de parricidio frustrado. 

Haciéndose uso en la sentencia, para rebajar la pena, de 
la facultad excepcional concedida por el artículo 420 del Oó- 
digo Penal, y quedando por ese hecho estimadas cuantas cir- 
cunstancias concurran en el delito, no cabe pretender que de 
nuevo se estime alguna de ellas, al efecto de producir se- 
gunda atenuación. 

En la ciudad de la Habana, á diez y siete de Febrero de 
mil novecientos en la causa criminal seguida contra Carlos Bo- 
sell, mestizo, casado, de treinta años de edad, sastre, natura] y 
vecino de Santiago de Cuba por el delito frustrado de homici- 
dio, pendiente ante este Supremo Tribunal en virtud de recur- 
so de casación por infracción de ley interpuesto por dicho pro- 
cesado contra la sentencia dictada en diez de Noviembre último 
por la Sala de lo Criminal de la Audiencia de Santiago de Cuba : 
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Resultando : que por la sentencia recurrida se declaran he- 
chos probados los siguientes: ''Que en la mañana del diez y 
nueve de Julio último el procesado Carlos Rosell después de 
haber celebrado un juicio de faltas con su mujer Luisa Torres 
en el Juzgado Municipal del Distrito Sur de esta ciudad, á 
consecuencia de los malos tratamientos que con frecuencia pro- 
digaba á aquélla por infundados celos, habiendo sido condena- 
do á pagar una multa 6 sufrir quince días de arresto, preten- 
dió que ésta le perdonase y continuó insistiendo en su preten- 
sión mientras iban hacia la casa de Luisa, la que no accedía 
fundándose en que ya no podía sufrirlo más y estaba cansada 
de las ofensas que de obras y de palabras le infería amenudo 
y por cuyo motivo venían separados; en esta condición llegaron 
á la puerta de la casa Catedral alta número veinte y siet€ y al 
entrar Luisa en ella, la tomó Rosell primero por un brazo y 
después por el cabello y sacando un revólver que llevaba á la 
cintura, le disparó dos tiros á la cabeza, uno de cuyos proyec- 
tiles causó una herida con orificio de entrada en la parte in- 
ferior del temporal izquierdo y el de salida á tres traveses de 
diados del de entrada, y el otro, otra herida con orificio de en- 
trada en el borde superior cara posterior y parte media del 
cuello y el de salida en el borde inferior del occipital del lado 
izquierdo, y continuando el Rosell disparando el revólver sobre 
su mujer, le fallaron las otras cuatro cápsulas de las seis que 
tenía en el expresado revólver, siguiendo después detrás de ella 
siempre con el revólver, por toda la casa, hasta que entraron en 
un cuarto pequeño, donde mientras bregaban ambos esposos lle- 
garon el Guardia Rural Moya y el paisano Enrique Mustelier, 
los que desarmaron y prendieron al Rosell ; las heridas de Luisa 
Torres tardaron veinte y dos días en sanar con necesidad de 
asistencia médica durante ellos é impedimento para el trabajo 
sin dejar lisia ni imperfección alguna: 

Resultando: que la antedicha Sala por estimar que la vo- 
luntad del procesado fué la de matar á su mujer, atendidos el 
lugar del cuerpo de la Torres donde tiraba y en su insistencia 
en seguir los disparos sobre ella aun después de verla herida, 
y que practicó al disparar los seis tiros de revólver contra su 
esposa, todos los medios de ejecución necesarios para producir 
su muerte, sin que ésta resultara por haber fallado cuatro cáp- 
sulas de las seis con que estaba aquél cargado, y ejercitando la 
facultad concedida en el artículo cuatrocientos veinte del Códi- 
go Penal para rebajar en un grado la pena procedente por en- 
tender que, aun cuando la intención de Rosell fué de matar y 
aun cuando los celos que sentía no eran fundados, sin embargo, 
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la poca importancia de las lesiones producidas así como el no 
haber quedado imperfección ni lisia ni impedimento á la lesio- 
nada y las demás circunstancias concurrentes en el hecho, cons- 
tituyen razón justificada para tal disminución de pena, con- 
denó á Rosell como autor del delito frustrado de parricidio á 
la de ocho años y un día de presidio mayor, accesorias legales 
y costas de la causa: 

Resultando: que contra la expresada sentencia interpuso el 
procesado recurso de casación por quebrantamiento de forma 
que fué denegado, y por infracción de ley que fué admitido, 
fundado este último en los incisos tercero y quinto del artículo 
ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal citando como infringidos: 

Primero. Por indebida aplicación, el artículo cuatrocientos 
trece en relación con el tercero, párrafo segundo, y por faltado 
aplicación, el cuatrocientos veinte y uno y cuatrocientos treinta 
y dos del Código Penal porque, no habiendo concurrido en el 
hecho todas las circunstancias necesarias para revelar de una 
manera clara y exenta de toda duda que la intención del pro- 
cesado fué matar á su mujer, pues no se dá como probado ni 
se indica de modo alguno que Bosell la amenazase de muerte, 
ni proyectase ni se preparase en cualquier forma á privarla de 
la vida, mientras en cambio se declara probado que ambos es- 
posos vivían separados no por ser Rosell un hombre vicioso, ni 
de malos instintos, sino por disgustos y reyertas originados por 
los celos que Rosell sentía, así como también que en la mañana 
del diez y nueve de Julio intentó con reiteradas súplicas que 
su mujer le perdonara, á fin de que le levantaran la pena que 
le habían impuesto en el juicio de faltas promovido por su mis- 
ma esposa, quien se negó terminantemente á concederle ese per- 
dón, cuyas circunstancias hacen inferir que obcecado Bosell por 
los celos que sentía y por la negativa de su mujer á perdonar- 
1.^, disparase contra ella, pero sin voluntad resuelta de matarla, 
porque, de haberlo querido así, hubiera podido lograrlo pegan- 
do la boca del revólver á la cabeza de su mujer ó disparándole 
á boca de jarro á la parte media y principal del cuerpo, lo que 
no hizo y no bastando, contrariamente á lo estimado por la 
Sala la circunstancia de haber Bosell dirigido los dos primeros 
tiros á la cabeza de su esposa, y la otra circunstancia de haber 
seguido disparando sobre su persona sin que explícitamente se 
consigne que también lo hiciese con dirección á la cabeza, ni 
tampoco se diga en la relación de hechos probados, y si tan sólo 
en el primer Considerando, que lo hizo aun después de ver que 
su esposa estaba herida, circunstancias insuficientes, ambas jun- 
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tas para demostrar que tuviera Bosell el propósito firme de ma- 
tar, es por tales razones improced^ite la calificación de parrici- 
dio; y porque aun en el caso de ser esta la calificación corres- 
pondiente al hecho, no cabe estimársele frustrado por no cons- 
tar el estado del arma que se empleó, ni el de los proyectiles 
con que estaba cargada, ni la distancia á que se hicieron los dis- 
paros, datos de todo punto necesarios para adquirir el conven- 
cimiento de que el agente practicó por su parte todos los actos 
de ejecución que debieron producir como resultado la muerte 
de la victima, y faltando este elemento podrá haber ó no tenta- 
tiva, pero de ningún modo el grado de frustración; de todo lo 
cual y de no inspirarse la sentencia en los resultados materiales 
producto de la transgresión, reducidos á las lesiones menos gra- 
ves más arriba mencionadas y producidas mediante los disparos 
de arma de fuego contra la persona de la Torres, se sigue, en 
sentir del recurrente, la infracción de los artículos del Código 
Penal que cita en este motivo del recurso, así como la del in- 
ciso tercero del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal; y 

Segundo. Por falta de aplicación, el artículo noveno cir- 
cunstancia séptima del propio Código Penal, por cuanto, pro- 
bado que Bosell sentía celos de su esposa y vivía separado de 
ella por disputas y reyertas originadas por esos celos, puesto 
que la sentencia no les atribuye otra causa, y que en la mañana 
del diez y nueve de Julio fué condenado en juicio de faltas que 
le siguió su esx>osa, á una multa ó arresto subsidiario del que 
suplicó reiteradamente á aquélla que lo perdonase con termi- 
nante negativa de la última, en cuya situación estaban en el 
momento de entrar Luisa Torres en su casa, que fué el de la 
agresión, estos son hechos que debieron producir en Bosell un 
impulso de arrebato originado en sentimientos naturales, que 
ofuscan la mente del que obra bajo su influencia y constituyen 
el arrebato y obcecación que atenúan la responsabilidad sin 
que se requiera que los celos sentidos por el agente sean fun- 
dados, puesto que basta su existencia aunque sean infundados 
para que estimulen la voluntad del que los siente contra su 
mujer, y no exigiendo el citado inciso séptimo del artículo no- 
veno del Código Penal que se trate de estímulos legítimos 6 
fundados, sino de estímulos naturales, la sentencia recurrida 
ha infringido por no hacer de él aplicación dicho precepto, así 
como el inciso quinto del artículo ochocientos cuarenta y nueve 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal; 

Resultando: que personado en tiempo y forma ante este 
Tribunal Supremo el Dr. José Alfredo Bemal designado por éL 
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leourrente como representante y defensor, se ha sustanciado el 
recurso por los trámites legales, celebrándose en siete del actual 
1« correspondiente vista pública con asistencia de dicho Letra- 
do que sostuYO aquél y del Ministerio Fiscal que lo impugnó en 
cuanto contradice la calificación hecha por la Sala, y se adhirió 
al mismo en el otro extremo relativo á la omisión en apreciarse 
a favor del procesado la circunstancia atenuante que este invo- 
ca en el recurso. 

Siendo Ponente el Magistrado Octavio Oiberga: 
Considerando', que la suma de circunstancias anteriores y 
simu'lt^eas del suceso demuestra de modo concluyente que Gar- 
los Rosell obró con el propósito de matar á Luisa Torres, por- 
que, por una parte, sus injustos celos y el constante mal trato 
á5U mujer, reiterado á pesar de la separación de ambos esposos 
y á tal punto insufrible para aquélla que la indujo á amparar- 
se del Juzgado y á resistir después los insistentes ruegos del 
primero encaminados á eximirse del castigo que judicialmente 
86 le impuso, no permiten de ninguna suerte atribuir á la agre- 
sión carácter de mera contingencia, antes al contrario acusan 
en las relaciones conyugales una situación harto violenta dentro 
de la cual con el estado aflictivo de Bosell y su airada conducta 
eorresponde lógicamente aquel designio, ni con tal supuesto de 
accidentalidad de la agresión se compagina el acto, inexplicado 
en la sentencia, de ir armado el marido de un revólver el pro- 
lúo día señalado para el juicio de faltas que promovió la espo- 
sa ni por otra parte, examinando los actos lícitos de ejecución 
que realizó Bosell cuando, al llegar en compañía de la última 
á la morada de ésta ya persuadido de la inutilidad de sus ins- 
tancias la acometió de la manera referida, puesto que tanto la 
ealidad del arma empleada, que es de poder mortífero por su 
naturaleza y probadamente útil para el uso, como la forma y 
condiciones de su empleo, disparándola á quema ropa por dos 
VDces seguidas con dirección á la cabeza de su esposa, mientras 
la tenía en sujeción por el cabello, como la persistencia del 
ataque continuado aun después de haberla doblemente herido, 
dirigiéndole no obstante cuatro disparos más hasta agotar asi 
todas las cápsulas de su revólver, si bien por fortuna esos cua- 
tro tiros le fallaron y, no satisfecho todavía persiguiéndola 
obstinadamente por todo el interior de su vivienda, penetrando 
tras de ella en el pequeño cuarto en que ella al fin entrara, y 
reanudando allí la acometida, á la que tan sólo puso término 
la llegada de terceros que, desarmándole y prendiéndole impo- 
sibilitáronle de seguir bregando con su victima, semejante acti- 
tud revela en él una iivtención más trascendental que la de 



114 JURISPRUDENCIA PENAL 



herir y evidencia también que ejecutó, sea cual fuere el daño 
resultante, cuanto á su alcance estaba y era adecuado para pro- 
ducir el mal mayor que se propuso, aunque sin lograr la coa- 
sumación de su proyecto por la concurrencia de motivos extra- 
ños á su voluntad; siendo precisa consecuencia de lo expuesto 
que la Sala sentenciadora no ha infringido, al aplicarlos los 
artículos tercero, párrafo segundo y cuatrocientos trece del Có- 
digo Penal, ni tampoco por su inaplicación los artículos cuatro- 
cientos veinte y uno y cuatrocientos treinta y dos del propio 
Código, que presuponen en quien dispara un arma de fuego 
contra otra persona y le infiere lesiones menos graves, distinto 
intento del de causar su muerte: 

Considerando', que tampoco se ha infringido por la Sala 
el precepto del caso séptimo artículo noveno del citado Código 
Penal, por no hacerse aplicación del mismo, toda vez que en 
beneficio del culpable y apreciándose en conjunto todas las cir- 
cunstancias concurrentes en el hecho, y en especial la de los ce- 
los aunque infundados, de Rosell, que los invoca en el recurso 
para la atenuación de su responsabilidad, ha sido esta atenua- 
da en grado superior al que autorizaría, si en efecto existiera, 
la circunstancia genérica atenuante que de tales celos y de otros 
fundamentos hace derivar el recurrente, sin que la Sala tuviese 
necesidad de atender á su posible concurrencia, ni para decla- 
rarla expresamente, ni para apreciarla en la imposición de pe- 
na, desde el momento en que mediante la facultad excepcional 
que le atribuye el artículo cuatrocientos veinte del repetido 
Código, decidió rebajar en un grado la que correspondía é im- 
puso al procesado la inmediatamente inferior á la fijada por 
la ley después de lo cual, quedando ya estimadas cuantas cir- 
cunstancias concurren en el hecho, no cabe pretender que de 
nuevo se estime alguna de ellas, al efecto de producir segunda 
atenuación : 

Considerando: que por concretarse el artículo ochocientos 
cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal á de- 
finir los casos en que se entenderá infringida una ley en la sen- 
tencia definitiva, para el efecto de que pueda interponerse con- 
tra ésta el recurso de casación correspondiente, no es posible 
que el Tribunal sentenciador cometa en el fallo de la causa la 
violación supuesta en el recurso, de los incisos tercero y quinto, 
ni de ningún otro de los comprendidos en el expresado texto 
procesal : 

Considerando i que, al desestimarse un recurso de casación 
procede condenar en costas al que lo interpuso según dispone 
al artículo cuarenta de la Orden dictada por el Gh>biemo Mili- 
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tar bajo el número noventa y dos del año de mil ochocientos 
noventa y nueve; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación por infracción de ley establecido 
contra la sentencia de la Sala de lo Criminal de la Audiencia 
de Santiago de Cuba fecha diez de Noviembre último por el 
procesado Carlos Bosell, á quien condenamos en las costas: co- 
muniqúese con certificación al mencionado Tribunal y publí- 
quese en la Oaceta de esta capital y en la Colección á cargo de 
la Secretaría de Justicia, á cuyo ñn se librarán las copias ne- 
cesarias. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



El M. F. contra Juan Bautista Fernández y Gonzái.ez. 

Sentencia Núm. 17. (Febrero 23 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Juan Bautista 
Fernández contra la sentencia dictada por la Audiencia de 
la Habana en 26 de Marzo de 1898. 

MATRIMONIO ILEGAL. 

La mujer que estando unida en matrimonio canónico con 
un individuo, y sin estar disuelto aquél, contrae nuevo ma- 
trimonio con otro sujeto, se liace reo del expresado delito. 

El que al deponer como testigo, en unas diligencias para 
celebración de matrimonio, asegura que la contrayente es 
soltera, sin constarle de una manera fehaciente, se liace 
cómplice del delito de celebración de matrimonio ilegal por 
imprudencia temeraria. 

En la ciudad de la Habana, á veinte y tres de Febrero de 
mil novecientos, en el recurso de casación por infracción de 
ley que pende ante este Tribunal Supremo, interpuesto por el 
procurador Esteban de la Tejera, á nombre del procesado blan- 
co Juan Bautista Fernández y Oonsoález, del comercio y vecino 
de esta ciudad, contra la sentencia pronunciada por la Sala 
de lo Criminal de la Audiencia de la Habana en la causa que 
procedente del Juzgado de Instrucción de Marianao se siguió 
entre partes, de la una el Ministerio Fiscal y de la otra dicho 
procurador en representacióji del referido Fernández y Gon- 
zález, procesado por matrimonio ilegal: 
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Resultando: que vista en juicio oral y público la referida 
causa, dicha Sala dictó la expresada sentencia en veinte y seis 
de Marzo de mil ochocientos noventa y ocho consignando los 
hechos en el siguiente: 

** Resultando probado: que Doña Natividad Borrell que es- 
taba casada canónicamente con D. Pedro R. Pavía desde trein- 
ta de Enero de mil ochocientos ochenta y nueve contrajo ma- 
trimonio canónico, sin estar disuelto el primero, con Femando 
González y Molina en veinte y ocho de Enero de mil ochocien- 
tos noventa y siete, suponiéndose al efecto soltera, y que en el 
expediente formado previamente para la realización del segun- 
do enlace ante el Tribunal Eclesiástico de esta Diócesis, decla- 
rando como testigos D. Pascual de Castillo y D. Juan Bautis- 
ta Fernández y González aseguraron constarles que la Borrell 
era soltera como se decía, pero agregando el Fernández que 
su creencia la dedujo de la amistad que tenía con la Borrell, á 
quien siempre tuvo por soltera en la opinión pública que le 
atribuía dicho estado.'*: 

Resultando: que la Sala sentenciadora estimó que los he- 
chos declarados probados constituyen el delito de celebración 
de matrimonio ilegal definido y penado en el artículo cuatro- 
cientos noventa del Código Penal, del cual es responsable, en 
concepto de cómplice, el procesado Fernández y González, por 
cuanto asegurando constarle el hecho de ser soltera la contra- 
yente Borrell, cuyo estado era falso ya que subsistía su ante- 
rior matrimonio canónico, cooperó á la ejecución del expresado 
delito con acto anterior á su comisión atribuyendo á dicha con- 
trayente un estado de que carecía y el cual necesitaba para rea- 
lizar el nuevo vínculo matrimonial que ilegalmente llegó á efec- 
tuarse, sin haber concurrido en la ejecución del hecho circuns- 
tancias modificativas de responsabilidad criminal no existiendo 
pruebas para juzgar que el procesado, á sabiendas de que afir- 
maba un hecho falso cooperó con intención y maliciosamente 4 
la perpetración del delito; y visto el artículo citado y demás 
de aplicación del propio Código y de la Ley procesal le conde- 
nó, como cómplice por imprudencia temeraria del delito de ce- 
lebración de matrimonio ilegal, á la pena de tin mes y nn dia 
de arresto mayor, accesorias y una cuarta parte de costas, abo- 
nándosele la mitad de la prisión preventiva sufrida: 

Resultando: que contra esta sentencia se interpuso por la 
representación del procesado, recurso de casación por infrac- 
ción de ley, y notificado nuevamente el fallo en virtud de lo 
dispuesto en el artículo ciento ocho de la Orden número noven- 
ta y dos, dedujo nuevamente dicha representación el recniao. 






JURISPRUDENCIA PENAL IIT 

fundado en el articulo ochocientos cuarenta y siete y en el nú- 
mero primero del ochocientos cuarenta y ocho y ochocientos 
cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, de- 
signando como infringidos: 

íE^imero. Bi artículo quinientos noventa y dos del Código 
Penal, por cuanto la imprudencia penada como delito tiene que 
ser temeraria, y no hay temeridad sino en el caso de absoluto 
<!onociiniento de los efectos del hecho realizado de una manera 
aventurada y en condiciones diversas de las que explican el in- 
ciso noveno del articulo octavo y el tercero del artículo noveno, 
ambos del Código Penal, por los cuales se disculpa ó atenúa el 
mal causado por mero accidente, ó de mayor gravedad al que 
se propusiera ejecutar el agente: 

"Segundo. Todos los artículos del capitulo segundo titulo 
segundo del libro segundo del Código Penal, por cuanto en es- 
tas disposiciones sólo se castiga bajo la denominación genérica 
de delitos contra el estado civil de las personas los actos direc- 
tos é inmediatos de la celebración de un segundo ó ulterior 
matrimonio sin hallarse l^itimamente disu^to el anterior: 

Tercero. La Jurisprudencia exiartente al pronunciarse el 
fallo, la cual establecía la doctrina legal de que no se cometía 
falsedad, ni por consiguiente imprudencia por el testigo que 
al deponer sobre el estado civil de una persona se refería á sus 
condiciones exteriores, á su manera de ser en sociedad y al con- 
cepto que generalmente se diera á esa persona con referencia 
á ese ¿tado civil; cuyo recurso fué admitido: 

Resultando: que elevada la certificación de la sentencia & 
este Supremo Tribunal y personado en tiempo y forma el mis- 
mo recurrente, se solicitó por éste durante el período de ins- 
trucción, ampliación de los motivos de casación, pidiendo al 
propio tiempo que se trajesen determinados documentos, todo 
lo cual se declaró sin lugar, y, previos los demás trámites, tuvo 
efecto la vista pública del recurso el día diez del corriente á la 
una de la tarde, sin asistencia de las partes. 

Vistos. Siendo Ponente el Magistrado Rafael Cruz Pérez: 

Considerando : que el hecho de haber asegurado sin malicia 
el procesado Fernández y González, como testigo, ante el Tri- 
bunal Eclesiástico de esta Diócesis, constarle que era soltera, 
no siéndolo, la contrayente Natividad Borrell, determina una 
mareada imprevisión y constituye la imprudencia temeraria, con 
que se cooperó á la realización del matrimonio ilegal efectuado, 
imprudencia apreciada legalmente por la Sala sentenciadora en 
la resolución recurrida, en la cual no se ha infringido el artícu- 
lo del Código Penal que se cita en el primer motivo, ni se ha 
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incurrido en el error de derecho que se invoca en el recurso : 

Considerando: respecto al segundo motivo, que es precepto 
legal que en el escrito por el cual se interponga el recurso, si 
se tratare, como en el caso de autos de infracción de ley, se 
citará con precisión y claridad »la ley infringida y el concepto 
en que lo haya sido, y comprendiendo el capítulo segundo, tí- 
tulo segundo, libro segundo del Código diversos artículos qae 
encierran distintos problemas jurídicos que exigen á su vez di- 
ferentes soluciones, es evidente que se falta por el recurrente & 
esa misma claridad y precisión al no fijarse de un modo con- 
creto la infracción, ni el concepto en que lo haya sido ; y si biea 
ese defecto autoriza y hubiera hecho prosperar una impugna- 
ción, deducida en tiempo del auto que admitió el recurso, la 
falta de ella, como tiene declarado este Tribunal no impide 
que, ante la imposibilidad de resolver recursos defectuosamente 
interpuestos, se declare no procede estimar los motivos del mis- 
mo y en su consecuencia declararlos sin lugar: 

Considerando: que en asuntos criminales la infracción de 
doctrinas establecidas por la jurisprudencia no da lugar al re- 
curao de casación; con lo cual tampoco es de estimarse el terce- 
ro y último motivo: 

Considerando: que según el artículo cuarenta de la Orden 
número noventa y dos, cuando se declare sin lugar un recurso 
de casación se impondrán siempre las costas del mismo á la 
parte ó partes recurrentes; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación que por iriracción de ley se interpu- 
so por la representación del procesado Juan Bautista Fernán- 
dez y González, al que condenamos en las costas ; y comuniqúe- 
se esta resolución al Tribunal sentenciador para los efectos que 
procedan. 

Así, por esta sentencia, que se publicará' en el periódico 
oficial del Gobierno é insertará oportunamente en la Colección 
á cargo de la Secretaría de Justicia, librándose al efecto las co- 
rrespondientes copias autorizadas, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos. — Bafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — 
Eudaldo Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



El M. F. contra Juan Bautista Luc y Antonio Gelabbrt y 
Ferrer. 

Sentencia Núm. 18. (Febrero 26 de 1900). 

Recurso por infracción de. Ley interpuesto por el acusador pri- 
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vado Juan Otero y Seijo contra la sentencia dictada por la 
Audiencia de la Habana en 26 de Octubre de 1899. 

MALVERSACIÓN DE CAUDALES. 

Para que exista este delito, es preciso qne el empleado 
público ó el depositario judicial, sustraigan ó consientan que 
sean sustraídos los caudales 6 efectos puestos á su cargo. 

En la ciudad de la Habana, a veinte y seis de Febrero de 
mil novecientos en la causa instruida por el Juzgado del Dis- 
trito del Pilar y fallada por la Sección Segunda de la Sala de 
lo Criminal de la Audiencia de este Territorio contra Juan 
Bautista Luc y Antonio Gelabert y Ferrer dependiente aquél 
é industrial el segundo, ambos mayores de edad y vecinos de 
esta capital, por los delitos de malversación de caudales públi- 
cos y estafa, habiendo intervenido Juan Otero y Seijo cuyo do- 
micilio y profesión no constan, como acusador privado en el 
proceso, pendiente ante este Supremo Tribunal á consecuencia 
del recurso de casación por infracción de ley interpuesto por 
el último contra la sentencia dictada por la Sala referida en 
veinte y seis de Octubre del año próximo pasado: 

Resultando: que la sentencia recurrida expone los hechos 
en los tres Resultandos que á continuación se copian: 

Primero. Resultando probado que á consecuencia de un 
juicio verbal seguido en el Juzgado Municipal del Distrito de 
Belén por Antonio Gelabert y Ferrer contra Martín Amantó 
Hernández fueron embargados á éste tres caballos y una ye- 
gua en veinte y siete de Agosto de mil ochocientos noventa y 
cinco, depositándolos en poder de Juan Bautista Luc depen- 
diente de Gelabert, siendo llevados los caballos al establo de co- 
ches de alquiler que Gelabert posee ó poseía en esta ciudad, en 
la easa número treinta y dos de la Calzada de Belascoaín: 

Segundo. Resultando probado que á virtud de carta-orden 
fechada en veinte y tres de Marzo de mil ochocientos noventa 
y seis, á dicho Juzgado, del de Primera Instancia del Distrito, 
ordenando se alzase el referido embargo y que se entregasen los 
animales á Juan Otero como dueño de los mismos, al practicar- 
se la diligencia no se entregó á Otero más que la yegua exhi- 
biendo Luc como descargo por los caballos un volante del Ca- 
pitán Francisco Obregón que dice: "Junta Central de Requisa 
de la Provincia de la Habana. — Quedan requisados en esta Jun- 
ta los caballos de D. Antonio Gelabert con los números ocho- 
cientos cincuenta y ocho, ochocientos cincuenta y nueve tabla 
izquierda, y novecientos nueve pierna izquierda. — Habana, diez 
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y seis de Marzo de mil ochocientos noventa y seis", asegurando 
Luc que loe caballos i que se contrae el volante fueron los que 
recibió á virtud del depósito antes referido; y 

Tercero. Resultando probado que ©ti el -antes mencionado 
juicio verbal hay dos diligencias fecha veinte y uno de Febre- 
ro de mil ochocientos noventa y seis, de comparecencia de Luc 
ante el Juez Municipal y su Secretario, manifestando en la 
primera que dos de los caballos embargados habían sido reco- 
gidos por la Comisión de Requisa con los números ochocientos 
cincuenta y ocho y ochocientos cincuenta y nueve, según doca- 
mento que conservaba en su poder, y en la segunda que el ter- 
cer caballo había sido recogido por la misma Comisión con el 
número novecientos nueve: según documento que conservaba 
también en su poder: 

Resulicmdo: que la mencionada Sala, por estimar que ne 
puede darse calificación de delito á tales hechos, únicos que el 
Tribunal estima ge han probado, puesto que en el juicio oral no 
se comprobó que los tres caballos ¿ que se contrae el volante 
fuesen los mismos constituidos en depósito en poder de I/uc 
pero tampoco quedó bien justificado que éstos no hubiesen «do 
requisados por los agentes del Gobierno sin que el Tribunal pu- 
diese formar juicio acerca del hecho que en las sesiones se tra- 
tó de esclarecer, relativo á si Gelabert, prevalecióndose de trn 
situación con respecto á Luc, ó con la anuencia de éste y con la 
complicidad de funcionario de la Junta de Requisas, entren í 
ésta los treí? caballos de Otero y Seijo en sustitución de alguna 
parte del tanto por ciento de caballos suyos que como trenirta 
de coches de alquiler tenía que suministrar á dicha Junta, dictó 
sentencia en veinte y seis de Octubre de mil ochocientos noven- 
ta y nueve absolviendo libremente á ambos procsados, con la» 
<*ostas de oficio: 

Resultando: que contra dicha sentencia ha interpuesto el 
acusador privado recurso de casación por infracción de ley fun- 
dado en el número segundo del artículo ochocientos cuarenta y 
nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, por cuanto no 
sp han estimado como delitos, siéndolo á juicio del recurrente, 
los hechos que declara probados la sentencia, y citándose en el 
ose rito de interposición del recurso como leyes infringidas: 

Primero. El artículo primero del Código Penal, que define 
como delito toda acción ú omisión voluntaria penada por la ley 
y consagra la presunción jurídica de voluntad en el agente, por 
cuanto, declarándose probado que Luc, en su carácter de á&p^ 
sitario judicial de tres caballos y una yegua pertenecientes á 
Otero no entregó al ser requerido judicialmente para ello sino 
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Ui 7egaa, la omisión en la entrega de los tres animales restantes 
ba debido estimarse voluntaria y comprendida en el artículo 
cuatrocientos uno, número dos en relación con el cuatrocientos 
seis del Código citado, sin que obste á ello la alegación del de- 
liitcuente de haber sido ocupados dichos caballos por la Junta 
de Requisa, pues la propia Sala sentenciadora, apreciando la 
prueba, declara que no se ha justificado la identidad de los 
animales requisados con los tres que estaba Luc obligado i de- 
volver en virtud de un titulo obligatorio y un mandamiento 
jndicial : 

Segundo. Los propíos artículos cuatrocientos uno, número 
dos y cuatrocientos seis del Código Penal porque, siendo indis- 
cutible la calidad de depositario judicial que concurría en Lúe 
y la obligación en que estaba de devolver los efectos constituí- 
dos en su guarda y custodia, no lo hizo á pesar de la orden de 
un Juzgado, alegando además haber dispuesto de ellos porque 
anteriormente á aquel requerimiento se los había exigido la 
Junta de Bequisa de orden del Gobernador Qeneral, exculpaciÓB 
que la Sala expresamente estima no probada; mencionando, por 
último, el recurrente las sentencias dictadas por el Tribunal 
Supremo de España en diez y ocho de Enero y trece de Abril 
de mil ochocientos noventa y cinco, cuya doctrina dice infrin- 
gida también por el fallo de la Audiencia: 

Resultando: que admitido el expresado recurso de casación 
por infracción de ley y personado el recurrente ante este Su- 
premo Tribunal, se celebró en doce de este mes sin asistencia 
de las partes la correspondiente vista pública y acordado en el 
propio día para mejor proveer, que se trajeran las aetuaciones 
originales, se han recibido éstas con fecha diez y seis. 

•Siendo Ponente el Magistrado Octavio Giberga: 

Considerando: que, para el efecto de que pueda interpo- 
nerse el recurso de casación se entiende infringida una ley se- 
gún el número segundo del artículo ochocientos cuarenta y nue- 
ve de la de Enjuiciamiento Criminal, que invoca el recurrente, 
cuando los hechos que en la sentencia se declaren probados no 
se califiquen ó no se penen como delitos ó faltas, siéndolo, y 
sin que circunstancias posteriores impidan penarlos: 

Considerando: que el articulo cuatrocientos uno del Códi- 
go Penal requiere para la existencia del delito de malversación 
de caudales públicos, que el empleado público ó el depositario 
judicial á éste equiparado por el artículo cuatrocientos seis, 
sustraiga ó consienta que sean sustraídos loe caudales ó efectos 
puestos á su cargo, y lo castiga con las varias penas expresadas 
en sus distintos párrafos desde arresto mayor en su grado máxi- 
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mo á presidio correccional en su grado mínimo, señalada en el 
párrafo número primero hasta cadena temporal señalada en el 
párrafo número cuarto, según la cuantía de la sustracción, ¿n 
que de los hechos declarados probados en la sentencia recurri- 
da, como tampoco de la apreciación que de ellos se hace en los 
Considerandos, resulte haber concurrido en el presente caso, 
por parte del procesado Juan Bautista Luc ninguna de ambas 
circunstancias y sí tan sólo que dejó de entregar, habiéndolos 
recibido como depositario en un juicio civil, tres cabatlos perte- 
necientes á un tercero y cuyo valor no se determina en la sen- 
tencia, ni siquiera aparece que haya sido objeto de prueba algu- 
na de las practicadas en el juicio oral á instancia de las partes, 
que tampoco lo concretaron en sus respectivas conclusiones: 

Considerando: que la omisión del depositario judicial en 
entregar algunos de los animales puestos á su cargo y de va- 
lor desconocido, sin justificarse que se deba á sustracción veri- 
ficada ó consentida por aquél si bien puede dar lugar á una 
acción ó responsabilidad civil según los casos, no es constituti- 
va por sí sola de delito, ni en manera alguna puede entenderse 
comprendida en el segundo inciso del artículo cuatrocientos 
uno del Código Penal, aplicable únicamente cuando el importe 
de lo malversado excede de ciento veinte y cinco, pero no de 
seis mil doscientas cincuenta pesetas de valor, y el cual, por 
tanto del mismo modo que los demás incisos de aquel texto 
exige la precisa y formal evaluación de los caudales ó efectos 
sustraídos como base legal de la penalidad: 

Considerando: que, por lo expuesto en los fundamentos 
anteriores tampoco es de estimarse la supuesta infracción del 
artículo primero del Código Penal, que clara y expresamente 
se contrac á las acciones y omisiones penadas por la Ley: 

Considerando: que la infracción de doctrina en materia 
criminal no puede legalmente ser motivo para un recurso de 
esta clase, ni, por tanto, producir la casación solicitada por el 
recurrente : 

Considerando: que al desestimarse un recurso de casación 
procede imponer las costas á quien lo haya interpuesto, por 
preceptuarlo así el artículo cuarenta de la Orden del Gobierno 
Militar número noventa y dos del año mil ochocientos noventa 
y nueve; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar ai recurso de casación x)or infracción de ley, establecido por 
Juan Otero y Seijo contra la sentencia dictada en veinte y seis 
de Octubre último por la Sección segunda de la Sala de lo Cri- 
minal de la Audiencia de la Habana, é imponemos las costas al 
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mencionado recurrente: comuniqueae esta sentencia en debida 
forma £ dicho Tribunal con devolución de las actuaciones ele- 
vadas, y publiquese en la Gaceta j en la Colección á cargo de 
la Secretaria de Justicia, librándose al efecto las correspondien- 
tes copias. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos j fir- 
mamos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez. — José J. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — Octavio Giberga. 



El M. F. ooíítra José Texidor. 

Auto Núm. 22. (Febrero 28 de 1900). 

Recurso de queja contra el auto dictado por la Audiencia de. 
Santiago de Cuba en 6 de Diciembre de 1899. 

HOMICIDIO. 

No puede ser admitido un rocano de casación por in- 
fracción de ley, en que si bien se aceptan los hechos proha- 
doB de la sentencia, tratan de relacionarse 6 adicionarse con 
otros que no han sido objeto de la misma, faltando por lo 
tanto, la debida congraencia entre la materia del f aUo y el 
objeto del recorso. 

Resultando: que en causa criminal instruida por el Juzga- 
do Norte de la ciudad de Santiago de Cuba y sustanciada en 
juicio oral y público ante la Audiencia de dicho Territorio, 
contra José Texidor, por el delito de homicidio, se dictó senten- 
cia definitiva, con fecha veinte y tres de Noviembre último con- 
denando al referido procesado, quien estableció en tiempo con- 
tra ella recurso de casación por infracción de ley, comprendi- 
do, según expresa el escrito de interposición, en el caso primero 
del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Enjuiciamien- 
to Criminal, pues la sentencia infringe á su juicio, el caso cuar- 
to del artículo octavo del Código Penal, por no haberse apre- 
ciado todas las circunstancias que dicho párrafo enumera como 
concurrentes en el delito cometido por el procesado y que de 
haberlo sido, como correspondía en su concepto, procedía la 
libre absolución; cuyo recurso rechazó la Audiencia en auto de 
seis de Diciembre del mismo año de mil ochocientos noventa y 
nueve, teniendo en cuenta que el hecho probado, conforme á la 
sentencia definitiva es que el ocho de Julio último, en la calle 
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del General Torres de la ciudad de Santiago de Cuba José Oon- 
zález, que tenia catorce años de edad se burlaba de la hermana 
del procesado, según manifestación de éste, José Texidor, que 
tendría como diez y seis años y era de constitución débil y ra- 
quítica, con cuyo motivo riñeron los dos causándole el Texidor 
á Gonz&lez, sin que conste si con la mano ó con una piedra, una 
contusión de primer grado, que le produjo interiormente una 
desgarradura del bazo ó consecuencia de la cual murió á los 
pocos momentos ; y por entender la Sala, primero : que dados los 
hechos probados no es posible que exista la circunstancia exi- 
mente de legítima defensa ni por tanto se haya infringido el 
artículo octavo número cuarto del Código Penal; y, segundo: 
que según doctrina del Tribunal Supremo de la Isla en auto de 
veinte y cinco de Octubre próximo pasado, es de estimarse que 
no concurre la tercera circunstancia áéí articulo séptimo de 
la Orden número noventa y dos que cita el recurrente, debien- 
do en consecuencia denegarse el recurso interpuesto, conforme 
al artículo décimoprimero de la misma orden, é inconforme el 
recurrente con tal denegación, manifestó su propósito de esta- 
blecer el recurso de queja y solicitó que de oficio se elevase á 
este Tribunal la certificación correspondiente: 

Resultando: que elevada a este Tribunal la aludida certifi- 
cación, se ha sustanciado el recurso de queja, celebrándose el 
día veinte y tres de los corrientes la vista pública sin asisten- 
cia de las partes: 

Considerando : que el recurrente no expone cuáles sean, en- 
tre los hechos que la sentencia declara probados aquéllos que á 
su juicio constituya! la circunstancia eximente de responsabili- 
dad invocada en el escrito de interposición, ni en realidad pudo 
exponerlos, pues ninguno aparece entre los relacionados que 
tenga conexión con el caso de legítima defensa propuesto en el 
recurso, problema legal éste que exige la premisa de una agre- 
sión contra el procesado no acreditada ni siquiera indicada en 
la sentencia, dado que el Tribunal sentenciador declara sólo que 
el procesado mató en riña, sin expresar nada tocante á quien y 
cómo ejecutó el primer acto de violencia: 

Considerando: que el recurso de casación por infracción 
de ley en materia criminal no tiene más objeto que examinar y 
decidir si es ó no acertad^i la aplicación de aquélla á los hechos 
consignados en la resolución contra que se interpone, siendo 
por tanto indispensable no ya solo la absoluta aceptación de 
tales hechos por el recurrente, sino también que haya verdade- 
ra congruencia entre éstos y la ley que se supone infringida; 
en cuya virtud no se puede admitir, por improcedente, el recur- 
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80 que, aun cuando 8in negar ó contradecir en forma expresa 
la declaración de hechos probados asentada por el Tribunal 
sentenciador, lejos de ajustarse á ella tomando de sus datos 
fundamento ó apoyo para la cuestiqn jurídica que inicie, pro- 
pone una cuestión notoriamente extraña á lo probado, despro- 
vista asi del necesario antecedente y que implica en recta lógica 
un supuesto de hecho no contenido en la sentencia, á cuyos 
precisos términos ha de concretarse el recurrente según las pres- 
cripciones procesales, sin alteración ni explícita ni indirecta, de 
los elementos de hecho en que el recurso deba descansar : 

Considerando: que al desestimarse un recurso de queja de- 
be condenarse en costas al recurrente, según lo preceptuado en 
el artículo veinte y cinco de la Orden del (gobernador Militar 
de la Isla número noventa y dos del año de mil ochocientos no- 
venta y nueve; 

Se declara sin lugar el recurso de queja interpuesto con- 
tra el auto denegatorio del recurso de casación, dictado en esta 
causa con fecha seis de Diciembre último por la Audiencia de 
Santiago de Cuba y se condena en las costas al recurrente José 
Texidor: y comuniqúese esta resolución á la Audiencia men- 
cionada, para lo que proceda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados que al margen se 
expresan, de que certifico. — Antonio González de Mendoza. — 
Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo Tama- 
yo. — Octavio Giberga. — ^Ante mí. — Silverio Castro. 



£l M. F. contra Ricardo Molina Coello (a) ''Pancho el 
largo''. 

Sentencia Núm. 19. (Marzo 5 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Ricardo Molina 
contra la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana 
en 22 de Octubre de 1899. 

HOmOIDIO FRUSTRADO. 

Paz» qae puedan califlcane de homicidio frustrado las 
leeioneB caneadas á on individuo, es preciso qae de todos los 
antecedentes del hecho, cansas qne lo motivaron y relacio- 
nes qne existían entre el agresor y el agredido, se deduzca 
de manera tan dará y evidente qne exelnya toda dada, ane 
la volnatad deliberada del primero ítté matar al segando; 
' pnes es doctrina de interpretación en materia penal, ane 

cuando un heóho concreto constituya un delito propio, deter- 
minada é individualmente penado, no cabe legalmente atri- 
buir al delincuente mayor intendán que la revdada por la 
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extensión dáL mal causado; & no ser que cizcimstttnciaB 
señaladas demuestran mayor trascendencia en la intendán 
del agresor. 

En la ciudad de la Habana, á cinco de Marzo de mil nove- 
cientos, en el recurso de casación por infracción de ley, pen^ 
diente ante este Tribunal Supremo é interpuesto por el procu- 
rador Cotoño á nombre del procesado blanco Ricardo Molina 
Coello conocido por ** Pancho el largo", pintor y vecino de esta 
capital, contra la sentencia pronunciada por la Sala de lo Cri- 
minal de la Audiencia de este Territorio en causa procedente 
del Juzgado de Instrucción del Distrito de Jesús María en este 
Término, por homicidio frustrado de Antonio Aguilera Silva, 
causa seguida entre partes, de la una el Ministerio Fiscal y de 
la otra dicho Molina Coello: 

BestUtando: que vista en juicio oral y público la referida 
causa, dicha Sala dictó la expresada sentencia, en veinte y dos 
de Octubre último, consignando los hechos en los siguientes Re- 
sultandos : 

*' Primero. P«)bado que como de once á doce de la noche 
'*del día veinte y uno al veinte y dos de Enero último, se cele- 
'' braba un baile ó rumba en la casa calle de Corrales número 
''ciento cuarenta y nueve de esta ciudad, organizado por An- 
''tonio Aguilera Silva, el cual en vista de un escándalo promo- 
**vido por Ricardo Molina Coello (a) "Pancho el Largo" ex- 
'' pulsó violentamente á éste de la casa, mas al poco rato Moli- 
''na Coello penetró nuevamente en el baile, se suscitó una re^ 
"yerta entre él y Aguilera que terminó por la intervención de 
"un vigilante de policía que obligó á Molina CoeUo á retirarse 
"de la casa y de la cuadra": 

"Segundo. Probado que como de dos y media á tres de la 
"misma noche se retiró del baile Aguilera, acompañado de dos 
'* mujeres, dirigiéndose por la calle del Indio hacia la de Prín- 
"cipe Alfonso y al llegar á la esquina de ésta se abalanzó sobre 
"él, armado de un instrumento perforo cortante Molina Coello 
"qxie salió de un grupo que había en dicha esquina, y adverti- 
"da la agresión por Aguilera se puso éste á la defensiva, opo- 
"niendo sus brazos y puños, infiriéndole Molina Coello dos he- 
"ridas en el brazo izquierdo como de tres centímetros de ex- 
"tensión que interesaron la piel, tejido celular y fibras muscu- 
" lares, una en el tercio medio cara extema y otra en el tercio 
"superior cara interna, de las cuales tardó en sanar un periodo 
"de cuarenta y cinco días con necesidad de asistencia médica 
"é impedimento para el trabajo": 

Tercero. Probado que Molina Coello ha sido condenado 
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''ejecutoriamente con anterioridad á esta sentencia por este 
''^bunal á tres meses y un día de arresto mayor por el deli- 
''to de hurto en sentencia de nueve de Diciembre de mil ocho- 
" cientos noventa y tres, en causa procedente del Juzgado del 
"Distrito del Centro, y ¿ dos meses y un día de la misma pena y 
''por el mismo delito en sentencia de siete de Agosto de nul 
"ochocientos ochenta y nueve en causa procedente del Juzga- 
ndo del Distrito delEste": 

Reliando : que la Sala de lo Criminal de la Audiencia de 
la Habana estimó que los hechos declarados probados constitu- 
yen un delito de homicidio frustrado, previsto en el articulo 
cuatrocientos diez y seis en relación con el tercero, párrafo se- 
f^nndo del Código Penal, y del cual es criminalmente responsa- 
ble el procesado Ricardo Molina Coello, en concepto de autor, 
por haber participado de un modo directo en su ejecución, con- 
curriendo en el mismo individuo la agravante de haber sido 
anterior y ejecutoriamente condenado por dos delitos á que la 
ley señala menos pena que la que se aplica al de autos; y vistos 
los referidos artículos y demás de aplicación del Código Penal 
y de la ley procesal le condenó á la pepa de diez años y un día 
de prisión mayor, accesorias, indemnización de mil pesetas á 
Antonio Aguilera Silva, sin derecho á abono de la prisión pre- 
ventiva por la naturaleza de la pena impuesta y al pago de to- 
das las costas: 

Resultando: que el Magistrado Sr. O'Farrül formuló voto 
particular estimando que el hecho que se declara probado sólo 
68 constitutivo de un delito de lesiones, comprendido en el caso 
cuarto del artículo cuatrocientos veinte y nueve del Código Pe- 
nal, y no de homicidio frustrado, porque el acto realizado por 
el procesado no es suficiente para que se le pueda atribuir ra- 
cionalmente la intención de matar, ni consta el empleo de me- 
dios idóneos para la realización de tal intento; debiéndose en 
consecuencia imponerse al procesado la pena de un año y un 
día de prisión correccional, accesorias y costas, indemnización 
al perjudicado en la suma de doscientas veinte y cinco pesetas 
y en defecto de éstas á sufrir el apremio personal correspon- 
diente: 

ReguUando : que contra esta sentencia se ha interpuesto por 
la representación del procesado recurso de casación por infrac- 
ción de ley, autorizado por el caso tercero del articulo ocho- 
cientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
considerando infringido el artículo cuatrocientos diez y seis del 
Código Penal por aplicación indebida en la sentencia y el cua- 
trocientos veinte y nueve caso cuarto, por inaplicación: 
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Reavitando: que personado en tiempo y forma el procesa- 
do, durante el período de instrueción el Ministerio Fiseai se 
adhirió al aludido recurso, no sólo por el motivo señalado por 
el recurrente, sino porque al apreciar la Sala la concurren- 
eia de agravante de reiteración por haber eí procesado MLo- 
üina Coello sido condenado á arresto mayor en sentencias de 
siete de Agosto de mil ochocientos ochenta y nueve y nueve 
de Diciembre de mil ochocientos noventa y tres, por dos delitos 
de hurto, cuya exacta cuantía no se expresa, ha incurrido tam- 
bién en el error de. derecho del número quinto del articulo ocho- 
cientos cuarenta y nueve de la Ley procesal aplicando indebi- 
damente el número diez y ocho del artículo diez del Código» 
por cuanto en el caso de autos no es de tomarse en considera- 
ción esa circunstancia de agravación de responsabilidad, dada 
la diversa índole y naturaleza de los delitos de homicidio y de 
hurto máxime no especificándose los artículos del Código apli- 
cados en aquella sentencia: 

Besidtandoi que previos los demás trámites del caso tuvo 
efecto la vista pública el día veinte y uno del pasado. 

Vistos, Siendo Ponente el Magistrado Rafael Cruz Pérez: 

Considerando: que á tenor del párrafo segundo del artícu- 
lo tercero del Código Penal, hay delito frustrado, cuando el 
euliktble practica todos los actos de ejecución, que deberían pro- 
ducir, como resultado, el delito y, sin embargo, no lo produ- 
cen por causas independientes de 'la voluntad del agente: 

Considerando: que el hecho de abalanzarse Molina Coello 
provisto de arma blanca, sobre Aguilera Silva y producir i éste 
que opuso sus brazos y puños en defensa propia, lesiones en el 
brazo izquierdo, tal acto, que revela por sí intención de dañar, 
es insuficiente para dar carácter de homicidio frustrado al he- 
cho procesal, máxime cuando de las escenas ocurridas en el bai- 
le de la calle de Corrales entre el ofensor y el ofendido, del 
estado de relaciones entre ambos á consecuencia de las mismas 
y de los demás caracteres externos de los acontecimientos ocu* 
rrídos pocas horas después, el conjunto de todo lo cual forma 
las manifestaciones ostensibles del pensamiento del actor no se 
deduce, de una manera tan clara y evidente que excluya toda 
duda, que la voluntad deliberada del procesado fuese la de in- 
ferir la muerte al agredido: 

Considerando: que es doctrina jurídica en buenos princi- 
pios de interpretación en materia penal que cuando un hecho 
concreto constituye un delito propio, determinada é individual- 
mente penado como el de lesiones, no cabe legalmente atribuir 
al delincuente una intención mayor que la revelada por la ex« 
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tensión del mal para t;alificar el hecho con mayor gravedad, á 
no ser que circunstancias muy señaladas demuestren, sin géne- 
ro alguno de dudas esta mayor trascendencia en la intención; 
y en el caso de autos en que faltan tales circunstancias, debe 
atenderse para la calificación del delito, sola y exclusivamente 
á la duración de las lesiones sufridas y habiendo sidp éstas cu- 
rada» del todo en cuarenta y cinco días, el hecho constituye el 
delito de lesiones graves, previsto y penado en el caso cuarto 
del artículo cuatrocientos veinte y nueve del Código Penal, úni- 
co de que es responsable el recurrente: 

Considerando : respecto á la agravante de reiteración, apre- 
ciada en la sentencia que para estimarse tal circunstancia de- 
ben tomarse en consideración, según el párrafo segundo caso 
diez y ocho del artículo diez del Código Penal, la circunstancia 
del delincuente y la naturaleza y efectos d^l delito; y en este 
caso no existe entre la de los de hurto, porque fué condenado el 
recurrente en mil ochocientos ochenta y nueve y mil ochocien- 
tos noventa y tres y la del de homicidio frustrado, por que 
ahora se le pena por la Sala, ninguna relación jurídica, no pu- 
diendo tampoco asegurarse que la haya de hecho puesto que se 
desconocen los móviles, ocasión y circunstancias en que los pri- 
meros se ejecutaron; y además el gran lapso de tiempo trans- 
currido desde las condenas anteriores no permite afirmar en la 
presente causa la mayor perversidad del procesado: 

Considerando: como consecuencia de todo lo expuesto que 
al estimar el Tribunal a quo cometido en el caso de autos el 
delito de homicidio frustrado, ha incurrido en el error de dere- 
cho del caso tercero del artículo ochocientos cuarenta y nueve 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal é infringido el artículo 
tercero párrafo segundo en relación con el cuatrocientos diez 
y seis del Código Penal, por indebida aplicación y el caso cuar- 
to del cuatrocientos veinte y nueve del mismo cuerpo legal por 
no haberlo aplicado; y respecto á la apreciación de la agravan- 
te de reiteración ha infringido también la Sala sentenciadora 
el artículo diez del propio Código en su caso diez y ocho, pá- 
rrafo segundo citado en la impugnación del Fiscal ; 

Faüamos que debemos declarar y declaramos haber lugar 
al recurso de casación que por infracción de ley interpuso Ri- 
eardo Molina Coello, en la causa de que se ha hecho mérito. 

Así, por esta sentencia, que con la que á continuación se 
dicta y que se comunicará por medio de la oportuna certifica- 
ción á la Audiencia de la Habana así como á la Secretaría de 
Justicia para la Colección á su cargo y á la Gaceta de la Ha- 
bana para su publicación, librándose al efecto las necesarias co- 
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pias autorizadas, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. — ^An- 
tonio Qonz&Lez de Mendoza. — Rafael Cruz Pérez. — José M. Gar- 
cía Montes. — Eudaldo Tamayo. — Octavio Giberga. 

Segunda sentencia. 

En la ciudad de la Habana, ¿ cinco de Marzo de mil noye- 
cientos, en la causa criminal que procedente del Juzgado de 
Instrucción del Distrito de Jesús María, en este término, se si- 
guió en esta Audiencia por homicidio frustrado de Antonio 
Aguilera Silva en una de las calles de esta ciudad, contra el 
blanco Ricardo iMoüna Coello, conocido por ** Pancho el Lar- 
go", vecino de esta capital, soltero y pintor, con instrucción y 
antecedentes penales: 

Resultando: que casada y anulada por sentencia de esta 
misma fecha la dictada en veinte y dos de Octubre último por 
la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana, procede 
dictar conforme al artículo treinta y ocho de la Orden número 
noventa y dos, el faUo que debe sustituir al pronunciado por 
el Tribunal sentenciador. 

Visto. Siendo Ponente el Magistrado Bafael Cruz Pére&: 

Aceptando los tres primeros Resultandos de la referida sen- 
tencia de veinte y dos de Octubre último: 

RestUtando: que el Ministerio Fiscal en sus conclusiones 
definitivas calificó los hechos como constitutivos de un delito de 
homicidio frustrado con la circunstancia agravante décima oc- 
tava del artículo décimo del Código Penal, pidiendo se impu- 
siera al procesado la pena de diez años y un día de prisión 
mayor, accesorias y costas é indemnización al lesionado de dos- 
cientas veinte y cinco pesetas: 

Considerando: que los hechos que se declaran probados 
en la sentencia casada constituyen el delito de lesiones graves 
previsto y penado en el caso cuarto del artículo cuatrocientos 
veinte y nueve del Código Penal, y no el de homicidio frustra- 
do según las conclusiones del Fiscal, por no deducirse de una 
manera evidente que el procesado, al volver al baile de la ca- 
lle de Corrales después de haber sido arrojado de él, trabsr 
cuestión con Aguilera Silva, y luego más tarde en la misma 
noche, herir á éste en un brazo con arma blanca produciéndole 
lesiones graves, llevara intención resuelta y exclusiva de ma- 
tarle integrando de ese modo el propósito que le guiara: 

Considerando: que no es de estimarse en el caso de autos 
la agravante de reiteración, apreciada por el Fiscal, porque 
para tomarse en consideración dicha agravante deben tenerse 
en cuenta, conforme al párrafo segundo del propio caso diez y 
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ocho del artículo diez del Código Penal, la cireunstancia del delin- 
cuente y la naturaleza y efectos del delito y no existe entre la 
naturaleza de los delitos de hurto, porque fué condenado el re- 
currente en mil ochocientos ochenta y nueve y mil ochocientos 
noventa y tres y la del de homicidio frustrado que estima el 
propio Fiscal, ninguna relación jurídica no pudiendo tampoco 
asegurarse que la haya de hecho puesto que se desconocen los 
móviles, ocasión y circunstancias en que los primeros se ejecu- 
taron; y además el gran lapso de tiempo transcurrido desde 
las condenas anteriores, no permite afirmar en este caso la ma- 
yor perversidad del delincuente: 

Considerando: que por el hecho de la presente causa la 
pena que corresponde aplicar al procesado, como autor del men- 
cionado delito de lesiones graves por participación directa es 
la de arresto mayor en su grado máximo á prisión correccional 
en su grado mínimo: 

Considerando: que quien es responsable criminalmente de 
un delito, lo es también civilmente y, por el ministerio de la 
ley debe pagar las costas: 

Vistos los artículos cuatrocientos veinte y nueve, caso cuar- 
to, diez en su caso diez y ocho, y demás del Código Penal y 
treinta y ocho de la Orden número noventa y dos ; 

Fallamos que debemos condenar y condenamos á Ricardo 
Molina Coello, conocido por ''Pancho el Largo", como autor 
del delito de lesiones graves, sin haber concurrido en el hecho 
circunstancias agravantes ni atenuantes, á la pena de un año 
y un día de prisión correccional, accesorias de suspensión de 
todo cargo y derecho de sufragio por el tiempo de la condena, 
indemnización de doscientas veinte y cinco X)e8etas á Antonio 
Aguilera Silva y en su defecto á un día más de prisión por ca- 
da doce y media pesetas que dejare de satisfacer, y las costas. 
Mandamos que para el cumplimiento de la condena se le abone 
la totalidad del tiempo de prisión preventiva que haya sufrido 
dicho procesado por esta causa; y sin perjuicio de que se cum- 
pla oportunamente lo demás que corresponda, líbrese carta or- 
den á la Audiencia de la Habana, insertándose la parte dispo- 
sitiva de esta sentencia, para que inmediatamente haga poner en 
libertad al reo si resultare que ha guardado prisión el tiempo 
necesario para la extinción de la pena impuesta, mediante el 
abono de preventiva que se deja decretado. 

Asi, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — ^Antonio (González de Mendoza. — ^Rafael Cruz Pérez. — 
José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — Octavio Giberga. 
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El M. P. y la VicrroRiA Company contra Pedro Mora y Ledón. 

Sentencia Núm. 4. (Marzo 13 de 1900.) 

Recurso por quebrantamiento de forma é infracción de Ley in- 
terpuesto por Pedro Mora contra la sentencia dictada por 
la Audiencia de Santa Clara en 28 de Octubre de 1899. 

ESTAFA 

Kó paed6Q servir de fundamento para nn recoreo de ca- 
sación por qnebrantamiento de forma, ni la omiBiAn atribui- 
da & la sentencia de no declarar probados algnnos de los he- 
chos contenidos en los resultandos, ni la contradicción ale- 
gada entre algunos de esos hechos y los que se dedatan 
probados, según el número lo del Artículo 912 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal. 

Incurre en el delito de estafa previsto y penado en d 
número 9 del Articulo 559 del Código Penal, él Administra^ 
dor de una Compañía industrial que, relevado del cargo, al 
hacerle entrega á su sucesor, oculta libros y documentos In- 
dispensables para la Administración de la Compañía. 

En la ciudad de la Habana, a trece de Marzo de mil nove- 
cientos en la causa que por defraudación se inició en el Juzgado 
de Sagua la Grande y se ha seguido ante la Audiencia de Santa 
Clara entre partes, de la una eí Ministerio Fiscal y la ** Victoria 
Company", sociedad mercantil, domiciliada en Jersey City, Es- 
tados Unidos de América, y de otra parte Pedro Mora y L^dón, 
del comercio y vecino de Sagua, causa que se halla pendiente 
ante este Tribunal en recurso de casación por quebrantamiento 
de forma é infracción de ley contra la sentencia dictada por 
dicha Audiencia y cuyos fundamentos de hecho son los que 
literalmente se transcriben en los primeros trece resultandos si- 
guientes : 

Primero. Residtando probado, que en siete de Julio de mil 
ochocientos noventitrés, Pedro Mora y Ledón, como gerente de 
la Sociedad **Mora y Compañía" y como apoderado de Pedro 
Mora y Plana por escritura pública ante el Notario de la Ha- 
bana José Nicolás Ortega vendió realmente el ingenio ** Victo- 
ria", situado en el partido judicial de Santa Clara, á la '*The 
Victoria Company", domiciliada en Jersey City, Estados Unidos 
de América, Compañía inscripta en el Registro Mercantil de la 
provincia de la Habana, entregando en la misma escritura la 
posesión de la ñnca á esa sociedad, la cual escritura fué inscripta 
en el Registro de la Propiedad de esta Cabecera, siendo el precio 
de dicha venta, mil novecientos setenta acciones del capital social 
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de la Compañía compradora de a yeinticinco pesos oro america- 
no cada una, cuyo certificado se hallaba extendido i nombre de 
los señores Mora y Compañía y que recibió Mora y Ledón (Pe- 
dro) en el acto de la venta, según la escritura: 

Segundo. Resultando probado : que la Compañía comprado- 
ra nombró Administrador de dicho ingenio á Pedro Mora y 
Ledón, que desempeñó ese cargo hasta principios del año mil 
ochocientos noventiséis en que fué separado por kt misma, y 
tomó posesión de él Juan Mac-Culloch, facultado por un poder 
en forma, en el cual poder á la vez, se retiraban á Mora todos 
los poderes, facultades y cargos que hubiera recibido de la re- 
ferida Compañía, y con el que fué requerido para que hiciera 
entrega á McCulíoch de los libros y papeles de la Compañía, á 
lo que se negó, ocultándolos: 

Tercero. Resultando que en carta dirigida «por Pedro Mora 
á Edward L. Welsch Esq., Presidente de la ** Victoria Com- 
pany'', le manifiesta que observaba que J. Mac-Culloch había 
sido nombrado Administrador de esa Compañía en su lugar, y 
que le haría entrega de todo, agregándole que antes que ésto se 
hiciera, quería que su reclamación contra la Compañía por suel- 
dos, se satisficiese: 

Cuarto. Resultando que con este anteced^ite Juan Mac- 
Culloch, con su carácter de Administrador, estableció en ocho de 
Agosto subsiguiente querella criminal contra Pedro Mora Ledón, 
fundada en que el párrafo noveno del artículo quinientos cin- 
cuentinueve del Código Penal impone las penas que señala el 
artículo quinientos cincuentiocho á los que cometieren defrau- 
dación sustrayendo, ocultando ó mutilando en todo ó en parte 
algún proceso, expediente, documento ú otro papel de cualquier 
clase y que cuando se cometiera el mismo delito sin ánimo de 
defraudar incurrirán los autores en una multa : que era evidente 
que Mora y Ledón había cometido el delito de ocultación y quizás 
de inutilización de libros, documentos y papeles, desde el mo- 
mento en que había ocultado los de que se trata, pues ningún 
derecho ni razón tiene para retenerlos, privando así á la Com- 
pañía de los documentos necesarios para la defensa de sus inte- 
reses y de la contabilidad que había de servirle de guía en sus 
relaciones con los empleados, colonos y demás elementos de una 
finca azucarera de importancia; que lo único que cabe dudar á 
priori es acerca de si la resistencia que determina la ocultación 
ha sido ó no base para algún fraude ; que sobre este particular 
el desarrollo del proceso fijará los hechos con claridad; que 
llama la atención del Juzgado sobre otros aspectos de la con- 
ducta de Pedro Mora que pudieran relacionarse con la oculta- 
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ción de libros y papeles; y son: que cuando se otorgo la ven- 
ta del ingenio los vendedores recibieron ea pago dos mil ac- 
ciones de la "Compañía Victoria", que constituían toda 6 casi 
toda la emisión de ésta; que estas acciones eran de los seño- 
res Mora y (Compañía según se expresó en la escritura indi- 
cada, pero que los señores Mora y Compañía adeudaban una 
suma alzada á los señores S. y F. Welsch, de Philadelphia, y 
como además necesitaban recursos para las atenciones del ** Cen- 
tral Victoria", de cuya finca venían á ser en realidad los pro- 
pietarios, por ser casi los únicos accionistas de la Compañía, pi- 
dieron mayores fondos á los señores Welsch, quienes los facilita- 
ron bajo pagarés con garantía de las acciones de la "Compañía 
Victoria" y de otras pertenencias, de modo que vino á crearse 
la siguiente situación legal: que la "Compañía Victoria" era 
dueña del ingenio y deudora de los señores Mora y Compañía 
por una suma alzada que habían invertido éstos en la finca para 
la zafra de mil ochocientos noventitrés á mil ochocientos noventi- 
cuatro y en que ya era dicha finca de aquella Compañía; que 
los señores Mora y Compañía, S. en C, eran acreedores de la 
"Compañía Victoria" y dueños casi inclusive de las acciones 
de la misma y deudores por una suma alzada de los señores 
Welsch, según pagarés y cuenta corriente y con garantían (\e las 
referidas acciones y de otros bienes; que no habientlo podido 
pagar Mora y Compañía á Welsch los primeros vencimiento^ ile 
su débito, se efectuó un arreglo bajo la base de traspasar los 
primeros á los segundos en pago de la suma ñe cuatrocientos 
veintiocho mil pesos que les adeudaban, las dos mil acciones 
que poseían de la "Compañía Victoria" y el saldo del crédito 
que representaban contra esa Compañía hasta d catorce de Julio 
de mil ochocientos noventicuatro, fecha de tales traspasos, de 
modo que en aquella fecha quedaron saldadas las cuentas con 
Welsch y nada acreditaba respecto de la "Compañía Victoria" 
ni como acreedores ni como accionistas, toda vez que sus acciones 
y su crédito contra la misma habían pasado á manos de los se- 
ñores Welsch, y para justificar estos extremos acompañó á la 
querella los traspasos hechos y traducción de los mismos, que 
fueren agregados á los folios uno, dos y tres: Que no obstante, 
Pedro Mora y Ledón, sin facultades de ningún género y con abier- 
ta violencia de los heOhos acaecidos, había firmado poniéndole la 
fecha de treintiimo de Diciembre de mil ochocientos noventitrés 
y como administrador de la "Compañía Victoria" un vale á la 
orden de Mora y Compañía pyor la suma de ciento trece mil y cua- 
trocientos ochentiocho pesos veintisiete centavos, expresando que 
esta suma procedía de efectivo y efectos que estos señores habían 
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snministrado por cuenta de aquella Compañía, desde cuatro de 
Agosto á treinta y uno de Diciembre de mil ochocientos noventi- 
trés ; que Pedro Mora, con este vale, por 61 confeccionado, promo- 
vió diliífencias preparatorias de la vía ejecutiva contra la *' Com- 
pañía Victoria*', para su cobranza, las que promovió á nombre de 
Pcídro Mora y Ledón, S. en C, sucesores de Mora y Compañía, 
contra Pedro Mora y Ledón, administrador de la ''Compañía Vic- 
toria" : Que aquí hay una serie de suposiciones fraudulentas : que 
no era posible que Pedro Mora ignorase en Agosto de mil ocho- 
cientos noventicuatro el traspaso que la sociedad de Mora y 
Compañía había realizado en su lío anterior á los señores Welsch, 
y mucho menos cuando él había intervenido personalmente : que 
esa reclamación es maliciosa, que lleva impreso el carácter de 
una suposición de crédito con ánimo de realizar una defrauda- 
ción y que lo expuesto se relaciona con el fondo de la reclama- 
ción: que ese documento otorgado por Mora desde luego se al- 
canza que fué otorgado con mucha posterioridad á la fecha con 
que aparece datado, y atribuyéndose facultades de que carecía : 
que dicho documento es falso, porque los señores Mora y Com- 
pañía se presentaron en suspensión de pago en Agosto de mil 
ochocientos noventicuatro, ante el propio Juzgado de Sagua, y 
entre sus créditos activos hicieron figurar uno por noventiseis- 
mil ciento seis pesos, cuarenta y tres centavos, contra la ''Com- 
pañía Victoria", lo que no se comprendería si ya en treiutiuno 
de Diciembre de mil ochocientos noventitrés, hubieran tenido el 
▼ale por los ciento trece mil cuatrocientos ochentiocho pesos, 
veintisiete centavos, y que no se diga que esta suma pudo ser 
modificada después, pues la repetida sociedad en comandita de 
Pedro Mora y Ledón, sucesora de la de Mora y Compañía, al 
presentarse en estado de suspensión de pago en el año en que 
aparece presentada la querella, esto es, en noventiséis, ante el 
Juzgado de Sagua, coloca entre sus créditos activos el de ciento 
trecemil cuatrocientos ochentiocho pesos, veintisiete centavos, 
contra la "Compañía Victoria", otro documento á favor de sí 
mismo, pues tanto equivale que lo haya realizado á favor de 
Pedro Mora y Ledón, S. en C, que dicho documento es por 
cerca de cuatro mil pesos en oro y lo presenta contra sí mismo, 
como administrador de la Compañía y se reclama judicialmente, 
terminando el querellante promoviendo diligencias en compro- 
bación de los hechos expuestos: 

Quinto. Resultando que á mociqn del querellante se trajo 
á la causa certificación del documento que sirvió de base para 
las diligencias preparatorias de la vía ejecutiva promovidas por 
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la Sociedad en Comandita de Pedro Mora, cuyo tenor literal ea 
v\ siguiente: pesos ciento trece nül cuatrocientos oclientioeho, 
veintisiete centavos. — Vale á la orden de los señores Mora y 
Compañía por la suma de ciento trecemil cuatrocientos oeheii- 
tiocho pesos, veintisiete centavos oro, por suplementos en efec* 
tivo, efectos y maquinarias al *' Central Victoria Company", d» 
la que soy Administrador general, y desde cuatro de Agosto 
hasta esa fecha, cuya cantidad será abonada en esta plaza. — 
Sagua la Grande, treintiuno de diciembre de mil ochocientos 
poventitrés. — **The Victoria Company B." — -Pedro Mora, Ad- 
ministrador. — ^Y en la cual certificación aparece asimismo que 
con dicho documento se presentó escrito preparando la vía eje- 
cutiva de la cual se separó efl actor, continuando el cobro por la 
vía ordinaria, cuyo juicio se encontraba en la fecha en que ae 
expidió la certificación, diez de Abril de mil ochocientos noven- 
tiaete en el primer período de prueba. — Igualmente aparece de 
la referida certificación, que en las suspensiones de pago de la 
S. en C de Mora y Compañía y Pedro Mora y Ledóji figuran 
en el activo la ''Compañía Victoria Company" con la suma de 
noventiséismil ciento seis pesos, cuarenta y tres centavos en el 
balance de la primera de dichas sociedades; y con la suma de 
ciento trece mil cuatrocientos ochenta y ocho pesos, veinte y siete 
centavos, en el activo de la segunda sociedad, habiendo presentado 
escrito las dichas sociedades en veinticinco de Julio de mil ocho- 
cientos noventicuatro y once de Mayo de mil ochocientos noven- 
tiséis, solicitando se les declarase en estado de suspensión de 
pago; que á la propia moción del querellante también se trajo 
á la causa certificación expedida por el Escribano Avelino Be- 
tancourt, con vista de las diligencias preparatorias de la vín 
ejecutiva seguida por Pedro Mora y Ledón, S. en C, contra la 
"Compañía Victoria" en cobro de tres mil y pico de pesos, en 
que aparece la copia literal del documento que sirvió para es- 
tablecer dicha reclamación, que á la letra dice: por pesos tres 
rail novecientos ochenta y cuatro, veintisiete centavos oro, vale á 
la orden de los Sres. Pedro Mora y Ledón, S. en C, por trea 
mil novecientos ochenticuatro pesos, veintisiete centavos oro, por 
suplementos en efectivo al ** Central Victoria", según mi cuenta, 
y justificada en los libros de **The Victoria Company" hasta la 
fecha. — Sagua la Grande, treinta de Abril de mil ochocientos 
noventiséis. — ^**T. Victoria Company B." y Pedro Mora Ledón, 
administrador. — ^Del propio modo aparece certificado por el mis- 
mo Escribano, que para establecer la referida reclamación ae 
presentó un escrito en que se pedia, con el fin de preparar la vía 
ejecutiva, que el Administrador de la ** Victoria" reconociera 
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la firma del vale 6 séase del documento anterionneiite transcrito, 
y manifestase si la deuda era cierta ; que proveída de conformi- 
dad, compareció Pedro Mora y Ledón y reconoció como de su 
puño y letra, uso y costumbre la firma que figuraba al pie ded 
vale que estampó con el carácter de Administrador del Central, 
y cierta, líquida y por pagar la deuda ; que con esto se estableció 
ejecutivo por la Sociedad Pedro Mora, S. en C, contra la socie- 
dad mencionada en cobro de aquella suma; que sin estar pro- 
veída esta reclamación la sociedad demandante presentó escrito 
solicitando en lo principal se despachase embargo preventivo de 
bienes contra la "Victoria Company" en cantidad suficiente y 
por un otrosí manifestó que se separaba del ejecutivo, y que 
por auto de veintiuno de Octubre se decretó el embargo pre- 
ventivo que se llevó á efecto en veintidós, de treinticuatro mil 
quinientos sacos vacíos de embarcar azúcar ; que D. Pedro Mora 
Ledón, único gerente de la sociedad actora, ratificó el contenido 
del otrosí y que en su virtud se dictó en la propia fecha veintidós 
de Octubre, providencia teniéndolo por separado á su perjuicio, 
en nombre de la sociedad, con las costas. — Que en siete de No- 
viembre de mil ochocientos noventiséis se estableció á nombre 
de Pedro Mora, S. en C, la demanda en juicio declarativo de' 
mayor cuantía contra el "Victoria Company" en cobro de la 
cantidad que fué objeto del ejecutivo, la cual demanda se en- 
contraba á la fecha de expedir la certificación, veintitrés de 
Marzo de mil ochocientos noventisiete, en el segundo período de 
prueba : 

Sexto, Resvltando: que también a nombre del querellante 
fué requerido Pedro Mora y Ledón en nueve de Marzo de mil 
ochocientos noventisiete para que entregase los libros, documen- 
tos y papeles correspondientes á la Sociedad "Victoria Compa- 
ny", el cual, con la manifestación de que "por acatamiento al 
mandato judicial y sin per juicio de las acciones que ejercitaría", 
entregó tres libros de cuentas corrientes con ciento cincuenti- 
nueve folios cada uno, terminados los dos primeros y el tercero 
con asientos hasta el folio ciento cuatro ; y un índice de los tres 
tomos, uno mayor, con quinientos folios y con asientos hasta el 
folio ciento cuarenticuatro, y un índice aparte ; uno de caja con 
ciento noventinueVe folios, dobles, con asientos hasta el ciento 
cuarenticinco ; dos libros copiadores de cuentas, uno terminado 
con cuatrocientas noventiocho hojas y otro con quinientas, de 
las cuales tiene escritas ciento veintiséis; un libro diario con 
cuatrocientas cuatro hojas con asientos hasta la trescientas, ha- 
ciéndose constar que el balance de prueba termina en ese folio 
con fecha treintiuno de Octubre; y doce paquetes con impresos 
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de varias clases. Que también entregó los contratos de coloniaje 
dp la fioca, á nuevos requerimientos del Juzgado y con poste- 
rioridad á su procesamiento por esta causa, así como dos libros 
copiadores de cartas: 

Séptimo. Besvltando: que el procesado manifestó que la 
Compañía pretendió rebajarte el sueldo y que él no accedió por- 
que tenia celebrado un contrato con la misma que ésta no cum- 
plió; que anteriormente tenía sueldos pendientes de cobrar y 
que á más tenía participación en la propiedad de la Anca; negó 
que hubiera presentado renuncia del cargo ; dijo que tenía en su 
poder los libros, papeles y documentos que se hallaban á su 
cuidado durante su administración y que los entregaría tan 
pronto como se resolviese la cuestión que tiene pendiente en d 
Juagado de Santa Clara sobre la posesión del Central, caso de 
resolverse en su contra; que no ocultaba los libros, pero se 
resistía á entregarlos á Mac-CuUoch, por no ser la persona de- 
signada en el poder y además por la reclamación á que ha hecho 
referencia; que era gerente de la Sociedad Mora y Compañía, 
que esta Sociedad era y es dueña de las acciones y acreedora de 
la del ** Central Victoria" por la refacción de la finca durante 
el tiempo muerto del año mil ochocientos noventitrés ; que ignora 
m Mora y Compañía eran deudores de Welsch, que no recuerda 
que en Julio de mil ochocientos noveinticuatro Mora y Compañía 
traspasasen por su mediación como gerente, las acciones á Welsch 
y que era completamente incierto que hubiera traspasado eí 
saldo que á su favor arrojaba la cuenta del ** Central Victoria'*, 
por anticipos hechos para la zafra de mil ochocientos noventi- 
cuatro; que no recordaba haber visto nunca los d<icumentos de 
fojas dos y tres, no reconociendo por tanto las firmas que en 
ios mismos figuraban como suyas; que tenía los documentos y 
libros del Central, en Sagua. Preguntado para que explicara 
la clase de posesión que mantiene en el Central, dijo : que recla- 
ma participación ó séase dominio en el mismo, existiendo un 
convenio con los Welsch sobre la posesión. Preguntado qué sig- 
nificación tienen estos señores en el Central, dijo: que la de 
negocios habidos con ellos sobre la finca y la posesión del mismo : 

Octavo. Resultando : que después de procesado Pedro Mora 
y Ledón, al ser examinado instructivamente expresó que por 
unas notas que tenía recordaba que los documentos de fojas dos 
y tres de los autos habían sido otorgados por él, si bien la tra- 
ducción de los mismos no era exacta: 

Noveno. Resultando : que por certificación traída á la causa 
se hace constar que en diecisiete de Septiembre de mil ochocien- 
tos noventiséis se dio la posesión del ingenio á Mac-Culloch como 
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Admimstrador de la Compañía, por medio de nn expediente de 
jüríadicción voluntaría, y que opuesto Mora en diecinueve del 
propio mes, el Juzgado declaró en veintidós que conferida la 
posesión sin perjuicio de tercero, había terminado el expediente 
y que no habda lugar á lo que se solicitaba; el cual proveído fué 
ratificado por auto de once de Noviembre, con motivo de haberse 
pedido su reforma, y apelado no consta que haya sido resuelto: 

Décimo. Resultando : que tramitada la causa por los trámites 
legales, el Ministerio Fiscal en d de calificación formuló las si- 
guientes conclusiones provisionales: 

Primera. Que D. Pedro Mora y heáóp., mayor de edad, con 
instrucción, sin antecedentes penales, vendió como gerente de la 
Sociedad Mora y Compañía, y como apoderado de don Pedro 
Mora, á la Compañía ó Sociedad ** Victoria", el ingenio ** Victo- 
ria '\ y habiendo nombrado dicha Compañía Administrador del 
referido ingenio ** Victoria" á don Juan Mac-Culloch, ocultó 
Mora y Ledón los libros y papeles relativos á la contabilidad de 
la finca, ocasionando con ello grandes perjuicios á la Compañía, 
pues le privaba de los documentos oportunos de la contabilidad 
de la finca y verificándose la ocultación con ánimo de defraudar, 
toda vez que en el libro de cuentas corrientes aparecen asientos 
posteriores á la fecha en que dejó de ser Adioinistrador don 
Pedro Mora y Ledón, y en cuyos asientos se refería á sueldos 
atrasados que figuran se le deben al expresado Mora: 

Segunda. Estos hechos constituyen el delito de estafa pre- 
visto en el caso noveno del artículo quinientos cincuentinueve 
7 castigado en el párrafo segundo del quinientos cincuentiocho 
«kl Código Penal : 

Terewa. Que es autor de dicho delito D. Pedro Mora y 
Ledón: 

Cuarta. Que no concurren circunstancias modificativas: 

Quinta. La pena en que ha incurrido el procesado Mora es 
la de cuatro meses y un día de arresto mayor, accesorias del 
artículo sesenta y las costas del juicio. — En cuanto á la respon- 
sabilidad civil procede que se le condene á indemnizar á la 
Sociedad ** Victoria Company" de los perjuicios sufridos por la 
ocultación de los libros: 

Onceno, Resultando: que conferido traslado al querellante, 
■HMradas y correflativas á las del Ministerio Fiscal, formuló las 
eonciusiones provisionales siguientes : 

Primera. Por escritura pública de siete de Julio de mil 
ochocientos noventitrés, otorgada ante el Notario de la Habana 
don José Nicolás Ortega, don Pedro Mora y Ledón como gerente 
de la Sociedad mercantil Mora y Compañía y como apoderado 
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de D. Pedro Mora y Plana, vendió á Ja Sociedad anónima ^'The 
Victoria Company" el ingenio denominado ** Victoria**, dando 
posesión esta misma escritura á la sociedad compradora de la 
finca con todas sus anexidades y pertenencias. — ^La Sociedad 
** Victoria Company" nombró Administrador del ingenio "Vic- 
toria" al citado don Pedro Mora y Ledón, el cual desempeñó 
ese cargo hasta el veintidós de Mayo de mil ochocientos noventi- 
seis, en que se dio por notificado de haberle sido admitida la 
renuncia que había presentado en Abril de dicho año del citado 
cargo y la cual le fué admitida por la Compañía inmediatamente, 
nombrando en su lugar á don José Mac-CuUoch. — ^Pero al querer 
hacerse cargo el señor Mac-CuUoch de la administración del 
Central ** Victoria" se negó á entregarle el señor Mora, siendo 
inútiles los requerimientos que particularmente y ante Notario 
se le hicieron en tres de Junio y diez de Julio siguientes. — Este 
último requerimiento se le hizo por el señor Mac-CuUoch con un 
poder otorgado en New- York en veintitrés de Junio y en el que 
hacia constar la Directiva de la Compañía *' Victoria" que era 
conocedora de la conducta irregular de don Pedro Mora y fa- 
cultaba al señor Mac-Cuiloch para tomar posesión por si solo 
de la administración del ingenio "Victoria" y expulsara de 
allí, si fuere necesario, al repetido Mora, al cual se requirió 
asimismo para que entregara cuantos libros, documentos y par 
peles tuviera en su poder de la Compañía "Victoria." — El señor 
Mac-CuUoch se vio obligado á tomar posesión de su cargo de 
Administrador del Central "Victoria" prescindiendo de don 
Pedro Mora, pero en ia finca no encontró los libros de contabi- 
lidad, copiadores, contratos y demás documentos de la adminis- 
tración. — Estos habían sido ocultados por don Pedro Mora, quien 
para evadir su entrega afirmaba ante el Juez de Instrucción al 
principio, que estaban en el ingenio y luego que los conservaba 
en su poder en Sagua, no entregándolos á pesar de los requeri- 
mientos judiciales sino por partes y en diversas épocas, según 
que ya no los necesitaba para el fin que se propuso. — ^Después de 
haber cesado don Pedro Mora como Administrador del Central 
"Victoria" en veintidós de Mayo de mil ochocientos noventiséis 
y de haber sido requerido varias veces para la entrega de los 
libros, documentos que hizo en aquellos diversos asientos que 
hizo de partidas que le sirvieron de base y como medio de prueba 
en tres demandas que poco después estableció contra la Compa- 
ñía "Victoria" en cobro una de ciento trece mil cuatrocientos 
ochentiocho pesos, veintisiete centavos oro ; otra de tres mil nove- 
cientos ochenticuatro pesos, veintisiete centavos oro y la otra 
por cinco mil ochocientos noventidós pesos, veinticinco centavos 
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oro; las dos primeras por efectos, efectivo y maquinaria, y la 
tercera por sus sueldos, cuyas partidas á pesar de su ascendencia 
uo estaban asentadas anteriormente en los libros: 

Segunda. Los hechos relatados constituyen un delito de es- 
tafa, definido en el caso noveno del artículo quinientos cincuen- 
tinueve y penado en el tercero del quinientos cincuentiocho del 
Código Penal: 

Tercera. Es responsable de dicho delito en concepto de 
autor el procesado D. Pedro Mora y Ledón: 

Cuarta. Concurre la circunstancia agravante oncena del 
artículo décimo del Código Penal: 

Quinta. La pena en que ha incurrido y que debe imponerse 
al procesado Mora, es de dos años, once meses y once días de 
presidio correccional, accesorias del artículo cincuentisiete del 
Código y las costas. También ha incurrido en responsabili<lad 
civil por los perjuicios causados á la Compañía ocultándole todos 
los libros y documentos de la administración del ingenio ** Vic- 
toria" y los gastos de los pleitos que le puso Mora con los asien- 
tos puestos en los libros con posterioridad á su cese del cargo 
de Administrador, cuyos perjuicios debe indemnizar á la Com- 
pañía ** Victoria" con la cantidad de veinte mil pesetas: 

Duodécimo, Resultando: que la defensa á su vez estableció 
conclusiones provisionales en los términos siguientes : 

Primera. La acepto en sus primeros extremos, menos en 
cuanto afirma la acusación pública que don Pedro Mora y Ledón 
ocultó los libros y papeles relativos á la contabilidad del Central 
*' Victoria", ocasionando con ello grandes perjuicios á la Com- 
pañía **The Victoria Company", puesto que lo que hizo fué 
retenerlos en uso de un perfecto derecho, toda vez que se le 
lanzaba de la administración por vía violenta sin vencerlo en 
juicio, en orden á los derechos de que se creía asistido y que no 
podían coartársele á guisa de nudo gordiano. Tampoco acepto 
la afirmación de ocultación que en igual sentido hace la acusar 
ci6;ii privada: 

Segunda. No la acepto porque los hechos de autos no cons- 
tituyen delitos de ninguna clase: 

Tercera. Tampoco la acepto por la razón que se consigna 
anteriormente : 

Cuarta. No la acepto asimismo porque cuando no hay de- 
lincuencia no cabe apreciar circunstancias modificativas de ella: 

Quinta. No la acepto por las mismas razones expuestas: 

Décimo tercero, Besultando : que en el acto del juicio oral el 
Ministerio Fiscal modificó las conclusiones provisionales que tenia 
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establecidas, segunda, cuarta y quinta en la siguiente forma: 

Segunda. Estos hechos constituyen el delito de estafa pre- 
visto en el caso noveno del artículo quinientos cincuentinueve 
del Código Penal y casrtigado en el caso tercero del artículo qui- 
nientos cineuentiocho del rex)etido Código: 

Cuarta. Existe la circunstancia agravante modificativa de 
la responsabilidad criminal que determina el caso onceno del 
artículo décimo del Código; y: 

Quinta. La pena en que ha incurrido el procesado Mora y 
Ijedón es la de dos años, nueve meses y once días de presidio co- 
rreccional, accesorias del artículo cincu^ntiaiete y pago de costas. 

Décimo cuarto. Resultando: que la mencionada Audiencia 
iU' Santa Clara por su sentencia dictada en veintiocho de Oc- 
tubre de mil ochocientos noventinueve, condenó á Pedro Mora 
y Ledón á la pena de dos mil pesetas de multa y en su defecto 
á sufrir un día de detención por cada doce y media pesetas 
que dejare de satisfacer, sin que en ningún caso pueda exceder 
dicha detención de seis meses y al pago de todas las costas, y 
mandó se entregasen definitivamente á la Compañía "Victoria'* 
los libros y documentos de que se ocupa el procedimiento: 

Décimo quinto. Resultando : que contra esa sentencia inter- 
puso el procesado recurso de casación por quebrantamiento de 
forma y por infraccióji de ley, fundando el primero en el ar- 
tículo novecientos doce de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
porque en varios Resultandos se relacionaban hechos respecto 
de los cuales se guardaba silencio sobre si se estimaban ó no 
probados, lo cual era importante sobre todo en este caso, puesto 
que al cotejarlos con los que se calificaban de probados, resul- 
taba manifiesta contradicción; y fundando el recurso por in- 
fracción de ley en que la sentencia estimaba como hecho proba- 
de que Pedro Mora y Ledón retuvo los libros, llamando la sen- 
tencia a k vez á ésto ocultación, lo que resultaba contradic- 
torio; que el procesado retenía los libros, y, por tanto, no 
podían estar ocultos, y como lo que se pena en el artículo qui- 
nientos cincuentinueve del Código es la sustraccij^n y oculta- 
ción, era evidente que se infringía esa Ley penal al extenderla 
en im caso no comprendido ni en su letra ni en su espíritu. 

Visto, Siendo Ponente el Magistrado Pedro González Lló- 
rente : 

Primero. Considerando: respecto al recurso por quebranta- 
miento de forma, que ni la omisión atribuida á la sentencia al 
no declarar probados algunos de los hechos contenidos en los 
Resultandos, ni la contradicción alegada entre algunos de esos 
hechos y los que se declaran probados, puede servir de funda- 
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iMoatn i ua recurso de «asación por quehraBtamknto de forma, 
povque, segÚD el número primero del artieulo noiveeientos doce 
de la Ley de UBJuieiamiento Criminal invocado por él recu- 
rreute, el quebrantamiento que da motiTO al recurso ha de 
consistir en que la sentencia no exprese clara y termmantemente 
oaáleB son los hechos «|ue m consideran probados ó resulte mani- 
fiesta contradieciqn entre éstos: 

Segundo. Constiderando : respecto al recurso por infracción 
d» ley^ que deelarado probado el hecho de que Pedro Mora y 
Ledón ocultó, y no que retuvo los libros y papeles de la "Vic- 
toria Company'^ y exponiendo el recurrente como concepto de 
la in&aeción del párrafo segundo del número noveno del ar- 
tículo quinientos eineuentinueve del Códieo Penal, que la sen- 
teneia extiende el preeepto de ese párrafo al simple caso de 
retención, lo cual im es exacto, resulta claro que dicho artículo 
no se ha infringido en el concepto alegado con motivo del re- 
eiíunso; 

FaUamas que debemos declarar y declaramos no haber 
logar al recurso de casación por quebrantamiento de forma y por 
infracción de ley interpuesto por Pedro Mora y Ledón^ al que 
condenamos en laa costas, y devuélvanse los autos á la Audiencia 
de Santa Clara con la certificación correspondiente. 

Así, por esta nuestra sentencia, que se publicará en la Oa^ 
ceta de la Habana y en la Colección á cargo de la Secretaría de 
Justicia, librándose al efecto las respectivas copias autorizadas. 
La. pronunciamos, mandamos y firmamos. — ^Antonio González de 
Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — Bafael Cruz Pérez. — José 
M. Oarcía Montes. — Eudaldo Tamayo. 



El M. F. y Juan Lazo t López contra Manuel Martínez t 
Martínez t Juan Tejbiro López. 

Auto Náai. 26. (Mario 16 de 1900). 

Recursos por quebrantamiento de forma é infracción de Ley w- 
terpvestos, respectivamente, por el acusador privado Juan 
Lazo yi López y el procesado Manuel Martínez contra la 
sentencia dictada por la Audieiida de la Habana en S dé 
Diciembre de 1899. 

FALSEDAD EN DOCUMENTO PUBLICO. 

Vo 68 admisible el recuTBo de casactto por ^pMbnurt»- 
miento de f onna, enando la otta de 1» Ley ee inoongraanla 
cen la iBÍxaeelén de vroeedlmimto eoftalada 6 inútil paa 
ntUixar el xecaxsob 



144 JURISPRUDENCIA PENAL 



Cuando la cita qne se hace del tltimo pexíodo del caso 
lo del Articulo 912 de la Ley Procesal, es inadecuada paz» 
autorizar él debate, se liace inadmisible el recurso. 

Est& mal interpuesto un recurso por infracción de ley» 
cuando se citan preceptos de ésta que son eztrafios á la cues- 
tión que se plantea. 

Cuando no se expresa el artículo de la ley que autorisa 
el recurso por quebrantamiento de forma, él cual se fund» 
en haber negado la Sala la lectura de ciertos documentos, 
con la manifestación de que se tendrían en cuenta, debe ser 
desestimado por ambos motivos, pues dicha negativa no 
constituye quebrantamiento. 

En el recurso por infracción de ley no basta citar la ley 
y el concepto en que ha sido infringida, sino que es preciso 
además explicar el concurso y concordancia de ambos ele- 
mentos, y cuando se invoque m&s de un fundamento, esta- 
blecerlos con la separación debida, de manera que en cada 
uno de ellos quede clara y distintamente definida la cues- 
tión Jurídica que se plantee. 

Primero. Resultando: que en causa criminal, instruida por 
los delitos de falsedad en documento público y estafa contra 
Manuel Martínez y Martínez y Juan Tejeiro López, procedente 
del Juzgado de Primera Instancia é Instrucción del distrito de 
Guadalupe de esta ciudad, la Sección primera de la Sala de lo 
Criminal de la Audiencia de la Habana dictó sentencia defini- 
tiva, en seis de Diciembre del año último, condenando al pri- 
mero de los referidos procesados como autor por participación 
directa y por inducción del delito de falsedad en documento 
público, previsto en el artículo 311 en relación con el número 
segundo del 310 del Código Penal, sin circunstancias modifica- 
tivas de ninguna especie, á las penas de ocho años y un día de 
presidio mayor y multa de diez mil pesetas, accesorias de doce 
años de inhabilitación absoluta temporal y sujeción á la vigi- 
lancia de la Autoridad durante ocho años y un día. empezados 
á contar desde el en que cumpla la condena de presidio y pago 
de la mitad de las costas procesales, y absolviendo al otro pro- 
cesado por no ser constitutivos de delito los hechos imputables 
al mismo: 

Segundo. Resultando: que durante la instrucción se ocu- 
paron varios testimonios de escrituras, que, conforme á certifi- 
cación obrante á fojas treinta y dos, del rollo de Audiencia, 
iFueron elevados á ésta, en concepto de piezas de convicción, al 
terminarse el sumario por el Juez; y que, durante la segunda 
sesión del juicio oral, habiendo el Presidente de la Sala, con 
ocasión de practicarse la prueba de peritos, manifestado al Fis- 
cal que indicase una firma indubitada de Lazo, y significado el 
Fiscal que ninguna recordaba, el acusador particular dijo ha- 
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ber uxa entre las piezas de convicción y dispuso el Presidente 
se pusiera de manifiesto, lo que no llegó á efectuarse porque, 
por más diligencias que hizo el Secretario en busca de tales pie- 
zas de convicción no las encontró, según se hizo constar en la 
correspondiente acta á petición del Fiscal y por orden del Pre- 
sidente, señalando entonces el acusador particular como también 
indubitada, otra firma obrante en el documento de fojas setenta 
y cinco del sumario y practicándose en seguida la prueba peri- 
cial, entre la cual consigna la propia acta el examen y cotejo 
de la indicada firma indubitada con los recibos de fojas 148 á 
152 d:^l sumario que forman parte de la prueba documental 
propuesta por la acusación particular y admitida por la Sala, 
info^ando dos de los tres peritos que todas las firmas están 
hecáas por la misma mano, pero omitiéndose en el acta el in- 
tortae del tercer perito con relación á dichos cinco documentos, 
á no ser éstos los que acaso por error de números se designan 
con^o obrantes de folios 141 á 152 y de las cuales informó el 
tercer perito en oposición con lo expresado por sus compañeros ; 
ain ijue en el acta de la sesión de referencia, ni en lugar otro 
algu&o de las actuaciones se haga constar ni aparezca de nin- 
guna? suerte que la acusación privada formulase, con motivo 
de la falta de las piezas de convicción, ni de la prueba pericial 
practicada en el juicio, reclamación, solicitud ni protesta de 
ninguna especie: 

Tercero, Resultando: que, en el trámite oportuno del jui- 
cio el acusador privado presentó escrito de calificación provi- 
sional fechado en doce de Julio de 1898 y ajustado á la forma 
¡jrevenida por el artículo 650 de la Ley de Enjuiciamiento, esta- 
bleciendo en el cuerpo del escrito las seis distintas conclusiones 
que tuvo por conveniente, y, después de promover prueba en los 
dos primeros otrosíes, continuó el escrito con un tercer otrosí 
redactado en los siguientes términos: ** Tercer otrosí. Digo: que 
á fojas setenta y cinco y setenta y cinco vuelta existe un do- 
cumento de puño, letra y firma de Miguel Lazo y López, y co- 
mo se presentaron los recibos de fojas 148 á la 152, para pro- 
bar que aquél era pobre, y no sé qué otras cosas más, llamo la 
atención de la Sala sobre ellos, por ser según dice D. Fermín 
González y Fernández, que los presentó, vecino de Cuba 91, de 
puñ(? y letra de Miguel Lazo y López ; y, á juzgar por las apa- 
riencias, se trata de cinco falsificaciones más, donde ya hay 
tantas, por lo que á la Sala suplico, se sirva tener por hecha la 
anterior manifestación á los efectos que procedan'': á cuyo 
tercer otrosí no recayó proveído alguno de la Sala, sin que de 
la5 actuaciones aparezca que el acusador privado haya poste- 
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nórmente promoyido ni manifeatado nada siia ocm relaja á 
la supuesta falsedad de los doeomentos 4 que alude el oHatoaí 

tTWKSTTftO: 

Cuarto. Resultando: que en el propio trámite da califie&- 
ción formuló la representación del procesado Martüiez, median- 
te escrito de cuatro de Marzo del año último, las conclusiones 
pirovisionales de su cargo, promoviendo por otrosí las pruebas 
que le interesaban y entre las cuales figura en primar término 
la documental, consistente en numerosos documentos que allí 
indica; cuyas pruebas, como tambi^ las propuestas á su vee 
por el otro procesado, i>or el Fiscal y por el acusador ppartica^ 
lar, fueron todas estimadas pertinentes y admitidas por 1$l Sala 
en auto de tres de Mayo del propio año 1899, sin que pom'jL- 
to se rechazase medio ni diligencia alguna probatoria de cwa- 
lo promovieron toda» las partes del juicio: 

Quinto. Resultando: que con posterioridad á la califieaeiÓB 
hecha por. la defensa del procesado Martínez, representó el pro- 
curador del mismo, significando que al tiempo de formara! la 
causa era dicho Martínez voluntario del quinto Batallón y/por 
entenderse comprendido en el indulto del Beal Decreto deídiem 
y seis de Diciembre anterior y no poder obtener el atestada qua 
asi lo acreditase, pidió á la Sala dispusiera que por el S/ereta- 
rio se librase comunicación á la Coronela de dicho Batalión 
para que se expidiese y remitiese la expresada certificación por 
donde se acreditase aquel particular, á cuya solicitud recayó la 
providencia de la Sala concebida así: ''Habana, Marzo once da 
*'1899. No existiendo en esta capital en la actualidad ninguna 
' 'Coronela de Voluntarios é ignorando esta Sala, cuál sea el 
'^funcionario á cuyo cargo se haUa legalmente el archivo de la 
"misma, no ha lugar á lo solicitado por el Procurador Juan 
"Mayorga en su anterior escrito"; después de lo cual el mis- 
mo procesado en escrito de primero de Julio, al que acompañó 
dos números de la Gaceta de la Habana y dos certificaciones 
que aparecía expedidas en 31 de Diciembre de 1898 por Cos- 
me Blanco Herrera, Coronel Primer Jefe del Quinto BataUón 
de Voluntarios Cazadores de la Habana, y legalizados por un 
Notario de esta Capital con fecha veinte y nueve de Ju^io de 
1899, expresivos, entre otros particulares, del ingreso de I Mar- 
tínez en dicho Batallón en el año de 1872 y de que en s)^ es* 
pediente personal no aparece orden alguna de baja é invoecd^"^ 
los Decretos del Gobernador y Capitán General de diez y seis 
y veinte y siete de Diciembre de 1898 y dei Gobernador Miír 
tar de 30 de Marzo de 1899 reprodujo su pretensión de indul- 
to, la cual declaró la Sala sin lugar en auto de Julio doce gvr 
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no haberse acreditado debidamente el carácter de Voluntario 
de Martínez conforme al artículo cuarto del Decreto de indulto 
de 30 de Marzo de 1899 ya citado, contra cuyo auto recurrió 
Martínez en súplica que también fué declarada sin lugar por 
no haber variado los fundamentos que se tuvieron en cuenta 
al dictar el auto recurrido; insistiendo más tarde el procesado 
en semejanite pretensión por medio de los escritos de 16 de 
Agosto y 23 y 26 de Octubre, que motivaron la providencia de 
Octubre 31, por la que se le mandó estar á lo resuelto, en razón 
á no. Jiaberse presentado otros documentos que los tenidos ya 
presentes; é insistiendo otra vez, en representación fecha diez 
de Noviembre, con súplica de que se sustanciase el artículo pre- 
vio ^fle indulto que expresamente proponía, á lo cual se declaró 
en '"Noviembre quince no haber lusrar en virtud de ser improce- 
dente la reproducción de un incidente ya desestimado y de no 
subsanarse el defecto que lo hizo desestimar anteriormente; y 
po^ último, durante la celebración del juicio oral, el defensor 
de Vste procesado, además de sostener como definitivas sus con- 
elusVones provisionales, alegó de nuevo la excepción de indulto, 
que *5olicitó fuese estimada, respecto de la cual dice la senten- 
cia recurrida, en d sexto de sus Consideraiidos : **que la excep- 
**cí6d^ de indulto tampoco puede prosperar en esta sentencia; 
**sin perjuicio que Manuel Martínez reproduzca en forma su 
** pretensión, pues según la orden de 30 de Marzo para iustifi- 
**car el carácter de voluntario á los efectos del indulto de diez 
**y seis de Diciembre de 1898, es indispensable que el procesa- 
**do presente su credencial ó una certificación expedida por el 
** funcionario español encardado hoy de los archivos de la sub- 
** inspección general de Voluntarios, con vista de esos archivos; 
*Vuyo documento no ha presentado aún D. Manuel Martínez.": 
Sexto. Resultando : que, según consta del acta de la sesión 
primera del juicio, cumplidos por el Secretario los deberes que 
le impone el artículo 701 de la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal, se procedió á la práctica de las pruebas, manifestando el 
Presidente que la prueba documental la tendría en cuenta la 
Sala. pero, si lo deseaba cualquiera de las pnrtes. se daría lec- 
tura á algún documento y conformes las partes renunciaron la 
^ecf^ra con m nn i f estación de que si más adelante deseaban a1- 
'^yin lectura se notificaría; é inmediatamente la defensa de 
^rartjnez solicitó se diese lectura á los documentos propuestos 
por su píjrte. deneis^ando la Sala la lectura de toda la prueba 
fl^>cumental de que se trata, en vista de que ello prolongaría 
inútilmente la sesión con una diligencia que no es leeral, reite- 
rjindo que tenílría en cuenta toda la prueba de esa clase, como 
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se había ya manifestado, y que autorizaría la lectura de'algún 
documento especial que se interesase; pero la defensa de Mar- 
tínez insistió y estableció protesta por la indefensión de su re- 
presentado, con lo cual terminó dicho incidente, que se consig- 
nó en acta por acuerdo de la Presidencia, admitiéndose á con- 
tinuación, á la propia defensa de Martínez, tres documentos que 
allí se especifican y se agregaron á las actuaciones, los cuales 
expuso la defensa que habían llegado á su poder y eran de im- 
portancia para su defendido, por lo que solicitaba su admisión, 
sin que á ella se opusieran el Fiscal ni la acusación privada: 

Séptimo, Resultando : que la sentencia mencionada contiene 
entre otros, los siguientes fundamentos : '^ 

** Primero. Resultando probado que temeroso D. M/^ruel 
Martínez de las consecuencias que sobre su fortuna pudiera, toaier 
ia causa que en el Juzgado de Slonserrate se seguía contra él *or 
falsificación y estafa y que terminó en catorce de Diciembre de 
1883, y la que por daño en U propiedad también se seguía con- 
tra él y que no terminó por sentencia hasta nueve de ^lar/-* de 
1891, habiéndose iniciado en diez de Abril de 1887 en el Ju;fiado 
de la Catedral, y teniendo además sus negocios embroUadosJy su- 
jetos á cuestiones como las que dieron origen á esta última Alausa, 
se propuso no conservar á nombre propio sus bienes sino vaspa- 
sfjrlos simuladamente á personas que le inspirasen confianza sufi- 
ciente y á este efecto traspasó á D. Miguel Lazo y I^ópez las casas 
siguientes : San Ignacio número diez conocida también por Tejadi- 
llo uno por escritura ante D. Antonio Armengol en veinte d-? 
Julio de 1888, Indio diez y Angeles treinta y nueve por escri- 
tura ante el mismo Notario de veinte y seis de Diciembre de 
1888, y un lote de tierra en que luego se fabricaron con dinero 
del mismo Martínez y siempre simuladamente á nombre de 
Lazo, las casas San Miguel dos<Mentos cincuenta y seis, dos- 
cientos cincuenta y ocho y doscientos sesenta y Espada treinta 
y tres y treinta y cinco por escritura ante el mismo Armengol 
en diez y ocho de Julio de 1884: 

Resultando probado: que todas estas ventas fueron simu- 
ladas y á pesar de ellas y de las escrituras en que se consigna- 
ron, las casas siguieron en realidad siendo de Martí nez( pues 
Lazo nunca se consideró dueño de bienes que sólo en co-n^Anza 
se supuso eran suyos y jamás abusó de la inusitada fe quyín 
él tuvo Martínez, que parece no se resguardó con ningñn ein- 
tradocumento sorprendiéndole la muerte de su honrado depen- 
diente y hombre de confianza D. Miguel Lazo y López sin ni- 
dios fáciles de probar lo fin<?ido de las ventas que si con m:Ii- 
cia. falto de previsión, otorgó ante el Notario Armengol: 
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Resultando: que no consta probado que ninguno de los 
contratos simulados de esta larga serie, haya causado perjuicio 
á terceras personas que puedan considerarse con acciones ó de- 
rechos legítimos contra D. Manuel Martínez y Martínez; 

Considerando: que aun cuando está perfectamente demos- 
trada la simulación no sólo de las escrituras á que se refiere la 
acusación privada, sino también de la que otorgó D. Manuel 
Martínez en favor de su dependiente D. Miguel Lazo no es po- 
sible calificar el delito de estafa que pena el artículo 561 del 
Código, pues el párrafo segundo del 562 que lo describe exige 
como condición inliegrante de él que la simulación sea en per- 
juicio de otro y tal perjuicio no se ha comprobado según se 
descara en esta sentencia; sin que pueda decirse perjudicado 
D, JfXBii Lazo y López, pues el perjuicio de que habla la ley 
ha de ser de derechos legítimos y el querellante en esta causa 
n-o puede sostener que le perjudique que Martínez recobre los 
bienes que le pertenecen y que sólo por una indelicadeza de su 
hombre de confianza D. Miguel Lazo ó por falta de medios para 
probar, a su muerte, la naturaleza verdadera de los contratos 
con 4 él celebrados hubiesen podido ir á enriquecer torticera- 
mente á los herederos del citado D. Miguel Lazo." — ^*' Noveno. 
Considerando: que donde no hay perjuicio valorizable no cabe 
declarar responsabilidad civil; 

Octavo. Resultando: que contra la referida sentencia de 
seis de Diciembre de 1899 notificada en catorce del mismo mes 
á los procuradores de las partes, interpusieron recurso de casa- 
ción por infracción de ley y por quebrantamiento de forma, 
con fecha diez y nueve, dicho procesado Manuel Martínez y 
Martínez y con fecha veinte el acusador particular Juan Lazo 
y Lóipez, sin haber, ninguno de ambos recurrentes, ni tampoco las 
otras partes de la causa, pedido aclaración de la sentencia : recur- 
sos de casación, los interpuestos, que fueron admitidos por la Sala ; 

Noveno. Resultando : que en el escrito por el cual el proce- 
sado Martínez interpuso los recursos mencionados se expresa 
que los autorizan los artículos ochocientos cuarenta y siete y 
novecientos diez de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, por 
tratarse de una sentencia definitiva comprendida en el artículo 
Mfy en la cual se incurre en los motivos de casación á que se 
h^ce referencia en los números primero, tercero, cuarto y sép- 
timo del artículo 849 y primero del 911 de la precitada Ley, y 
á continuación en párrafos separados y numerados, se citan, 
como preceptos legales infringidos por la sentencia recurrida, 
los siguientes: 

Primero. El artículo primero del Código Penal, infringí- 
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do por inaplicaeión, supuesto que no declaiándose en los hefehoB 
probados, por lo que respecta á D. Manuel M. Martínez, sino 
que éste se propuso otorgar una escritura falsa para recuperar 
sus bienes, gravemente comprometidos, dando comienzo 4 su 
propósito mediante el otorgamiento de un poder legitimo á fa- 
vor de D. José Arango y Martínez, es visto que tales hechos no 
constituyen delito ni falta de ninguna especie: 

Segundo. El artículo doce del Código Penal, en su nume- 
ro primero, infringido por aplicación indebida, toda vez que, 
declarándose en el octavo resultando que no ha podido coippro- 
barse quiénes fuesen los que pusieran las firmas de Lá«o y 
Arango en la escritura falsa, ni si efectivamente compai^ie- 
ron dos personas atribuyéndose falsamente esos nombres y Va- 
gañando al Notario, ó si todo el contenido de la escritura >8 
mentiroso ó supuesto, no es posible considerar k Martínez ante 
de la falsedad de dicho instrumento por participación directíí 

Tercero. El mismo artículo doce del Código Penal, en « 
número segundo, infringido también por indebida aplicaciói, 
supuesto que en los hechos probados no se determina preosa 
y categóricamente que Martínez haya inducido á nadie i la 
perpetración de la falsedad, limitándose el Tribunal sentencia- 
dor á apuntar meras hipótesis, ninguna de las cuales rdsnste 
los caracteres típicos de la inducción que para ser punible ne- 
cesita ser directa; no siendo lícito deducirla del estado de áni- 
mo del supuesto inductor, sino que es indispensable que conste 
demostrada por la existencia de actos que, admitidos por la Sa- 
la revistieran además alguna de las formas que constituyen la 
inducción directa de una persona á otra: 

Cuarto. El artkíulo octavo del Código Penal en su circuns- 
tancia undécima, infringido por inaplicación, supuesto que ad- 
mitiendo la Sala que la muerte de Miguel Lazo comprometió 
gravemente la fortuna de Martínez, creándole una situación 
alarmante, es indudable que los actos que éste realizara hasta 
poner á salvo sus bienes, hubieron de inspirarse en un miedo 
iuMi p o fji bl e, BRseiía ourpnr (pe el nal que discurriera para evi- 
tar el que le amenazaba: 

Quinto. El artículo noveno del Código Penal en su circím»- 
tancia primera para el evento de que no se admita el mo^f© 
anterior ; porque de todos modos la muerte de Lazo, á cuyo noifr . 
bre había colocado Martínez toda su fortuna, debió inspirar i 
éste un miedo que si no se estima insuperable siempre habría 
que reputarlo racional y legítimo y bastante para obscurecer 
la inteligencia del agente impulsando su voluntad por derrote 
ros que on otro caso no habría emprendido: 
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Sfexto. El artículo 312 del Código Penal, por inaplicacifin, 
en eombinaeión con el artículo primero del propio Código, por 
m no ee estimasen loa anteriores motivos de casación, pues de 
ios hechos que se declaran probados de la sentencia, lo más que 
podría deducirse contra D. Manuel Martínez es que ^e utilizó 
un documento público falso, á sabiendas de que lo era, aunque 
en todo caso sin ánimo de lucro, ya que los bienes que trataba 
de poner á buen recaudo con ese documento no habían salido 
jamás de su legítimo dominio: 

Séptimo. La regla quinta de la Orden de treinta de Marzo 
del afto 1899, en combinación con el Decreto de indulto conce- 
dido por el General Jiménez Castellanos á los individuos del 
extinguido Cuerpo de Voluntarios en diez y seis de Diciembre 
de 1898, supuesto que la Sala sostiene que no puede aplicarse 
dicho indulto sino mediante la presentación de la credencial "ori- 
ginal*', adjetivo que no aparece en el texto de la mencionada 
Orden y que crea una restricción caprichosa y arbitraria que 
no puede aceptarse en buenos términos jurídicos; y seguida- 
mctíte, con referencia al quebrantamiento de forma, se consig- 
na en dicho escrito de interposición que existe el comprendi- 
do en el número primero del artículo novecientos once de la 
Ley ^e Enjuiciamiento Criminal en relación con el artículo 
730 de la misma, supuesto que la Sala denegó en el acto del 
juicio oral la lectura de documentos pedida por la defensa de 
Martínez, la cual preparó el recurso de casación por medio de 
la correspondiente protesta que consta consignada en el acta 
de la primera sesión celebrada: 

Décimo, Resultando: que en el escrito por el cual el acu- 
sador particular Juan Lazo y López interpuso á su vez los ya 
indicados recursos por quebrantamiento de forma é infracción 
de ley, á que, según expone, le autorizan la Orden número 92 
del Gk)biemo Militar Interventor en sus artículos quinto y 
XLIV y los 849, 911 y 912 de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal, se manifiesta, con relación al primero de los dos recur- 
sos, que el recurrente lo funda en las razones sigaientes: 

'Primera. En el acto del juicio oral se vio que faltaban 
las piezas de convicción consistentes, entre otras, en los testi- 
momos de las cuatro escrituras ocupadas en casa de Manuel 
Maiainez y Martínez, el día que se inició el procedimiento, por 
laft cuales había adquirido los bienes de que se trata Migiieí La- 
lo y López, y á los que se refiere el primer resultando de la 
sentencia. Particular sobre el cual nada se resuelve y es de no- 
toria importancia á fin de venir al conocimiento de á quién yer- 
tebecía el dominio de los bienes objeto de esta causa, el día dos 
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d<3 Dctubre de 1890, fecha en que murió Miguel Lazo y Ii6pe¿: 

Segunda. Que no se resuelve sobre el particular propues- 
to en el tercer otrosí de mi escrito de conclusiones que trata de 
los cinco recibos falsos que figuran en los folios del 148 al 152 
de los autos; recibos que presentó Fermín Gtonzález, testigo 
que declaró á instancia de Manuel Martínez, con el propósito 
de justificar la insolvencia de Miguel Lazo y López y que en el 
acto del juicio oral fueron objeto de discusión, y afirmó uno de 
los peritos que eran de puño y letra distinta de la que como 
indubitada de Lazo y López se les puso de manifiesto : 

Tercera. La contradicción que aparece en el primerí^ resul- 
tando de la sentencia, por cuanto se supone que la razón qae 
movió á Manuel Martínez y Martínez para que simulara ven- 
der á Miguel Lazo y López los bienes que figuran en las eferi- 
turas de catorce de Diciembre de 1884, veinte de Mayo dé 187, 
veinte de Julio y veinte y seis de Diciembre de 1888, fué^i 
causa que contra el primero se siguió por falsificación y estfa 
en el Juzgado de Monserrate que terminó en catorce de Dicim- 
bre de 1883 ; puesto que si aquel procedimiento concluyó díJni- 
tivamente un año antes, no podía lógicamente pensando, seguir 
produciendo los efectos que á ese hecho atribuye el Tridanal 
sentenciador*'; cuyas tres distintas faltas procesales dice^el re- 
currente comprendidas, la primera y la segunda en el párrafo 
segundo del artículo 912, y la tercera en el último período del 
caso primero del propio artículo de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, expresando que no había sido posible pedir su sub- 
sanación por el período en que se cometieron ; y á continuación, 
contrayéndose al otro recurso por infracción de ley que en el 
mismo escrito se establece, dícese autorizado por el caso tercero 
del artículo 849 de la de Enjuiciamiento Criminal y se citan 
como infringidos: 

Primero. El artículo diez y seis del Código Penal, en 
cuanto se refiere á Manuel Martínez y Martínez que dice: **Toda 
persona responsable criminalmente de un delito ó falta lo ea 
también civilmente''. Por cuanto en esta sentencia sui generii 
se condena al procesado Martínez y Martínez, por el delito de 
falsificación de documento público á ocho años y un día di» pre- 
sidio mayor, al tenor de lo que dispone el artículo 311 íaisu 
relación con el trescientos diez del propio cuerpo legal y 1m 
accesorias de doce años de inhabilitación absoluta temporal/ 
sujeción á la vigilancia de la autoridad por otros ocho finos 1^ 
un día que empezarán á contarse cuando cumpla la condent 

(Segundo. Los artículos 119 y 120 del mismo Código, q^ 
dicen: '*La responsabilidad civil establecida en el capítulo •" 
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gundo, título segundo de este libro, comprende: Primero. La 
restitución: Segundo. La reparación del daño causado"; y el 
segundo: ''La restitución deberá hacerse de la misma cosa siem- 
pre que sea posible : 

Tercero. Y en cuanto á Juan Tejeiro y López, á quien 
absuelve la Sala, citó como infringido el artículo 561 del Códi- 
go Penal, por cuanto se declara probado que se fingió dueño de 
los inmuebles de que trata la escritura falsa de nueve de Di- 
ciembre de 1890, adquiridos simuladamente con el fin de que 
los bienes que legalmente pertenecían á la sucesión de Miguel 
Lazo y López, fueran á poder de la persona que indicaba Ma- 
nuel Martínez y Martínez: 

Undécimo, Resaltando: que personados ambos recurrentes 
ante este Tribxmal Supremo y abierto el término para instruc- 
ción, durante el curso de éste ha representado el Fiscal, impug- 
nando en forma los recursos expresados, por razón de los de- 
fectos que atribuye á los escritos de interposición y que enu- 
mera en los motivos que literalmente se transcriben, ¿ saber: 

Primero. Al pretenderse en el primer fundamento del re- 
eurso del acusador particular, que se ha quebrantado una for- 
ma esencial del juicio por no haberse resuelto nada acerca de 
la falta de ciertos testimonios de escritura ocupados como pie- 
zas de convicción, el recurrente plantea un problema que ade- 
más de ser distinto del á que se refiere el número segundo del 
artSeulo 912 de la Ley Procesal, cuya cita incongruente deja 
incumplido el precepto del número tercero del articulo quinto 
de la orden número 92, no puede tampoco debatirse en casación 
conforme al articulo 914 del Enjuiciamiento Criminal, por no 
haber Lazo reclamado en el acto del juicio la busca y presen- 
tación de los documentos, de referencia, ó pedido en su opor- 
tunidad aclaración de la sentencia, ó hecho en su caso la opor- 
tuna protesta: 

iSegundo. También es incongruente la invocaciMí del nú- 
mero segundo del mencionado artículo 912 para discutir la 
cuestión propuesta en el segundo motivo del expresado, pues, 
aparte de que el tercer otrosí del escrito de conclusiones provi- 
sionales mantenidas eomo definitivas, no contiene punto adguno 
relacionado con la acusación y se limita á una simple manifes- 
tación sobre supuesta falsedad de cinco recibos, es lo cierto, 
que esos fueron cotejados en la segunda sesión del juicio con 
letras indubitadas, reputadas auténticas por los peritos y teni- 
dos en cuenta al fallar el Tribunal, con lo cual se resolvió del 
modo y en la oportunidad conveniente la aludida pretensión 
del acusador, quien, por otra parte, si creyó que la sentencia 
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había omitido determinar sobre ese particular, debió utilizar 
el recurso del articulo ciento sesenta y uno de la Ley procesal, 
y al no verificarlo, no reclamó la subsanación de la pretendi- 
da falta y le es aplicable lo mandado en el artículo novecientos 
catorce del mismo cuerpo lega;l: 

Tercero. Además de ser notoriamente erróneo el tercer 
fundamento del mismo recurso, puesto que al no hacerse men- 
ción de la otra causa terminada en 1891 é iniciada en 1887, ni 
del embrollo de negocios á que se contrae el primer resultando 
del fallo, se atribuyen á la Sala declaraciones contrarias i las 
en realidad consignadas por la misma, la cuestión que se pre- 
tende discutir no encuentra autorización adecuada en el incon- 
gruente precepto final del número primero del artículo 912, to- 
da vez que sólo la manifiesta contradicción que no existe, entre 
los hechos declarados probados por el Tribunal a guo, produ- 
ciría el quebrantamiento de fonna alegado: 

Cuarto. En los motivos primero y segundo del recurso 
de casación por infracción de ley interpuesto por el Sr. Lazo, 
no se expresa el concepto en que hayan sido violados los artícu- 
los 16, 119 y 120 del Código Penal, ni se aceptan los hedws 
probados de la sentencia, según los cuales, los actos punibles 
realizados por Manuel Martínez no causaron perjuicio al in- 
dicado acusador particular q á otra persona alguna ; ni ^se 
pretende demostrar el error de derecho á que se refiere el nu- 
mero tercero del artículo ochocientos cuarenta y nueve, cuya 
cita es incongruente, para tratar de la responsabilidad civil de 
los procesados; ni por consiguiente, resultan cumplidos por el 
recurrente los requisitos terceros y cuartos de los artículos quin- 
to y séptimo de la Orden número 92: 

Quinto. Tampoco se ihan llenado esas formalidades en el 
tercer motivo del recurso expresado en el párrafo anterior, al 
no exponerse el concepto en que el fallo haya infringido el ar- 
tículo quinientos sesenta y uno del Código Penal y al omitirse 
la cita del número congruente del artículo ochocientos cuaren- 
ta y nueve de la Ley Procesal, pues, aunque quisiera entenderse 
que la mención del número tercero del mismo es común ¿ los 
tres fundamentos examinados en éste y el precedente apartado, 
con ella no cabe discutir el problema de no haberse penado co- 
mo delictuosos hechos que en efecto, lo sean : 

Sexto. Consistiendo el quebrantamiento de forma recla- 
mado por el Sr. Manuel Martínez, en que la Sala denegó en el 
acto del juicio la lectura de todos los documentos que con ante- 
rioridad se le habían admitido, la cita del número primero del 
artículo 911 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal es incon- 
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gruente para autorizar el debate de semejante cuestión, que eu 
nada se relaeiona con la denegación de pruebas pertinentes 
ofrecidas en tiempo y forma que afecta tan sólo á la manera 
de practicar la documental regulada por el articulo 726 de la 
Ley Procesal, y no por el setecientos treinta, como con eviden- 
te error da a entender el recurrente : 

Séptimo. Como á pesar de ser siete los motivos del recurso 
que por infracción de ley ha deducido Martines, el escrito de in- 
terposición cita únicamente cuatro números, los primero, tercero, 
cuarto y séptimo del articulo 849, sin relacionar cada uno de 
éstos con cada una de las cuestiones propuestas en aquélla, se 
haría menester, á los efectos de admitir, sustanciar y resolver 
la casación, una de dos, ó suponer que los preceptos menciona- 
dos se refieren por el orden correlativo en que se leen á los 
cuatro primeros motivos, en cuyo caso la discusión de los tres 
restantes no se apoya en precepto alguno del indicado articulo, 
6 examinar si el debate de cada uno de los siete problemas plan- 
teados encuentra autorización adecuada en alguno de los cua- 
tro números invocados; pero ambos procedimientos, además de 
conducir en algún caso á conclusiones arbitrarias y en pugna 
con el verdadero propósito no revelado de los interesados, im- 
plicarían la subsanación de las omisiones y deficiencias del re- 
currente y semejante trabajo no es lícito á un Tribunal, que 
como el Supremo no ejerce de oficio sus atribuciones, sino en 
las causas de pena de muerte, y cuya jurisdicción, por tanto, 
no puede requerirse con éxito cuando como en la presente oca- 
sión no se cumplen de un modo claro, preciso y que no dé lu- 
gar á confusión ó dudas los requisitos terceros y cuartos de 
ios artículos quinto y séptimo de la Orden número 92, con 
arreglo á los cuales, y en buena lógica, la obscuridad ó ambi- 
güedad en la cita del precepto que autorice el recurso debe 
equipararse á la omisión de esa formalidad, teniéndose como no 
consignados con la separación exigida, aquellos fundamentos 
en que no se mencione en concreto algún error de derecho com- 
prendido en los diversos casos del artículo 849 de la Ley Pro- 
cesal: 

Octavo. Mas aun prescindiendo de este motivo general 
de inadmisibilidad total del recurso por infracción de ley in- 
terpuesto por Martínez, siempre debió rechazarse de plano el 
primer fundamento en que descansa, toda vez que al omitir la 
indicación de la Ley x>enal violada por la aplicación indebida, 
dejó de consignarse uno de los. datos, sin el cual, no es posible 
estudiar ni resolver, si con efecto, los hechos probados no cons- 
tituyen el delito penado en la sentencia, cuya casación no po- 
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dría decretarse, sino previa esa declaratoria, y se faltó en con- 
secuencia ¿ la precisión y claridad con que procede alegar las 
infracciones legales y su concepto, según los números cuartos 
de los artículos quinto y séptimo de la referida Orden: 

Novelo. Aceptando que el número cuarto del artículo 849 
citado por Martínez en tercer lugar, y no el número terce- 
ro del mismo artículo mencionado del segundo término, sea el 
precepto que autorice a debatir el segundo motivo del recurso 
que viene estudiándose desde los dos párrafos anteriores y se- 
guirá siendo objeto de los sucesivos, también era de denegarse 
la admisión en cuanto á ese fundamento, ya que no ha queda- 
do citada con precisión y claridad la infracción legal y su con- 
cepto, al estimarse como indebidamente aplicado en la senten- 
cia, el número primero del artículo doce del Código Penal, 
pues no pudiendo Martínez negar su intervención declarada 
probada, en los hechos perseguidos, estaba obligado, para de- 
mostrar el error del mencionado número cuarto del artículo 
849, á afirmar si debió calificársele de cómplice ó de encubri- 
dor, y por ende á invocar como violado alguno de los artículos 
13 y 14 del Código, y aun el 12 en su número tercero, dado 
que aunque el recurrente pretende no estar comprendido, ni 
en el número primero ni en el segundo, pudiera estarlo en di- 
cho tercero: 

Décimo. Por Ízales razones á las expuestas en el párra- 
fo anterior, es inadmisible el debate en casación de la infracción 
del número segundo del artículo doce del Código, alegada en el 
tercer fundamento del recurso: 

Undécimo. Admitiendo que el número primero del artícu- 
lo 849 invocado en primer término por Martínez y no el nú- 
mero séptimo de dic^o artículo citado en cuarto lugar, sea el 
precepto que autorice á discutir la cuarta cuestión del reeorso, 
tampoco cabe abrir debate sobre la misma, desde el momento 
en que no alegándose la exención de responsabilidad criminal 
por miedo insuperable de un modo subsidiario y para el caso 
de que no prosperasen los tres precedentes motivos, se plantea 
el problema notoriamente erróneo de estimarse exenta de dicha 
responsabilidad á persona que no haya tenido participación en 
hechos no constitutivos de delito: 

Duodécimo. Cuanto al quinto motivo del propio recurso, 
no se ha cumplido el tercer requisito del artículo quinto de la 
orden número 92 y falta la tercera de las circunstancias de ad- 
misibilidad prescritas en el séptimo, ya que ninguno de los ci* 
tados números primero, tercero, cuarto y séptimo del artículo 
849 de la Ley de trámites es congruente, ni autoriza á debatir 
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la concurrencia de las circunstancias atenuantes del número 
primero del artículo noveno del Código, cuya infracción y con- 
cepto de la misma no se han alegado con precisión y claridad 
al omitirse la mención del caso correlativo del precedente ar- 
ticulo octavo: 

Decimotercero. 18ux>oniendo que el número tercero del ar- 
tículo 849 mencionado en segundo lugar por Martínez, defba co- 
rresponder al sexto fundamento, también adolece éste de fal- 
ta de precisión y claridad respecto de la infracción reclamada 
y de su concepto, ya que el artículo 312 del Código, que se esti- 
ma violado por falta de aplicación, debió relacionarse, no con 
el artículo primero, sino con el otro artículo que se juzgase in- 
debidamente aplicado en la sentencia para calificar y penar el 
delito imputado al recurrente, omisión, que impediría en su 
oportunidad la casación del fallo recurrido, por cuanto á la de- 
claratoria de falta de aplicación ha de preceder lógicamente la 
de indebida aplicación: 

Decimocuarto. Dado que el número séptimo del artículo 
849, á pesar de citarse en cuarto lugar, sirva de apoyo al sépti- 
mo motivo del recurso cuya admisión se viene impugnando, pre- 
cisa convenir en que no cabe discutir en casación, con la cita de 
aquel precepto á todas luces incongruente, una cuestión distin- 
ta de la que á dicho número séptimo se contrae, por cuanto, 
prescindiendo de que contra lo a&rmado por Martínez, la Sala 
de la Audiencia no ha usado el adjetivo ''original" al referirse 
á la presentación de la credencial, la sentencia no declara proba- 
do que aquel procesado fuese ó no voluntario, ni ha desestima- 
do por motivo alguno de fondo, la excepción de indulto repro- 
ducida en el juicio, sino que, estimando no justificado en for- 
ma aquel carácter, ha dejado de aplicar la gracia, reservando 
al interesado su derecho á solicitarla de nuevo con arreglo á la 
orden de treinta de Marzo del año último"; cuestión previa la 
propuesta por el Fiscal que se ha sustanciado con arreglo á la 
ley, celebrándose en doce y trece del actual la correspondiente 
vista con asistencia del representante del Ministerio público y 
de los abogados de ambas partes recurrentes, que informaron 
sosteniendo aquél su impugnación y los otros la admisibilidad 
de los recursos respectivos: 

Primero. Considerara: en cuanto al recurso de casación 
por quebrantamiento de forma interpuesto por el acusador pri- 
vado Juan Lazo y López, que la falta aducida como razón pri- 
mera del recurso, consistente en no haberse llevado al acto del 
juicio oral ciertos testimonios de escrituras ocupados como pie- 
zas de convicción ó en no resolver nada la sentencia sobre tal 
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particular, no está, según lo pretende el recurrente, compren- 
dida en el número segundo del articulo novecientos doce de la 
Ley de Enjuiciamiento, contraído al caso de no decidirse cual- 
quier punto que haya sido objeto de la discusión y la defensa, y 
cuya cita, por tanto, es incongruente con la infracción de proce- 
dimiento señalada, é inútil para autorizar en esta parte aquel 
recurso, que, en consecuencia carece del requisito preceptuado 
en el número tercero del artículo quinto áe la orden del (Goberna- 
dor 'Militar, número 92 del año último; sin que, dada la pres- 
cripción que encierra el número quinto del articulo séptimo de 
la propia orden, en armonía con el artículo 914 de la citada 
Ley de Enjuiciamiento, pueda aceptarse como eficaz al efecto 
de la admisión de este recurso, la manifestación hecha por el 
recurrente de no haber sido posible pedir la subsanación de di- 
cha falta por el período en que se cometió, pues lo cierto es 
que pudiendo hacerlo, no pidió en el mismo acto del juicio oral 
la busca y presentación de los testimonios aludidos, ni formuló 
protesta alguna, ni solicitó en su oportunidad que se aclarase 
la sentencia para suplir las omisiones en que á su juicio há- 
blese incurrido el Tribunal sentenciador: 

Segundo. Considerando -. que idénticos defectos á los ya 
enunciados en el fundamento que antecede se observan en cuan- 
to á la alegada como razón segunda del recurso, pues, limitado 
el primer otrosí del escrito de conclusiones provisionales de es- 
ta parte mantenidas luego como definitivas, á una simple mani- 
festación sobre supuesta falsedad de cinco recibos agregados al 
sumario, claro está que no contiene punto alguno que haya sido 
objeto de la acusación, ya formulada en el cuerpo del aludido 
escrito mediante las seis distintas conclusiones que establece; y 
aun sin contar que en la segunda sesión del juicio fueron aque- 
llos documentos cotejados con letras indubitadas y reputadas 
auténticas por los peritos, y al fallar tenidos en cuenta por la 
Sala como parte de la prueba documental propuesta y admiti- 
da, es evidente que si alguna falta procesal se hubiese podido 
cometer con relación á tales recibos no es la prevista en el nú- 
mero segundo del artículo 912 que se invoca, ni si lo fuera, po- 
dría reclamarse en casación, no habiéndose reclamado con an- 
terioridad, como no se reclamó, según podía hacerse, por medio 
del recurso concedido en el artículo 161 de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal: 

Tercero, Considerando : que la cita que se hace en el escri- 
to de interposición, del último período del caso primero del ar- 
tículo 912 de la expresada Ley de Enjuiciamiento Criminal, al 
exponer la razón tercera del recurso por quebrantamiento de 
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forma, es inadecuada para antorizar el debate que suacita el 
recurrente, quien en realidad no marca contradicción alguna 
entre dos ó más hechos de los que se declaran probados, y si tan 
sólo impugna él valor lógico de la declaración sentada por la 
Sala en cuanto al hedió único de obrar el procesado por temor 
á las consecuencias que en sus bienes pudiese producir la causa 
seguida contra el mismo en el Juzgado de Monserrate; para lo 
cual, por otra parte, omite el recurrente toda indicación á otras 
diversas circunstancias que, en unión de la expresada, refiere 
la sentencia haber contribuido al temor y consiguiente propósi- 
to del procesado, como son, otra causa que también se seguía 
en él Juzgado de Catedral contra él, y el tener embrollados sus 
negocios y sujetos a cuestiones como las que dieron origen á 
esta última causa, incurriendo con tal silencio el recurrente en 
la inexactitud que se le imputa por el Ministerio fiscal, bastan- 
te por sí sola para que sea inadmisible en este extremo el re- 
curso establecido: 

Cuarto. Considerando: en cuanto al recurso por infracción 
de ley igualmente establecido por el acusador privado, que el 
único precepto de la de Enjuiciamiento Criminal que se 
invoca al objeto de fundar este recurso, ó sea éí número ter- 
cero del artículo 849 de la referida ley, atañe solamente al 
error de derecho que se haya cometido calificando los hechos 
probados como constitutivos de un delito ó falta diferente del 
delito ó falta que ellos constituyan, cuestión extraña por com- 
pleto á cuantas pueden derivarse de las infracciones que el re- 
currente alega, relativas las de los artículos 16, 119 y 120 del 
Código Penal, á la materia de responsabilidad civil, y la del ar- 
tículo 561 del mismo Código encaminada directamente á soste- 
. ner que son delictuosos y debieron penarse los actos del proce- 
sado Juan Tejeiro y López, á quien la Sala ha absuelto por es- 
timar aquéUos no constitutivos de delito; por lo cual está mal 
interpuesto este recurso, en el que falta la formalidad prescri- 
ta por el número tercero del artículo quinto de la Orden número 
92 del año próximo pasado, y no debió admitirse en observan- 
cia de lo dispuesto por el artículo once con relación al número 
tercero del artículo siete de aquélla: 

Quinto. Considerando: en cuanto al recurso por quebran- 
tamiento de forma establecido por el procesado Martínez, que 
la denegación por la Sala, en el acto del juicio oral, de la lec- 
tura de documentos comprendidos entre la prueba de esta clase 
oportunamente propuesta y admitida, reiterando la Sala al de- 
negar dicha lectura su anterior declaración de que tendría en 
cuenta la prueba documental, no constituye la falta de proce- 
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dimiento señalada en el número primero del artículo 911 de la 
Ley de Enjuiciamiento, único que á este respecto invoca el re- 
currente y que se contrae al preciso caso de no admitirse prue- 
ba pertinente ó de no practicarse prueba ya admitida, produ- 
ciéndose asi la indefensión, caso muy distinto del presentado en 
el recurso con referencia ¿ la forma ó modo de practicarse la 
prueba documental, regulada por el artículo 726 y no como se 
dice erróneamente por el 730 de la Ley de Enjuiciamiento men- 
cionada, siendo la consecuencia de lo expuesto que el recurren- 
te no ha mencionado precepto legal alguno que autorice su re- 
curso, infringiendo de esta suerte el ya citado número tercero 
del artículo quinto de la Orden número 92 de 1899, cuyo senti- 
do se confirma por el también citado número tercero del artícu- 
lo séptimo de la misma Orden: 

Sexto. Considerando: en cuanto al recurso por infracción 
de 1^, igualmente interpuesto por dicho procesado, que para 
fundar un recurso de esta índole es indispensable señalar pre- 
cisa y claramente alguna ley, diciendo la infringida en deter- 
minado concepto también claro y preciso y relacionando ade- 
más expresamente la infracción alegada con alguno de los ca- 
sos concretos en que cabe solicitar la casación, de lo cual se des- 
prende que el motivo ó fundamento del recurso no lo constitu- 
ye la sola cita del precepto legal que lo autorice, ni tampoco la 
mera mención de la ley infringida y del concepto en que lo hu- 
biere sido, sino el concurso y concordancia de ambos elementos, 
de tal suerte que sólo puede considerarse el recurso bien fun- 
dado cuando aparezca con toda precisión y claridad consigna- 
do en el escrito de interposición un error de derecho realmente 
comprendido en el número y artículo procesales que se invo- 
quen, y se hace por tanto necesario en el caso de aducirse más . 
de un fundamento, establecer entre los que se aduzcan la sepa- 
ración debida, en términos que distintamente y sin confusión 
posible quede respecto de cada uno de eUos fijada y manifiesta 
en la misma letra del escrito la relación del problema jurídico 
planteado con el texto legal en que se apoye, mostrándose asi 
conjuntamente la verdadera naturaleza y la virtualidad legal 
de cada una infracción atribuida; requisito éste, á la par que 
reclamado por la lógica, impuesto por la Orden del Gobernador 
Militar, número 92 del año último, en los números tercero y 
cuarto del artículo quinto, que no ha cumplido el recurrente, 
puesto que en un solo párrafo, relativo á este recurso por in- 
fracción de ley y al otro por quebrantamiento de forma que al 
propio tiempo establecía, invoca confundidos los números pri- 
mero, tercero, cuarto y séptimo del artículo 849 y primero del 
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911 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, pasando luego y 
separadamente en siete párrafos distintos á señalar otras tan- 
tas infraeciones, pero omitiendo toda referencia de estas in- 
fracciones á los preceptos antes invocados, sin que la indeter- 
minación y ambigrüedad de tal defecto resultantes, no atenua- 
das siquiera por indicación alguna más ó menos hábil para su- 
plir en cualquier grado la falta de expresión concreta y cate- 
górica, haya debido desatenderse por el Tribunal sentenciador, 
conforme al articulo séptimo de la Orden referida, ni pueda 
subsanarse por virtud de la admisión mal acordada, toda vez 
que tanto para la admisión, como para la sustanciación y deci- 
sión del recurso, se haría menester según expone la impugna- 
ción Fiscal, ora la hipótesis de que los preceptos invocados se 
refieren por el orden correlativo en que se citan á las cuatro 
infracciones alegadas en primer lugar, en cuyo caso las tres si- 
guientes infracciones no se apoyan en precepto alguno, bien la 
manifestación y esclarecimiento de la correspondencia que pu- 
diese haber entre las supuestas infracciones y los preceptos in- 
vocados, procedimientos uno y otro notoriamente propensos á 
conclusiones arbitrarías y acaso opuestas al verdadero propósito 
no revelado de la parte recurrente, á la vez que ilícitos por con- 
traríos á la ley que no permite á los Tribunales enmendar ni 
suplir de oficio las equivocaciones ó deficiencias del recurso, en 
interés de quien está obligado á interponerlo estrictamente en 
la forma oMenada para el caso: 

Séptimo. Considerando: que las razones apuntadas en los 
que preceden abarcan todos los fundamentos de ambos recursos 
por quebrantamiento de forma y por infracción de ley estable- 
cidos por el acusador particular y por el procesado Martínez, 
lo que hace innecesario examinar los demás reparos opuestos 
por el Ministerío Público á la admisión de aquéllas, pues, aun- 
que fuese improcedente la impugnación basada en los motivos 
que no se examinan, no por eUo quedaría este Tríbunal dispen- 
sado de cumplir la prescrípción de los números segundo y ter- 
eero del artículo 34 de la tantas veces mencionada Orden nú- 
mero 92 del año último, según los cuales se dictará auto decla- 
rando el recurso de casación mal admitido cuando al interpo- 
nerlo no se hayan observado las disposiciones del artículo quin- 
to, ó no concurran en el interpuesto las circunstancias que pa- 
ra que sea admisible requiere el artículo séptimo de la misma 
Orden; 

Se declaran mal admitidos los recursos por quebranta- 
miento de forma y por infracción de ley interpuestos por el 
acusador particular Juan Lazo y López y el procesado Manuel 
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Martínez y Martínez contra la sentencia dictada en esta cansa 
por la Sección Primera de la Sala de lo Oriminal de la An- 
diencia de la Habana con fecha seis de Diciembre del año pró- 
ximo pasado, sin especial condenación de costas: y comnníqne- 
se esta resolución á la expresada Audiencia, con devolución de 
las actuaciones remitidas ¿ este Tribunal. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico. — Antonio González de Mendoza. — ^Rafael Cruz Pé- 
rez. — Eudaldo Tamayo.— José M. Oarcía Montes. — Octavio Gi- 
berga. — ^Ante mí.— Süverio Castro. 



ff 



El M. F. contra José Avila Acuña (a) *'El Sordito 

AntoNúm. 26. (Marzo 16 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por José Avüa contra 
la sentencia dictada por la Audiencia de Puerto Príncipe en 
19 de Octubre de 1899. 

BOBO Y AMENAZAS. 

No Uanaado el escilto presentado por el procesado al 
interponer el recnrso, los requisitos qne exige la Orden 92 
sobre casación para ser admitido, y presentado nnevamenfee 
con todos esos requisitos, después de transcurridos los cinco 
dias que concede la Ley, para su interposlcián, no debe ser 
admitido; y el letrado que dé lugar & ésta resolucién por ne- 
gligencia, debe ser corregido disciplinariamente. 

Primero. Resultando: que en cansa criminal instruida por 
el Juzgado de la ciudad de Puerto Príncipe, contra José Avila 
Acuña (a) el Sordito, por los delitos de robo y amenazas, falló 
la Audiencia, en diez y nueve de Octubre último, condenando 
al referido procesado, como autor por participación directa de 
ambos delitos, ejecutados con la circunstancia agravante de 
nocturnidad, á las penas de seis años, diez meses y un día de 
presidio mayor y cuatro meses y un día de arresto mayor, res- 
pectivamente, como también á determinadas accesorias é indem- 
nización y al pago de las costas ; cuya sentencia, según las notas 
comprendidas en la certificación elevada á este Supremo Tribu- 
nal, fué notificada el propio día de su fecha al Ministerio Fis- 
cal y á un procurador Hernández, sin que la diligencia de no- 
tificación exprese á quien representaba el último, pero sin duda 
representando al procesado, no obstante que en el encabeza- 
miento de la sentencia se consigna que en nombre y represen- 
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tación de éste era parte en la causa el procurador Francisco 
del Pino: 

Segundo, Resultando: que el procesado, por un escrito fe- 
chado en veinte y cinco del propio mes de Octubre y sin firma 
de procurador, ni de abogado, manifestó á la Saía no estar 
conforme con la pena impuesta, que estimaba excesiva, y pidió 
se elevase la causa á mayor tribunal, á lo que proveyó la Au- 
diencia con fecha veinte y siete, como sig^ae: ''Por presentada 
en tiempo la anterior instancia. Entregúese al abogado defen- 
sor para lo que proceda", después de lo cual, por un escrito 
fechado el cinco de Noviembre, y presentado el siguiente día, 
autorizado por el Letrado Luis Vilardell y el procurador Gre- 
gorio Hernández Biverón, en representación el segundo del 
procesado Avila, se interpuso, contra la sentencia referida, re- 
curso de casación por infracción de ley, consignándose entre 
otros particulares que con fecha veinte y uno del pasado mes 
de Octubre se había notificado la sentencia á dicha parte, y 
que el procesado hizo oportunamente uso de su derecho para 
interponer recurso de casación, dictándose entonces por la Au- 
diencia, con fecha nueve del citado Noviembre, un auto en cu- 
yos Resultandos se consigna que la sentencia fué notificada al 
Ministerio Fiscal y procurador del procesado, así como á éste, 
el día veinte y uno de Octubre; se expresan las diligencias re- 
lativas á la gestión practicada por el procesado mismo y se ha- 
ce mérito del escrito presentado por el procurador Gregorio 
Hernández Riverón, en representación del procesado y en el 
cual el Letrado defensor, formalizando la pretensión de éste, in- 
terpuso el recurso de casación por infracción de ley; recurso 
que, estimándolo la Audiencia, según expone en el Consideran- 
do de su auto, interpuesto dentro del término legal por el proce- 
sado y fofrmalizado por bu Letrado def^isor, fué admitido por 
dicho auto de nueve de Noviembre: 

Tercero. Resultando: que designado de oficio el Ldo. Beoi 
y Ramos para representar y defender al. recurrente y abierto el 
término para instrucción, el Fiscal ha impugnado por impro- 
cedente la admisión acordada por la Audiencia, fundándose en 
la ineficacia del escrito presentado por el procesado y en ha- 
berse presentado fuera del término legal el otro en que real- 
mente se estableció el recurso: cuestión previa que ha sido ob- 
jeto de la vista celebrada en el día de ayer y en la que ha in- 
formado el Fiscal, sin que haya asistido ni excusado su falta 
di* asistencia el representante y defensor del procesado: 

Primero, Considerando: que el escrito presentado por el 
procesado dentro del término para recurrir en casación, sobre 
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carecer de firma de Lfetrado, no llena ninguno de los requisitos 
prevenidos en el articulo V de la Orden del Gobernador Mili- 
tar de esta Isla número noventa y dos del año último, ni si- 
quiera, sea cual fuere la intención con que se presentara, con- 
signase en su texto el preciso propósito de interponer recurso 
de casación por infraceión de ley ó por quebrantamiento de 
forma; mientras el escrito posterior, presentado en seis de No- 
viembre por el procurador del procesado con la firma del Le- 
trado defensor del mismo, interponiendo en realidad el recur- 
so por infracción de ley, hasta entonces todavía no interpuesto, 
contra la sentencia dictada en diez y nueve del anterior Octu- 
bre, ajústese ó no á todas las formalidades exigidas por el ar- 
ticulo V ya citado, se presentó fuera del término que fija el 
articulo tercero, ya se hubiese realizado la notificación de la 
sentencia con fecha diez y nueve, ó bien con fecha veinte y 
uno y cuando, en ambos casos, según lo dispuesto por el pro- 
pio artículo, había quedado de derecho firme la sentencia; en 
cuya virtud el Tribunal sentenciador, conforme á lo que orde- 
na el artículo XI en relación con el Vil de la expresada orden, 
no debió tener por interpuesto ni admitir el recurso de que vie- 
ne tratándose: 

Segundo. Considerando: que el número segundo del ar- 
ticulo XXYIII de la orden mencionada autoriza á los no recu- 
rrentes á impugnar la admisión del recurso, si entendieren que 
no debió admitirse; y los números primero, segundo y tercero 
del uUculo XXXIV preceptúan que se dictará auto declarán- 
dolo mal admitido, cuando se hubiere interpuesto fuera del tér- 
mino legal, ó cuando al interponerlo no se hayan cumplido los 
preceptos del artículo V, como también cuando no concurrieren 
las circunstancias que para que sea admisible establece el ar- 
tículo VII: 

Tercero. Considerando: que, según el artículo trescientos 
cincuenta y cinco de la Compilación de las disposiciones orgá- 
nicas de la Administración de Justicia, cuando el Letrado que 
faltare á la defensa en causa criminal, sin justa causa, hubiese 
sido nombí^do de oficio, será corregido disciplinariamente; 

Se declara mal admitido el recurso de casación interpues- 
to en esta causa contra la sentencia dictada en diez y nueve 
de Octubre último por la Audiencia de Puerto Príncipe, sia 
especial condenación de costas: comuniqúese esta resolución á 
dicha Audiencia, para lo que sea procedente, recomendándole 
que cuide de evitar toda omisión, equivocación ó confusión en 
las certificaciones que deba remitir á este Tribunal con motivo 
de los recursos que se interpusieren ante ella; y se advierte al 
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Ldo. Lorenzo Beci y Ramos, que en lo futuro cumpla con exac- 
titud las obligaciones profesionales de su cargo, haciéndose sa* 
ber oportunamente al Decano del Colegio de Abogados de esta 
capital, en observancia del artículo cuatrocientos cincuenta y 
siete de la Ley de Enjuiciamiento Civil, la corrección discipli- 
naria que se ha impuesto. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico. — Antonio González de Mendoza. — 'Pedro Qon- 
zález Llórente. — Rafael Cruz Pérez.— José M. García Montes. — 
Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — 
Ante mí. — Silverio Castro. 



Clekente Díaz contra Manuela Fernández Mederos. 

AutoNúm. 27. (Marzo 17 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Clemente Díaz 
contra el auto de la Audiencia de la Habana de 23 de No- 
viembre de 1899, 

LESIONES POS IMPRUDENCIA TEMERARIA. 

Ko gualda la debida congruencia la cita del caso 2p del 
Artíciüo 862 de la Ley Procesal, en ielaci6n con el número 4.» 
del 848, qne se refiere al caso de estar exento de regponsa- 
bilidad el procesado, y, por tanto, tratándose de otro caso, 
hay que estimar que no se ha citado el precepto legal que au- 
toriza el recurso. 

Resultando i que en causa seguida contra Manuela Fernán- 
dez Mederos por lesiones, por imprudencia temeraria, á virtud 
de querella establecida por Clemente Díaz, la Sección primera 
de la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana, dictó 
auto en veinte y tres de Noviembre de mil ochocientos noventa 
y nueve, sobreseyendo libremente en dicha causa por no consti- 
tuir delito el hecho que dio origen á ella, contra cuyo auto in- 
terpuso el querellante recurso de casación por infracción de 
ley, citando como precepto legal que autoriza el recurso el caso 
cuarto del artículo ochocientos cuarenta y ocho en relación 
con erl segundo del ochocientos cincuenta y dos de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal vigente, y como infringidos los artícu- 
los cuatrocientos veinte y nueve, número cuarto en relación con 
el quinientos noventa y dos del Código Penal, toda vez que los 
hechos que originan esta causa constituyen un delito de lesio- 
nes por imprudencia temeraria: 



166 JURISPRUDENCIA PENAL 

Resultando: que admitido el recurso por la Audiencia y 
personado el recurrente por medio de su representante Antonio 
Pereira, en este Tribunal Supremo, abierta la sustanciación, el 
Ministerio Fiscal, impugnó, en el tr&mite correspondiente, la 
admisión del recurso, solicitando que se declarara mal admiti- 
do, porque al no invocar Clemente Díaz, como fundamento de 
la casación establecida, el primero de los casos que contiene el 
articulo ochocientos cincuenta y dos de la Ley de Enjuiciamien- 
to Criminal, ha dejado incumplido el precepto del número ter- 
cero del artículo quinto de la Orden número noventa y dos, 
toda vez que pretendiendo discutir y demostrar que los hechos 
relacionados en el auto de sobreseimiento libre recurrido, cons- 
tituyen un delito de lesiones del número cuarto del articulo 
cuatrocientos veinte y nueve del Código, ejecutado por impru- 
dencia temeraria, citó, sin embargo, con notoria incongruencia, 
el caso segundo del expresado articulo ochocientos cincuenta y 
dos que sólo autoriza á debatir acerca de las infracciones de ley 
cometidas por declararse indebidamente exento de responsabili- 
dad criminal á algún procesado, cuyo último problema es en 
absoluto, distinto del planteado en el recurso, el cual, por con- 
siguiente, carece también de la tercera de las circunstancias que 
para que fuese admisible establece el artículo séptimo de La re- 
ferida Orden de veinte y seis de Junio del año pasado : 

Resultando: que sustanciada esta cuestión previa, se cele- 
bró la vista el día catorce del mes actual con asistencia de las 
partes, sosteniendo la impugnación el Ministerio Fiscal y el 
abogado de la no recurrente, y oponiéndose á eUa la represen- 
tación de Clemente Díaz que solicitó se declarase sin lugar, y, 
en su consecuencia, bien admitido el recurso interpuesto: 

Considerando: que Clemente Díaz ha fundado su recurso 
en el caso segundo del artículo ochocientos cincuenta y dos de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal en su relación con el caso 
cuarto del ochocientos cuarenta y ocho, cuya última cita es só- 
lo pertinente cuando se recurre en casación contra un auto de 
sobreseimiento que se base en estar exento de responsabilidad 
criminal el procesado; problema jurídico distinto del que plan- 
tea el recurrente, pretendiendo demostrar que los hechos rela- 
cionados en el auto recurrido son constitutivos de delito: 

Considerando: según lo expuesto, que la cita del precepto 
legal que autoriza el recurso hecha por el que lo interpone no guar- 
da la debida congruencia con la cuestión que en el mismo se 
plantea; por razón de lo cual el recurrente no ha citado el pre- 
cepto legal que autoriza su recurso, faltando así á lo que dispo- 
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ne el inciso tercero del artículo quinto de la Orden número no- 
venta y dos del Gobernador Militar de esta Isla; 

8e declara mal admitido el recurso de casación por in- 
fracción de ley establecido por Clemente Díaz contra el auto 
de sobi^eseimiento libre dictado por la Sección Primera de la 
Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana en veinte y 
tres de Noviembre de mil ochocientos noventa y nueve, en ia 
causa seguida contra Manuela Fernández Mederos, sin especial 
condenación de costas. 

Comuniqúese este auto por copia certificada á la referida 
Audiencia para lo que proceda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen de que 
certifico. — Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Inó- 
rente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — Ángel C. Betancourt.— Octavio Giberga. — Ante mí. 
— Silverio Castro. 



Cbusellas Rodríguez y C», Cuervo y C* y Mr. Max Straus 
oontra o'connor holmer y c* 

Auto Núm. 28. (Marso 17 de 1900). 

Recurso de queja interpuesto por CruséUas Rodríguez y C.% 
Cuervo y C* y Max Straus contra el auto de la Audiencia 
de la Habana de 9 de Febrero de 1900. 

SÜSTRAOOION DE ENVASES. 

No ezpiesándoee en él escrito de InteipoBlclón la fecha 
de la última notiflcadón, se falta al requisito del número lo 
del Articulo 6o de la Orden 92 sobre casación y es inadmisi- 
ble él xecnxso. 

Resultando: xpie en la causa por sustracción de envases de 
agaas gaseosas, ocupados en la casa de O'Connor Holmer y 
Oo., la Sección Primera de la Sala de lo Criminal de la Audien- 
cia de esta ciudad dictó auto el día treinta de Enero último 
sobreseyendo libremente con las costas de oficio, por entender 
que no constituían delito los hechos que dieron motivo á la 
formación de la causa, y que aun existiendo querellante parti- 
cular le era lícito acordar esa resolución: 

Resultando: que contra dicho auto interpuso recurso de 
casación el representante de los querellantes particulares Cru- 
séUas, Rodríguez y Co., Cuervo y Co. y Mr. Max Straus, y que 
por auto del día nueve de Febrero del corriente año la referida 
Sección primera declaró que no había lugar á admitir el re- 
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carso interpuesto, por no expresarse en el escrito de interposición 
la fecha de la última notificación á cualquiera de las partes: 

Resultando: que habiendo acudido en queja los recurren- 
tes, fundados en ser errónea la resolución de la Sala, sin expre- 
sar en qué concepto, y sustanciado en forma ese recurso, se 
celebró la vista el día quince del mes en curso, con asistencia 
<lel abogado director de los mismos: 

Considerando : que el motivo de exigirse en el número pri- 
mero del artículo quinto de la Orden número noventa y dos del 
Gobierno Militar de esta Isla, fecha veinte y seis de Junio de 
mil ochocientos noventa y nueve, que en el escrito por el cual 
se interponga el recurso de casación ha de expresarse la fecha 
de la última notificación a cualquiera de las partes, es porque 
desde esa fecha se cuenta el término improrrogable de cinco días 
para la interposición de dicho recurso, conforme á lo dispuesto en 
el artículo tercero de la referida Orden ; no pudiendo admitirse 
que los recurrentes han llenado ese requisito al citar solamente la 
fecha en que se les notificó la sentencia sin expresar, como no lo 
expresaron que fuera la última notificación de la misma, y 
menos entenderse que la indicada exigencia legal se refiere i 
una última notificación á una cualquiera de las partes, sino la 
última de todas las notificaciones que se hayan practicado; por 
todo lo cual es indudable que los recurrentes no han llenado, al 
interponer el recurso, el requisito contenido en el repetido nú- 
mero primero del articulo quinto, y que por ello la Audiencia 
proveyó con arreglo á derecho al no admitirles dicho recurso; 
siendo por consiguiente improcedente la queja establecida; 

Se declara sin lugar el recurso de queja interpuesto por 
Grosellas, Rodríguez y Co., Cuervo y Co. y Mr. Max Straus 
contra el auto de 9 de Febrero del corriente año dictado por 
la Sección Primera de la Sala de lo Criminal de la Audiencia de 
esta ciudad, con las costas á su cargo ; y comuniqúese esta decisión 
á la referida Audiencia para lo que proceda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico. — Antonio González de Mendoza. — ^Pedro Gonziles 
Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — ^Bu- 
daldo Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — ^An- 
te mí. — Silverio Castro. 



El M. F. contea José Ubibta Pklujero. 

AutoNúm. 29. (Marzo 23 de 1900). 
Recurso por infracción de Ley y de doctrina legal interpuesta 
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por José Uhieta contra la sentencia dictada por la Audiencia 
de la Habana en 25 de Noviembre de 1899. 

HOBnOmiO FBÜBTRilDO. 

En mataxüb crtminal no procede él recnno de easaclfo 
por infracción de doctrina. 

La cita aislada de un artículo del Código sin expresar 
el concepto en que se lia infringido, no llena las condiciones 
de precisión y claridad que exigen los Articnlos 6o y 7o de la 
Osden 92 sobxe casación. 

Primero. Resultando: que en causa procedente del Juzga- 
do del distrito de la Catedral de esta ciudad y seguida contra 
Joeé Ubieta Pellijero, vecino de la miama y carretonero, la Sa- 
la de lo Criminal de la Audiencia de la Habana dictó sentencia 
el veinte y cinco de Noviembre último, condenando al mencio- 
nado Ubieta á la pena de seis años y un día de prisión mayor, 
con las accesorias de suspensión de todo cargo y del derecho 
de sufragio durante el tiempo de la condena, y al pago de las 
cortas, y como responsabilidad civil á indemnizar al perjudica- 
do Bernabé Ormaza y Olagaibe los gastos de curación y trein- 
ta pesetas por loe días que dejó de trabajar: 

Segundo. Resultando: que contra esa sentencia interpuso 
Ubieta recurso de casación por infracción de ley y de doctrina 
legal, citando como* infringidos los párrafos primero y tercero 
del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal, porque en la sentencia se decia que el he- 
cbo de autos constituía el delito de homicidio frustrado, y era 
evidente que estaba muy lejos de constituir delito y sí falta, 
porque es circunstancia característica y especial del homicidio, 
ya consumado, ya frustrado, la intención conocida por parte del 
agente de causar la muerte de la peraona contra quien se aten- 
ta, cosa que aquí no sucedía, porque entre el procesado y el 
agredido jamás medió disgusto, y no era posible suponer tal 
intención en quien ni siquiera conocía al herido Ormaza: y ci- 
tando además como infringido el artículo tercero del Código 
Penal y las sentencias del Tribunal Supremo de España de on- 
ce y diez y nueve de Enero, veinte y ocho de Marzo, veinte de 
Abril y veinte y seis de Junio de mil ochocientos ochenta y 
ocho, porque en la recaída en la presente causa se caliñcaba el 
hecho de homicidio frustrado, y para que hubiera éste se reque- 
ría, según el artículo tercero del Código y las sentencias del 
Tribunal Supremo mencionadas que el culpable practicase to- 
dos los actos de ejecución que debieran producir el delito, y no 
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lo produjesen por cansas independientes de la voluntad de 
aquél lo cuaJ no estaba probado respecto á Ubieta: 

Tercero. Resultando: que admitido el recurso por la Sala 
sentenciadora, el Piacal de este Tribuna;l Supremo pide se le 
declare mal admitido por los motivos siguientes: 

•Primero. No conteniendo el artículo ochocientos cuaren- 
ta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal precepto al- 
guno penal susceptible de ser infringido en la sentencia, ea 
evidente que al invocar Ubieta en el primer fundamento del 
recurso, la violación de los párrafos primero y tercero del men- 
cionado artículo, en vez de citar los del Código Penal cuya in- 
debida aplicación y falta de aplicación produjeran conjunta- 
mente el error de derecho reclamado y consistente en haberse 
calificado y penado como homicidio un hecho constitutivo tan 
solo de la falta de lesiones leves, quedó incumplido el numero 
f»uarto del artículo ouinto de la Orden número noventa y dos 
y el recurso carece de la cuarta de las circunstancias que para 
que fuese admisible, establece el séptimo del repetido decreto: 

•Segundo. En iguales defectos incurrió Ubieta al formular 
el segundo fundamento de la casación pretendida, pues si bien 
citó como violado el artículo tercero del Código Penal, por ha- 
ber la Sala sentenciadora estimado que el homicidio fué frus- 
trado, en realidad el recurrente no ha alegado con precisión y 
claridad la ley infringida y el concepto en que lo fué, toda vez 
que no concreta cual de los tres casos del indicado artículo ter- 
cero es el que juzga indebidamente aplicado; no menciona el 
artículo que define y castiga el delito de cuya frustración se 
trata; no propone de un modo subsidiario esa cuestión sobre el 
grado de la ejecución, que es contradictoria con la tesis ante- 
riormente planteada de ser falta el hecho perseguido ; y, final- 
mente, no afirma, como debiera, si el delito quedó dentro de los j 
límites de la mera tentativa: | 

Ciiarto. Restdtando: que, previos los debidos trámites, se | 

celebró la vista de la cuestión previa, en cuyo acto informaron j 

el representante del Ministerio Fiscal y el defensor del pro- 
cesado: [ 

Primero. Corksid erando: que la infracción de doctrina legal 
no puede servir de fundamento al recurso de casación en asun- | 

toe criminales: 

Segundo. Considerando : que ninguno de los casos compren- 
didos en el artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal es precepto cuya infracción pueda 
constituir motivo de casación: 

Tercero. Considerando: que la cita aislada del artículo ter- 
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eero del Código Penal, sin expresarse cuál de sos párrafos ha 
ñdo quebrantado, ni el concepto en que lo fuera, no llena las 
condiciones de precisión y claridad que para la admisión del 
recurso exigen los artículos quinto y séptimo, en su respectivo 
caso cuarto, de la referida Orden número noventa y dos ; 

Se declara mal admitido el recurso de casación interpues- 
to por José Ubieta Pellijero, sin especial condenación de cos- 
tas; y comxmíquese á la Audiencia de la Habana para los efec- 
tos que procedan, por medio de certificación de este auto. 

Lo proveyeron los Magistrados del margen de que certifico. 
— ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — 
Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo Tama- 
yo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — ^Ante mí. — Sii- 
verio Castro. 



El M. P. contra José Dilla Prade. 

AutoNúm. 30. (Marzo 24 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Dilla Frade con- 
tra la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana en 
21 de Diciembre de 1899, 

EZPBNDICION DE MONEDA FALSA. 

Ko expresándose el concepto porque han sido infringi- 
das las leyes qne se citan, no se cumple con los preceptos de 
los Artículos 5o y 7o de la Orden 92 sobre casación; y no 
siendo congruente el precepto legal en qne se funda el otro 
motivo del recurso, debe ser éste desestimado. 

Primero. Resultando: que en causa procedente del Juzga- 
do del Distrito de la Catedral, de esta ciudad, y seguida contra 
José Dilla Prade, de este vecindario y tabaquero, por expendi- 
ción de moneda fídsa, la Sala de lo Criminal de la Au(Uencia 
de la Habana dictó sentencia el veinte y uno de Diciembre últi- 
mo condenando al mencionado Dilla Prade a la pena de tres 
años, seis meses y veinte y un día de presidio correccional, con 
las accesorias de suspensión de todo cargo público, profesión, 
oficio y derecho de sufragio y multa de quinientas pesetas, su- 
friendo en defecto de pago una detención de un día por cada 
doce pesetas y media que dejare de satisfacer, y al pago de la 
mitad de lae costas : 

Segundo, Resultando: que contra esa sentencia interpuso 
Dilla Prade recurso de casación por infracción de ley, citando 
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como infringido el artículo doseiezttos noventa y seis del Código 
Penal, por indebida aplicación y el caso segundo del seiaeien- 
tos dos por inaplicación : 

Tercero. Resultando: que admitido el recurso por la Sala 
sentenciadora y personado Dilla Frade ante este Tribunal Su- 
premo, el Fiscal del mismo ha pedido se declare mal admitido 
el recurso por los motivos siguientes: 

Primero. En el escrito de interposición del recurso no se 
ha cumplido lo que dispone el número cuarto, artículos quinto 
y séptimo de la Orden número noventa y dos del Gobier- 
no Militar; por cuanto no se ha expresado el concepto de la 
infracción que se pretende haber cometido la Sala sentencia- 
dora. No basta en sentir del Fiscal, expresar las leyes infringi- 
das, diciendo que respecto á una ha habido aplicación indebi- 
da, y respecto á otra, falta de aplicación, para que se entienda 
cumplido el expresado precepto legal: 

Segundo. El artículo seiscientos dos del Código Penal, que 
se supone infringido por su no aplicación, está citado con mani- 
fiesto error y es completamente incongruente con los hechos de- 
clarados en la sentencia : 

Cuarto. Resultando: que, previos los debidos trámites, se 
celebró la vista de esta cuestión previa el veinte y dos del co- 
rriente, en cuyo acto informó el representante del Ministerio 
Fiscal : 

Primero. Considerando: que en el escrito de interposición 
no se expresó el concepto en que hubieran sido infringidos el 
artículo doscientos noventa y seis, y el caso segundo del artícu- 
lo seiscientos dos del Código Penal, pues no bastaba decir que 
de la primera de esas disposiciones se había hecho aplicación 
indebida, y que se había dejado de aplicar la segunda, sino 
que era necesario exponer de qué modo se había aplicado inde- 
bidamente el artículo doscientos noventa y seis y por qué debía 
haberse aplicado el caso segundo del artículo seiscientos dos; 
lo cual no hizo el recurrente, dejando así desconocida la cues- 
tión jurídica que sometía á este Tribunal, é incumplidos los 
artículos quinto y séptimo ambos en su número cuarto, de la 
mencionada Orden número noventa y dos, de los que la obser- 
vancia es indispensable para que pueda admitirse el recurso: 

Segundo. Considerando: que el artículo seiscientos dos del 
Código Penal, no tiene relación alguna con el hecho de la cau- 
sa, pues aquel artículo se limita á señalar la pena en que incu- 
rren **los que en sitios ó establecimientos públicos promovieren 
ó tomaren parte en cualquiera clase de juego de azar que no 
fuere de puro pasatiempo y recreo"; y ese artículo no com- 
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prende varios casos, para que de él pueda citarse, como la hace 
el recurrente, el segundo ; ni se alcanza razón de ningún género 
para que el articulo indicado pueda tener influencia en este 
proceso por expendición de moneda falsa ; 

Se declara mal admitido el de casación por infracción de 
ley, interpuesto por José Dilla Frade sin especial condenación 
de costas; y comuniqúese i la Audiencia para los efectos que 
procedan. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico. — ^Antonio González de Mendoza. — Pedro González 
Llórente. — Rafael Cruz Pérez.-^-José M. García Montes. — Bu- 
daldo Tamayo. — ^Angel C Betancourt. — Octavio Giberga. — An- 
te mí. — Silverio Castro. 



El M. P. contra José Prancisoo Gassó y Roca y Antonio 
SuÁREz García. * 

AutoNúm. 31. (Marzo 26 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por José Fra/ncisco 
Qussó contra la sentencia dictada por la Audiencia de la 
Habana en 18 de Enero de 1900. 

COHECHO. 

Cuando no se expresan con precisión y claridad las in- 
fracciones de ley que se suponen cometidas, limitándose él 
recurrente á citar las leyes que se dicen infringidas, no 
86 cnmple con él precepto del número 3 del Articnlo 5o de 
la Orden 92 sobre casación. 

Primero. Resultando: que en causa instruida por el Juz- 
gado del Distrito de Jesús María en esta capital, la Sección 
tercera de la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Haba- 
na dictó sentencia en diez y ocho de Enero del corriente año, 
condenando á los procesados José Francisco Oassó y Roca y 
Antonio Suárez Qarcía, por el delito de cohecho conforme al 
artículo trescientos noventa y dos en relación con el trescien- 
tos noventa y cuatro y el trescientos noventa y ocho del Código 
Penal, al primero, á las penas de tres meses y once días de 
arresto mayor con las accesorias de suspensión de todo cargo y 
del derecho de sufragio durante el tiempo de la condena, pago 
de una multa de veinte y cuatro pesetas, con el apremio perso- 
nal que en su caso corresponda, y seis años y un día de inhabi- 
litación especial temporal para desempeñar cargos públicos; y 
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al segundo á iguales penas de arresto mayor, con sus acceso- 
rías, y multa, imponiéndoles asimismo la obligación de pagar 
las costas por mitad: contra cuya sentencia interpuso el proce- 
sado Gassó y le fué admitido recurso de casación por infracción 
de ley, autorizado, según se expresa en el escrito de interposi- 
ción, por el caso tercero del artículo ochocientos cuarenta y 
nueve de la de Enjuiciamiento Criminal, por haberse cometido 
error de derecho en la calificación de los hechos que se decla- 
ran probados en la sentencia, citando el recurrente como ley in- 
fringida el articulo trescientos noventa y cuatro del Código 
Penal por indebida aplicación y el trescientos noventa y siete 
del propio Código por inaplicació^i : 

Segundo. Resultando : que personado el recurrente ante es- 
te Supremo Tribunal y cursando el término para instrucción 
de las partes, el Ministerio Público ha esrtablecido impugnación, 
por entender que el recurso no debió admitirse fundándose en 
que la simple mención por el recurrente de los preceptos pena- 
les que estima violados por aplicación indebida y por falta de 
aplicación, no basta para determinar con claridad y precisirái 
las infracciones denunciadas y su concepto, pues para lograr 
tales fines se hace indispensable no sólo establecer cuáles son 
los hechos concretos á que se refieren dichas infracciones y re- 
lacionar cada uno de ellos con la disposición congruente apli- 
cable al mismo, sino también exponer los motivos y razonamien- 
tos jurídicos necesarios para demostrar el error de derecho atri- 
buido al Tribunal sentenciador, ó en una palabra, consignar 
por escrito y con separación los varíos fundamentos del recur- 
so, que son los términos inalterables del problema á debatir 
oralmente en la vista, á la cual no cabe Uegar para discutir en 
casación cuestiones que, como la propuesta por el recurrente, 
no descansan sobre las bases ciertas que requieren los números 
cuartos de los artículos quinto y séptimo de la Orden número 
noventa y dos; cuestión previa que ha sido debidamente sus- 
tanciada, celebrándose en veinte y cuatro del que cursa la co- 
rrespondiente vista con asistencia del representante del Minis- 
terio Público y sin la del Letrado defensor del recurrente: 

Primero. Considerando: que en el escrito de interposi- 
ción no se ha observado lo dispuesto por el número cuarto del 
artículo quinto de la Orden número noventa y dos del año úl- 
timo, toda vez que no se expresa con precisión y claridad el 
concepto de las infracciones alegadas, limitándose el recurrente 
á citar las leyes que supone infringidas, una por indebida apli- 
cación y otra por inaplicación, pero sin exponer ni siquiera in- 
dicar en forma alguna por qué está mal aplicada la primera y 
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por qué debió aplicarse la segunda, quedando así por concretar 
el supuesto mismo que ha de constituir la cuestión ó materia 
del recurso; en cuya virtud era lo procedente denegarlo, según 
previene el artículo onceno en relación con el número cuarto 
del séptimo de la orden ya citada, y admitido sin embargo é 
impugnado oportunamente por el Ministerio Fiscal en uso del 
derecho que á los no recurrentes atribuye el número segundo 
del artículo veinte y ocho, debe dictarse el auto que para este 
caso preceptúa el treinta y cuatro en sus números segundo y 
tercero ; 

Se declara mal admitido el recurso de .casación, por in- 
fracción de ley interpuesto por el procesado José Francisco 
Oassó y Boca contra la sentencia dictada en diez y ocho de Ene- 
ro del corriente año por la Sección Tercera de la Sala de lo 
Criminal de la Audiencia de la Habana, sin especial condena- 
ción de costas: y comuniqúese esta resolución al mencionado 
Tribunal para lo que sea procedente. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen de que 
certifico. — ^Antonio (González de Mendoza. — ^Pedro (González Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. Oarcía Montes. — ^Eudaldo 
Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Oiberga. — Ante mí. 
— Silverio Castro. 



El M. F. contra Emilio Lara Vignibr (a) **Relámpago'' y 
Raimundo Amor Qarcía. 

AntoNúm. 32. (Marzo 26 de 1900). 

Recurso por quebrantamiento de forma interpuesto por Lara 
Vignier y Am^r Oarcía contra la sentencia dictada por te 
Audiencia de la Habana en 2 de Diciembre de 1899. 

BOBO Y USO PT7BLIC0 DE NOMBBE SUPUESTO. 

Tratándose de esclarecer si en la prictlca de una pme- 
1» admitida se ha adoptado un criterio tal que equivale á la 
negación de ana diligencia en tiempo y forma solicitada, j 
babiéndose invocado para plantear esta cuestión el número 
lo del Articulo 911 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, no 
adolece dicho recurso de deficiencia para ser impugnado. 

Primero. Resultando: que en causa instruida por el Juz- 
gado del Distrito de Guadalupe de esta ciudad, la Sección Pri- 
mera de la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana, 
dictó sentencia con fecha dos de Diciembre del año último, con- 
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denando al procesado Emilio Lara Yignier (a) "Belimpago" 
por el delito de robo previsto en el articulo quinientos veinte 
y párrafo segundo del quinientos veinte y seis del Código Pe- 
nal, con la circunstancia agravante de reincidencia, á la pena 
de seis años y un día de presidio mayor y accesorias de inhabi- 
litación absoluta temporal y sujeción á la vigilancia de la Au- 
toridad por igual tiempo, que empezará á contarse desde el 
cumplimiento de la condena; y al procesado Raimundo Amor 
Sarcia, por el propio delito de robo ya citado y además por el 
de uso público de nombre supuesto, sin circunstancias modifi- 
cativas en ninguno de los dos, á las penas de cuatro años, dos 
meses y un día de presidio correccional, con las accesorias de 
suspensión de todo cargo público, profesión, oficio y derecho de 
sufragio, y de tres meses y once días de arresto mayor y multa 
de trescientas setenta y cinco pesetas, con las accesorias de sus- 
pensión de todo cargo y del derecho de sufragio durante el 
tiempo de la condena, imponiendo asimismo á ambos procesados 
determinada responsabilidad civil y la obligación de pagar ca- 
da uno una cuarta parte de las costas: 

Segundo. Resvltandoi que al promover prueba, en trámite 
de calificación, la defensa de dichos procesados, propuso entre 
otras que se indican en el otrosí de su escrito de conclusiones 
provisionales, la siguiente: 

(Segunda. Inspección ocular del lugar en que fué cometi- 
do el hecho, y que previa la colocación de todos los objetos en 
los lugares en que se encontraban incluso la caja de hierro, y 
á presencia de un maestro carpintero que será citado, se sa- 
que la cerradura del cuarto alquilado por Díaz y se practique 
con la caja de hierro, llena de un peso igual al que represen- 
tan el dinero y prendas que se dice contenían, que se apre- 
ciará por un perito platero designando al efecto á José Gon- 
zález, vecino de Villegas entre Obispo y O'Reilly, se hagan 
con las mismas todas las operaciones que fueron precisas pa- 
ra conducirlos á la calle en el baúl. Todas estas operaciones 
serán practicadas por dos individuos de idénticas condiciones 
físicas de los procesados á cuyo efecto serán designados par 
los médicos forenses ya citados, y previo el examen de mis 
representados"; respecto de cuya promoción de prueba pro- 
veyó la Sala en los términos siguientes: ''Se admite la prueba 
de inspección ocular que Be realizará en la forma que el Tri- 
bunal acuerde con aa-reglo á derecho'', formulando entonces 
protesta dicha parte á los efectos del recurso de casación por 
quebrantamiento de forma, en virtud de habérsele denegado la 
práctica de la inspección ocular en la forma que la propusiera* 
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y teniéndose subsiguientemente por establecida la protesta men- 
eionada, que la defensa de los procesados reprodujo más tarde 
en la sesión del juicio oral celebrada el día veinte y ocho de 
Noviembre y aun en el mismo acto de practicarse la inspección, 
que lo fué en la forma dispuesta por la Sala y sin acomodarse 
á lo interesado por la parte promovente : 

Tercero. Resultando: que contra la sentencia de la Sala 
interpuso la representación de los procesados recurso de casa- 
ción por quebrantamiento de forma, que fundó en el caso pri- 
mero del artículo novecientos once de la citada Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal, alegando como falta de procedimiento co- 
metida el habérsele negado la diligencia de prueba de reconsti- 
tución del hecho tal como la propuso dicha representación; cu- 
yo recurso fué admitido por la Sala sentenciadora y después 
ante este Supremo Tribunal, impugnado durante el trámite de 
instrucción por el Ministerio Público, porque, consistiendo en 
realidad el quebrantamiento de forma reclamado en que la 
prueba de inspección ocular no se admitió ni practicó en la 
forma solicitada, sino con arreglo y del modo establecido en el 
artículo setecientos veinte y siete del Enjuiciamiento Criminal, 
la cita hecha en el recurso del número primero del artículo no- 
vecientos once de dicha Ley de Enjuiciamiento es incongruente 
para autorizar el debate en semejante cuestión, que, lejos de 
referirse á la denegación de pruebas pertinentes ofrecidas en 
tiempo y forma, implica por el contrario la impugnación de la 
admisión y práctica ajustadas á la ley de una prueba por ella 
regulada, problemas ambos que por no estar comprendidos en 
ninguno de los casos de los artículos novecientos once y nove- 
cientos doce, y con arreglo además al inciso tercero del seiscien- 
tos cincuenta y nueve del repetido Código procesal, no pueden 
discutirse en casación mediante un recurso destituido de los re- 
quisitos terceros de los artículos quinto y séptimo de la Orden 
del Gobernador Militar de esta Isla número noventa y dos del 
año último; en cuya virtud pide el Fiscal que se declare mal 
admitido este recurso: cuestión previa que ha sido objeto de la 
vista pública celebrada en veinte y dos de los corrientes ante 
este Supremo Tribunal con asistencia del representante de di- 
cho Ministerio y sin la de letrado alguno en defensa de los re- 
currentes : 

Considerando : que sean los que fueren la fórmula emplea- 
da por la Sala al proveer sobre la promoción de prueba que 
hizo la defensa y el criterio adoptado al practicar posterior- 
mente la diligencia de inspección, es lo cierto que ni tal provi- 
dencia ni dicha práctica aparecen conformes con lo pedido por 
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la parte, de donde surge la cuestión planteada en el recurso, es 
á saber, si procede casar el fallo recaído en esta causa porque 
al admitirse y practicarse la aludida prueba de inspección en 
términos distintos de los solicitados se haya denegado en reali- 
dad, alguna diligencia pertinente propuesta en tiempo y forma 
por quien era parte en el juicio, infracción procesal que de mo- 
do expreso y claro se afirma por los recurrentes y cuyo examen 
en vía de casación autoriza el número primero del artículo no- 
vecientos once de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, invocado 
al efecto en el escrito de interposición, el cual, por tanto, no 
adolece de la deficiencia que le atribuye la impugnación Fiscal; 

Se declara sin lugar la impugnación eslablecida por el 
Ministerio Fiscal contra el recurso de casación por quebranta- 
miento de forma interpuesto en la presente causa: y dése cuen- 
ta para proveer lo demás que corresponda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro Gonzá- 
lez Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez.— José M. García Montes. — 
Budaldo Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga.— 
Ante mí. — ^Silverio Castro. 



El M. F. contra Epipanio Stuart. 

Sentencia Núm. 20. (Blarzo 26 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Epifanio Stuart 
contra la sentencia dictada por la Audiencia de Santa Clara 
el 2 de Enero de 1900. 

VIOLACIÓN Y ASESINATO. 

Es responsable de estos dos delitos, en él concepto de 
autor, el que tomando en brazos mía nlfia de 3 á 6 afios de 
edad para Uevaila & su casa, desde el lagar donde la babia 
dejado sa bezmano pequeño, en vez de hacerlo, se interna con 
eUa en unas maniguas donde la viola, dándola después muer- 
te con un golpe terrible en la cabeza. 

Alevoda. — Caracteriza 6 integra esta circunstancia en él 
delito do asesinato, el hecho de ser la victima una nlfia de 8 
& 5 afios de edad; pues el agente obra á mansalva y sin ries- 
go para su persona, que proceda de la defensa que pudlers 
hacer la victima. 

Agravante de ejecutar el hecho en despoblado. — Concu- 
rre esa circunstancia cuando se realiza él delito en él campo 
en un sitio solitario, oculto y cubierto de malezas. 

En la ciudad de la Habana, á veinte y seis de Marzo de 



JURISPRUDENCIA PENAL 179 

mil novecientos en el recurso de casación por infracción de ley 
pendiente ante este Supremo Tribunal á consecuencia del in- 
terpuesto por el procurador Luis Oropeza, a nombre de Epifa- 
nio Stuart, jornalero y vecino de Cienfuegos, contra la senten- 
cia dictada el día dos de Enero de este año por la Audiencia de 
Santa Clara en la causa por violación y asesinato de la menor 
Cristina Rivas: 

Resultando: que en la sentencia recurrida se consignan 
como hechos probados los contenidos en los siguientes Resul- 
tandos : 

Primero. Resultando probado que el aábado once de No- 
viembre próximo pasado se encontraba el moreno Epifanio 
Stuart ó Estuard en el fuerte de madera que en las afueras 
del poblado de Castillo de Jagua vivían los de igual raza Isido- 
ro Montalvo y su concubina Carmen Rosell, habiendo llegado 
allí ese día, sin que se haya precisado la hora, en momentos en 
que se encontraba ausente Montalvo y como á las cuatro de la 
tarde cuando conversaba con la Rosell llegó al fuerte como te- 
nia por costumbre hacerlo casi todos los días completamente 
desnuda la niña de la raza dicha Cristina Rivas, de tres á cinco 
años de edad, acompañada del menor Jesús Federico Rivas, el 
cual se marchó en seguida dejando allí á su compañera que á 
poco de estar en el fuerte se impacientó mostrando deseos de 
volver á su casa, tomándola entonces en brazos Epifanio Stuart 
ofreciéndola, pata que se dejara cargar, que la iba á comprar 
dulces y manifestando á las preguntas de la Rosell que iba ¿ 
llevarla á la morada de sus familiares, salió con ella sin que 
la Cristina por su corta edad comprendiera el propósito de 
Epifanio y sin que llorase ni hiciese resistencia alguna halaga- 
da por la oferta y entrándose éste con ella por las maniguas 
que rodeaban el fuerte, hubo en un punto ya distante de donde 
no podían haberse oído los gritos de la niña, como no lo fue- 
ron por nadie sino evitó que los diera, de yacer con ella, dándo- 
le después muerte, sin que la inocente víctima pudiera defen- 
derse en forma alguna, con un golpe terrible en la cabeza, con 
ó contra una piedra, dejando el cadáver donde cometió el cri- 
men que ejecutó para ocultar el primero: 

Segundo. Resultando probado que una vez ejecutados los 
anteriores hechos y habiendo estado en dos ó tres casas de los 
alrededores del poblado Epifanio Stuart volvió al fuerte acos- 
tándose en una hamaca sin que se mostrara interesado por la 
preguntas que hacía la Rosell y á su concubino Montalvo, que 
Uegó al obscurecer, los parientes de la niña que andaban en su 
busca al notar su falta y allí permaneció hasta que uno de eUos 
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enterado que él la había tomado en brazos para llevarla á su 
casa le preguntó dónde la había dejado, contestando que ^'la 
había dejado junto á una casa" y como insistiese queriendo ob- 
tener más datos y no respondiese satisfactoriamente se alejó 
aquél diciéndole que iba en busca de la policía, levantándose 
entonces Epifanio Stuart desapareciendo y variando constan- 
temente de residencia hasta que días después del de los hechos 
relatados fué capturado en la finca la ** Pastora" por tierras 
de San Juan de los Lleras, donde se le encontró trabajando 
con nombre supuesto: 

Tercero. Resultando probado por la autopsia practicada 
en el cadáver de la menor Cristina Bivas por facultativos de- 
signados al efecto, que presentaba aquél una grave equimosis 
producida por un ouerpo contundente con fractura irregular de 
todos los huesos de la bóveda craneana con gran congestión en 
las meníngeas encefálicas, con extravasión sanguínea en la parte 
que corresponde al lóbulo parietal; además hemorragia interce- 
rebral con congestión intenta de la masa encefálica, fractura del 
ala pequeña del efenoide izquierdo y de la pared superior de 
la cavidad orbitaria correspondiente, apareciendo que estas le- 
siones pudieron ser causadas por un solo golpe, bien dándole 
con un cuerpo duro animado de bastante impulsión, ó bien co- 
giendo á la niña por los pies y haciendo que su cabeza fuese á 
chocar violentamente contra un objeto resistente; presentando 
también en su aparato genital una desgarradura himeneal com- 
pleta y desgarradura también de la orquilla vulvar observán- 
dose en la región periovulvar restos de sangre y en la vagina, 
equimosis y desgarradura de su pared posterior, resultando de 
todo ello que la niña fué violada antes de la muerte y que ésta 
fué producida por las lesiones del cráneo: 

Cuarto. Resultando probado de la inspección ocular prac- 
ticada por el Juzgado instructor el veinte de Noviembre que el 
fuerte de madera donde habitaba Isidoro Montalvo y su concu- 
bina Carmen Rosell ^ista unas cien varas casi en linea recta de 
la casa donde vivía la víctima y se encuentra situado fuera del 
poblado de Castillo de Jagua en su parte oeste extendiéndose 
á su alrededor y hacia el Norte, Sur y Oeste unas maniguas 
espesas atravesadas por varios trillos, estando el lugar donde 
fué hallado el cadáver á unos ciento cincuenta metros hacia el 
sudoeste del fuerte, siendo allí dichas maniguas bastante es- 
pesas y como de dos varas de altura el terreno lleno de sinuo- 
sidades, arbustos propios de las costas, casi todos de ramas es- 
pinosas, terreno pedregoso, oculto y de difícil acceso, siéndolo 
también el tránsito por él, al extremo que si la víctima dio gri- 
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toB no se hubieran oído, habiéndose observado también en este 
logar el día catorce de Noviembre en qne fué hallado y levan- 
tado el cadáver que á cuatro varas de él había algunas piedras 
manchadas de sangre, asi como las p^lantas más próximas: 

Resultando: que la Audiencia de Santa Olara declaró en 
la referida sentencia que los hechos consignados constituían el 
delito de violación deñuido y penado en el artículo cuatrocien- 
tos cincuenta y tres del Código Penal, y el de asesinato, com- 
prendido y castigado en eH artículo cuatrocientos catorce del 
mismo Código; que era responsable de ambos delitos en con- 
cepto de autor el procesado Epifanio Stuart que eran de apre- 
ciarse como circunstancias concurrentes la de alevosía para ca- 
lificar el asesinato ; la de astucia, en cuanto á la vio>lación, y la 
de haberse ejecutado el hecho en despoblado respecto á uno y 
otro delito; por todo lo que condenó al procesado á la pena de 
veinte años de reclusión temporal, inhabilitación absoluta tem- 
poral, en toda su extensión y sujeción á la vigilancia de la au- 
toridad durante el tiempo de la condena y otro tanto á contar 
desde el cumplimiento de aquela por el primero de dichos de- 
litos, y por el segundo, ó sea por el de asesinato, á la de muer- 
te, y en caso de no ejecutarse porque fuere indultado de eUa, 
á la accesoria de inhabilitación absoluta perpetua y sujeción á 
la vigilancia de la autoridad por d tiempo de su vida si no 
fuere remitida especialmente en el indulto esta pena accesoria; 
condenándolo además á pagar, en concepto de indemnización 
civil la cantidad de cinco mil pesetas á los herederos de la me- 
nor Cristina Rivas, y, por último, todas las cortas causadas: 

Resultando: que el procurador Oropesa interpuso á nom- 
bre del procesado recurso de casación por infracción de ley 
fundado en los artículos ochocientos cuarenta y siete, ochocien- 
tos cuarenta y ocho número primero y ochocientos cuarenta y 
nueve, números tres y cinco de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal, citando como infringidos: 

Primero. El artículo cuatrocientos catorce del Código Pe- 
nal en su número primero por estimarse la alevosía como cir- 
cunstancia cualificativa del delito de homicidio, dando lugar á 
que se califique de asesinato; porque siendo aquel delito poste- 
rior al de violación no consumado, y teniendo en cuenta el es- 
tado mental en que el delincuente debió haUarse y aun hecha 
abstracción de esta última circunstancia, no empleó medios, 
modos ni formas en la ejecución que tendiera directa y espe- 
cialmente á asegurarla sin riesgo para su persona que proce- 
diera de la defensa que pudiera hacer la ofendida; quien, por 
otra parte, se hallaba físicamente impedida para la defensa, y 
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mal podía impedir el reo una defensa que la naturaleza había 
hecho ya antes imposible: 

áegundo. El artículo cuatrocientos cincuenta y tres del Có- 
digo Penal, al considerarlo aplicable en toda su integridad al 
caso de autos; porque para su consumación es indispensable 
que la cópula se realice y esto fué imposible dada la despro- 
porció;n de los órganos genitales del acusado y de la ofendida: y. 

Tercero. El número primero del artículo noveno del mismo 
Código, por no haberse aplicado como debió serlo, teniendo en 
cuenta el informe de los Doctores Pema y Ortega: 

Resultando: que sustanciado el recurso con arreglo á dere- 
cho se celebró la vista pública el día catorce con asistencia del 
representante del Ministerio Fiscal, que sostuvo la sentencia re- 
currida, y del Abogado del recurrente: 

Siendo Ponente el Magistrado José M. García Montes, 

Considerando: que conforme al precepto contenido en el 
número tercero del artículo cuatrocientos cincuenta y tres del 
Código, se comete el delito de violación yaciendo con una mujer 
raonor de doce años cumplidos, y que esas dos circunstancias 
han concurrido en el hecho realizado por el procesado Epifa- 
nio Stuart: 

Considerando: que en la sentencia recurrida no se ha in- 
fringido el referido artículo cuatrocientos cincuenta y tres, en 
el doble concepto de estar contenida la infracción en el primer 
Considerando y de la no consumación del delito por la despro- 
porción de los órganos genitales del acusado y de la ofendida: 

Primero. Porque el recurso de casación no procede contra 
los Considerandos sino contra la parte dispositiva de la sen- 
tencia : 

•Segundo. Porque ese artículo es aplicable tanto al d^ito 
consumado como al frustrado, y además porque reñriéndose la 
circunstancia invocada de la imposibilidad del hecho al grado 
de ejecución del delito y no á su naturaleza y penalidad de 
existir la infracción alegada, habría que referirla 4 otro precep- 
to legal, que no ha sido citado en el recurso: 

Tercero. Porque dados los hechos probados, contenidos en 
el tercer Resultando es indudable que el acusado practicó to- 
dos los actos necesarios para consumar la violación como la 
consumó; y. 

Cuarto. Porque la indicada circunstancia de la despropor- 
ción de los órganos genitales, tratándose de una niña, no puede 
estimarse como elemento de atenuación de la responsabilidad 
criminal, en atención á que la esencia de ese delito es la violen- 
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cia, y esta resulta mayor y menos excusable cuanto menor es la 
edad de la violada: 

Considerando: que es reo de asesinato el que mata alevosa- 
mente á una persona y que concurre esa circunstancia cuando 
d agente obra á mansalva y sobre seguro, ó sea, sin riesgo para 
su persona que proceda de la defensa que pudiera hacer el 
ofendido sucediendo siempre esto último cuando la victima es 
una niña de tres á cinco años, en atención á que dada dicha 
edad, la indefensión ha sido en este caso absoluta y de ningún 
modo accidental, de modo que ni aun puede suponerse la posi- 
bilidad de la defensa, y por lo mismo, la indicada circunstan- 
cia de la edad integra y caracteriza la alevosía: 

Considerando: que también ha concurrido la agravante de 
haberse ejecutado la muerte de la niña Cristina Rivas en des- 
poblado; porque ese hecho tuvo lugar en el campo, en un sitio 
solitario, oculto y cubierto de malezas; sin que, por otra parte, 
pueda confundirse esa circunstancia con la agravante específíca 
ya estimada de alevosía, en el concepto de constituir el medio, 
modo ó forma de ejecución utilizado, porque siendo la corta 
edad de la victima el elemento esencial de 'la alevosía, el acci- 
dente de ejecutarse el hecho en despoblado resulta una circuns- 
tancia distinta y de ningún modo esencial del delito de asesina- 
to; por todo lo que la Sala sentenciadora la ha apreciado debi- 
damente como elemento de agravación: 

Considerando: en cuanto á la infracción del número pri- 
mero del artículo noveno del Código, por no aplicación, en vir- 
tud de no haberse tenido en cuenta el informe pericial admiti- 
do por el Juez de Instrucción, relativo á las condiciones inte- 
lectuales y morales del procesado, que refiriéndose ese motivo 
á los dos delitos penados, no ha podido el recurrente alegarlo, 
en cuanto al de violación, sin citar al mismo tiempo el número 
correspondiente del artículo octavo; porque la circunstancia 
que se supone infringida, por referirse á otras, no tiene signifi- 
cación alguna cuando fie la invoca aicrladamente, como lo ha he- 
cho la representación del procesado; y porque al pretender que 
se aprecie como atenuante de ambos delitos, en el concepto de 
tener el acusado una inteligencia muy débil, aludiendo sin du- 
da al caso primero del articulo octavo, no sólo contradice los 
hechos probados de la sentencia, en ninguno de los cuales existe 
dato que autorice la apreciación de esa circunstancia modifi- 
cativa, sino que además descansa en el supuesto inadmisible de 
que la imbecilidad es susceptible de grados, cuando lo cierto es 
que constituye una condición de tal naturaleza que rechaza, le- 
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galmente, toda idea de aumento 6 disminución y toda concu- 
rrencia de requisitos diversos: 

Considerando: que este Tribunal ha examinado todas 'las 
actuaciones de esta causa sin encontrar en ellas defecto alguno 
de forma ó de fondo que la autorice para declarar la casación; 
resultando por ello ajustada á derecho 'La sentencia; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos sin llagar el 
recurso de casación interpuesto por el representante de Epifa- 
nio Stuart contra la sentencia dictada el dos de Enero por 1& 
Audiencia de Santa Clara, declarando al mismo tiempo en 
cuanto á la imposición de la pena de muerte, que por nin^^ 
motivo puede casarse la referida sentencia en cuya virtud man- 
damos se pasen los autos al Fiscal para que dictamine respecto 
i si existe algún motivo de equidad que aconseje la no ejecu- 
ción del fallo y la conmutación de la pena en vía de graeÍAp 
con la mitad de las costas dd recurso. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos. — ^Antonio Goneález de Mendoza. — Pedro Gonxáles 
Llcnrente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eu- 
daüdo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — ^Octavio Qiberga. 



Juan M. Martínez contra Eamón Planiol y José DoMÍNOtjKZ. 

AutoNúm.38. (Blano 87 de 1900). 

Recurso de queja interpuesto por Juan N. Martínez contra el au- 
to dictado por la Audiencia de la Habana en 3 de Febrero 
de 1900. 

APLIOAOION DEL DEGUSTO DE IHDXTLTO DE 1« 
DE ENEEO DE 1900. 



Tratándose del indulto oonprendido en 1* Iiej 
cnada por la Orden número 22 del Qobiemo Militar á» esta 
Isla de 16 de Enero de 1900« no son aplicables los precep- 
tos de los Artículos 848, número 3o, 849 y 861 de la Tátif de Bn- 
jnidamlento Criminal. 

Primero, Resultando -. que en la cauaa seguida contra Ra- 
món Planiol y José Domínguez López por lesiones y daño en 
la propiedad, la Sección Segunda de la Sala de lo Criminal de 
la Audiencia de esta ciudad dictó providencia el día tres de 
Febrero del corriente año declarando comprendido al procesa- 
do Planiol en el Decreto de indulto de diez y seis de Enero úl- 
timo; contra cuya resolución interpuso recurso de súplica y al 
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mismo tiempo de casación por infraccián de ley, Juan M. Mar- 
tínez como representante de su hijo Juan Manuel, manifestan- 
do posteriormente que el recurso establecido era el de casación: 

Segundo. Resultando: que la referida Sección Segunda de 
la Sala de lo Criminal, por auto de veinte y tres de Febrero, 
declaró la inadmisión del recurso interpuesto fundada en que 
el indulto aplicado lo fué en concepto de disposición guberna- 
tiva y no como resolución del artículo de previo pronuncia- 
miento, por lo que no tuvo necesidad de dictar auto, puesto que 
el Decreto de indulto autoriza que éste se haga constar hasta por 
una simple nota : 

Tercero, Resultando: que contra ese auto ha ii^terpuesto 
Martínez, recurso de queja manifestando que por el fundamen- 
to del auto del veinte y tres de Febrero último no podía privár- 
sele del recurso de casación interpuesto, porque todos los indul- 
tos emanan del mismo poder, tienen igual carácter las disposi- 
ciones que lo decretan y sin embargo hay un precepto legal que 
otorga la casación contra las resoluciones que aplican el indul- 
to, sin que pueda rechazarse porque la Audiencia haya dado á 
su resolución forma de providencia en vez de auto, máxime 
cuando él llamó en tiempo sobre ello la atención de la Sala: 

Primero. Considerando: que conforme á los preceptos con- 
tenidos en los artículos 848 número tres, 849 números primero y 
siete y 851 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal el recurso 
de casación procede en los casos de aplicación ó denegación de 
la gracia de indulto contra el auto que admita la excepción de 
dicha gracia, el artículo de previo pronunciamiento, ó cuando 
dados los hechos que se declaren probados en la sentencia, se 
haya incurrido en error de derecho al admitir ó desestimar la 
excepción indicada reproducida en el juicio, cuyos preceptos no 
son aplicables al indulto concedido a Ramón Planiol por cuan- 
to no lo ha sido en ninguna de las situaciones jurídicas conte- 
nidas en los referidos artículos de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, sino por virtud de otra especial creada por la Or- 
den número 22 del Gobierno Militarde esta Isla, fecha diez y 
seis de Enero último y aplicado por la Comisión también espe- 
cial á que se refiere el artículo octavo de la referida Orden nú- 
mero 22; por todo lo cual la Audiencia de esta capital se ha 
ajustado á derecho al negar la admisión del recurso de casación 
establecido, siendo por la misma razón improcedente la queja 
interpuesta ; 

Se declara sin lugar el recurso de queja establecido por 
Juan M. Martínez como representante de su hijo Juan Manuel 
Teotisto contra el auto dictado por la Sección Segunda de la 
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Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana con fecha 
tres de Febrero último, con las costas á cargo del recurrente; 
y comuniqúese esta resolución á la referida Audiencia para lo 
que proceda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro Gonzále» 
Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Án- 
gel C. Betancourt. — Ante mí. — Silverio Castro. 



El M. P. contra Vicente Rodríguez Zayas. 

AutoNúm. 34. (Marzo 28 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Vicente Rodrí- 
guez contra la sentencia dictada por la Audiencia de la Ha- 
baña en 23 de Diciembre de 1899, 

HOMICIDIO. 

Según tiene declarado el Tribunal Sapiemo, paza q.ite 
sean admisibles los recursos de casación han de ajnataxae & 
los hechos declarados probados en la sentencia, sin que sea 
lícito alterar 6 desfigurar éstos. 

Primero. Resultando : que la Sala de lo Criminal de la Au- 
diencia de la Habana, en la causa criminal procedente del Juz^ca- 
do de Instrucción del Distrito de Guadalupe contra el asiático Vi- 
cente Rodríguez Zayas, 6 Vicente Zayas 6 Vicente Castellanos por 
homicidio, dicto sentencia en veinte y tres de Diciembre último, 
por la cual le condena como autor por participación directa, á 
la pena de diez y siete años, cuatro meses y un día de reclusión 
temporal con las accesorias correspondientes: 

Segundo. Resultando: que la representación del procesado 
interpuso recurso de casación por infracción de ley, fundado en 
el caso quinto del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal y teniendo por infringido, por ina- 
plicación, el artículo noveno en los casos quinto y octavo, y el 
artículo ochenta, caso cuarto, todos del Código Penal; recurso 
que fué admitido por auto de doce de Enero del corriente, man- 
dándose emplazar á las partes para ante este Supremo Tribunal 
y remitir al mismo certificación de la sentencia recurrida: 

Tercero. Resultando: que, previos los trámites del caso, se 
confirió instrucción á las partes y dentro de ese período pre- 
sentó escrito el Fiscal, impugnando la admisión de dicho recnr- 
80, basándose para ello en el motivo único de que la representa- 
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ción del procesado Zayas, al establecer como base de su recur- 
so, hechos que la sentencia afirma terminantemente que no han 
resultado probados, propone una cuestión que, lejos de descan- 
sar en la absoluta aceptación de los supuestos de hechos conte- 
nidos en el fallo, implica la adición ó ampliación de los mismos 
7 por consiguiente, el incumplimiento del requisito más esencial 
de la causación por infracción de Ley en materia criminal, razón 
por la cual la cita incongruente del número quinto del artículo 
ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal deja además incumplido el número tercero del artículo 
quinto de la Orden número noventa y dos y destituye al recur- 
so de la tercera de las circunstancias de admisibilidad prescri- 
tas por el séptimo de dicha disposición; pidiendo en definitiva 
que eñ su día se declare mal admitido el recurso de que se 
trata: 

Cuarto, Resultando: que el veinte y cuatro del corriente 
tuvo efecto la vista de esta cuestión previa suscitada por el Mi- 
nisterio Fiscal, informando éste en el mismo sentido de la im- 
pugnación formulada: 

Primero. Considerando i que, según tiene ya declarado este 
Supremo Tribunal, para ser admisibles los recursos de casación 
por infracción de Ley han de ajustarse estrictamente á los he- 
ehos que en la sentencia reclamada se consignan como proba- 
dos, no siendo lícito contradecirlos ni alterarlos, ni adicionarlos: 

Segundo. Considerando-, que en este caso, se encuentra el 
recurso propuesto por la representación del procesado Vicente 
Rodríguez Zayas, ó Vicente Zayas, ó Vicente Castellanos, apo- 
yado única y exclusivamente en la afirmación gratuita de ha- 
berse cometido por la Sala error de derecho en la calificación 
de los hechos que se declaran probados en la sentencia, al no 
aceptar según expone, las circunstancias atenuantes de respon- 
sabilidad criminal, señaladas en los números quinto y octavo 
del artículo noveno del Código Penal, infringiéndose este ar- 
tículo en los casos mencionados, así como el caso cuarto del 
ochenta del mismo Cuerpo legal; siendo así que en el tercer 
Resultando, en que se basa el recurrente para sus afirmaciones, 
después de narrarse determinados hechos, se consigna que éstos 
no han resultado probados; lo cual destituye al recurso de la 
tercera de las circunstancias de admisibilidad exigidas categó- 
ricamente por el artículo séptimo de la Orden número noventa 
j dos sobre casación; 

Se declara mal admitido el recurso de casación interpues- 
to por Vicente Rodríguez Zayas, ó Vicente Zayas contra la sen- 
tencia dictada poF la Sección Primera de da Sala de lo Crimi- 
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nal de la Audiencia de la Habana en reinte y tres de Diciem- 
bre de mil ochocientos noventa 7 nueve, sin especial condena^ 
dan <le costas. 

Comuniqúese este auto á la Audiencia de la Habana por 
medio de la oportuna certifícacion, para lo que proceda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico como Secretario por delegación. — Antonio González 
de Mendoza. — ^Pedro (Jonzález Llórente. — Rafael Cruz Pérez.— 
José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. Betan- 
court. — Octavio Giberga. — Silverio Castro. 



El M. P. contra Juan Infanzsón Martínez. 

Auto Núm. 41. (Abril 2 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley y quebrantamiento de forma in- 
terpuesto por Juan Infanzón y Martínez contra la sentenm 
dictada por la Audiencia de la Ilábaim en 8 de Enero de 
1900. 

MATRIMONIO ILEGAL. 

Para que sea admisible un lecurso fondado en el Arttcn- 
lo 849 de la Ley Procesal, debe citarse el número de dicho 
artículo á que se refiere el recurso. 

No se cumple con el precepto de citar las leyes infringi- 
das, haciéndolo de dos artículos de la Ley Procesal que se le- 
fieren el uno k la sentencia que debe dictarse terminado al 
Juicio oral y el otro á que puede interponerse él recurso coan- 
do en la sentencia no se exprese cuales son los hechos que se 
declaran probados, 6 resulte manifiesta contradicción entre 
éUos. 

No procede la admisión de los recursos por infraccidii 
de ley ó quebrantamiento de forma, cuando resolta incon- 
gruencia entre la Ley ó precepto que se cita y el concepto en 
que se suponen infringidos. 

Primero, Resultando i que en causa procedente del Juzga- 
do de Primera Instancia del Distrito de Jesús María y seguida 
por matrimonio ilegal contra Juan Infanzón y Martínez vecino 
de esta ciudad y estudiante, la Sala de lo Criminal de la Au- 
diencia de la Habana dictó sentencia en ocho de Enero último, 
condenando al procesado á la pena de ocho años y un día de 
prisión mayor, accesorias, costas é indemnización: 

Segundo. Resultando-, que contra ese fallo interpuso el 
procesado recurso de casación por quebrantamiento de forma 7 
por infracción de ley y de doctrina leg^, alegando que autori- 
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zaban el recurso -por quebrantamiento de forma los artículos 
novecientos diez y novecientos once, en su número primero, de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, y que el quebrantamiento 
consistía en haberse admitido la prueba de peritos promovida 
por el Fiscal sin expresar los nombres y domicilio de aquéllos» 
infringiendo el artículo seiscientos cincuenta y seis de la ley 
mencionada y la sentencia del Tribunal Supremo de España fe- 
cha nueve de Abril de mil ochocientos ochenta y cinco, infrac- 
ción comprendida en el número primero del artículo novecien- 
tos once de la propia ley; y que también se había quebrantado 
la forma comprendida en el artículo novecientos doce, porque 
no se habían resuelto todos los puntos que habían sido objeto 
de la defensa, pues esta solicito se declarase inhábil en esta cau- 
sa al testigo Arturo Díaz Ramos, y no se había hecho esa de- 
claración; y expresando que autorizaban el recurso por infrac- 
ción de ley y de doctrina legal los artículos ochocientos cua- 
renta y siete, ochocientos cuarenta y ocho, número primero, ar- 
tículo ochocientos cuarenta y nueve y ochocientos cincuenta y 
cuatro de la repetida ley y la disposición segunda de la Orden 
número noventa y dos del Qobierno Militar de la Isla, y fun- 
dando el recurso en haberse infringido, á juicio del procesado: 

Primero. El artículo setecientos cuarenta y uno de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, por no haber la Sala sentenciadora 
apreciado una prueba pericial caligráfica, ni las declaraciones 
de dos testigos, ni la prueba documental consistente en una car- 
tíi presentada por la defensa: 

Segxmdo. La doctrina legal de que no es válido el dicho 
de los testigos de referencia y de los que son enemigos manifies- 
tos del procesado: 

Tercero. El artículo novecientos doce de la citada ley, por- 
que en la sentencia se dice que las declaraciones de Antonio 
Cuyas y Arturo Díaz fueron francas y espontáneas, y, según 
aparece de las actas del juicio oral, Díaz no compareció al pri- 
mer llamamiento, sino al día siguiente, después de ser multado, 
y en el juicio se excusó de declarar, alegando parentesco con 
el procesado, de modo que la Sala incurrió en contradicción 
entre lo dicho en la sentencia y las actas del juicio oral: 

Cuarto. La doctrina legal de que pueden ser testigos todas 
las personas de uno y otro sexo que no fueren inhábiles por in- 
capacidad natural ó imposición de la ley; y la infracción con- 
aistia en haberse tachado como testigo á la presunta ofendida; 
cuando era la testigo de mayor idoneidad en la causa: 

Quinto. La doctrina legal de que habiendo prueba en un 
juicio, no se debe recurrir á indicios y convicción moral: 
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Sexto. La doctrina legal de que cuando no existen pruebas 
para condenar, se debe absolver: 

Tercero, Resultando: que la Sala sentenciadora declaró no 
haber lugar á admitir el recurso establecido por infracción de 
doctrina legal, y admitió el interpuesto por infracción de ley 
y por quebrantamiento de forma : 

Cuarto. Resultando : que el Fiscal de este Tribunal Supre- 
mo pide se declare mal admitido el recurso: 

Primero. Porque prescindiendo de los fundamentos segun- 
do, cuarto, quinto y sexto del recurso por infracción de ley, res- 
pecto á los cuales la Sala no lo admitió porque se refieren á 
violación de doctrinas legales, el recurrente no ha citado, como 
precepto que autorice á discutir los fundamentos primero y 
tercero, ninguno de los números del artículo ochocientos cua- 
renta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal: 

Segundo. Porque tampoco en esos dos fundamentos se ci- 
tan las leyes penales infringidas, pues los artículos setecientos 
cuarenta y uno y novecientos doce de dicha ley, invocados por 
Infanzón, contienen disposiciones de naturaleza meramente pro- 
cesal : 

Tercero. Porque aunque se quisiera admitir que el tercer 
fundamento, colocado entre los respectivos al recurso por in- 
fracción de ley, perteneciese al de quebrantamiento de forma, 
no podría discutirse en casación, porque el número primero del 
artículo novecientos doce de la expresada ley, aun en el su- 
puesto erróneo de que la declaración de un testigo multado no 
pueda ser franca y espontánea, resultaría incongruente con la 
contradicción alegada, pues la de que aquel artículo habla, es 
la que resulta entre los hechos que en la sentencia se consideran 
probados : 

Cuarto. Porque no dándose por la ley ningún recurso con- 
tra la admisión de las pruebas, se hace, de todo punto inadmi- 
sible el recurso en cuanto á su primer f imdamento ; y, 

Quinto. Porque respecto al segundo, relativo á forma no se 
cita número del artículo novecientos doce: 

Quinto. Resultando: que el treinta y uno de Marzo último 
se celebró la vista de la cuestión previa, en cuyo acto sólo in- 
formó el representante del Ministerio fiscal: 

Primero, Considerando: respecto al recurso de fondo, qjie 
desechados los fundamentos relativos á las alegadas infraccio- 
nes de doctrina legal, en cuanto á las cuales no se ha admitido 
el recurso, queda reducido el examen á los fundamentos prime- 
ro y tercero, concernientes á las también alegadas infracciones 
de ley: 
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Segundo. Considerando: que para que fuese admisible el 
recurso por ambos ó por uno de ellos, habría debido citarse al- 
guno de los números del artículo ochocientos cuarenta y nueve 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, como lo exige el número 
tercero del artículo séptimo de la Orden número noventa y dos 
del Gobierno Militar de la Isla: 

Tercero. Considerando: que la necesidad de citar las leyes 
infringidas, para que, según el número cuarto de los articiüos 
quinto y séptimo de dicha orden, se admita el recurso, no se ha 
llenado citando el artículo setecientos cuarenta y uno y el nú- 
mero primero del artículo novecientos doce de la enunciada 
Ley de Enjuiciamiento, pues estos son de mero carácter proce- 
sal y bajo ningún aspecto se relacionan con las supuestas in- 
fracciones de ley, porque lo mandado en el artículo setecientos 
cuarenta y uno es que el Tribunal apreciando según su con- 
ciencia, las pruebas y las alegaciones, dicte fallo dentro del tér- 
mino fijado en la ley, y lo declarado en el número primero del 
artículo novecientos doce es que puede interponerse el recurso 
de casación, cuando en la sentencia no se exprese clara y ter- 
minantemente cuáles son los hechos que se consideren probados, 
ó resulte manifiesta contradicción entre ellos : 

Cuarto. Considerando: que, aparte de no ser exacto que la 
Sala sentenciadora se haya contradicho al calificar de franca y 
espontánea la declaración de un testigo que fué multado y aper- 
cibido de conducción, según aparecía, en las actas del juicio 
oral; aunque entre la calificación hecha por la Sala y las ac- 
tas referidas resultase contradicción, sería de una incongruen- 
cia evidente la cita del número primero del artículo novecientos 
doce, porque ese número no se refiere á tales divergencias, sino, 
como se ha dicho, á la manifiesta contradicción que en la sen- 
tencia resulte entre los hechos que en la sentencia misma se es- 
timen probados: 

Quinto. Considerando: respecto al recurso por quebranta- 
miento de forma que su primer fundamento consiste en haber- 
se admitido una prueba propuesta por el Ministerio fiscal, y 
que contra la admisión de pruebas no procede recurso alguno, 
tercer párrafo del artículo seiscientos cincuenta y nueve de la 
mencionada ley, siendo incongruente la cita del artículo no- 
vecientos once, que se contrae no a la admisión, sino á la dene- 
gación de diligencias de prueba; y en el segundo fundamento 
de ese recurso no se ha citado la disposición legal que lo autori- 
ce, como lo requiere el caso tercero de los artículos quinto y 
séptimo de la Orden número noventa y dos; 

Se declara mal admitido el recurso por infraocióji de ley 
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y quebrantamiento de forma interpuesto por Juan Infanzón y 
Martínez, sin especial condenación de costas; y comuniqúese á 
la Audiencia para los efectos que procedan. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados que al margen se 
expresan, de que certifico como Secretario por delegación. — 
Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — 
José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. Betan- 
eourt. — Silverio Castro. 



Martín Mabtioorena y Agustín Mantecón, contra Juan José 
SiLVERA Y Frutos y Santiago de los mismos apellidos. 

Auto Núnt 42. (Abril 5 de 1900). 

Recurso por quebrantamiento de forma é infracción de ley in- 
terpuesto por Martín Marticorena y Agustín Mantecón can- 
tra la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana en 
23 de Enero de 1900, 

FALSEDAD Y ESTAFA. 

Al inteiponerse un recuso de casación por quebrantar 
miento de forma, debe expresarse en qué consiste el que- 
brantamiento, y qué reclamación se ha hecho para subsanarlo, 
6 causas que impidieran no hacer nlngmuí, sin cayos requi- 
sitos es inadmisible. 

Ko expresándose en el recurso por infracción de ley él 
concepto en que ésta ha sido infringida, y desfigurándose 
los hechos declarados probados de la sentencia, se infringe 
el número 4o del Artículo 5o de la Orden 92 y se hace inadmi- 
sible el recurso. 

No existiendo correspondencia entre los preceptos lega- 
les que autorizan el recurso por infracción de ley y el pre- 
cepto legal que se dice infringido, es inadmisible el recurso, 
porqne se carece de elementos para integrar el problema ju- 
rídico que se plantea. 

En un recurso por infracción de ley no pueden citarse 
preceptos de carácter procesal. 

Primero, Resultando: que en la causa seguida ante la Sec- 
ción Segunda de la Sala de lo Criminal de la Audiencia de esta 
ciudad por Martín Marticorena y Saralegui y Agustín Mante- 
cón y Cuesta contra Juan José Silvera y Frutos y Santiago 
de los mismos apellidos, por falsedad y estafa, el representante 
de los acusadores privados interpuso recurso de casación contra 
la sentencia dictada en veinte y tres de Enero del corriente año 
que absolvió al procesado Juan José, fundado en los artículos 
ochocientos cuarenta y siete, ochocientos cuarenta y ocho, inciso 
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primero, ochocientos cuarenta y nueve, incisos segundo y tercero, 
novecientos diez y novecientos doce, inciso segundo, todos de la 
Ley de Enjuiciamiento (Criminal, citándoilos como infringidos, 
en cuanto al de quebrantamiento de forma, en no haberse re- 
suelto en la sentencia todos los puntos que fueron objeto de la 
acusación y de la defensa, puesto que había dejado al estudio 
de la Sala la prueba documental que consta de tres piezas de 
autos; y en cuanto al de infracción de ley: 

Primero. El artículo primero del Código, que define como 
delito las acciones voluntarias penadas por la ley, y ser los he- 
chos perseguidos constitutivos de delito: 

Segundo. El artículo trescientos once en relación con el 
trescientos diez, inciso cuarto, del Código, toda vez que en el 
documento privado elevado á público ante el Notario Castro, 
otorgado por Santiago Silvera á favor de Juan José Silvera y 
Frutos, se falsea la verdad en los hechos de dicha escritura, fe- 
cha cuatro de Noviembre de mil ochocientos noventa y siete, 
puesto que ya en veinte y tres de Enero de mil ochocientos no- 
venta y siete tenía cedidos el setenta por ciento de sus supues- 
tos derechos hereditarios á un tercero: 

Tercero. El artículo séptimo de la Orden número veinte y 
dos de veinte y seis de Enero último sobre indulto, puesto que 
siendo sus poderdantes acusadores privados de los delitos de 
estafa, no hay términos hábiles para tratar del indulto, como 
.se hace en el cuarto Considerando de la sentencia: 

Cuarto. El artículo quinientos sesenta y dos, inciso segun- 
do del Código, dado que siendo á todas luces claro el delito de 
estafa, no se pena: 

Quinto. Que al no penarse al procesado, habiendo ocasio- 
nado perjuicios reales y efectivos á los acusadores privados, se 
infringen las leyes y doctrinas que sirven de base á los delitos 
de falsedad y estafa; y 

Sexto. El artículo ciento sesenta y uno de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal, porque habiendo solicitado se aclarara la 
sentencia en cuanto á los hechos probados, la Sala lo negó á pe- 
sar de reconocer que los Tribunales pueden aclarar algún con- 
cepto oscuro ó suplir las omisiones en que hubieren incurrido 
en el fallo: 

Segundo, Resultando: que admitido ese doble recurso por 
la Sala sentenciadora y remitidos los autos 4 este Supremo Tri- 
bunal, el Fiscal presentó escrito durante el período de instruc- 
eión impugnando la admisión por los motivos siguientes: 

Primero. Porque al limitarse los Sres. Marticorena y Man- 
tecón á manifestar en el único fundamento de su recurso por 
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quebrantamiento de forma que el fallo recurrido no resolvió 
todos los puntos objeto de la acusación y de la defensa, toda 
vez que dejaron al estudio de la Sala sentenciadora la prueba 
documental de tres piezas de autos y entre ellas la escritura que 
indican, es evidente que dichos acusadores han omitido expre- 
sar cuál sea el particular no resuelto por la sentencia y por 
tanto en qué consiste el quebrantamiento reclamado, razón por 
la cual, así como por no haberse expuesto las reclamaciones 
practicadas para obtener la subsanación de la falta quedó in- 
cumplido el requisito quinto de la Orden número noventa 
y dos: 

•Segundo. Porque el recurso por infracción de ley debió re- 
chazarse de plano en cuanto al primero de sus fundamentos, 
puesto que al no exponerse en concreto los hechos que se juz- 
gan constitutivos de delito ni los razonamientos jurídicos de- 
mostrativos del error de derecho atribuido al Tribunal senten- 
ciador, se ignora si los recurrentes cumplen el requisito mas 
esencial de aceptar los hechos probados, no resulta citado con 
precisión y claridad el concepto de la infracción denunciada, y 
por consiguiente aparecen incumplidos el artículo ochocientos 
cuarenta y nueve del Enjuiciamiento Criminal y los números 
cuartos de los artículos quinto y séptimo de la Orden número 
noventa y dos: 

Tercero, porque por las mismas razones consignadas en el 
párrafo anterior, también debió denegarse la admisión del alu- 
dido recurso, en el fondo, por lo que hace al segundo de sos 
motivos : 

Cuarto, porque no se ha cumplido él tercer requisito dd 
artículo quinto de la referida Orden y falta la tercera de las 
circunstancias de admisibilidad prescritas en el séptimo, ya que 
ninguno de los dos números segundo y tercero del artículo 
ochocientos cuarenta y nueve citados por los recurrentes es con- 
gruente, ni autoriza á debatir la indebida aplicación de un in- 
dulto, problema que tampoco podría plantearse en el presente 
caso en que se trata de un fallo absolutorio por inexistencia de 
delito, y cuando el recurso se intenta contra uno de los Consi- 
derandos de la sentencia que no son susceptibles de la casación: 

Quinto. Porque el cuarto fundamento del recurso adolece 
de los mismos defectos señalados en el número segundo, que da 
aquí por reproducido: 

Sexto. Porque es inadmisible el quinto fimdamento, por 
cuanto en él no se citan en concreto y con claridad y precisión 
las leyes infringidas ni el concepto en que lo fueron, faltándose 
de tal suerte á lo que preceptúan los números cuartos de los 
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artículos quinto y séptimo de la Orden número noventa y dos ; y, 

Séptimo. Porque no se cumplió tampoco ni pudo cumplir- 
se respecto del sexto y último fundamento, el requisito de los 
números terceros de los artículos quinto y séptimo de la repetida 
Orden; pues ni los números segundo y tercero ni otro alguno 
del artículo ochocientos cuarenta y n«ueve y autorizan á discutir 
en casación las infracciones de naturaleza meramente procesal, 
los cuales pueden reclamarse tan solo en los casos de los artícu- 
los novecientos once y novecientos doce del Enjuiciamiento Cri- 
minal, ninguno de los cuales comprende la negativa de aclara- 
ción de la sentencia por lo mismo que ese recurso ordinario es 
preparatorio del extraordinario de casación por la forma: 

Tercero. Resultando: que decursado el período de instruc- 
ción y designado día para la vista de la impugnación, tuvo 
efecto el día tres del mes actual con asistencia del representan- 
te del Ministerio Fiscal y del abogado del acusador privado 
Mantecón y Cuesta: 

Primero. Considerando: que conforme á lo dispuesto en el 
número quinto de la Orden número noventa y dos de veinte y 
seis de Junio de mil ochocientos noventa y nueve, cuando se 
trata de la interposición de un recurso de casación por que- 
brantamiento de forma debe expresarse en qué consiste dicho 
quebrantamiento y qué reclamación se ha practicado para ob- 
tener la subsanación de la falta cometida, y en caso de que no 
hubiese sido posible hacerlo, se expresará esta imposibilidad y 
sus motivos, siendo obligación del Tribunal sentenciador exami- 
nar si en el escrito de interposición se han llenado las formali- 
dades requeridas, y en caso contrario denegar el recurso; y co- 
mo el escrito de los acusadores privados no contiene expresión 
alguna relativa á la forma procesal quebrantada, ni á la ges- 
tión procedente para subsanar la falta cometida, sin que tam- 
poco consigne que le fuese imposible hacerla y por qué motivos, 
es evidente que no debió admitirse el recurso por carecer el es- 
crito de interposición de una de las circunstancias contenidas 
en el articulo séptimo ó sea la quinta del artículo quinto de 
la Orden número noventa y dos, y procede declararlo así con- 
forme á lo dispuesto en el artículo once de la referida Orden: 

Segundo. Considerando: en cuanto á los motivos segundo, 
tercero, quinto y sexto del escrito de impugnación, referentes 
á los primeros, segundo, cuarto y quinto del recurso por infrac- 
ción de ley que, además de no citarse concretamente en el últi- 
mo de estos números el precepto legal que se dice infringido; 
de controvertirse en todos ellos los hechos que en la sentencia 
se declaran probados, lo que no puede intentarse en casación, y 
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de no expresarse con la necesaria claridad y precisión el con- 
cepto de las infracciones alegadas; al citarse en el primero de 
los contenidos en el escrito de interposición el articulo primero 
del Código en sentido de no haberse aplicado sin relacionarlo 6 
referirlo á determinados hechos ni á otros preceptos legales, no 
puede aceptarse que se cite con precisión y claridad el concep- 
to de la infracción de dicho artículo, como exige el número 
cuarto del artículo quinto de la Orden número noventa y dos; 
por todo lo cual el recurso fundado en esos motivos no debió 
admitirse por la Sala isentenciadora : 

Tercero. Considerando: respecto al tercer motivo del recur- 
so, á que se refiere el cuarto de la impugnación, que habiendo 
citado los recurrentes como preceptos legales que autorizan el 
recurso de infracción de Ley los números segundo y tercero del 
artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal relativos á la calificación de los hechos ó del 
derecho, é invocado como precepto legal infringido el artículo 
séptimo de la Orden número veinte y dos de diez y seis de Enero 
último, que trata de la gracia de indulto; no existe entre aqué- 
llos y este último precepto la necesaria correspondencia para 
integrar un problema jurídico que pueda ser objeto de casa- 
ción, puesto que la indebida aplicación de un indulto no es 
punto de calificación de hechos ni de derecho y aoin cuando 
lo fuera, nunca sería procedente la admisión del recurso, en 
atención á que en la sentencia no resulta aplicada aquella gra- 
cia sino tan sólo se citó la Orden referida en uno de sus Consi- 
derandos, contra los cuales, como es sabido, no procede la ca- 
sación : 

Cuarto. Considerando \ en cuanto al último motivo del re- 
curso por infracción de ley, que en esta clase de recursos no se 
puede citar útilmente como infringidos preceptos puramente 
procesales como son los que se refieren á la aclaración de la 
sentencia, sin que por otra parte la negativa de aclaración de 
un fallo figure entre los quebrantamientos de forma taxativa- 
mente fijados en los artículos novecientos once y novecientos 
doce de la Ley de Enjuiciamiento Criminal; 

8e declara con lugar la impugnación establecida por ei 
Ministerio Fiscal y por consiguiente mal admitido el recurso 
de casación interpuesto por el representante de los acusadores 
privados, sin especial condenación de costas. Y con certificación 
de este auto devuélvanse las actuaciones originales a la Audien- 
cia de esta ciudad para lo que proceda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
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qae certifico como Secretario por delegación. — ^Antonio Qonz&r 
lez de Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — ^Bafael Cruz Pé- 
rez. — José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. 
Betancourt. — Octavio Giberga. — Silverio Castro. 



Apolinar Sotelo contra Arístides Mestre Hevia. 

Auto Núm. 43. (Abril 6 de 1900). 

Recurso por quebrantamiento de forma é infracción de Ley in- 
terpuesto por el querellante Apolinar Sotelo contra el auto 
de 29 de Diciembre de 1898. 

ESTAFA. 

Según él Articnlo 910 de la Ley Procesal, sólo procade 
el recurso de casación por qnebrantainlento de forma, contra 
las sentencias definitivas. 

En materia criminal no procede el recurso de casación 
por infracción de doctrina. 

Aim cuando no se trate de un sobreseimiento compren- 
dido en el número 4o del Articulo 848, si el auto recurrido re- 
suelve lo que es materia de un artículo de previo pronuncia- 
miento, por más que no se le haya dado esa tramitación, él 
recurso por infracción de ley que contra él se establece está 
comprendido en el Articulo 851 en relación con el caso 3o del 
citado Articulo 848 y en él se cumple el precepto contenido 
en los números terceros de los Artículos 6o y 7o de la Orden 
sobre casación, pues bay la debida congruencia entre la ley 
que se cita y el caso que se debate. 

Primero, Resultando: que en cansa seguida contra Arísti- 
des Mestre y Hevia y otro en virtud de querella que promovió 
Apolinar Sotelo por estafa, la Sección segunda de la Sala de lo 
Criminal de la Audiencia de la Habana por auto de veinte y 
nueve de Diciembre de mil ochocientos noventa y ocho sobrese- 
yó, definitivamente en cuanto al referido Mestre, bajo el funda- 
mento de serle aplicable en su carácter de voluntario los decre- 
tos de indulto de diez y seis y veinte y siete de los expresados 
roes y año: 

Segundo. Resultando-, que el procurador Esteban de la 
Tejera interpuso, á nombre de Apolinar Sotelo, recurso de ca- 
sación contra dicho auto, por quebrantamiento de forma é in- 
fracción de ley, fundándolo en el artículo ochocientos cincuen- 
ta y uno de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y en el núme- 
ro primero del novecientos doce, y cita como infringidos el ar- 
tíeulo segundo del indulto del Capitán General español Adolfo 
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Jiménez Oastellanos por indebida aplicación y la doctrina legal 
de que el indulto no aprovecha á los rebeldes: 

Tercero. Resultando: que admitido el recurso por la Au- 
diencia y personado en este Tribunal Supremo el recurrente 
por medio de su representante el Ldo. Antero Rivas y i^ixet, 
abierta la sustanciación, el Ministerio Fiscal impugnó en el trá- 
mite correspondiente la admisión del recurso solicitando se de- 
clarara mal admitido por los motivos siguientes: 

Primero. El artículo novecientos diez de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal otorga el recurso de casación por quebran- 
tamiento de forma contra las sentencias mencionadas en el 
ochocientos cuarenta y ocho; pero no en manera alguna contra 
los meros autos, ni aun siquiera los que ese último artículo 
enumera y entre los cuales se encuentra comprendido, según 
Sotelo el que se pretende anular por medio del aludido recur- 
so, que, es visto, carece de la primera de la circunstancias de 
admisibilidad establecidas en el artículo séptimo de la Orden 
número noventa y dos: 

Segundo. Tampoco el auto recurrido es susceptible de casa- 
ción por infracción de ley, puesto que, contra lo sostenido por 
el recurrente de un modo alternativo el sobreseimiento definiti- 
vo dictado de oficio en aplicación de un indulto, no tiene el ca- 
rácter de las resoluciones de los artículos seiscientos treinta y 
tres, seiscientos treinta y cuatro, seiscientos treinta y seis, seis- 
cientos treinta y siete, seiscientos cuarenta y uno, seiscientos 
setenta y cuatro, sescientos setenta y cinco y seiscientos setenta 
y seis del Enjuiciamiento Criminal, ni en consecuencia puede 
comprenderse en los números tercero y cuarto, ni en otro alga- 
no del artículo ochocientos cuarenta y ocho, razón por la cuái, 
el referido recurso en el fondo entablado por Sotelo está desti- 
tuido de la primera de las circunstancias que para que fuese 
admisible prescribe el artículo séptimo de la Orden número no- 
venta y dos: 

Tercero. Aunque así no fuese y el auto recurrido, ya que 
no sea dable considerarlo como resolutorio de artículo de previo 
pronunciamiento, se estímaae al menos ecmo ua sobreseimiento 
de los á que se refiere el número cuarto del artfctdo aifeHM»r 
tos cuarenta y ocho del Enjuiciamiento Criminal, todavía la 
cita del artículo ochocientos cincuenta y uno, por ser incon- 
gruente para discutir los errores de derecho que hubieren po- 
dido cometerse en aquella resolución, dejaría incumplido el nú- 
mero tercero del artículo quinto de la Orden número noventa 
y dos y privaría al recurso por infracción de ley de la tercera 
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de las circunstancias de admisibilidad prescritas en el séptimo 
de dicha disposición: 

Cuarto. Suponiendo, finalmente, para agotar la discusión, 
que la naturaleza del auto recurrido fuese la que se indica en 
el numero tercero del artículo ochocientos cuarenta y ocho, 
siempre resultarían incumplidos los números terceros de los 
artículos quinto y séptimo de la Orden número noventa y dos, 
por ser incongruente la cita del artículo ochocientos cincuenta 
y uno, 3'a que éste autoriza á debatir el caso de que los hechos 
declarados probados se hayan comprendido indebidamente en 
algún indulto general; y el auto recurrido, lejos de contener 
declaración de hechos probados y de fundarse en ellos para 
otorgar la referida gracia la aplica tan solo en consideración á 
las circunstancias personales de ser voluntario el procesado, cu- 
yo perdón por tanto tampoco en la hipótesis sentada podría 
impugnarse en casación como otorgado con infracción del ar- 
tículo segundo del decreto de diez y seis de Diciembre de mil 
ochocientos noventa y ocho y mucho menos, invocando la viola- 
ción de la doctrina legal á que alude el recurrente, pues en lo 
criminal, ella no constituye materia de recurso entablado : 

Cuarto. Resultando: que sustanciada esta cuestión previa 
se celebró la vista el día tres de los corrientes informando el 
Ministerio Fiscal que sostuvo su impugnación sin que asistiera 
á dicho acto el recurrente: 

Primero. Considerando: en cuanto al recurso por quebran- 
tamiento de forma, que según el artículo novecientos diez de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, sólo procede aquél contra las 
sentencias definitivas á que se refiere el número primero del 
ochocientos cuarenta y ocho, no cabiendo, por tanto, respecto 
de los autos, y de esa naturaleza es la resolución recurrida: 

Segundo. Considerando: respecto del recurso por infrac- 
ción de doctrina, que no procede por ese concepto la casación 
en materia crimnal: 

Tercero. Considerando: con relación al recurso por infrac- 
ció;n de ley, que si bien es exacto que la resolución recurrida no 
tiene el carácter de un sobreseimiento de aquellos á que se re- 
fiere el número cuarto del artículo ochocientos cuarenta y ocho 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal no es menos cierto que 
dicho auto resuelve en realidad lo que es materia de un artícu- 
lo de previo pronunciamiento y que el hecho de no haberse da- 
do al asunto esa tramitación no varía su naturaleza, por lo que 
el recurso interpuesto está comprendido en el artículo ocho- 
cientos cincuenta y uno en relación con el caso tercero del cita- 
do artículo ochocientos cuarenta y ocho, y en él se cumple el 
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precepto contenido en loe números terceros de los artíeolos 
quinto y séptimo de la Orden número noventa y dos, puesto 
que se cita el articulo ochocientos cincuenta y uno de la indica- 
da Ley Procesal, guardándose la debida congruencia entre ésta 
y el caso que se debate, sin que obste para ello la circunstancia 
de no contener el referido auto declaración de hechos probadoa, 
ya que su consignación basta para que quede planteado el pro- 
blema jurídico con toda claridad y precisión á los efectos lega- 
les de la casación establecida; 

8e declara mal admitido el recurso de casación interpues- 
to por el procurador Esteban de la Tejera á nombre de Apoli- 
nar Sotelo en lo que se refiere al quebrantamiento de forma y 
á la infracción de doctrina ; y sin lugar la impugnación del Mi- 
nisterio Público en cuanto al primer motivo del recurso por in- 
fracción de ley, y dése cuenta para proveer lo que corresponda. 
La proveyeron y firman los Magistrados del margen de que cer- 
tifico, como Secretario por delegación. — ^Antonio González de 
Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — 
José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — Ángel C. Betan- 
court. — Octavio Giberga. — Silverio Castro. 



El M. F. contra Anastasio Zulueta. 

Sentencia Núm. 21. (Abril 7 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Anastasio Zulue- 
ta contra la sentencia dictada por la Audie^icia de Matanzas 
en 14 de Noviembre de 1899. 

HOmCIDIO T TENTATIVA DE HOMICIDIO. 

Cuando el acnsado al encontrarse con la mujer que b*- 
bia sido su coácubina y con la madre de eUa, que se oponía 
á que reanudaran aqueUas relaciones, después de breves pa- 
labras sobre la acción que le había hecho la primera al sepa- 
rarse de él, acomete á ésta descargándole varios machetazos 
que le producen la muerte; y persiguiendo después á la ma- 
dre la infiere con la misma arma tres heridas en el cnéULo j 
lóbulo de la oreja isquierda, dejándola tendida en el snelOb 
se hace responsable de los dos delitos mencionados. 

En la ciudad de la Habana, á siete de Abril de mil nove- 
cientos, en el recurso de casación que por infracción de ley 
pende ante este Supremo Tribunal, interpuesto por el Procu- 
rador Simeón, á nombre de Anastasio Zulueta, negro, vecino de 
Cervantes y de oficio campo, contra la sentencia dictada por la 
Audiencia de Matanzas, i consecuencia de la causa criminal 
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por homicidio y tentativa de homicidio, procedente del Juzga- 
do de Instrucción de Colón, seguida de oficio entre partes de 
la una el Ministerio Fiscal y de la otra el procesado Anastasio 
Zulueta : 

Primero, Resultando: que vista en juicio oral y público la 
mencionada causa, dicho Tribunal dictó la referida sentencia 
«n catorce de Noviembre último, consignando los siguientes Re- 
sultandos : 

Primero. Probado que el moreno Anastasio Zulueta, que 
había vivido en concubinato con la parda Pastora llamos y pre- 
tendiendo después volver á esas relaciones, á lo que se opuso 
la Pastora Ramos, se encontró con ésta y su madre nombrada 
Matea Menéndez en terrenos del ingenio **Tinguaro'' en la 
mañana del día veinte y seis de Abril del año último, y acer- 
cándose á las mismias, Zulueta, le preguntó á la Menéndez por 
qué le había hecho ''aquello", a lo que ella contestó, pregun- 
tándole "qué era lo que le había hecho" jwrque no lo sabía, y 
repitiéndole el procesado su pr^unta, y contestándole la Me- 
n^dez que nada le había hecho y que la dejara quieta, a tiem- 
po de que se agachaba para continuar sacando boniatos, el pro- 
cesado le descargó varios machetazos que le produjeron tres 
heridas, situada una en la parte posterior del cuello, transver- 
sal penetrante hasta la base de la lengua, otra en el brazo iz- 
quierdo en dirección oblicua de arriba á abajo que fracturó la 
base superior del cubito, y otra en la región anterior del cuello 
también transversal y en dirección á la base de la lengua, he- 
ridas las que le produjeron la muerte á la agredida: 

Segundo. Probado que ejecutado el hecho anterior el mo- 
reno Zulueta persiguió inmediatamente á la parda Pastora Ra- 
mos y dándole wlcance, con la misma arma le infirió tres heridas 
dejándola tendida en el suelo, cuyas lesiones fueron, una con 
pérdida de sustancias en el lóbulo de la oreja izquierda de dos 
centímetros; otra hacia la parte lateral izquierda del cuello por 
debajo de dicho lóbulo, la que aparece haber sido inferida á la 
vez que la anterior por instrumento cortante interesando sólo 
la piel, siendo su dirección de arriba á abajo y de atrás á ade- 
lante; otra en la región posterior del cuello de dos centímetros, 
transversal, que interesa la piel, y otra en la región escapular 
izquierda de tres centímetros que interesa también la piel en 
dirección vertical; de las que tardó en sanar quince días, nece- 
sitando siete de asistencia médica; los mismos que estuvo impe- 
dida para sus ocupaciones y sin que le quedara defecto físico 
alguno: 

Segundo. Resultando : que la referida Audiencia calificó los 
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hechos expuestos como constitutivos, el primero, de un ddito 
de homicidio de Matea Menéndez, definido y penado por el ar- 
tículo cuatrocientos diez y seis del C6digo Penal, y el segundo de 
un delito de tentativa de homicidio, de Pastora Ramos, previs- 
to y también penado en el mismo artículo, en relación con el 
sesenta y cinco del propio Código, de que es responsable en con- 
cepto de autor, por haber tomado parte directa en la ejecución 
del hecho, sin concurrencia de circunstancias modificativas de 
responsabilidad criminal, el mencionado Anastasio Zulueta; y 
vistos los artículos citados y demás de aplicación del citado Có- 
digo y de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, le condenó por 
el delito de homicidio á la pena de catorce años, ocho meses y 
un día de reclusión temporal con sus accesorias é indemnización 
de cinco mil pesetas á los herederos de la interfecta; y por d 
delito de tentativa de homicidio á la pena de dos años, cuatro 
meses y un día de prisión correccional con sus accesorias, in- 
demnización de quince pesetas á la lesionada Ramos, y á falta 
de pago por insolvencia á sufrir un día más de prisión por cada 
doce y media pesetas, abonándose al procesado para el cumpli- 
miento de esta pena correccional la mitad de la preventiva su- 
frida, imponiéndosele además el pago de todas las costas; 

Tercero. Resultando: que contra esta sentencia se interpu- 
so por la representación del procesado recurso de casación por 
infracción de ley autorizado por los casos tercero, primero y 
quinto del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal y teniendo por infringidas: 

Primero. El artículo cuatrocientos treinta y dos del Códi- 
go Penal, por cuanto habiendo tardado en curar radicalmente 
las lesiones inferidas á Pastora Ramos quince días el delito no 
es otro que el de lesiones menos graves, penado en dicho ar- 
tículo : 

Segundo. En que la calificación dada á ese delito, como 
tentativa de homicidio es equivocada, y por lo tanto no debe 
subsistir por razón de que corresponde únicamente la de lesio- 
nes menos graves y es inadecuada la pena de dos años, cuatro 
meses y un día de prisión correccional, caso tercero del artícu- 
lo ochocientos cuarenta y nueve: 

Tercero. Caso once del artículo octavo y casos tercero y 
cuarto del artículo noveno, ambos del Código Penal, por cuan- 
to Zulueta obró bajo el impulso de miedo insuperable, toda vez 
que la interfecta Menéndez y la herida Ramos le acusaron de 
insurrecto á las fuerzas españolas, poniendo en inminente pe- 
ligro su vida, y porque no tuvo la intención de ocasionar tm 
mal de tanta gravedad como el que produjo, y porque había 
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mediado provocación de parte de las ofendidas, casos primero 
y quinto del artículo ochocientos cuarenta y nueve, Ley de En- 
juiciamiento Criminal: 

Cuarto. Resultando: que elevado el recurso á este Supre- 
mo Tribunal, y nombrado abogado de turno al procesado Zu- 
lueta, durante el período de instrucción impugnó el Fiscal el 
recurso interpuesto, como mal admitido, impugnando los moti- 
vos segundo y tercero, se accedió á dicha impugnación en cuan- 
to al segundo, y no al tercero, por cuanto ya la Audiencia ele 
Matanzas lo había ya rechazado; y señalándose para la vista 
pública respecto solamente al primero de los motivos alegados, 
el día treinta de Marzo último, tuvo efecto dicha vista, infor- 
mando el abogado defensor del recurrente. 

Vistos. Siendo Ponente el Magistrado Rafael Cruz Pérez: 

Primero. Considerando: que según el artículo tercero, pá- 
rrafo tercero del Código Penal, hay tentativa, cuando el culpa- 
ble da principio á la ejecución de un delito directamente por 
hechos exteriores, y no practica todos los actos de ejecución que 
debieran producir el delito, por causa ó accidente que no sea 
su propio y voluntario desistimiento: 

Segundo. Considerando: que pai*a la ejecución del delito 
de homicidio es de rigurosa necesidad que el propósito de pri- 
var de la vida á una persona se manifieste por actos que de una 
manera inequívoca tiendan á conseguir aquel resultado por me- 
dios idóneos ó adecuados; y si bien el culpable dio principio 
directamente á la ejecución del delito, emprendiendo á raíz de 
dar muerte á la morena Matea Menéndez, madre de la de igual 
clase Pastora Bamos, la persecución de ésta, en otro tiempo con- 
cubina del procesado y á la cual pretendía éste de nuevo, opo- 
niéndose ella á tales pretensiones y habiéndole dado alcance le 
infirió tres heridas de machete en el cuello y el lóbulo de la 
oreja izquierda con pérdida de sustancias, dejándola tendida 
en el campo, terrenos del ingenio **Tinguaro''; todo lo cual re- 
vela el propósito de matarla ; también es verdad que Zulueta no 
practicó todos los actos de ejecución que debieron haber produ- 
cido el homicidio, pues de ejecutarlos en su integridad hubiera 
logrado la consumación del crimen, siendo evidente, que por 
causas que no fueron de su propio y voluntario desistimiento 
no llegó á emplear todos los actos que debieran producir la 
muerte de dicha Pastora Ramos, y en consecuencia correspon- 
de al hecho la calificación de tentativa que acertadamente le ha 
dado el Tribunal a quo, excluyendo la posibilidad de otro fin 
de menor importancia jurídica: 

Tercero. Considerando: que al estimarlo así dicha Audien- 
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cia y condenar al recurrente como autor de tentativa de homi- 
cidio no ha cometido el error de derecho que se supone en el 
recurso, pues el artículo cuatrocientos treinta y dos del Código 
Penal que se dice infringido por su no aplicación, hubiera debi- 
do tenerla solamente en el caso de no proponerse el procesado 
la muerte de la ofendida: 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación interpuesto por la representación de 
Anastasio Zulueta, por infracción de ley, en la causa de que se 
ha hecho referencia. 

Así, por esta sentencia, que se comunicará á la Audiencia 
de Matanzas por medio de la oportuna certificación, librán- 
dose las correspondientes copias autorizadas á la Secretaría de 
Justicia para la Colección á su cargo y á la Gaceta de la Haba- 
na para su publicación, lo pronunciamos, mandamos y firma- 
mos. — Antonio González de Mendoza. — ^Pedro Gkmzález Lloren- 
te. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



José Chardón y Llama contra Luis Aguirre t Urquijo y 
Enrique Garay y Urquijo. 

Auto Núm. 45. (Abril 10 de 1900). 

Recurso por quebrantamiento de forma é infracción de Ley ú»- 
trepuesto por José Chardón contra el auto dictado por l^ 
Audiencia de la Habana en 9 de Febrero de 1900. 

FALSEDAD T ESTAFA. 

Oualquiera qae sea la tramitación dada á on asunto de 
indulto, constitaye la materia propia de un artículo de pie- 
vio pronunciamiento; y, por lo tanto, no teniendo el car&cter 
de sentencia definitiva la resolución dictada en él, no es sus- 
ceptible de recurso por quebrantamiento de forma. 

Aun cuando una resolución sea susceptible del reenno 
por infracción de ley, al no citarse el precepto legal que le 
autoriza, no puede ser admitido. 

Primero. Resultando: que en virtud de querella deducida 
á nombre de José Ohardón y Llama, por los delitos de falsedad 
y estafa, inició el Juzgado de Instrucción del Distrito de Cate- 
dral, de esta ciudad, causa criminal en la cual fueron procesa- 
dos por estafa Luis Aguirre y Urquijo y Enrique Garay y ür- 
quijo, á quienes con posterioridad la Sección primera de la co- 
rrespondiente Sala de la Audiencia de esta capital, por su auto 
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de feclia nueve de Febrero de este año, previa instancia del Minis- 
terio Público, deelaró comprendidos respectivamente en «lia Or- 
den de treinta de Marzo de mil ochocientos noventa y nueve, 
sobre aplicación de los decretos de indulto de diez y seis y 
veinte y siete de Diciembre de mil ochocientos noventa y ocho, 
y en la Orden, asimismo sobre indulto, de diez y seis de Enero 
de mil novecientos, por lo cual les eran aplicables los beneficios 
de los indultos mencionados, reservando la Sala á la parte que- 
rellante sus derechos para que los ejercite en la vía y forma 
correspondiente, contra cuyo auto interpuso dicha parte quere- 
llante recurso de casación por quebrantamiento de forma y por 
infracción de ley, expresando respecto del primero, que lo fun- 
da en el número primero del artículo novecientos doce de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, con otras manifestaciones re- 
lativas á la falta de procedimiento que supone cometida y á la 
imposibilidad de pedir con tiempo su subsanación, y expresan- 
do separadamente, con referencia al recurso por infracción de 
Ley, cuáles son las leyes á su juicio infringidas por la Sala y el 
concepto en que lo han sido, pero sin citar en parte alguna del 
escrito de interposición, ninguno de los artículots ochocientos 
cuarenta y nueve al ochocientos cincuenta y tres, ambos inclu- 
sives, de la predicha Ley de Enjuiciamiento Criminal y sí tan 
sólo consignando en la súplica de aquel escrito que le autorizan 
á interponer ambos recursos el articulo doscientos setenta y 
seis de la ley ya mencionada y el XLIY de la Orden de veinte 
y seis de Junio último: 

Segundo, Resultando: que, admitido por la referida Sala 
el recurso interpuesto y personada la parte recurrente ante es- 
te Supremo Tribunal, el Ministerio público, durante el término 
para instrucción, lo ha impugnado en forma, pidiendo que se 
declare mal admitido: — Primero: porque otorgando el artículo 
novecientos diez de la Ley de Enjuiciamiento Criminal el re- 
curso de casación por quebrantamiento de forma contra las 
sentencias mencionadas en el ochocientos cuarenta y ocho, pero 
no en manera alguna contra meros autos, ni aún siquie- 
ra los que este último artículo enumera y entre los cuales se 
encuentra por cierto comprendido el de indulto dictado de ofi- 
cio, carece el recurso interpuesto por quebrantamiento de for- 
ma de la primera de las circunstancias de admisibilidad esta- 
blecidas en el artículo séptimo de la Orden número noventa y 
dos del año próximo pasado :^ — Segundo: porque también está 
destituido de dicha circunstancia el recurso interpuesto por in- 
fracción de Ley, puesto que no tiene el carácter de las resolu- 
ciones mencionadas en los artículos seiscientos treinta y tres, 



206 JURISPRUDENCIA PENAL 



seiscientos treinta y cuatro, seiscientos treinta y seis, seiscien- 
tos treinta y siete, seiscientos cuarenta y uno, seiscientos seten- 
ta y cuatro, seiscientos setenta y cinco y seiscientos setenta y 
seis del Enjuiciamiento Criminal, ni, en consecuencia, puede 
comprenderse en los números tercero y cuarto ni en otro al^- 
no del artículo ochocientos cuarenta y ocho de la citada ley : y, 
Tercero : porque, aun en caso de ser el auto recurrido suscepti- 
ble del recurso de casación, todavía resultaría inadmisible ei 
interpuesto por infracción de ley, toda vez que Chardón ha 
omitido citar el precepto legal que á ello le autoriza, y, por 
tanto, á la vez que dejó de cumplir el requisito tercero del ar- 
tículo quinto de la Orden número noventa y dos del año último, 
ha privado al recurso de la tercera de las condiciones de admi- 
sibilidad exigidas por el artículo séptimo de la misma Orden: 
cuestión previa, la propuesta por el Ministerio Fiscal, que se ha 
sustanciado debidamente, celebrándose en el día de hoy la vista 
pública, con asistencia del representante de dicho Ministerio y 
sin la de 'la parte recurrente: 

Primero. Considerando: que sea la que fuere la sustancia- 
ción que haya tenido la cuestión de indulto resuelta por la Sala 
de lo Criminal, es evidente, atendidos su naturaleza y alcance 
en esta causa, que semejante cuestión constituye la materia 
propia y especial del artículo de previo pronunciamiento á que 
hacen referencia el seiscientos sesenta y seis, cuarto apartado, 
seiscientos setenta y cinco y tercer párrafo del seiscientos se- 
tenta y seis de la Ley de Enjuiciamiento respectiva, de lo cual 
es forzosa consecuencia que el auto recurrido tiene, por su 
índole y efecto, el carácter de los expresados en el inciso tercero 
del artículo ochocientos cuarenta y ocho de la misma Ley y en 
tal precepto debe estimarse comprendido : 

Segundo. Considerando: en cuanto al recurso establecido 
por quebrantamiento de forma, que, sin embargo de lo expuesto 
en el fundamento precedente, el auto recurrido no es suscepti- 
ble del recurso de esa clase, pues, según lo preceptuado en el 
artículo novecientos diez de la ley antes citada, tal recurso pro- 
cede solamente contra las sentencias que menciona el artículo 
ochocientos cuarenta y ocho, ó sean las sentencias definitivas, 
únicas resoluciones de esta especie mencionadas en el aludido 
texto, y no contra los autos de que este hace mención en dife- 
rentes números, siguiéndose de aquí que á aquel recurso le fal- 
ta el primero de los requisitos necesarios para su admisión, 
conforme al artículo séptimo de la Orden número noventa y 
dos del año próximo pasado : 

Tercero. Considerando: en cuanto al otro recurso de casa- 
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ción conjuntamente interpuesto en esta causa, que, no obstante 
ser el auto recurrido susceptible del recurso por infracción de 
ley, el recurrente omitió al interponerlo una de las formalida- 
des requeridas para su admisión, pues en concepto de disposi- 
ción legal que lo autoriza invoca únicamente el articulo doscien- 
tos setenta y seis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y el 
XLIV de la Orden de veinte y seis de Junio de mil ochocien- 
tos noventa y nueve, cuya mención, como la de cualquier otro 
precepto que no sea el artículo ochocientos cincuenta y uno de 
la ley citada, carece de eficacia para dejar cumplido en este 
caso lo que ordena el número tercero del artículo quinto, en 
relación con igual número del artículo VII de la repetida Orden 
número noventa y dos: 

Cuarto. Considerando: que, en atención á los fundamentos 
consignados procedía que la Sala ante quien el recurso fué in- 
terpuesto dictase la resolución denegatoria prevenida por el ar- 
ticulo XI de la mencionada Orden, y admitido, sin embargo, 
pero impugnado en la oportunidad legal por el Ministerio Pú- 
blico, en ejercicio del derecho que á los no recurrentes atribu- 
ye el número segundo del artículo XXVIII, debe hacerse por 
este Tribunal el pronunciamiento que prescriben los número» 
segundo y tercero del artículo XXXIV; 

Se declaran mal admitidos los recursos de casación por que- 
brantamiento de forma é infracción de ley establecidos en esta 
causa por el querellante José Chardón y Llama contra el auto 
dictado con fecha nueve de Febrero del presente año i)or la 
Sala de lo Oriminal de la Audiencia de la Habana, sin especial 
condenación de costas. 

Y comuniqúese esta resolución á dicha Audiencia, para lo 
que sea procedente, con devolución de las actuaciones origina- 
les recibidas. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados que al margen se 
expresan, de que certifico como Secretario por delegación. — 
Pedro González Llórente. — José M. García Montes. — ^Eudaldo 
Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — Silverio 
Castro. 



El M. F. contra Julio García Aguilar y Manuel Trillo 
García. 

Auto Núm. 47. (Abril 18 de 1900). 

Recurso de casación por infracción de Ley interpuesto por Julio 
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García contra la sentencia dictada por la Audiencia de la 
Habana en 23 de Diciembre de 1899, 

HOMICIDIO POK IHPBUDENCIA TEMERARIA. 

No se expresa con la precisión y claridad que exige el 
número 4.o del Articulo 5.o de la Orden 92 sobre casación, la 
infracción que se supone cometida, cuando el recurrente se 
limita & citar dos articules del Código Penal, sin relacionar- 
los con la infracción alegada ni explicar el motivo en que 
ésta consista. 

Primero. Resultando: que en causa seguida contra Julio 
García Aguilar y Manuel Trillo García por el delito de homici- 
dio por imprudencia temeraria, la Sección Primera de la Sala 
de lo Criminal de la Audiencia de la Habana, dictó sentencia 
el veinte y tres de Diciembre de mil ochocientos noventa y nue- 
ve, condenando á cada uno de dichos procesados á la pena de 
cuatro meses y un día de arresto mayor, accesorias de suspen- 
sión de todo cargo y del derecho de sufragio durante la conde- 
na, y á pagar la mitad de las costas: 

Segundo, Resultando i que contra esa sentencia interpuso 
el Procurador Esteban de la Tejera a nombre de Julio García 
Aguilar, recurso de casación por infracción de Ley citando co- 
mo precepto legal que lo autoriza el caso primero del artículo 
ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal, por cuanto se califican y penan como delitos hechos que 
la sentencia declara probados y que no constituyen tai delito; 
y estimando infringidos el artículo primero del Código Penal, 
porque declara delitos las acciones ú omisiones no paladas por 
la ley, y el artículo quinientos noventa y dos del mismo Código, 
porque aplica indebidamente dicho artículo suponiendo en el 
procesado imprudencia temeraria en üa ejecución de un hecho: 

Tercero. Resultando-, que admitido el recurso por la Au- 
diencia y personado el recurrente en este Tribunal Supremo, 
abierta la sustanciación, el Ministerio Fiscal impugnó en el 
trámite correspondiente la admisión del recurso, solicitando se 
declarara mal admitido por los dos motivos siguientes : 

Primero. Porque con la simple mención que del artículo 
primero del Código contiene el primer fundamento del recurso 
sin establecerse en concreto los hechos á que se refiere la in- 
fracción de aquel precepto, ni exponerse los razonamientos ju- 
rídicos demostrativos del error de derecho atribuido al Tribu- 
nal sentenciador, no hay términos hábiles para conocer si el 
recurrente cumple el requisito más esencial al aceptar los he- 
chos probados, ni para tener por citado con claridad y precisión 
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el «oncepto de la violación legal denunciada, y por consiguien- 
te resultan incumplidos el articulo ochocientos cuarenta y nue- 
ve del Enjuiciamiento Criminal y los números cuartos de los 
artículos quinto y séptimo de la Orden número noventa y dos 
de mil ochocientos noventa y nueve, razón por la cual el recur- 
so debió rechazarse de plano en cuanto al expresado funda- 
mento : 

Segundo. Porque tampoco procedía su admisión respecto 
del segundo fundamento en que descansa, porque García Agui- 
lar incurrió, al formularlo, en idénticas omisiones á las señala- 
das en el párrafo anterior, y con las circunstancias de haber 
indicado, aun con mayor vaguedad y oscuridad, el concepto' de 
la infracción, al no citar como violado alguno de los tres casos 
del artículo quinientos noventa y dos del Código y el artículo 
de éste que deñne el hecho punible cuya ejecución, por no me- 
diar malicia, constituye la imprudencia: 

Cuarto. Resultando: que sustanciada esta cuestión previa 
se celebró la vista el día de ayer informando el Ministerio Fis- 
cal que sostuvo su impugnación, sin que asistiera á dicho acto 
la parte recurrente: 

Considerando: que no se expresa con claridad y precisión 
la infracción que se supone cometida cuando se invoca aislada- 
mente el artículo primero del Código Penal que contiene tan 
sólo la definición general del delito, sin relacionarlo con otro 
precepto legal relativo á determinada acción ú omisión indivi- 
dualmente penada por la ley, ni cuando invocándose el qui- 
nientos noventa y dos de dicho Código no se fija ninguno de 
sus distintos casos en concordancia con el precepto que pena el 
hecho cometido por imprudencia temeraria; por lo que es in- 
dudable que el recurrente no ha cumplido en este caso el re- 
quisito consignado en el número cuarto del artículo quinto en 
relación con igual número del séptimo de la Orden número no- 
venta y dos, y que en su consecuencia la Sección primera de la 
Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana no debió 
admitir el recurso interpuesto, de acuerdo con el onceno de la 
orden citada; 

Se declara mal admitido por la Sección Primera de la Sa- 
la de lo Criminal de la Audiencia de la Habana el recurso de 
casación por infracción de ley establecido por Julio García 
Aguilar contra la sentencia dictada por dicha Sección en veinte 
y tres de Diciembre último en causa seguida contra el referido 
Aguilar por el delito de homicidio por imprudencia temeraria, 
sin especial condenación de costas. 

Comuniqúese este auto á la Audiencia mencionada por me- 
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dio de la oportuna certificación, librándose también las corres- 
pondientes copias autorizadas á la Secretaría de Justicia para 
la Colección á su cargo y á la Gaceta de la Habana para su 
publicación. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico como Secretario por delegación. — ^Antonio (Gonzá- 
lez de Mendoza. — Pedro González Llórente. — Rafael Cruz Pé- 
rez. — José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. 
Betancourt. — Octavio Giberga. — Silverio Castro. 



El M. F. cx)ntra Claudio Sánchez Ramos. 

Auto Núm. 48. (Abril 18 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Claudio Sánchez 
contra la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana 
en 19 de Diciembre de 1899, 

ESTUPRO. 

En todo recnrao de casación se hace necesario dtsr «I 
precepto legal que lo antorisa; y si se trata del de iníiaocidii 
de ley 6 doctrina, & más de citar la que se considere inítín- 
gida, lia de expresarse con precisión y claridad el concepto « 
que lo haya sido. 

Citándose él Artículo 459 del Oódigo Penal sin baon 
mención de ningono de los cuatro párrafos que contiene y 
que encierran otros tantos problemas Juridicos, no se emiipla 
con lo que disponen los Artículos 5o y 7o de la Orden aotne 
casación. 

Primero. Resultando: que la Sala de lo Criminal de la 
Audiencia de la Habana, en la causa criminal procedente del 
Juzgado de Instrucción del Distrito del Cerro, en este término, 
contra Claudio Sánchez llamos, por estupro, dictó sentencia en 
diez y nueve de Diciembre último, por la cual condenó al pro- 
cesado como autor de tal delito por papticip«w»ión directa, á la 
pena de dos meses y un día de arresto mayor con las accesorias 
correspondientes : 

Segundo. Resultando: que la representación del procesado 
interpuso recurso de casación por infracción de Ley, fundado 
en que estima infringidos los casos primero, segundo, tercero 
y cuarto del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, sin citar infracciones de ningún 
artículo del Código Penal ora por su no aplicación ó por haber- 
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SO hecho ésta indebidamente ; recurso que fué admitido por auto 
de ocho de Enero último; 

Tercero. ResiUtando: que personadas las partes en tiempo 
y forma, previos los trámites del caso se confirió instrucción, y 
dentro de ese periodo presentó escrito el Fiscal, impugnando la 
admisión de dicho recurso, basándose: Primero. En que no con- 
teniendo el articulo ochocientos cuarenta y nueve del Enjuicia- 
miento Criminal precepto penal alguno susceptible de ser in- 
fringido en la sentencia, es claro que al invocarse la violación 
de los párrafos primero, segundo, tercero y cuarto del mencio- 
nado artículo, en vez de citarse los del Código Penal, cuya in- 
debida aplicación ó falta de aplicación produjeran separada ó 
conjuntamente los errores de derecho reclamados, no se cumplió 
el número cuarto del artículo quinto de la Orden número no- 
venta y dos, careciendo el recurso de la cuarta circunstancia 
del artículo séptimo: y, Segundo. En que aunque quisiera en- 
tenderse que, dada la relación del fundamento del recurso, el 
recurrente 'ha citado como infringido el artículo cuatrocientos 
cincuenta y nueve del Código Penal, todavía resultarían inob- 
servados los referidos números cuartos de los artículos quinto y 
séptimo de la Orden número noventa y dos, pues no cabe tener 
por expresados con precisión y claridad la ley violada, ni el 
concepto de la violación, cuando no se concreta cuál de los cua- 
tro casos del artículo cuatrocientos cincuenta y nueve es el que 
se consridera indebidamente aplicado, ni se exponen los razona- 
mientos jurídicos por virtud de los cuales se demuestra que al 
infringirse aquel precepto, el Tribunal sentenciador incurrió en 
los errores de derecho de los números primero, segundo, terce- 
ro y cuarto del artículo ochocientos cuarenta y nueve del En- 
juiciamiento Criminal que, por ser distintos y aun contradicto- 
rios entre sí, no se concibe puedan cometerse con motivo de una 
sola infracción ; pidiendo en definitiva se declare en su día mal 
admitido el recurso de que se trata: 

Cuarto. Resultando i que el diez y seis del corriente se ve- 
rificó la vista de esta cuestión previa, suscitada por el Fiscal, 
informando éste en apoyo de la impugnación formulada, y en 
favor del recurrente su abogado director: 

Primero. Considerando: que, conforme á los casos tercero 
y cuarto del artículo quinto de la Orden número noventa y dos 
sobre casación, en el escrito por el cual se interponga el recurso 
se expresará ''el precepto legal que lo autoriza", y **si se tra- 
tare de recursos por infracción de ley ó de doctrina, se citará 
con precisión y claridad la 1^ ó la doctrina infringida y el 
concepto en que lo haya sido": 
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Segundo. Considerando: que al invocarse por el recurrente 
la infracción, no de artículo alguno del Código Penal sino de 
los casos primero, segundo, cuarto y tercero del articulo ocho- 
cientos cuarenta y nueve del Enjuiciamiento Criminal, artículo 
que no contiene en ninguno de sus números, precepto penal 
susceptible de ser infringido en una sentencia, no se cumple 
con lo preceptuado en el número cuarto del artículo quinto de 
la Orden sobre casación, careciendo por lo tanto el recurso de 
la cuarta de las circunstancias exigidas en el artículo séptimo 
de. la referida Orden : 

Tercero. Considerando : que aun dando por sentado que, b1 
citarse por el recurrente el artículo cuatrocientos cincuenta y 
nueve del Código Penal, lo hiciese en el concepto de infringir- 
se éste por el fallo, conteniendo ese precepto legal cuatro párra- 
fos, comprensivos de otros tantos problemas jurídicos, no queda 
duda que con la cita aislada de ese artículo, sin expresarse cuál 
de sus párrafos ha sido quebrantado, ni el concepto en que lo 
fuera, no se cumplen las condiciones de precisión y claridad 
que para la admisión del recurso exigen los artícidos quinto y 
séptimo de «la Orden sobre casación en sus respectivos casos cuar- 
tos; así como tampoco se demuestra que, al infringirse aquel 
precepto legal, se incurriera en los errores de derecho señala- 
dos en los números primero, segundo, tercero y cuarto del ar- 
tículo ochocientos cuarenta y nueve del Enjuiciamiento Crimi- 
nal, los cuales por contener problemas jurídicos distintos y aun 
contradictorios, no cabe pueidan aplicarse á un mismo tiempo 
todos, tratándose de una sola infracción: 

Cuarto. Considerando: que, en vista de lo expuesto, era 
procedente denegar ese recurso, á tenor de lo preceptuado en 
el artículo once en relación con el número cuarto del artículo 
séptimo de la mencionada Orden número noventa y dos; pero 
admitido por la Sala sentenciadora é impugnado oportunamen- 
te por el Fiscal en uso del derecho que á los no recurrentes con- 
cede el número segundo del artículo veinte y ocho de la misma ' 
Orden, debe dictarse el auto que para estos casos preceptúa el 
artículo treinta y cuatro de la disposición antes citada en sub 
números segundo y tercero; 

Se declara mal admitido el recurso de casación interpues- 
to por Claudio Sánchez y Ramos contra la sentencia dictada 
por la Sección Primera de la Sala de lo Criminal de la Au- 
diencia de la Habana en diez y nueve de Diciembre último, sin 
especial condenación de costas. 

Y comuniqúese este auto por medio de certificación á la 
referida Audiencia para lo que proceda, librándose además las 
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oportunas copias autorizadas á la Secretaria de Justicia para 
su inserción en la Colección á su cargo y a la Gaceta de la Ha- 
bana para su publicación. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen de 
que certifico como Secretario por delegación. — ^Antonio Gonzá- 
lez de Mendoza. — ^Pedro Oonzález Llórente. — Rafael Cruz Pé- 
rez. — José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo.— Ángel C. 
Betancourt. — Octavio Giberga. — Silverio Castro. 



El M. P. contra Manuel Rabasa Redó (a) '* El Valenciano". 

Auto Núm. 49. (Abril 23 de 1900). 

Recurso por quebrantamiento de forma interpuesto por Manuel 
Rabasa contra la sentencia dictada por la Audiencia de Pi- 
nar del Río en 3 de Enero de 1900. 

HOMICIDIO. 

Para que sea admitido él xecnno por qnebnuitainiento 
de foima, es preciso que se haya reclamado la subsanadón 
de la falta, con arreglo á lo que establece el Articnlo 161 
de la Ley ProcesaL 

Primero. Resultando: que en causa seguida contra Manuel 
Rabasa Redó (a) el Valenciano por el delito de homicidio per- 
petrado en la persona de David Díaz Marrero, la Audiencia de 
Pinar del Río dictó sentencia el tres de Enero del corriente 
año, condenando á dicho procesado á la pena de catorce años, 
ocho meses y un día de reclusión temporal, á las accesorias de 
inhabilitación absoluta temporal en toda su extensión y suje- 
ción á la vigilancia de la autoridad durante el tiempo de la 
condena y otro tanto más que empezará á contarse desde el 
cumplimiento de aquélla y -al pago de las costas del procedi- 
miento indicado: 

Segundo. Resultando: que contra esta sentencia interpuso 
el Procurador de tumo Diego Calderín á nombre de Míinuel 
Rabasa Redó (a) el Valenciano recurso de casación por que* 
brantamiento de forma citando como precepto legal que lo au- 
toriza el número dos del artículo novecientos doce de la Ijey 
de Enjuiciamiento Criminal, porque no se resuelven en dicho 
fallo todos los puntos alegados por la defensa del reo, y mani- 
festó que no pudo preparar dicho recurso por tener su origen 
en l*a propia sentencia: 

Tercero. Resultando: que admitido el recurso por la Au- 
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diencia y personado el recurrente, abierta la sustanciaeión, el 
Ministerio Fiseal impugnó en el trámite correspondiente la ad- 
misión del recurso, solicitando se declarara mal admitido i>or- 
que además de ser notoriamente erróneo que el Tribunal a quo 
no resolviera las dos cuestiones alternativamente propuestas 
X>or la defensa acerca de la exención completa ó incompleta de 
responsabilidad criminal del procesado por haber obrado en de- 
fensa propia con todos ó con el mayor número de los requisitoa 
de la ley, puesto que el fallo condena á Manuel Rabasa Bedó 
por los fundamentos, entre otros, consignados en los Conside- 
randos cuarto y quinto, que de un modo claro y terminante no 
admiten la existencia de la eximente alegada ni de otras cir- 
cunstancias modificativas de ningún género, es lo cierto que el 
recurrente, si creyó que en realidad se había omitido decidir 
respecto á algún extremo de sus pretensiones debió utilizar el 
recurso de aclaración del artículo ciento sesenta y uno de la 
Ley de Enjuiciamiento y al no verificarlo, dejó de reclamar la 
subsanación de la falta, y la casación que ahora establece por 
quebrantamiento de forma es inadmisible, conforme á los ar- 
tículos novecientos catorce de la ley de trámites y al número 
quinto del artículo séptimo en relación con el once de la Orden 
número noventa y dos sobre casación: 

Cuarto. Resultando: que sustanciada esta cuestión previa 
se celebró la vista el veinte del actual, informando el Ministe- 
rio Fiscal que sostuvo su impugnación y el Letrado del recu- 
rrente que solicitó se declarase sin lugar aquélla, y en su con- 
secuencia bien admitido el recurso interpuesto: 

Primero. Considerando: que según el artículo novecientos 
catorce de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en armonía con 
el número quinto del artículo quinto é igual número del sépti- 
mo de la Orden número noventa y dos del año próximo pasado, 
para que pueda admitirse el recurso de casación por quebran- 
tamiento de forma es indispensable que el recurrente haya re- 
clamado oportunamente y con arreglo á derecho, la subsana- 
ción de la falta cometida, requisito que en este caso ha quedado 
sin cumplir puesto que consistiendo dicha falta, á juicio de 
aquél en que la sentencia no resuelve sobre todos los puntos 
que fueron objeto de la defensa, y habiéndose podido, no obs- 
tante lo que en contrario se pretende, reclamar la subdsanación 
de dicha falta, mediante el recurso establecido por el artículo 
ciento sesenta y uno de la citada ley, es evidente que el recurso 
está destituido de la circunstancia de admisibilidad de que se 
ha hecho referencia y procedía por tanto que la Sala senten- 
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eiadora lo denegase en cumplimiento de la obligación que se le 
impone en el artículo once de la Orden antedicha: 

Segundo. Considerando: que estimada i)or el precedente 
fmidamento la impugnación Fiscal, es innecesario examinar las 
demás razones de la misma porque aun cuando no fuesen efica- 
ces para la declaratoria pretendida, basta á fundarla el motivo 
que se deja consignado; 

Se declara mal admitido por la Audiencia de Pinar dei 
Río, el recurso de ca8a<;ión por quebrantamiento de forma esta- 
blecido por el Procurador Diego Calderín á nombre de Manuel 
Babasa Redó (a) el Valenciano contra la indicada sentencia 
dictada por dicho Tribunal en tres de Enero del corriente año 
en causa seguida al citado Rabasa Redó, por homicidio; sin es- 
pecial condenación de costas. 

Comuniqúese este auto por medio de certificación á la re- 
ferida Audiencia para lo que proceda, así como á la Secretaría 
de Justicia para su inserción en la Colección á su cargo y á la 
Gaceta de la Habana para su publicación. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de que 
certifico como Secretario por delegación. — ^Antonio González de 
Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — El Magistrado Rafael 
Cruz Pérez votó en Sala. — ^Antonio González de Mendoza.— Jo- 
sé M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. Betan- 
court. — Octavio Giberga. — Silverio Castro. 



El M. P. cx)ntra Gonzalo Averhofp y Medina. 

Sentencia Núm. 22. (Abril 24 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Gonzalo Averhoff 
contra la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana 
en 15 de Diciembre de 1899, 

USURPACIÓN DE LA CUALIDAD DE PROFESOR 
Y ESTAFA. 

Es responsable del primer delito él que no sólo ejeioe sin 
titulo actos de una profesión que lo ezije, sino que adem&s, 
se atribuye la cualidad de profesor de la Facultad cuyos ac- 
tos ejerce públicamente. 

Declarado probado por la Sala, que un contrato de cesión 
de crédito fué hecho en confianza, y que el cesionario se dio 
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por pagado, sin rostitnir á sa vexdadero dueño la cantidad 
qne confesó haber recibido, este hecho es constitutivo del 
delito de estafa. 

En la ciudad de la Habana, á veinte y cuatro de Abril de 
mil novecientos, visto el recurso de casación por infracción de 
ley, procedente de la Audiencia de la Habana, en causa criini- 
nal seguida de oficio contra Gonzalo Averhoff y Medina, del 
comercio y vecino de esta ciudad, interpuesto por dicho proce- 
sado contra la sentencia dictada por la Sala de lo Criminal de 
la referida Audiencia en quince de Diciembre del año próximo 
pasado, en la cual se contienen los diez siguientes Resultandos: 

Primero. Resultando probado: que en el mes de Enero de 
mil ochocientos noventa y cuatro, enferma Elisa Martínez y 
Valdés viuda de Pérez en la casa de la calle de Salud de esta 
ciudad, próxima á la de Marqués Oon^lez, y con noticia su 
yerno Juan Bautista Valdés de que en la Farmacia sita en el 
número ciento sesenta y uno de la misma calle de la Salud da- 
ba consultas al público un médico, acudió á ese establecimiento 
en demanda de dicho profesor, y presentándose como tal Gon- 
zalo Averhoff y Medina, se trasladó éste con dicho carácter i 
la citada casa examinando á la paciente y recetándole durante 
varios días hasta que mejoró de su dolencia, prestando después 
esos mismos auxilios á diversos individuos de la familia de la 
Martínez como tai profesor en Medicina, carácter con el euai 
hasta mucho después del mes de Marzo del antes mencionado 
año, continuó en la misma Farmacia dando consultas al púbU- 
co, para lo cual carecía Averhoff del título de Ldo. ó Doctor 
en esa facultad: 

Segundo. Resultando probado: que con la confianza que 
Averhoff fué adquiriendo en casa de la Martínez por los auxi- 
lios que como tal profesor en Medicina les prestaba, indujo á 
dicha señora á que comprase en sociedad con él la Farmacia de 
referencia, pues él había descubierto un preparado medicinal 
titulado *VLa Tuberculina'* de resultados maravillosos para la 
cura de las afecciones pulmonares por las cuales aJ parecer su- 
fría la Martínez, haciendo creer á ésta, que poniendo ella el 
capital para dicha adquisición podrían explotar el tal produc- 
to y hacerse rápidamente ricos: 

Tercero. Resultando probado : que enterado del negocio que 
Averhoff inducía á realizar á la Martínez, el yerno de ésta, 
Juan Bautista Valdés, le hizo advertencia sobre el particular, 
por cuanto que el capital con que la Martínez iba á realizar el 
negocio era producto de un seguro de vida de pesos ocho mil 
ochocientos ochenta y ocho que el padre de su esposa había d^ 
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jado por partes iguales para la Martínez y sus seis hijos y que 
aqnella venia administrando, sorbiendo con tal motivo graves 
disgustos en la familia, pues Averhoff valido del ascendiente 
qne había adquirido sobre la Martines, despertando la codicia 
de ésta, la hiso que arrojara una noche al yerno con su esposa 
de su casa: 

Cuarto. Se¿úliando probado: que no obstante las reclama- 
ciones del yerno y el ccttiae jo de dos letrados á quienes consultó 
la Martínez, ésta decidió llevar á cabo el negocio que le propo- 
nía Averhoff, concertando con Manuel Estevez Delgado y Gon- 
zález dueño de la antecitada Farmacia sita en el n¿nero ciento 
sesenta y uno de la calle de la Salud la compra de la misma, la 
cual adquirió en remate, el González en Julio de mil ochocien- 
tos noventa y tres en pesos cuarenta y seis: 

Quinto. Resultando probado: que la referida compra ven- 
ta se llevó á efecto de la manera siguiente: En cuatro de Abril 
de mil ochocientos noventa y cuatro la Martínez cedió á Delga- 
do González como parte de precio por escritura otorgada ante el 
Notario de esta ciudad D. Alejandro Núñez Villavicencio, un cré- 
dito hipotecario constituido á su favor por América Jiménez Oam- 
bón por pesos mii trescientos cincuenta sobre l«i casa número 
treinta de la calle de Santo Domingo en Guanabacoa por escri- 
tora de catorce de Julio de mil ochocientos noventa y tres an- 
te el Notario de esta ciudad José Miguel Ñuño y Steegers, 
fingiéndose en la escritura que la cesión se hacia por cantidad 
igual al importe del crédito que tenía recibido con anterioridad 
la cedente. En siete del mismo mes de Abril de mil ochocientos 
noventa y cuatro por escritura ante el mismo Núñez Villavi- 
cencio, Esteban Delgado, vendió la Farmacia al Ldo. en esa fa- 
cultad Leovigildo García Pimentel en precio de mil pesos que 
según el instrumento prestaba al García Pimentel la Martínez, 
á favor de la cual constituía el mutuario la siguiente garantía: 
"Que por consecuencia de ese préstamo y mientras no cancele 
"'esa obligación, se obliga solemnemente á no arrendar la Far- 
"macia ni gravarla, cederla, traspasarla, permutarla ó vender- 
'' la, sin el consentimiento de la aludida Sra. Martínez ó quien 
"sn derecho legítimamente represente, que deberán concurrir 
"á la escritura que se formalice por cualquiera de esos concep- 
''tos, siendo lo contrario nulo y de ningún valor ni efecto. — Que 
''el que habla solo afecta al pago de la cantidad prestada por 
''la Sra. Martínez el establecimiento de Farmacia que acaba de 
"adquirir, en la forma c<mvenida en el párrafo anterior con 
"exclusión de toda otra responsabilidad para el exponente, res- 
"pecto de los demás bienes que le pertenezcan de presente 6 



218 JURISPRUDENCIA PENAL 

*'«! lo sucesivo pues la repetida señora sólo podrá ejercitar su 
'' derecho como acreedora contra el exponente en cuanto al es- 
"tablecimiento se refiere j sus pertenencias". El otorgamiento 
de esta escritura fué presenciado por la Martínez, la cual entre- 
gó endosado á Delgado y Gk>nzález como más precio de la ven- 
ta un pagaré que á su favor había otorgado Pablo Crespo por 
pesos cuatrocientos cincuenta, el cual hizo efectivo Delgado; y 
en la escritura fué representada la Martínez por Gonzalo Aver- 
hoff á virtud de un poder generalísimo que éste hizo que aqué- 
lla le otorgara ante el mismo Notario en cinco de Abril de mil 
ochocientos noventa y cuatro: 

Sexto. Resultando probado: que aun cuando en la escritu- 
ra de siete de Abril de mil ochocientos noventa y cuatro, apa- 
rece que la venta de la Farmacia se hizo á favor del (García Pi- 
mentel, esto no era más que una simulación para eludir la pres- 
cripción del Reglamento de Farmacia que prohibe á las muje- 
res no exceptuadas ser dueñas de esa clase de establecimientos, 
pues la transferencia se hizo en reaMdad á la Martínez, hacién- 
dose figurar disminuido el precio para eludir parte del pago del 
impuesto de derechos reales: 

Séptimo. Resultando probado: que la Martínez puso á ad- 
ministrar la Farmacia al Averhoff, el cual durante cierto tiem- 
po le entregaba pequeñas sumas por cuenta de utilidades, ha- 
ciendo otras veces que la Martínez le entregase cantidades para 
compras de mercancías, sin que se haya determinado el saldo 
de esas operaciones: 

Octavo. Resultando probado: que como la Martínez j 
Averhoff se enteraron de que el yerno de la primera iba á pro- 
ceder judicialmente contra ella en cobro de lo que administra- 
ba de su esposo, Averhoff indujo á la Martínez á que simulase 
á su favor la cesión del crédito que á su favor reconocía Oarcía 
Pimentel en la escritura de siete de Abril con la garantía en 
eUa constituida, á fin de ponerse á cubierto contra dichas ges- 
tiones, y así lo llevaron á efecto por escritura de doce de Mayo 
de mil ochocientos noventa y cuatro ante el Notario de esta ciu- 
dad D. Francisco de Castro, de la que aparece que la Martí- 
nez .cede á Averhoff dicho crédito mediante mil pesos que del 
mismo tenía recibidos: 

Noveno. Resultando probado: que inmediatamente que 
Averhoff obtuvo el otorgamiento de esta escritura hizo saber 4 
la Martínez que nada tenía en la Farmacia de la que arrojó á 
nn hijo de poca edad de aquélla, que estaba como aprendiz de 
dependiente : 

Décimo. Resultando probado: que en vista de ese despojo 
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la Martínez dedujo querella contra Averhof f y Delgado y Gon- 
zález en veinte y siete de Agosto de mil ochocientos noventa y 
cuatro ante el Juez de ia Catedral : que en cinco de Noviembre 
de mil ochocientos noventa y cuatro, por ante el Notario Cas- 
tro, el antes dicho Leovigildo García Pimentel vendió, la Far- 
macia dicha á Rogelio Campos del Villar con el gravamen á 
favor de Averhoff de la escritura de doce de Mayo anterior, y 
que el Campos por escritura ante el mismo Notario en quince 
de Enero de mil ochocientos noventa y cinco vendió la misma 
Farmacia á Federico Cardona y Gómez de Molina, concurrien- 
do á la misma Averhoff, para cancelar el gravamen de referen- 
cia á virtud de que según el texto de la escritura se les satisfa- 
cía su acreencia con parte del precio recibido, lo que si es cier- 
to es probado que no entregó á la Martínez los mil pesos que 
ésta en confianza le cedió, ó bien que la tal escritura sirvió de 
base para asegurar contra toda medida judicial por virtud de 
la querella la definitiva apropiación por Averhoff de todo lo 
que á la Martínez pertenecía por consecuencia de los actos re- 
lacionados : 

Onceno. Resultando: que la Sala sentenciadora en vista de 
estos hechos probados condenó al procesado como autor del de- 
lito de usurpación de la cualidad de profesor en una facultad 
careciendo del necesario título oficial para ejercerla pública- 
mente, á la pena de un año y un día de prisión correccional y 
del delito de estafa á la de cuatro meses un día de arresto ma- 
yor con las accesorias correspondientes á las dos penas, pago 
de costas é indemnización de los mil pesos estafados: 

Duodécimo, Resultando: que contra dicho fallo interpuso 
el sentenciado recurso de casación por infracción de Ley citan- 
do como preceptos que lo autorizaban los números primeros de 
los artícxáos ochocientos cuarenta y siete, ochocientos cuarenta 
y ocho y ochocientos cincuenta y cuatro y primero y tercero 
del ochocientos cuarenta y nueve de la L^ de Enjuiciamiento 
Criminal, y cono leyes infringidas las siguientes: 

Primera. El artículo trescientos treinta y nueve del Códi- 
go Penal al considerar incluido en él los actos realizados por el 
reo, actos que nunca demostraron que usurpaba un título de 
Doctor en Medicina: 

Segunda. El número primero del artículo quinientos no- 
venta y nueve del mismo Código, porque en todo caso en él y no 
en el trescientos treinta y nueve ha debido incluirse al procesa- 
do, dando por probado como lo hace la sentencia que ejercía 
sin título actos de una profesión que lo exige: 

Tercera. El inciso quinto del artículo quinientos cincuenta 
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y nueve del citado Código al incluir en él unos «suntoB puro- 
mente civiles como son los oontratos celebrados entre Averhoff 
y Elisa Martínez, sin tener en cuenta que a;l haeer esa califica- 
cián se quita toda validez á ios documentos púbUcos : 

Decimotercero. ResvltoTtdo: que admitido el recurso se lia 
sustanciado en este Supremo Tribunal celebrándose la vista pú- 
blica el día diez y ocho del mes actual con asistencia del Letra- 
do defensor del recurrente. 

Siendo Ponente el Magistrado Ángel C. Betancourt: 
Primero. Considerando: que los hechos que la Sala senten- 
ciadora declara probados que realizó el reo, de dar consultas 
médicas en un establecimiento público y presentarse con el ca- 
rácter de profesor en Medicina al ser requerido en dicho estable- 
cimiento el auxilio de uno de éstos y como tal ejercer actos de 
esa profesión, visitando enfermos y formulando recetas están 
evidentemente comprendidos en el artículo trescientos treinta 
y nueve del Código Penal y al entenderlo así la Sala declaran- 
do al procesado responsable del delito previsto en dicho artícu- 
lo no ha incurrido en el error de calificación que se le atribu- 
ye, ni cometido la primera infracción alegada en el recurso: 

Segundo. Considerando : que el número primero del artícu- 
lo quinientos noventa y nueve del Código Penal castiga sólo éL 
hecho de ejercer sin título actos de una profesión que lo exija, 
pero si ese hecho se realiza atribuyéndose el autor además la 
cualidad de profesor de la Facultad cuyos actos ejerciere pú- 
blicamente, no está comprendido en dicho artículo sino en el 
trescientos treinta y nueve, aplicado rectamente por la Sala, la 
cual no ha cometido tampoco la segunda infracción de que se 
hace mérito: 

Tercero. Con^id^ratido : que declarado probado por la Sal» 
que el contrato de cesión de crédito de la Martínez á Averhoff fué 
en confianza y que éste se dio por pagado del crédito sin restituir 
á su verdadero dueño la cantidad que confesó haber percibido, 
esta apreciación es de hechos para la cual está plenamente au- 
torizado el Tribunal sentenciador, sin que contra ella se dé recur- 
so alguno y por tanto no es de estimarse la tercera infracción 
aducida en el concepto que se hace de haber la Sala quitado 
validez á documentos públicos é incluido en el articulo quinien- 
tos cincuenta y nueve, que se dice infringido, unos asuntos pu- 
ramente civiles; 

Fallamos que debemos declarar y dedaramos sin lugar el 
recurso de casación interpuesto por Gk>nzalo Averhoff y Medi- 
na, contra la sentencia dictada por la Sala de lo Criminal de 
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la Audiencia de la Habana en quince de Diciembre del año 
próximo pasado, en la causa ¿ que este recurso se refiere, con 
las costas á cargo del recurrente. 

Comimíquese á la referida Audiencia, por medio de certi- 
ficación esta sentencia la cual se publicará en la Gaceta de la 
Habana y se insertará en la Colección á cargo de la Secretaría 
de Justicia á cuyo efecto líbrense las oportunas copias autori- 
zadas. 

Así, .por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro Gh)nzález Lló- 
rente. — El Magistrado Rafael Cruz Pérez votó en Sala. — ^An- 
tonio González de Mendoza.— José M. García Montes. — Eudal- 
do Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



Eli M. P. CONTRA Ramón Perrer y Retes. 

Sentencia Núm. 23. (Abril 24 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Ramón Ferrar 
contra la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana 
en 15 de Enero de 1900. 

FALSIFIOAOION DE MONEDA. 

El hedió de babene aoxprendido en sa habitación á un 
sujeto, ocupándole trae troqueles» para fabricar monedas de 
40, 20 7 10 centavos» respectivamente, con sa moneda corres- 
pondiente cada nno; un pedazo de estaño, otro de metal al pa- 
recer plata Meneses y oros varios efectos y útiles de los que 
sirven para la fabricación de moneda falsa, asi como dies 
piesas de 40 centavos falsas, y 20 piezas de á un peso cada 
una de moneda legitima» es constitutivo del delito mencio- 
nado. 

En la ciudad de la Habana, á veinte y cuatro de Abril de 
mil novecientos, en el recurso de casación interpuesto por Ra- 
món Perrer y Reyes carpintero, y vecino de esta capital, contra 
la sentencia dictada por la Sección Segunda de la Sala de lo 
Criminal de la Audiencia de la Habana en la causa por fabri- 
cación de moneda falsa: 

Primero. Resídtando: que vista en juicio oral y público 
la referida causa, la mencionada Sección Segunda en sentencia 
de quince de Enero del corriente año, consignó como probados 
los sigui^ates hechos que literalmente se transcriben: 

Primero. Que con noticias confidenciales que tenían Don 
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Juan y D. Carlos Morales y Martínez y D. Emilio Roig y Ló- 
pez, sargentos los dos primeros y aspirante el tercero del Cuer- 
po de Policía Secreta, de que en esta capital se fabricaban mo- 
nedas falsas y que uno de los que se dedicaba a esa operación 
era el procesado Ramón Ferrer y Beyes, se personaron el día 
dos de Agosto último en el solar sito en la calzada de Infanta 
número noventa y ocho, sorprendiendo en un cuarto interior 
de dicho solar al expuesto Ramón Ferrer y Reyes en los mo- 
mentos en que se dedicaba á la confección de monedas, ocupán- 
dole tres troqueles, uno de cuarenta centavos, vno de veinte 
centavos y otro de diez centavos, cada uno con su moneda co- 
rrespondiente, un pedazo de estaño y otro de un metal al pa- 
recer de plata Meneses ; un cucharón con estaño derretido, una 
lata donde tenía colocados los troqueles, un -pomo de aceite, 
un plato de hoja de lata, un jarro pequeño con residuos de 
unos polvos blancos, un cortaplumas, un pañuelo conteniendo 
polvos blancos, una caja sin usar con una etiqueta que dice 
'*para limpiar metales", diez piezas de cuarenta centavos, fal- 
sas, y veinte piezas de á un peso cad*a una de moneda legal : 

Segundo. Que las monedas falsas que se ocuparon al pro- 
cesado no están del todo concluidas, pues les falta el remate ó 
terminación del reborde y el pulimento: 

Tercero. Que las monedas falsas ocupadas son del cuño es- 
pañol Imitando á las de curso legal y fabricadas con estaño j 
plomo": 

Segundo. Resultando: que en esa sentencia se declaró que 
los expresados hechos constituían el delito de falsiñcación de 
moneda en grado de tentativa, definido y penado en el artículo 
doscientos noventa en relación con el tercero y sesenta y cinco 
del Código Penal; que era responsable del mismo en concepto 
de autor por participación directa, el procesado Ferrer y Be- 
yes, y que no habiendo concurrido circunstancias modificativas 
de responsabilidad criminal, era de condenarse, como se conde- 
nó al procesado, ¿ la pena de seis años de presidio correccional 
y multa de tres mil pesetas, accesorias de suspensión de todo 
cargo público, profesión, oficio ó derecho de sufragio y al pago 
de las costas: 

Tercero. Resultando: que el procesado por medio del 
Procurador Luis P. Valdés, interpuso recurso de casación por 
infracción de ley, fundado en el caso sexto del artículo ocho- 
cientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal y citando como infringido el artículo ochenta del Código 
Penal en su caso primero, porque no concurriendo en el hecho 
circunstancias agravantes ni atenuantes, la pena correspondien- 
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te es la señalada por la ley en su grado medio, que según la 
escala del articulo noventa y cinco es la de dos años cuatro me- 
ses y un día á cuatro años y dos meses, toda vez que según 
precepto del artículo sesenta y cinco, á los autores de tentativa 
de delito debe imponérseles la pena inferior en dos grados á la 
señalada para el delito consumado, y siendo este penado con 
cadena temporal en su grado medio á cadena perpetua, la in- 
ferior en dos grados es la de presidio correccional en su grado 
medio. 

Visto. Siendo Ponente el Magistrado José M. García 
Montes : 

Primero. Considercmdo: que siendo la pena correspondien- 
te al autor del delito consumado de falsificación de moneda imi- 
tando la de oro ó plata de curso legal, la de cadena temporal 
en su grado medio á cadena perpetua, según el precepto del 
artículo doscientos noventa del Código Penal; correspondiendo 
al autor de la tentativa la inferior en dos grados á la pena an- 
terior, conforme á lo dispuesto en el artículo sesenta y cinco, y 
no habiendo concurrido circunstancias agravantes ni atenuan- 
tes en la comisión del delito, la pena procedente es la de presi- 
dio correccional en su grado medio á presidio mayor en su gra- 
do mínimo, que debe imponerse en el grado medio de la misma, 
y como la duración de aquella pena en este grado, ó sea el gra- 
do máximo del presidio correccional, comprende de cuatro años, 
dos meses y un día á seis años, resulta que la pena impuesta 
es la que corresponde en el presente caso, por razón de lo cual 
no se ha cometido en la sentencia la infracción que se supone 
en el recurso; 

Fallainos: que debemos declarar y declaramos sin lugar el 
recurso de casación por infracción de ley interpuesto por el re- 
presentante de Ramón Ferrer y Reyes contra la sentencia dic- 
tada por la Sección Segunda de la Sala de lo Criminal de la 
Audiencia de esta ciudad el quince de Enero del corriente año, 
con las costas a cargo del recurrente. 

Asi, por esta sentencia, que se comunicará á la Audiencia 
de la Habana por medio de la oportuna certificación para lo 
que proceda, librándose además las correspondientes copias au- 
torizadas para su inserción en la Colección á cargo de la Secre- 
taría de Justicia y su publicación en la Qctceta de la Habcma, 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos. — ^Antonio Gk>nzález de 
Mendoza. — ^Pedro (lonzález Llórente. — El Magistrado Rafael 
Cruz Pérez votó en Sala. — ^Antonio González de Mendoza.— Jo- 
sé M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. Betan- 
court. — Octavio Giberga. 
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Bii M. F. ooNTRA Eusraio Ymaásoo t Cabrasco y Josa Inocknqio 

PÍBSZ. 

Sentencia Núm. 24. (Abril 25 de 1900). 

Beourso par infracción de Ley vnierpuesio por Ensebio Yelasco 
y Garrctóoo y José Inocencio Pérez contra la sentencia dic- 
tada por la 8aia de lo CrimifuU de la Audiencia de la Ha- 
bana en 9 de Enero de 1900, 

FABEIGAGION DE MONEDA FALSA. 

Se xepnta consnmado este delito cuando al ser soipxen- 
didos los fabricantes de moneda falsa, se les ocupan plecas 
completamente conclnídaa y en estado de ponecse en eipan- 
didón. 

En la ciudad de la Habana, á veinte y cinco de Abril de 
mil novecientos, en el recurso de casación interpuesto por el 
representante de Eusebio Velasco y Carrasco, conocido por "Li- 
no", albañil y vecino de esta capital y de José Inocencio Pére¿ 
cocinero y vecino también de esta ciudad, contra la sentencia 
dictada por la Sección Segunda de la Sala de lo Criminal de la 
Audiencia de la Habana, en la causa que se les sigue por fabri- 
cación de moneda falsa: 

Primero, Resvltamdo : que vista en juicio oral y público la 
referida causa, la mencionada Sección Segunda en sentencia de 
nueve de Enero del corriente año, consignó como probados l<» 
siguientes hechos que literalmente se transcriben: 

Primero. Resultando probado que la Policía sorprendió á 
Ensebio Yelasco y á José Inocencio Pérez en los momentos en 
que estaban fabricando moneda de á medio peso del cuño espa- 
ñol con una aleación metálica interior á la plata y cuando te- 
nían ya moldeadas algunas piezas con el cuño de á medio peso 
y á las que sólo faltaba para su completa perfección un baño 
de plata que les hubiera completado el color: 

•Segundo. Resultando probado que además de las monedas 
de á medio peso falsas que se ocuparon, se ocuparon también 
fabricadas por los mismos procesados monedas de á dollar ame- 
ricano completamente listas para su expendición y el troqnd 
de yeso en que se confeccionaron los medios pesos y otros úti- 
les destinados para la fabricación de moneda falsa: 

Segundo, Resultando: que la referida Sección segonda de- 
claró en su sentencia que los pesos americanos ocupados esta- 
ban listos para la circulación y que aun los medios pesos espa- 
ñoles hubieran podido ponerse en curso en el estado en que se 
encontraban y que el Código en su artículo doscientos noventa 
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castiga el hecho de fabricar moneda imitando la de oro ó plata 
de curso legal, cuyas circnngtancias concurren en las fabrica^ 
das por los procesados, y llegó á consumarse en atención ¿ que 
algunos de los medios pesos hubieran podido desde luego po- 
nerse en circulación y los pesos americanos estaban completa- 
mente concluidos, por todo lo que eondenó á los procesados, i 
cada uno, á la pena de diez y siete años cuatro meses y un día 
de cadena temporal y multa de seis mil doscientas cincuenta 
pesetas con las accesorias de interdicción civil, inhabilitación 
absoluta perpetua y sujeción á la vigilancia de la policía y al 
pago de la mitad de las costas: 

Tercero. Besultcmdo: que los procesados por medio del 
Procurador Luis P. Valdés, interpusieron recurso de casación 
por infracción de ley fundado en el caso cuarto del artículo 
ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal y citando como infringido el artículo doscientos noventa 
del Código por indebida aplicación, el artículo tercero en su 
párrafo segundo, que define la tentativa, y el sesenta y cinco 
que dispone que á los autores de tentativa de delito se imponga 
la pena inferior en dos grados á la señalada por la ley para el 
delito consumado. 

Visto. Siendo Ponente el Magistrado José M. García Montes : 

Primero. Consideramdo : que hay tentativa, según el artícu- 
lo tercero del Código, cuando iniciada la ejecución del delito el 
culpable no practica todos los actos de ejecución necesarios pa- 
ra producirlos, por causa ó accidente que no sean su propio y 
voluntario desistimiento; y como en el caso que ha motivado el 
presente recurso, según resulta de los hechos probados, cuando 
los procesados fueron sorprendidos por la policía estaban fabri- 
cando moneda falta de valor inferior á la legítima, imitando á 
la de plata de curso legal, teniendo ya concluidas algunas para 
su ezpendición, es evidente que al realizar esos hechos habían 
practicado todos los actos necesarios hasta la ejecución del de- 
Uto, que son las circunstancias que caraetmzan la consuma- 
eión del mismo; por todo lo cual se ha aplicado rectamente en 
la sentencia el artículo doscientos noventa en relación con el 
tercero y el sesenta y dos del Código y por lo mismo no existe 
la infracción alegada en el recurso interpuesto; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos sin lugar el 
recurso de casación por infracción de ley interpuesto por En- 
sebio Vdasco Carrasco y José Inocencio Pérez, contra la sen- 
tencia dictada por la Sección Segunda de la Sala de lo Crimi- 
nal de la Audiencia de esta ciudad el nueve de Enero del co- 
rriente año, con las costas á cargo de los mismos. 
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Así, por esta sentencia, que se comunicará á la referida Au- 
diencia por medio de la oportuna certificación, para lo que pro- 
ceda, librándose además las correspondientes copias autorizadas 
para inserción en la Colección á cargo de la Secretaria de Jus- 
ticia y su publicación en la Oíiceta de la Habana, lo pronuncia- 
mos, mandamos y firmamos. — ^Antonio Gk>nzález de Mendoza. — 
Pedro Oonzález Llórente.— El Magistrado Rafael Cruz Pérez 
votó en Sala. — ^Antonio Gtonzález de Mendoza. — José M. García 
Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio 
Giberga. 



El M. P. contra Julio de la Caridad Ayllón. 

Auto Ntm. 50. (Abril 26 de 1900). 

Recurso de queja interpuesto por Julio de la Caridad Ayllón 
contra el auto dictado por la Audiencia de la Hdbana en 7 
de Marzo de 1900. 

HTTBTO Y ESTAFA. 

No expresándose en el escrito de Interposición del re- 
corso la f ecba de la última notificación de la sentencia, c$r 
rece del re^alsito qne exige el ntímero lo del Articnlo &> d» 
la Orden 92 sobre casación. 

Primero, Resultando : que la Sala de lo Criminal de la Au- 
diencia de la Habana, en la causa procedente del Juzgado de 
Instrucción del Distrito del Cerro, en este partido judicial, se- 
guida contra Julio de la Caridad Ayllón, i)or hurto y estafa, 
dictó sentencia en veinte y siete de Febrero último, por la cual 
lo condenó, como autor de ambos delitos por participación di- 
recta, á la pena de un año y un día de presidio correccional, 
accesorias y costas: 

Segundo. Resultando: que la representación del procesado 
interpuso contra esa sentencia recurso de casación por infrac- 
ción de ley, autorizado por el número tercero del artículo ocho- 
cientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal, considerando infringido el caso segundo del artículo qui- 
nientos treinta y ocho del Código Penal, por cuanto, '*se ¿ti- 
ma como hurto doméstico lo que es un simple delito cualificado 
por la circunstancia genérica de simple abuso de eonñanza'': 

Tercero. Resultando: que el Tribunal a quo, por auto de 
siete de Marzo último, denegó el recurso planteado, fundándose 
en que en el escrito de interposición no se expresaba la fecha 
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de la última notificación á cualquiera de las partes^ como lo 
exige el número primero del articulo quinto de la Orden sobre 
casación de veinte y seis de Junio último: 

Cuarto. Resultando i que personado en tiempo y forma el 
recurrente interpuso la queja ante el Supremo por escrito de 
veinte y cuatro de Marzo último, y, previos los demás trámi- 
tes del caso, se efectuó la vista pública el día veinte y uno 
del corriente, informando el Fiscal en el sentido de que 
porque una parte recurrente no cite la fecha de la última 
notificación, no es motivo para denegar un recurso de casa- 
ción; y agregó que el Tribunal podía declarar con lugar el re- 
curso si de los demás datos apareciera interpuesto en tiempo; 
pero que este recurso de queja debe desestimarse por no haber 
el recurrente aceptado ó no de un modo expreso los hechos de- 
clarados probados en la sentencia y dejado de citar con preci- 
sión y claridad el concepto de la infracción reclamada, al omi- 
tir consignar cuál fuese el articulo del Código que debió apli- 
carse en el fallo: 

Primero. Considerando', que, conforme á lo dispuesto en 
el número primero del artículo quinto de la Orden sobre casa- 
ción de veinte y seis de Junio de mil ochocientos noventa y 
nueve, en el escrito por el cual se interponga el recurso ha de 
expresarse además de la fecha de la notificación de la sentencia 
al recurrente, la de la última notificación á cualquiera de las 
partes, y no habiéndose cumplido esta última formalidad en el 
escrito de interposición presentado por Julio de la Caridad 
Ayllón, al denegar la Sala sentenciadora la admisión de ese re- 
curso se ha ajustado al precepto del artículo once de la referi- 
da Orden en relación con d séptimo y quinto de la miama ; sien- 
do improcedente por tanto la queja interpuesta contra el auto 
denegatorio de admisión: 

Segundo. Considerando: que estimado ese motivo como su- 
ficiente para la denegació;i del recurso, no es preciso considerar 
ni resolver sobre los otros motivos alegados por el Fiscal en el 
acto de la vista; 

Se declara sin lugar el recurso de queja interpuesto por 
Julio de la Caridad Ayllon contra el auto dictado por la Sa- 
cien Primera de la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la 
Habana en siete de Marzo último, con las costas á su cargo; y 
comuniqúese esta decisión á la referida Audiencia para lo que 
proceda, por medio de certificación, librándose además las opor- 
tunas copias autorizadas á la Secretaría de Justicia para su in- 
serción en la Colección á su cargo y á la Gaceta de la Habana 
para su publicación. 
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Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que cert^co como Secretario por delegación. — ^Antonio Gonzá- 
lez de Mendoza. — ^Pedro Goiizález Llórente.— £1 M^istrado 
Bafael Cruz Pérez votó en Sala. — ^Antonio González de Mendo- 
za.— José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Ángel C. Be- 
tancourt. — Octavio Giberga. — Silverio Castro. 



El M. F. csontra Ramón Alvarez Hernánmiz y Pbux Bbl- 

TRAN LbÓN. 

Sentencia Núm. 25. (Abrfl 27 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Ramón Alvarez 
y Félix Beltrán contra la sentencia dictada por la Audiencia 
de Pinar del Rio en 26 de Enero de 1900, 

BOBO CON INTIMIDACIÓN EN LAS PBB80NA8. 

Son reos de este delito los que negando & las casas de 
linos individuos, les piden prestadas unas cabalgaduras y 
otroe efectos y, al negárseles, maniflestan que se las UevuiB 
de todas maneras, adoptando una aetitud amenasadora, aats 
la cual acceden loe duefios de diclias especies y se las en- 
tregan. 

En la ciudad de la Habana, á veinte y siete de Abril de 
mil novecientos en el recurao de casación por infracción de Ley, 
pendiente ante este Supremo Tribunal, interpuesto por el Pro- 
curador Eulogio Quintana en sustitución de su compañero Die- 
go Galderín, á nombre de Bamón Alvarez Hernández, labrador 
y vecino de Marianao y de Félix Beltrán León, agricultor y 
vecino de Hoyo Colorado contra la sentencia dictada por la 
Audiencia de Pinar del Rio en la causa seguida de oficio con- 
tra eüos y otros por tíl delito de robo: 

Primero. Resultando : que vista en juicio oral y público 1» 
referida causa, la mencionada Audiencia de Pinar del Río, en 
sentencia de veinte y seis de Enero de este año, consignó como 
probados los hechos siguientes: Resultando probado que en U 
noche del once de Junio próximo pasado los procesados Ramón 
Alvarez y Hernández y Félix Beltrán y León, en unión de los 
otros dos que han sido declarados rebeldes, de los cuales sólo 
llevaban armas dos, se presentaron en la finca que en el Distri- 
to Judicial de San Cristóbal, Término Municipal de Sao Diego 
de los Baños, habitan D. Estanislao Fernández y Amayo, Don 
Paulino Rodríguez y D. Dionisio Capote y Valdés, vecinos inme- 
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diatoB los unofi de los otros pidiéndoles que les prestaran un^as bes- 
tias para ir é Gousolución del Sur, ofreciéndoles que no sólo se las 
devolverían sino que les darían algo de alquiler por ellas, y como 
se negaron los individuos antes mencionados á acceder á las pre- 
tensiones de los procesados, porque no siendo personas conocidas 
por ellos, temían que no les devolvieran sus bestias, dijeron los 
procesados que de todos modos se las llevaban bajo las condicio- 
nes dichas, ante cuya afirmación é intimidados los referidos 
Fernández, Rodríguez y Capote por el número y la actitud de 
los procesados, consintieron que se llevaran una yegua, un po- 
tro y dos machetes, dos monturas, dos frenos y \m revólver, al 
segundo un caballo y una montura y al tercero una yegua y 
una montura, todo lo que, excepto un revólver que fué tasado 
en dos pesos, abandonaron los procesados, tan pronto como se 
sirvieron de ellos, apareciendo el mismo día suelto por una fin- 
ca inmediata, el caballo de Paulino Rodríguez, y al siguiente 
en la finca que cultivan en el Término Consolación del Sur el 
moreno Nazario Duarte y un tal Malagón, ha demás bestias y 
las monturas y frenos, todo lo que fué ocupado por el Celador 
de Policía de dicho Término: 

Segundo. Besultando: que la Audiencia de Pinar del Río 
declaró que los hechos expresados constituyen un solo delito de 
robo previsto en el artículo quinientos veinte y penado en el 
caso quinto del quinientos veinte y uno del Código Penal, y 
considerando responsables de ese delito como autores del mismo 
á los procesados Ramón Alvarez Hernández y Félix Beltrán y 
León, los condenó á la pena de tres años ocho meses y un día 
de presidio correccional con abono de todo el tiempo de prisión 
preventiva que hayan sufrido, accesorias de suspensión de todo 
cargo publico, profesión, oficio y derecho de sufragio y a pagar 
por vía de indemnización á Fernández Amayo dos pesos por el 
importe, según tasación, del revólver no recuperado y al abono 
cada uno de ellos, de una cuarta parte de las costas causadas 
en el procedimiento criminal de que se trata: 

Tercero. Bestiltando: que contra esta sentencia interpusie- 
ron los procesados por medio del procurador Eulogio Quintana 
en sustitución de su compañero Diego Calderín, recurso de ca- 
sación x)or infracción de ley, fundado en el número primero del 
artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal, designando como infringidos el artículo prí- 
mero y el quinientos veinte del Código Penal, pues declarándo- 
se probado en la sentencia que los procesados pidieron presta- 
dos los objetos, cuerpo del delito; que no amenazaron para ob- 
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tenerlos y que luego los abandonaron sin pretender lucrar con 
ellos, dichos hechos no constituyen delito y menos el de robo 
que se pena en el faUo recurrido; cuyo recurso fué admitido 
por auto de nueve de Febrero de este año por estimar la Au- 
diencia de Pinar del Río que además de interponerse por parte 
legítima dentro úél término legal y contra una sentencia defini- 
tiva, reúne los requisitos enumerados en el párrafo quinto de la 
Orden número noventa y dos del Oobiemo Militar de ia Isla: 

Cuarto. Resultando: que remitidos los autos á este Supre- 
mo Tribunal y abierta la sustanciación, el Letrado Ignacio Re- 
mírez á nombre de los procesados presentó escrito ampliando el 
motivo expuesto en el de interposición del recurso en el sentido 
de que en caso de que los hechos que se declaran probados en 
la sentencia pudieran constituir delito, éste no sería el de robo, 
sino el de coacción, incurriendo por tanto la Sala sentenciado- 
ra, al calificarlos en aquel concepto en el error de derecho i 
que se refiere el número tercero del artículo ochocientos cuaren- 
ta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminai: 

Quinto, Resultando : que previos los demás trámites, se ce- 
lebró la vista de este recurso é informó sosteniendo la proce- 
dencia del mismo el Letrado representante de los recurrentes. 

Siendo Ponente el Magistrado Eudaldo Tamayo : 

Primero, Considerando: en cuanto al primer motivo del 
recurso, que la Audiencia de Pinar del Río al estimar que los 
hechos que declara probados en su sentencia constituyen el de- 
lito de robo definido en el artículo quinientos veinte y carti- 
gado en el quinientos veinte y uno del Código Penal, no ha in- 
fringido aquel precepto sino que lo ha aplicado rectamente, no 
halláíndose por esa razón comprendido el caso en el número pri- 
mero del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de 
En juiciamiftate GsnnHiv «bmi yitluidu ^ reemieiite , Tsráip 
do pKra justificar su aserto los términos precisos con que se 
consignan los hechos en el fallo referido, pues afirma que en 
éste se expresa que los procesados pidieron prestados los obje- 
tos, cuerpo del delito; que no amenazaron pana obtenerilos y 
que luego los abandonaron sin pretender lucrar con elios, aña- 
diendo en el escrito de ampliación, que además resulta proba- 
do que los extrajeron con el consentimiento de sus dueños, 
cuando lo que dice el Tribunai sentenciador es que los reos si 
bien pidieron prestadas urnas bestias para ir á Consolación del 
Sur, ofreciendo que no sólo las devolverían sino que darían algo 
de alquiler por las mismas, manifestaron después, con motivo de 
negarse los propietarios de aquéllas á acceder á esa pretensión, 
temerosos de que no se üas devolviesen, que de todos modos se las 
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llevariíaii bajo las condiciones dichas, ante cuya afirmación é inti- 
midados los propietarios de esos animales por el número y la acti- 
tud de los procesados consintieron que se llevafl:un las caballerías 
y los objetos que se detaülan, todo io que excepto un revólver que 
fué tasado en dos pesos, abandonaron los reos tan pronto como 
sfc sirvieron de eUos ; hechos que constituyen á sus autores en reos 
del delito de robo, por cuanto que se apoderaron de cosas mue- 
bles y ajenas contra la voluntad de sus dueños, pues el con- 
sentimiento á que se contrae la sentencia no fué voluntario si- 
no impuesto, con ánimo de lucro, como se demuestra con el 
aprovechamiento que de aquéllas verificaron realizando el ob- 
jeto que se propusieron; y con intimidación en las personas, 
determinada ésta por la actitud y número de los procesados; 
no habiendo tampoco infringido la aludida Audiencia, según 
86 deduce de lo expuesto, el artículo primero del Código Penal 
vigente : 

Segundo. Considerando: en cuanto al segundo motivo, que 
no se ha infringido en dicha sentencia el artículo quinientos quin- 
ce del Có,digo Penal, al no estimarse los hechos probados como 
eonstitutivos del delito de coacción que, a juicio de los recu- 
rrentes, es el que puede desprenderse de aquéllos, ni ha incurri- 
do por tanto la Audiencia de Pinar del Río en el error de dere« 
eho comprendido en el número tercero del artícido ochocientos 
cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, pues- 
to que ha aplicado el precepto legal correspondiente á esos he- 
chos probados, tal y como los consigna en el fallo recurrido; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos sin lugar el 
recurso de casación por infracción de ley interpuesto por el 
Procurador José Eulogio Quintana á nombre de llamón Alva- 
rez Hernández y Félix Beltrán León contra la sentencia dicta- 
da por la Audiencia de Pinar del Río en veinte y seis de Ene- 
ro último con las costas á cargo de los recurrentes y, cúmplase 
lo acordado. 

Así, por esta sentencia, que se comunicará á la referida Au- 
diencia por medio de certificación para lo que proceda, librán- 
dose además las oportunas copias autorizadas para su inserción 
en la Colección á cargo de la Secretaría de Justicia y su publi- 
cación en la Gaceta de la Sabana, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos. — ^Antonio Gk)nzález de Mendoza. — ^Pedro González 
Llórente.— El Magistrado Rafael Cruz Pérez votó en Sala. — 
Antonio González de Mendoza. — José M. García Montes. — ^Eu- 
daldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — ^Octavio Giberga. 
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El M. P. contra Emilio Laba y Vigndbb (a) "Eblámpaqo" 
T Baimukdo 'AifOR Oabgía. 

Sentencia Núm. 5. (Abril 30 de 1900). 

Recurso por quebrantamiento de forma interpuesto por Emilio 
Lara y Raimundo Amor contra la sentencia dictada por la 
Audiencia de la Habana en 2 de Diciembre de 1899. 

BOBO Y USO DE NOHBBE SUPUESTO. 

La admisión y practica de una diligencia probatozia 
pedida por cualquiera de las partes, cuando se realisa en for- 
ma 7 condiciones diversas de las interesadas por el prome- 
Tente, no constitaye ni implica denegación de pruetia» si pa- 
ra admitirla y practicarla se ha tenido presente lo ordenado 
por la Ley Procesal. 

En la ciudad de la Habana, á treinta de Abril de mil no- 
vecientos, en la causa criminal por los delitos de robo y uso pú- 
blico de nombre supuesto, instruida por el Juzgado del Distrito 
de Guadalupe de .esta capital, contra Emilio Lara y Vignier 
(a) Relámpago y Raimundo Amor y García, el primero de ofi- 
cio carpintero y el segundo del comercio, ambos de esta vecÍD- 
dad, pendiente ante este Tribunal Supremo en virtud dd re- 
curso de casación por quebrantamiento de forma interpuesto 
por dichos procesados contra la sentencia que con fecha dos de 
Diciembre último dictó la Sección Primera de la Sala de lo 
Criminal de la Audiencia de la Habana: 

Primero. Resultando: que el Ministerio Fiscal, al formular 
en trámite de calificación sus conclusiones provisionales, esta- 
bleció como hechos punibles resultantes del sumario los que ex- 
presa la relación siguiente: ''El procesado D. Raimundo Amor 
''alquiló una habitación con el nombre de Ángel Díaz en la 
''casa de huéspedes situada en la calle de la Industria número 
"ciento veinte y siete y, aprovechando la circunstancia de en- 
"contrarse ausente D. José Gibert, que ocupaba la habitación 
"inmediata, forzó la puerta de comunicación y, auxiliado del 
"otro procesado pardo Emilio Lara Vignier, se apoderó de tm* 
"caja de hierro que contenía prendas y dinero y metiéndolas 
"dentro de un baúl la sacaron de la expresada casa, asoendioi- 
"do el dinero á cinco mil seis pesetas y el valor de las prMidaa 
"á mil ochocientos setenta y cinco, que hacen un total de seifl 
"mil ochocientos ochenta y una pesetas"; cuya relación de he- 
ohos sostuvo definitivamente el expresado Ministerio públko 
en el acto del juicio oral: 
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Segundo. Besultando: que la defensa de los procesados, al 
evacuar por su parte dicho trámite de calificación refirió los 
hechos como sigue: ''el veinte de Febrero próximo pasado j en 
'4a madrugada de ese día, manifestó el Sr. José Gibert al Jefe 
"de la Policía Secreta de esta ciudad que de la habitación que 
''ocupaba en la misma casa calle de Industria ciento vein- 
"te y siete le habían sustraído una caja de hierro conte- 
"niendo prendas y dinero y algunos otros objetos pertene- 
"cientes algunos de ellos á su com^pañero de cuarto. De 
"las averiguaciones y diligencias practicadas parece pre- 
" sumirse que el hecho se realizara por el cuarto inmediato, al- 
"quilado pocos días antes por un individuo que dijo llamarse 
"Ángel Díaz. La preexistencia de todos los efectos que se dicen 
"sustraídos no aparece justificada"; eiqponiendo la defensa a 
continuación que no existían datos bastantes para calificar ese 
hecho y que en el mismo no tuvieron intervención los procesa- 
dos, y proponiendo, además, por otro si del miamo escrito, las 
pruebas que estimó convenientes, y entre ellas la "insx>ección 
"ocular del lugar en que fué cometido el hecho, y que previa 
"la colocación de todos los objetos en los lugares en que se en- 
" centraban incluso la caja de hierro, y á presencia de un maes- 
"tro carpintero que será citado, se saque la cerradura del cuar- 
"to alquilado por Díaz, y se practique con la caja de hierro, 
"llena de peso igual al que representan el dinero y prendas 
"que se dice contenían, que se apreciará por un perito platero, 
"designando al efecto á José González, vecino de Villegas en- 
"tre Obispo y O'Beilly, se hagan con la misma todas las ope- 
" raciones que fueron precisas para conducirla á la calle en el 
"baúl. Todas estas operaciones serán practicadas por dos in- 
"dividuos de idénticas condiciones físicas de los procesados á 
"enyo efecto serán designados por los médicos forenses ya cita- 
"dos y previo el examen de mis representados. Esta prueba 
"tiene por objeto justificar que es imposible que mis represen- 
"tadoB realizaran esos hechos ": 

Tercero. Beaultando: que la Sala, proveyendo sobre las 
pruebas promovidas por la defensa acordó su admisión en la 
parte dispositiva del correspondiente auto, que con especial re- 
lación á la diligencia probatoria mencionada en el Besultando 
anterior contiene el siguiente pronunciamiento: "se admite la 
"prueba de inspección ocular que se realizará en la forma que 
"el Tribunal acuerde con arreglo á derecho", con cuyo motivo 
la defensa estableció protesta á los efectos del recurso de casa- 
ción, por denegársele la práctica de la inspección ocular en la 
forma quie propuso, teniéndose subsiguientemente por hecha la 
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protesta mencionada, que el abogado defensor reprodujo oral- 
mente en una de las sesiones del juicio oral, según resulta del 
acta respectiva, y acordando el Tribunal, en atención á que 
aquella prueba debe practicarse en la forma prevenida en el 
articulo setecientos veinte y siete de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, constituirse con las partes en la casa calle de la In- 
dustria número ciento veinte y siete, de esta ciudad y que se 
extendiera por el Secretario diligencia expresiva del lugar y se 
hiciesen constar las observaciones de las partes é incidentes que 
ocurriesen, lo cual se llevó á efecto, apareciendo de la diligen- 
cia extendida por el Secretario que constituidos en la casa re- 
ferida el Presidente y Magistrados, con asistencia del represen- 
tante del Ministerio Fiscal, del Letrado defensor y del Procu- 
rador de los procesados y del Secretario mismo, y presente ea 
ella el testigo D. Alfonso López, propuesto por la acusación y 
que la defensa había hecho suyo al tiempo de promoverse prue- 
ba, la Sala acordó adicionar la práctica de la inspección ocular 
con la asistencia del testigo mencionado, quien explicó la situa- 
ción y muebles que había en los cuartos objeto de la inspección 
el día que como Jefe de la Policía Secreta i)enetró en ellos 
para hacer investigaciones sobre el hecho, cuyos muebles con- 
sistían, entre otros que se expresan, en un escaparate igual en 
dimensiones á otro que se encontraba allí al practicarse la ins- 
pección y el cual se hizo colocar en la forma que indicaron el 
citado testigo y la que también lo es de las dos partes, Irene 
García, asimismo presente á dicho acto, ó sea, de igual modo 
como estaba situado el primer escaparate cuando ambos pene^ 
traron en el cuarto después de realizado el hecho, describiéndo- 
se la distancia y posición del mueble con relación á la puerta 
que comunica la habitación ocupada por Gibert y la que ocu- 
paba el inquilino conocido en la casa con el nombre de Ángel 
Díaz y haciéndose constar que por el espacio que quedaba 
pudieron pasar holgadamente dos hombres llevando la caja sus- 
traída, como además que la cerradura de la puerta de comuni- 
cación había estado colocada del lado correspondiente á la habi- 
tación de Díaz, sin aparecer entonces en su sitio, aunque si el 
hueco producido por su falta, siguiendo la exposición de otros 
diversos datos y circunstancias relativas al lugar inspeccionado, 
é invitadas las partes á hacer las observaciones y manifestacio- 
nes que tuvieren á bien, se consignan las que hicieron, siendo 
las de la defensa que estaba conforme con todo lo consignado 
en el acta expresiva de la diligencia y que reiteraba la protes- 
ta anteriormente establecida: 

Cuarto. Resvltcmdo: que dictada sentencia por la Sala, en 
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dos de Diciembre de mil ochocientos noventa y nueve se dola- 
ran hechos probados entre otros, los referidos á continuación: 
"que á mediados del mes de Febrero del corriente año (mil 
"ochocintos noventa y nueve) el procesado Raimundo Amor, 
**con el nombre supuesto de Ángel Díaz tomó en alquiler una 
''habitación en la casa situada calle de la Industria número 
"ciento veinte y siete, de esta ciudad, y aprovechando la cir- 
"cunstancia de encontrarse ausente D. José Gibert, que como 
"inquilino ocupaba la habitación inmediata, y auxiliado del 
"otro procesado, pardo Emilio Lara y Vignier, forzaron ambos 
"la puerta de comunicación, destornillando su cerradura, se- 
" pararon de su sitio un escaparate que la condenaba y extra- 
"jeron una caja de hierro que contenía dinero y prendas per- 
"tenecientes al expresado D. José Gibert, la cual colocaron 
"dentro de un baúl que lleno de piedra había llevado previamente 
"á la habitación Raimundo Amor, como equipaje suyo, se la 
"llevaron y violentaron, abandonándola en un callejón al fon- 
"do de la casa de Beneficencia, después de apropiarse su con- 
" tenido, ascendiendo el importe del dinero á cinco mil seis pe- 
" setas y la tasación prudencial de las prendas á mil ochocien- 
"tas setenta y cinco pesetas, que forman un total de seis mil 
"ochocientas ochenta y una pesetas y causando en la caja de 
"hierro un daño que fué justipreciado en doscientas cincuenta 
"l)esetas"; condenando dicha sentencia á Emilio Lara y Vi- 
gnier (a) Relámpago por el delito de robo y Raimundo Amor 
García por el propio delito y además por el de uso público de 
nombre supuesto, é interponiendo seguidamente la representa- 
ción de ambos procesados recurso de casación por quebranta- 
miento de forma, que fundó en el caso primero del artículo no- 
vecientos once de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, alegando 
eomo falta de procedimiento cometida en el juicio, el habérsele 
negado la diligencia de prueba de reconstitución del hecho tal 
como la propuso dicha representación : cuyo recurso fué admiti- 
do y se ha sustanciado debidamente ante este Supremo Tribu- 
nal, celebrándose la vista pública en definitiva el día veinte y 
cuatro del que cursa, con asistencia del Letrado defensor de los 
recurrentes, que sostuvo el recurso, y del representante del Mi- 
nifirterio Fiscal que lo impugnó. 

Siendo Ponente el Magistrado Octavio Giberga: 
Considerando: que la admisión y práctica de una diligen- 
cia probatoria pedida por cualquiera de las partes, cuando se 
acuerda y se realiza en forma y condiciones diversas de las in- 
teresadas por el promovente no constituye, en realidad, ni im- 
plica en modo alguno denegación de prueba, si para admitirla 
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y practicarla se ha tenido presente lo ordenado por la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal con relación á la peenliar nataralesEa 
de tal medio probatorio, según ha sucedido en este caso, puesto 
que promovida como fué con el carácter de inspección ocular 
la diligencia á que el recurso se contrae, en ese mismo concepto 
fué admitida y oportunamente practicada de conformidad con 
los preceptos legales que la rigen; pero, aun en el supuesto de 
que así no fuera, siempre resultaría ineficaz este recurso, exi- 
giéndose, como se exige, para la casación por el número prime- 
ro del articulo novecientos once de la predicha ley, que la prue- 
ba denegada, además de propuesta en tiempo y forma, sea per- 
tinente, requisito que falta á la que propuso la defensa en los 
extremos ó particulares desatendidos por la Sala, porque la ins- 
pección ocular promovida en semejantes términos era notoria- 
mente inútil, á fuer de inadecuada, para satisfacer el objeto de 
su promoción, ó sea demostrar la supuesta ineptitud física de 
los procesados al efecto de mover y trasladar determinado peso, 
cuya circunstancia requería otro y distinto medio de comproba- 
ción legal: siguiéndose de todo que la Sala pudo aunque no lo 
hizo, denegar en forma expresa la que los recurrentes Uaman 
reconstitución del hecho, sin que con tal denegatoria ni tampo- 
co al proceder como ha procedido, cometiera la falta procesal 
que aquellos le atribuyen; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos sin lugar A 
recurso de casación por quebrantamiento de forma interpuesto 
por los procesados Emilio Lara Vignier (a) Relámpago y Bai- 
mundo Amor y García contra la sentencia dictada en esta cau- 
sa con fecha dos de Diciembre último por la Sección Primera 
de la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana, é im- 
ponemos á dichos recurrentes las costas del recurso. 

Comuniqúese esta resolución al mencionado Tribunal, de- 
volviéndose las actuaciones recibidas: y publíquese en la Oaceia 
de la Habana y en la Colección á cargo de la Secretaría de Jus- 
ticia, para lo cual se expedirán las copias necesarias. 

Asi por esta sentencia lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — Pedro Gk)nzález Llórente. — José M. García Montes. — 
Eudaldo Tamayo.— Ángel C. Betancourt. — Octavio Qiberga. 



El M. P. contra Domingo Medina Trujillo y José María Ba- 

REETO Y ArUT. 

Auto Núm. 54. (Abril 30 de 1900). 
Recurso por quehrantamiento de forma interpuesto por Barreto 



JUBISPBUDBNCIA PSNAL 237 



y Arut contra la senteiicia diciada par el Juez de Instruc- 
ción de Cárdenas en 2 de Marzo de 1900, 

REYEBTA T LESIONES.— FALTA. 

La cita de los Artícnloa 326 y 327 de la Iiey de Bojul- 
eiamiento Orlminal no es procedente tratándose de nn re- 
cnreo por inf raoción de ley. T no basta citar él Artiealo 
del Código Penal que él recnrrente crea infringido» sino qne 
es preciso además expresar el concepto de la infracción. 

Primero. Resultando: que en el juicio de faltas seguido en 
el Juzgado Municipal de Máximo Gómez ó Guanajayabo y en 
el Juzgado de Primera Instancia de Cárdenas contra Domingo 
Medina y Trujillo y José María Barreto y Arut por reyerta y 
lesiones, en el trámite de apelación recomendó José María Ba- 
rreto que el Juez Municipal había quebrantado las formas del 
procedimiento, porque la certificación facultativa que había 
servido de base á la sentencia carecía de toda eficacia por ser 
manifiestamente parcial el médico que la suscribe al guardar 
silencio sobre la contusión que Domingo Medina recibió en la 
región craneana, según convence la rotura del sombrero que 
presentó al Juzgado, cuyo sombrero no fué presentado á los tes- 
tigos ni reconocido por x)erito; alegando, además, que se había 
aplicado erróneamente el artículo seiscientos diez del Código 
Penal, toda vez que los preceptos aplicables al caso son los com- 
prendidos en los artículos seiscientos once y seiscientos doce de 
dicho Código; y solicitando en definitiva la subsanación de los 
defectos advertidos: 

Segundo. Resultando : que el procesado Barreto y Arut in- 
terpuso recurso de casación contra la sentencia dictada por el 
Juez de Instrucción de Cárdenas en dos de Marzo del corriente 
año que lo condenó á la pena de siete días de arresto y repren- 
sión y al pago de la mitad de las costas; fundando dicho recur- 
so en el caso primero del artículo ochocientos cuarenta y nueve 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y citando como infrin- 
gidos los artículos trescientos veinte y seis y trescientos veinte 
y siete de la misma Ley y el caso cuarto del artículo octavo del 
Código Penal: 

Tercero, Resultando: que admitido ese recurso, el Fiscal, 
durante el x)eríodo de instrucción impugnó la admisión del mis- 
mo, fundado en que al limitarse el recurrente á citar como in- 
fringidos los artículos trescientos veinte y seis y trescientos 
veinte y siete del Enjuiciamiento Criminal y el caso cuarto del 
artículo octavo del Código Penal ha dejado incumplido el nú- 
mero cuarto del articulo quinto de la Orden número noventa y 
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dos, privando al recurso de la cuarta de las circunstancias de 
admisibilidad establecidas en el articulo sexto de la misma dis- 
posición; por cuanto además de que aquellos dos primeros ar- 
tículos de la Ley de trámites no contienen precepto alguno 
penal susceptible de ser violado en la sentencia y por consi- 
guiente jamás pueden constituir materia de casación en el fon- 
do, se ha omitido expresar con precisión y claridad el concepto 
en que el fallo infringe el número cuarto del artículo octavo 
del Código; ya que no se exponen si debió aplicarse, por qué 
razón y en virtud de cuales hechos de la sentencia, cuyo silen- 
cio acerca de este último particular no permite tampoco cono- 
cer si Barrete cumple el requisito más esencial de aceptar di- 
chos hechos, según lo exige en todos sus párrafos el artículo 
ochocientos cuarenta y nueve del Enjuiciamiento Criminal: 

Cuarto, Resultando : que señalada para la vista de la cues- 
tión previa de impugnación el veinte y ocho del actual, infor- 
maron el representante del Ministerio Fiscal y el Abogado del 
recurrente : 

Primero. Considéremelo: que en un recurso de casación por 
infracción de ley no pueden citarse útilmente como infringidos 
los artículos trescientos veinte y seis y trescientos veinte y siete 
de 'la Ley de Enjuiciamiento Criminal referentes á la prueba é 
inspección ocular, porque en el supuesto de que en la sentencia 
se hubiesen infringido esos preceptos, el recurso procedente, 
atendidos los términos de las alegaciones hechas en el acto de 
comparecencia de la segunda instancia y en el escrito de inter- 
posición, sería el de quebrantamiento de forma por el primero 
de los motivos del artículo novecientos once de dicha Ley de 
procedimientos, el cual no ha sido citado, ni interpuesto el re- 
curso á que el mismo se refiere; recurso que por otra parte 
nunca sería procedente, dada la naturaleza del presente juicio; 

Segundo, Considerando: que no basta citar en el escrito 
de interposición el artículo ó artículos del Código Penal que el 
recurrente crea infringidos, sino que es indispensable además 
expresar el concepto de la infracción, cuya condición no se 
cumple con decir simplemente que se ha infringido el caso 
cuarto del artículo octavo del Código, porque de esa mera ma- 
nifestación no resulta de qué modo ó por qué motivo la infrac- 
ción ha tenido efecto, y por lo mismo no es posible formar jui- 
cio alguno respecto á la procedencia ó improcedencia del recur- 
so interpuesto; 

Se declara con lugar la impugnación establecida por el 
Ministerio Fiscal y por consiguiente mal admitido el recurso de 
casación interpuesto por José María Barrete y Arut contra la 
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sentencia dictada por el Juez de Instrucción de Cárdenas el 
dos de Marzo del corriente año, sin especial condenación de 
costas; y comuniqúese esta resolución á dicho Juez para lo que 
proceda, librándose además las oportunas copias autorizadas á 
la Secretaria de Justicia para su inserción en la Colección á su 
cargo y á la Gaceta de la Hábama para su publicación. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen de qu» 
<íertifico como Secretario por delegación. — Antonio González de 
Mendoza. — ^Pedro González Llórente.— José M. García Montes. 
— Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — Silverio Castro. 



El M. F. contra José Hernández Hernández. 

Sentencia Núm. 26. (Mayo 5 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por él M, F. contra 
la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana en 6 de 
Enero de 1900, 

HXTBTO. 

Son responsables de este deUto los qne, con ánimo de 
Inorar y sin violencia ó intimidación en las personas» ni 
fnerza en las cosas, toman las cosas muebles ajenas sin la 
voluntad de sn dnefio. 

Guando se comete nn bnrto, impulsado por la miseria y 
al objeto de Uevar qué comer á sus familiares» no puede de- 
cirse que no haya sido el lucro el móvil del delito, pues no se 
reduce el lucro á la ganancia pecuniaria, sino & todo benefi- 
cio; debiendo apreciarse en este caso la circunstancia ate- 
nuante comprendida en él número 10 del Articulo 9o del 
Código Penal. 

En la ciudad de la Habana, a cinco de Mayo de mil nove- 
cientos, en la cansa procedente del Juzgado de Instrucción de 
Quines, seguida por hurto contra José Hernández y Hernán- 
dez, labrador y vecino de la última población mencionada, cau- 
sa en que la Sección Tercera de la Sala de lo Criminal de la 
Audiencia de la Habana, el seis de Enero del corriente año, dictó 
sentencia, cuyos fundamentos de hecho son los que literalmente 
se transcriben en los primeros dos Resultandos siguientes: 

Resultando: que D. José Hernández era padre de una lar- 
ga familia, teniendo á su abrigo á su mujer, hermanas y cinco 
hijas, á las que con su trabajo honrado alimentó y mantuvo, 
hasta que el decreto de reconcentración, dictado como medida 
destructora de la población cubana, por el General español Va- 
leriano Weyler, le obligó á trasladarse al pueblo de Güines, 
donde, desprovisto de recursos y medios de trabajo, vio morir 
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de hambre y miseria á dee de sus hijos, y desesperado contem- 
plaba moribundos también de hambre, á los otros tres sin ha- 
llar recursos ^i su trabajo, que no conseguía, ni en la caridad 
pública, ya agotada, para remediar los males de los suyos : 

Btstdtando probado: que en estas condiciones y sabedor 
D. José Hernández de que en un patio del pueblo había una 
ternera i)erteneciente á D. Ignacio Sarralta, esperó las horas 
de la noche, para asegurar su propósito, y entrando en el patio 
por la puerta, sacó la ternera que se tasó en ciento setenta y 
cinco pesetas, y llevándosela á su casa, la benefició inmediata- 
mente, guisando y comiendo parte de la carne en unión de su 
familia antes de ser de día, y salando el resto para comerlo 
posteriormente : 

Besvltando : que en el referido fallo la Sala de la Audien- 
cia por creer: 

Primero. Que ella no podía aceptar la que Hamo vieja teo- 
ría clásica, que, según opina la propia Sala, considera á los de- 
litos entes jurídicos, y en tal concepto juzga de ellos, sino tenía 
que aplicar el derecho fijándose, más que en la forma externa 
de los hechos, en la personalidad del agente, sus condiciones y 
los móviles que determinan su acción: 

•Segundo. Que al apropiarse Hernández la ternera, no tuvo 
otro objeto que saciar el hambre propia y de sus hijos, salvan- 
do á éstos de la muerte ; y 

Tercero. Que en este concepto la Sala no podía apreciar 
que Hernández procediera con ánimo de lucro, y, por lo tanto, 
no le eran aplicables los preceptos del artículo quinientos trein- 
ta y cinco del Código Penal; absolvió al procesado, con las cos- 
tas de oficio, reservando á Ignacio Sarralta las acciones civUes 
de que se creyera asistido : 

Resultando', que eontra esa sentencia interpuso el Ministe- 
rio Fiscal reciunso de casación por infracción de ley, citando 
como infringidos, por no aplicárseles : 

Primero. El artículo primero del Código Penal, iwrqne 
son delitos y faltas las acciones y omisiones voluntarias pena- 
das por la ley ; y en la sentencia no se penan como deUto, siái- 
dolo, ios hechos que se declaran probados ; y : 

Segundo. Los artículos quinientos treinta y cinco, número 
primero, y quini^itos treinta y seis, número cuarto, porque 
constituyendo los hechos probados un delito de hurto en la 
cuantía expresada en dicho número cuarto del artículo quinien- 
tos treinta y seis, no se califican y penan en el grado corres- 
pondiente, según dichos artículos. 
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Vistos. Siendo Ponente efl Magistrado Pedro Oonzélez Lló- 
rente: 

Considerando: que en ningún tiempo el derecho ha estima- 
do el delito sin atender á la personalidad del agente y á los 
máviles determinantes de su acción, según lo demuestra el prin- 
cipio, ya consignado en la Instituta, de que ''el hecho no hace 
reo, como la voluntad no sea reo"; principio siempre seguido 
en el vigente Código Penal, observado cuidadosamente en las 
circunstancias modificativas y eximentes de responsabilidad, 
aplicado del modo más claro en lo concerniente al delito de que 
se trata en esta causa, pues el número primero del artículo qui- 
nientos treinta y cinco lo define declarando reos de hurto ''á los 
que con ánimo de lucrarse y sin violencia ó intimidación en las 
personas ni fuerza en las cosas, toman las cosas muebles ajenas 
&n la voluntad de su dueño": 

Cofisiderando: que la Sala sentenciadora en los hechos que 
declara probados ha referido el delito con todos sus elementos 
y circunstancias: que José Hernández hallándose en las extre« 
midades de la miseria y sabedor de que en un patio del pueblo 
había ana ternura perteneciente á otra persona, ''esperó las 
horas de la noche para asegurar su propósito, y entrando en 
d patio, se llevó la ternera, la benefició inmediatamente, guisó 
y comió con su familia parte de la carne y saló el resto para co- 
menlo después: 

Considerando : que la Sala padeció manifiesto error al creer 
que los preceptos del artículo quinientos treinta y cinco no eran 
aplicables á Hernández porque éste no había tenido otro objeto 
que saciar el hambre propia y de sus hijos, y en tal concepto 
I* Sala no podía entender que Hernández procediera con áni- 
mo de lucro; error numifiesto porque manifiesto era el lucro, es 
deeir, el provecho que á Hernández reportaba, por más que me- 
reciese lástima la situación de aquél; pues no se reduce el lucro 
á la ganancia pecuniaria, sino á todo beneficio, y en tal concep- 
to siempre se ha comprendido en el hurto cualquiera sustrac- 
ción por la que se toma, "alguna cosa mueble ajena encubier- 
tamente, sin plazer de su señor, con intención de ganar el seño- 
río q la possessión ó el uso della" : 

Considerando: que pendiente el recurso de casación, este 
Tribunal Supremo debe dictar sentencia, manteniendo en eUa 
la observancia estricta de la ley; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos haber lugar 
al recurso de casación interpuesto por el Ministerio Fiscal, y 
en consecuencia casamos y anulamos la sentencia dictada por la 
Sección Tercera de la Sala de lo Criminal de la Audiencia de 
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la Habana en seis de Enero del corriente año; sin especial con- 
denación de costas. 

Asi, por esta nuestra sentencia, que, con la que á continua- 
ción se dicta, se comunicará á la referida Audiencia para lo 
que corresponda, y á la Secretaría de Justicia para su inser- 
ción en la Colección á su cargo, publicándose en la Oaceta de 
la Habana, á cuyo fin se remitirán las oportunas certificaciones, 
la pronunciamos, mandamos y firmamos. — Antonio González de 
Mendoza.— Pedro González Llórente. — José M. García Montes. 
— ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 

Segunda sentencia. 

En la ciudad de la Habana, á cinco de Mayo de mil nove- 
cientos en la causa procedente del Juzgado de Instrucción de 
Güines, seguida en la Sección Tercera de la Sala de lo Criminal 
de la Audiencia de la Habana por hurto contra José Hernán- 
dez y Hernández, labrador y vecino de la última población 
mencionada, causa que se halla pendiente ante este Tribunal 
Supremo á consecuencia de recurso de casación por infracción 
de dey interpuesto por el Ministerio Fiscal: 

Besultaiido: que por sentencia de este Tribunal, pronun- 
ciada hoy, se casó y anuló la dictada por la referida Sala de lo 
Criminal de la Audiencia de la Habana en seis de Enero del 
corriente año: 

Aceptando los hechos que se declaran probados en la sen- 
tencia casada. 

Siendo Ponente el Magistrado Pedro González L/lorente: 

Considerando : que los expresados hechos constituyen el de- 
lito de hurto de cosa cuyo valor pasa de veinte y cinco pesetas 
y no excede de doscientas cincuenta, penado en el número cuar- 
to del artículo quinientos treinta y seis del Código Penal, deli- 
to de que es autor por participación directa José Hernández y 
Hernández : 

Considerando: que aunque en el hecho concurrió la cir- 
cunstancia agravante de haber sido ejecutado de noche, concu- 
rrió también la circunstancia atenuante de la extrema necesidad 
á que Hernández y su familia se veían reducidos, á consecuen- 
cia de la reconcentración forzada y dura de los campesinos en 
la guerra; circunstancia atenuante muy calificada que debe 
apreciarse con arreglo al número décimo del artículo noveno 
del citado Código, y que en la compensación prevenida por el 
número cuarto del artículo setenta y nueve da por justo resul- 
tado la disminució^i de la pena: 

Considerando: que el responsable criminalmente de un de- 
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lito está obligado por la ley á la indemnización del daño y al 
pago de las costas. 

Vistos los enunciados artículos y los primero, once, doce, 
diez y seis, veinte y seis, cuarenta y nueve y ochenta del mis- 
mo Código y el artículo treinta y ocho de la Orden número no- 
venta y dos del Gobierno Militar de la Isla; 

Fallamos qoie debemos condenar y condentamos á José 
Hernández y Hernández á la pena de un mes y un día de arres- 
to mayor, á las accesorias de suspensión de todo cargo y del 
derecho de sufragio durante el tiempo de la condena, á pagar 
como indemnización ciento setenta y cinco pesetas á Ignacio 
Sarralta, debiendo en defecto de pago por insolvencia sufrir 
un día más de encierro por cada doce y media pesetas que de 
la indemnización dejare de satisfacer, sin que el total de ese 
encierro exceda de veinte días, abonándosele el total de la pri- 
sión que hubiese sufrido y al pago de las costas; 

Y se declara al mencionado José Hernández y Hernández 
comprendido entre los procesados á quienes concede indulto el 
articulo cuarto de la Orden dictada por el Gobierno Militar de 
la Isla en diez y seis de Enero último, y exento por tanto del 
cumplimiento de la pena impuesta. 

Así, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González 
Llórente. — José M. García Montes. — Ángel C. Betancourt.-r- 
Octavio Giberga. 



El. M. P. y Joaquín Gutiérrez Sañudo como acusador privado 
CONTRA Ignacio Díaz, Manuel CoBREmo, Jorge Laudbr- 
MAN, Juan Pedro Ruiz, Nicolás Muñiz y Agustín María 

OUAXARDO. 

Sentencia Núm. 27. (Hayo 6 de 1000). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Joaquín Gutié- 
rrez contra la sentencia dictada por la Audiencia de la Ha- 
bana en 23 de Octubre de 1899. 

ESTAFA. 

El hecho de haberse comprometido un empleado á pagar 
una cantidad de que se confesó dendor á razón de $50 men- 
suales que debia descontar el habilitado de su sueldo; y el 
haberle dado más tarde orden al habiUtado para que no de- 
dujera otras cantidades que las mandadas retener por auto- 
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zldftd competente, no es eoastftntlvo áél delito prerMo en 
el Artículo 566 del Código Penal; y ai de nna ret^ponaabUi- 
dad civil. 

En la ciudad de la Habana, á cinco de Mayo de mil nove- 
cientos en la causa criminal procedente de la Ausencia de la 
Habana seguida de oficio por estafa entre partes, de la una A 
Ministerio Fiscal y Joaquín Gutiérrez y Sañudo, del comercio 
y cuyo domicilio no consta, como acusador privado, y de la 
otra, como procesados, Ignacio Díaz, Manuel Cobreiro* González, 
Jorge Lauderman y Pulido, Juan Pedro Ruiz y Gutiérrez, Ni- 
colás Muñiz y Rivera, Agustín María Guaxardo Fajardo y Meló 
de Portugal, todos empleados y vecinos de esta ciudad, que 
pende ante este Supremo Tribunal en virtud del recurso de ca- 
sación por infracción de ley establecido por el acusador priva- 
do contra la sentencia dictada en veinte y tres de Octubre de 
mil ochocientos noventa y nueve por la Sección Primera de la 
Sala de lo Criminal de la citada Audiencia, en cuya sentencia 
se contienen los cuatro inmediatos siguientes resultandos: 

Primero, Resultando probado: que D. José Alfonso Viñet 
á nombre propio venía negociando sobre anticipos de cantida- 
des por cuenta de sueldos á los empleados del Ayuntamiento 
de esta capital, cargándoles intereses más ó menos crecidos, has- 
ta que en veinte y dos de Diciembre de mil ochocientos noventa y 
seis por escritura otorgada ante D. Alejandro Núñez cedió á 
D. Joaquín Gutiérrez y Sañudo todos los negocios que sobre 
esta materia tenía celebrados, reservándose sólo los que en di- 
cho documento público se expresan y ninguno de los cuales tie- 
ne relación con esta causa: 

Segundo. Resultando: que los documentos que presenta D. 
Joaquín Gutiérrez para acreditar su derecho contra D. Manuel 
Cobreiro, D. Jorge Lauderman, D. Juan Pedro Ruiz y D. Nico- 
lás Muñiz son documentos de cesión de sueldos no devengados 
aún en la fecha de la cesión, ó autorizaciones para cobrar en su 
lugar y representación determinados sueldos futuros, y que en 
todos esos documentos el nombre del comprador ó del mandata- 
rio está en blanco, habiéndose probado que entre D. Joaquín 
Gutiérrez y los citados Cobreiro, Lauderman, Ruiz y Muñiz, 
nunca hubo relaciones directas de negocios, pues si alguna exis- 
te proviene de la cesión hecha por Alfonso, con el que sí mani- 
fiestan dichos procesados que estuvieron en constantes tratos de 
anticipos y préstamos sin que haya podido comprobarse cuál 
fuera la garantía expresa con que dichos préstamos se hicieran, 
ni puede deducirse con claridad de la manifestación de que 
eran anticipos sobre sueldos: 
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Tercero. Resultando probado que Alfonso había hecho prés- 
tamos diversos á D. Agustín María Guaxardo, á consecaencia 
de los cnales le adeudaba éste seiscientos treinta y seis pesos, 
setenta y siete centavos y que al enterarse del contenido de la 
escritura de veinte y dos de Diciembre de mil ochocientos noven- 
ta y seis liquidó su adeudo y se comprometió a pagar esa can- 
tidad y sus intereses al dos por ciento mensual acumxdables por 
semestre á razón de cincuenta pesos al mes que de su sueldo 
deberle deseontarie el habilitado: 

Cuarto. ResMando probado que Quaxardo, Cobreiro, Lau- 
derman y Ruiz y Muñiz dieron órdenes al habilitado D. Ignar 
cío Díaz para que sólo les dedujera de sus sueldos las cantida- 
des correspondientes á los embargos y retenciones decretadas 
por la autoridad competente, cuyas órdenes cumplió dicho ha- 
bilitado que á nada se había comprometido ni con D. Joaquín 
Gutiérrez ni con D. José Alfonso: 

Quinto, Resultando: que la Sala dictó sentencia absolvien- 
do á los procesados por no constituir delito los hechos probados 
con relación á cada uno de ellos y condenó proporcionalmente 
en costas al acusador privado: 

Sexto. Resultando: que contra esta sentencia interpuso di- 
cho acusador privado el presente recurso fundado en los ar- 
tículos ochocientos cuarenta y ocho y ochocientos cuarenta y 
nueve, apartados segundo y tercero, porque en la sentencia no 
se califican ni penan hechos probados que á juicio del recurren- 
te constituyen delito, citando como infringido: 

Primero. El número quinto del artículo quinientos cincuenta 
y nueve, porque habiendo distraído Ignacio Díaz en perjuicio del 
j-ecurrente y en provecho de los otros procesados cantidades que 
al Gutiérrez debía entregar en virtud de estar debidamente inter- 
venidos los recibos de autos por la Habilitación de su cargo, in- 
curre en la sanción de dicho artículo : 

•Segundo. El mismo artículo y párrafo respecto á los otros 
procesados por la participación que como coautores tuvieron 
en ese hecho por haber instigado á Díaz y concertádose con él 
para que lo cometiera: 

Tercero. Respecto á estos últimos procesados, el artieulo 
quinientos sesenta y cinco del mismo Código, porque hicieron 
uso con daño de tercero de derechos y acciones que ya no les 
pertenecían, siendo por tanto, evidente el engaño con que pro- 
cedieron: 

Séptimo. Resultando : que admitido el recurso se ha sustan- 
ciado en este Tribunal, celebrándose la vista pública el día dos 
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del actual can asistencia del Letrado del recurrente, quien sos- 
tuvo los motivos del recurso. 

Vistos, Siendo Ponente el Magistrado Ángel C. Betan- 
court: 

Primero. Considerando: que Ignacio Díaz no tuvo, en los 
hechos que se declaran probados, otra participación que la de 
haber cumplido como habilitado, órdenes de sus mandantes; se- 
gún las cuales sólo debía deducir del sueldo de ellos las canti- 
dades correspondientes á embargos y retenciones decretadas por 
autoridad competente, con lo cual no ha distraído cosa alguna 
que, de los referidos hechos probados, resulte estuviese obligado 
á entregar ó devolver, sino que por el contrario ha realizado un 
acto licito, y la Sala sentenciadora, entendiéndolo asi, al absol- 
verlo no ha infringido ej número quinto del artículo quinientos 
cincuenta y nueve, que cita el recurrente: 

Segundo. Considerando: que no habiendo cometido Díaz 
el delito que el recurrente le atribuye, la Sala tampoco ha in- 
fringido el citado número quinto del artículo quinientos cin- 
cuenta y nueve por no haberlo aplicado á los otros procesados 
en concepto de co-autores por inducción de los hechos realiza- 
dos por Díaz, que alega el recurrente en el segundo motivo de 
casación : 

Tercero. Considerando : que el hecho realizado por Guaxar- 
do de haberse comprometido á pagar una cantidad de que se 
confesó deudor, por préstamos anteriores, á razón de cincuenta 
pesos mensuales, que debía el habilitado descontar de su sueldo, 
y más tarde haber ordenado á éste no le dedujera otras canti- 
dades, que las mandadas retener por autoridad competente, no 
constituye el delito previsto y penado en el artículo quinientos 
sesenta y cinco del Código, porque si estos hechos hubieran pro- 
ducido alguna defraudación, lo cual no consta probado, es lo 
cierto que para realizar ésta no aparece mediase engaño, pues 
el compromiso de la forma de pago, que se dejó sin efecto, fué 
posterior al préstamo, y sólo envuelve el incumplimiento de 
una obligación civil, que como delito no está comprendida en 
el Código Penal, y mucho menos en el concepto de engaño con 
que el recurrente pretende incluirla en el citado artfctdo qui- 
nientos sesenta y cinco, que la Sala sentenciadora no ha infrin- 
gido en su fallo absolutorio: 

Cuarto. Considerando: respecto á los otros procesados Co- 
breiro, Lauderman, Ruiz y Muñiz, que consignado por la Sala 
que éstos no tuvieron relaciones de negocios con el Gutiérrez, 
pues si alguna existía, era proveniente de la cesión hecha á éste 
I>or José Alfonso Viñet, quien le traspasó algunos de los negó- 



JURISPRUDENCIA PENAL 247 

cios que tenía celebrados sobre anticipos de cantidades por 
cuenta de sueldos, declarando la Sala que no ha podido com- 
probarse cuál fuera la garantía con que Alfonso hacía esos an- 
ticipos 6 préstamos á dichos procesados, ni deducirse con clari- 
dad que estos fueran anticipos de sueldos; y de estas afirmacio- 
nes contenidas en los Resultandos primero y segundo de la sen- 
tencia, no aparece, como pretende el recurrente, que los referi- 
dos procesados hicieran uso, con daño de tercero, de derechos y 
acciones que ya no les pertenecían, pues no se declara probado 
el traspaso de ningún derecho, y por consiguiente no ha come- 
tido la Sala la infracción del artículo quinientos sesenta y cin- 
co, que en este concepto, á juicio del recurrente, había co- 
metido ; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos sin lugar el 
recurso de casación por infracción de ley interpuesto por Joa- 
quín Gutiérrez Sañudo contra la sentencia dictada por la Sec- 
ción Primera de la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la 
Habana, en veinte y tres de Octubre de mil ochocientos noventa 
y nueve, en la causa á que la presente se refiere, con las costas 
á cargo del recurrente. 

Comuniqúese á la referida Audiencia, por medio de certi- 
ficación, esta sentencia, la cual se publicará en la Gaceta de la 
Habana y en la Colección á cargo de la Secretaría; á cuyo efec- 
to líbrense las oportunas copias autorizadas. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — ^Antonio (González de Mendoza.—Pedro Gk>nzález Lló- 
rente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



El M. P. contra Isidoro Vaillant y Julián Ponte. 

Sentencia Núm. 28. (Mayo 5 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por él M. F. contra 
la sentencia dictada por la Audiencia de Santiago de Cuba 
en 13 de Enero de 1900. 

BOBO CON MOTIVO DEL CUAL BBSULT6 HOMICIDIO. 

El becho de asaltar tres Individaos á im vendedor am- 
bulante qne transitaba por un camino, Uevarle & mi monte 
inmediato donde le despojan de todo lo que Uevaba, quitán- 
dole previamente un revólver, y darle después muerte á ma- 
cbetazoe, es constitutivo del delito mencionado. 

Circunstancia agravante de ejecutar el becbo en deq^ 
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Nado.— Oonenm ésta, coando se naliía él déUto en «n wa- 
te separado del camino; sin «ue sea preciso que se escoja de 
propósito diclio logar, pues basta que de él se ntOioen los 
autores del delito. 

AlerosSa. — Ooncuxre esta agravante en un delito de to- 
\ bo con homicidio, enaado los autores del hecho son más di 

¡ nno» están armados, se realiza por brusca acometida al of ea* 

dldo, se le desarma previamente y se le condnce á un sitio 
solitario; pues todos estos hechos constituyen elementos que 
tienden i asegarar la ejecncidn del delito, sin riesgo pan 
las personas de los autores, que proceda de la defensa qne 
pudiera hacer él agredido. 

En la ciudad de la Habana, á cinco de Mayo de mil nove- 
cientos, en el recurso de casación por infracción de ley pendien- 
te ante este Supremo Tribunal, interpuesto por el Fiscal, con- 
tra la sentencia dictada por la Audiencia de Santiago de Cuba 
en la causa seguida de oficio á Isidoro Yaillant y Juli&n Fonte, 
conocido por Brusac, ambos vecinos de San Luis y labradores, 
por el delito de robo, del cual resultó homicidio : 

Primero. Resultando : que vista en juicio oral y público la 
referida causa, la mencionada Audiencia de Santiago de Cuba 
en sentencia de trece de Enero de este año consignó como pro- 
bados los siguientes hechos: 

Resultando probado que en la tarde del dos de Junio últi- 
mo transitaba el vendedor ambulante Juan Agüero por el cami- 
no que va del ingenio Santa Ana a Palma Soriano, llevando 
dos maletas con prendas y algún dinero efectivo, cuando fué 
visto por el procesado Isidoro Yaillant, vecino de aquellas in- 
mediaciones, quien concibiendo en el acto el designio de robar- 
le se dirigió inmediatamente á la casa de Julián Fonte y pues- 
to de acuerdo con éste y Joaquín Castañeda, salieron juntos y 
armados los tres ó sólo los dos primeros en persecución de 
Agüero y al alcanzarlo en el camino ya expresado le intimaron 
la entrega del dinero á la cual se negó: que entonces lo condu- 
jeron al interior del monte como á ciento veinte y cinco metros 
del camino, donde después de quitarle un revólver que tenía 
y de intentar ahorcarle en un árbo*!, le dieron muerte á mache- 
tazos, apoderándose de todas las prendas y dinero que llevaba, 
lo cuail se repartieron entre los tres y les fueron después ocupar 
dos; siendo muerto el Castañeda por la Guardia Bural al in- 
tentar escaparse cuando era conducido y encontrándose días 
después los restos de Agüero en el lugar donde lo mataron, casi 
consumidos por los animales carnívoros y aves de rapiña: 

Segundo, Bestdtando: que la Audiencia de Santiago de 
Cuba declaró que los expresados hechos constituyen el delito de 
robo con ocasión del enal resultó homicidio, definido y penada 
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en el artíciüo qxiinientos veinte y uno número primero del Có- 
digo Penal, puesto que con el objeto de robar a la victima las 
prendas y duxero que llevaba y para que no denunciara el he- 
cho, los culpables le dieron muerte ; que los procesados son cri- 
minalmente responsables de dicho delito como autores por ha- 
berlo ejecutado materialmente; y que no es de apreciarse nin- 
guna circunstancia modificativa d^ la responsabilidad de los 
culpables, por todo lo que condenó á los reos a la pena de cade- 
na perpetua, accesorias de interdicción civil y sujeción á la vi- 
gilancia de la autoridad, durante su vida, al pago de las cos- 
tas por mitad, y a indemnizar á la familia del interfecto en la 
cantidad de cinco mil pesos y en el valor de lo robado y no re- 
cuperado, como solidariamente responsables de dichas sumas: 

Tercero, Re^vitando: que contra esta sentencia interpuso 
el Fiscal de la Audiencia de Santiago de Cuba, recurso de ca- 
sación por infracción de l^y, fundado en el caso quinto del 
articulo ochocientos cuarenta y nueve y en el ochocientos cin- 
cuenta y cuatro de la Ivey de Enjuiciamiento Criminal, citando 
ccono infringidos el artículo setenta y nueve caso primero y el 
die?; eu sus circunstancias tres y diez y seis del Código Penal, 
p<ir<][ue en el hecho probado que sirve de fundamento a la pen- 
teacia, se can9i^a que los dos reos armado^ condujeron al in- 
feliz Agüero al mterior del monte como á dentó veinticinco me- 
tros del camino, donde después de quitarle un revólver que lle- 
vaba y de intentar ahorcar'le en un árbol le dieron mueite á 
machetazos y que se encontraron días desipués sus restos en el 
lugar donde lo mataron consumido por los animales carnívoros 
y aves de rapiña, siendo evidente que ai lo desarmaron previa- 
mente para darle muerte y si eran dos ó tres los que la ataca- 
ban perfectamente armados, tomaron cuantas precauciones ha 
escigido el legii^ador para oalifiear y apreciar la alevosía *, y el 
conducirlo ¿ cierta distancia y al niterior de un bosque para 
darle muerte, demuestra el propósito deliberado de buscar la 
impunidad, y 4 que Qomo en efecto resultó y asi consigna la 
sentencia, era indudable que nadie habría de impedir la perpe- 
tración del delito ni descubrir su comisión, cuyo recurro fué 
admitido en auto de trece de Enero de este año, por estimar la 
Audiencia de Santiago de Cuba, que el recurrente ha cumplido 
los requisitos exigidos por la Orden número noventa y dos so- 
bre ca3acián: 

Cuarto, Resultando: que abierta la su^tanciacion en este 
Tribunal v previos los tramites correspondientes, se celebró la 
vista el día veinte y nueve de Marzo último con intervención 
del Ministerio Público, quien sostuvo y pidió que se declarase 
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con lugar la casación interpuesta, no asistiendo representación 
alguna de los reos por no tenerla constituida en este recurso: 

Quinto. Resultando: que dentro del término para dictar 
resolución este Tribunal pidió, para mejor proveer, los autos ori- 
ginales á k Audiencia de Santiago de Cuba. 

Vistos. Siendo Ponente él Magistrado Eiidaldo Tamayo: 

Primero. Considerando: que las circunstancias que concu- 
rrieron en el asa^lto de Juan Agüero por los procesados, á saber : 
el número de éstos, la desigualdad notoria entre sus armas y las 
de la víctima, la brusca acometida de los reos, la sorpresa que 
natural y lógicamente había de producir en el agredido, la au- 
sencia de todo auxilio, probable, el peligro inminente en que 
había de colocarle el solo intento de la defensa por la proximi- 
dad de sus perseguidores y el desarme de que fué objeto en esa 
situación, tenían necesariamente que constituirle en absoluta 
impotencia para rechazar el ataque y asegurar la realización 
del hecho sin riesgo alguno para la persona de sus perpetrado- 
res, dándose por consiguiente los elementos necesarios que la 
ley exige para que se considere existente la circunstancia de 
alevosía, y al desconocerlo el Tribunal sentenciador ha incurri- 
do en la infracción de la circunstancia tercera del artículo dé- 
cimo del Código Penal, por lo que es de estimarse el primero 
de los motivos que alega el recurrente: 

Segundo. Considerando: que de los hechos que se declaran 
probados por la Audiencia de Santiago de Cuba, aparece de- 
mostrada la existencia de la circunstancia agravante número 
diez y seis del artículo diez del Código Penal, por la indicación 
que se hace en ellos tanto del sitio en que fué asaltado Agüera 
como del en que le dieron muerte y le robaron, sin que para 
apreciarse aquélla sea indispensable que el despoblado se esco- 
ja deliberadamente ó de propósito, bastando que de él se utiU- 
een los autores del delito; por lo que el Tribunal sentenciador 
ha incurrido en error de derecho al no estimar como concurren- 
te en el hecho punible de que se trata la circunstancia agravan- 
te referida; y es también de admitirse por esa razón el segundo 
motivo del recurso interpuesto; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos con lugar el 
recurso de casación establecido por el Fiscal de la Audiencia de 
Santiago de Cuba contra la sentencia dictada por dicho Tribu- 
nal en trece de Enero último, la cual casamos y anulamos sin 
esx>ecial condenación de costas. 

Así por esta sentencia, que con la que á continuación se 
dicte, se comunicará á la referida Audiencia para lo que pro- 
ceda, librándose de las mismas las correspondientes copias au- 
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torizadas á la Secretaria de Justicia para su inserción en la Co- 
lección á su cargo y á la Gaceta de la Habana, para su publi- 
cación, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. — ^Antonio Qon- 
zález de Mendoza. — ^Pedro González Llórente.— Rafael Cruz Pé- 
rez. — José M. Garcia Montes. — Eudaldo Tamayo. — Ángel C. 
Betancourt. — Octavio Giberga. 

Segunda sentencia. 

En la ciudad de la Habana, á cinco de Mayo de mil nove- 
cientos, en la causa procedente de la Audiencia de Santiago de 
Cuba é instruida de oficio en el Juzgado del distrito Sur de di- 
cha ciudad por el delito de robo y homicidio, contra Isidoro 
Vaillant, de raza negra, natural de Palma Soriano y vecino de 
San Luis, de treinta años, soltero, labrador, hijo natural de 
Juana, sin instrucción y sin antecedentes penales; y contra Ju- 
lián Fon te conocido por **Brusac'', también de la raza negra, 
natural de Santiago y vecino de San Luis, de diez y ocho á 
diez y nueve años, soltero, labrador, hijo natural de Magdale- 
na y también sin instrucción ni antecedentes penales, que pende 
ante este Supremo Tribunal en virtud de recurso de casación 
por infracción de ley admitido al Ministerio Fiscal: 

Primero. Resultando : que por sentencia de esta fecha se ha 
casado y anulado la dictada por la Audiencia de Santiago de 
Cuba en esta causa en trece de Enero último por la cual con- 
denaba á dichos procesados en concepto de autores del antes re- 
ferido delito, sin circimstancias modificativas apreciables á la 
pena de cadena perpetua: 

Segundo. Resultando : Aceptando la relación de hechos pro- 
bados contenidos en el primer Resultando de la sentencia ca- 
sada: 

Tercero. Resultando: que sometidos á votación los particu- 
lares que deben ser objeto de esta sentencia ha recaído acuerdo 
sobre todos ellos por mayoría de votos inferior al número de 
seis: 

Siendo Ponente el Magistrado Eudaldo Tamayo: 

Primero. Considerando: que los hechos que se declaran 
probados constituyen el delito de robo con ocasión del cual re- 
sultó homicidio, definido en el artículo quinientos veinte y pena- 
do en el número primero del quinientos veinte y uno del Có- 
digo Penal, del que son responsables en concepto de autores los 
procesados por haber tomado parte directa en la ejecución de 
los hechos: 

Segundo. Considerando: que en el hecho no ha concurrido 
ninguna circunstancia atenuante, pero sí dos agravantes, la nú- 
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mero diez y seis del artículo diez del Código Penal, por haberse 
realizado en despoblado y la número tercero del mismo artículo 
por cuanto los medios empleados por los reos para realizar su 
propósito, dado el número de aquéllos, la desigualdad de las ar- 
mas con relación á la victima, que careciendo de todo auxilio, 
se colocaba en peligro inminente con intentar la defensa y el 
haberle despojado del revólver que portaba constituyéndole en 
absoluta impotencia para rechazar el ataque, aseguraba el éxito 
de éste, sin peligro para sus autores, lo cual integra la circuns- 
tancia de alevosía prevista en dicho número trece: 

Tercero. Considerando: que siendo la pena impuesta al de- 
lito cometido la de cadena perpetua á muerte, concurriendo, co- 
mo /concurren circunstaacias agravantes y ninguna atenuante 
debiera imponérsele á los reos el grado máximo de dicha pena 
ó sea la de muerte, conforme á la regla primera del párrafo se- 
gundo del articulo setenta y nueve del Código Penal, pero no 
habiéndose reunido para formar esta sentencia el número de 
seis votos que exige el artículo ochenta de la Orden número no- 
venta y dos del pasado año para que pueda imponerse la pena 
de muerte, procede conforme á dicho artículo imponer la in- 
mediata inferior ó sea la de cadena perpetua: 

Cuarto. Considerando: que la indemnización del daño cau- 
sado y el pago de las costas procesales se imponen por la ley á 
los responsables de todo delito. 

Vistos los artículos primero, diez, once, doce, diez y seis, 
veinte y seis, cincuenta y tres, sesenta y dos, setenta y nueve, 
ochenta y siete, ochenta y nueve, quinientos veinte y quinientos 
veinte y uno del Código Penal y los treinta y ocho, setenta y 
ocho y ochenta de la Orden del Gobernador Militar de la Isla 
número noventa y dos de mil ochocientos noventa y nueve; 

Fallamos que debemos condenar y condenamos á cada xmo 
de los procesados Isidoro Vaillant y Julián Fonte conocido por 
Brusac, á la pena de cadena perpetua, accesorias de interdic- 
ción civil y sujeción á la vigilancia de la autoridad durante to- 
da la vida y en caso de ser indultados de la pena principal su- 
frirán esta última accesoria y la de inhabilitación perpetua ab- 
soluta si no fueren expresamente remitidas al concederse la fifra- 
cia, les condenamos además al pago de la mitad de las costas á 
cada uno y á dar por vía de indemnización á los herederos de 
Juan Agüero la suma de cinco mil pesetas en proporción de 
una mitad cada uno, pero quedando obligados solidariamente 
entre sí al pago de dicha cantidad. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
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mamos. — Antonio Gfonzález de Mendoza.— Pedro Oonzález Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. Oarcía Montes. — Endaldo 
Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



El M. F. contra Victorllno Romero Valdís. 

Sentencia Núm. 29. (Mayo 8 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Victoriano Rome- 
ro contra la sentencia dictada por la Audiencia de Santa 
Clara en 27 de Enero de 1900, 

HomciDio. 

Bb roflpoiLBable de esta delito el que liabiendo sido in- 
jQxlado por otro indiTidno en un logar púbUco, lo «ncnaiitia 
coaio á los dios minntos en im café y sacando im rerálver 
le dispara tres tiros, ocasionándole la muerte. 

Olrcnnstancia atenuante de haber ejecutado el becbo en 
vindicación de una ofensa grave.— Ss de apreciarse esta cir- 
cunstancia en el delito de homicidio, cuando se ejecuta él 
hecho momentos después de haber sido injuriado él agresor 
por él agredido. 

En la ciudad de la Habana, a ocho de Mayo de mil nove- 
cientos en el recurso de casación por infracción de ley, pendien- 
te ante este Supremo Tribunal, interpuesto por el procurador 
Manuel de la Torre á nombre de Victoriano Romero y Valdés, 
empleado y vecino de Santa Clara, contra la sentencia dictada 
por la Audiencia de esa ciudad en la causa por homicidio de 
Romualdo Ruiz: 

Primero, Resultando: que vista en juicio oral y público la 
referida causa, la mencionada Audiencia de Santa Clara en 
veinte y siete de Enero del año actual consignó como probados 
los hechos siguientes: 

Primero. Resultando probado que conduciendo el procesado 
en compañía de Agustín Omellas, á la estación del ferrocarril 
de esta ciudad como á las dos y media de la tarde del veinte y 
cuatro de Agosto del año próximo pasado el carro de la corres- 
pondencia oficial y pública, se le acercó Romualdo Ruiz al pa- 
sar por la esquina del Teatro, diciéndole que detuviera el carro 
para hablar con Conellas, que no habiendo podido complacerle 
por estarle prohibido por sus jefes, el Ruiz se fué á la estación y 
encontrándole allí le injurió gravemente en público dicitedole 
entre otras expresiones, cabrón, todo lo que dice el procesado 
soportó en aquellos momentos por estar atendiendo á su obliga- 



254 JURISPRUDENCIA PENAL 



<?i(Vn ; pero más tarde, como á los diez minutos, se encontró á 
Ruiz sentado en el café de Rodenas y sacando un revólver le 
hizo tres disparos como á un metro ó metro y medio de distan- 
cia causándole dos heridas, situada la primera en la región cra- 
neana con entrada en la unión de la parte anterior de la por- 
ción escamosa del temporal en la parte posterior del frontal y 
salida por la región occipital con fractura del hueso y herida 
del cerebro; y la segunda en la parte posterior del cuello con 
oriñcio de entrada y salida interesando solo las partes blandas, 
habiendo recibido según informe pericial la primera de dichas 
heridas de frente y la segunda de costado probablemente al 
caer, produciéndole la muerte la hemorragia consecutiva á la 
herida del cerebro: 

Segundo, Resultando : que la Audiencia de Santa Clara de- 
claró que los hechos expresados constituyen el delito de homici- 
dio definido en el artículo cuatrocientos diez y seis del Código 
Penal porque sin estar comprendido en el cuatrocientos trece 
no concurrió en él ninguna de las circunstancias enumeradas en 
el cuatrocientos catorce; que es responsable del mismo en con- 
cepto de autor Victoriano Romero y Valdés; que es de apre- 
ciarse, como circunstancia atenuante la quinta del artículo no- 
veno del Código Penal citado, porque por el alcance y trascen- 
dencia moral de las injurias inferidas al procesado, dado el corto 
espacio de tiempo que medió desde el instante en que le fueron 
inferidas hasta aquel en que ejecutó el delito, es de estimarse que 
la ofensa fué próxima y que obró en vindicación de la misma ; 
por lo que condenó al reo á la pena de doce años y un día de 
reclusión temporal con las accesorias del artículo cincuenta y 
ocho; á satisfacer por vía de indemnización á los herederos de 
Romualdo Ruiz la cantidad de cinco mil pesetas y el pago de 
todas las costas procesales: 

Tercero. Restdtando: que contra esa sentencia interpuso 
Romero Valdés por medio del procurador Manuel de la Torre 
recurso de casación por infracción de ley, fundándolo en el nú- 
mero quinto del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal y citó como infringido el ar- 
tículo noveno del Código Penal por considerarse en la senten- 
cia que la circunstancia atenuante de falta de provocación por 
parte del procesado, alegado por la defensa de éste, sólo es de 
tenerse en cuenta en el caso de que mediara agresión ilegítima 
contra la persona ó derecho por parte de la víctima, siendo así 
que el número primero del citado artículo noveno establece co- 
mo materia genérica de atenuación todos los elementos que se- 
ñala como eximentes cuando no concurren en la concomitancia 
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(iu€ el legislador establece, y llamar ''cabr^'* á un hombre es 
indudablemente una agresión ilegítima contra los derechos que 
constituyen é integran su personalidad moral, porque siendo 
aquel legítimamente casado ese afrentoso calificativo trasciende 
á la respetabilidad de su hogar, á la de su esposa é hijos ino- 
centes, incurriendo por tanto en error de derecho la sentencia 
al no estimar para la atenuación en el caso de que se trata la 
falta de provocación indicada; así como al decir que estimada 
por la Sala la circunstancia atenuante de haber ejecutado el 
hecho en vindicación próxima de una ofensa grave no cabe acep- 
tar la de los estímulos poderosos que produjeron arrebato y 
obcecación, que también alegó la defensa porque sería dar dos 
diferentes efectos de atenuación á un mismo hecho; y no hay 
tal incompatibilidad puesto que son bien distintas esas circuns- 
tancias de atenuación y pueden concurrir á la vez derivadas de 
un acto único, no habiendo resultado así según los hechos que 
declara probados la sentencia, puesto que el arrebato y la obce- 
cación tuvo su origen en la circunstancia de haberse encontra- 
do inmediatamente después del insulto, con el autor de aquella 
ofensa grave cuya vindicación había concebido realizar en el mo- 
mento en que la suf rieran no haciéndolo entonces por cumplir 
y terminar sus deberes como empleado del correo; siendo posi- 
ble alguna meditación en la vindicación inmediata de una ofen- 
sa grave y en el estímulo poderoso que produce el arrebato y 
la obcecación no cabe ese proceso psíquico, pues surge de súbita 
é inesperada manera al choque rudo del elemento extraño que 
lo produce: 

CiMrto, Resultando: que admitido el recurso por la citada 
audiencia en auto de seis de Febrero del corriente año, se ha 
sustanciado en este Supremo Tribunal, celebrándose la vista pú- 
blica el día veinte y seis de Abril último, sin la asistencia del 
recurrente y con la del Fiscal que impugnó los motivos alega- 
dos por aquél en su escrito de interposición ; y pidió que se de- 
clarara sin lugar dicho recurso. 

Siendo Ponente el Magistrado Eudaldo Tamayo: 
Primero. Considerando: en cuanto al primer motivo de los 
alegados por el recurrente que la Audiencia de Santa Clara al 
no apreciar en favor del procesado la circunstancia que aquél 
denomina atenuante de falta de provocación, no ha infringido 
el número primero del artículo noveno del Código Penal, antes 
bien, ha procedido con arreglo a ley, ajustándose á los hechos 
que declara probados, de los cuales consta con toda claridad 
que Romualdo Ruiz no agredió á Romero Valdés, porque la pa- 
labra injuriosa que el primero dirigió al segundo no puede 
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constituir la agresitSn ilegítima á que se contrae el Código refe- 
rido ni el procesado por timto se defendió del interfecto, único 
caso en que puede estimarse dicha falta de provocación que en 
ningún caso es por sí íkHa circunstancia atenuante de respon- 
sabilidad criminal: 

Segundo. ConsiderUndo \ respecto del segundo motivo de 
casación, que la Audiencia de tShsbntá Clara al no apreoiar la 
atenuante octava del articuló noveno del referido Código por 
haber estimado la quinta del mismo precepto legal no ha in- 
fringido éste ni incurrido por tanto en el error de der^ho que 
le atribuye el recurrente; puesto que en el presente caso admi- 
tida la segunda de Ibs ilidicadas es improcedente declarar que 
concurre la primertt, porque hacerlo así sería reconocer un do- 
ble aspecto al que ^ \m solo hecho ; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos sin lugar el 
recurso de casación por infracción de ley interpuesto por el 
procurador Manuel de la Torre, á nombre del procesado contra 
\a sentencia dictada por la Audiencia de Santa Clara en vein- 
te y siete de Enero último, con las costas á cargo del recurrente. 

Así, por esta sentencia, ique se comunícale á la Audiencia 
de Santa Clara por medió de la oportuna certificación para lo 
que corresponda, librándose además copias autorizadas para su 
inserción en la cóleccióíi á cargo de la Secretaría de Justicia y 
para su publicación ^ la Úúiceta de la Bábima, lo pronuncia- 
mos, mandamos y litmamos.-^Antonió Gonz&lez de Mendoza. — 
Pedro González Llórente. — José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. 



Juan Bivas Bodrígube DlaniNciANDO^ como apodbram) t» lob 

SEÑOBÉB MOBAlAOS T XeNES, APROVBOfiAHIENTO DB irAWBBAS 
BN TERRENOS DB ÍStÓB. 

Auto Núm. 1. (Mayo 9 de 1900). 

Competencia stuoiinia enere los Jueces de Instrucción de Colón 
y Cienfuegos. 

HÜBTO DE MADTSRA. 

Ko podiendo fijarse con precisión & qué partido Jndieial 
cortBi^poiide ^ losar su qiio so ha porpotrado mi deUto» debo 
apUeaMo «I Axticah) 15 do te Zioy do Enjoletaiiilonto Crimi- 
nal y attibuino ol «nocliiiioiito al Juos qao primoro two no> 
ticias do la roalisacidB del doUto. 

Re$ultando: que el Juez Municipal de Cascajal, del partí* 
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do judicial de Cienfuegos, inició diligencias el doce de Noyiem- 
bre de mil ochocientos norenta y nueve x>ara esclarecer la exac- 
titud y quien fuera responsable de los hechos denunciados por 
Juan Rivas y Rodríguez como apoderado de los Sres. Morales y 
Xenes respecto i un corte y aprovechamiento de maderas en 
terrenos de sus poderdantes y sin autorización de éstos; cuyos 
hechos consideraba el denunciante como constitutivos del delito 
de hurto: 

Resultando : que al siguiente día, ó sea el trece de Noviem- 
bre de mil ochocientos noventa y niMve, el Juez de Instrucción 
de €olón, en virtud de habérsele denunciado por José Alv«u:«z 
el inicio de las diligencias á que se refiere el anterior resultan- 
do, y en el concept» de verificarse ea el territomo correspon- 
dinte á dicho Juzgado de Collón, ordenó al Juez Municipal de 
la Macagua que iniciara las oportunas diligencias sumarias en 
ST«riguación del hecho denunciado: 

Reauliando: que tanto el Juez de Cienfuegos como el de 
Colón han practicado diversas actuaciones con objeto de preci- 
sar el lugar donde se había efectuado el corte de las maderas, 
llegando uno y otro á la conclusión de encontrarse dentro de su 
respectiva demarcación judicial; en cuyo concepto el de Colón 
exhortó al de Cienfuegos requiriéndole de inhibición, la cual 
resistió el requerido, elevándose con tal motivo los oportunos 
testimonios á este Tribunal para la decisión de la competencia, 
por tratarse de Juzgados dependientes de distintas Audiencias; 

Resultando: que en este Tribunal han presentado escritos 
Eulogia Vega y Acuña, Saturnino Martínez y Balmaseda y Ma- 
nuei JxM^é Morales, en concepto de dueños de los terrenos donde 
se cortaron las maderas, acompañando diyenos atestados con el 
propósito de demostrar, la primara, que el lugar csi que se ha 
r^lizado el hecho está situado en el partido judicial de Colón 
y los otros dos que está comprendido en ei de Cienfuegos: 

Résuli^mdú: que en tres de Marzo último se mandó librar 
comunicación al Qobiemo Militar por conducto de la Secreta- 
ra de Justicia para que, con referencia al plano oficial donde 
consta el Ibnite de Im provincias de Santa Clara y Matanzas, 
se sirviera informar en cuál de ellos se encuentran situados los 
lugai^ conocidos por ''Rincón del Macio'' y ''Conuco de Bor- 
ges'' en las fincas "Santa Lucia'' y "San Pedro de Mayabón'' 
por estimarse necesario ese dato para la deeisite de la compe- 
tencia promovida por haberse verificado en ellos el corte de 
maderas origen de la competencia; y que recibida contestación 
de la Secretoria de Obras Públicas á quien se pasó la comuni- 
eacite dirigida á la de Justicia, con referracia á un informe 
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presentado al Qobiemo Civil de Matanzas por el Ingeniero Jefe 
de aquella provincia, se dispuso, en providencia del diez y seis 
del mismo mes, se librara nueva comunicación al Gk)bemador 
Militar manifestándole que el dato remitido por la Secretaría 
de Obras Públicas constaba ya en estas actuaciones y que el 
Tribunal consideraba necesario para la resolución de la compe- 
tencia suscitada entre los Jueces de Colón y Cienfuegos. se ie 
informara con referencia al plano oficial de la división política 
de esta Isla en seis provincias ó con otros datos también oficia- 
les y como tal de carácter obligatorio y definitivo, si puede de- 
terminarse en cuál de las indicadas provincias se encuentran 
situados los lugares conocidos por '^ Rincón de Macio" y '^ Co- 
nuco de Borges" de las fincas ''Santa Lucía" ó hacienda '*San 
Pedro de Mayabón"; y <5aso afirmativo, se sirviera informarlo: 
Resultando: que el veinte y siete de Abril último contestó 
el Secretario de Justicia la anterior comunicación remitiendo 
varios documentos originales relativos á los límites de las pro- 
vincias de Matanzas y Santa Clara, recibidos en aquel Cintro 
en dicho día y en el anterior procedentes del Cuartel General 
de la División de Cuba y conteniendo varias solicitudes y ates- 
tados autorizados y presentados por los interesados en la deci- 
sión de la competencia, como también una comunicación del 
Juez Letrado de Matanzas y Santa Clara y un informe del 
Cuartel General del departamento de dichas provincias al Ayu- 
dante General del mismo, en el cual se consigna que no hay an- 
tecedentes en aquella oficina respecto al plano oficial de la di- 
visión política de la Isla en seis provincias ni otros datos de ca- 
rácter oficial que puedan determinar en cuál de las indicadas 
provincias de Matanzas y Santa Clara se encuentran situados 
los lugares conocidos por ** Rincón del Macio" y ** Conuco de 
Borges", pertenecientes á las fincas ** Santa Lucía" ó ''San 
Pedro de Mayaban"; que la Isla de Cuba fué dividida en seis 
provincias por Real Decreto del año de mil ochocientos setenta 
y ocho, consignándose en su artículo tercero que los límites di- 
visorios de esas provincias eran los determinados en la descrip- 
ción detallada de las mismas, aprobada en la propia fecha del 
Decreto: que trató de obtener de los Ingenieros de Obras Pú- 
blicas de las dos provincias y también del periódico oficial la 
Oaceta de la Habana una copia de la descripción detallada á 
que se refiere el artículo anterior, solicitándolo también del Go- 
bernador Civil de Matanzas y de otros oficiales, sin haber obte- 
nido resultado favorable: que remite todos los mapas referen- 
tes á este negocio, los cuales no se han recibido, indicando en 
cada uno de ellos su origen ó procedencia, pero que ninguno de 
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esos mapas es oficial, á menos que se dé ese carácter al levan- 
tado por el Ingeniero Militar de la Capitanía General de Cuba 
en mil ochocientos noventa y seis, siendo de notar que este ma- 
pa y el del Departamento de la Guerra de los Estados Unidos, 
copia del anterior, muestran los límites de las provincias si- 
guiendo la linea de los ríos Hanábana y Voladores, bastante al 
Este de los lugares en cuestión; indicando, por último, con re- 
ferencia á una carta del Administrador de la Oa^eia, que en la 
antigua Secretaría del Gobierno General existía ima copia de 
la descripción detallada de las provincias, la cual pudiera con- 
seguirse en ia Habana: 

Cmisiderandoi que el hecho de estar comprendido un lu- 
gar dentro de determinada provincia ó, partido judicial solo 
puede establecerse con carácter obligatorio, por la autoridad po- 
lítica con referencia á la división administrativa ya establecida 
ó por una resolución de la misma; y como en el caso de la ac- 
tual competencia el Gobierno Militar de la Isla no ha precisado 
en qué provincia ó partido judicial están situados los lugares 
en que han ocurrido los hechos, constando por otra parte, que 
no existe plano oficial de la división de la Isla en provincias, ni 
ha podido siquiera encontrarse la descripción detallada que de- 
bió publicarse con el Decreto que ordenó la indicada división, 
es indudable que no consta en cuál de los partidos judiciales de 
Cienfuegos ó Colón están comprendidos los lugares conocidos 
par **Ráncan del Macio'* y **Conuco de Borges'*: 

Considerando: que si bien de las diligencias practicadas 
por los Jueces contendientes resulta que los hechos que han da- 
do origen á esta competencia han tenido lugar en dos sitios co- 
nocidos por ** Rincón del Macio'* y ** Conuco de Borges", no ha 
podido determinarse en ellas con la necesaria claridad que esos 
sitios correspondan al partido judicial de Cienfuegos ó al de 
Colón, ni aun siquiera que formen parte de la finca ** Santa 
Lucía*' ó del lote letra I del reparto de la hacienda **San Pe- 
dro de Mayabón''; y que dada esa indeterminación del lugar 
en que los hechos se han realizado es lo mismo que si se igno- 
rara por completo; en cuyo concepto es aplicable al caso de la 
actual competencia, por razón de analogía, lo dispuesto en el 
artículo quince de la Ley de Enjuiciamiento Criminal: 

Considerando: que de las actuaciones remitidas resulta 
que el Juez de Cienfuegos fué el primero que tuvo noticias del 
hecho que ha originado la actual competencia jurisdiccional, 
puesto que las diligencias iniciadas por el Juez Municipal de 
Cascajal, subordinado de aquél, lo fueron el día doce de No- 
viembre de mil ochocientos noventa y nueve, y las promovidas 
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por orden del Jtiez de Colón, con motivo de las iniciadas por 
el indicado Juez Municipal de Cascajal, eomeiizaron al siguien- 
te día; y que esa prioridad establece la competencia á favor 
del primero, conforme al número cuarto del artículo quince de 
la Ley de Bnjuiciamiaito Criminal, que resulta ser el único 
aplicable al caso de esta competencia, por cuanto los anteriores 
suponen el conocimiento de un lugar comprendido dentro de 
im Término Municipal, Partido ó circunsCTÍpeión determinados,, 
que aquí no se conoce; 

Se declara competente al Juez de Cienfuegos para el co- 
nocimiento de las diligencias criminales iniciadas en comproba- 
ción de los hechos que han dado origen á esta competencia y 
responsabilidad de los mismos; comuniqúese esta resolución i 
dicho Juez de Cienfuegos y al de Colón, ord^iando al último 
la remisión de todos los antecedentes al primero para que pro- 
ceda á lo que corresponda ; sin perjuicio de que en su caso se 
dé cumplimiento á lo dispuesto en el último párrafo del artícu- 
lo quince de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, librándose ad^ 
más las oportunas certificaciones para su inserción en la Colec- 
ción á cargo de la Secretaría de Justicia y para su publicacite 
en la Gaceta de la Habana. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados que al margen se 
expresan, de que certifico como Secretario por del^ación.— An- 
tonio Gk)nzález de Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — ^Rafael 
Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo.— Án- 
gel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — El Secretario p. d., Sil- 
verio Castro. 



El M. P. y Lucas Pichardo y Pichaedo contra José Pabdo Bb- 
LLAS Y Jacobo Pébez Yaldés Y The Havaka Electrig 

RaüíWAY Co. en C0NCS3>T0 D£ tercero civil y 8UKIDIABU- 
MENTE RESPONSABLE. 

Sentencia Núm. 80. (Mayo U cte 1900). 

Becursos por infracción de Ley y quebrantamiento de forma in- 
terpuestos por Lucas Pichardo contra la sentencia dictada 
por la Audiencia de la Bábana en 12 de Febrero de 1900- 

IMPRUDENCIA TEBtS&A&IA. 

Pata qae mi bedio esté oomprsndido en al pánmfo w- 
gando del Artículo 592 del Oódigo Poial y sos antoras iimr 
rran en legponsabilidad, no basta «ne se haya InMngido 
nn reglamento, sino ana es prectm que tal acto se haya «]a- 
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catado con Imprudencia 6 neiMíoncla, wto os, falto de ra- 
cional previsión respecto al dafio que podia producirse por 
cansas qne el agente debi6 tener en cuenta como probables y 
no las tuvo. 

En la ciudad de la Habana, á once de Mayo de mil nove- 
cientos en la cansa criminal procedente de la Audiencia de la 
Habana seguida de oficio, por imprudencia temeraria, entre 
partes, de la una el Ministerio Fiscal y Lucas Pichardo y Pi- 
chardo, propietario y vecino de Santa Clara, como acusador 
privado, y de la otra José Pardo Bellas y Jaoobo Pérez Valdés, 
como procesados, ambos vecinos de esta ciudad, cochero y con- 
ductor respectivamente, y **The Havaaia Blectri-c Bailway Co,'* 
(Compañía del Ferrocarril Eléctrico de la Habana) cuyo do- 
micilio no consta, en concepto de tercero civil y subsidiariamen- 
te responsable, que pende ante este Supremo Tribunal en vir- 
tud de los recursos de casación por quebrantamiento de forma 
é infracción de ley interpuestos por el acusador privado contra 
la sentencia diotada en doce de Febrero último por la Sala de 
lo Criminal de la citada Audiencia, en la que se contienen los 
tres inmediatos siguientes Resultandos : 

Primero. Resultando: que el día veinte y uno de Febrero 
del año próximo pasado de mil ochocientos noventa y nueve el 
carro número diez y ocho de la línea del Cerro, perteneciente ¿ 
la Empresa del Ferrocarril Urbano y hoy á la Havana Electric 
Bailway Company, al transitar por la calle de Aguiar entre las 
de Tejadillo y Chacón, próximamente á las doce del día, llevan- 
do una velocidad no exagerada, pero sí mayor que la acostum- 
brada, según la declaración conteste de varios testigos, en la 
medianía de la cuadra, arrolló al niño Ricardo Fernández y 
Pichardo, que venía en sentido opuesto, por la acera de los nú- 
meros impares con siete cajas de zapatos en las manos, ocasio* 
néndole lesiones de resultas de laa cuales falleció como una ho- 
ra después del accidente; sin que ninguno de los testigos haya 
podido explicar como ocurrió el hecho; quedando por consí- 
gaiente sin comprobar la forma del accidente. Hechos que se 
declaran probados: 

Segundo. Resultando: que por las lesiones que presentaba 
la víctima y la circunstancia de hallarse manchada de sangre 'la 
rueda delantera del carro, se demuestra que el niño cayó por la 
parte anterior de éste, pasándole por encima la citada primera 
rueda, habiendo sido extraído de debajo de la segunda que le 
mordía la pierna izquierda en el momento en que el conductor 
detuvo la marcha del vehículo. Hechos probados: 

Tercero. Resultando : que el cochero que guiaba el carro de- 
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clara no haber visto al niño, ni advertido el momento en que 
éste chocara con el vehículo, por lo que no pudo evitar el acci- 
dente de que sólo se enteró al oír á una señora que gritaba: 
**i'Pare! ¡Pare!", al mismo tiempo que percibía los quejidos 
del niño debajo del carro, que detuvo en el acto, en lo que con- 
viene el policía que iba en el tranvía y ha declarado en el jui- 
cio oral. Hechos que se declaran probados: 

Cuarto. Resultando : que en vista de los hechos referidos la 
Sala dictó sentencia absolviendo á los procesados del delito de 
homicidio por imprudencia, por el cual habían sido acusados 
por la representación privada, fundándose la absolución en que 
no se había probado que procedieran con negligencia 6 impru- 
dencia : 

Quinto. Resultando: que contra esta sentencia interpuso el 
acusador privado recursos de casación por quebrantamiento de 
forma é infracción de ley, fundado el primero, en el número 
primero del artículo novecientos doce de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal y alegando como falta de procedimiento come- 
tida las siguientes contradicciones que dice existen en los he- 
chos probados: 

Primero. Declara el primer Resultando que el carro que 
ocasionó la muerte del niño llevaba una velocidad mayor que 
la acostumbrada, sin que se haya probado ni se declare como 
tal la que solía llevar ese vehículo, manifestándose en el tercer 
Resultando que el carro fué detenido en el acto por el cochero, 
detención sobre la cual se cita el testimonio del policía que iba 
en el tranvía, siendo asi que iban en el mismo dos policías: 

Segundo. Que á pesar de la declaración de hecho probado 
que contiene el tercer Resultando de que el carro fué detenido 
en el acto por el cochero al oir á una señora que gritaba: **¡Pa- 
re\ ¡Pare!", se declaraba también probado en el segundo que 
quien lo detuvo fué el conductor y que la rueda primera del ca- 
rro pasó por encima del niño habiendo sido extraído de debajo 
de la segunda que le mordía la pierna izquierda «i el momento 
en que el conductor detuvo la marcha del vehículo, por lo que 
se ve que éste no cesó de andar después de haber pasado las 
ruedas delanteras sobre el cuerpo del menor, hasta que iba a 
pasarle la segunda, por lo que no paró en el acto, no pudiendo 
saberse con vista de ambos Resultandos quién detuvo el carro 
ni cuándo paró él mismo, si cuando gdtó la señora ó si cuando 
la segunda rueda, después de haberle pasado la primera, mor- 
día la pierna izquierda del niño : 

Tercero. Que se declara probado en el primer Resultando 
que ha quedado sin comprobar la forma del accidente y en la 
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pTrmera parte del propio Resultaedo se dice, declarándolo tam- 
bién probado, que el niño venía en sentido opuesto por la acera 
de los impares, que traía unas cajas en las manos, y en el se- 
gundo Resultando se dá también como probado que cayó por la 
parte anterior del carro que iba con mayor velocidad que la 
acostumbrada, extremo ése que relacionado con la descripción 
que se hace en ese primer resultando explica cómo ocurrió el 
accidente, por lo que existe también contradicción : 

Sexto. Resultando : que el recurso por infracción de Ley se 
funda en el número primero del artículo ochocientos cuarenta 
y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y se cita como 
infringido el artículo quinientos noventa y dos, párrafo segundo, 
en relación con el cuatrocientos diez y seis del Código Penal y 
los Reglamentos de carruajes públicos de diez y nueve de Oc- 
tubre de mil ochocientos noventa y uno y del Ferrocarril Ur- 
bano de veinte y tres de Octubre de mil ochocientos setenta y 
cuatro, en el concepto de que el párrafo segundo del artículo 
quinientos noventa y dos del Código pena los hechos realizados 
sin intención ni malicia, pero con infracción de Reglamentos 
cuando constituyen delitos, y el cuatrocientos diez y seis del 
mismo Código castiga el de homicidio; los artículos veinte y 
seis, cuarenta y cinco, cuarenta y seis y numero segundo del 
setenta y seis del primer Reglamento citado y diez y ocho, trein- 
ta, treinta y uno, treinta y siete y treinta y ocho del segundo, 
pues habiéndose declarado probado que el carro iba con veloci- 
dad mayor que la acostumbrada, el solo hecho de ir con veloci- 
dad está prohibido en los citados Reglamentos y si hubiera ido 
al paso que los mismos prescriben no hubiera arrollado al niño 
en la forma que lo hizo y le produjo la muerte, la cual no pue- 
de atribuirse á otro hecho de los que se dan por probados : 

Séptimo. Resultando', que admitido el recurso se ha sus- 
tanciado en este Tribunal celebrándose la vista pública el día 
treinta de Abril próximo pasado con asistencia de los Letrados 
defensores del recurrente, procesados y empresa interesada en 
la responsabilidad subsidiaria, sosteniendo el primero el recur- 
so y los otros dos la sentencia. 

Siendo Ponente el Magistrado Ángel C. Betancourt : 

Primero. Considerando-, que para que proceda la casación 
por el motivo primero del artículo novecientos doce de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, por resultar contradicciones entre 
los hechos que se declaran probados en la sentencia, es necesa- 
rio que además de exiatir realmente contradicciones, éstas re- 
eaigan sobre algo esencial del fallo y sean tan manifiestas, im- 
X>ortantes é incompatibles en sus términos que afecten la uni- 
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dad de la expogición de log hechos y puedan sugerir canclusio- 
nes adyersativas en la decisión: 

Segundo. Considerando: que la Sala no ha incuirido en 
contradicción alguna al consignar en la sentencia que el carro 
llevaba una velocidad mayor que la acostumbrada, sin expresar 
cual fuera ésta ; ni al relatar en ella im hecho, con refer^cia á 
la declaración del policía que iba en el carro y declaró en el 
juicio, aunque en dicho vehículo hubieran ido dos como afirma 
el recurrente sin que conste de los Resultandos; porque, ni di- 
cho recurrente expresa cual de loe hechos probados es contra- 
dictorio de los referidos, ni entre ninguno de aquéllos y éstov 
se nota oposición alguna: 

Tercero. Considerando: que tampoco existe la segunda 
contradicción, que el recurrente pretende, entre decir en nn 
Resultando que el carro fué detenido en el acto, por el cochero. 
al oir los griix» de una señora, y en otro, que la segunda meda 
mordía la pierna izquierda del niño, después de haberle pasado 
la primera por encima, cuando el conductor detuvo la marcha 
del vehículo; porque, conforme á la doctrina antes consignada, 
las contradicciones no han de referirse á palabras, frases ó pe- 
ríodos aislados, sino al concepto general y circunstancias esen- 
ciales del hecho probado, y éste queda claramente establecido 
en la sentencia, en cuanto á la situación del niño al detenene 
ol carro, y comprendiéndose claramente que la palabra ''acto'' 
como expresiva de tiempo se refiere al momento en que «1 oodiepo 
oyó los gritos de la señora y no al instante en que sucedió el 
accidente que no aparece precisado, careciendo de importancia 
el detalle de si fué el conductor ó el cochero quien detuvo el 
carro, pues no siendo incompatibles para ese ef eeto, las aecionei 
de ambos, pudieron realizarse al mismo tiempo, á no ser que la 
palabra '* conductor" cuya ambigüedad ^sn este caso, sirve al 
recurrente para suponer la contradicción, se refiera, como m 
duda ha querido referirla la A<adiencia, al cochero que eondtt- 
cía el carro: 

Cuarto, Considerando: que la declaración contenida en ol 
primer Resultando de que el menor Fem&ndez venia por la 
acera en dirección opuesta al carro, unida á las deducciones 
que en el segundo se hacen de los signos exteriores que la Sala 
ha tenido en cuenta para conocer y consignar algunas de las 
circunstancias del hecho como son, la parte del carro por donde 
cayó el menor, las ruedas que le ocasionaron el daño y la aitua- 
sión en que fué recogido, no contradicen sino mas bien comple- 
tan, la afirmación final del citado primer Resultando de haber 
quedado sin comprobar la forma del accidente, pues puede «u- 
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eeder, j ¿ juicio de la Sala sentenciadora en este caso ha suce- 
dido, que se i^ore la fonna del accidente, es decir, cómo y por 
qué motivo aconteció éste y sin embargo pueda describirse el 
accidente 'por sos consecuencias, que es lo que se hace en el re- 
petido segundo Resultando; quedando por consiguiente clara- 
mente establecido en su conjunto y sin contradicciones los he- 
chos probados que sirven de base á la sentencia, no habiéndose 
cometido en ésta los quebrantamientos de forma alegados en el 
recurso: 

Quinto. Considerando: que para que un hecho esté com- 
prendido en los previstos en el párrafo segundo del articulo 
quinientos noventa y dos del Código Penal, y sus autores incu- 
rran en la sanción penal que en él se establece, no basta reali- 
zar un acto que infrinja un Reglamento, sino que tad acto sea 
ejecutado con imprudencia ó haya negligencia por parte del 
autor, €8 decir, falta de racional previsión respecto á un daño 
posible y que éste se produzca por causas naturales y ordina- 
rias que el agente debió tener en cuenta como probables y no 
las tuvo: 

Sexto. Considerando: que la Sala sentenciadora en uso de 
su excclusiva facultad ha declarado como hechos probados que 
el niño Ricardo Fernández y Pichardo, llevando siete cajas de 
zapatos en las manos, marchaba por la acera, lugar destinado á 
los pedestres, en dirección opuesta á la que llevaba im carro del 
Ferrocarril Urbano que iba con velocidad, aunque no exagera- 
da, mayor que la acostumbrada y á medianía de una cuadra, de 
una calle de esta capital, cuya topografía y circunstancias ni se 
describen, ni sobre ello intentaron pruebas las partes, sin haber- 
se podido comprobar la forma del accidente, el carro arrolló al 
niño cayendo éste por la parte delantera y pasándole por enci- 
ma la primera rueda retirándosele de debajo, cuando la segun- 
da le mordía la pierna izquierda, con lesiones que le causaron 
la muerte ; y no habiendo entre los hechos antes referidos, ni el 
recurrente los señala, ninguno que constituya acto ú omisión 
imprudente de los procesados que produjera la muerte del niño 
Fernández, pues el ir el carro con velocidad mayor que la acos- 
tumbrada suponiendo que esta locución, como se pretende en el 
recurso, signifique una infracción del Reglamento de carruajes 
públicos, ella por sí sola no ha determinado el suceso, el cual 
teniendo en cuenta la parte de la vía pública por donde respec- 
tivamente marchaban el niño y el carro, dados los únicos datos 
que obran en la sentencia, no aparece haya sido posible preveer- 
lo, x)or los procesados dentro del curso natural y ordinario de 
los acontecimientos; y por consiguiente, al absolverlos la Au- 
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diencia no ha incurrido en el error de derecho que se alega 
como motivo del recurso por infraoción de Ley: 

Séptimo. Considerando : que por los motivos expuestos deben 
declararse sin lugar ambos recursos, y de acuerdo con el artícu- 
lo cuarenta y siete de la Orden número noventa y dos de mil 
ochocientos noventa y nueve, condenar en las costas al recu- 
rrente; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos sin lugar el 
recurso de casación por quebrantamiento de forma é infracción 
de Ley establecido por Lucas Pichardo y Pichardo contra la sen- 
tencia dictada por la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la 
Habana en doce de Febrero último, en la causa a que el presen- 
te se refiere, con las costas á cargo del recurrente. 

Comuniqúese á la referida Audiencia por medio de certifi- 
cación esta sentencia con devolución de las actuaciones origina- 
les remitidas, la cual se publicará en la Gaceta de la Htibana é 
insertará en la Colección á cargo de la Secretaría de Justicia, 
á cuyo efecto líbrense las oportimas copias autorizadas. 

Asi, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firma- 
mos. — Antonio González de Mendoza. — Pedro González Lloren- 
te. — El Magistrado Rafael Cruz Pérez votó en Sala. — ^Antonio 
González de Mendoza. — José M. García Montes. — Eudaldo Ta- 
mayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



El M. F. contra José Segura t Moral£s. 

AutoNúm. 67. (Mayo 12 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por José Segura con- 
tra la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana en 
9 de Marzo de 1900. 

HOMICIDIO. 

Siendo el principal objeto del xecorso de caHactén por 
infracción de Ley el eTainitiar si ha sido debidamente apli- 
cada á los hechos consignados en la resolndón contra la eoal 
se recurre, es preciso aceptar aquéUos sin altermilos ni mo- 
diflcaxlos 7 lijar con precisito y darldad el ccmeepto en ow 
la ley ha sido infringida, en relación con los expresados 
hechos. 

Resultando : que en cansa instruida por el Juzgado del Dis- 
trito del Pilar, de esta capital, contra José Segura y Morales, 
por el delito de homicidio, la Secciosn Segunda de la Sala de lo 
Criminal de la Audiencia de la Habana, dictó sentencia con fe- 
cha nueve de Marzo del corriente año, declarando probado ''que 
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"en las primerajs horas de la noche del veinte y uno de Noviem- 
"bre último el procesado, que hacía tiempo vivía en concubi- 
**nato con Doña Marcelina Padrón y en la creencia de que su 
"concubina era solicitada por D. Manuel Rósete, salió precipi- 
"tadamente de su casa y tomando un coche fué á la puerta de 
"la fonda que tenía 'Rósete, en la calle de Neptuno esquina á 
"Lucena y llamando á éste, después de mediar algunas pala- 
"bras que no han podido precisarse, le hizo dos disparos con 
"un revólver, causándole una lesión producida por herida de 
"bala, en la región frontal con fractura del hueso, que le pro- 
"dujo una meníngea encefalitis de la cual falleció el cinco del 
"mes siguiente''; cuyos hechos estimó la Sala constitutivos de 
un delito de homicidio con la circunstancia atenuante de ha- 
ber obrado el delincuente por estímulo tan poderoso que le 
produjo arrebato y obcecación, declarando que no era de ad- 
mitirse la otra circunstancia atenuante, que invocara la de- 
fensa, de haber precedido inmediatamente provocación adecua- 
da de parte del ofendido, por no haberse demostrado que exis- 
tiera, y además, por no poderse apreciar conjuntamente con la 
primera ya apreciada, condenándose en consecuencia al proce- 
sado, como autor del delito, á la pena de doce años y un día 
de reclusión temporal, con sus accesorias legales, y al pago de 
las costas y de determinada indemnización civil: contra cuya 
sentencia estableció Segura recurso de casación por infracción 
de Ley, autorizado según dice por el caso quinto del artículo 
ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal, citando en el concepto de infringidos "el artículo nove- 
"no caso cuarto del Código Penal por no haberse estimado la 
"concurrencia de la circunstancia atenuante á que dicho caso 
"se refiere, y consiguientemente la regla quinta del artículo 
"ochenta del Código Penal, al no imponer al procesado la pe- 
"na inmediatamente inferior á la señalada por la Ley para el 
"delito en el grado que estimare correspondiente el Tribunal": 
Residt€mdo: que admitido el recurso por la Sala sentencia- 
dora y personado el recurrente ante este Supremo Tribimal, el 
Ministerio Público, durante el término para instrucción, ha im- 
pugnado la admisión de aquél, porque "al limitarse José Seg^i- 
"ra á citar como infringido el caso cuarto del artículo noveno 
"del Código, juntamente con la regla quinta del artículo ochen- 
^Ha, por no haberse estimado la concurrencia de la circunstan- 
"cia atenuante de provocación de parte del ofendido, ni en 
"consecuencia impuéstose al procesado la pena inmediatamente 
"inferior á la de reclusión temporal en el grado correspondien- 
"te, dicho recurrente ha dejado incumplido el número cuarto 
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**del artículo quinto de la Orden número noventa y dos, pri- 
"vando al recurso de la cuarta de las condiciones de admisibi- 
"lidad establecidas en el artículo séptimo de la misma diaposi- 
**ci6n, por cuanto ha omitido expresar con precisión y claridad 
''el concepto de las infracciones legales reclamadas, ya que no 
"expone por qué razón debieron aplicarse los preceptos viola- 
"dos y en virtud de qué hechos de la sentencia, cuyo silencio 
''acerca de este último particular implica además la inobser- 
"vancia del requisito más esencial de todos los párrafos del ar- 
"tículo ochocientos cuarenta y nueve del Enjuiciamiento Cri- 
"minal, ó sea, la no aceptación de los hechos declarados proba- 
"dos, según los cuales, lejos de ejecutar Rósete acto alguno de 
"provocación ó amenaza, fué buscado y llamado por Segura, 
"quien le disparó el tiro de revólver que le produjo la muerte, 
"después de mediar entre ellos algunas palabras que el Tribu- 
"nal del juicio afirma no han podido precisarse", por cuyo mo- 
tivo pide el Fiscal que se declare mal admitido este recurso; 
cuestión previa que se ha sustanciado en debida forma, cele- 
brándose en el día de ayer la correspondiente vista pública, con 
asistencia del representante de dicho Ministerio y sin la del Le- 
trado defensor del recurrente: 

Considerando: que la omisión de toda referencia á deter- 
minados hechos de los consignados en la sentencia recurrida, 
impidiendo como impiden conocer cuáles sean, entre dos proba- 
dos por declaración expresa de la Sala, aquellos que en sentir 
del recurrente constituyen la circunstancia atenuante de res- 
ponsabilidad indicada en el recurso, y la falta de razonamientos 
ó alegaciones tendentes á mostrar por qué debió estimarse la 
aludida circunstancia, dejan en verdadera indeterminación 7 
oscuridad el concepto en que se hayan infringido las leyes men- 
cionadas en el escrito de interposición, contrariamente á lo dis- 
puesto en este punto por el número cuarto del artículo quinto 
de la Orden número noventa y dos del año próximo pasado: 

Considerando : que el recurso de casación por infracción de 
ley en materia criminal tiene por único objeto examinar y de- 
cidir si ha sido ó no acertada la aplicación de aquélla a los he- 
chos consignados en la resolución contra la que se recurre, sien- 
do por tanto indispensable, no ya sólo la absoluta aceptación de 
tales hechos por el recurrente, sino también que tengan con- 
gruencia lógica con ellos la ley ó leyes que se suponen infrin- 
gidas, en cuya virtud es inadmisible, por improcedente, todo 
recurso que, como el interpuesto en esta causa, aun cuando sin 
negar ó contradecir de modo expreso la declaración de hechos 
probados formulada por el Tribunal sentenciador, lejos de ajus- 
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tarse á ella, tomando de sus datos fundamento para la cues- 
tión jurídica que inicie, propone una cuestión notoriamente ex- 
traña á lo probado, destituida así del necesario antecedente, 
pues en rigor implica un supuesto del hecho no contenido en la 
sentencia, tocante al cual, por otra parte, el referido Tribunal 
a qiio, apreciando en uso de su privativa facultad todas las 
pruebas, declara terminantemente que no se ha demostrado en 
el juicio: de lo que es forzosa deducción que por no acomodar- 
se este recurso á los términos concretos que la sentencia impo- 
ne, se invoca inútilmente como precepto legal que lo autorice 
el número quinto del artículo ochocientos cuarenta y nueve de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, cuyo texto no autoriza en 
ningún caso la adición ó ampliación, ni explícita ni indirecta, 
de los elementos de hecho en que el recurso debe precisamente 
descansar : 

Considerando: que cuando en el escrito de interposición 
queda sin cumplir cualquiera de los requisitos preceptuados en 
el artículo quinto de la expresada Orden número noventa y 
dos del año último, procede, conforme á los artículos séptimo y 
onceno, que el Tribunal sentenciador deniegue el recurso esta- 
blecido ; y que, si á pesar de ello se admitiere, podrán las partes 
no recurrentes impugnarlo, según el número segundo del artícu- 
lo veinte y ocho, y deberá este Supremo Tribunal declararlo 
mal admitido, con arreglo á los números segundo y tercero del 
artículo treinta y cuatro; 

Se declara mal admitido el recurso de casación por infrac- 
ción de ley interpuesto por José Segura y Morales contra la 
sentencia dictada en nueve de Marzo próximo pasado por la 
Sección Segunda de la Sala de lo Criminal de la Audiencia de 
la Habana, sin especial condenación de costas; comuniqúese es- 
ta resolución á la mencionada Audiencia y publíquese en la 
Gaceta de la Habana y en la Colección á cargo de la Secretaría 
de Justicia, á cuyo efecto líbrense las necesarias copias. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de que 
certifico como Secretario por delegación. — ^Pedro González Lló- 
rente.— José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. 
Betancourt. — Octavio Giberga. — Ante mí. — Silverio Castro. 



El M. P. y Andrés Gispert Obamas contra Amable Caba- 
llero Y Hernández. 

Sentencia Núm. 31. (Mayo 12 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Andrés Oispert 
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contra la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana 
en 15 de Enero de 1900, 

FALSEDAD, ESTAFA Y EJEBOIOIO lUBOAL DE LA 
PROFESIÓN DE ABOGADO. 

Para que se cometa el delito de ejercicio ilegal de una 
profesión, no basta que una persona se atribuya la cualidad 
de profesor, sino qne es preciso además que ejerza pdbliea- 
mente actos propios de ana facnltad cuyo ejercicio requiera 
titulo oficial. 

En la ciudad de la Habana, á doce de Mayo de mil nove- 
cientos, en la cansa procedente del Jnzgwdó de Instrucción del 
Distrito de la Catedral y seguida por falsedad, estafa y ejerci- 
cio ilegal de la profesión de abogado, contra Amable Caballero 
y Hernández, vecino de dicha ciudad y propietario, causa que 
se halla pendiente en este Tribunal Supremo á consecuencia 
del recurso de casación contra la sentencia dictada por la Au- 
diencia de la Habana en quince de Enero último y cuyos fun- 
damentos de hecho son los que literalmente se reproducen en 
los primeros once resultandos siguientes: 

Primero, Resiiltando: que en diez de Octubre de mil ocho- 
cientos noventa y cinco el Pror. D. Antonio Arjona á nombre 
de D. Andrés Gispert y Gramas de quien presentó poder esta- 
bleció querella criminal contra D. Amable Caballero por false- 
dad, estafa y ejercicio ilegal de la profesión de abogado, á la 
que acompañó un documento privado del que consta que en diez 
y ocho de Abril de mil ochocientos noventa y cuatro D. Amable 
Caballero se hizo cargo de gestionar lo conducente para reali- 
zar la venta de terrenos de Gispert, que éste había adquirido 
de su señora madre, tomando posesión de parte de los mismos 
que estaban deslindados consistentes en veinte y cuatro caba- 
llerías de las Haciendas ** Hoyos" y ** Sabanilla", situadas en 
el Partido Judicial de Colón, Término Municipal de Palmillas y 
practicando las diligencias y trámites judiciales necesarios para 
obtener la entrega de otras quince que estaban por deslindar, 
obligándose Caballero á facilitar los suplementos necesarios al 
efecto ó buscar tercera persona que lo hiciera, cediendo Gispert 
como retribución la tercera parte de cuanto obtuviera, por ven- 
ta ó tasación, correspondiendo las otras dos terceras partes á 
dicho Gispert; acompañó asimismo una certificación expedida 
por eí Secretario de la Universidad de la Habana, comprensiva 
de que no se había expedido ni incorporado título de Licencia- 
do en Derecho á D. Amable Caballero, ni de que éste haya sido 
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alumno de la Facultad de Derecho de la Universidad, y una mi- 
nuta ó borrador de una sentencia relativa a una tercería de 
dominio en la que figniraba como parte D. Andrés Oispert, un 
sobre en el que estaba puesto, un sello impreso y que dice: 
*' Amable Caballero, Abogado, Concordia treinta y cinco, Telé- 
fono mil ciento setenta y tres. Teléfono mil setecientos treinta 
7 siete"; otro sobre impreso en la propia forma; una carta en 
papel timbrado igualmente, dirigida por Caballero al Ldo. D. 
Miguel Sánchez, y certificación de una carta de pago relativa á 
los terrenos mencionados. Se declara probado el hecho de haber 
sido establecida la querella, y el de la certeza de los documen- 
tos acompañados á la misma: 

Segundo, Resultando : que se han traído á la causa certifica- 
ción de varios telegramas cruzados, uno entre la Habana y Co- 
lón, dirigido por Perera á Caballero, dos dirigidos de Colón y 
Matanzas ¿ D. Vicente CardeHe firmados por Caballero y uno 
de la Habana á Matanzas dirigido por el Ldo. Caballero á Es- 
calante, hecho probado: 

Tercero. Resultando i que en diez de Septiembre de mil 
ochocientos noventa y cuatro D. Andrés Gispert y Oramas y 
D. Amable Caballero otorgaron escritura pública ante el Nota- 
rio Francisco Diego y Alberto consignando los mismos acuerdos 
que se contienen en el documento privado que se acompañó i 
bi querella ó sea la cesión de Gispert y Oramas á D. Amable 
Caballero de la tercera parte de los terrenos de cuya posesión 
se trataba é igualmente de lo que se percibiera por rentas é in- 
demnizaciones ú otro concepto, en pago de sus derechos y su- 
plementos devengados y por devengar en el asunto. En las ge- 
nerales de Caballero se expresa que es abogado. Caballero se 
obliga á pagar los honorarios de los Letrados que intervengan 
en el asunto, asi como los derechos de los procuradores y peri- 
tos y gastos que se originen. Hechos que se declaran probados : 

Cuarto, Resultando : que por escrituras de diez y nueve de 
Diciembre de mil ochocientos noventa y cuatro, treinta y uno 
de Enero, dos de Marzo y tres de Abril de mil ochocientos no- 
venta y cinco, D. Andrés Gispert y Oramas gravó á D. Vicente 
Cardelle por varias cantidades tomadas á préstamos y quien le 
había sido presentado por Caballero las treinta y nueve caballe- 
rías de tierra, como si fueran de su absoluto dominio y que con 
anterioridad había sido cedido en su tercera parte á D. Amable 
Caballero. Hechos probados: 

Quinto. Resultando: que de las partidas tomadas por Gis- 
pert ascendentes su conjunto á tres mil trescientos tres pesos, 
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diez centavos, éste entregó á Caballero en una la mitad j en 
otras la tercera parte conforme ¿ lo estipulado sin que se expli- 
que por qué en la primera en lugar de la tercera le entregó la 
mitad. Hechos probados: 

Sexto, Resultando: que respecto á algunas de las cantida- 
des percibidas en concepto de rentas, unas las hizo efectiyas 
Caballero quien estaba autorizado por Gispert por cartas para 
hacer cobros y otras Gispert, sin que mutuamente se rindieran 
cuentas y entregaran respectivamente lo que á cada cual corres- 
pondiese y en cuanto á otras aparecen entregas hechas por Ca- 
ballero á Gispert. Hechos probados: 

Séptimo, Resultando: que D. Amable Caballero cumplió en 
parte y en parte no, las obligaciones que contrajo con D. An- 
drés Gispert en cuanto á gestiones judiciales valiéndose para 
ello en Colón del Ldo. D. Ángel Perera y en esta ciudad del 
Ldo. D. Germán García á quien abonó varias partidas de hono- 
rarios satisfaciendo también algunos derechos en el Juzgado 
Municipal de Palmillas. Hechos probados: 

Octavo, Restdtwnido : que en los poderes conferidos á Don 
Amable Caballero por D. Vicente Cardelle en quince de JuUo 
de mil ochocientos noventa y cinco ante D. Francisco Diego y 
Alberto y por D. Andrés Gispert en diez y seis de Agosto de 
mil ochocientos noventa y cuatro, ante D. Manuel FomariS; los 
poderdantes titulan abogado á D. Amable Caballero. Hechos 
probados : 

Noveno. Resultando : que por escritura de cinco de Julio de 
mil ochocientos noventa y cinco, D. Amable Caballero respecto 
¿ quien se consigna en sus generales que es abogado, gravó á 
D. Vicente Cardelle, la tercera parte de los terrenos que le ha- 
bía sido cedida por Gispert, por cantidad de seiscientos cincuen- 
ta pesos, en oro, que recibió del mismo Cardelle. Hecho pro- 
bado: 

Décimo. Resultando : que no se ha justificado que D. Ama- 
ble Caballero haya suscrito escritos con carácter de Letrado, ni 
que con el mismo haya asistido á vistas públicas, certificando 
negativamente respecto á esos particulares la Secretaría de la 
Sala de lo Civil de la Audiencia y los Escribanos de los Juz- 
gados de Primera Instancia de esta capital. Hechos probados; 

Onceno. Resultando: que trabajando en el foro tanto Gis- 
pert como Caballero hace años, se conocían perfectamente con 
anterioridad á los hechos que han motivado este procedimiento. 
Hecho probado: 

Duodécima), Resultando: que en la referida sentencia la 
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mencionada Sala absolvió á Amable Caballero y Hernández de 
loB delitos que habían servido de base á la querella y declaró 
de oficio las costas, reservando al querellante Andrés Gispert y 
Oramas y al procesado sus acciones civiles, para que hagan uso 
de ellas en la vía y forma correspondientes: 

Decimotercero. Resultando: que contra esa sentencia inter- 
puso Gispert recurso de casación por infracción de ley, citando 
como in&ingido el artículo trescientos treinta y nueve del Có- 
digo Penal, en cuanto el fallo declara que los hechos que esti- 
ma probados no constituyen el delito definido y penado en 
aquel artículo: 

Decimocuarto. Resultando: que admitido el recurso y pre- 
vios los debidos trámites, se celebró en este Tribunal Supremo 
el primero del corriente la vista, en que informaron los respec- 
tivos defensores de las partes. 

Vistos. Siendo Ponente el Magistrado Pedro González Lló- 
rente: 

Primero. Considerando: que según el enunciado artículo 
trescientos treinta y nueve, para la existencia del delito allí de- 
finido y penado, no basta que una persona se atribuya la cuali- 
dad de profesor, sino se necesita que, atribuyéndosela, ejerza 
públicamente actos propios de una Facultad que no pueda ejer- 
cerse sin título oficial; y, como lo declara la Sala sentenciadora, 
no se ha demostrado que' Amable Caballero y Hernández ejer- 
ciera tales actos, sino que para ellos se valió de dos abogados, 
uno en esta ciudad y otro en Colón, habiéndose limitado él á 
ejercutar actos de un mandato común, para lo que no se re- 
quiere título oficial; y que, por tanto, dicha Sala no ha infrin- 
gido el mencionado artíículo: 

Segundo. Considerando: que según el cuarenta de la Or- 
den número noventa y dos del Gobierno Militar de la Isla cuan- 
do se declara sin lugar un recurso de casación, se han de impo- 
ner siempre las costas del mismo á la parte recurrente; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación interpuesto por Andrés Gispert y 
Oramas, á quien imponemos las costas. 

Así, por esta nuestra sentencia, que se publicará en la Otí- 
ceta de la Habana y en la Colección á cargo de la Secretaría 
de Justicia, librándose al efecto las respectivas copias, lo pro- 
nunciamos, mandamos y firmamos. — ^Antonio Qonzález de Men- 
doza. — ^Pedro González Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. 
García Montes. — ^Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — 
Octavio Giberga. 
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El M. F. y Francisco Carrera Llorach como acusador priva- 
do, CONTRA BaLDOMERO PUIO Y QbLPÍ. 

Sentencia Núm. 32. (Hayo 12 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Francisco Carre- 
ra contra la sentencia dictada por la Audiencia de la Ha- 
bana en 22 de Enero de 1900. 

ESTAFA. 

Oonstltayendo los elementos esenciales del delito de es- 
tafa el engafio y la defrandación, empleándose él pxlmexo 
como medio de conseguir la segunda, y debiendo concnnir am- 
bos reanisitos conjuntamente para que pueda existir cual- 
quiera de las defraudaciones definidas y castigadas en él Có- 
digo Penal; no existe engafio cuando el accionista de ina 
Empresa constituida legalmente por escritura pública con ca- 
pital propio conocido, aprobada por el Gobierno Oeneral y ya 
en explotación, celebra un contrato de sociedad sobre el ca- 
pital de 17 acciones de aquella Oompafiia, constando que 
ambos contratantes, libre y espontáneamente estipularon el 
▼alor de las acciones y demás condiciones del negocio, sin 
que ^paresca que en el contrato haya concurrido algún enga- 
fio de los descritos en los Articules 669 y siguientes del Oé- 
digo Penal. 

En la ciudad de la Habana, ¿ doce de Mayo de mil nove- 
cientos, en el recurso de casación que por infracción de Ley pen- 
de ante este Supremo Tribunal interpuesto por el procurador 
Cotoño á nombre de Francisco Carrera y Llorach. vecino de 
esta capital y del comercio, contra la sentencia dictada i>or la 
Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana, á conse- 
cuencia de la causa criminal por estafa, procedente del Juzga- 
do de Instrucción de Guadalupe, seguida entre partes, de la 
una, el Ministerio Fiscal y dicho procurador Cotoño, en •repre- 
sentación del acusador particular Carrera y Llorach, ya men- 
cionado, y de la otra el procurador Tejera, á nombre de Bal- 
domcro Puig y Gelpf, vecino de esta ciudad y del comercio: 

Primero. Resultando : que vista en juicio oral y público la 
referida causa, dicha Sala dictó la expresada sentencia en vein- 
te y dos de Enero último, consignando los siguientes Resul- 
tandos : 

Primero. Probado que Juan E. Ramírez y Romagosa, como 
apoderado de la sociedad de Arroyo, Puig y Compañía, que es- 
taba constituida por escritura de quince de Julio de mil ocho- 
cientos noventa y cinco ante el Notario de esta ciudad D. Joa- 
quín Lancís con el objeto exclusivo de dedicarse ¿ la compra 
venta, ceba y beneficio en el Rastro Mayor de esta capital de 



JURISPRUDENCIA PENAL 275 

ganado vacuno y de cerda, obtuvo del Ayuntamiento la conce- 
sión para construir el nuevo Rastro ó Matadero de ganado ma- 
yor y menor que á tenor de lo dispuesto en cinco de Diciembre 
de mil ochocientos noventa y seis por el Qobemador General 
de esta Isla, debía construir el Municipio ; para cuya obra acep- 
tó Ramírez el pliego de condiciones propuesto por la Corpora- 
ción Municipal, obligándose á realizar la construcción ajustán- 
dose al proyecto aprobado por la Superioridad: 

Segundo. Probado que por escritura de veinte y tres de 
Agosto de mil ochocientos noventa y nueve ante el citado Lañ- 
éis, D. Juan E. Ramírez y el Ldo. D. Waldo Alvarez Insua por 
sí y como apoderado de varias personas entre las cuales figuraba 
D. Baldomcro Puig y Qelpí; formaron una sociedad anónima 
que denominaran **Oompañía Oonceadonaria de Abasto de Car- 
nes de la Habana", siendo nombrado por el articulo onceno un 
Consejo de dirección, compuesto de un Presidente y un Vice- 
presidente y cinco Vocales con la denominación de Administra- 
dores, y además tres suplentes de estos últimos, recayendo uno 
de loe cargos de suplente en D. Baldomcro Puig y Gelpí, sien- 
do el objeto de la sociedad explotar los edificios para el nuevo 
Matadero rastro de ganado mayor y menor que había de em- 
plazarse en la estancia ** Gavilán", situada á orillas del río Al- 
mendares, en el barrio del Carmelo, y cuya concesión había ob- 
tenido D. Juan E. Ramírez como apoderado de la sociedad 
Arroyo, Puig y Compañía, y fijándose el capital de la nueva so- 
ciedaíd en un millón de pesos distribuido en mil acciones de 
mil pesos cada una; se convino en que se entendería desembol- 
sado el setenta y cinco por ciento del mismo, por el solo hecho 
del otorgamiento de la escritura de concesión del objeto social 
ya explicado, debiendo desembolsarse el veinte y cinco por cien- 
to restante, un quince por ciento al recibir el accionista cada 
acción y el otro diez por ciento dentro del primer año social y 
en el tiempo y modo acordado por la Junta General de socios 
figurando entre éstos D. Baldomcro Puig y Gelpí con diez y sie- 
te acciones valor nominal de diez y siete mil pesos, y quedando 
fijada la duración de la sociedad en veinte años, que fué el pe- 
ríodo de la concesión y aprovechamiento que obtuvo Ramírez 
del Municipio: 

Tercero. Que por escritura de once de Septiembre de mil 
ochocientos noventa y siete ante el Notario D. Francisco de Cas- 
tro y Plaquer, D. Miguel Díaz y Alvarez como Alcalde Munici- 
pal de esta ciudad ejercitando las facultades que le fueron con- 
feridas por el Ayuntamiento, otorgó á la sociedad anónima de- 
nominada '* Compañía Concesionaria de Abasto de Carnes de 
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la Habana" mediante concesión onerosa la construcción de los 
nuevos Rastros ó Mataderos de ganado mayor y menor confor- 
me á las condiciones fijadas en la mencionada escritura; que- 
dando por la misma subrogada la Compañía concesionaria en el 
lugar y derecho del Municipio para atender durante el término 
de veinte años, que empezarán a contarse en la fecha de la re- 
petida escritura, á la regularización del precio de la carne y 
abastecimiento público de dicho artículo, y obligada la Compa- 
ñía á sacrificar diariamente el número de reses necesario para 
(íl consumo, sin perjuicio del derecho de cualquier otra persona 
que mejorase en beneficio del público el precio de la carne para 
sacrificar las reses que presentaren en el Matadero, pudiendo la 
Compañía percibir dos y medio centavos por kilo de carne como 
remuneración de todo gasto, quedando además á beneficio de la 
misma el aprovechamiento de los desperdicios y residuos que 
no correspondieran al dueño de la res y que haústa aquella fe- 
cha no hubieran sido de interés para nadie-, y en la mifona es- 
critura se estipuló que por su otorgamiento quedaría la Com- 
pañía en posesión legal de la concesión y autorizada para po- 
ner en toda su fuerza y vigor en el actual Matadero el régimen, 
prescripciones y derechos que se le confieren en las condiciones 
octava á décimatercera inclusive por el tiempo prefijado para la 
construcción del nuevo Matadero; siendo una de esas condicio- 
nes la de percibir lo que resulta otorgado en la misma escritura. 
Cuarto. Probado que en veinte y tres de Septiembre de mil 
ochocientos noventa y siete D. Baldomcro Puig y Qelpí y Don 
Francisco Carrera y Llorach por documento privado estable- 
cieron una sociedad, que ellos denominaron civil y acordaron 
se rigiera por los preceptos del derecho común, la cual se cons- 
tituyó con el capital nominal representado por las diez y siete 
acciones que D. Baldomcro Puig representa en la ** Compañía 
de Abasto de Carnes de la Habana" de un mil pesos cada una, 
de cuyo precio declaró Puig tener satisfecho el quince por cien- 
to que conforme á los estatutos de la sociedad estaba obligado 
á abonar y en virtud de la entrega que hizo D. Francisco Ca- 
rrera de la suma de nueve mil setecientos setenta y cinco pesos 
en oro, cantidad en que se estima — dice la cláusula tercera — la 
mitad del valor efectivo que en este día tienen en plaza las re- 
feridas acciones de la Compañía aludida, y añade : que en dicha 
entrega quedan á su favor (de Carrera) la mitad de dichas diez 
y siete acciones y con ellas la mitad total de las utilidades ó di- 
videndos durante los veinte años de la concesión que el Muni- 
cipio de esta ciudad ha otorgado á la Compañía nombrada para 
abastecer de carne la población," pactándose asimismo en las 
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oláiisulas sucesivas que ambos socios tendrían las mismas facul- 
tades 7 representación y estarían obligados á prestar iguales 
servicios en la Compañía, que Puig conservaría las acciones á su 
nombre y se dividirían cuando otra cosa se acordase, y caso de 
venta, se repartiría por onitades el precio de las acciones : 

Quinto. Probado que cuatro días después d« celebrado el 
contrato á que se refiere el párrafo anterior 6 sea el veinte y 
siete de Septiembre de mil ochocientos noventa y siete, D. Fran- 
cisco Carrera dirigió á D. Serafín Arrojo una carta refiriéndole 
que se hallaba en vías de constituir una sociedad con D. Baldo- 
mcro Puig, su bien querido y respetable amigo, para lo cual le 
había entregado pesos nueve mil setecientos setenta y cinco oro; 
y faltándole valor para decirle que no se encontraba en dispo- 
sición de seguirla, ni con ánimo ni menos fuerza para sopor- 
tarla; pues la creía en una forma conveniente para sus intere- 
ses y le resultaba lo contrario, por lo que acudía á él para que 
por todos los medios que estuvieran á su alcance, le hiciera 
aquellas indicaciones al Sr. Puig, el cual no dudaba accedería á 
su ruego; esta misión, añadía, le dará bastaaite molestia, i)ero 
me atrevo á eUo porque se trata sólo de una indicación entre 
tres amigos; y como quiera que resulte la cosa estará bien y yo 
en todo siempre conforme; pero estoy arrepentido no es mi vo- 
luntad hacer este negocio, porque sé que podría ser mi ruina y 
no es mi voluntad exponerme á tanto; y desempeñada la comi 
sión por Arrojo obtuvo éste como respuesta de Puig que comu- 
nicó á Carreras, que aquel era un negocio terminado que no se 
disponía á deshacer: 

Sexto. Probado que el Ayuntamiento de esta ciudad en 
acuerdo de dos de Marzo de mil ochocientos noventa y ocho 
dispuso hacer saber á la '^ Compañía Concesionaria de Abasto 
de Carnes de la Habana" que suspendiera el cobro de los dos 
y medio centavos por kilo de carne que venía percibiendo; y 
que en Septiembre de mil ochocientos noventa y ocho el Secre- 
tario de Gobernación y Justicia del Gtobiemo Autonomista dejó 
sin efecto la concesión que el Ayuntamiento hizo á D. Juan E. 
Ramírez, contra cuya resolución se recurrió en vía contenciosa 
en recurso no resuelto aún : 

Segundo, Resultando : que la referida Sala declaró que pro- 
cedía dictar la absolución del procesado sin perjuicio de las ac- 
ciones civiles de que los contratantes se crean asistidos para 
ventilar sus derechos en la vía civil, y vistos los correspondien- 
tes artículos del Código Penal, del Código Civil y del Código 
de Comercio, absolvió al procesado Baldomcro Puig y Qelpí con 
las costas de oficio : 
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Tercero. Besvltando: que contra esta sentencia se interpu- 
so por la representación del acusador privado recurso de casa- 
ción por infracción de Ley, fundado en el número segundo del 
artículo ochocientos cuarenta y nueve, ochocientos cuarenta y 
siete y ochocientos cuarenta y ocho de la ley de Enjuiciamien- 
to Criminal, y considerando infringidos: 

Primero. El artículo primero del Código Paial eo rdación 
con el caso primero del artículo quinientos cincuenta y nueve 
del propio Cuerpo legal, por cuanto se determina que no tan 
sólo son delito las acciones, sino también las omisiones volunta- 
rias penadas por la Ley, y que se reputan siempre voluntarias 
mientras no conste lo contrario, y Baldomcro Puig Gelpí omi- 
tió comunicar al recurrente el recurso de nulidad interpuesto 
contra la concesión hecha á la Empresa ; decirle que aún no ha- 
bía abonado á los fondos de la Empresa el quince por ciento 
sobre el valor de las diez y siete acciones, y que los accionistas 
estaban obligados á pagar un diez por ciento en aquel mismo 
año; y estas omisiones constituyen otros tantos engaños: 

Segundo. El párrafo primero del artículo mil quinientos 
cincuenta y nueve por cuanto Puig y Qelpí se valió de varias 
engaños para sugestionar al recurrente, tales como hacerse due- 
ño absoluto de las diez y siete acciones, cuando en ellas no tenía 
más que un setenta y cinco por ciento de su valor nominal ; ser 
dueño ó usufructuario de una luz en el Matadero, cuando la 
había perdido; y asegurarle que el valor nominal de las diez 
y siete acciones á mil pesos cada una se había convertido en va- 
lor real y efectivo de diez y nueve mil quinientos cincu«ita, á 
causa del quince por ciento de prima ; recurso que fué admitido : 

Cuarto, Resultando i que elevado á este Supremo Tribunal 
se personó en tiempo y forma el recurrente, y, previos los de- 
más trámites del caso, se celebró la vista pública el día primero 
de Mayo corriente, informando los Letrados defensores de las 
paflrtes. 

YúAú. ^aaoáxi Ponente ei Magistrado BafadL €ruz Pérez : 

Primero. Considerando: que se comete el deSt^ «k eiÉafft 
según el número primero del artículo quinientos cincuenta y 
nueve del Código Penal, cuando se defrauda á otro, usando de 
nombre fingido, atribuyéndose poder, influencia ó cualidades su- 
puestas, aparentando bienes, crédito, comisión, empresa ó nego- 
ciaciones imaginarias, ó valiéndose de cualquier otro engaño se- 
mejante : 

Segundo. Considerando : que los elementos esenciales y cons- 
titutivos del delito de estafa son el engaño y la defraudación, 
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«npleándose el primero como medio de conseguir la segunda, 
debiendo concurrir ambos requisitos conjuntamente para que 
pueda existir cualquiera de las defraudaciones definidas y cas- 
tigadas en el Código Penal vigente; y, dados los hechos que se 
declaran probados, no hay engaño en quién, reconocido como ac- 
cionista en la ** Compañía de Abasto de Carnes de la Habana", 
Empresa no en proyecto, sino constituida legalmente por escri- 
tura pública de veinte y tres de Agosto de mil ochocientos no- 
venta y siete y aprobada por el Gobierno General de la Isla, 
con capital propio conocido y ya en explotación, celebra un con- 
trato de sociedad sobre el valor 6 capital de diez y siete accio- 
nes que poseía sin limitaciones, según dicha escritura social y 
con sólo la obligación de abonar en su oportunidad el veinte y 
cinco por ciento por concepto de ese valor^ constando por otra 
parte que ambos contratantes, por su libre y espontanea volun- 
tad, estimaron la mitad del valor efectivo que en aquellos días 
tuvieron las acciones en plaza en la cantidad entregada por 
Francisco Carrera y Llorach á Baldomcro Puig y Gelpí, sin 
que en parte alguna aparezca probado que en dicho negocio ce- 
lebrado haya concurrido algún otro engaño semejante á los des- 
critos en el artículo quinientos cincuenta y nueve párrafo pri- 
mero del Código Penalty distinto de los comprendidos en los 
C8S06 siguientes del mismo artículo: 

Tercero. Considerando : por todo lo expuesto que los hechos 
relacionados en la sentencia recurrida no revisten caracteres de 
delito, ni están comprendidos en los artículos primero y qui- 
nientos cincuenta y nueve caso primero del Código Penal, ha- 
biendo la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana 
procedido acertadamente en la aplicación de la ley penal, no 
infringiéndose los artículos que se citan ni incurriéndose en el 
error de derecho que se invoca en el recurso ; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación interpuesto por infracción de ley 
por la representación de Francisco Carrera y Llorach contra 
la sentencia dictada por la Sección Primera de la Sala de lo 
Criminal de la Audiencia de la Habana en veinte y dos de Ene- 
ro último, con las costas á cargo del recurrente. 

Así, por esta sentencia, que se comunicará por medio de la 
oorrespondiente certificación á la mencionada Audiencia á los 
efectos que procedan, librándose de la misma las correspondien- 
tes copias autorizadas á la Secretaría de Justicia para su in- 
serción en la Colección á su cargo y á la 0<iceta de la Habana, 
para su publicación, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. — 
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Antonio Gk>nzález de Mendoza. — ^Pedro Qonzélez Llórente. — ^Ra- 
fael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — 
Ángel C. Betancourt. — Oetavio Oiberga. 



El M. P. contra Manuel Rico y Crego. 

Sentencia Núm. 33. (Mayo 14 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Manuel Bico con- 
tra la sentencia dictada por la Audiencia de Santa Clara en 
26 de Febrero de 1900. 

DISPAfiO DE ABBIA DE FUEGO Y LESIONES. 

Se falta á lo que dispone él número 4o dél Axtlcalo 5o 
de la Orden 92 sobre casación, cuando no se rasonan cuales 
de los hechos declarados probados son constitatiTOS de la 
exención de responsabilidad qne se invoca, pnes se deja oecD- 
ro 6 indeterminado el concepto de la infracción. 

No expresándose concisa y claramente el concepto en 
qne se ha infringido él número lo del Artículo 9o del Códi- 
go Penal, haciéndose mención de cuantos y cuales sean las 
circunstancias ó requisitos que existieron y que eran de 
apreciarse para la atenuación, se infringe el número y ar- 
tículo mencionados y debe declararse sin lugar él recurso. 

En la ciudad de la Habana, á catorce de Mayo de mil no- 
vecientos, en el recurso de casación por infracción de ley pen- 
diente ante este Supremo Tribunal é interpuesto por Manuel 
Rico y Crego, comerciante y vecino de Santa Clara, procesado 
en causa criminal por disparo de arma de fuego y lesiones, con- 
tra la sentencia pronunciada por la Audiencia de Santa Clara 
en veinte y seis de Febrero del corriente año: 

Primero, Resultando i que por la sentencia recurrida se de- 
clara probado '*que Manuel Rico y Crego, que anteriormaite 
"sostuvo relaciones amorosas durante algún tiempo con la me- 
**retriz Isabel Domínguez (a) Mata Siete, haJbía sido ya varias 
"veces insultado y amenazado de muerte por ésta, si no volvía 
"á vivir maridablemente con ella, hasta que el día veinte y doB 
"de Diciembre del año mil ochocientos noventa y ocho como á 
"las cinco de la mañana, en los momentos que se preparaba á 
"salir con el carro de su establecimiento á repartir pan y an- 
"tes de haber subido al pescante de éste, vio que la Domíngaea 
"se dirigió hacia donde se encontraba, llevando juntamente con 
"un pañuelo en la mano algo que tomó por un cuchillo ó puñal 
"y que aquella ha declarado ser un pequeño trozo de madera» 
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''comenzando de nuevo á insultarle y provocarle, por lo qué le 
** ordenó que se detuviera, y, no haciendo ella caso y continuan- 
"do en sus provocaciones, le hizo dos disparos á quemarropa 
*'con un pequeño revólver calibre treinta y dos que portaba, 
''montando acto seguido en su carro y partiendo con él, mien- 
''tras la Domínguez desapareció, ocultándose de la policía, que 
''la buscaba con motivo de unas heridas que había causado la 
"noche anterior por celos á la meretriz Francisca Hernández, 
"y sin que hasta el veinte y nueve de Enero siguiente denun- 
"ciase al Juzgado que había sido herida por uno de los dispa- 
"ros que le dirigió Bico; habiendo sido entonces reconocida por 
"dos médicos, se le encontró una herida ya cicatrizada de pro- 
"yectil de arma de fuego de pequeño calibre en el hipocondrio 
"derecho, que aparecía ser causada de frente y á muy corta dis- 
"tancia, manifestando dichos médicos que podía haber tardado 
"en sanar quince ó veinte días sin que conste que necesitó pa- 
"ra curarse de asistencia facultativa alguna, sin que impidiera 
"á la lesionada dedicarse á cualquier clase de trabajo, que tam- 
"poco se sabe haya tenido nunca alguno y de cuya lesión pre- 
"senta actualmente huellas imperceptibles*': 

Segundo. Besvltando: que la Audiencia sentenciadora esti- 
mó aquellos hechos como constitutivos de un delito de disparo 
de arma de fuego contra determinada persona y de una falta 
de lesiones leves, cometidos uno y otra por el procesado, en 
concepto de autor por participación directa, con la circunstan- 
cia atenuante de haber precedido inmediatamente provocación 
y amenaza adecuada de parte de la ofendida, y debiendo apli- 
carse, respecto de la falta, el Decreto de indulto de diez y seis 
de Enero anterior, por cuya virtud lo condenó á la pena de seis 
meses y un día de prisión correccional y accesorias legales, diez 
días de arresto y reprensión, pago de las costas é indemnización 
civil determinada, y declaró extinguidas por razón del indulto 
mencionado las penas impuestas con relación á la expresada 
falta: 

Tercero. Besultcmdo: que contra dicha sentencia interpuso 
el procesado recurso de casación por infracción de ley, consig- 
nando en el escrito de interposición, como motivos del recurso, 
los que se transcriben á continuación: 

"Primero. En cuanto la sentencia condena á D. Manuel 
"Bico y Crego por el delito de disparo de arma de fuego con- 
"tra determinada persona y la falta incidental de lesiones, ape« 
"sar de concurrir la circunstancia eximente cuarta del artículo 
"octavo del Código Penal, infringe esta ley y da lugar al re- 
" curso de casación que determina el número primero del ar- 
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"tículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuicia- 
'* miento Criminal; 

Segundo. Aun dado el caso de no concurrir todos los re- 
''quisitos del precepto anterior para eximir de responsabilidad 
"criminal á D. Manuel Rico y Crego, en cuanto la sentencia no 
"aprecia la concurrencia de la circunstancia atenuante primera 
"del artículo noveno del Código Penal, infringe esta ley y da 
"lugar al recurso de casación conforme al caso quinto del ar- 
"tículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuicia- 
"miento Criminar*: 

Cuarto, Resultando: que admitido el recurso por el Tribu- 
nal sentenciador y personado el recurrente por medio de abo- 
gado para su representación y defensa ante este Supremo Tri- 
bunal, ha transcurrido sin promoción alguna de las partes el 
término fijado para su instrucción y se ha celebrado en tres del 
mes en curso la correspondiente vista pública, con asistencia del 
Letrado representante y defensor del recurrente. 

Siendo Ponente el Magistrado Octavio Oiberga: 

Primero. Considerando : en cuanto al primer motivo del re- 
curso, que en el escrito de interposición no se ha observado lo 
dispuesto en el número cuarto del artículo quinto de la Orden 
número noventa y dos del año último, porque la omisión de to- 
da referencia á determinados hechos de los consignados en la 
sentencia recurrida, haciendo imposible conocer, como es indis- 
pensable al tiempo que el recurso se interpone, cuales sean, en- 
tre los probados, aquéllos que en sentir del recurrente constitu- 
yan la invocada circunstancia de exención de responsabilidad, 
deja realmente oscuro é indeterminado el concepto de la inf rae- 
ciáoL legal que se menciona, tanto más cuanto de la relación 
contenida en la sentencia no aparece ninguno que manifiesta- 
mente y á primera vista pueda servir de fundamento á la cir- 
cunstancia de defensa propia, faltando como falta toda decla- 
ración de que la ofendida ejecutase contra el procesado acto al- 
guno de violencia material, distinto de las primitivas amenazaft 
y de los ulteriores insultos y provocaciones, que pueda enten- 
derse verdadero acto de agresión ile^tima: 

Segundo. Considerando: en cuanto al segundo motivo del 
recurso, que sobre adolecer por los términos en que el recurren- 
te lo ha propuesto de la misma omisión señalada tocante al an- 
terior motivo, á la deficiencia de no expresarse precisa y clara- 
mente el concepto en que se haya infringido el número primero 
del artículo noveno del Código Penal, añádese la propia fiüta 
de precisión y claridad en la cita que se hace de la mencionada 
Ley con relaci^ á la eximente cuarta del artículo octavo de 
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aquel Código, porqne, requiriendo esta última la concurrencia 
de varias circunstancias que separadamente se enumeran en di- 
versos apartados del texto legal que la define, se hace forzoso, 
cuando se trata de su apreciación como atenuante por no ofre- 
cerse dicha concurrencia, determinar concretamente, con expre- 
sa y particular mención de dicho texto, cuántas y cuáles sean 
las circunstancias ó requisitos que existieron y que eran de 
apreciarse en la sentencia para la atenuación de la responsabi- 
lidad: 

Tercero. Considerando: que, según lo expuesto y de con- 
formidad con el artículo séptimo, número cuarto, y el onceno 
de la citada Orden número noventa y dos, no ha debido admi- 
tirse por la Sala sentenciadora el presente recurso; y admitido 
no obstante y por falta de impugnación tramitado ante este Su- 
premo Tribunal, pero, no teniendo la admisión acordada con- 
trariamente á ley, ni la tramitación, debida salo á una omi- 
sión de parte, eficacia para subsanar los defectos consignados y 
atribuirle una virtualidad de que carece originariamente todo 
recurso inadmisible, procede en definitiva declararlo sin lugar: 

Cuarto. Considerando: que cuando se declare sin lugar un 
recurso de casación, se impondrá siempre las costas del mismo 
á la parte recurrente, salvo los casos de excepción que fija el 
artículo cuarenta de la antecitada Orden y en ninguno de los 
cuales se encuentra este recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación por infracción de ley interpuesto por 
Manuel Rico y Crego contra la sentencia dictada en veinte y 
seis de Febrero de este año por la Audiencia de Santa Clara 
con las costas á cargo del recurrente: comuniqúese, con certifi- 
cación, á la expresada Audiencia y publíquese en la Oaceta y 
en la Colección á cargo de la Secretaria de Justicia, para lo 
cual se librarán las correspondientes copias. 

Asi, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos. — Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González 
Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M.. García Montes. — En- 
daldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



Apolinar Sotelo y Aldeooa contra Arístides Mestre y otros. 

Sentencia Núm. 34. (Mayo 17 de 1900). 
Recurso por infracción de Ley interpuesto por Apolinar Sotelo 
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contra él auto de la Audiencia de la Habana de 29 de Di- 
ciembre de 1898, 

INDULTO. 

Ko exigiéndose en el Decreto de Indulto de 16 de Dleleai- 
bre de 1896, i>an U aplicación de mu efectos otra candidtfii 
qoe la de que fnese Voluntarlo el aator de nn delito, cuando 
lo cometió, sin expresar qne estuviera ó no prestando serri- 
do; 7 disponiéndose en la aclaración de 27 del mismo mes 
7 afio que esa gracia alcanzaba á los rebeldes, no se inMn- 
ge el Articulo 2d del mencionado Decreto al aplicar el indul- 
to & ui procesado que se halla en esta situación. 

En la ciudad de la Habana, á diez y siete de Mayo de mil 
liOveci'entoB en el recurso de casación por infracción de Ley pen- 
diente ante este Supremo Tribunal, interpuesto por el Procura- 
dor Esteban de la Tejera á nombre de Apolinar Sotelo y Alde- 
coa contra el auto dictado por la Sección Segunda de la Sala 
de lo Criminal de la Audiencia de esta ciudad, en la causa se- 
guida por denuncia del recurrente contra Arístides Mestre y 
otro por delito de estafa; 

Primero. Resultando : que hallándose suspendido el curso de 
la causa en cuanto á Arístides Mestre por habérsele declarado re- 
belde, éste envió al Juez instructor, por conducto de Andrés 
Oonzález y Fernández una certificación fechada en veinte de 
Diciembre de mil ochocientos noventa y ocho, de la cual consta 
que dicho procesado era voluntario desde quince de Julio de mil 
ochocientos noventa y tres, remisión que hacía con el fin de que 
se le comprendiera en la Circular sobre indulto del entonces Ca- 
pitán General de esta Isla Adolfo Jiménez Castellanos, y el 
mencionado Juez la elevó á la Sala de lo Criminal de la Au- 
diencia de la Habana que conocía del proceso, la que por auto 
de veinte y nueve de Diciembre del expresado año de mil ocho- 
cientos noventa y ocho, oído in voce el Ministerio Fiscal tenien- 
do en cuenta que según aparece de la certificación indicada el 
aludido Mestre era voluntario cuando se cometió el delito y que 
éste es de los perseguibles de oficio, lo declaró comprendido ai 
el Decreto del General español Jiménez Castellanos de diez y 
seis del citado mes y año por no obstar para ello el hecho de su 
rebeldía según lo acordado por el mismo General en resolución 
de veinte y siete de dicho mes, aplicándole de conformidad con 
lo informado por el Ministerio Público los beneficios de esas 
disposiciones, y sobreseyó definitivamente respecto de él, en la 
causa de referencia: 

Segundo. Resultando: que contra este auto interpuso el 
Procurador Esteban de la Tejera á nombre de Apolinar Sotelo 
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7 Aldecoa, recurso de casación por infracción de Ley y qnebran- 
tamiento de forma, fundado el primero en el articulo ochocien- 
tos cincuenta y uno de la Ley de Enjuiciamiento Criminal por 
cuanto se ha incurrido en error de derecho al declarar com- 
prendido al procesado en la gracia de indulto; y basado el se- 
gundo en el número primero del artículo novecientos doce de 
la misma Ley procesal por no expresarle eiL el fallo clara y ter- 
minantemente los hechos que se declaran probados; y citó como 
infringidos el artículo segundo del Indulto del Capitáxi Oeneral 
español Adolfo Jiménez Castellanos por indebida aplicación, su- 
puesto que siendo rebelde el procesado según hace constar el 
auto recurrido, y estando ausente de la Isla no podía prestar 
servicio de Voluntario en la fecha del Decreto, requisito indis- 
pensable que exige dicho precepto en la clarísima ñ*ase '4os 
que pertenezcan actualmente y pertenecían cuando delinquie- 
ron"; y la doctrina legal de que el indulto no aprovecha á los 
rebeldes, doctrina que á su juicio reconoce la Sala sentenciado- 
ra en el Resultando de su fallo y á la cual no obsta el Decreto 
aclaratorio de veinte y siete de Diciembre que allí se invoca, su- 
puesto que éste no fué publicado en la Gaceta de la Habana^ 
6 lo que es igual no fué promulgado y la falta de promulga- 
ción hace ineficaces las leyes según el artículo primero del Có- 
digo Civil entendido á contrario senso, disposición esta última 
que cita por entender que el título preliminar del citado Códi- 
go tiene un carácter de universalidad jurídica que así compren- 
de las leyes civiles como las penales según su artículo octavo; é 
hizo constar en cuanto al quebrantamiento de forma que le ha- 
bía sido imposible pedir la subsanación de la falta: 

Primero. Por haberse dictado la resolución sin citar, oir ni 
notificar á su parte; y 

Segundo. Porque el carácter defimitivo del auto sólo autori- 
za utilizar contra él el recurso de casación que establece; cuyos 
recursos fueron admitidos por la Sala de lo Criminal de la Au- 
diencia de la Habana, por estimar que el recurrente llenó todas 
las formalidades legales sobre casación: 

Tercero. Resultando: que abierta la sustanciación el Minis- 
terio Fiscal en el trámite procedente, impugnó ambos recursos; 
el de quebrantamiento de forma porque éste sólo se da contra las 
sentencias y no contra los meros autos, de cuya naturaleza es la 
resolución recurrida, y el de infracción de Ley porque el sobre- 
seimiento definitivo dictado de oficio en aplicación de un indul- 
to no tiene el carácter de las resoluciones de los artículos seis- 
cientos treinta y tres, seiscientos treinta y cuatro, seiscientos 
treinta y seis, seiscientos treinta y siete, seiscientos cuarenta y 
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uno, seiscientos setenta y cuatro, seiscientos noventa y cinco y 
seiscientos noventa y seis de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal: 

Cuarto, Resultando : que sustanciada la cuestión previa es- 
te Tribunal admitió la impugnación del Fiscal en cuanto al 
quebrantamiento de forma y la desestimó respecto del de in- 
fracción de ley por el auto de seis de Abril próximo pasado, de- 
clarando también mal admitido el de infracción de doctrina 
porque por ese concepto no procede la casación en materia cri- 
minal; y señalada la vista del recurso por infracción de ley, 
tuvo efecto el día cinco del mes actual, á la que concurrió el 
Ministerio Fiscal é informó impugnando el recurso, no asis- 
tiendo á dicho acto el recurrente. 

Siendo Ponente el Magistrado Eudaldo Tamayo: 

Considerando', que el artículo segundo del Decreto del Ge- 
neral español Adolfo Jiménez Castellanos, de diez y seis de Di- 
ciembre de mil ochocientos noventa y ocho, sólo exige para la 
aplicación de la gracia de indulto, en él concedida, que los pro- 
cesados tuviesen el carácter de Voluntarios cuando cometieron 
el delito y á la fecha de la publicación del Decreto, sin exigir 
como requisito indispensable que estuviesen prestando servicio, 
cuyas circunstancias lejos de tenerse en cuenta, se prescindió 
de ellas al disponer el mismo General en su aclaración de vein- 
te y siete del citado mes y año que la gracia alcanzaba a los re- 
beldes; la Audiencia de la Habana al aplicar el indulto á Arís- 
tides Mestre apreciando, en uso de sus facultades y con vista del 
documento presentado, que era Voluntario en las dos fechas in- 
dicadas en el referido Decreto, no ha infringido el artículo se- 
gundo del mismo y por consiguiente procede desestimar el re- 
curso, al presente só)o fundado en ese motivo; 

Fallamos que debemos declalrar y declaramos sin lugar el 
recurso de casación interpuesto por infracción de Ley por Apo- 
linar Sotelo en la causa que siguió como acusador privado con- 
tra Arístides Mestre, por estafa, contra el auto dictado por la 
Sección Segimda de la Sala de lo Criminal de la Audiencia de 
la Habana en veinte y nueve de Diciembre de mil ochocientos 
noventa y ocho, con las costas á cargo del recurrente. Y con de- 
volución de las actuaciones elevadas, comuniqúese esta resolu- 
ción á la Audiencia de la Habana, para lo que proceda, así co- 
mo á la Secretaría de Justicia para su inserción en la Colección 
á su cargo y á la Caceta de la Habana para su publicación, por 
medio de las oportunas certificaciones. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
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mamoB. — ^Antonio (González de Mendoza. — ^Pedro Qonzález Lló- 
rente. — ^Rafael Cruz Pérez.— José M. Qarcia Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Oiberga. 



El M. P. contra José Booés, conocido por Boché y Bojas 
(a) '"Migúelo'', José Martínez Sosa (a) **Morito" y 
Ricardo DurbIn Cuenca. 

Sentencia Núm. 6. (Mayo 18 de 1900). 

Recursos por quebrantamiento de forma é infracción de Ley in- 
terpuestos por los procesados Rogés, Martínez y Durbán con- 
tra la sentencia dictada por la Audiencia de Matanzas en 3 
de Febrero de 1900, 

ASESINATO Y BOBO. 

Para que las contradicciones entre los hechos probados 
den logar al recurso de casación por quebrantamiento de 
forma han de ser manifiestas, importantes y patentes en- 
tre hechos que resulten incompatibles en sus términos» 
hasta el punto de afectar á la unidad de la eiqposlción. 
Y no puede invocarse esa contradicción cuando en la sen- 
tencia se consigna clara y terminantemente los puntos de 
hechos referentes á los particulares sobre que versan des- 
pués las apreciaciones y fundamentos de derecho estableci- 
dos en los Considerandos y en la resolución que se adopte, 
no resultando en el conjunto total contradicciones de nin- 
gún género. 

Denegación de diligencia de prueba. — ^Para que proceda, 
por esta causa el recurso de casación por quebrantamiento de 
forma, es preciso que la diligencia denegada tenga la cuali- 
dad de la pertinencia; lo cual no sucede cuando fué rechaza- 
da por impertinente. 

. Circunstancia atenuante de ser el procesado menor de 
18 afios. — Cuando se propone en el trámite de conclusiones 
definitivas la aplicación de esta circunstancia, debe en la sen- 
tencia resolverse acerca de ella, dada su positiva y extraordi- 
naria importancia; y cuando se omite hacer esa declaración, 
debe estimarse el recurso sin atender á si fué ó no reclamada 
la subsanación de la falta, cuando se trata de un reo de pena 
de muerte. 

En la ciudad de la Habana, á diez y ocho de Mayo de mil 
novecientos, en el recurso de casación que por quebrantamiento 
de forma é infracción de ley pende ante este Supremo Tribu- 
nal, interpuesto por los procuradores Estorino, Pollo, Núñez y 
Wenceslao Morejón, respectivamente, á nombre de D. José Bogés, 
conocido por Boché y Bojas (a) Migúelo, vecino de Matanzas y 
pescador; D. José Martínez Sosa (a) Morito, vecino de Matan- 
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zas y jornalero, y D. Ricardo Durbán Cuenca, también vecino 
de Matanzas y del comercio, contra la sentencia dictada por la 
Audiencia de Matanzas, á consecuencia de la causa criminal, 
procedente del Juzgado de Instrucción del Distrito del Merca- 
do de ese Término, por asesinato de D. Abraham Díaz Lores, y 
robo, seguida entre partes, de la una el Ministerio Fiscal, y de 
la otra los ya referidoB procesados: 

Primero, Resultando : que vista en juicio oral y púbUco la 
mencionada causa, dicha Audiencia dictó la expresada senten- 
cia en tres de Febrero último, consignando los siguientes Re- 
sultandos: 

Primero. Probado que el día trece de Octubre último He- 
''gó á esta ciudad procedente de la Habana, Abraham Díaz Lo- 
''res, que usaba á veces el nombre de Manuel Rodríguez, de 
''unos veinte y cuatro años de edad, y constitución robusta, de 
** quien se dice que era natural de **San Juan y Martínez", 
''provincia de Pinar del Rio, sin profesión ú oficios conocidos, 
"sabiéndose sólo en cuanto á sus ocupaciones habituales que se 
"dedicaba al juego ilícito de naipes obteniendo en él con íre- 
"cuencia ganancias de consideración, y que una vez al menos, 
"anteriormente, había estado en esta misma ciudad reuniéndose 
"con los procesados Roché, Durbán y Martínez Sosa para el co- 
"mún objeto de explotar dicho vicio'': 

•Segundo. Probado que en la mañsma del mismo día trece 
"en que salió de la Habana recogió Díaz Lores de la carpeta 
"del hotel "Isla de Cuba", en el cual se alojaba en aquella 
"ciudad, la suma de ciento veinte centenes que le guardaba y 
"le entregó el dueño del referido hotel; y que en la noche del 
"citado día estuvo reunido — lo propio que el siguiente día ca- 
" torce — con los procesados jugando, — como de costumbre, — en 
"dos distintos lugares de esta población, habiendo realizado am- 
"bas veces, Díaz Lores algunas ganancias": 

Tercero. Probado que efl mismo día catorce hallándose 
"Díaz Lores, Roché, Durbán y Martínez Sosa en el estableci- 
" miento de barbería de Pedro García, sito en el barrio de Ver- 
" salles, de esta ciudad, y del que eran parroquianos contertu- 
"lios los procesados, proyectaron aquéllos una romería ó jira 
"campestre, á la cual habían de concurrir los cuatro, debiendo 
"llevarse á cabo el día siguiente, domingo quince de Octubre 
"de mil ochocientos noventa y nueve, y almorzarse en ella un 
"arroz con pollo, eligiéndose como lugar apropiado para efec- 
"tuarla, el barrio rural de la "Cumbre" contiguo al de Ver- 
" salles, pertenecientes ambos á esta Municipalidad, y situado 
"aquél en las lomas de igual nombre que dominan el lado Oes- 
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te del Paerto, en casi toda su extensión, desconocidas para Díaz 
Lores, pero prácticamente conocidas de Durbán y de Martí- 
nez Sosa por haber operado aüí durante la última Guerra de In- 
dependencia, €il primero como gueairiUero al servicio de España, y 
el segando, como individuo perteneciente al Ejército Cubano": 
* 'Cuarto. Probado que con ocasión de este proyecto de jira 
campestre y antes de realizarlo, concertaron los tres procesa- 
dos, Durbán, Martínez Sosa y Roché, privar de la vida á Díaz 
Lores, durante el paseo, con el prop>ósito determinado de apo- 
derarse después del dinero y prendas que tuviera; y, para el 
efecto, y combinando su intento criminal, con las exigencias 
naturales de la jira y almuerzo acordados, Durbán y Martí- 
nez Sosa al aclarar del día quince, antes citado, fueron á la 
casa de su amigo Bleuterio Alonso vecino del barrio de ** Ver- 
salles" y tomando el primero un cuchillo de punta de seis 
pulgadas de hoja, en su longitud, por una y cuarto de ancho, 
de encima de un taburete, dijo á Martínez Sosa, que se había 
quedado á la puerta: ''José ¿estará bueno para matar la le- 
chona?" á lo que contestó éste: "Sí, está bueno"; y se llevó 
Durbán el cuchillo con su vaina, portando Martínez Sosa, á 
su vez, un revólver sistema Smith, calibre treinta y ocho, car- 
gado con cinco cápsulas útiles, que el mismo Alonso le había 
prestado cerca de un mes antes: ambos procesados Durbán y 
Martínez Sosa, se dirigieron luego al establo de Manuel Villar 
que se halla en la calle Ayllón, de esta ciudad, y, con un mu- 
chacho nombrado Joaquín Igarza, que habita en la casa de Bo- 
ché, barrio de VersaHes, calle Laborde número veinte y dos, 
se llevaron tres caballos que Durbán alquiló á Villar en ocho 
pesos, plata española, conduciéndolos á dicha casa de Boché, 
de donde, como á las siete y media de la mañana, después de 
cambiar sus sombreros, en la misma casa, por otros de guano, 
que había comprado Díaz Lores, en compañía de Durbán y 
Martínez Sosa, partieron juntamente los tres procesados y el 
Díaz Lores con rumbo á la Cumbre, montando éste, Durbán y 
Boché los caballos de alquiler y Martínez Sosa una muía de 
su propiedad que pronto cedió á Boché para la marcha en 
cambio del caballo que montaba éste : antes de dejar la ciudad 
se detuvieron pocos momentos en la tienda llamada de "Cha- 
beque", para comprar el arroz y otros efectos propios para 
condimentarlo, los cuales pagó Díaz Lores : emprendiendo nue- 
vamente la marcha tomaron siempre juntos, el camino deno- 
minado "Beal de la Cumbre"; por el mismo camino y frente 
á un Puesto de Policía, compró Durbán tres pollos que pagó 
en dos pesos plata española; llegando todos, próximamente á 
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''las nueve de la mañana, á la casa de Andrés Gkilván, encla^ 
''vada en un pequeño potrero llamado ''El Carmen", como á 
"cuatro leguas de esta ciudad, lugar despoblado, de terreno in- 
"ferior, abundante en casimbas, furnias y cuevas, por el que, 
"aun a pie, se anda con dificultad y peligro; en cuya casa, habi- 
"tada por Andrés Qalván y familia de los que eran amigos Dur- 
"bán y Martínez <Sosa, hicieron alto los procesados y Díaz Lores 
"para confeccionar y comer el proyectado arroz con pollo": 

"Quinto. Probado que poco tiempo después, so pretexto de 
"ir en busca de un chivo á casa de un tal Romero y ver "unas 
"muchachas bonitas" en la costa, Durbán y Martínez Sosa in- 
"dujeron á Díaz Lores á ocupar los tres de nuevo las cabalga- 
"duras y tomar un trillo, el único, que de la casa de Gktlván 
"conduce á la costa de "Punta de Guano"; y asi lo hicieron, 
"montando Durbán y Martínez Sosa dos de los caballos alqui- 
" lados, y Díaz Lores la muía, propiedad de Martínez Sosa; 
"quedándose en la casa Boché, según lo concertado por los pro- 
"cesados antes de salir de la ciudad, para cocinar el menciona- 
"do arroz, al que se destinaron los tres pollos que por el cami- 
"mino real de la "Cumbre" había comprado Durbán": 

"Sexto. Probado que de dicho trillo de la casa de Gal van 
"á la costa de "Punta de Guano", y como á la mitad del mis- 
"mo, á unos ochocientos metros de la casa, nace una vereda, 
"cuasi oculta por las yerbas y zarzas que de uno y otro lado la 
"cubren, desde la cual, por los accidentes del terreno escabroso, 
"no puede verse la referida casa, ni de ésta á ninguna persona 
"que tome la vereda, aunque vaya á caballo; cuya vereda, á la 
"izquierda del trillo en la dirección indicada, y de unos dos- 
" cientos metros de longitud, termina á la entrada de una gni- 
"ta solitaria conocida con el nombre de "Cueva de Galván", 
"por hallarse situada en el mismo potrero "El Carmen"; den- 
"tro de la cual, andando unos cincuenta y siete metros de Norte 
"á Sur, se encuentra una abertura entre rocas, como de dos me- 
"tros de ancho y cuatro de profundidad en forma de callejón 
"que hacia la izquierda y derecha del punto por el que puede 
"bajarse con menos dificultad á su suelo, ofrece una superficie 
"transitable de más de cuarenta metros por cada lado, oscura 
"á trechos, lo bastante para no percibirse los objetos inmedia- 
"tos sin luz artificial; advirtiéndose en el mismo suelo, tres 
"furnias ó huecos de oscuridad intensa desde sus bordes supe- 
"riores, y de gran profundidad, situada la más próxima de esas 
"furnias, en un trecho abovedado y sombrío á unos trece me- 
"tros del aludido punto de bajada al callejón": 

"Séptimo. Probado que los procesados Durbán y Martínez 
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"'Sosa acompañados de Díaz Lores, internándose en la expresa- 
''da vereda, de difícil tránsito, penetraron «en la **Cneva de 
'^Oalván"; 7 sin que aparezcan demostradas otras circunstan- 
''cias concomitantes del hecho en cuanto al modo y forma en 
'*que se realizara, Durbán y Martínez Sosa causaron allí la 
** muerte á Díaz Lores; infiriéndole para ello, Durbán once he- 
''ridas incisas con el cuchillo que tomó de casa de Eleuterio 
''Alonso en la mañana del mismo día, de las cuales, cinco apa- 
" recen situadas en la región infrahiodea; cuatro en la cavidad 
''toráxica; otra en la región escapular derecha penetrante en 
''la misma cavidad interesando el pulmón derecho; y otra en 
"el hipocondrio izquierdo penetrante en la cavidad abdominal; 
"y Martínez Sosa, dos heridas de proyectil de arma de fuego 
"ocasionadas por medio del revólver que le había prestado co- 
"mo un mes antes el propio Alonso, y situadas, una en la re- 
"gión temporal derecha y la otra sobre el pómulo del mismo 
"lado, con bordes quemados é incrustaciones de pólvora; pre- 
"sentando además el occiso una herida contusa en la región 
"suprahiodea con fractura, en dos mitades, del maxilar infe- 
"rior y pérdida de los incisivos correspondientes: hecho lo cual 
"y después de apoderarse Durbán y Martínez Sosa del reloj y 
"leontina que llevaba su víctima, colocaron el cadáver, y sobre 
"el mismo tres piedras grandes, á la boca de la furnia que úl- 
"timamente se designa en el fundamento de hecho anterior cual 
"si se hubiere querido hacerle pasar i)or ella; con el saco, cha- 
"leco, camisa y camiseta que vestía arremangados, dejando al 
"descubierto la cintura, y con el pantalón suelto, corrida una 
"de las piernas de éste hasta la rodilla del interfecto y la otra 
"completamente fuera del miembro respectivo; habiendo sido 
"tasados el reloj y la leontina sustraídos con el dije de media 
"águila" de oro americano, que esta última tiene, el primero 
"en treinta pesetas y la leontina con su dije en ciento seten- 
"ta y cinco pesetas; sin que haya podido comprobarse si le 
"fué ó no sustraído á Díaz Lores en parte ó totalmente, el 
"dinero que recogió de la carpeta del Hotel "Isla de Cuba", y 
"el que ganó en el juego durante los dos días anteriores al 
"crimen; excepción hecha de la cantidad de catorce luises oro 
"francés, que se le encontraron al interfecto en un bolsillo in- 
"terior del chaleco y dentro de una bolsa de plata al practicar- 
"se por el Juez instructor el reconocimiento del cadáver según 
"la diligencia de inspección ocular levantada dos días después 
"del hecho": 

"Octavo. Probado que alejados de la "Cueva de Gal van", 
"Durbán y Martínez Sosa, y ya otra vez en el trillo de referen- 
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''eia que va de la casa de Oalván á la costa de ''Punta de Goa- 
''no", le siguieron y llegaron á la orilla del mar donde se laTÓ 
**Durbán las manos y el puño de la camisa ensangrentados; 
''volviendo juntos por opuesto camino, á la expresada casa, en 
**la que estuvieron entre once y doce del día, almorzando en 
"unión de Roché, quien al preg^untarles en alta voz á Durbán 
"y Martínez Sosa por Abraham, obtuvo por respuesta que se 
"había ido para Matanzas; sin que hablaran más de este asun- 
"to, marchándose los procesados, así que concluyeron el almuer- 
**zo, hacia esta ciudad, Roché por el mismo camino real de 
"la "Cumbre" que había llevado desde ella hasta la casa de 
"Gal van, y Durbán y Martínez Sosa por el camino llamado de 
"Yumurí" á fin de alejar toda sospecha acerca del hecho de 
"volver solo los tres, cuando habían salido de la ciudad por la 
"mañana con Díaz Lores; llegando casi al mismo tiempo los 
"procesados á esta población de dos á tres de la tarde; en la 
"que se cuidaron Roché de ir a su casa y mandar con Joaquín 
"Igarza, el caballo que había montado á la vuelta de la "Com- 
"bre" y los tres sombreros dejados en su casa á su salida por 
"la mañana, pertenecientes á Durbán, Martínez Sosa y Díaz 
"Lores, al establo de Villar, de igual modo que un centén que 
"le había pedido Durbán para el pago del alquiler de los caba- 
"líos; y Durbán y Martínez Sosa, de devolver también á dicho 
"establo los otros dos caballos alquilados, percibiendo Durbán 
"el aludido centén de manos de Igarza por mandato de Roché, 
"y con el que, y dos pesos plata que extrajo de su bolsillo, abo- 
"nó Durbán los ocho i)esos importe del referido alquiler, yén- 
"dose inmediatamente con Martínez Sosa en un coche de plaza, 
"al cuarto que habitaban en el barrio de Versalles y luego Dur- 
"bán, en el mismo coche á la Estación de los "Ferrocarriles 
"Unidos'*, donde tomó el tren que á las tres y media próxima- 
" mente de la tarde parte de esta ciudad hacia la Habana, en la 
"que fué detenido á consecuencia de esta causa habiéndolo sido 
"en esta ciudad anteriormente Martínez Sosa y Roché": 

Segundo. Resvltando : que el Tribunal a quo, por voz de su 
Presidente, hizo uso de la facultad concedida por el artículo 
setecientos treinta y tres de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
modificado por la Orden ciento nueve del Gobierno Militar de 
trece de Julio último, y deseó saber si el hecho justiciable cons- 
tituye el delito consumado de asesinato, como medio de realizar 
el robo, también consumado, comprendidos respectivamente en 
los artículos cuatrocientos catorce, quinientos veinte y quinien- 
tos treinta y sus concordantes del Código Penal, y acerca de si 
los procesados son autores de dichos delitos, conforme á los ar- 
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ticnloB once y doce del propio Código con la circunstancia de 
premeditación conocida, cualifícativa del asesinato y además 
las agravantes de alevosía, astucia, abuso de confianza y ejecu- 
tar ambos delitos en despoblado, comprendidos respectivamente 
en los números tres, nueve, once y diez y seis del articulo diez 
del referido Código, sin la concurrencia de ninguna atenuante; 
sobre todo lo cual contestaron al siguiente día el Fiscal y los 
respectivos defensores de los procesados: 

Tercero. Resultando: que la referida Audi^icia caUfícó los 
hechos expuestos, que se declaran probados, como constitutivos 
de los delitos de asesinato y robo, el primero como medio necesa- 
rio para perpetrar el segundo, cualificado aquél por las circuns- 
tancias de premeditación conocida, delito definido y castigado 
por los artículos cuatrocientos catorce, quinientos veinte y sus 
concordantes del Código Penal, de los cuales son responsables 
criminalmente en concepto de autores, por haber tomado parte 
directa en su ejecución, con la agravante de haberse realizado el 
hecho en despoblado, los procesados Ricardo Durbán y Cuenca, 
y José Martínez Sosa (a) El Morito, y en concepto de cómpli- 
ce, por haber cooperado á dicha ejecución con actos anteriores 
á la misma sin las cuales hubiera podido realizarse, el procesa- 
do José Bogés, conocido por Boché y Rojas (a) Migúelo, incu- 
rriendo los dos primeros en la pena de cadena temporal en su 
grado máximo á muerte, siendo de aplicarse en el caso actual 
la última de las penas señaladas en obediencia al artículo ochen- 
ta y ocho del referido Código, habida cuenta, por otra parte, á 
la agravante anteriormente apreciada, y el procesado José Bo- 
gés, conocido por Boché y Bojas (a) Migúelo en la pena in- 
mediatamente inferior en grado á la fijada por la ley para am- 
bos delitos consumados en la forma en que lo han sido ; y vistos 
los artículos ya citados y otros del Código Penal, así como otros 
de aplicación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, condenó 
la referida Audiencia á dichos procesados Bicardo Durbán y 
Cuenca y José Martínez y Sosa (a) El Morito, á la pena de 
muerte, y caso de indulto á las accesorias de inhabilitación ab- 
soluta perpetua y sujeción de ambos procesados á la vigilancia 
de la autoridad por el tiempo de vida de los mismos, si no se 
remitiesen especialmente en el indulto; y á José Bogés, conoci- 
do por Boché y Bojas (a) Migúelo á la pena de catorce años, 
ocho meses y un día de cadena temporal con las accesorias de 
interdicción civil del penado durante la condena, inhabilitación 
absoluta perpetua y sujeción á la vigilancia de la autoridad, 
durante la vida del mismo; y á los tres procesados al pago de 
las costas, indemnización solidaria de cinco mil pesetas á los 
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herederos del interfecto Díaz Lores, conocido también por Ma- 
nuel Rodríguez: 

Cuarto. Besultimdo: que el Magistrado Ambrosio R. Mo- 
rales formuló voto particular, en que solo aceptaba los Resul- 
tandos primero, segundo, tercero, sexto, séptimo, noveno, déci- 
mo, onceno, doce, trece y catorce, y consignando como cuarto, 
quinto y octavo Resultandos probados los siguientes: ** Probado 
**que al aclarar del día quince, Durbán y Martínez Sosa fueron 
*'á la casa de su amigo Eleuterio Alonso, y tomando el prime- 
**ro un cuchillo de punta de seis pulgadas de hoja en su longi- 
**tud por una y cuarto de ancho de encima de un taburete, dijo 
'*á Martínez Sosa que se había quedado en la puerta: **Jo¿é, 
** ¿estará bueno para matar la lechona?"; contestándole éste' 
**Sí, está bueno"; y se llevó Durbán el cuchillo con su vaina, 
"portando á su vez Martínez Sosa un revólver; ambos procesa- 
**dos, Durbán y Martínez Sosa se dirigieron luego al estable- 
** cimiento de Manuel Villar, que se halla en la calle de Ayllón 
"de esta ciudad y con un muchacho nombrado Joaquín Igarza, 
"que habita en la cajsa de Roché, se llevaron tres caballos que 
"Durbán alquiló á Villar en ocho pesos plata española condu- 
"ciéndolos á dicha casa de Roché, de donde, como á las siete y 
"media de la mañana, cambiando sus sombreros por otros de 
"guano que habían comprado Díaz Lores, Durbán y Martínez 
"Sosa, partieron juntamente los tres procesados y el Díaz Lores, 
"con rumbo á la "Cumbre", montando éste y los encausados 
"Durbán y Roché, los caballos alquilados, y Martínez Sosa una 
"muía de su propiedad, que después cedió á Roché para la 
"marcha en cambio del caballo que montaba: antes de dejar la 
"ciudad se detuvieron pocos momentos en la tienda llamsida de 
"Chabeque", para comprar el arroz y otros efectos propios pa- 
"ra el almuerzo, los cuales pagó Díaz Lores; emprendida nue- 
"vamente la marcha, tomaron, siempre juntos, el camino de- 
"nominado "Real de la Cumbre": por el mismo camino y ya 
"en su medianía, frente á un Puesto de Policía, compró Dur- 
"bán tres pollos que pagó en dos pesos, llegando todos como á 
"las nueve de la mañana á la casa de Andrés Galván, de pobre 
"aspecto, enclavada en un pequeño potrero llamado "El Car- 
"m^en", á tres leguas próximamente de esta ciudad, lugar despo- 
"blado de terreno inferior, abundante en casimbas, por el que 
"á pie se anda con diñcultad, en cuya casa, habitada por An- 
"drés Galván y familia, de los que eran conocidos Durbán y 
"Martínez Sosa, hicieron alto los tres procesados y Díaz Lores 
"para confeccionar y comer el proyectado arroz con pollo"; 
"probado que poco tiempo después los procesados Durbán y 
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''Martínez Sosa, invitaron á Díaz Lores para ir en busca de un 
"chivo á casa de un tal Homero y ver unas muchachas bonitas, 
''montando de nuevo los tres en las cabalgaduras y por un tri- 
"Uo, el único, que de la casa de Galván conduce á la costa de 
"Pimta de Guano", se encaminaron llevando Martínez Sosa y 
"Durbán, dos de los caballos alquilados a Villar y Díaz Ix)res 
"la muía de la propiedad del primero, quedando en la casa de 
"Galván, Roché para cocinar el mencionado arroz, al que se 
"destinaron los tres poUos que por el camino había comprado 
"Durbán"; "probado que alejados de la cueva de Galván, 
"Durbán y Martínez Sosa, y ya otra vez en el trillo de referen- 
"cia que va de la cueva de Galván á la "Costa de Punta de 
"Guano", le siguieron y llegaron á la orilla del mar, donde se 
"lavó Durbán las manos y el puño de la camisa ensangrentados, 
"volviendo juntos por opuesto camino á la expresada casa en 
"la que estuvieron entre once y doce del día, almorzando en 
"unión de Roché, quien al preguntarles en alta voz á Durbán y 
"Martínez Sosa, por Abraham, obtuvo por respuesta, que se 
"había ido para Matanzas, marchándose los procesados así que 
"concluyeron el ahnuerzo hacia esta ciudad. Roché por el mis- 
"mo camino real de la "Cumbre" que habían llevado, y Dur- 
"bán y Martínez Sosa por el camino llamado de "Yumu- 
"ri", llegando casi al mismo tiempo los procesados á esta pobla- 
"ción de dos á tres de la tarde, mandando Roché con Joaquín 
"Igarza el caballo que había montado y los tres sombreros deja- 
"dos en su casa á su salada por la mañana, pertenecientes á 
"Durbán, Martínez Sosa y Díaz Lores, al establo de Villar; 
"llevando Durbán y Martínez Sosa también á dicho establo los 
"otros dos caballos cuyo alquiler pagó el primero, yéndose in- 
" mediatamente con Martínez Sosa, en un coche de plaza al 
"cuarto que habitaban en el barrio de VersaUes y luego Durbán 
"en el mismo coche á la Estación de los Ferrocarriles Uni- 
"dos, donde tomó el tren que á las tres y media próximamente 
"de la tarde parte de esta ciudad hacia la Habana, en la que 
"fué detenido á consecuencia de esta causa, habiéndolo sido en 
"ésta anteriormente Martínez Sosa y Roché": 

Quinto. Resultando: que dicho Magistrado estimó que los 
hechos probados constituyen el delito de homicidio previsto y 
penado en el artículo cuatrocientos diez y seis del Código Penal 
y otro delito, el de hurto, comprendido en el artículo quinien- 
tos treinta y cinco y caso cuarto del quinientos treinta y seis 
del mismo Código, siendo autores de esos delitos los procesados 
Durbán Cuenca y Martínez Sosa por haber tomado parte di- 
recta en la ejecución de los hechos, estimando á ambos la cir- 
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eunstaiicia agravante de haberse ejecutado el hecho en despo- 
blado y además, en cuanto á Durb¿i, la de reincidencia respec- 
to al hurto, incurriendo los mismos en la pena de reclusión tem- 
poral por el delito de homicidio y en cuanto al hurto en la de 
arresto mayor; y no habiéndose justificado debidamente la par- 
ticipación de José Rogés, conocido por Boché y Rojas (a) Mi- 
gúelo en los hechos punibles como autor, cómplice ni encubri- 
dor, procedía su absolución ; y en consecuencia condenaba i Ri- 
cardo Durbán Cuenca y José Martínez Sosa (a) el Monto, en 
concepto de autores de un delito de homicidio con la agravan- 
te de haberlo ejecutado en despoblado, á la pena de diez y siete 
años, cuatro meses y un día de reclusión temporal, como prin- 
cipal, y de accesorias de inhabilitación absoluta temiK)ral en to- 
da su extensión y sujeción á la vigilancia de la autoridad du- 
rante la condena y otro tanto más y á los mismos en concepto 
de autores de un delito de hurto, con la agravante de ejecutar 
el hecho en despoblado, concurriendo además en cuanto á Dur- 
bán la de reincidencia, el primero á seis meses de arresto mayor 
y al segundo á cuatro meses y un día de igual arresto, como pe- 
nas principales, indemnización de cinco mil pesetas á los here- 
deros del interfecto y las costas en cuanto á una tercera parte 
á cada uno de las causadas en el proceso ; y respecto á José Ro- 
gés, conocido por Roché y Rojas (a) Migúelo, le absolvía del 
delito que en esta causa le imputó el Fiscal, declara de oficio la 
tercera parte de las costas que en otro caso le hubieran corres- 
pondido y mandaba ponerle inmediatamente en libertad: 

Sexto, Resultando: que contra la mencionada sentencia de 
la Audiencia de Matanzas interpuso la representación de José 
Rogés recurso de casación por quebrantamiento de forma é in- 
fracción de ley, alegando, en cuanto al primero, los motivos si- 
guientes, autorizados por el número tercero del articulo veinte 
y ocho de la Orden sobre casación y el número primero del ar- 
ticulo novecientos doce de la Ley de Enjuiciamiento Criminal: 

Primero. Manifiesta contradicción entre los hechos tereero, 
cuarto y quinto de la sentencia recurrida, por declararse proba- 
do haberse celebrado entre los procesados un concierto para pri- 
var de la vida a Díaz Lores y despojarlo del dinero y prendas 
que tuviera, y de lo declarado probado en otros lugares resalta 
de la combinación de esos hechos que tal concierto no pudo ocu- 
rrir y por consiguiente que no ocurrió, resultando contradicción 
entre el hecho consistente en la celebración del concierto supuee- 
to y los hechos probados según los cuales no hubo otras reunio- 
nes de los procesados que aquélla en que se acordó la jira «i 
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que también se hallaba Díaz Lores, y la de la mañana en que 
emprendieron la excursión, también en unión de Díaz Lores: 

Segundo. En el caso que se entendiese y significase que del 
concierto celebrado para matar y despojar á Díaz Lores entre los 
tres procesados formaba parte el que desde la ** Cumbre" á la 
eosta dieran un paseo Durbán, 'Martínez Sosa y Díaz Lores, y 
que dunmte él fuese este último individuo matado y despojado, 
habría indudablemente manifiesta contradicción entre dicho eoQ> 
cierto y el hecho declar»do probado en el cuarto Resultando de 
un concierto distinto, ó sea de im concierto de los tres procesa- 
dos para matar y despojar los tres á Díaz Lores : 

Tercero. Manifiesta contradicci&i entre el hecho declarado 
probado en el cuarto Resultando de un concierto entre los tres 
procesados al efecto de que la muerte y despojo de Díaz Lores 
se cometiere durante el paseo desde la ciudad de Matanzas á las 
lomas de la Cumbre y el que en tal caso habría que considerar 
como probado en el quinto Resultando de un concierto distinto 
de aquél, coimistente en que la muerte y despojo de Díaz Lores 
se cometieron durante un posterior paseo emprendido desde 
las lomas de la Cumbre con dirección á la costa de Punta de 
Guano; y al emprenderse este último paseo se quedó Roché co- 
cinando el arroz con pollo: 

Cuarto. En no expresarse clara y terminantemente en la 
sentencia cuáles son los hechos que se consideran probados, por 
cuanto m es sólo un único concierto el habido, — el dd cuarto 
Resultando, — que implicaría la responsabilidad de Boché, ó la 
existencia de dos distintos conciertos entre si contradictorios; 
faltando por lo tanto la claridad que la Ley exige en una sen- 
tencia : 

Quinto. Manifiesta contradicci&i entre los hechos que se de- 
claran probados en el octavo Resultando de la sentencia recurri- 
da, por cuanto se consigna que al volver Durbán y Martínez 
Sosa del paseo á la costa, Roché preguntó á ellos por Díaz Lo- 
res, contestando éstos que había ido á Matanzas, sin que habla- 
ran más de este asunto, es decir, de la desaparición de Díaz Lo- 
res y de sus circunstancias; de donde resulta que no hablaron 
de 'la muerte de éste, á la cual fué debida su desaparición; y 
i eoBtinuación da por probado el propio Resultando que regre- 
saron á Matanzas, Boché por el camino real, el mismo por don- 
de habían ido todos á la ''Cumbre" y Durbán y Martínez Sosa 
por otro distinto, á fin de (dejar toda sospecha acerca del hecho 
de volver sólo los tres, cuando habían salido por la nmñana con 
Díaz Lores; de lo cual resulta que no sólo se da por probado 
que regresaron los tres procesados por distinto camino, sino 
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también probado que lo hicieron con el expresado fin, y esto su- 
pone necesariamente que debieron hablar del caso con cuyo mo- 
tivo se propusieron tal fin, lo cual está en contradicción con lo 
afirmado de que los procesados no volvieron k hablar del asunto: 

Sexto. Manifiesta contradicción entre los hechos declarados 
probados, por cuanto el hecho de haber preguntado Boché á 
Durbán y Martínez Sosa por Díaz Lores y obtenido por res- 
puesta que se había ido para Matanzas,— octavo Resxdtando. — está 
en contradicción con el concierto de Boché con Durbán y Mar- 
tínez para la muerte de Díaz Lores, que también se declara pro- 
bado, — cuarto Resultando, — en concepto de que con arreglo al mis- 
mo se ejecutaron los delitos de autos y de esto se deduce que 
la tal pregunta de Boché, sin testigos ante los cuales pudiera 
haberlo hecho para disimular y como medio para despistar y 
engañar á los que lo oyeran, implica el desconocimiento en él 
de la muerte dada á Díaz Lores durante el paseo á la costa, 
siendo por tanto un hecho contradictorio con el aludido con- 
cierto; y en cuanto al de infracción de Ley, autorizado por el 
artículo ochocientos cuarenta y nueve de la propia Ley de En- 
juiciamiento Criminal en sus números tercero, cuarto, quinto y 
sexto y teniendo por infringidos : 

Primero. El artículo cuatrocientos catorce del Código Pe- 
nal por indebida aplicación, por cuanto no se ha cometido el de- 
lito de asesinato por lo mismo que en la muerte dada a Díaz 
Lores no concurre ninguna de las circunstancias cualificativas, 
esenciales que determina taxativamente el artículo citado, no 
pudiendo en caso alguno deducirse, por meras presunciones, las 
circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal, cua- 
lesquiera que sean su naturaleza y eficacia: 

Segundo. El artículo cuatíoeientos diez y seis del Código 
Penal por su no aplicación, por cuanto la muerte de Abraham 
Lores constituye el delito de homicidio con la agravante de des- 
poblado, y al no declararse así por la Sala se ha cometido error 
en la calificación é infringídose el artículo mencionado: 

Tercero. El artículo quinientos veinte del Código Penal, por 
indebida aplicación, por cuanto el delito de robo no está probado 
en ninguna forma, no habiendo averiguado que Díaz Lores lle- 
vara otro dinero que los catorce luises que fueron encontrados 
y ocupados por el Juzgado al cadáver; deduciéndose lógicamen- 
te de esto que no fué el estímulo del robo la causa impulsora 
de la muerte dada, sino otra muy diversa : 

Cuarto. El artículo trece en relación con el primero del 
Código Penal, por cuanto en la sentencia recurrida se atribuye 
al procesado Bogés el concepto de cómplice en el delito ante- 
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nórmente mencionado, por haber cooperado á su ejecución por 
actos anteriores al mismo, sin los cuales hubiera podido reali- 
zarse; habiendo error manifiesto de derecho en esa calificación 
del concepto, porque con arreglo á los hechos probados el pro- 
cesado no cooperó por actos anteriores ni simultáneos á la reali- 
zación del delito perseguido: 

<3uinto. Por aplicación indebida el artículo trece en rela- 
ción con el primero, ambos del Código Penal, por cuanto en la 
sentencia se considera a Roché como cómplice de delitos que 
fueron cometidos sin cooperación ninguna por parte de él y 
hasta sin conocimiento suyo y distinto de aquéllos para los cua- 
les declara probado la sentencia que se había concertado con los 
otros procesados, y de su comparación resulta que los hechos 
cometidos por Durbán y Martínez Sosa no fueron aquellos para 
los cuales, — ^Resultando cuarto, — se había concertado Roché, no 
atribuyendo á éste la sentencia ningún acto de cooperación en 
los delitos que pena, salvo el mero concierto para su comisión: 

Sexto. Por aplicación indebida el mismo artículo trece en 
relación con el primero, ambos del Código Penal, por cuanto en 
la sentencia se considera á Roché como cómplice de delitos en 
los cuales, según la misma sentencia, no tuvo otra participación 
que la de un acuerdo, que ni siquiera constituyó verdadero con- 
cierto en el sentido legal y jurídico de la palabra, por no haber- 
se extendido á la determinación de todos los extremos relacio- 
nados con el modo de ejecución de los delitos concertados; y 
Roché no ifimo parte alguna en 'los actos preparatorios de la ji- 
ra, adquisición de armas, caballos, sombreros, ni indujo á Díaz 
Lores al paseo á la costa, ni fué á dicho paseo, ni tomó parte en 
los hechos durante el mismo cometidos, siendo una verdad que 
no fué concebida la jira como medio para cometer el delito, si- 
no concebido el delito con ocasión de la jira ya acordada, y 
puesto que algunos de dichos actos, la compra de sombreros y 
arroz, los efectuó Díaz Lores y no los procesados; y de esto se 
deduce que no hay concierto sobre la ejecución sin que lo haya 
contemporáneamente sobre los medios con que se ha de realizar 
el propósito: 

Séptimo. El mismo artículo trece en relación con el prime- 
ro, ambos del Código Penal, por aplicación indebida, por cuan- 
to se considera á Roché como cómplice de delitos, en los cuales, 
según el acuerdo que la sentencia da por probado, no debía 
participar por ningún acto de cooperación, anterior ó simultá- 
neo, por no versar aquél sino sobre la participación de otros 
individuos, razón por la cual aquel acuerdo no constituyó ver- 
dadero concierto en el sentido legal y jurídico de la palabra; y 
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la sentencia no dice qué parte debía tener Roché en la comisión 
de los delitos^ ni dice tampoco en qué consistió el acuerdo de los 
procesados, y no hubo en Boché ni actos de participación en la 
acción, ni de participación en los provechos: 

Octavo. El artículo cuarto y el trece en relaciqn con el pri- 
mero, todos del Código Penal, por aplicación indebida, por 
cuanto se considera á Roché como cómplice de delitos, en cuya 
comisión no tuvo, según la saitencia, otra participación que la 
del concierto de cometerlos, que no es punible cuando no le si- 
guen actos de cooperación anteriores, ó simultáneos, ó posterio- 
res que constituyen encubrimiento, puesto que tal concierto, 
aun seguido de la resolución de cometer el delito concertado, y 
constituyendo, unido á ella, una conspiración, no es punible, ya 
que la misma conspiración, resultante de la unión de estos Ce- 
mentos, no lo es sino cuando la ley la pena especialmente, lo 
cual no sucede en cuanto á los delitos de autos ; y el mero con- 
cierto en ningún caso es inductivo de responsabilidad, estando 
Roché dentro de lo resuelto por el Tribunal Supremo de Espa- 
ña en sentencia de diez y ocho de Junio de mil ochocientos 
ochenta : 

Séptimo. Resultando: que la representación del procesado 
Ricardo Durbán y Cuenca interpuso recurso de casación por 
quebrantamiento de forma é infracción de ley, conforme al ar- 
ticulo segundo de la Orden sobre casación que declara vigente, 
en cuanto al primer recurso, los artículos novecientos diez al 
novecientos quince, y en cuanto al segundo los artículos ocho- 
cientos cuarenta y siete al ochocientos cincuenta y cuatro de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, y fundando el quebrantamien- 
to de forma: 

Primero. En el número primero dd artículo novecientos on- 
ce de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en relación con el pá- 
rrafo cuarto del artículo seiscientos cincuenta y nueve de la 
misma ley, por cuanto pedida por el procesado la práctica de 
determinada prueba en los números tercero, cuarto y quinto 
del primer otrosí de su escrito de trece de Diciembre último, 
la Sala lo denegó por auto de veinte y uno del mismo mes, y 
X)edida subsanación por la parte y no concedida, protestó esta- 
blecer recurso de casación por quebrantamiento en su oportuni- 
dad, teniéndose por establecida dicha protesta; y al denegarse 
la práctica de esas diligencias de prueba se ha cometido el que- 
brantamiento de forma á que se contrae el dicho número prime- 
ro del artículo novecientos once de la Ley procesal criminal : 

Segundo. En el número cuarto del propio artículo nove- 
cientos once de la misma Ley procesal criminal, por cuanto 
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habiéndose pedido por el procesado que dos preguntas que for- 
r?ulaba fuesen declaradas pertinentes, se declaró lo contrario 
Xwr la Sala, por lo cual se formuló la correspondiente protesta, no 
haciéndose más reclamaciones por no permitirlas la Ley de En- 
juiciamiento Criminal : 

Tercero. En d número primero del artículo novecientos do- 
ce de la Ley de Enjuiciamiento Criminal por cuanto existe con- 
tradicción entre los hechos que se declaran probados en el Re- 
sultando séptimo de la sentencia, ya que en una parte del mis- 
mo se declara probado que no aparecen demostradas las cir- 
cunstancias concomitantes del hecho, — la muerte de Díaz Lores, 
— en cuanto al modo y forma en que se realizara, y en el mis- 
mo Besultando se decÍGira probado que Durbán fué quien causó 
las heridas de arma blanca y Martínez Sosa las de fuego, afir- 
maciones ambas opuestas y sustanciales; y al no constar la cir- 
cunstancia del hecho, habiendo intervenido dos personas, como 
cree la Sala, no es posible declarar qué arma empleó cada cual, 
existiendo también contradicción entre los Resultandos cuarto y 
séptimo de la sentencia recurrida, por cuanto en el primero de 
los mencionados se declara probado que los procesados concerta- 
ron la muerte de Abraham Díaz con el propósito de apoderar- 
se después del dinero y prendas que llevara, y en el séptimo Re- 
sultando se declara probado también que no consta si Martínez 
Sosa y Durbán se apoderaron de algún dinero que llevara el in- 
terfecto y que á éste se ocupó por el Juzgado una bolsa con 
catorce luises; y estas dos afirmaciones son contradictorias y la 
segunda desvanece la primera: 

Cuarto. En el número segundo del artículo novecientos do- 
ce de la misma Ley de Enjuiciamiento Criminal, por cuanto en la 
sentencia no se resuelve sobre todos los hechos que han sido objeto 
de la acusación y la defensa, ya que al discutirse ampliamente 
sobre si la leontina que llevaba Díaz Lores era ó no de la pro- 
piedad del procesado, varios testigos declararon sobre él y la 
Sala no resuelve nada respecto de esto en la sentencia, y sino 
se pidió subsanación de tal quebrantamiento, ni se protestó, fué 
porque se cometió en el fallo. Y autorizado por el número terce- 
ro del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de En- 
juiciamiento Criminal considera infringido: 

Primero: El artículo cuatrocientos catorce del Código Pe- 
nal por indebida aplicación, por cuanto se ha calificado el deli- 
to como asesinato, siendo así que en el hecho de autos no ha 
Cífucurrido ninguna de las circunstancias del citado artículo: 

Segundo : El artículo ochenta y ocho del Código Penal, por 
cuanto dados los hechos probados en la sentencia no resulta que 
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la muerte de Díaz Lores fuera medio necesario para robarle, ya 
que en ningún Resultando se indica siquiera que sólo por este 
procedimiento pudieran alcanzar los procesados sus propósito» 
de apoderarse de las alhajas y dinero de dicho Díaz Lores, no 
apareciendo demostrada la dependencia ó necesidad, y se ha 
incurrido en error de derecho al calificar los hechos probados 
como constitutivos de los delitos de asesinato y robo, el prime- 
ro como medio necesario de perpetrar el segundo: 

Tercero. Los artículos cuatrocientos catorce, cuatrocientos 
diez y seis, quinientos veinte y uno y quinientos treinta y cinco 
del Código Penal, por no declararse que los hechos establecidos 
en la sentencia en concepto de probados constituyan pura y 
simplemente dos delitos, uno de homicidio y otro de hurto, ha- 
biendo habido por lo tanto error de derecho al calificar tales 
hechos como asesinato y robo: 

Cuarto. Autorizado por el número quinto del artículo ocho- 
cientos cuarenta y nueve, considera infringido el número sépti- 
mo del artículo décimo y la circunstancia cuarta del artículo 
cuatrocientos catorce del Código Penal, por cuanto no es posible 
apreciar en el delito perseguido la circunstancia de haber obra- 
do los procesados con premeditación conocida, habiéndose por 
tanto cometido error de derecho en la calificación; y por cuan- 
to también en ninguno de los Resultandos se declara probado 
que para realizar la muerte de Díaz Lores se aprovecharan los 
procesados del despoblado ó lo buscaran de exprofeso, habiéndo- 
se del mismo modo cometido error de derecho al estimar la agra- 
vante de cometer el hecho en despoblado : 

Quinto. El artículo cuatrocientos catorce, circunstancia 
cuarta por aplicación indebida y el cuatrocientos diez y seis, 
ambos del Código Penal por su no aplicación, por cuanto al ca- 
lificarse los hechos declarados probados en la sentencia como de- 
lito de asesinato y no como de homicidio se ha cometido error 
de derecho, pues en la muerte de Díaz no concurre la circuns- 
tancia cualificativa de premeditación conocida, faltando datos 
para comprobarla debidamente: 

Sexto. El artículo quinientos veinte por aplicación indebi- 
da y quinientos treinta y cinco por no aplicación, ambos del 
Código Penal, por cuanto al calificarse de robo y no de hurto 
los hechos probados, se ha cometido error de derecho, ya que no 
se empleó fuerza en las cosas, ni resulta comprobado que se 
ejerciera intimidación ó violencia en la persona de Díaz Lores, 
sino al contrario se reconoce que una vez muerto éste, los pro- 
cesados se apoderaron del reloj y leontina, sin que conste si le 
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fué Sustraída alguna cantidad; lo que constituye el delito de 
hurto : 

Octavo. Resultando: que la representación de José Martí- 
nez Sosa (a) El Morito interpuso recurso de casación por que- 
brantamiento de forma é infracción de ley, conforme al artícu- 
lo segundo de la Orden de casación que declara vigentes los ar- 
tículos ochocientos cuarenta y siete al ochocientos cincuenta y 
cuatro y del novecientos diez al novecientos quince de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, y fundando el quebrantamiento de 
forma: 

Primero. En el número primero del artículo novecientos 
doce de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, por cuanto se nota 
contradicción manifiesta en los hechos que se declaran probados 
en la sentencia, como resulta con el séptimo, en que después 
de darse por sentado que se ignora el modo y forma en que 
el hecho se realizara en la ** Cueva de Galván'' se afirma luego 
que Durbán infirió á Díaz Lores once heridas incisas con el cu- 
chillo que le prestó Eleuterio Alonso, y que Martínez Sosa le 
causó dos heridas de proyectil de arma de fuego con im revól- 
ver que también prestó dicho Alonso: 

Segundo. En el número segundo del propio artículo nove- 
cientos doce de la propia Ley de Enjuiciamiento Criminal, por 
cuanto no se resuelve en la sentencia sobre todos los puntos que 
hayan sido objeto de la acusación y la defensa, como resulta 
sobre la edad del procesado, cuya comprobación se negó por la 
Sala, no habiéndose accedido á la suspensión del juicio oral y 
que por la vía diplomática se interesase de las autoridades de 
Jerusalén la partida bautismal del procesado, que alegó ser de 
la ciudad mencionada; y por la prueba testifica^l se comprobó 
dicho extremo, no habiéndolo apreciado la Sala en su sentencia, 
por lo que ha infringido el precepto indicado; y la protesta á 
que dio lugar la negativa de la Sala se acredita en el acta del 
juicio oral de su primera sesión. Y fundándose en el número 
tercero del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, se alegó por el mismo recurrente, co- 
mo infringidos: 

Primero. El artículo cuatrocientos catorce del Código Pe- 
nal, por cuanto en la sentencia recurrida se ha calificado de 
asesinato como medio de realizar el robo apreciándose las cir- 
cunstancias agravantes de premeditación conocida y haberse 
ejecutado el hecho en despoblado; y al no ser posible apreciar 
el robo, al calificar la Sala los hechos como constitutivos de ase- 
smato como medio de realizar el robo, ha infringido los artícu- 
los cuatrocientos diez y siete, quinientos veinte y número octavo 
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del artículo décimo del Código Penal; imponiéndose la califi- 
cación de homicidio y hurto: 

Segundo. Fundado en el número cuarto del articulo ocho- 
cientos cuarenta y nueve considera también infringidos los ar- 
tículos once y doce del Código Penal, por cuanto se considera 
autor por haber tomado parte directa en la ejecución del hecho 
al procesado, no estando justificada esa participación del mis- 
mo, no siendo otra que la de encubridor del delito cometido, 
pues ocultó los efectos de éste, impidiendo el descubrimiento del 
üiismo : 

Tercero. El número segundo del artículo noveno en relación 
con el párrafo segundo del artículo ochenta y cuatro y eireuns- 
tancia eximente número once del artículo octavo, por cuanto el 
procesado Martínez Sosa, según la declaración de Durbán, obe- 
deció á las amenazas que éste le hiciera en la mañana del suceso, 
es decir, obró por miedo insuperable de un mal igual ó mayor; 
y al no apreciarlo la Sala sentenciadora ha infringido la ley: 

Noveno. Resultando: que el Ministerio Fiscal impugna la 
sentencia en interés de la jurisprudencia y buena doctrina ale- 
gando que ''se ha cometido error de derecho al calificar los 
hechos declarados probados en la sentencia como constitutivos 
de dos delitos, asesinato y robo, siendo el primero medio nece- 
sario para cometer el segundo, con ocasión de cuyo error se han 
infringido los artículos quinientos veinte y uno en su número 
primero, cuatrocientos catorce y ochenta y ocho del Código Pe- 
nal: el primero, por no haberse aplicado, relacionándolo con el 
quinientos veinte, pues al declarar la sentencia que el móvil del 
delito fué el robo, á la unidad de tal propósito precisa subordi- 
nar los dos hechos criminosos ejecutados, sin que sea dable se- 
pararlos, prescindiendo de la mente de la ley que ha sido esta- 
blecer y penar en tal caso un delito complejo, determinado y 
especial; el segundo, ó sea el cuatrocientos catorce por aplica- 
ción indebida, ya que siendo de calificarse los hechos con arre- 
glo al número primero del artículo quinientos veinte y uno en 
relación con el quinientos veinte, no ha podido comprenderse en 
el cuatrocientos catorce, cualificando el hecho de la muerte por 
la coneurrenoia de la circunstancia cuarta de dicho artículo, por 
cuanto ello implica la determinación de dos delitos, donde debe 
haber uno, según la ley, no pudiendo admitirse que la concu- 
rrencia de una circimstaneia imponga la separación de elemen- 
tos» relacionados de hecho por la unidad de propósito; y de de- 
recho y ante la ley penal por constituir un delito complejo, ob- 
jeto de penalidad especial; y el tercero, ó sea, el ochenta y ocho, 
infracción deducida de las señaladas anteriormente, por cuanto 
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se combate en el número anterior la existencia de dos delitos 
diferentes, y la aplicación de la regla del artículo citado presu- 
pone esta existencia, unida a la condición de que uno sea medio 
necesario para cometer el otro. Debiendo aplicarse el artículo 
quinientos veinte y uno, número primero, la declaración de un 
solo delito, excluye la aplicación del artículo ochenta y ocho, 
y en conclusión pedía dicho Ministerio que en su oportunidad 
legal se casase la sentencia ya citada: 

Décimo. Eesultando : que el propio Ministerio Fiscal por el 
primer otrosí de su escrito de impugnación manifiesta que, ** co- 
mo quiera que respecto al procesado José Boché y Rojas, que 
está condenado á catorce años, ocho meses y un día de cadena 
temporal, pudiera afectarle en su perjuicio, dado que la pena 
que corresponde al robo con homicidio, (artículo quinientos 
veinte y uno, número primero del Código Penal), es en realidad 
inferior á la de asesinato (artículo cuatrocientos catorce del Có- 
digo), es de rigor declarar que al mismo no debe causarle per- 
juicio, por no haberse interpuesto el recurso por el Ministerio 
Fiscal en la oportunidad del artículo tercero de la Ley de ca- 
sación"; y pedía que se tuviera en cuenta tal manifestación en 
su oportunidad: 

Onceno, Resultando: que por causas legales diversas se or- 
denó la suspensión de la vista pública, hasta que al fin ésta 
tuvo efecto en los días siete y ocho del corriente, sosteniendo el 
Fiscal la impugnación que estableció contra la sentencia dicta- 
da é informando los abogados defensores de los procesados. 

Vistos. Siendo Ponente el Magistrado Bafael Cruz Pérez: 

Primero. Considerando: que las contradicciones que pue- 
dan dar lugar al recurso de casación por quebrantamiento de 
forma han de ser manifiestas, importantes y patentes entre he- 
chos que resulten incompatibles en sus términos hasta el punto 
de afectar la unidad de la exposición ; pero no han de buscarse 
entre un hecho y las deducciones arbitrarias y á veces capri- 
chosas que de otro ú otros haga la parte recurrente; y al de- 
clarar probado la Sala que hubo un concierto entre los procesa- 
dos y que éstos acordaron la jira á las lomas de la Cumbre en 
compañía del interfecto, y al no consignar ninguna reunión que 
á solas tuvieran, ni los detalles que el recurrente supone en 
cnanto á la ocasión y momento de la muerte, estos últimos extre- 
mos no hacen imposible la afirmación fundamental del concier- 
to que la Sala ha establecido; apreciando el conjunto de la 
prueba en uso de sus facultades privativas, sin precisar la oca- 
sión y detalles de tal concierto; no habiéndose por lo tanto co- 
metido el quebrantamiento de forma alegado por la representa- 
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eión de Rogés ó Boché (a) Migúelo en el primero, segundo, ter- 
cero y quinto motivos: 

Segundo. Considerando: que es también improcedente lo 
alegado por la misma representación en el cuarto motivo, por 
cuanto en la sentencia se consignan clara y terminantemente 
los puntos de hecho referentes á los particulares sobre que ver- 
san después las apreciaciones y fundamentos de derecho esta- 
blecidos en los Considerandos y en la resolución que se adopta, 
no resultando en el conjunto total contradicciones de ningún 
género : 

Tercero, Considerando: respecto al sexto y último motivo 
de la misma representación, que el hecho de la pregunta diri- 
gida por el procesado á Durban y Martínez Sosa acerca del pa- 
radero de Díaz Lores no es incompatible y por consiguiente no 
es contradictoria con el concierto anterior que la Sala declara 
probado, y por tanto, no se ha incurrido en el quebrantamiento 
de forma que se alega en ese motivo del recurso: 

Cuarto, Considerando: respecto al primer motivo de casa- 
ción por quebrantamiento de forma alegado por la representa- 
ción del procesado Durbán y Cuenca, que para que proceda el 
recurso de casación fundado en la denegación de alguna dili- 
gencia de prueba es necesario que concurran en ésta á la vez 
las tres circunstancias contenidas en el número primero del ar- 
tículo novecientos once de Enjuiciamiento Criminal, lo cual no 
sucede, cuando falta la pertinencia de la misma ; y lo propuesto 
entonces fué rechazado como impertinente, por lo mismo que los 
extremos que se intentaban probar en nada podían influir para 
desvirtuar los hechos de la acusación, y en tal concepto, al de- 
sestimarse por el Tribunal a quo, en virtud de la facultad que 
le otorga el artículo seiscientos cincuenta y nueve de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, no se cometió la infracción de forma 
que determina el párrafo primero de dicho artículo novecientos 
once: 

Quinto, Considerando: con relación al motivo fundado en 
el caso cuarto del propio artículo novecientos once de Enjui- 
ciamiento Criminal, que al desestimarse, por impertinentes, las 
dos preguntas formuladas, no se quebrantó en modo alguno la 
forma del procedimiento á que se reñere el caso cuarto citado, 
en razón á que la contestación á dichas preguntas no podía des- 
virtuar el valor de la prueba á la delincuencia que se atribu- 
ye al procesado en el crimen de autos, aparte de que tales res- 
puestas no tenían verdadera importancia para el resultado final 
del juicio, conforme se exige en el mismo caso cuarto ya citado: 

Sexto. Considerando: respecto al motivo alegado por la 



JURISPRUDENCIA PENAL 307 



misma representación de Durbán y por la de Martínez Sosa (a) 
El Morito, fundado en el caso primero del artículo novecientos 
doce de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que si bien el he- 
cho de no expresarse en una sentencia clara y terminantemente 
cuales son los hechos que se consideran probados ó el resultar 
manifiesta contradicción entre ellos, da motivo á casación por 
quebrantamiento de forma, la recurrida no contiene tal contra- 
dicción, pues las frases que á juicio de la representación del re- 
currente son contradictorias, además de no recaer sobre algo 
esencial al fallo, ni afectar al concepto general y circunstancias 
primordiales del hecho probado, no contienen en sus propios 
términos significaciones incompatibles que rompan la unidad 
de exposición de los hechos allí relatados, como tampoco que 
puedan dar margen á conclusiones adversativas en el fallo: 

Séptimo. Considerando: respecto a las contradicciones que 
la misma representación advierte en los Resultandos cuarto y 
séptimo, que éstos contienen hechos distintos, no existiendo en- 
tre las afirmaciones de los mismos contradicciones de ningún 
género, pues perfectamente cabe el concierto de varios para ro- 
bar á una persona, y que en el cadáver de ésta se encuentre al- 
gún dinero, como también, que no haya podido probarse y por 
consiguiente no conste que los reos se apoderasen de cantidades 
que llevase la víctima: 

Octavo. Considerando: en cuanto al motivo alegado por la 
misma representación de Durbán, fundado en el número segun- 
do del artículo novecientos doce de Enjuiciamiento Criminal, 
por no resolverse nada por la Sala acerca de la leontina que 
llevaba Díaz Lores, que tal particular es una cuestión de hecho 
que no ha sido especialmente objeto de las conclusiones provisio- 
nales y definitivas, y la Sala con la competencia exclusiva que 
le reconoce la ley, ha apreciado el conjunto de la prueba, no 
habiendo tenido necesidad de hacer declaraciones expresas so- 
bre detalles: 

Noveno. Considerando : por último, respecto al segundo mo- 
tivo del recurso del procesado Martínez Sosa (a) El Morito, que 
propuesta en el escrito de conclusiones definitivas, que es trá- 
mite oportuno, la cuestión de la aplicación de la circunstancia 
segunda del artículo noveno del Código Penal, con que esta 
cuestión se propusiera en tiempo, siquiera no lo fuese en forma, 
por no consignarse ningún hecho como fundamento ó anteceden- 
te de la misma, debió, dada su positiva y aun extraordinaria 
importancia para el fallo, ser objeto de éste, decidiéndose lo que 
á juicio de la Sala fuese oportuno acerca de la edad del procesa- 
do, y habiéndose esto omitido, procede declarar con lugar el re- 
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curso, sin que sea preciso en este caso, por tratarse de un reo 
de pena de muerte, examinar, a los efectos de la casación, si 
pudo ser y fué ó no reclamada la subsanación de la falta que 
se alega, bastando que se halle comprendida, como lo está, en 
el número segundo del artículo novecientos doce que se cita en 
el recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación por quebrantamiento de forma inter- 
puesto por las representaciones respectivas de Ricardo Durbán 
Cuenca y José Rogés ó Roché (a) Migúelo, y con lugar el in- 
terpuesto por la representación de José Martínez Sosa (a) El 
Morito sólo por el segundo motivo de los alegados por la misma 
y de que se hace mérito en el Considerando último de este fa- 
llo; y en su consecuencia casamos y anulamos la sentencia de 
tres de Febrero del corriente año, dictada por la Audiencia de 
Matanzas, y mandamos que se devuelvan á ésta los autos, para 
que reponiéndolos al estado de sentencia dicte la que proceda, 
subsanando el defecto que se ha tenido en cuenta para declarar 
con lugar este recurso, sin especial condenación de costas. 

Comuniqúese esta sentencia por medio de certificación á la 
•referida Audiencia y publíquese en la Gaceta de la Habana 
y en la Colección á cargo de la Secretaría de Justicia, á cuyo 
fin se remitirán las oportunas copias autorizadas. 

Así, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González 
Llórente.— Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Bu- 
daldo Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



El M. F. contra Zacarías Luzbel. 

Auto Núm. 60. (Mayo 18 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Zacarías Luzbel 
contra la sentencia dictada por la Audiencia de Maiarizas 
en 9 de Marzo de 1900. 

HOMICIDIO. 

Cuando la cnestión planteada no estft comprendida en el 
artícolo de la ley que se cita, y se hace referencia en el ze- 
corso á un hecho que no se estima en la sentencia, se deja 
incumpUdo el número 8.o del Articulo 5.o de la Orden sobre 
casación, y se hace inadmisible el recurso. 

Resultando: que en causa seguida contra Zacarías Luzbel 
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por el delito ele homicidio x>erpetrado en la persona de Casiano 
Dnqiiesne, Ja Audiencia de Matanzas dictó sentencia en nueve 
de Marzo último, condenando á dicho proeesado á la pena de 
catorce años, ocho meses y un día de reclusión temporal con las 
accesorias correspondientes, abonándole la mitad de la prisión 
preventiva : 

Besvlia/ndo: que contra esta sentencia interpuso el procu- 
rador Federico Vinageras á nombre del reo, recurso de casación 
por infracción de ley fundado en el número primero del ar- 
ticulo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciami^oi- 
to Criminal, por calificarse los hechos como un delito de homi- 
cidio, cuando no constituyen más que una falta y también por 
haberse penado á pesar de existir la circunstancia eximente de 
obrar el autor del hecho en defensa de su persona y citó como 
infringidos el artículo primero en relación con el sexto, el cua- 
trocientos diez y seis y el número cuarto del octavo del Código 
Penal vigente: 

Resultcmdoi que admitido el recurso por el Tribunal sen- 
tenciador y personado el recurrente en este Tribunal Supremo, 
por medio de su representante el Ldo. Gonzalo Pedroso, abierta 
la sustanciación, el Ministerio Fiscal impugnó en el trámite co- 
rrespondiente la admisión del recurso solicitando que se declare 
mal admitido y se fundó en los motivos siguientes : 

Primero. Además de no aceptarse por el «recurrente los he- 
chos declarados probados en la sentencia, la cuestión que en el 
primer fundamento del recurso se plantea, ó sea, que aquéllos, 
en vez de constituir un delito de homicidio, revisten los carac- 
teres de una falta de lesiones, sólo puede discutirse en casación 
con la cita del número tercero del artículo ochocientos cuaren- 
ta y nueve del Enjuiciamiento Criminal, pero no en manera al- 
guna con la de su número primero, cuya incongruente invoca- 
ción deja incumplida la formalidad del número tercero del ar- 
tículo quinto de la Orden número noventa y dos y priva al re- 
curso de la tercera de las circunstancias de admisibilidad exigi- 
das por el séptimo de la misma disposición: 

'Segundo. Al pretender Zacarías Luzbel que el fallo infrin- 
ge el articulo cuatrocientos diez y seis del Código por cuanto 
dicho procesado no es autor de la muerte de Casiano Duquesne, 
sino de la lesión que le produjo en la parte derecha del tórax, 
no sólo contradice el hecho declarado probado de haber falleci- 
do Duquesne á consecuencia de aquella misma herida, sino que 
reclama contra un supuesto error en la calificación legal de los 
hechos justiciables, apoyándose en el número primero del ar- 
tículo ochocientos cuarenta y nueve que es incongruente para 
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debatir ese problema, é incurriendo por tanto en los defectos 
señalados en el precedente apartado, por los cuales también de- 
bió rechazarse de plano el recurso en cuanto al segundo de sus 
fundamentos : 

Tercero. De igual modo procedía denegar la admisión res- 
pecto del tercero y último fundamento de los en que descansa 
el recurso, porque al afirmar Luzbel que la Sala sentenciadora 
reconoce que Duquesne le agredió, á la vez que contradice de 
un modo expreso el hecho declarado probado en el fallo, de ha- 
ber el procesado y el interfecto salido desafiados de una tienda 
de chinos para el sitio **B1 Mamey", donde, riñendo, se cau- 
saron recíprocamente lesiones, evidentemente adiciona y amplia 
las afirmaciones de la sentencia, sentando el supuesto, que ella 
no contiene, de haber sido Duquesne quien ejecutó el primer 
acto de violencia: 

Resultando : que sustanciada esta cuestión previa se celebró 
la vista el día quince del mes actual, con asistencia del Ministe- 
rio Fiscal, quien sostuvo su impugnación, y el representante 
del procesado que se opuso á ella, pidiendo que se declarase sin 
lu¿ar y en su consecuencia bien admitido el recurso: 

Considerando: que la primera cuestión planteada en el re- 
curso de que los hechos probados constituyen una falta y no 
un delito, no está comprendida en el caso primero del artículo 
ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal que cita el recurrente como fundamento del recurso y por con- 
siguiente ha dejado incumplido el número tercero del artículo 
quinto en relación con el séptimo de la Orden número noventa 
y dos sobre casación, ó sea la cita del precepto legal que autori- 
za el recurso: 

Considerando: que la segunda cuestión planteada, esto es, 
la de no haberse estimado la circunstancia eximente cuarta del 
artículo octavo del Código Penal, si bien está comprendida en 
el número citado, en la forma que la enuncia el recurrente dan- 
do por cierto que la Sala sentenciadora declara probado que 
Casiano Duquesne lo agredió, siendo así que tal agresión no 
consta de la sentencia, y debiendo los recursos partir de los he- 
chos probados, no está autorizada dicha cuestión por el número 
tercero del citado artículo quinto por cuanto altera aquéllos, y 
adolece el recurso del mismo defecto de que se hace mérito en 
el párrafo anterior: 

Considerando: que mediante estos defectos la Audiencia 
referida en cumplimiento del artículo séptimo de la citada Or- 
den debió denegar el recurso conforme al artículo once de la 
misma ; 
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Se declara mal admitido por la Audiencia de Matanzas el 
recurso de casación por infracción de ley establecido por el Pro- 
enrador Federico Vinageras como representante del procesado 
Zacarías Luzbel y Alvarez contra la sentencia dictada por di- 
cho Tribunal en nueve de Marzo último, sin especial condena- 
ción de costas. 

Comuniqúese este auto por medio de certificación á la refe- 
rida Audiencia para lo que proceda, librándose además las opor- 
tunas copias autorizadas para su inserción en la Colección á 
cargo de la Secretaría de Justicia y para su publicación en la 
Gaceta de la Htibana, 

Lo proveyeron y firman los Magistrados que al margen se 
expresan, de que certifico como Secretario por delegación. — An- 
tonio Oonzález de Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — Rafael 
Cruz Pérez. — José M. García Montes.— Eudaldo Tamayo. — ^Án- 
gel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — Silverio Castro. 



El M. F. contra Andrés Estrada Trujillo (a) ''Cayuco". 

Auto Núm. 61. (Mayo 21 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Andrés Estrada 
contra la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana 
en 12 de Enero de 1900. 

HOMICIDIO. 

Cuando se intezpone nn recano de esta clase es preciso 
que se cite con precisión y claridad la ley infringida y ex- 
plicar clara y especiflcamente el concepto de la infracción, 
á fin de no dejar incumplido el precepto del número 4o del 
Axtlcnlo 5.0 de la Orden 92 sobre casación. 

Primero. Resultando : que la Sección segunda de la Sala de 
lo Criminal de la Audiencia de la Habana, en la causa proce- 
dente del Juzgado del Distrito de Belén, en esta capital contra 
Andrés Estrada Trujillo (a) ''Cayuco", negro, por homicidio, 
dictó sentencia en doce de Enero último, por la cual condenó al 
procesado, como autor de tal delito por participación directa, 
ain circunstancias apreciables, á la pena de catorce años, ocho 
meses y un día de reclusión temporal, accesorias y costas: 

Segundo, Resultando: que la representación del procesado 
interpuso recurso de casación por infracción de Ley, autorizado 
por el caso cuarto del artículo ochocientos cuarenta y nueve de 
Ía Ley de Enjuiciamiento Criminal, y considerando infringidos 
los artículos doce y trece del Código Penal, el primero por in- 
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debida aplicación y el secando por no haberse aplicado; re- 
curso sue fué admitido: 

Tercero, Resultando: que recibidos en este Supremo Tri- 
bunal los antecedentes de esta casación y tenido como represen- 
tante y defensor del procesado al Letrado que aceptó la desd^* 
nación hecha por aquél, presentó escrito en el período de ins- 
trucción el Fiscal, impugnando la admisión de dicho recurso, 
basándose en el motivo único de que en el escrito de interposi- 
ción se citan como infringidos los artículos doce y trece del (36- 
digo Penal, pero sin expresarse el concepto en que lo han si- 
do; y pidiendo en su oportunidad se declare mal admitido di- 
cho recurso: 

Cuarto. Resultando : que el diez y siete del corriente se v^ 
rificó la vista de esta cuestión previa, suscitada por el Fiscal, 
informando éste en el sentido de sostener la impugnación for- 
mulada, y no asistiendo el defensor del procesado: 

Primero. Considerando: que, según precepto terminante 
del caso cuarto del artículo quinto de la Orden número noventa 
y dos sobre casación, en el escrito por el cual se interponga el 
recurso, si se tratare de infracción de ley ó de doctrina, se ci- 
tará con precisión y claridad la ley ó la doctrina infringida y 
el concepto en que lo hayan sido: 

Segundo. Considerando: que el citar el recurrente como 
preceptos legales infringidos los artículos doce y trece del Código 
Penal, el primero por indebida aplicación y el segundo por no 
haberse aplicado, no es expresar con claridad el concepto de la 
infracción, pues no se dice, con relación á los hechos probados, 
en qué consiste el error de la Sala al aplicar el imo y dejar de 
aplicar el otro de los artículos citados ; por lo cual no se cumple 
por el recurrente con lo preceptuado en el número cuarto del 
artículo quinto de dicha Orden sobre casación, careciendo por 
lo tanto dicho recurso de la cuarta de las circunstancias exigi- 
das en el artículo séptimo de la referida Orden : 

Tercero. Considerando : que en vista de lo expuesto era pro- 
cedente denegar ese recurso, á tenor de lo ordenado en el articulo 
once en relación con el número cuarto del artículo séptimo de 
la citada Orden número noventa y dos; pero admitido por la 
Sala sentenciadora é impugnado oportunamente por el Fiscal 
en uso del derecho que á los no recurrentes concede el número 
segundo del artículo veinte y ocho de la misma Orden, debe 
dictarse el auto que para estos casos preceptúa el artículo trein- 
ta y cuatro de la disposición antes citada en sus números segun- 
do y tercero; 

Se declara mal admitido el recurso de casación interpnes^ 
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to por la representación de Andrés Estrada Trujillo (a) ** Ca- 
yuco", contra la sentencia dictada por la Sección Segunda de 
la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana en doce 
de Enero último, sin especial condenación de costas. 

Y comuniqúese este auto por medio de certificación ¿ la re- 
ferida Audiencia para lo que proceda, librándose además las 
oportunas copias autorizadas á la Secretaría de Justicia para 
su inserción en la Colección á su cargo y á la Oaceta de la Ha- 
bana para su publicación. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico como Secretario por delegación. — ^Antonio Qonzá- 
tez de Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — Rafael Cruz Pé- 
rez. — José M. García Montes. — Octavio Oiberga. — «Ante mí. — 
Silv«rio Castro. 



El M. P. contra Manuel Campos Gómez. 

Sentencia Nám. 35. (Mayo 21 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Manuel Campos 
contra la sentencia dictada por la Audiencia de Santiago de 
Cuba en 7 de Marzo de 1900. 

HOMICIDIO. 

Oircimstancia eximente de haber obrado en defensa de 
sn persona. — ^Es de estimarse que concurre esta oircimstan- 
cia con los tres requisitos qne exige el número coarto del Ar- 
ticulo 8o del Código Penal, cnando él dependiente de mi es- 
tablecimiento agredido con nn machete por un individno 6 
quien no quiso fiarle unos efectos» él cual le dirigía golpes se- 
guidos con dicha anna, toma un revólver que tenia en un 
anaquel y dispara contra su agresor un tiro que le produce la 
muerte; sin que obste para etftímar la ccmcurrencia de la ne- 
cesidad racional del medio empleado la circunstancia de la 
defensa probable que pudieran haberle hecho otros depen- 
dientes que había en el establecimiento, ni el existir una 
puerta en medio del anaquel por la cual podía haber escapa- 
do; pues ni el ajeno auxilio, ni la facilidad de la evasión, 
pueden desvirtuar la necesidad que tiene el que injustamente 
se ve agredido de utilizar un medio, que tenga á su disposi- 
ción, adecuado para repeler él ataque. 

En la ciudad de la Habana, á veinte y uno de Mayo de mil 
novecientos. 

Visto el recurso de casación por infracción de ley proce- 
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dente de la Audiencia de Santiago de Cuba en cansa criminal 
seguida de oficio contra Manuel Campos y Gómez, dependiente 
de comercio y vecino del Cristo, interpuesto por dicho procesa- 
do contra la sentencia dictada por la mencionada Audiencia en 
siete de Marzo próximo pasado, en la cual se consignan los he- 
chos que constan en el siguiente: 

Primero. Resultando probado que sobre las doce del día 
diez y nueve de Octubre del año próximo pasado llegó el more- 
no Calixto Sallú al establecimiento titulado **La Perla" que en 
el poblado del Cristo posee el Sr. Antonio Junen: que pidió al 
dependiente Manuel Campos Gómez efectos por valor de quince 
centavos, los cuales le fueron despachados por éste: que al que- 
rérselos llevar Sallú sin pagarlos, Campos se opuso y retiró del 
mostrador las mercancías despachadas, por lo que fué grosera- 
mente insultado por Sallú, que se retiró y volvió á la tienda 
como diez ó quince minutos más tarde reanudando los insultos 
contra Campos y desenvainando el machete que portaba empe- 
zó desde la parte de afuera del mostrador á tirarle tajos al ex- 
presado Cami)os, que tuvo que echarse atrás para no ser alcan- 
zado y herido y tomando entonces el Campos un revólver que 
tenia en los anaqueles disparó sobre Sallú, causándole una he- 
rida con el proyectil, que penetró por la parte lateral de la 
quinta costilla izquierda atravesando en su trayecto el ptdmón 
y arteria pulmonar, saliendo por la parte posterior hacia la de- 
recha de la cohimna vertebral, cuya herida, mortal por necesidad, 
le ocasionó la muerte pocos momentos después al referido Sallú. 
El mostrador no permitía la entrada sino saltando por él, lo 
cual no hizo Salhi, aunque tirando machetazos desde la parte 
de afuera podía alcanzar á Camx)06 y hay una puerta al medio 
de los anaqueles que comunica con el interior ó trastienda, ha- 
bía además otros dependientes en el establecimiento referido: 

Segundo. Besultcmdo: que la Sala sentenciadora aprecian- 
do los hechos probados como constitutivos de un delito de homi- 
cidio con la concurrencia de dos de los requisitos que exige pa- 
ra la exención de la responsabilidad criminal el número cuarto 
del artículo octavo del Código, ó sean los de agresión ile^tima 
y falta de provocación suficiente, condenó al procesado, en con- 
cepto de autor, á la pena de dos años, cuatro meses y un día de 
prisión correccional, accesorias correspondientes, costas é indem- 
nización de quinientos pesos á los herederos de Sallú: 

Tercero. Resultando: que contra ese fallo interpuso el sen- 
tenciado recurso de casación por infracción de Ley fundado en 
los artículos ochocientos cuarenta y siete, ochocientos cuaroita 
y ocho, ochocientos cuarenta y nueve números primeros de la 
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Ley de Enjuiciamiento Criminal, citando como infringidos: 
Primero. El artículo octavo del Código Penal, por cuanto no 
se aprecia de una manera completa la concurrencia de los tres re- 
quisitos de la circunstancia cuarta a pesar de concurrir la ne- 
cesidad racional del medio empleado, lo cual resulta de los he- 
chos declarados probados, en los que se dice que Sallú agredió 
ilegítimamente á Campos sin que éste provocara el suceso, con 
un machete que desde el sitio en que se encontraba podía alcan- 
zar á Campos, á quien la ley no exigía que viendo amenazada 
sa vida no rechazara la agresión por la circunstancia de haber 
otros dependientes en el establecimiento que no constaba pres- 
tasen auxilios, ni que hubiera una puerta que comunicara al 
interior, pues no se le puede exigir la huida según doctrina de 
scnteneias que cita del Tribunal Supremo de España: 

Segundo. Los artículos osee, doce, diez y seis, cuarenta y 
nueve, cincuenta, sesenta, sesenta y dos y ochenta y cinco del 
Código Penal, porque existiendo la eximente completa de toda 
responsabilidad los preceptos de esos artículos resultan infrin- 
gidos porque ellos son consecuencia de dicha responsabilidad 
que no cabe exigir en este caso: 

Ciiarto. Resultcmdo: que admitido el recurso se ha sustan- 
ciado en este Supremo Tribunal celebrándose la vista pública 
el día once de los corrientes con asistencia del Letrado defen- 
sor del recurrente, quien sostuvo los motivos del recxirso. 
Siendo Ponente el Magistrado Ángel C. Betancourt: 
Primero, Considerando: que estimándose en la sentencia la 
agresión ilegítima y la falta de provocación suficiente por parte 
del que se defiende, para estimar conjuntamente la necesidad 
racional del medio empleado, no es indispensable que dicho 
medio sea el único que el agente pudiera utilizar, sino que, da- 
das las circunstancias del hecho sea propio para el fin de repe- 
ler ó impedir la agresión; y si el procesado Campos, como de- 
clara la Sala sentenciadora, se vio agredido por Sallú desde la 
parte exterior del mostrador, con un machete que portaba, no 
habiéndolo alcanzado los golpes por haberse retirado hacia el 
anaquel, pero pudiendo no obstante ser alcanzado con el arma 
desde fuera de dicho mostrador, al disparar Campos un revól- 
ver contra su agresor en situación tan crítica, seriamente ame- 
nazado, como lo estaba su persona, empleó un medio racional 
de defensa, sin que tal calificación obste la indicación que en 
la sentencia se contiene de existir otros dependientes en el esta- 
blecimiento y haber una puerta al medio del anaquel, que co- 
municaba con la trastienda; pues ni el ajeno auxilio, probable, 
ni la facilidad de la evasión, pueden, por sí, desvirtuar la ne- 
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eeeidad qu« tiene el que injustamente se ve agredido, de utili- 
zar un medio, que tenga á su disposición, adecuado para repe- 
ler el ataque: 

Segundo. Considerando: que no habiendo la Sala senten- 
ciadora apreciado, conjuntamente con las otras dos estimadas, 
la circunstancia antes referida de la necesidad racional del me- 
dio empleado y habiendo condenado al procesado á pesar de la 
concurrencia de ésta, ha incurrido en el error de derecho que se 
invoca en el primer motivo del recurso el cual es bastante para 
casar la sentencia sin entrar en el examen del segundo invocado ; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos con lugar el 
recurso de casación por infracción de ley interpuesto por Ma- 
nuel Campos Oómez, contra la sentencia dictada por la Audien- 
cia de Santiago de Cuba, en siete de Marzo último, en la causa 
á que la presente se refiere, y, en su consecuencia, casamos y 
anulamos dicha sentencia, sin especial condenación de costas. 

Comuní'quese ésta, y la que á continuación se dictará, por 
medio de certificación, á la mencionada Audiencia y pubKquen- 
se ambas en la Onceta de la Habana y en la Colección i cargo 
de la Secretaría de Justicia, librándose al efecto las oportunas 
copias. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos.— Pedro González Llórente.— J^osé M. Gkrcía Montes. — 
El Magistrado Eudaldo Tamayo votó en Sala. — ^Pedro González 
Llórente. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 

Segunda sentencia. 

En la ciudad de la Habana, á veinte y uno de Mayo de 
mi«l novecientos, en la causa procedente de la Audiencia de 
Santiago de Cuba é instruida de oficio en el Juzgado del Dis- 
trito Sur de dicha ciudad contra Manuel Campos y Gtómez, de 
veinte y dos años, hijo legítimo de Juan y Ana, natural de San 
Luis, vecino del Cristo, con instrucción, soltero, dependiente de 
ifomercio, sin antecedentes penales, en libertad provisional y 
procesado por el delito de homicidio, que pende ante este Su- 
premo Tribunal en virtud de recurso de casación admitido al 
procesado : 

Primero. Resultando : que por sentaicia de esta fecha se ha 
casado y anulado la dictada en esta causa por la Audiencia de 
Santiago de Cuba en siete de Marzo próximo pasado: 

Segundo. Aceptando la relación de hechos probados conte- 
nidos en el primer Resultando de la sentencia casada. 

Siendo Ponente el Magistrado Ángel C. Betancourt: 

Primero. Considerando: que el hecho probado constituye 
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un delito de homicidio previsto en el articulo cuatrocientos diez 
y seis del Código 'Penal : 

Segundo. Considerando: que en el hecho han concurrido 
la circunstancia de agresión ilegítima, de que fué victima el 
procesado, la de falta de provocación suficiente por parte de és- 
te y la de necesidad racional del medio empleado para repeler 
aquélla, al disparar su revólver contra su agresor y ocasionarle 
la muerte, por lo cual conforme al número cuarto del articulo 
octavo del Código Penal no ha delinquido y procede su abso- 
lución. 

Vistos el articulo citado, el doscientos cuarenta de la L^ 
de Enjuiciamiento Criminal y el treinta y ocho de la Orden 
Militar número noventa y dos de mil ochocientos noventa y 
nueve ; 

Fallamos que debemos absolver y absolvemos á Manuel 
Campos y Qómez del delito de homicidio de Calixto SaUú, que 
le ha sido imputado, con las costas de oficio. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — ^Pedro González Llorente.^^osé M. Qarcía Montes. — 
El Magistrado Sr. Eudaldo Tamayo votó en Sala. — ^Pedro (Gon- 
zález Llórente. — ^Angel C. Betancourt.— Octavio Giberga. 



Bl M. P. cíontba Félix González Campos. 

Auto Núm. 68. (Blayo 22 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Félix González 
contra la sentencia dictada por la Audiencia de la HahaTia 
en 16 de Marzo de 1900. 

Homamio. 

Faltando aa al «scsito de intezpoeicidn da un xacaxio la 
claridad y pracifdón qne azlga al número 4.o del Axtícnlo 5.o 
de la Orden 92 sobra casación, por no asistir congmancia 
antia las layas citadas y los motivos da inf racci6n A qna sa 
raflaren, as inadmisibla al raenrso. 

Primero. Resultando: que en causa procedente del Juzgado 
de Guanabacoa seguida por homicidio, contra Félix GoniS&lez 
Campos, tabaquero, vecino de Regla, la Sala de lo Criminal de 
la Audiencia de la Habana dictó en diez y seis de Marzo del co- 
rriente año, sentencia cuyos fundamentos de hecho son los con- 
tenidos en el Resultando que á continuación se copia: Resnil- 
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tando probado que el día primero de Noviembre último, á eso 
de las siete y media de la noche, se dirigió el procesado Félix 
González Campos á casa de Juan Herrera Gil en momentos en 
que se hallaba ausente y sola su esposa Doña Elvira Delgado, 
tratando de abrir la puerta del fondo, y dando lugar á que és- 
ta pidiera auxilio á la policía la que registró la casa sin resal- 
tado ; y habiendo llegado más tarde D. Juan Herrera á su casa^ 
enterado de lo ocurrido salió en busca de González Campos á 
quien halló en el café de **Escajadillo", situado en el Mercado 
de Regla, é invitándolo á salir á afuera, tuvo con él unas pa- 
labras, acabando por pegarle una bofetada, tras lo cual el 
procesado González infirió al Herrera, con un cuchillo que por- 
taba una herida incisa penetrante en la cabidad abdominal, de 
cuyas resultas falleció á los tres días: 

Segundo. Resultando : que en la referida sentencia la men- 
cionada Sala, considerando que dada la agresión ilegítima del 
interfecto, que pegó una bofetada al procesado, era de aceptar- 
se como racionalmente necesario el medio empleado por éste pa- 
ra repelerla, obrando en defensa propia con la concurrencia de 
las circunstancias primera y segunda del número cuarto del ar- 
tículo octavo del Código Penal, pero no de la tercera por haber 
provocado con su conducta al interfecto, yendo á empujar la 
puerta de su casa y dando lugar á la cuestión; entendió que 
debía aplicarse la pena inferior en uno ó dos grados á la seña- 
lada por la ley, y condenó á González Campos á la pena de 
seis años de prisión correccional con las accesorias, indemniza- 
ción y costas: 

Tercero, Resultando: que contra ese fallo interpuso el pro- 
cesado recurso de casación por infracción de ley, expresando 
que autorizaban la interposición del recurso el artículo ocho- 
cientos cuarenta y siete en relación con el inciso primero del ar- 
tículo cuatrocientos cuarenta y ocho é inciso quinto dei artículo 
siguiente de la Ley de Enjuiciamiento Criminal; y citando co- 
mo infringida la doctrina consignada en el número cuarto del 
artículo octavo del Código Penal, por no haber la Sala senten- 
ciadora estimado la concurrencia de la circunstancia de no ha- 
ber Félix González provocado á su agresor, teniéndose en cuen- 
ta que la provocación debe ser próxima al suceso que constitu- 
ye en legítima defensa; y añadió el recurrente que no se decía 
en qué había consistido la provocación por parte del procesado, 
al no determinarse que se proponía éste al empujar la puerta 
de la casa en que vivía la esposa de Herrera, si fué el deseo de 
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ofenderle en su honor ó si fué el incentivo de realizar un robo; 
resultando en definitiva no estimada la concurrencia de la cir- 
cunstancia tercera del número cuarto del artículo octavo del 
Código Penal: 

Cuarto, Resultando: que admitido el recurso por la Sala 
sentenciadora, el Ministerio Fiscal ha impugnado la admisión, 
alegando que al establecer el recurrente supuestos de hecho no 
contenidos en la sentencia y citar el número quinto del artículo 
cuatrocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, para debatir acerca del error de derecho que estima 
cometido, por haber el fallo condenado á González á pesar de 
concurrir á su favor la circunstancia eximente cuarta del ar- 
tículo octavo del Código, proponía una cuestión que, por ser 
notoriamente extraña á lo declarado probado por el Tribunal 
a quo, é incongruente con el párrafo quinto del artículo ocho- 
cientos cuarenta y nueve de la expresada ley, no podía discutir- 
se ni resolverse en casación, ya que el recurrente había dejado 
de cixmplir, no solo el requisito más esencial de aceptar en lo 
absoluto las afirmaciones de hechos sentados en la sentencia, si- 
no también la formalidad de los números terceros de los artícu- 
los quinto y séptimo de la Orden número noventa y dos del pa- 
sado año, que en modo algrmo resultaba observada, ni aun sub- 
sanando la equivocación padecida al mencionar el artículo cua- 
trocientos cuarenta y nueve en vez del ochocientos cuarenta y 
nueve, pues el caso quinto de este sólo autoriza á reclamar los 
errores en la calificación de aquellas eximentes que lleguen á 
apreciarse en la sentencia, y no los que se cometan al no recono- 
cer la existencia de tales circunstancias, cuyo último problema 
está comprendido únicamente en el número primero del repe- 
tido artículo ochocientos cuarenta y nueve : 

Quinto. Besultando: que previos los debidos trámites, el 
doce del actual se celebró la vista, en la que informaron el re- 
presentante del Ministerio Fiscal y el defensor de la parte re- 
currente, alegando el último que la copia del escrito de inter- 
posición del recurso expedida por la Audiencia no guardaba 
perfecta conformidad con dicho escrito, de lo que había venido 
á darse cuenta, después de la impugnación objeto de la vista : 

Sexto. Besultimdo: que el mismo día doce este Tribunal, 
para mejor proveer mandó se dirigiese carta-orden á la Au- 
diencia para que, á la mayor brevedad, elevase el rollo de la 
causa á que se refiere el presente recurso de casación : 

Séptimo. Resultando : que el diez y nueve del propio mes 
se recibió en este Tribunal el rollo de audiencia pedido; y com- 
parado el indicado escrito con su referida copia, se encuentra, 
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además de otras diferencias sin valor, la siguiente: que en el 
escrito después de decirse (folio cuarenta) que autorizan la 
interposición de este recurso los artículos ochocientos cuarenta 
y siete en relación con el inciso primero del cuatrocientos cua- 
renta y ocho y quinto del siguiente de la Ley de Enjuiciamien- 
to Criminal", se leen estas palabras ''digo primero del ocho- 
cientos cuarenta y nueve y quinto del mismo" palabras que fal- 
tan en 'la copia: 

Primero, Considerando: que ya se acepte como exacto el 
texto de la copia expedida por la Secretaría de la Audiencia, 
ya el del escrito como aparece en el rollo, en el uno y en el otro 
caso resulta inadmisible el recurso; en el primer caso, porque 
el quinto del artículo ochocientos cuarenta y nueve se contrae á 
los errores de derecho en la calificación de los hechos que se de- 
claren probados en concepto de circunstancias agravantes, ate- 
nuantes ó exim^ites, y no al error consistente en penar un he- 
oho como delito ó falta, á pesar de existir una circunstancia exi- 
mente de responsabilidad, ó sea, el caso quinto, que versa sobre la 
equivocada calificación de cualesquiera circunstancias, y el caso 
primero sobre la falta de apreciación de una circunstania exi- 
mente ; y en el segundo supuesto establecido en este Consideran- 
do, porque aceptando el texto tal como aparece en el escrito 
original, resultan en relación, como fundameni» del recurso, los 
mencionados casos primero y quinto del artículo ochociexitos 
cuarenta y nueve que entre sí no la tienen, y así, para la admi- 
sión del recurso faltan la claridad y precisión necesarias en la 
cita del precepto legal que lo autoriza, exigida por el número 
tercero del artículo quinto de la Orden número noventa y doB 
del año último: 

Segundo. Considerando : que, en virtud de lo expuesto, se 
hace innecesario examinar los demás motivos de impugnación 
alegados por el Fiseal; 

Se declara mal admitido el recurso de casación interpues- 
to á nombre de Félix Qonzález Campos; comuniqúese ¿ la Au- 
diencia y publiquese en la Gaceta de la Rabonea y en la Colec- 
ción legislativa á cargo de la Secretaría de Justicia, librándose 
al efecto las respectivas copias; y dése cuenta para lo demás 
que corresponda. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados que al margen se 
expresan de que certifico como Secretario por del^;ación. — Pe- 
dro Qonzález Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García 
Montes.— Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. — Silverio 
Castro. 
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Bl M. P. contra Prederik Havbn ó Milton. 

Sentrada Nám. 36. (Mayo 28 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley inierpussto á nombre de Frede- 
rik Haven contra la sentencia dictada por la Audiencia de 
Santiago de Cuba en 2 de Febrero de 1900, 

ASESINATO. 

En el eacxito en qne se intexpone el recuso debe consig- 
narse él precepto legal qne lo antorlce, si se trata de infrac- 
ei6n de lisy; y se expresará con precdiiáii y claridad la in- 
fringida y el concepto en qne lo haya sido; pnes de no ha- 
cerse asi es inadmisilüe el recurso. 

En la cindad de la Habana, á veinte j ocho de Mayo de 
mil novecientos, en el recnreo de casación por infracción de Ley, 
qne pende ante este Snpremo Tribunal, interpuesto por el pro- 
curador Bnch, á nombre del procesado negro Predenk Haven 6 
Milton, vecino de Santiago de Chiba y carpintero, contra la s«i- 
tencia pronunciada por la Audiencia de Santiago de Cuba en 
la causa que procedente del Juzgado Sur de esa misma ciudad 
se siguió de o&io contra dicho Haven ó Milton por asesinato 
de Charles Fidles : 

Primero. Besvltando: que vista en juicio oral y público la 
referida causa, dicha Audiencia dictó la referida sentencia en 
dos de Febrero último, consignando los hechos en el siguiente: 
* 'Resultando probado: que en la noche del veinte y cuatro de 
Noviembre del año próximo pasado, se hallaban en el café 
"American House*', calle de Barracones de esta población, 
Charles Pidles, dueño de dicho establecimiento y Prederik 
Haven conocido por Milton y dormitando éste en un balance, 
recibió im golpe dado con un palo en la cabeza, de cuya resulta 
se promovió entre ambos una disputa, porque el Haven preten- 
día que Fidles le dijera quién era el autor de la agresión y por 
enyo motivo y para la curación del Haven, fueron ambos con- 
ducidos á la Inspección desde donde Fidles se retiró á su esta- 
blecimiento; y estando, poco rato después, de conversaci&i con 
dos individuos, llegó Haven ó Milton quien de un modo rápido 
é inesperado le causó una herida con un cuchillo de cuatro centí- 
metros de tamaño, transversal al eje del cuerpo y situada en el 
tercer espacio intercostal derecho en su parte extemal, seccionan- 
do d lóbulo medio del pulmón del lado derecho y la aurícula del 
mismo lado, produciendo una hemorragia origen de una anemia 
aguda cerebral que ocasionó la muerte de Charles Fidles": 
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Segundo. Resultando: que el Tribunal a quo estimó que 
los hechos declarados probados constituyen el delito de asesina- 
to, concurriendo la circunstancia de alevosía, caracterizada en 
el caso presente por lo rápido é inesperado de la agresión rea- 
lizada y forma en que se ejecutó, encaminada á asegurar su re- 
sultado sin riesgo, para el agresor, que procediera de la defen- 
sa del agredido; siendo responsable de ese delito, por participa- 
ción directa en la ejecución del mismo el procesado Pred¿rik 
Haven ó Milton; y vistos los artículos del caso le condenó á la. 
pena de cadena perpetua, accesorias, indemnización de mil pe- 
sos á los herederos del interfecto y pago de costas: 

Tercero, Result(mdo: que contra esta sentencia se interpu- 
so por la representación del procesado recurso de casación por 
infracción de ley, autorizado por el párrafo primero del artícu- 
lo ochocientos cuarenta y ocho de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal por tratarse de una sentencia definitiva; y designan- 
do como infringido el caso quinto del artículo ochocientos cua- 
renta y nueve de la ley anteriormente mencionada, por haberse 
cometido error de derecho en la calificación de los hechos al 
apreciar la agravante de alevosía para poder calificar de asesi- 
nato im homicidio simple, y también porque en dicha sentencia 
no se resuelve acerca de la circunstancia atenuante de arreba- 
to y obcecación, apreciada por la defensa; recurso que fué ad- 
mitido: 

Cuarto. Resultando-, que elevada certificación de la senten- 
cia á este Supremo Tribunal y nombrado abogado de tumo al 
procesado se suspendió la vista señalada para el día diez y seis 
del corriente por no haber asistido á la hora designada el Le- 
trado nombrado en tumo, verificándose aquélla al día siguiente 
diez y siete, informando el Fiscal, que sostuvo la acusación, j 
el abogado representante y defensor del procesado. 

Visto. Siendo Ponente el Magistrado Rafael Cruz Pérez: 

Primero. Consideramdo : que, según los casos tercero y cuar- 
to del artículo quinto de la Orden número noventa y dos del 
pasado año sobre casación, en el escrito por el cual se interpon- 
ga el recurso, se expresará **el precepto legal que lo autorice'* 
y si se tratare de recursos por infracción de ley ó de doctrina, 
''se citará con precisión y claridad la ley ó la doctrina infrin- 
gida y el concepto en que lo haya sido": 

Segundo. Considerando : que en el presente recurso se cita, 
como precepto que lo autoriza, el caso primero del artículo ocho- 
cientos cuarenta y ocho de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
lo cual es erróneo, pues dicho artículo se reduce sólo é enume- 
rar las resoluciones en que habrá lugar al recurso de casación & 
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que se contrae el articulo ochocientos cuarenta y siete ; y en tal 
virtud semejante defecto de forma es por sí sólo bastante para 
declarar sin lugar el expresado recurso, según reiterada juris- 
prudencia de este Supremo Tribunal: 

Tercero, Considerando : que al invocarse por el recurrente la 
infracción, no de precepto alguno del Código Penal, sino del caso 
quinto del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, artículo que no contiene en ninguno de 
sus números precepto penal susceptible de ser infringido en 
una sentencia, no se cumple con lo ordenado en el número cuar- 
to del artículo quinto de la Orden sobre casación, careciendo 
por lo tanto el recurso de la cuarta de las circunstancias exigi- 
das en el artículo séptimo de la referida Orden : 

Cuarto. Considerando', que si bien tal defecto en la inter- 
posición de un recurso autoriza y hubiera hecho prosperar una 
impugnación, deducida en tiempo, del auto que admitió el re- 
curso, también es cierto que la falta de dicha impugnación, co- 
mo tiene declarado este Tribunal Supremo, no impide que por 
la ineficacia consiguiente á todo recurso defectuosamente inter- 
puesto se declare no haber lugar á él: 

Quinto. Considerando: que según el artículo cuarenta de 
la Oifden número noventa y dos, cuando se declare sin lugar un 
recurso de casación se impondrán siempre las costas del mismo 
á la parte ó partes recurrentes; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación que por infracción de ley se inter- 
puso contra la sentencia de la Audiencia de Santiago de Cuba 
de fecha dos de Febrero último por la representación de Pede- 
rico Haven ó Milton, condenando á éste en las costas. 

Asi, por esta sentencia, que se comunicará á la referida Au- 
diencia por medio de certificación para lo que proceda, librán- 
dose además las oportunas copias autorizadas para su inserción 
en la Colección á cargo de la Secretaría de Justicia y su publi- 
cación en la Caceta de la Habana^ lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos. — ^Antonio González de Mendoza. — Pedro González 
Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — 
Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



El M. F. contra Ramón Alfonso Moreno. 

AutoNúm. 65. (Mayo 29 de 1900). 
Recurso por infracción de Ley interpuesto por Ramón Alfonso 
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contra la sentencia dictada por la Audiencia de Santa Cla- 
ra en 13 de Marzo de 1900. 

HOmOIDIO. 

Guando se invoca nna circunstancia eximente ó modifi- 
cativa de la reqionsabilidad criminal, debe expresarse el ha- 
cho prohado de donde se deriva, para la daridad y pveeisióii 
del concepto infringido; 7 desfigurando aquél 6 alterándo- 
lo de algún modo se hace inadmisible el recuso con axvo- 
glo & los números á*^ de los Artlcolos 5o 7 7o de la Orden 92 
sobre casación. 

Primero. Resultando: que en causa eriminal segnida por 
homicidio contra Ramón Alfonso Moreno, la Audiencia de San- 
ta Clara dictó sentencia en trece de Marzo próximo pasado, con- 
denando á dicho Alfonso en concepto de autor del expresMlo 
delito, con la concurrencia de una circunstancia agravante y 
dos atenuantes á la pena de doce años y un día de reclusión 
temporal y las accesorias correspondientes, consignando como 
hecho probado, entre otros, "que el veinte y dos de Septiembre 
del año próximo pasado después de mediar un disgusto entre 
el procesado y Elias Sulliván, saliendo aquél del Cuartel y 
viendo á SuUiván que se ocupaba de enganchar sus muías al 
carretón con que trabajaba, se dirigió á ^, y en momentos tfi 
que éste se hallaba entre la primera y segunda pareja agacha- 
do, le causó con un pequeño cuchillo que había pedido prestado 
por la mañima para arreglar unas correas, una herida en la pier- 
na izquierda, con ánimo de lesionarlo, tomando entonces el he- 
rido un palo con el que golpeó á Alfonso logrando quitarle el 
cuchillo y causándole varias lesiones, á la vez que le mordió 
una oreja al caer sobre él, siendo en esos momentos separados 
por soldados fimericanos que se llevaron á Sulliván al Hospital 
Militar americano, donde fué curado por el médico forense des- 
pués de haberle hecho la primera cura unos médicos miUtai'eSy 
encontrando que el cuchillo había x^i^s^o la bota de cuero que 
tenía puesta, atravesando las partes blandas y cortando la ar- 
teria tibial interósea, caliñcando el médico forense de grave la 
herida, habiendo los médicos militares el día veinte y cinco del 
mismo mes amputado la pierna x>or encontrarse en estado gan- 
grenoso, sin asistencia del forense, y siendo atacado el herido 
de septicemia de 4a cual falleció el día veinte y seis sin que apa- 
rezca en ninguna forma justificado que dichas grangrena y sep- 
ticemia se presentaran por descuido de ios facultativos de asis- 
tencia ó por culpa del interfecto": 

Segundo. Resultando: que contra esa sentencia interptffio 
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el procesado recnnK) de casación por infracción de ley, dieién- 
dolo autorizado por el artículo ochocientos cuarenta y siete y 
número segundo del ochocientos cuarenta y ocho de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal y fundándolo en los siguientes mo- 
tivos: 

Primero. Que se ha cometido error de derecho al penar los 
hechos que se declaran probados no teniendo en cuenta la cir- 
cunstancia eximente de responsabilidad criminal de la legítima 
defensa que se vio obligado á efectuar el procesado. Este moti- 
vo, dice, es el definido en el número primero del articulo odio- 
cientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal: 

Segundo. Que también se ha incurrido en el propio error 
de derecho al calificar de homicidio los hechos que se declaran 
probados, pues la calificación que corresponde es la de lesiones, 
ya que no se establece como hecho cumplidamente probado que 
se siguieron todos los dictados de la ciencia en la curación de 
la herida y amputación de la pierna, ni si esta última opera- 
ción era inevitable, motivo que es el definido en el número ter- 
cero del citado articulo: 

Tercero. Que aun suponiendo no cometidos los anteriores 
errores, la sentencia incide en el que define el párrafo sexto del 
citado artículo ochocientos cuarenta y nueve, por cuanto el gra- 
do de la pena impuesta no corresponde á la calificación acepta- 
da en orden á las circunstancias atenuantes ó agravantes que 
invoca, pues según el número cuarto del artículo ochenta del 
Código Penal, cuando concurren circunstancias agravantes y 
atenuantes deben compensarse racionalmente y como en el caso 
de autos concurrieron dos de esta última clase, muy calificadas, 
por la concurrencia de una de aquéllas no pierde nada su fuer- 
za y ha debido imponerse, en todo caso, la pena en el grado 
mínimum; 

Tercero, Resultando : que admitido el recurso, se abrió su sus- 
tanciación en este Supremo Tribunal y en el trámite oportuno 
el Ministerio Fiscal impugnó la admisicip fundándose : Primero. 
En que en los motivos primero y segundo no se aceptan los he- 
chos probados, sino se alegan otros que los contradicen y ade- 
más se omite citar la ley infringida á juicio del recurrente ; y en 
cuanto al tercero que aun aceptando que se haya cumplido este 
último requisito por la referencia del artículo ochenta del Có- 
digo, es lo cierto que la cuestión planteada propiamente no exis- 
te pues la sentencia dispone lo mismo que el recurrente preten- 
de con el recurso: 

Cuarto. Resultando', que el día vainte y seis del actual se 
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celebró la vista pública de esta cuestión previa informando el 
Ministerio Fiscal en apoyo de la imputación y el defensor del 
recurrente sosteniendo el auto que admitió el recurso: 

Primero. Considerando: que cuando se invoca un error de 
derecho nacido de la apreciación ó estimación de circunstancias 
ya sean estas eximentes, ya modificativas de responsabilidad 
penal ha de expresarse el hecho probado del cual se origine la 
dicha circunstancia, pues tal determinación es indispensable pa- 
ra la claridad y precisión del concepto en que la infracción se 
hubiere cometido, y cuando se establece un recurso no expre- 
sando dicho particular, se falta al requisito cuarto del artículo 
quinto de la Orden del Gobernador Militar de esta Isla número 
noventa y dos de mil ochocientos noventa y nueve: 

Segundo. Considerando: que tanto en el caso del número 
primero como en el del número tercero del artículo ochocientos 
cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Criminal el re- 
curso de casación por infracción de ley procede cuando ésta se 
quebranta al aplicarla á los hechos que en la sentencia se de- 
claran probados, siendo de absoluta necesidad que al discurrir 
acerca de la infracción se parta como de supuesto necesario de 
los hechos establecidos por la Sala y no de otros distintos ó de 
accidentes supuestos que los alteren ó contradigan, y no auto- 
rizando dichos preceptos legales un debate planteado en tales 
términos el recurrente que en esa forma lo establece al amparo 
de esas disposiciones, cita un precepto que no autoriza su re- 
curso y por consiguiente no cumple el requisito exigido en el 
número tercero del artículo quinto de la citada Orden: 

Tercero. Considerando: que al no expresar el recurrente 
en el primer motivo del recurso el hecho ó hechos probados de 
donde se origina la circunstancia eximente de legítima defensa, 
que afirma debió estimar y no estimó la Sala y al consignar en 
el sesudo que ésta omitió declarar probado que se siguieran 
los dictados de la ciencia en la curación del herido, siendo así 
que en la sentencia se expresa claramente, como probado, que 
aquél falleció de septicemia consecutiva á la gangrena que le 
ocasionó la herida, la cual hizo necesaria la amputación de la 
pierna, sin que las dichas gangrena y septicemia se produjeran 
por descuido de los facultativos, afirmación categórica que como 
recidda en materia de hechos no puede ser contradicha en casa- 
ción, como pretende el recurrente, el cual por estas ruosies ha 
incurrido en las faltas expuestas en los dos párrafos anteriores; 

Cuarto. Considerando: que en los dos motivos examinados 
el recurrente omite citar la ley infringida requisito exigido co- 
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mo esencial para la admisión del recurso por el dicho número 
cuarto del repetido artículo quinto en relación con el cuarto del 
séptimo de la dicha Orden: 

Quinto. Considerando: que el recurso de casación por in- 
fracción de ley tiene por objeto mantener la recta inteligencia 
y aplicación de ésta, subsanando los errores en que hayan po- 
dido incurrir los Tribunales en sus fallos y evitando el daño 
que con dichos errores pueda ocasionarse á las partes; dedu- 
ciéndose de lo expuesto que cuíuido por modo evidente aparezca 
de los propios términos gramaticales del recurso que no se ha 
cometido en absoluto la infracción que se alega^ y que el fin 
que persigue el recurrente es obtener un fallo igual en sus fun- 
damentos y en su decisión al que impugna, el recurso es im- 
pertinente por inútil, y siendo esto lo que resulta del tercer 
motivo alegado en el presente recurso .el cual se funda en in- 
fracción del número cuarto del artículo ochenta por no haber 
compensado la Sala las circunstancias modificativas, y tiende á 
que se imponga la pena en el grado mínimo ; y como la Sala ha 
comx)ensado racionalmente, á su juicio, en la sentencia las cir- 
cunstancias que estima, y en virtud de esa compensación ha im- 
puesto el mínimum de la pena que la ley señala, es evidente, sin 
necesidad de entrar en apreciaciones jurídicas, por la simple 
lectura del escrito y la sentencia, que el recurso parte de un su- 
puesto evidentemente contrario á la realidad: 

Sexto, Considerando: que por los motivos expuestos la Sa- 
la sentenciadora cumpliendo con el artículo once en relación 
con el séptimo, números tercero y cuarto, de la citada Orden 
número noventa y dos, debió no admitir el recurso; 

Se declara mal admitido por la Audiencia de Santa Cla- 
ra el recurso de casación por infracción de ley interpuesto por 
Bamón Alfonso Moreno contra la sentencia dictada por la mis- 
ma en trece de Marzo próximo pasado, en causa por homicidio. 

Comuniqúese á la referida Audiencia de Santa Clara la 
presente resolución por medio de certificación de la misma á 
los efectos legales correspondientes, librándose además isa opor- 
tunas copias autorizadas para su inserción en la Colección á 
cargo de la Secretaría de Justicia y su publicación en la Gace- 
ta de la Habana, 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de que 
certifico como Secretario por delegación. — ^Antonio González de 
Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — Jo- 
sé M. García Montes.— Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. Betan- 
court. — Octavio Giberga. — 'Ante mí. — Silverio Castro. 
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El M. F. contra Atanasio Hernández. 

Auto Núm. 66. (Mayo 29 de 1900). 

Recurro por quebrantamiento de forma é infracción de Ley in- 
terpuesto por Atanasio Hernández contra la sentencia dic- 
tada por la Audiencia de la Habana en 26 de Febrero de 
1900. 

DISPARO DE ARMA DE FUEGO Y LESIOITES. 

Onalquiera qne sea 61 motivo en «ae se fnnde im nev- 
80, ha de i^rtir de los hechos declarados probados, que de- 
ben aceptarse sin modificación ni ampliación; y desde el me- 
mento en qne se contradice nn hecho dedsrado prohado por 
la Sala sentenciadora, se hace inadmisilile él recuso. 

Primero. Resultando \ que la Sección Segunda de la Sala 
de lo Criminal de la Audiencia de la Habana, en la causa pro- 
cedente del Juzgado de Instmeeíón del Distrito de Belén en es- 
ta capital, contra Atanasio Hernández por disparo de arma de 
fuego y lesiones, dictó sentencia en veinte y seis de Febrero úl- 
timo, por la cual condenó al procesado, como autor de tal deli- 
to, por participación directa sin circunstancias apreciables, á la 
pena de tres años, cuatro meses y ocho días de prisión corree- 
cional, accesorias é indemnización: 

Segundo, Resultando-, que la representación del proejado 
interpuso contra esa sentencia recurso de casación por quebran- 
tamiento de forma é infracción de Ley, autorizado el primero 
por el artículo novecientos doce, caso primero del Enjuiciamien- 
to Criminal, consistiendo aquél en que "hay contradicción ma- 
nifiesta entre el primer hecho que se considera probado y el 
hecho tercero que también se tiene por tal, ya que sirve de fun- 
damento á esa consideración de probado, concurriendo la cir- 
cunstancia aún no probada de saber si dos testigos declararon 
ó no falsamente en favor del reo en el juicio oral, como supone 
prejuzgando el Tribunal, ó en contra del reo en el sumario, co- 
mo pudiera resultar, no habiéndose podido pedir subsanacíón 
alguna por haberse cometido la falta en el fallo; y autorizado 
á su vez el recurao de infracción de Ley por los números terce- 
ro y cuarto del artículo ochocientos cuarenta y nueve del En- 
juiciamiento Criminal, y teniendo por infringidos: 

Primero. El artículo doce, inciso primero del Código Penei, 
por cuanto son autores en ese concepto los que toman parte di- 
recta en la ejecución del hecho y no los que son ajenos comple- 
tamente al hecho: 
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(Segundo. Los artículos setenta y ocho, cuatrocientos vein- 
te y uno y quinientos noventa y cinco del propio Código Paial, 
por cuanto se eomete error de derecho al calificar los l^hos de- 
clarados probados como constitutivos de loe delitos de disparo 
de arma de fuego contra determinada perscma y de lesiones me- 
nos gravee, debiéndose calificar el primero como una falta pre- 
vista y penada en el articulo quinientos noventa y cinco del Có- 
digo Penal; recurso que fué admitido: 

Tercero. Resultando : que recibidos en este Supremo Tribu- 
nal los autos originales y el rollo de Audiencia y personado en 
tiempo y forma el reo, en el período de instrucción presentó es- 
crito el Fiseal, proponiendo la euesti^ previa que autoriza el 
número segundo del articulo veinte y ocho de la Orden sobre 
casación, é impugna la admisión del recurso en el fondo, tan 
sólo en cuanto al primero de sus fundamentos y por el motivo 
único de que ''al pretender el recurrente demostrar que el fa- 
llo reclamado infringe el inciso primero del articulo doce del 
Código Penal, en cuanto declara autor del delito por partici- 
pación directa á quien, como Atanasio Hernández, fué comple- 
tamaiite ajeno al hecho, niega y contradice lo afirmado sobre el 
particular por la sentencia, según la cual dicho procesado dis- 
paró un revólver contra el moreno Qregorio García, causando 
lesiones á Ramón Benítez que pasaba por el lugar defl suceso, y 
plantea por consiguiente un problema que no puede debatirse 
en casación, pues que para eUo sería indispensable aceptar en 
absoluto los hechos declarados probados por el Tribunal senten- 
ciador, como lo exige en todos sus casos el articulo ochocientos 
cuarenta y nueve del Enjuiciamiento Criminad, cuyo número 
cuarto citado por Hem&ndez, resulta incongruente é ineficaz 
para autorizar la discusión de la tesis propuesta; deja incum- 
plido por tanto el número tercero del articulo quinto de la Or- 
den número noventa y dos y hace inadmisible, en cuanto á ba 
primer fundamento, el recurso deducido por infracción de 
ley"; y pedía que en definitiva se decidiera la cuestión previa, 
declarando mal admitido el recurso por infracción de Ley en 
cuanto al primero de los fundamentos en que descansa: 

Cuarto. Resultando i que celebrada la vista de dicha cues- 
tión previa en veinte y cinco del corriente, sostuvo el Fiscal su 
impugnación, no habiendo asistido al acto el defensor del pro- 
cesado: 

Primero. Considerando : que para estimar procedente la ad- 
misión de un recurso de casación en el fondo, es indispensable, 
entre otros requisitos, que los hechos declarados probados en la 
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sentencia recurrida han de ser aceptados sin discusión, amplia- 
ción, ni modificación, para fundamentar el recurso en la forma 
y términos en que han sido apreciados por el Tribunal a quo 
en uso de su eclusiva competencia: 

Segundo. Considerando', que al afirmarse por el recurrente 
en el motivo primero de casación que el faUo reclamado, infrin- 
ge el inciso primero del artículo doce del Código Penal, por de- 
clarar autor del delito á quien, como Atanasio Hernández, fué 
completamente ajeno á él, se niega y contradice una declara- 
ción de hecho, propia y exclusiva de la Sala sentenciadora, 
planteándose de ese modo un problema que no puede debatirse 
en casación por falta de términos hábiles, y es evidente que con 
la alegación de tal motivo no sería posible en su oportunidad 
juzgar de la acertada aplicación del derecho: 

Tercero, Considerando-, que al admitirse por la Sala el re- 
curso en cuanto á este primer motivo, siendo, como es, ineficaz, 
para autorizar la discusión de la tesis propuesta, el número 
cuarto del artículo ochocientos cuarenta y nueve del Enjuicia- 
miento Criminal, se infringe el articulo once en relación con el 
número tercero del artículo séptimo de la Orden número no- 
venta y dos: 

Cuarto, Considerando; que, en vista de lo expuesto, era 
procedente denegar ese recurso, respecto á la causante señalada ; 
pero admitido dicho motivo por la Sala sentenciadora é impug- 
nado oportunamente por el Fiscal en uso del derecho que á los 
no recurrentes concede el número segundo del artículo veinte y 
ocho de la misma Orden, debe dictarse el auto que para casos 
de esa índole preceptúa el artículo treinta y cuatro de la dispo- 
sición antecitada en su número segundo; 

Se declara mal admitido, sólo en cuanto á ese jprimer mo- 
tivo, el recurso de casación por infracción de ley interpuesto 
por la representación de Atanasio Hernández, contra la senten- 
cia dictada por la Sección Segunda de la Sala de lo Criminal, de 
la Audiencia de la Habana, en veinte y seis de Febrero último; 
sin especial condenación de costas. 

Y comuniqúese en su oportunidad á la mencionada Au- 
diencia. Y dése cuenta para proveer lo demás que corresponda, 
notificada que sea á las partes esta resolución. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados que al margen se 
expresan, de que certifico como Secretario por delegación. — -An- 
tonio González de Mendoza. — ^Pedro González Llórente, — ^Ra- 
fael Cruz Pérez.— José M. García Montes.— Ángel C. Betan- 
court. — Ante mí. — Silverio Castro. 
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El M. P. contra 

Auto Núm. 67. (Mayo 30 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por 

contra la sentencia dictada por la Audiencia de 

en 

VIOLAOION. 

Cuando se alega que los hechos declarados probados no 
constituyen un delito sino otro distinto, que se menciona, es 
preciso citar no sólo el precepto legal infringido, sino tam- 
bién el que debió aplicarse á Juicio del recurrente, ¿ fin de 
plantear el problema jurídico con la claridad y precisión que 
requiere la Ley, y no haciéndolo, se falta al precepto del nú- 
mero 4.0 del Artículo 5.o de la Orden sobre casación. 

Primero, Resultando : que en la causa criminal seguida con- 
tra por violación, en la Sala correspondiente de la Au- 
diencia de , el procesado interpuso recurso de casación 

por infracción de ley contra la sentencia dictada el trece de 
Marzo del corriente año por la que se le impuso la pena de ca- 
torce años, ocho meses y un día de reclusión temporal con las 
accesorias correspondientes y costas; fundado en el caso terce- 
ro del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de En- 
juiciamiento Criminal y citando como infringido el caso tercero 
del artículo cuatrocientos cincuenta y tres del Código, en el 
concepto de haber la Sala comprendido en ese caso como viola- 
ción el hecho probado cuando á lo sumo sólo hubo el de abusos 
deshonestos, puesto que no se consumó el coito, y por lo mismo 
no hubo pérdida de la virginidad: 

Segundo, Resultando: que admitido ese recurso el Ministe- 
rio Fiscal impugnó su admisión fundado en los motivos si- 
guientes: 

Primero. En que si bien en el escrito de interposición se men- 
ciona el caso tercero del artículo cuatrocientos cincuenta y tres 
del Código, sólo cita como infringida una doctrina legal que se 
expone en dicho escrito y contra cuya violación no concede la 
ley el recurso de casación en materia criminal: 

Segundo. En que , lejos de aceptar los hechos de- 
clarados probados, de haber él realizado por fuerza actos cama- 
les con la menor , desgarrándole el hímen, contradice 

tska afirmaciones del Tribunal a quo planteando para impug- 
narlas un debate no autorizado por el número tercero del ar- 
tículo ochocientos cuarenta y nueve del Enjuiciamiento Crimi- 
nal, cuya cita incongruente deja incumplidos los números ter- 
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ceros de los artículos quinto y séptimo de la Orden número no- 
venta y dos; y 

Tercero. En que tampoco llenó el recurrente ios requisitx)s 
do los números cuartos de esos mismos artículos, por cuanto 
siempre se habría faltado á la precisión y claridad requeridas 
por aquellos preceptos, no sólo por el hecho de ser indispensable 
establecer supuestos para penetrar la verdadera intención de 

; en punto á las violaciones denunciadas, y su concepto, 

sino también, porque al no indicar el artículo del Código que 
era de aplicarse y no se aplicó en el fallo, dejó de consignar 
uno de los datos sin el cual no es posible estudiar si los hechos 
perseguidos en vez de constituir el delito de violación penado 
por la Audiencia, constituyen el de abusos deshonestos ; omisión 
que obligaría además al Tribunal Supremo a salirse de los lí- 
mites que á su competencia fija en cada caso el requerimiento 
de las partes en los términos establecidos en el escrito de inter- 
posición, para en su día, y subsanando de oficio deficiencias del 
recurso poder declarar que los actos punibles de que se trata, 
no deben calificarse ni sancionarse con arreglo al repetido ar- 
tículo cuatrocientos cincuenta y tres, sino conforme al cuatro- 
cientos cincuenta y cinco, no invocado por el recurrente : 

Tercero, BesuUando: que sustanciada la impugnación se 
designó para la vista el veinte y seis del actual, en cuyo acto 
iaformq sólo el representante del Ministerio Fiscal: 

Primero. Considerando : que cxuindo en un recurso se alega 
que los hechos probados no constituyen el delito penado sino 
otro distinto que se menciona, es necesario citar no sólo el pre- 
cepto legal infringido sino también el que debió aplicarse, á jui- 
cio del recurrente; porque sólo de ese modo puede conocerse y 
decidirse si los hechos estén ó no comprendidos en uno ú otro 
precepto legal ; y como en el caso que ha motivado este recurso, 
el procesado, después de alegar que el delito por él cometido 
no es el de violación sino el de abusos deshonestos, sólo cita el 
artículo cuatrocientos cincuenta y tres del Código, que pena el 
primero, y no el cuatrocientos cincuenta y cinco, que pena el 
segundo, es evidente que se ha faltado á la precisión y claridad 
que exige el número cuarto del artículo quinto de la Orden nú- 
mero noventa y dos, y por consiguiente no ha debido admitirse 
el recurso: 

Segundo. Considerando : que estimado un motivo de impug- 
nación no es necesario entrar en la consideración y decisión de 
los demás alegados; 

Se declara con lugar la impugnación del recurso por el ter- 
cero de los motivos alegados, y por consiguiente mal admitido el 



JURISPRUDENCIA PENAL 333 

recurso de casación interpuesto por por infracción de 

ley contra la sentencia dictada por en trece de 

Marzo de este año, sin especial condenación de costas. 

Comuniqúese á la referida Audiencia para lo que proceda ; 
y con omisión de los nombres de las partes j Tribunal de pro- 
cedencia, insértese este auto en la Colección ¿ cargo de la Se- 
cretaria de Justicia y publiquese »i la Gaceta de la Habana^ á 
cuyo fin se librarán las oportunas copias autorizadas. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados que al margen se 
expresan de que certifico, como Secretario por delegación. — 'An- 
tonio González de M^idoza.— Pedro Gk>nzález Llórente. — ^Rafael 
Cruz Pérez. — José M. Oarcia Montes. — Eudaldo Tamayo. — 
Ángel C. Betaneourt. — Octavio Giberga. — 'Ante mí. — Silverio 
Castro. 



Rosa Cobo contra Juan Suírez. 

Sentencia Núm. 37. (Junio 1? de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Rosa Cobo contra 
la sentencia dictada por el Juez de Primera Instancia del 
Distrito del Cerro el 28 de Noviembre de 1899. 

LESIONES POR MORDEDURA DE PERRO. 

La responaabUiílad contenida por «1 duefto del animal, 
no está comprendida ea el título So del libro So del OMigo 
Penal, sino en el ntkmero So del Artículo 607 de dicho Có- 
digo. 

En la ciudad de la Habana, á primero de Junio de mil no- 
yecientos, en el juicio de faltas seguido en el Juzgado Munici- 
pal y en el de Primera Instancia del Distrito del Caro desdicha 
ciudad, contra Juan Suárez, vecino de la misma, por lesiones 
que un perro causó á la menor María Yaldés; juicio pendiente 
ante este Tribunal Supremo por recurso de casación que la se- 
ñora Rosa Cobo interpuso contra la sentencia dictada por el 
Juez de Primera Instancia el veinte y ocho de Noviembre úl- 
timo : 

Primero. Resultando: que en la referida sentencia el Juez 
de Primera Instancia é Instrucción aceptó los hechos expues- 
tos en la del Juez Municipal, que son los que literalmente se 
transcriben en los primeros tres Resultandos siguientes: 

Segundo. Resultando: que el juicio se inició á consecuen- 
cia de haberse participado á este Juzgado por la oncena Esta- 
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ción de Policía haber sido mordida por iin perro de la propie- 
dad de D. Juan Suárez, vecino de Santos Suárez, treinta y sie- 
te, Doña María Valdés, siendo reconocida en la Casa de Soco- 
rros de la cuarta demarcación de una herida producida por 
mordedura de perro situada en el tercio medio, cara posterior, 
del muslo derecho, de pronóstico leve, salvo accidente de ino- 
culación, y con necesidad de asistencia médica, haciéndose cons- 
tar por el facultativo que practicó dicho reconocimiento, que 
fué á dicho Centro cauterizada por el fuego: 

Tercero, Resultando: que, sin perjuicio de hacerse constar 
la sanidad, se celebró el acto correspondiente, al que compare- 
cieron las partes, exponiendo la menor María Valdés asistida de 
su madre Doña Rosa Cobo, que reproduce su denuncia, agre- 
gando la segunda que el perro que lesionó á su hija, fué uno 
de la propiedad de D. Juan Suárez, presentando, para justificar 
su dicho, á los testigos Doña Teresa Abrisqueta, Doña Eugenia 
del Cristo y Ricardo Orihuela, los que, al ser examinados, con- 
vienen con lo manifestado por la querellante, por lo cual se de- 
clara probado: 

Cuarto, ResuUando: que el acusado negó que el perro de 
su propiedad fuera el que lesionara á la menor María Valdés: 

Quinto, Resultando : que el Juez Municipal condenó á Suá- 
rez á ciento veinte y cinco pesetas de multa, al pago de costas 
y á indemnizar á la perjudicada los gastos de curación : 

Sexto. Resvltcmdo: que establecida apelación por la seño- 
ra Cobo, el Juez de Prímera Instancia confirmó el fallo del Mu- 
nicipal, con la variación de que la pena en vez de ser la de 
multa, sea la de reprensión: 

Séptimo, Resultando: que contra esa última sentencia in- 
terpuso la Sra. Cobo recurso de casación por infracción de ley, 
citando como infringidos los artículos seiscientos diez y doce, 
éste en su número tercero, del Código Penal, en el concepto de 
que los hechos que se declaraban probados, no se calificaban y 
penaban como exigen los expresados artículos, que consideran 
autores de una falta de lesiones, á los que cooperan á la ejecu- 
ción del hecho por un acto sin el cual no se hubiera efectuado. 

Vistos. Siendo Ponente el Magistrado Pedro González Lló- 
rente : 

Primero, Considerando: que los citados artículos seiscien- 
tos diez y doce, éste en su número tercero, no son aplicables; 
porque Suárez no cooperó con acto alguno intencional á la le- 
sión causada por el perro, sino que dejando á éste suelto, come- 
tió una falta no contra persona determinada, sino contra los in- 
tereses generales y régimen de la población, falta á que se con- 
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trae el número tercero del artículo seiscientos siete y que el 
propio artículo castiga con multa de quince á ciento veinte y 
cinco pesetas 6 reprensión, pudiendo el Juez según su pruden- 
te arbitrio imponer la pena, atendidas las circunstancia del ca- 
so, en uso de la facultad que en materia de faltas concede ¿ los 
Tribunales el artículo seiscientos veinte y ocho: 

Segundo. Considerando: que según el cuarenta de la Or- 
den número noventa y dos dictada por el Gobierno Militar de 
la Isla en veinte y seis de Junio último, cuando se declara sin 
lugar un recurso de casación, se han de imponer siempre las 
costas del mismo á la parte recurrente; 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación interpuesto por da Sra. Rosa Cobo á 
quien condenam.os en las costas. 

Así, por esta sentencia, que se comunicará al Juez de Pri- 
mera Instancia é Instrucción del Cerro, para lo que proceda, y 
se publicará en la Gaceta de la Habana y en la Colección á 
cargo de la Secretaría de Justicia, expidiéndose al efecto las 
respectivas copias, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. — 
Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — 
Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo Tama- 
yo.— Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



El. M. P. contra Arturo Ríos. 

Sentencia Núm. 38. (Junio 2 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por el M. F. contra 
la sentencia dictada por la Audiencia de Santiago de Cuha 
en 15 de Marzo de 1900. 

ALLANABOENTO DE MORADA Y FALTA INCIDENTAL 
DE DAÑO EN LA PROPIEDAD. 

El hecho de pretender on sujeto penetrar en la casa de 
su ex-concnbina, y al oponerse ésta hasta él extremo de ce- 
rrar la puerta con Uave, rompe a^nél dos balaustres de la 
ventana, por cayo hueco penetró, destruyendo después varios 
objetos que fueron tasados en $19.90 centavos, es constituti- 
vo del delito de allanamiento de morada comprendido en él 
párrafo 2o del Artículo 509 del Código Penal, y de la falta 
antes mencionada. 

En la ciudad de la Habana, á dos de Junio de mil nove- 
cientos, en el recurso de casación por infracción de Ley inter- 
puesto por el representante del Ministerio Fiscal contra la sen- 
tencia dictada por la Audiencia de Santiago de Cuba en la cau- 
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sa seguida por allanamiento de morada contra Arturo Bios, del 
comercio, sin que c<»iste su domicilio: 

Primero. Resultando : que vista en juicio oral y público la 
referida causa, la Audiencia de Santiago de Cuba, en la senten- 
cia dictada el quince de Marsso de mil novecientos, consignó co- 
mo probados los siguientes hechos, contenidos en el primer Re- 
sultando que literalmente se transcribe: '^ Resultando probado 
que Arturo Bíob, exconcubino de Margarita Cabrera, habiendo 
Uegado de la Habana el ocho de Mayo del pasado año, se diri- 
gió á la casa de aquélla como á las doce del día, pretendiendo 
entrar en ella contra la voluntad expresa de Margarita, que pa- 
ra evitar que lo hiciera cerró con llave su puerta y se marchó 
por el patio á la casa del lado: que Ríos violentado porque no 
le admitía ni le abriera la puerta rompió dos balaustres de la 
ventana y penetró á la fuerza en la casa destrozando muebles, 
ropas y cuanto encontró á mano, todo de la propiedad de la 
Margarita, hasta que fué detenido y preso por un Guardia Mu- 
nicix>al; ascendiendo los objetos destruidos por Ríos á diez y 
nueve pesos noventa centavos: 

Segundo. Resuliimdo: que en esa sentencia se declaró que 
los expresados hechos constituyen el delito de allanamiento de 
morada, definido y penado en el caso primero del articulo qui- 
nientos nueve del Código Penal; que es autor de ese delito y de 
la falta incidental de daño en la propiedad, por participación 
directa, el procesado Arturo Ríos; y que no habiendo concurri- 
do circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal, 
era de condenarse como se condenó ai repetido Ríos á la pena 
de dos meses y un día de arresto mayor, multa de trescientas 
veinte y cinco i)esetas y costas por el delito de allanamiento, y 
tres días de arresto menor por la falta incidental cometida, con 
las demás accesorias correspondientes; dando por extinguida la 
responsabilidad penal, por estar comprendido el hecho punible 
en el caso tercero del indulto de diez y seis de Enero último: 

Tercero. Resultando : que el Magistrado José Ramírez Alon- 
so formuló voto particular fundado en que habiéndose realiza- 
do con violencia el allanamiento, la penalidad correspondiente al 
delito era la señalada en el número segundo del artículo qui- 
nientos nueve del Código Penal, siendo de apreciarse la circuns- 
tancia atenuante de arrebato ú obcecación, condenándose en con- 
secuencia al procesado á la pena de dos años, cuatro meses y 
un día de prisión correccional con las accesorias correspondien- 
tes y tres días de arresto menor por la falta incidental del daño 
en la propiedad; coincidiendo con la sentencia en que era de 
aplicarse el indulta de diez y seis de Enero último en cuanta 
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al arresto menor y al apremio personal por falta de pago de 
las responsabilidades pecuniarias: 

Coarto, ResvUitmdoi que el representante del Ministerio 
Fiscal, en escrito de veinte de Marzo último, interpuso recurso 
de casación contra la sentencia dictada, fundado en el número 
tercero del articulo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal y citando como infringido el párrafo 
segundo del articulo quinientos nueve del Código y por indebi- 
da aplicación el párrafo primero de dicho artículo, porque al 
declararse probado que el reo, á quien prohibió expresamente 
la perjudicada la entrada en su casa, violentado por ese hecho 
rompió dos balaustres de la ventana y penetró á la fuerza en 
la easa, es indudable que ejerció violencia en la cosa para poder 
realizar su intento ; por todo lo cual el hecho se encuentra com- 
prendido en el párrafo segundo y no en el primero de dicho 
articulo: 

Quinto. Resultando i que señalada para la vista el veinte 
y tres del actual se celebró con asistencia del representante del 
Ministerio Fiscal. 

Siendo Ponente el Magistrado José M. Oarcia Montes: 

Primero. Considerando-, que cuando se penetra en morada 
ajena contra la voluntad de sn morador y se ejecuta el hecho 
eon violencia 6 intimidación la pena correspondiente es la de 
prisión correccional en su grado medio y máximo y multa de 
trescientas veinte y cinco á tres mil doscientas cincuenta pese- 
tas, conforme á lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 
quinientos nueve del Código Penal: 

Segundo. Considerando : que en el caso que ha motivado el 
actual recurso han concurrido las dos circunstancias de ejecu- 
tarse el hecho contra la voluntad de la moradora y con violen- 
cia, puesto que el procesado trató de penetrar en la casa de 
Margarita Cabrera contra la expresa voluntad de ésta, y luego, 
al ver cerrada la puerta, rompió dps balaustres de una ventana 
penetrando por ese medio en la morada ajena, donde rompió mue- 
bles y otros objetos; cuyos actos entrañan sin duda caracteres 
de violencia; por todo lo cual la Audiencia de Santiago de Cu- 
ba ha incurrido en error de derecho al declarar el delito resul- 
tante de esos hechos comprendido en el caso primero y no en 
el segundo del artículo quinientos nueve del Código ; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos con lugar el 
recurso de casación interpuesto por el Ministerio Fiscal contra 
la sentencia dictada por la Audiencia de Santiago de Cuba el 
quince de Marzo último, la cual casamos y anulamos sin espe- 
cial condenación de costas. 
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Asi, por esta sentencia, que con la que á continuación se 
dicta se comunicará á la referida Audiencia para lo que proce- 
da, publicándose en la Oaceta de la Habana y en la Colección 
á cargo de la Secretaria de Justicia, á cuyo fin se librarán las 
oportunas copias autorizadas, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — Antonio González de Mendoza. — ^Pedro González Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez.— José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 

Segunda sentencxa.. 

En la ciudad de la Habana, á dos de Junio de mil nove- 
cientos en la causa criminal iniciada en el Juzgado de Instruc- 
ción del Distrito Sur de Santiago de Cuba y continuada en la 
Audiencia de la misma ciudad, contra Arturo Ríos, del comer- 
cio y sin que conste su domicilio, pendiente ante este Supremo 
Tribunal á virtud del recurso de casación por infracción de ley 
interpuesto por el procesado: 

Primero. BestUtando: que casada y anulada por sentencia 
de esta misma fecha la dictada el quince de Marzo del corrien- 
te año por la referida Audiencia de Santiago de Cuba, procede 
dictar de seguida la que ha de sustituir á la pronunciada por 
el Trilmnal recurrido: 

Aceptando los hechos probados consignados en el primer 
Resultando. 

Siendo Ponente el Magistrado José M. Ckircía Montes: 

Primero. Considerando: que los hechos probados constitu- 
yen el delito de allanamiento de morada definido y penado en 
el caso segundo del artículo quinientos nueve del Código Penal, 
por haberse ejecutado con violencia el ingreso en la casa de la 
perjudicada; y además, el de falta incidental de daño en la 
propiedad, por el causado en los muebles y otros objetos : 

Segundo. Considerando: que es autor del delito y de la 
falta referidos, por participación directa, el procesado Arturo 
Ríos, con la circunstancia modificativa de arrebato y obceca- 
ción, dadas las íntimas relaciones que existieron entre el acusa- 
do y la Cabrera y la repulsa de ésta, no admitiéndolo en su 
casa: 

Tercero. Considerando : que la declaratoria de extinción de 
responsabilidad criminal del procesado contenida en la senten- 
cia recurrida tuvo por fundamento ser el delito cometido pena- 
do con arresto mayor y multa en el número primero del artícu- 
lo quinientos nueve del Código, en cuyo concepto se encontraba 
sin duda comprendido en el caso tercero de la Orden sobre in- 
dulto de diez y seis de Enero del corriente año; pero estimado 
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como procedente el recurso interpuesto y resultando en conse- 
cuencia que el delito ejecutado por lüoe es el comprendido en 
el número dos de dicho artículo quinientos nueve, penado con 
prisión correccional en sus grados medio y máximo y multa, es 
indudable que no es de aplicarse la gracia de indulto en éste 
en atención á que la pena correspondiente al delito cometido 
por el procesado, no es de las comprendidas en la referida Or- 
den de indulto de diez y seis de Enero último. 

Vistos los artículos primero, once, doce, diez y seis, veinte 
y siete, ciento treinta y quinientos nueve caso segundo del Có- 
digo Penal; 

Fallamos que debemos condenar y condenamos á Arturo 
Ríos por el delito de allanamiento de morada, á la pena de dos 
años, cuatro meses y un día de prisión correccional con las ac- 
cesorias de suspensión de todo cargo y del derecho de sufragio 
durante el tiempo de la condena, multa de trescientas veinte y 
cinco pesetas, ó el apremio personal a razón de un día de deten- 
ción por cada doce y media pesetas que dejare de satisfacer ; y 
por la falta incidental del daño en la propiedad, á tres días de 
arresto menor, indemnización de diez y nueve pesos noventa 
centavos á Margarita Cabrera, con el apremio personal corres- 
pondiente al tipo anteriormente indicado en su caso, y al pago 
de las costas, abonándole la prisión correccional que hubiere 
sufrido, declarándose comprendido en el caso tercero de la Or- 
den de indulto de diez y seis de Enero último en cuanto al 
arresto menor y accesorias. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos. — Antonio González de Mendoza.— Pedro Qonzález Lló- 
rente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



Manuel Lisa y Sipontes contra Consuelo Martínez y Mab- 

TÍNEZ. 

Sentencia Núm. 39. (Junio 6 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Consuelo Martí- 
nez contra la sentencia dictada por la Audiencia de Puerto 
Príncipe en 26 de Febrero de 1900. 

ADULTERIO. 

Es responsable de este deUto la mujer qne estando ca- 
sada legitünamente, ejecuta actos camales con otro hombre 
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que no sea sn mazido. T cnaiulo se estaUeoe la anemia con- 
tra uno solo de los cnlpables, por manifestarse que el otxo no 
vlTia, pues por fama pública se decia que babia muerto en la 
guerra» y la Sala acepta este hecho, no se infringe el Ártico- 
lo 449 dei Código Penal. 

En la ciudad de la Habana, á cinco de Junio de mil nove- 
cientos, en d recurso de casación por infracción de Ley, que 
pende ante este Tribunal Supremo, recurso interpuesto por el 
procurador Pino, á nombre de Consuelo Martínez y Martínez, 
blanca, vecina de Puerto Principe y ocupada en los quehaceres 
domésticos, contra la sentencia pronunciada por la Audiencia 
de esta última ciudad, en la causa que procedente del Juzgado 
de Instrucción de ésta se siguió, de una parte el procurador 
Aristides Don, en representación del marido querellante Ma- 
nuel Lisa y Sifontes, y de la otra dicho procurador Pino en 
nombre de la referida Martínez y Martínez, por adidterio: 

Primero, Resvltando : que vista en juicio oral y público la 
expresada eausa, dicha Audiencia dictó la m^icionada senten- 
cia en veinte y seis de Febrero último, consignando los hechos 
en los siguientes Resultandos: 

Primero. Que hallándose legítimamente casados Manuel Li- 
sa y Consuelo Martínez, disfrutaban de la más completa armo- 
nía, proporcionándole aquél mayores comodidades de las com- 
patibles con su posición hasta que á mediados del año de mil 
ochocientos noventa y seis emprendió la Martínez relaciones ilí- 
citas, consumando actos camales con Miguel Rodríguez, joven 
de diez y ocho á veinte años, á consecuencia de lo que sobrevi- 
nieron grandes y continuos disgustos entre Lisa y la Martínez, 
habiendo dado aquél parte á la autoridad correspondiente del 
Gobierno de la Revolución disponiéndose que fuese trasladada 
la Martínez de la finca en que residía con su marido á la que 
ocupaba su padre; la cual abandonó poco después, marchándose 
con su amante Rodríguez y permaneciendo con éste en los mon- 
tes, sin domicilio, por espacio de dos meses próximamente, trans- 
curridos los cuales sorprendió Rodríguez en descampado á 
Alonso Basulto y le exigió con amenazas de muerte que llevase 
á la Martínez á la casa de su padre, como lo verificó, dando 
parte en seguida á la Autoridad de lo ocurrido. Hechos que se 
declaran probados: 

Segundo. Que durante el tiempo que permaneció Rodríguez 
en los campos con la Martínez, se entregó á actos de bandoleris- 
mo, asaltando casas con exigencias de dinero, agredió á Lisa dis- 
parándole im tiro á tres varas de distancia é incendió las fin- 
cas de éste ; por todo lo que el Gobierno de la Revolución orga- 
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IU2Ó varias partidas en persecución de aquel con instrucciones 
de que le aprehendieran y hasta le dieran muerte en caso neee* 
sario^ disponiéndose poco después que cesara la persecución y 
se retirasen las partidas; no habiéndose vuelto á ver desde en< 
tonces á Rodri^ez ni á tenerse noticias de su paradero, siendo 
de pública voz y fama que había muerto. Hechos que asimismo 
se declaran probados: 

íjuinto. Que la representación del querellante estableció, 
como uno de los hechos, que Rodríguez había muerto alegando 
que por esa razón seguía la querella el marido solo contra su 
eoiisorte ; sin que la de ésta se hubiera opuesto á que se le admi- 
tiese al personarse en el sumario después del auto de procesa- 
miento; ni más adelante abierto el juicio oral, hubiera hecho 
indicación alguna en ese sentido, al evacuar el trámite de cali- 
ficación : 

Segundo, Besvita^ido : qua la Sala sentenciadora estimó que 
los hechos declarados probados constituyen un delito de adul- 
terio, previsto y castigado por el artículo cuatrocientos cuaren- 
ta y siete del Código Penal, del cual es autora por participación 
directa la procesada Consuelo Martínez Martínez, sin circuns- 
tancias modificativas de responsabilidad criminal, á la cual ccm- 
denó, en concepto de autora de un delito de adulterio á la pena 
de tres años, seis meses y veinte y un días de prisión correccio- 
nal, accesorias y pago de costas: 

Tercero. Besidiando: que contra esta sentencia se interpu- 
so por la representación de la esposa acusada recurso de casa- 
ción por infracción de ley, autorizado por el caso primero del 
articulo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal, en relación con los artículos ochocientos cua- 
renta y siete y caso primero del ochocientos cuarenta y ocho, 
ambos de la misma ley, y la Orden noventa y dos de veinte y 
seis de Junio último ; y considerando infringido el caso segundo 
del artículo cuatrocientos cuarenta y nueve del Código Penal, 
por cuanto habiéndose prescindido por completo de la prescrip- 
ción del artículo citado y sin justificarse la muerte del supuesto 
cómplice de la Martínez se ha fallado 'la causa, condenándola á 
ella sola contra lo dispuesto en la ley que se ha quebrantado; 
recurso que fué admitido: 

Cuarto. Resultando : que designado abogado para la repre- 
sentación de la procesada ante este Tribunal Supremo y acep- 
tada dicha designación, se personó en tiempo y forma la recu- 
rrente; y corriendo el período de instrucción, presentó escrito 
el Fiscal, adhiriéndose al aludido recurso en virtud del mismo 
motivo señalado por la recurrente, ó sea por haber el Tribunal 
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sentenciador incurrido en el error de derecho del número pri- 
mero del artículo ochocientos cuarenta y nueve del Enjuicia- 
miento Criminal é infringido el párrafo segundo del artículo 
cuatrocientos cuarenta y nueve del Código Penal, al penar los 
hechos declarados probados en la sentencia, á pesar de que lo 
impedía en absoluto la circimstancia posterior á la comisión del 
delito de haber el ofendido deducido tan sólo la querella contra 
su esposa, sin que constase justificado el fallecimiento del otro 
culpable Miguel Rodríguez ; y pedía al Tribunal declarase en su 
oportunidad con lugar el repetido recurso: 

Quinto. Resultando : que la vista pública tuvo efecto el día 
veinte y cuatro del corriente, informando respectivamente el 
Fiscal y el defensor de ia recurrente. 

Visto, Siendo Ponente el Magistrado Rafael Cruz Pérez: 

Primero. Considerando: que, según el párrafo segundo del 
artículo cuatrocientos cuarenta y nueve del Código Penal, no 
puede deducirse querella de adulterio por el marido agraviado 
sino contra ambos culpables, si uno y otro vivieren; pero ha- 
biéndose dicho al interponerse la querella que uno de los dos 
no vivía, y habiendo la Sala sentenciadora de la Audiencia de 
Puerto Príncipe, en uso de sus facultades privativas y apre- 
ciando la totalidad de la prueba, declarado probado por fama 
púbUca que Miguel Rodríguez, cómplice de la procesada Con- 
suelo Martínez había fallecido en el campo insurrecto, durante 
la guerra de independencia, no ha incurrido, al sustanciarse di- 
cha querella contra uno solo de los culpables, en el error de 
derecho que se le atribuye, ni infringido el artículo del Código 
Penal á que el presente recurso se refiere: 

Segundo. Considerando: que á tenor del articulo cuarenta 
de la Orden número noventa y dos del Gobierno Militar sobre 
casación, cuando se declare sin lugar un recurso, se impondrán 
siempre las costas á la parte ó partes recurrentes, salvo cuando 
ésta fuere el Ministerio Fiscal ó se estuviera en el caso del ar- 
tículo cuarenta y siete; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación que por infracción de Ley interpuso 
contra la sentencia de veinte y seis de Febrero la representación 
de la procesada Consuelo Martínez, á la cual condrananMig ea 
las costas. 

Así, por esta sentencia, que se comunicará á la Audiencia 
de Puerto Príncipe y se publicará en la Colección á cargo de la 
Secretaría de Justicia y en la Gaceta de la Habana, librándose 
al efecto las oportunas certificaciones, lo pronunciamos, manda- 
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mos y firmamos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro Gon- 
zález Llórente.— Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — 
Budaldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



El M. P. contra Antonio Guerra y Martínez. 

Sentencia Núm. 40. (Junio 7 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Antonio Ouerra 
contra la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana 
en 22 de Marzo de 1900. 

DISPARO DE ABMA DE FUEGO CONTRA DETERMINADA 

PERSONA. 

En el escrito en que se interpone el recuso, no sólo se 
han de citar con precisión y claridad las leyes ó doctrinas 
legales que se suponen infringidas, sino también el concep- 
to en que lo han sido. 

En la ciudad de la Habana, á siete de Junio de mil nove- 
cientos, en el recurso de casación por infracción de Ley pendien- 
te ante este Supremo Tribunal interpuesto por el procurador 
Joaquín González Sarraín á nombre de Antonio Guerra y Martí- 
nez, estudiante y vecino de Cienfuegos, contra la sentencia dic- 
tada por la Sección Primera de la Sala de lo Criminal de la 
Audiencia de la Habana en la causa seguida á dicho procesado 
por disparo de arma de fuego sobre determinada persona: 

Primero, Resultando: que vista en juicio oral y público la 
referida causa, la mencionada Sala en sentencia de veinte y dos 
de Marzo de mil novecientos consignó como probados los hechos 
siguientes : Resultando probado, que el día once de Abril de mil 
ochocientos noventa y ocho, habiendo ido D. José de Zalba á 
verificar la extracción de unos muebles de su propiedad, de la 
casa calle de Refugio número treinta y cinco, donde habitaba 
Doña Matilde Domínguez, el procesado Antonio Guerra que se 
encontraba allí previamente y no había tenido con anterioridad 
disgusto con D. José de Zalba, disparó con su revólver dos tiros 
contra éste, sin causarle daño: 

Segundo. Resultando: que la repetida Sala, considerando 
que el acto de disparar un arma de fuego contra cualquiera 
persona será castigado con la pena de prisión correccional en 
sus grados mínimo y medio con arreglo al artículo cuatrocien- 
tos veinte y uno del Código Penal, cuando como sucede en este 
caso no fuere constitutivo de otro delito á que esté señalada 
una pena superior, y que por no haber concurrido en el hecho 
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cireunstaneias modificativas de responsabilidad criminal deUa 
imponerse al procesado la pena señalada al delito en su grado 
medio, lo condenó á la pena de nn año, ocho meses y veinte y 
un días de prisión correccional, con las accesorias correspon- 
dientes y al pago de las costas procesales: 

Tercero. Resultando: que el procurador Joaquín Qonzáles 
Sarraín á nombre del procesado interpuso contra esa sentencia 
recurso de casación por inf raccira de Ley autorizado por el ca- 
so tercero del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, citando como infringido por la 
Sala sentenciadora el articulo cuatrocientos veinte y uno del 
Código Penal vigente, al incluir en él los actos realizados por 
Antonio Guerra y Martínez, actos que a su juicio no constita- 
yeo el delito de disparo de arma de fuego: 

Cuarto. Resultando: que admitido el recurso por la Sala 
referida en auto de cinco de Abril último, se ha sustanciado en 
este Tribunal Supremo, celebrándose la vista pública el día 
veinte y nueve del mes pasado, sin asistencia del recurrente. 

Siendo Ponente el Magistrado Eudaldo Tamayo: 

Primero. Considerando: que el número cuarto del articulo 
quinto en relación con el mismo número del artículo séptimo de 
la Orden noventa y dos sobre casación dispone que tratándose 
de recursos por infracción de Ley no sólo se han de citar con 
precisión y claridad las leyes ó doctrinas legales que se suponen 
infringidas, sino también el concepto en que lo han sido : 

Segundo. Considerando: que si bien el recurrente ha cita- 
do como infringido por la sentencia referida, el artículo cua- 
trocientos veinte y uno del Código Penal, no ha explicado el 
concepto de esa infracción, puesto que se limita á expresar que 
ésta consiste en haberse incluido en ese precepto los actos reali- 
zados por Antonio Querrá y Martínez, actos que á su juicio no 
constituyen el delito de disparo de arma de fuego; lo que es 
única y exclusivam^ite una afirmación cuya razón se omite y 
por tanto se calla el concepto a que se refiere el artículo citado 
de la Orden sobre casación que por ese motivo ha quedado in- 
cumplido por el recurrente: 

Tercero. Considerando : que según tiene declarado este Tri- 
bunal en repetidas sentencias, el hecho de haberee admitido un 
recurso por la Sala sentenciadora sin embargo de faltarle alga- 
nos de los requisitos legales necesarios para la admisión y el de 
no ser impugnado por ninguna de las partes que con arreglo al 
caso segundo del artículo veinte y ocho pueden hacerlo, no im- 
pide que este Tribunal por la ineficacia consiguiente a todo re- 
curso defectuosamente interpuesto, declare no haber lugar á él : 
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Cuarto. Considerando: que conforme al artículo cuarenta 
de la Orden número noventa y dos sobre casación, cuando se 
declare sin lugar un recurso se impondrá siempre las costas á 
la parte 6 partes recurrentes; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación que por infracción de ley interpuso 
el procurador Joaquín González Sarraín á nombre del procesa- 
do contra la sentencia de la Sección Primera de la Sala de lo 
Criminal de la Audiencia de la Habana fechada en veinte y 
dos de Marzo último, con las costas á cargo del recurrente. 

Así, por esta sentencia, que se comxmicará á la referida Au- 
diencia para lo que proceda, publicándose en la Colección á 
cargo de la Secretaría de Justicia y en la Gaceta de la Habana, 
por medio de las oportulnas certificaciones, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro 
González Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — José M. García Mon- 
tes. — Eudaldo Tamayo.— Ángel C. Betancourt. — Octavio Gi- 
berga. 



El M. P. contra Antonio Tellbría Tellería. 

Sentencia Núm. 41. (Junio 8 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Antonio TeUería 
contra la sentencia dictada por la Audiencia de la Habana 
en 26 de Marzo de 1900. 

HOMICIDIO POS DSPRTJDENCIA TEMERARIA. 

Cuando las citas legales, hechas en el escrito de interposi- 
ci6n, no gnardan congraenda con lo resuelto en la sentencia 
que se recurre, no es admisible él recurso. 

Kada importa ni significa en cuanto á la calificación del 
hecho Justiciable, la concurrencia de la circunstancia de em- 
briaguez á que se refiere el inciso 7.o del articulo 9.o del 
Código Penal, siendo como es de apreciarse tan sólo esa cir- 
cunstancia en punto á la responsabilidad consiguiente al ha- 
cho mismo. 

En la ciudad de la Habana, á ocho de Jimio de mil nove- 
cientos, en el recurso de casación por infracción de Ley, pen- 
diente ante este Tribunal Supremo, contra la sentencia dictada 
en veinte y seis de Marzo último por la Sección Primera de la 
Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana en la causa 
seguida al recurrente, Antonio Tellería y Tellería, del comercio 
y vecino de Marianao, con instrucción y sin antecedentes pena- 
les, por el delito de homicidio por imprudencia temeraria: 



346 JURISPRUDENCIA PENAJL. 



Primero. Resultando: que en el primero de los que contie- 
ne la sentencia recurrida se declaran probados los siguientes 
hechos: ''que el día veinte de Enero último se dirigió D. Feli-. 
''pe Hidalgo en busca de trabajo a la finca "Medrano'' situada 
"en Marianao, propiedad del procesado Antonio TeHería y Te- 
"Uería, y después de almorzar, hallándose éste en estado de 
"embriaguez, se puso á jugar con un fusil remington que tenía 
"para su defensa y suponía descargado, escapándosele un tiro 
"que produjo la muerte de Felipe Hidalgo, á consecuencia de 
"la herida que recibió en el pómulo izquierdo y le atravesó la 
"masa encefálica": 

Segundo, Remltando: que la Sala estimó perpetrado el de- 
lito de homicidio por imprudencia temeraria comprendido en el 
articulo quinientos noventa y dos del Código Penal y que eran 
de tenerse en consideración para imponar la pena en el grado 
mínimo las circunstancias del hecho y los buenos antecedentes 
del procesado, en cuya virtud lo eand^aó á cinoo meses de arres- 
to mayor, con las accesorias legales, pago de las costas é ind^n- 
nizacióji de mil pesetas á los herederos del interfecto: 

Tercero. Resultando: que contra la expresada sentencia in- 
terpuso el procesado- recurso de casación por infracción de ley, 
que fundó en el caso tercero del artículo ochocientos cuarenta 
y nueve de la de Enjuiciamiento Criminal, por haberse á su 
juicio calificado erróneamente los hechos, y citó como infringi- 
dos el párrafo primero del articulo quinientos noventa y dos 
del Código Penal, por indebida aplicación, y el inciso quinto 
del artículo seiscientos trece del propio Código, por no haberse 
aplicado, debiendo seiio, pues no pudiéndose exigir al procesa- 
do toda la diligencia necesaria, en razón á su estado de embria- 
guez, no cabía de calificar de temeraria, y sí sólo de simple, la 
imprudencia con que había obrado, de lo cual y de no existir 
infracción de reglamento, se sigue que el hecho calificado y pe- 
nado en la sentencia reviste únicamen te los caracteres de la falta 
prevista en el último de los preceptos cuya inf raccirái se alega ; 

Cuarto. Resultando: que, admitido el recurso y personado 
el recurrente ante este Supremo Tribunal, se ha sustanciado 
aquel en debida forma, celebrándose en dos del mes en corso la 
correspondiente vista pública, con asistencia del Letrado defen- 
sor de diiího recurrente. 

Siendo Ponente el Magistrado Octavio Qiberga: 

Primero. Considerando: que al referirse el Código Penal, 
en el artículo noveno, inciso séptimo, á la circunstancia de eje- 
cutar el hecho en estado de embriaguez, cuando ésta no fuere ha- 
bitual ó posterior al proyecto de cometer el delito, la compren- 
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de entre las atenuantes señaladas en el Capítulo tercero, Título 
primero, Libro primero del mencionado Código, expresivo de 
las circunstancias que atenúan la responsabilidad criminal, cu- 
yo valor, al único efecto de disminuir la pena, según el artícu- 
lo setenta y seis, se determina precisamente en la Sección se- 
gunda, Capítulo cuarto, Título tercero del propio Libro, donde 
se fijan reglas generales para la aplicación de las penas en con- 
sideración á las circunstancias atenuantes y agravantes, sin 
perjuicio de otras disposiciones de índole especial que regulan 
en casos concretos la aplicación de la pena, como lo es la del 
apartado tercero del artículo quinientos noventa y dos, recor- 
dada en su fallo por la Sala en relación al estado de embriaguez 
del procesado; y así definidas la naturaleza y la virtualidad lega- 
les de dicha circunstancia, es manifiesto que nada importa ni 
significa en punto á la calificación del hecho justiciable, sino tan 
sólo en punto á la graduación de la responsabilidad consiguien- 
te al hecho mismo, cuestión jurídica esta última no planteada 
en el recurso y muy distinta de la que se propone para pedir la 
casación, suponiéndola, sin estarlo en realidad, autorizada por 
el número tercero del artículo ochocientos cuarenta y nueve de 
la Ley de Enjuiciamiento: con lo cual se demuestra no ser po- 
sible la infracción de los preceptos cutidos por el recurrente en 
el concepto en qne se dicen infringidos: 

Segundo. Considerando: que, conforme al artículo cuaren- 
ta de la Orden del Gobernador Militar número noventa y dos 
del año de mil ochocientos noventa y nueve, cuando se declare 
sin lugar un recurso de casación, deben imponerse las costas del 
mismo á la parte recurrente, salvo cuando esta fuere el Minis- 
terio Fiscal ó se estuviere en el caso del articulo cuarenta y sie- 
te, cuyas excepciones no pueden tener aplicación á este recurso ; 

Fallamos: que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación por infracción de ley interpuesto por 
Antonio Tellería y Tellería contra la sentencia dictada en vein- 
te y seis de Marzo último por la Sección Primera de la Sala 
de lo Criminal de la Audiencia de la Habana, é imponemos las 
costas á dicho recurrente: comuniqúese, con certificación, á la 
expresada Audiencia y publíquese en la Gaceta de la Habana y 
en la Colección á cargo de la Secretaría de Justicia, á cuyo 
efecto se librarán las corrospondientes copias. 

Aaí^ por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firma- 
mos. — Antonio González de Mendoza. — Pedro González Lloren- 
te. — Rafael Cruz Pérez.— José M. García Montes.. — Eudaldo 
Tamayo. — Ángel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 
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El M. F. cjontba Javier Castellanos Solís 6 Sobís ((a) '*El 
Oago*', Diego Morales González y José Nieves Fernán- 
dez OSOBIO. 

Sentencia Núm. 42. (Junio 11 de 1900). 

Recurso por quebrantamiento de forma é infracción de Ley in- 
terpuesto por Castellanos, Morales y Fernández contra la 
sentencia dictada por la Audiencia de Puerto Príncipe el 18 
de Diciembre de 1899. 

BOBO Y AMENAZAS. 

Son responsables del primero de estos delitos los qne con 
ánimo de lacrar, llevando armas y con intimidación en las 
personas, obligan & éstas & qne les entreguen dinero 6 
efectos. 

Amenaza de mnerte con exigencia de dinero. — Son res- 
ponsables de este delito los que exigen dinero & ios morado- 
res de nna finca^ previniéndoles que les darán mnerte si no 
les consignen la cantidad exigida. 

En la ciudad de la Habana, á once de Junio de mil nove- 
cientos, en la causa procedente del Juzgado de Instrucción de 
Puerto Príncipe y seguida ante la Audiencia de aquella Provin- 
cia por robo y amenazas, contra Oabriel Castellanos Solís ó So- 
rís (a) El Oago, labrador y vecino de San Gerónimo, Diego 
Morales Qonzález, del mismo oficio y vecindario, y José Nieves 
Fernández Osorio, también campesino y cuyo vecindario no se 
expresa, habiendo sido igualmente procesado y declarado rebelde 
Miguel de Varona ; causa que se halla pendiente ante este Tribu- 
nal Supremo en virtud de recurso de casación interpuesto contra 
le sentencia dictada por dicha Audiencia el diez y ocho de Diciem- 
bre último y cuyos fundamentos de hecho son los que literalmente 
se transcriben en los primeros cinco resultandos siguientes : 

Primero. Resultando: que con testimonio de varios parti- 
culares de la causa seguida por la Jurisdicción de Guerra Es- 
pañola contra Lino Mirabal y otros por secuestro del joven An- 
tonio García Avila, se incoó «la presente causa en doce de Julio 
de mil ochocientos noventa y cuatro y seguida por la misma Ju- 
risdicción decretándose la prisión de los procesados Castellanos, 
Morales y Nieves en veintisiete de Diciembre de mil ochocien- 
tos noventa y cinco, fué remitida á la Secretaría de Justicia 
conforme á lo dispuesto en la regla segunda del artículo sépti- 
mo de la Circular del Capitán General español Sr. Jimáiez 
Castellanos de veinte y nueve de Noviembre de mil ochocientos 
noventa y ocho, cuyo Centro la envió á la Audiencia de la Ha- 
bana en ocho de Junio último; y habiéndose inhibido de su co- 
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nocimiento la Sala Secunda de lo Criminal de dicha Audiencia 
en favor de este Tribunal por auto de quince de Julio, y en 
virtud de haberse cometido los hechos perseguidos en esta pro- 
vincia, se aceptó en cinco de Agosto, y remitida al Juzgado ins- 
tructor de esta ciudad para practicar las diligencias que el Mi- 
nisterio fiscal interesó como necesarias para completar el sumario, 
fué devuelta terminada, y seguida por todos sus trámites ante 
esta Sala, ha sido vista en juicio oral y público en sesiones de 
trece y catorce de los corrientes : 

Segundo, Resultando : que á fines del mes de Agosto ó prin- 
cipios de Septiembre del año de mil ochocientos noventa y tres, 
cuando el bandolerismo tenia alarmados á los hacendados de 
esta Provincia, el procesado Gabriel Castellanos Solis ó Sorís 
(a) Gago y el rebelde Miguel Varona, armados de rifle relám- 
pago uno, y el otro de tercerola y ambos además de revólvers, 
machetes y cuchillos se presentaron en la finca ''San Nicolás" de 
esta jurisdicción, donde se encontraba el dueño de la misma se- 
ñor Alejandro Rodríguez Velazco, y dirigiéndose á éste el Cas- 
tellanos, apuntándole con el rifie y á corta distancia el Varona 
en la misma forma con la tercerola, le dijo que venían á pedirle 
un favor y era que necesitaban quince centenes y como les con- 
testara Bodríguez que no podía servirles, por no tener allí di- 
nero ni serle fácil darles esa cantidad, le manifestaron que más 
adelante podían satisfacer sus exigencias, puesto que á cada 
rato iba á la finca y se retiraron, y que como una semana des- 
pués al volver á su finca el Sr. Bodríguez, y al pasar por el 
callejón de Cobabo que era su itinerario común para ir á aqué- 
lla, le salieron por ambos lados del camino los referidos Caste- 
llanos y Varona, armados en la misma forma que lo hicieron 
anteriormente, y saludándole le preguntaron si se había acorda- 
do de su encargo, viéndose obligado el Rodríguez por la acti- 
tud de aquéllos y la soledad del lugar, á entregarles ocho cen- 
tenes, que recibieron, marchándose sin volverlos á ver. Hechos 
que se declaran probados: 

Tercero. Resultando -, que en el propio mes de Septiembre 
de dicho año (Je mil ochocientos noventa y tres, los procesados 
Gabriel Castellanos y José Nieves, armados de revólver y rifle- 
relámpago respectivamente, asaltaron al Sr. Francisco Montejo 
Rodríguez, que salía de su finca San Luis, término de San Ge- 
rónimo en esta Provincia, y como á unos doscientos metros de 
la misma, y le exigieron sesenta centenes que tenía que entre- 
garles de cualquier manera, y como les manifestase que no tenía 
esa cantidad, insistieron amenazándole y viéndose obligado por 
su actitud á ofrecerles treinta centenes, dejándolo por esa pro- 
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mesa ; y que habiendo venido á esta ciudad y obtenido esa suma, 
al pasar pocos días después por los montes del Ortigal, camino 
de su ñnea» volvieron á asaltarle los dos procesados para recla- 
marle la referida suma de treinta centenes, que se vio obligado 
á entregar y que recibieron manifestando aquéllos que se mar- 
chara y diera conocimiento a la Guardia Civil, diciéndole que 
Gabriel Solís le había salido por ese lugar preguntándole por el 
camino de los Chincheros. Hechos que se declaran probados : 

Cuarto. Resultando : que el día veinte de Noviembre del ci- 
tado año de mil ochocientos noventa y tres, encontrándose el 
vecino de esta ciudad Sr. Ángel Piehardo y Gonzálvez en unión 
del Sr. Francisco Araujo López, en la finca de Santana de la 
Rioja de la propiedad de éste, donde había ido á recoger un 
ganado, salió por las inmediaciones de la casa de vivienda, y 
presentándosele en esos momentos los procesados Gabriel Caste- 
llanos y Diego Morales, armados de rifle, revólver y machete, le 
preguntaron por su nombre y habiéndoles dado otro distinto 
del suyo, insiatieron sobre el mismo punto y le amenazaron de 
muerte, si no les entregaba treinticinco centenes, contestándo- 
les que no era Piehardo ni tenía ese dinero, por lo que amena^ 
zándole nuevamente de muerte le dijeron que volverían antes de 
media hora sabiendo sgru nombre, y aprovechando Piehardo que 
se retiraban, huyó hacia esta población, sin que volviese á di- 
cha finca, ni entregase la cantidad exigida; habiendo huido 
también el referido Araujo á quien declara Piehardo hab&oi 
exigido también los procesados diez centenes que no les entregó. 
Hechos que se declaran probados: 

Quinto. Resultando : que el día veintitrés de Noviembre del 
expresado año de mil ochocientos noventa y tres los procesados 
Gabriel Castellanos y Diego Morales, armados de revólver, ma- 
chetes, cuchillos y carabinas, se presentaron en la finca Miran- 
da, del Sr. Francisco de Quesada y le exigieron cuarenta cen- 
tenes, diciéndole que necesitaban dinero y que los ricos tenían 
que dárselo, consiguiendo después de varias súplicas que reba- 
jasen la mitad, siendo amenazados por aquéllos de muerte si 
no los entregaba ó daba parte del hecho á las autoridades; y 
que habiéndoles manifestado que tendría que mandar por el 
dinero á esta población por no tenerlo en la finca, le previnie- 
ron que cuando lo tuviera allí, se lo indicara poniendo un som- 
brero en una vara detrás de la casa y pasarían ellos á recoger- 
lo, como lo verificaron el día veinte y siete del mismo mes, des- 
pués de haber venido su hijo Mario de Quesada á buscar el di- 
nero á esta ciudad y regresado con él á la finca. Hechos que en 
la misma forma se declaran probados: 



JURISPRUDENCU PENAL 351 

Sexto. Reívliando; que en el referido faMo condenó la 
Sala al procesado Gabriel Castellanos Solís 6 Sorís (a) El 
Oago, como autor responsable de un delito de robo á Ale- 
jandro Bodrigoez, sin cirennstancias modificativas, á la pena de 
tres años, oclio meses y un dfa de presidio correccional : á di- 
cho procesado Gabriel Castellanos y al otro José Nieves Fer- 
nández ú Osorio, también como autores de un delito de robo á 
Francisco Montejo y sin circunstancias modificativas, á la mis- 
ma pena de tres años, oeho meses y un día de presidio correc- 
cional á cada uno de ellos : á los procesados Gabriel Castellanos 
y Diego Morales González, por el delito de amenazas de muerte 
con exigencia de cantidad á Ángel Pichardo, sin logro de pro- 
pásito, á la pena, cada uno de los mismos, de dos años, cuatro 
meses y un día de prisión correccional, como autores sin cir- 
cunstancias apreciables ; y por último á cada uno de los refe- 
ridos procesados Gabriel Castellanos y Diego Morales, como au- 
tores del delito de amenazas de muerte á Francisco de Quesada 
con exigencia de cantidad, habiendo realizado su propósito y 
también sin circunstancias modificativas, á la pena de ocho años • 
y un día de prisión mayor, con las accesorias de suspensión de 
todo cargo publico, profesión ú oficio y derecho de sufragio 
para Castellanos y Nieves durante el tiempo de la condena de 
los dos delitos de robo, y las de suspensión de todo cargo y del 
derecho de sufragio para Castellanos y Morales durante el tiem- 
po de las de amenazas; y al pago de las costas procesales en la 
proporción de cinco octavas partes Castellanos, dos octavas Mo- 
rales y una Nieves: 

Séptimo. Resultando : que la representación de los procesa- 
dos interpuso contra esa sentencia recurso de casación por que- 
brantamiento de forma y por infracción de ley, y que la Sala 
sentenciadora declaró no haber lugar á admitir el recurso por 
quebrantamiento de forma, y admitió el establecido por infrac- 
ción de ley: 

Octavo. Resultando: que este Tribunal Supremo, con arre- 
glo al artículo cincuenta y cinco de la Orden número noventa 
y dos, dictada en veinte de Junio de mil ochocientos noventa y 
nueve por el Gobernador Militar de la Isla, declaró nó haber 
tugar á sustanciar el recurso de queja anunciado por la no ad- 
misión del de casación por quebrantamiento de forma porque 
lo estimaron improcedente tanto los dos abogados que de oficio 
s? nombraron á los recurrentes, como el Ministerio Fiscal: 

Noveno, Resultando: que en el recurso de casación por in- 
fracción de ley se citaron como infringidos: 

Primero. El artículo quinientos doce del Código Penal, por 
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no constituir el delito de amenazas previsto en ese articulo los 
hechos declarados probados, sino el delito definido en el articulo 
quinientos trece de ese Código: 

Segundo. Los artículos quinientos veinte y quinientos vein- 
te y uno del mismo Código, porque los hechos referidos en el 
segundo y tercer Considerandos no constituyen delito de robo, 
sino de amenazas simples, puesto que los perjudicados entrega- 
ron voluntariamente la cantidad que se les exigía: 

Tercero. El artículo setecientos treinta de la Ley de En- 
juiciamiento Criminal en cuanto se dio lectura á declaraciones 
de testigos que pudieron declarar en el juicio oral y no lo hi- 
cieron dándose por probado por esa diligencia los hechos á que 
se refieren el tercero y cuarto 'Resultandos: 

Cuarto. El artículo quinientos doce del Código P^ial en 
cuanto se califican de amenazas de muerte los hechos á que se 
contrae el quinto Resultando, debiendo estar comprendidos en 
el quinientos trece: 

Décimo. Resídtando: que, previos los debidos trámites, el 
treinta de Mayo último se celebró la vista en que informaron el 
defensor del recurrente y el representante dd 'Ministerio Fiscal : 

Vistos. Siendo Ponente el Magistrado Pedro González Lló- 
rente : 

Primero. Considercmdo \ que el tercero de los motivos de 
casación alegados se refiere á una cuestión de forma, que no 
puede constituir motivo del recurso x>or infracción de Ley, sino 
del que se propuso por quebrantamiento de forma que no fué 
admitido; ni cabe discutir en este Tribunal Supremo la decla- 
ración de hechos que la Sala sentenciadora califica de probados ; 
y que, por lo tanto, el indicado recurso no debe apreciarse: 

Segundo. Considerando: que los hechos declarados proba- 
dos en el cuarto y quinto Resultandos, constituye cada uno un 
delito de amenaza de muerte, sin otra diferencia que la de no 
haber en el primero conseguido los culpables su propósito y sí 
en el segundo, por lo cual en la sentencia no se ha infringido, 
sino aplicado rectamente el artículo quinientos doce del Código : 

Tercero. Considerando : que los hechos que se declaran pro- 
bados en el segundo y tercer Resultandos, constituyen, como se 
expresa en la sentencia, dos delitos de robo, puesto que los pro- 
cesados, con ánimo de lucrase, armados y con intimidación en 
las personas, obligaron á los asaltados á entregar cantidades de 
dinero; de modo que, en la sentencia se han aplicado acertada- 
mente los artículos quinientos veinte y quinientos veinte y uno 
del Código: 

Cuarto. Considerando: que, según el articulo cuarenta de 
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la mencionada Orden número noventa 7 dos del Gobernador 
Militar de la Isla, cuando se declare sin lugar un recurso de 
casación, se han de imponer siempre las costas del mismo ¿ la 
parte recurrente, salvo cuando ésta fuere el Ministerio Fiscal 6 
se estuviere en el caso del articulo cuarenta 7 siete, que no es 
el presente; 

Fallamos que debemos declarar 7 declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación interpuesto por Gktbriel Castellanos 
Solís 6 Sorís (a) El Gago, Diego Morales González 7 José Nie- 
ves Fernández Osorio, por infracción de Le7, contra la sentencia 
dictada por la Audiencia de Puerto Príncipe el diez 7 ocho de 
Diciembre último, con las costas á cargo de dichos recurrentes. 

Comuniqúese, con certificación, á la expresada Audiencia; 
7 publiquese en la Gaceta de la Habana 7 en la Colección á 
cargo de la Secretaría de Justicia, á CU70 efecto líbrense las co- 
rrespondientes copias autorizadas. 

Asi, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos 7 fir- 
mamos. — ^Antonio Gk>nzález de Mendoza. — Pedro González Lló- 
rente. — ^Rafael Cruz Pérez. — José M. García Montes. — Eudaldo 
Tama70. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 



El M. F. contra Manuel Rodríguez Maribona. 

Ante Núm. 69. (Junio 11 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Fermín Domín- 
guez Linares contra el auto de sobreseimiento dictado por la 
Audiencia de Mata/mas en 9 de Abril de 1900. 

DAÑO EN LA PROPIEDAD. 

Para qne en nna resolnclfo Judicial pnadan infiinglne 
dlspoBlciones referentes á la participación de nna persona 
en los hechos pnnihles» es preciso que éstos constitayan deli- 
to 7 la participación se declare en nna sentencia; pero cuan- 
do se trata de nn anto de sobreseimiento Ubre en qne se de- 
clara que no constituyen deUto, es incongruente cualquier 
cuestión relativa á la participación de los acusados en el 
mismo, 7 al no citarse la Iie7 infringida ni el concepto en 
que lo ha7a sido, se infringe el número 3.o del Articulo 5.o de 
la Orden 92 sobre casación. 

Primero. Resultando : que la Sala de lo Civil de la Audien- 
cia de Matanzas, en la causa procedente del Juzgado de Ins- 
trucción de Alacranes contra Manuel Rodríguez Maribona por 
daño en la propiedad, dictó en nueve de Abril último auto de 
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sobreseimiento libre en conformidad con el número segundo del 
artículo seiscientos treinta y siete de Enjuiciamiento Criminal, 
con las costas de oficio, auto confirmatorio del dictado en vein- 
te y siete de Febrero próximo pasado por aquel Juzgado, decla- 
rándose terminado el sumario: 

Segundo. Resultando: que la representación de Fermín Do- 
mínguez Linares interpuso contra dicho auto recurso de casa- 
ción por infracción de Ley, ** autorizado por el artículo ocho- 
cientos cuarenta y ocho, inciso cuarto de Enjuiciamiento Cri- 
minal, debiendo entenderse, para el efecto de interponer este 
recurso, infringida la ley, conforme al artículo ochocientos cin- 
cuenta y dos en cualesquiera de los autos comprendidos en las 
números cuarto, quinto y sexto del citado artículo ochocientos 
cuarenta y ocho, cuando se funden en no estimarse como delito 
ó falta, siéndolo, ó presentando caracteres de tales los hechos 
consignados por el Juez ó Tribunal en los respectivos autos, sin 
que circunstancias posteriores impidan penarlos"; y cita como 
infringidos : 

Primero. El artículo primero del Código Penal, por cuanto 
la Sala no estima el hecho realizado por Rodríguez Maribona 
como un delito, siendo **una acción voluntaria penada por 
la ley'': 

Segundo. El artículo once, caso primero del Código Penal, 
por cuanto Rodríguez Maribona es autor de un delito de daño 
en propiedad ajena, cuyo valor ha destruido inmediatamente en 
la mitad y mediatamente en cantidad difícilmente calculable; 

Tercero. El artículo doce caso primero del propio Código 
en relación con el once, número primero ya citado, por cuanto 
Rodríguez Maribona, apareciendo que castró el caballo, es autor 
material del delito: 

Cuarto. El artículo seiscientos treinta y siete, caso segun- 
do, de Enjuiciamiento Criminal, por cuanto en el daño causado 
en propiedad ajena por Rodríguez 'Maribona hay un delito: 

Quinto. £1 artículo quinientos noventa del Código Penal, 
por cuanto en el acto realizado por Rodríguez Maribona hay 
un hecho delictivo, no comprendido en los artículos que prece- 
den al quinientos noventa, y los daños no comprendidos en esos 
articuflos serán castigados con multa del tanto al triplo de la 
cuantía á que ascendieren, no bajando nunca de doscientas pe- 
setas; recurso que fué admitido: 

Tercero. Resultando: que personada en tiempo y forma la 
representación del recurrente Domínguez Linares ante este Tri- 
bunal Supremo, durante el período de instrucción presento es- 
crito el Fiscal, en el que impugna la admisión del aludido re- 
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curso en cuanto al segundo, al tercero y al cuarto de sus funda- 
mentos, basándose para ello en los dos motivos siguientes : 

Primero. En qvte al alegarse que la Audiencia de Matan- 
zas infringió los casos primeros de los artículos once y doce del 
Código Penal por ser responsable Rodríguez Maribona como 
autor de un delito de daño, se aducen infracciones legales in- 
congruentes con el error de derecho, en cuya existencia se fun- 
da el recurso ; por lo cual la mención del primero, como también 
la del segundo de los dos casos del artículo ochocientos cincuen- 
ta y dos de Enjuiciamiento Criminal, además de no autorizar 
un debate sobre la participación del presunto culpable, deja 
incumplido el número tercero del artículo quinto de la Orden 
número noventa y dos sobre casación, destituyendo al recurso 
de la tercera de las circunstancias de admisibilidad prescritas 
en el séptimo de la misma disposición"; y 

Segimdo. En que el número segundo del artículo seiscien- 
tos treinta y siete de Enjuiciamiento no puede ser tampoco ma- 
teria de casación en el fondo, pues sólo la violación del articulo 
del Código que defina como delito los hechos perseguidos, de- 
mostraría la improcedencia del sobreseimiento libre acordado en 
la cansa ; por lo cual la infracción invocada, como motivo cuar- 
to del recurso, no satisface la exigencia de los números cuartos 
de los artículos quinto y séptimo de la citada Orden noventa y 
dos": y concluyó pidiendo se resolviera la cuestión previa sus- 
citada, declarando en su día mal admitido el recurso en cuanto 
al segundo, al tercero y al cuarto de los fundamentos en que des- 
cansa : 

Cuarto. Resultando \ que celebrada la vista de dicha cues- 
tión previa el siete del corriente, informó el Fiscal de acuerdo 
con su pretensión, no asistiendo al acto el Letrado representan- 
te y defensor del recurrente: 

Primero. Considerad/ido: que uno de los requisitos extemos 
indispensables que debe contener el escrito en que se interpon- 
ga el recurso de casación, según precepto del número tercero 
del articulo quinto de la Orden número noventa y dos, es la 
cita de la ley que autorice dicho recurso; y, conforme al nú- 
mero cuarto del propio artículo, si se tratare de recurso por 
infracción de ley ó de doctrina, se citará con precisión y clari- 
dad la ley ó la doctrina infringidos y el concepto en que lo ha- 
yan sido: 

Segundo. Considerando i que para que en una resolución 
judicial puedan infringirse disposiciones referentes á la parti- 
cipación de determinada persona en los hechos punibles, es ne- 
cesario que tales hechos constituyan delito y la participación 
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resulte de una sentencia; pero cuando se trata de un auto de 
sobreseimiento libre que declara que el hecho no constituye de- 
lito, ni falta, no puede discutirse y por consiguiente es incon- 
gruente cualquier cuestión relativa á participación en los he- 
chos; y resultando ineficaz para la discusión de la tesis pro- 
puesta la cita, como precepto que autoriza el recurso, del ar- 
tículo ochocientos cincuenta y dos en relación con los números 
cuarto y quinto del ochocientos cuarenta y ocho de Enjuicia- 
miento Criminal, se falta ó lo ordenado en el inciso tercero del 
artículo quinto de la Orden número noventa y dos, careciendo 
el recurso de la tercera de las circunstancias prescritas en el 
artículo séptimo de la misma disposición: 

Tercero. Considerando : que al invocarse por el recurrente la 
infracción, no de precepto alguno del Código Penal que defina 
como delitos los hechos perseguidos, sino del caso segundo del 
artículo seiscientos treinta y siete de Enjuiciamiento Criminal, 
artículo que no contiene en ninguno de sus números precepto 
penal, susceptible de ser materia de casación en el fondo, en el 
cual sólo pueden discutirse los errores de la aplicación de la 
ley sustantiva; no se cumple con lo ordenado en el número 
cuarto del artículo quinto, faltando al recurso la cuarta de las 
circunstancias exigidas en el artículo séptimo de la referida 
Orden ; y claro es que al no citarse la ley infringida, ni el con- 
cepto en que lo haya sido, requisito este último que constituye 
el fundamento del recurso, no puede ser conocido el punto de 
vista legal con que aprecia el recurrente el auto objeto de la 
cuestión presente: 

Cuarto. Considerando; que al apreciarse por la Sala los 
motivos segundo, tercero y cuarto se infringe el artículo once 
en relación con el séptimo de la Orden número noventa y dos 
sobre casación, habiendo sido procedente denegar el recurso, 
respecto á los citados fundamentos ; pero admitidos estos por el 
Tribunal a quo é impugnados oportunamente por el Fiscal en 
uso del derecho que á los no recurrentes concede el número se- 
gundo del artículo veinte y ocho de la propia Orden, debe dic- 
tarse el auto que para casos de esa índole preceptúa el artículo 
treinta y cuatro de la disposición antes citada en su número se- 
gundo; 

Se declara mal admitido, sójo en cuanto á los motivos se- 
gundo, tercero y cuarto, el recurso de casación por infracción 
de ley interpuesto por la representación de Fermín Domínguez 
Linares contra el auto dictado por la Audiencia de Matanzas 
en nueve de Abril último, sin especial condenación de costas. 

Y comuniqúese en su oportunidad á dicha Audiencia esta 
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resolución, dándose cuenta para proveer lo demás que corres- 
ponda, notificado que sea á las partes dicho fallo. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico como Secretario por delegación. — ^Antonio Gonzá- 
lez de Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — ^Rafael Cruz Pé- 
rez. — Eudaldo Tamayo. — José M. Garcia Montes. — Ángel C. Be- 
tancourt. — Octavio Giberga. — -Ante mí. — Silverio Castro. 



Pedro Udabta y Caoigal promoviendo incidente sobre devolu- 
ción DE fianza. 

Auto Núm. 70. (Junio 11 de 1900). 

Recurso de queja interpuesto por Pedro Udaeta contra el auto 
dictado por la Audiencia de la Habana en 5 de Mayo de 
1900. 

DEVOLUCIÓN DE FIANZA. 

Al disponer la Ley Penal qne se apUqnen las disposicio- 
nes de la Oivll en materia de fianzas y embargos, no hace 
extensiva ésta á lo legislado respecto á la admisión de recur- 
sos, que han de regularae por lo dlq;»nesto en la Ley Penal; 
y, por tanto, no citándose él precepto qne autoriza el recurso, 
al referirse el recurrente en tal concepto á las disposiciones 
de la Ley Civil, resulta aquél inadmisilüe con arreglo al nú- 
mero 3o del Articulo 5o de la Orden 92 sobre casación. 

Resultando : que Pedro Udaeta y Cagigal, se constituyó fia- 
dor para que el procesado Manuel Pomaris y del Corral pudie- 
ra permanecer en libertad provisional mientras se sustanciaba 
una causa seguida contra él por falsedad en documento públi- 
co, y declarado rebelde el dicho Fomaris por la Sala de lo 
Criminal de la Audiencia de la Habana, se mandó á hacer efec- 
tiva ía fianza y adjudicarse al Estado: 

Resultando: que el fiador Udaeta promovió incidente pi- 
diendo se devolviera la fianza, declarando la Sala en diez y 
siete de Abril último no haber lugar á tramitar dicho inciden- 
te, contra cuya resolución estableció el promovente recurso de 
súplica, que la Sala también declaró no haber lugar á sustan- 
ciar por providencia del veinte y seis del mismo mes: 

Resultando: que contra esta resolución estableció en tiem- 
po el promovente recurso de casación por quebrantamiento de 
forma é infracción de Ley, diciendo autorizado el primero por 
la regla primera de la Orden número noventa y dos del año 
próximo pasado, del Gobierno Militar de esta Isla; el inciso 
primero del artículo mil seiscientos ochenta y siete, primero 
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del mil seiscientos ochenta y ocho, segundo del mil seiscientos 
ochentinueve, primero y tercero del mil seiscientos noventiuno 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil; y el de infracción de Ley 
por los númefx» primero del artículo mil seiscientos ochentisicte, 
primero del mil seiscientos ochentiocho, primero, s^undo y ter- 
cero del mil seiscientos noventa, y segunda parte del mil seis- 
cientos noventitres, todos de la misma Ley procesal civil, con- 
signando además, en qué consiste el quebrantamiento que alega 
y las leyes á su juicio infringidas: 

Resultando : que la Sala de la Audiencia por auto de cinco 
de Mayo último, negó la admisión de los recursos por no ser 
susceptibles de ellos el auto que deniega uno de reposición, ni 
puede equipararse á ninguno de los ocho casos que cita el ar- 
ticulo ochocientos cuarenta y ocho, ni tampoco está comprendi- 
do en ninguno de los casos del artículo novecientos once de la 
licy de Enjuiciamiento Criminal: 

Resultando: que contra esta decisión el recurrente anunció 
é interpuso oportunamente, recurso de queja que se ha sustan- 
ciado en este Tribunal Supremo celebrándose la vista pública 
el ocho del actual, con asistencia del Letrado de la parte recu- 
rrente, quien sostuvo la procedencia de la queja: 

Considerando: que al disponer el artículo seiscientos ca- 
torce de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que en todo lo no 
previsto en el título en que dicho articulo ^sík comprendido, 
se aplique la legislación civil» sobre fianzas y embargos, no ha 
introducido, como pretende el recurrente, en el procedimiento 
criminal, incidentes en vía civil, sustanciales no obstante como 
artículos de la causa, y á los cuales se aplique en todos los ca- 
sos la Ley de Enjuiciamiento Civil, sino que, tal precepto sólo 
alcanza á que se apliquen supletoriamente las disposiciones de 
este orden en cuanto regulan la materia de fianzas ó embargos, 
pero sin afectar al procedimiento y menos á los recursos en él 
establecidos, los cuales se rigen por las leyes que regalan la ma- 
teria, dentro de la cual se forme la articulación del incidente: 

Considerando: que los artículos de la Ley de Enjuicia- 
miento Civil que rigen la interposición del recurso de casación, 
no autorizan ni pueden aplicarse á los recursos establecidos con- 
tra resoluciones dictadas en un proeedimiento crimiiULl, y al 
fundar el suyo el recurrente en los dichos artículos, no ha cita- 
do d precepto legal que lo autoriza y por consiguiente no cum- 
plió con el requisito tercero del artículo quinto de la Orden nú- 
mero noventa y dos de mil ochocientos noventa y nueve y la re- 
solución recurrida no es susceptible del pretendido recurso en vía 
civil interpuesto, por lo cual la Sala debió, como lo hizo, denegar 
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el recuiBO en cumplimiento de lo dispuesto en el articulo quinto 
en relación con los números primero y tercero del séptimo de 
dicha Orden: 

Se declara no haber lugar a la queja establecida por Pe- 
dro Udaeta y Oagigal contra el auto dictado en cinco de Mayo 
próximo pasado por la Sala de lo Criminal de la Audiaicia de 
la Habana negándole la admisión del recurso de casación que 
interpuso en incidente á la causa criminal seguida contra Ma- 
nuel Fomaris y del Corral por falsedad, con las costas á cargo 
del recurrente. 

Comuniqúese, por medio de certificación, este auto a dicha 
Audiencia, para lo que proceda, y publiquese en la Gaceta Ofi- 
cial y en la Colección á cargo de la Secretaria de Justicia, á 
cuyo ef octo líbrense copias certificadas. 

Lo acordaron y firman los Magistrados del margen ante mí, 
de que certifico. — ^Antonio González de Mendoza.— Pedro Gon- 
zález Llórente. — ^Rafael Cruz Pórez. — José M. García Montes. 
— ^Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 
— ^Ante mi, Armando Biva. 



CbUBELLAS BoiMlfOUBZ T C." CONTRA RBSOLUCIÓN EN QUE SE APLI- 
CA BL INDULTO DE 16 DE ENERO DE 1899. 

Sentencia Núm. 43. (Junio 13 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpíiesto por Crusellas Rodrí- 
guez y C* contra el auto dictado por la Audiencia de la Ha- 
iana en 5 de Abril de 1900. 

APUOAOION DE INDULTO. 

Procede el recateo de oasadán contra él auto «ne decla- 
ra extinguida la acción penal por aplicación de indulto y gne 
tiene el carácter de resolnción definitiva; pero no contra él 
anto posterior recaído en virtad de la súplica indebidamente 
entablada contra aqnél. 

En la ciudad de la Habana, á trece de Junio de mil nove- 
cientog, en la cansa por estafa instruida por el Juzgado del 
Distrito de Jesús María, de esta capital, en virtud de denuncia 
hecha por Bamón Garganta y Puig, cuya causa está pendiente 
ante este Supremo Tribunal á consecuencia del recurso de ca- 
sación por infracción de ley interpuesto por las sociedades de 
Crusellas, Rodríguez y Compañía y Cuervo y Compañía, del 
comercio de esta plaza, contra el auto dictado por la Sección 
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Segunda de la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Ha- 
bana con fecha cinco de Abril del corriente año: 

Primero. Resultando: que por resolución de fecha nueve 
de Marzo de este año, haciendo la Sala aplicación del Decreto 
de indulto dictado en diez y seis del anterior Enero, en consi- 
deración á la pena que en definitiva pudiera imponerse en esta 
causa, declaró extinguida la acción penal, de conformidad con 
lo representado por el Ministerio Público: 

Segundo. Besultcmdo: que contra la expresada resolución 
interpusieron Crusellas Rodríguez y Compañía y Cuervo y Com- 
pañía, por escrito de diez y seis del mismo mes de Marzo, re- 
curso de súplica, que la Sala, en auto de cinco del siguiente 
Abril, declaró sin lugar: 

Tercero. Besvltando: que los antedichos recurrentes esta- 
blecieron, por escrito fechado en diez del propio mes de Abril, 
recurso de casación por quebrantamiento de forma y por in- 
fracción de ley contra el mencionado auto del día cinco resolu- 
torio de la súplica y que les fué notificado él día siete, dene- 
gando la Sala el primero y admitiendo el segundo de ambos re- 
cursos de casación establecidos: 

Cuarto. Resultando: que personados los recurrentes ea 
tiempo y forma ante este Supremo Tribunal y transcurrido sin 
promoción alguna el término fijado para instrucción, se ha ce- 
lebrado en nueve del actual la correspondiente vista pública, 
eon asistencia del Letrado director de dichos recurrentes. 

Siendo Ponente el Magistrado Octavio Oiberga: 

Primero. Considerando: que el artículo doscientos treinta 
y siete de la Ley de Enjuiciamiento Criminal exceptúa, de loa 
autos contra los cuales se puede interponer el recurso de súpli- 
ca, aquellos contra los cuales se otorga expresamente otro re- 
curso, cuyo precepto excluye tal forma de reclamación contra 
el auto que admite la excepción de indulto, por ser esta materia 
de la cuestión cuarta del artículo seiscientos sesenta y seis de 
dicho Código á la que se refiere el párrafo tercero del artículo 
seiscientos setenta y seis, que expresamente otorga el recurso 
de casación contra el auto resolutorio en tal sentido de la cues- 
tión citada ; comprobándose semejante inteligencia de los citados 
textos con el número tercero del artículo ochocientos cuarenta 
y ocho, según el cual habrá lugar al recurso de casación por 
infracción de ley cuando ésta se infringiere en los autos que 
resuelvan artículos de previo pronunciamiento en que se haya 
hecho aplicación de amnistía ó indulto general, y con el último 
párrafo del mismo artículo ochocientos cuarenta y ocho al re- 
querir para que pueda admitirse el recurso de casación por in- 
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fracción de ley contra las resoluciones indicadas en varios nú- 
meros del propio artículo, y entre ellos el número tercero, que 
sean definitivas y además no se conceda contra ellas ningún 
otro recurso ordinario: ■* 

Segundo. Considerando: que, según lo expuesto, el recurso 
de casación se pudo legalmente en este caso y á su debido tiem- 
po interponer, aunque no se interpuso, contra el auto de nueve 
de Marzo, que fué el que declarando extinguida la acción penal 
en la presente causa resolvió, con el carácter de resolución de- 
finitiva, la cuestión de indulto propuesta por el Ministerio Fis- 
cal, pero no contra el nul9 posterior recaído en virtud de la sú- 
plica indebidamente entablada contra aquél, porque el segundo 
auto fecba cinco de Abril, no resolutorio del artículo previo, 
que como queda dicho estaba ya resuelto con anterioridad, y sí 
tan sólo del improcedente recurso de súplica que se ha expre- 
sado, no es por esto mismo susceptible del recurso de casación 
deducido contra él:- 

Tercero, Considerando: que, en tal concepto y de confor- 
midad con lo prescrito por el artíeulo once, en relación con el 
número primero del séptimo de la Orden número noventa y dos 
del año de mil ochocientos noventa y nu^ve, la Sala de la Au- 
diencia debió, según lo hizo con el reeurso por quebrantamien- 
to de forma, denegar como improcedente el que al núamo tiem- 
po se propuso por infracción de Ley, sin que la circunstancia 
de habérsele admitido, y por falta de impugnación sustanciado 
hasta el último trámite por este Tribunal Supremo, alcance á 
concederle una eficacia incompatible con su notoria improce- 
dencia : 

Cuarto, Considerando: que en observancia de lo que pre- 
viene el artículo cuarenta de la mencionada Orden número no- 
venta y dos debe condenarse a la parte recurrente en las cos- 
tas del recurso; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al recurso de casación por infracción de Ley interpuesto 
por CruseUas, Rodríguez y Compañía y Cuervo y Compañía 
contra el auto dictado en esta causa por la Sección Segunda de la 
Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Habana, con fecha 
cinco de Abril del corriente año, é imponemos á los expresados 
recurrentes las costas del recurso : comuniqúese, con certificación, 
al expresado Tribunal, y publíquese en la Gaceta de la Habana 
y en la Colección á cargo de la Secretaría de Justicia, á cuyo 
efecto líbrense las correspondientes copias. 

Así, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
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y finnamos.-^ADtonio Qonzález de Mendoza.— Pedrq Gtouzález 
Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez.— José M. García Montes.— Eu- 
daldo Tamayo. — Ángel C. Betancoúrt. — Octavio Giberga. 



El M. F. contra 

Auto Nttm. 73. (Junio 15 de 1900). 



Recurso por infracción de doctrina legal interpuesto por Iq m/o- 
dre de la raptada contra la sentencia dictada por la Audien- 
cia de en 3 de Abril de 1900. 

RAPTO. 

Según tiene declarado él Tribimal Supremo, él recniso 
de casación en materia criminal, no procede por la inítac- 
ci6n de doctrina legai, de acuerdo emi lo prevenido en el 
Artículo 2.0 de la Orden 92 sobre casación. 

Primero, Resultando \ que en la causa seguida contra 

por rapto de , la madre de ésta , . interpuso recur-. 

so de casación por infracción de doctrina legal contra la senten- 
cia dictada el tres de Abril del corriente año por la 

fundando dicho recurso en el número segundo del articulo 
ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal y citando como infringida la doctrina legal que cons- 
tantemente ha mantenido el Tribunal Supremo declarando que 
en el rapto de doncella menor de veinte y tres años y mayor de 
doce ejecutado con su anuencia, artículo cuatrocientos sesenta 
y cinco del Código Penal vigente en Cuba, se supone siempre 
la seducción y es indiferente el sitio 6 lugar donde se verifica 
el rapto ; que en la sentencia recurrida se reconoce que no se ha 
justificado en do absoluto nada que perjudique al honor ni mo- 
ralidad de la Srita y se declara probado que ésta y el 

acusado vivieron maridablemente por espacio de algunos meses, 
no obstante lo cual se absuelve al raptor en el concepto de que 
no se ha probado la seducción y la sustracción de la doncella 
menor : 

Segundo, Resultando-, que admitido ese recurso por la Sa- 
la sentenciadora, durante el periodo de instrucción lo impugnó, 
el procesado fundado en que en materia criminal no se da capa- 
ción por infracción de doctrina y en que el recurrente no ha 
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cuiaplido el precepto contenido en el párrafo cuarto del artícu- 
lo quinto de la Orden sobre casación y en el artículo ochocien- 
tos setenta y cuatro de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, se- 
gún el cual, en el escrito interponiendo el recurso se ha de citar 
con precisión y claridad la ley ó la doctrina infringida, lo que 
no ha hecho el representante de la perjudicada; siendo múltiple, 
agrega, la jurisprudencia del Supremo de España y repetida la 
de este Tribunal en el sentido de que no basta citar la materia 
ó precepto contenido en la ley ó sentencia del Supremo que se 
suponga infringida, sino que hay que manifestar el nombre de 
la ley y el número del artículo: 

Tercero. Besultandoi que designado para la vista del inci- 
dente previo de impugnación el día trece del actual, tuvo efecto 
con la asistencia del Abogado del impugnante : 

Considerando : que según tiene declarado este Tribunal, de 
acuerdo con lo dispuesto en el articulo segundo de la Orden 
número noventa y dos del año próximo pasado, el recurso de 
(tasación en materia criminal no procede por infracción de doc- 
trina legal, puesto que en los artículos de la Ley Procesal que 
en dicha Ord^ se citan sólo se mencionan el de infracción de 
ley y el de quebrantamiento de forma; y como el interpuesto 
por la recurrente lo ha sido en el concepto de haberse infrin- 
gido en el fallo una doctrina legal, la Sala sentenciadora no ha 
debido admitirlo, aun cuando en el escrito de interposición figu- 
re el artículo cuatrocientos sesenta y cinco del Código Penal, 
en atención á que ese artículo no se encuentra allí citado como 
precepto legal infringido, sino en concepto de mera referencia 
á la doctrina legal que se supone violada, la cual ni siquiera se 
determina concretamente con relación á sentencia alguna; 

Se declara con lugar la impugnación establecida por el 

procesado y por consiguiente mal admitido el recurso 

de casación interpuesto por como madre de con- 
tra la sentencia dictada el tres de Abril del corriente año por 

la sin especial condenación de costas ; 

comuniqúese á dicha Audiencia para lo que proceda, publicán- 
dose en la Gaceta de la Haiana y en la Colección á cargo de la 
Swretaria de Justicia, á cuyo fin se librarán las oportunas co- 
pias autorizadas. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de 
que certifico como Secretario por delegación. — ^Antonio Gonzá- 
lHft.de Mendoza. — Pedro González Llórente. — Rafael Cruz Pé- 
re«L — Joié M. García Montes. — Eudaldo Tamayo.— Ángel C. 
Betancourt. — Octavio Giberga. — 'Ante mí. — ^Silverio Castro. 
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Eli M. F. GOMTRA Indai£Cio Pebez JaramiliíO é Ignacio Pbbbz 
Machado. 

Auto Núhl 75. (Junio 20 de 1900). 

Recursos por quebrantamiento de forma é infracción de Ley in- 
terpuestos por los procesados contra la sentencia dictada por 
la Audiencia de Santa Clara en 6 de Enero de 1900. 

ASESINATO. 

Al dtaise los números lo y 2o del Articulo 912 de la Játtf 
Procesal, como preceptos qne autorizan el recurso por que- 
brantamiento de forma, 7 para expresar el concepto de éste, 
debió consignarse: ó qne en la sentencia no se babian expre- 
sado clara y terminantemente coales son los hechos qne se de- 
claran probados, 6 qne resolta manifiesta contradicción entre 
éUos, ó qne no se resnelven todos los pontos objeto de la 
acosación 7 de la defensa; sin cayos reqoisitos no pnede 
prosperar el recurso de casación; y en coanto al de infrac- 
ción de ley, no citándose el precepto legal infringido, se de- 
Ja de compUr lo dispuesto en él número 4o del Articolo 5o de 
la Orden 92 sobre casación. 

Primero. Resultando: que en la causa seguida contra In- 
dalecio Pérez Jaramillo é Ignacio Pérez Machado por asesina- 
to de Ramón Martínez, interpusieron los procesados recurso de 
casación por quebrantamiento de forma y por infracción de Ley 
contra la sentencia dictada por la Audiencia de Santa Clara el 
día ocho de Enero del corriente año; fundado, el Pérez Macha- 
do, en los números cuarto y quinto del artículo ochocientos cua- 
renta y nueve y en los primero y segundo del novecientos doce, 
citando como infringidos, en cuanto al de quebrantamiento de 
forma, además de otros dos que no se estimaron por la Sala 
sentenciadora : 

Tercero. Que había verdadera contradicción, aun cuando 
se estimase que estaban clara y terminantemente expresados los 
hechos probados, puesto que aunque la sentencia no lo dice pa- 
rece como que aprecia como factor determinante de la alevoma 
el hecho que da por probado de vendar Ignacio Pérez Machado 
á la víctima con un pañuelo; sirviendo á la vez este acto x>ara 
estimar la participación del recurrente en concepto de autor 
por entender que sin él no se hubiera ejecutado el delito : sien- 
do ostensible la contradicción porque si tal acto es el nervio 
de la participación criminal que se le atribuye, no puede al 
mismo tiempo constituir la circunstancia de alevosía, que exige 
actos exteriores y hechos probados. Y en cuanto al de infrac- 
ción de ley: 

Primero. Error de derecho al determinar la participaciiMí 
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del recurrente en los hechos que declara probados la sentencia, 
por cuanto no resulta con sujeción á las reglas de la sana críti- 
ca, la posibilidad de que él delito no se realizara sin el acto de 
"ser vendada la víctima; y como en la misma sentencia se dice 
que hubo un tercero desconocido y que Martínez Sancallo fué 
desarmado, á este hecho del desarme y no al de haber sido ven- 
dado es al que cabe atribuir la imposibilidad de que se defen- 
diera el interfecto; por todo lo que, aun admitiendo como ver- 
dad la participación de Pérez Machado en la muerte violenta 
de Martínez Sancallo, sólo podría atribuírsele el concepto de 
cómplice por haber cooperado á la ejecución del hecho por un 
acto anterior ó simultáneo; y 

Segundo. Error también de derecho en la calificación de 
los hechos probados en orden á la circunstancia agravante de 
alevosía, tanto por no decirse en que hechos se basa ésta, cuan- 
to porque sirviendo, lo que parece estimarse como alevosía, de 
nexo para da responsabilidad del recurrente, se infringe el pre- 
cepto del Código que ordena no estimar como circunstancia 
agravante de un delito aquélla que por sí misma no es indis- 
pensable para su ejecución: 

Segundo. Besitltando: que no es necesario consignar en es- 
te auto los motivos del recurso interpuesto por el otro procesa- 
do Indalecio Pérez Jaramillo, en atención á que habiéndosele 
designado de oficio dos letrados y oído luego el representante 
del Ministerio Fiscal, por haber manifestado todos que estima- 
ban improcedentes los recursos por dicho procesado estableci- 
dos, se declaró en auto del día dos del actual no haber lugar á 
sustanciarlos y firme respecto al mismo la sentencia dictada; 

Tercero, Resultando: que admitido por la Sala sentencia- 
dora el recurso interpuesto por Pérez Machado por el tercero 
de los motivos referentes al quebrantamiento y por los dos re- 
lativos al de infracción de ley, durante el término de instruc- 
ción impugnó el Fiscal la admisión, fundado: 

Primero. En que no hay términos hábiles para abrir el de- 
bate sobre el indicado fundamento de quebrantamiento de for- 
ma, en atención á que para discutir la tesis propuesta de poder 
el solo hecho probado de haber vendado Machado á la víctima 
con un pañuelo servir á un mismo tiempo para determinar su 
participación de autor y la concurrencia de la cualificativa de 
alevosía, resultan incongruentes loe números primero y segun- 
do del artículo novecientos doce de la Ley Procesal, cuya 
cita deja incumplido el número tercero del artículo quinto de 
la Orden número noventa y dos y priva al recurso de la tercera 
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•de las circunstancias requeridas por el número séptimo de di- 
cha disposición; y 

Segundo. Al no expresarse, en los dos únicos fundaonentos 
del recurso por infracción de ley deducido por Pérez Machado, 
cuáles son los preceptos penales violados, efl recurrente dejó de 
llenar el requisito cuarto del artículo quinto de la Oirden de re- 
ferencia, y el recurso carece de la cuarta de las circunstancias 
de admisibilidad prescritas por el séptimo: 

Cunrto, Resultando : que señalada para la vista de la cues- 
tión previa el día quince dd actual tuvo efecto con asistencia 
del representante del Ministerio Fiscal: 

Primero. Considerando: en cuanto á la impugnación refe- 
rente al recurso por quebrantamiento de forma, que citados por 
el recurrente como preceptos legales que autorizan ese recurso 
los números primero y segundo del artículo novecientos doce de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, al expresar eL concepto del 
quebrantamiento debió alegar, ó que en la sentencia no se había 
expresado clara y terminantemente cuáles son los hechos que 
se consideran probados, ó que resulta una manifiesta contradic- 
ción entre ellos, ó que en la sentencia no se resolvió' sobre todos 
los puntos que fueron objeto de la acusación y de la defensa; 
y como el concepto de la infracción alegada por Pérez Machado 
ha sido la circunstancia de estimarse el hecho probado de haber 
vendado Machado a la víctima con un pañuelo para determinar 
su participación de autor y por el mismo motivo la concurren- 
cia de la cualifícativa de alevosía, es indudable que entre este 
concepto y los indicados preceptos légales no existe la relación 
necesaria para constituir un problema determinado y concreto 
objeto del recurso; á lo que.se «igrega que en el escrito de im- 
pugnación: no se señala contradicción alguna entre los hechos 
probados; por todo lo cuál el recurso no ha debido ser admiti- 
do por la Sala sentenciadora: 

Segundo, Considerando : en cuanto á la impugnación rela- 
tiva á los dos motivos del recurso por infraoción de Ley, que en 
ninguno de ellos se cita el precepto legal infringido, faltándose 
así á lo dispuesto en el número cuarto del artículo quinto de la 
Orden número noventa y dos del año próximo pasado, y care- 
ciendo por lo mismo el recurso de la cuarta de las condiciones 
de admisibilidad prescritas en el artículo séptimo de la referi- 
da Orden, tampoco ha debido admitirse por el Tribunal senten- 
ciador ; 

Se declara con lugar la impugnación establecida . por el 
Ministerio Fiscal; y por consiguiente mal admitido el recurso 
interpuesto por Ignacio Pérez Machado por quebrantamiento de 
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forma y por infracción de Ley contra la sentencia dictada por 
la Audiencia de Santa Clara el día ocho de Enero del corriente 
año, sin especial condenación de costas; y comuníqnese esta de- 
cisión á la referida Audiencia, para lo que proceda, con devolu- 
ción de las actuaciones elevadas; librándose además las oportu- 
nas copias para su publicación en la Colección á cargo de la 
Secretaría de Justicia y en la Octceta de la Habana, 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen de que 
certifico como Secretario pot delegación. — ^Antonio González de 
Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — Rafael Cruz Pérez. — 
José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. Betan- 
court.— Octavio Giberga. — »Ante mí. — Silverio Castro. 



El M. F. contra Manuel Bodrígüez Allbja. 

Anto Núm. 76. (Jnmo 20 de 1900). 

Becurso por infracción de Ley interpuesto por Manuel Rodrí- 
guez contra la sentencia dictada por la Ai^iencia de la Ha- 
bana en 18 de Abrü de 1900. 

ABUSOS DESHONESTOS. 

Al intexponexse el recurao por infracción de Iiey no basta 
citar la ley infringida, sino que es precifio expresar con cla- 
ridad y precisión el concepto en qne lo haya sido, según 
' previeiíe el Bttmero 4.«> del ArticHlo 5.o de la Orden 9^ sobre 
casación. 

Primero. Besultcmáo : que la Sección Primera de la Sala de 
lo Criminal de la Audiencia de la Habana dictó sentencia en 
diez y ocho de Abril próximo pasado, en la causa criminal se- 
guida por tentativa de violación contra Manuel Rodríguez Alle- 
ja condenando á éste en concepto de autor del delito de abusos 
deshonestos á la pena correspondiente: 

Segundo, Resultando: que contra esta sentencia, la repre- 
sentación del procesado interpuso recurso de casación por in- 
fracción de ley autorizado por el número tercero defl artículo 
ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal, por entender el recurrente que se incurrió en error al 
calificar los hechos punibles que se declaran probados, y citó 
como infringidos: 

Primero. El artículo tercero del Código Penal, al calificar 
los hechos probados como un delito consumado cuando sólo lo 
son de una tentativa ó de un delito frustrado ; y : 
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>Se^ndo. Los artículos sesenta y cinco 6 sesenta y cuatro 
del propio Código al no aplicar la pena de acuerdo con sus pre- 
ceptos: 

Tercero. Resultando : que admitido el recurso se abrió ¿ sus- 
taneiación en este Tribunal y en el trámite oportuno el Minis- 
terio Fiscal, impugnó la admisión porque en el escrito de inter- 
posición no se había cumplido con el precepto del número cuar- 
to del artículo quinto de la Orden número noventa y dos, cuyas 
infracciones consisten, en cuanto si primer motivo, en que se ex- 
pone como una sola lo que en realidad constituye dos causas de 
casación ; en no citar el párrafo del artículo tercero del Código 
que en cada caso se estime infringido y no exponer las razones 
demostrativas del error de derecho atribuido al Tribunal a 
quo; y en cuanto al segundo motivo, por las mismas razones de 
falta de separación y razonamiento en que se incurre al expo- 
nerlo : 

Cuarto, Resultando: que admitida la cuestió|n previa, se ha 
celebrado la vista pública el día quince de los corrientes infor- 
mando el Ministerio Fiscal y el Letrado defensor del recurrente, 
quienes sostuvieron respectivamente la impugnación y el auto 
de admisión: 

Considercmdo : que el número cuarto del artículo quinto de 
la Orden número noventa y dos del pasado año exige que en el 
escrito de interposición de un recurso por infracción de ley se 
exprese con precisión y claridad además de la ley infringida el 
concepto en que lo haya sido, y no se cumple este precepto li- 
mitándose á citar como infringidos artículos del Código Penal, 
sin indicar, por lo menos con relación á los hechos probados, en 
qué consiste el error cometido por la Sala sentenciadora ó sea el 
concepto de la infracción ; y teniendo este defecto los dos moti- 
vos del recurso interpuesto debió no ser admitido, en cumpli- 
miento del artículo once en relación con el número cuarto del 
séptimo de la citada Orden número noventa y dos; siendo proce- 
dente la impugnación fiscal conforme al número segundo del 
artículo treinta y cuatro de la referida Orden ; 

Se declara mal admitido el recurso de casaci&i por infrac- 
ción de ley interpuesto por Manuel Rodríguez AUeja contra la 
sentencia dictada por la Sección Primera de la Sala de lo Cri- 
minal de la Audiencia de la Habana en diez y ocho de Abril 
próximo pasado en causa por abusos deshonestos, sin especial 
condenación dr costas. 

Comuniqúese esta resolución á dicha Audiencia, por medio 
de certificación del presente auto, el cual se publicará en la Oa- 
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ceta de la Habana y en la Colección á cargo de la Secretaria 
de Justicia, ¿ cuyo efecto líbrense las oportunas copias. 

Lo proveyeron y firman los Magistrados del margen, de que 
certifico como Secretario por delegación. — Antonio Qonxález de 
Mendoza. — ^Pedro González Llórente. — ^Rafael Cruz Pérez. — Jo- 
sé M. Gku-cia Montes. — EudaMo Tamayo. — ^Angel C. Betan- 
court. — Octavio Oiberga. — Ante mí. — Silverio Castro. 



John James y Coonner contra Samuel Wyman Smfth. 

AQtoN«m.79. (Junio 26 de 1900). 

Recurso de queja interpuesto por John James contra el auto 
dictado por la Audiencia de la Hi^ana en 22 de Mayo 
de 1900. 

ESTAFA. 

Contra los autos en que se dedaxa con^rendldo mt in- 
dnlto á im pxocoBado, procedo él xecozso de casación y no el 
de súi^llea; y alendo éste improeedente, no puede laleii i ui tr 
pir 9l ttanino pan interponer él de casactfa. 

Resultando: que eñ causa contra Samuel Wyman Smith, 
por estafa, la Sala de lo Criminal de la Audiencia de la Haba- 
na por auto de nueve de Mayo último, que fué notificado á las 
partes el siguiente día, declaró decaído el derecho del querellan- 
te John James y Coonner, y comprendido el procesado Wyman 
Smith en los beneficios de la Orden sobre indulto de diez y seis 
de Enero del corriente año: 

Resultando: que la represoitación del querellante estable- 
ció contra dicho auto recurso de súplica, que fué negativamen- 
te resuelto i)or auto de veinte y uno del referido Mayo; y que 
en escrito del mismo día manifestó que, á reserva de lo que se 
proveyera sobre dicha súplica, formalizaba recurso de casación 
por infracción de ley contra el auto de nueve de Mayo: 

Resultando: que la Sala por considerar que, según el ar- 
ticulo tercero de la Orden de veinte y seis de Junio de mil ocho- 
cientos noventa y nueve, el término para interponer el recurso 
de casación es de cinco días hábiles improrrogables, y, por con- 
siguiente, el recurso de casación interpuesto por el querellante 
no se establecía dentro del término l^al; declaró, en auto de 
veinte y dos del referido Mayo, no haber lugar a la admisión 
del recurso de casación que se interponía: 

Resultando: que Nicolás Sterling y Varona en nombre del 
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querellante, estableció recurso de queja contra el auto denega- 
torio del recurso de casación; alegando que los recursos inter- 
puestos en tiempo y forma y admitidos y sustanciados como le- 
gales, interrumpían los términos señalados por la ley; 

Resultando : que el recurso de queja se sustanció por los de- 
bidos trámites celebrándose el veinte y dos del corriente la vis- 
ta en que informó el defensor del recurrente: 

Considerando: que el recurso de súplica no procedía con- 
tra el auto de nueve de Mayo, i>orque según el artículo doscien- 
tos treinta y siete, en relación con el doscientos treinta y seis 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, no procede aquel recur- 
so contra los autos respecto á los cuales se otorgue expresamen- 
te otro recurso en la ley, y, según los artículos seiaeientos sesen- 
ta y seis y ochocientos cuarenta y ocho, número tercero de la 
misma ley hay lugar al recurso de casación contra los autos en 
que se aplica un indulto general: 

Considerando : que según queda expuesto, el recurso de sú- 
plica era improcedente y que los recursos improcedentes en nin- 
gún caso, aunque indebidamente se admitan a sustanciación, 
interrumpen los términos que por la ley son continuos, fatales 
é improrrogables: 

Considerando \ que, según el articulo veinte y cinco de la 
citada Orden de veinte y seis de Junio de mil ochocientos no- 
veintinueve, al. desestimarse el recurso de queja, .se ha de conde- 
nar siempre en costas al recurrente; 

Se declara no haber lugar al recurso de quej^ interpues- 
to en nombre de John James Coónner, al cual s^ ¡eondená en 
costas. 

Comuniqúese á la Audiencia para los efectos que procedan 
y publíquese en la Oaceta de la Habana y en la ColecciSn i 
cargo de 1^ Secretaría de Justicia, librándole para ello las res- 
pectivas copias. 

Lo acordaron y firman los señores Magistrados del margen, 
de que certifico como Secretario por delegación. — ^Antonio Gon- 
zález de Mendoza.— Pedro González Llórente. — Rafaiel Crtia Pé- 
rez. — José M. García Montes. — Eudaldo Tamayo. — ^Angel C, Be- 
tancourt. — Octavio Giberga. — Ante mí. — ^Armando Riva. 



José Alvarez Prieto contra Urbano Fernández, Andrés Botx- 
ZA, Manuel Riego y Agustín Linares. 

Sentencia Núm. 44« (Jimio 27 de 1900). 

Recurso por infracción de Ley interpuesto por Alvarez Prieto 
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contra el auto dictado por la Audiencia de la Habana en 5 
de Abril de 1900. 

FALSEDAD EN DOCUMENTO PUBLICO, DEFRAUDACIÓN 

Y ESTAFA. 

Admisidn de qaerélla. — ^Atendiando i que la yicrta^n 
de nn d^^slto de dinero y el otorgamiento de un contcato 
simulado con perjuicio de tercero, presentan caracteres de de- 
lito, al entablarse una querella criminal sobre los mismos, no 
es motlTo para recbazarla, él que el querellante ignore cier- 
tas circunstancias relativas al tugar» fecha y condiciones en 
que se ejecutaron esos delitos; cuyo caso está previsto en él 
número 4.o del Articulo 277 de la Ley de Enjuiciamiento Ori- 



En la ciudad de la Habana, á veinte y siete de Junio de 
mil novecientos, en la cansa promovida en el Juzgado del dis- 
trito de Guadalupe de la misma ciudad por José Alvarez Prieto 
por falsedad en documento público, defraudación y estafa, con- 
tra Urbano Fernández, Andrés Bouza, Manuel Riego y Agustín 
Linares, cuyos domicilios y profesiones ú oficios no se expresan ; 
causa pendiente en este Tribunal Supremo á consecuencia de 
recurso de casación por infracción de Ley, y en la que el Juez 
instructor dictó con fecha diez y siete de Noviembre de mil 
ochocientos noventa y nueve auto cuyos funtlam^itos de hecho 
son los que á continuación literalmente se transcriben: 

Primero. Resultando: que José Alvarez Prieto por su es- 
crito de treinta de Septiembre último establece querella crimi- 
nal contra D. Urbano Fernández, D. Andrés Bouzá, I>. Manuel 
Riego y D. Agustín Linares por los delitos de falsedad en do- 
cumento público y defraudación en la cantidad de ochocientos 
siete pesos, sesenta centavos oro: 

Segundo. Resultando : que esoB delitos los hace consistir en 
que existió una sociedad mercantil bajo la razón de José Bou- 
za y Hermano, la cual poseía dos establecimientos de café;. que 
entró á servir en ambos establecimientos sucesivamente y por 
un periodo de tiempo de veinte y tres meses, en los que alcanzó 
un sueldo líquido de quinientos treinta y cinco pesos oro; que 
además es acreedor de dicha sociedad por doscientos setenta y 
dos pesos oro y ciento cincuenta pesos plata, que procedían de 
ahorros en anteriores colocaciones y que entregó en depósito 
en dicha sociedad al ingresar en uno de dichos cafés; que con 
objeto de formar un pequeño capital, dejó acumular sus sueldos 
salvo algunas pequeñas cantidades que recibió para precisas 
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atenciones; que D. José Bouza, que figuraba en primer término 
en dicha sociedad falleció, disolviéndose en su consecuencia la 
sociedad deudora, por lo que solicitó del socio sobreviviente 
la solución de la deuda, la cual eludió con equívocos pre- 
textos, y aunque lo requirió por medio de notarios, y recono- 
ció explícitamente la certeza de la deuda, no la satisfizo; que 
por tales razones solicitó y obtuvo del Juzgado de Primera Ins- 
tacia de Belén el embargo de uno de los cafés, á las resultas de 
su reclamación, y que cuando se creía asegurado en sus dere- 
chos, ocurrió que el mismo Juzgado á solicitud de D. Agustín 
Linares, que alegó ser de su pertenencia el café embargado, 
acreditándolo con el testimonio de una escritura pública expre- 
siva de haberlo adquirido á título de compraventa, dejó sin 
efecto el embargo, de cuya escritura no pudo enterarse : 

Tercero, Resultando', que la falsedad en el documento pú- 
blico la atribuye al hecho de que muerto D. José Bouza, el pa- 
dre de éste, heredero de los bienes que quedaron por tal motivo, 
otorgó un poder con facultades amplísimas á D. Manuel Biego; 
que éste para poner ambos cafés fuera del alcance de los acree- 
dores de la sociedad simuló la venta de los mismos á favor de 
D. Agustín Linares, y, sin antes haber liquidado los bienes de 
la sociedad, los hizo figurar solamente como pertenecientes á 
los bienes correspondientes al intestado del referido Bouza : 

Cuarto. Resultando : que el Juez por creer que el querellan- 
te no concreta hecho alguno que acreditado tenga caracteres de 
delito, pues no conoce siquiera los términos de la escritura cuya 
falsedad denuncia, ni el lugar donde se otorgara; y que el fa- 
llecimiento del gerente Bouza no impide que Alvarez Prieto 
ejercite sus acciones civiles; declaró en el referido auto no ha- 
ber lugar á admitir la querella: 

Quinto. Resultando: que denegada la reforma de ese auto, 
pedida por el querellante, é interpuesta por éste apelación, la 
Sala Primera de lo Criminal de la Audiencia de la Habana, por 
auto de cinco de Abril del corriente año, aceptando los funda- 
mentos de hecho y de derecho expuestos por el Juez, confirmó 
la determinación apelada: 

Sexto. Resultando-, que el querellante interpuso recurso de 
casación por infracción de ley, citando como infringidos: 

Primero. El número quinto del artículo quinientos cin- 
cuenta y nueve del Código Penal, por no haberse apreciado co- 
mo constitutivo del delito que allí se define, el hecho, manifes- 
tado en la querella, de haberse violado por Andrés Bouza el de- 
pósito de ochocientos siete pesos, sesenta centavos oro, con más 
el de algunas joyas; 
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Segundo. El artículo trescientos once, en relación con el 
número cuarto del artículo trescientos diez del propio Código, 
por no haberse estimado que tenga los caracteres del delito de 
falsedad en documento público, cometido por particulares, la 
simulación de una escritura de venta del establecimiento que 
perteneció á la sociedad extinguida de *'Bouza y Hermano", 
instrumento en el cual se ha faltado á la verdad en la narra- 
ción de los hechos; otorgándose la venta como si el estableci- 
miento perteneciese al heredero del socio premuerto cuando era 
lo cierto, y ninguno de los comparecientes lo ignoraba, que la 
mitad del haber social correspondía al socio sobreviviente: 

Séptimo. Resulta/ndo: que el Fiscal de este Tribunal Su- 
premo se adhirió al recurso, alegando como motivo la infracción 
del inciso segundo, artículo quinientos sesenta y dos del Código 
Penal; toda vez que el auto recurrido no estima como delito el 
hecho, que entre otros denuncia el querellante, de que Manuel 
Riego, como apoderado del padre de José Bouza, simuló la ven- 
ta de ciertos bienes de la sociedad de José Bouza y Hermano, 
para poner dichos bienes fuera del alcance de los acreedores de 
la mencionada sociedad : 

Octavo. Resultando: que, previos los debidos trámites, el 
catorce del corriente se celebró la vista, en que informaron el 
representante del Ministerio Fiscal y el defensor del recurrente. 

Siendo Ponente el Magistrado Pedro González Llórente: 

Primero. Considerando: que los hechos denunciados por el 
querellante, ó sean, la violación de un depósito de dinero y el 
otorgamiento de un contrato simulado con perjuicio de otro, 
presentan los caracteres de los delitos respectivamente definidos 
en el caso quinto del artículo quinientos cincuenta y nueve y 
en el inciso segundo del artículo quinientos sesenta y dos del 
Código Penal, y que por no haberlo estimado así, la Sala sen* 
teneiadora ha infringido esos artículos: 

Segundo. Considerando: que el no hacerse relación de cir- 
cunstancias que el querellante ignora **caso previsto en el inci- 
so cuarto del artículo doscientos setenta y siete de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal", y la circunstancia de que el que se 
presenta como ofendido tenga acciones civiles, no obstan á la 
admisión de la querella; 

Falladnos que debemos declarar y declaramos haber lugar 
al recurso de casación que José Alvarez Prieto interpuso y al 
que se adhirió el Fiscal, y, en consecuencia, casamos y anula- 
mos el auto dictado por la Sala de lo Criminal de la Audiencia 
de la Habana en cinco de Abril último, sin especial condenación 
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de «ostas; y comuniqueBe á la Audiencia para los efectos lé- 
gale»: 

Así, por esta nuestra sentencia, que se publicará en l& Ga- 
ceta de la Habana j en la Colección á cargo de la.Secrettófe 
de Justicia, librándose para* ello las respectivas copias, lo pro- 
nunciamos, mandamos y firmamos. — ^Antonio González de Men- 
doia. — ^Pedro González Llórente.— Joisé M. García Montes.—- 
Eudaldo Tamayo. — ^Angel C. Betancourt. 



El.MF. CONTRA AtANASIO HEaEtNÁNDSS. 

Sentencia Núm. 45.. (Junio 27 de 1900). 

Becurso por quebrantamiento de forma é infracción de Ley ín* 
terpuesto por Atanasio Hernández contra la sentencia dic- 
tada por la Audiencia de la Habana en 26 de. Febrero de 
1900. 

DISPARO DE ARMA DE FÜEOO Y LESIONES. 

Onaiido en ana cnestlto promovida entre dos indlTidncMi, 
uno de eUos dlq^r» contra el otio un revolver» cansando le- 
siones & un transeúnte, este hecho es constitutlTO de los 
mencionados delitos; y la sentencia que pena el más grave 
de eUos, ó sea el de diqís^o, imponiéndole la pena en grado 
máximo, ee ajusta á lo que dli^ono ol Artículo 88 del 06di- 
go Penal. 

En la ciudad de la Habana, á veinte y siete de Junio de 
mil novecientos, en el recurso de casación por quebrantamiento 
de forma é infracción de ley que pende ante este Tribunal Su- 
premo, interpuesto por el procurador González Sarraín á nom- 
bre del procesado Atanasio Hernández, mestizo, vecino de esta 
ciudad y cochero, contra la senteneÍA prmraaeíada por la See^ 
ción Segunda de la Sala de lo Criminal de la Audiencia de es- 
te* Tcírritorio en la causa que procedente del Juzgado de Ina- 
tinicción del Distrito de Belén en esta capital, se siguió entre 
partes, de la una el Ministerio Fiscal y de la otra el ya referi- 
do procesado, por <lii|iaio de arma de fuego y lesiones : 

TrvméTo, Resultando', que vista en juicio oral y público la 
expresada causa, dicha Sección Segunda dictó la referida sen^ 
tencia en veinte y seis de Febrero último, consignando los he- 
chos en los dos siguientes: 
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Segundo. Resultando : probado que en la noche del veinte y 
nueve de Septiembre último con motivo de existir resentimien- 
tos entre el procesado y el moreno Gregorio García por la huel- 
ga de cocheros que ocurrió en esos días, tuvo lugar entre ellos 
ana cuestión de palabras en la calle del Sol entre Egido y Vi- 
llegas con cuyo motivo el procesado hizo un disparo a García 
con un revólver causando lesiones á D. Ramón Benítez, que 
transitaba por aquel lugar, en las regiones costo-axilar derecha 
y en la subescapular derecha, de las que tardq en sanar diez y 
siete días con necesidad de asistencia médica é impedimento 
para el trabajo durante ese tiempo: 

Tercero. Resultando: que al declarar en el sentido en que 
lo hicieron los testigos Tomasa Sama y Gregorio García han fal- 
tado i la verdad en favor del reo, por lo cual procede se forme 
causa en averiguación de este delito: 

Cuarto. Resultando: que ia Sala sentenciadora estimó que 
los hechos que se declaran probados constituyen dos delitos, uno 
de disparo de arma de fuego contra persona determinada, y 
otro de lesiones iQcnos graves previstos y penados respectiva- 
mente en los artículos cuatrocientos veinte y uno y cuatrocien- 
tos .treinta y dos del Código Penal, realizados ambos en un solo 
acto, siendo responsable de ellos, en concepto de autor por par- 
ticipación directa en la ejecución de los mismos, el procesado 
Atanasio Hernández, sin circunstancias modificativas de res- 
ponsabilidad criminal; y vistos los artículos mencionados, y 
otros del mismo Código y de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
le condenó á la pena de tres años cuatro meses y ocho días de 
prisión correccional, accesorias, indemnización de ciento ochen- 
ta y cinco pesetas al lesionado, ó prisión subsidiaria de un día 
I)or cada doce y media pesetas, abonándosele la prisión preven- 
tiva sufrida, según lo dispuesto en la Orden veinte y seis del 
diez y ocho de Enero último: 

Quinto. Resultando : que contra esta sentencia se interpuso 
por la representación del procesado recurso de casación por 
quebrantamiento de forma é infracción de ley, autorizado el 
prunero por el artículo novecientos doce, párrafo primero de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, consistiendo dicho quebranta- 
miento en que **hay contradicción manifiesta entre el primer 
hecho que se considera probado, y el hecho tercero que también 
se, considera probado, concurriendo la circunstancia aún no pro- 
bada de saber si los testigos declararon ó no falsamente en fa- 
vor del reo en el juicio oral, como supone, prejuzgando, el Tri- 
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bunal, ó en contra del reo en el sumario, como pudiera resul* 
tar; no habiéndose podido establecer reclamación alguna i)or 
haberse cometido la falta en el fallo; y autorizado á su vez el 
recurso de infracción de ley por los números cuarto y tercero 
del artículo ochocientos cuarenta y nueve de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal; y considerando infringido: 

Primero. El artículo doce, inciso primero del Código Pe- 
nal, por cuanto son autores en ese concepto los que toman par- 
te directa en la ejecución del hecho y do los que son ajenos 
completamente M hecho: 

Segundo. Los artículos ochenta y ocho, cuatrocientos vein- 
te y uno y quinientos noventa y cinco del propio Código Penal, 
por cuanto se comete error de derecho al calificar los hechos 
declarados probados como constitutivos de los delitos de disparo 
de arma de fuego contra determinada persona y de lesiones me- 
nos graves, debiéndose calificar el primero como una falta pre- 
vista y penada en el artículo quinientos noventa y cinco del Có- 
digo Penal; recurso que fué admitido: 

Sexto. Resultando', que elevados los autos originales y el 
rollo á este Supremo Tribunal y personado en tiempo y forma 
el procesado, durante el período, de instrucción presentó escrito 
el Fiscal proponiendo la cuestión previa que permite el núme- 
ro segundo del veinte y ocho de la Orden noventa y dos; é im- 
pugna la admisión del aludido recurso en el fondo, tan sólo en 
cuanto al primero de sus fundamentos y por el motivo único de 
que '*al pretender el recurrente demostrar que el fallo recla- 
mado infringe el inciso primero del artículo doce del Código 
Penal, por cuanto declara autor del delito por participación di- 
recta á quien, como Atanasio Hernández fué completamente 
ajeno al hecho, niega y contradice lo afirmado en el particular 
por la sentencia, según la cual dicho procesado disparó un re- 
vólver contra el moreno Gregorio García, causando lesiones i 
Ramón Benítez que transitaba por el lugar del suceso, y plan- 
tea por consiguiente un problema que no puede debatirse en 
casación, puesto que para ello sería indispensable aceptar en 
absoluto los hechos declarados probados por el Tribunal a quo, 
como lo exige en todos sus casos el artículo ochocientos cua- 
renta y nueve del Enjuiciamiento Criminal, cuyo número cuarto 
citado por Hernández resulta incongruente é ineficaz para auto- 
rizar la discusión de la tesis propuesta; deja incumplido por 
tanto el número tercero del artículo quinto de la Orden núme- 
ro noventa y dos, y hace inadmisible, en cuanto á su primer 
fundamento, el recurso deducido por infracción de ley: 
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Séptimo. Restdiando: que por este Tribunal, en cuestión 
pyevi^ promovida, se declaro mal admitido el recurso, solo en 
cuanto al prin^ro de los fundamentos en que descansa, que- 
dando para verse en el fondo ^1 9iQtivo por quebrantamiento 
de forma y d segfundo por infracción de ley. 

Vütos. Siendo Ponente el Magistrado Kafael Cruz Pérez: 

Primero. Considerando: respecto al motivo por quebranta- 
miento de forma, fundado en el número primero del artículo 
novecientos doce de Bnjaioiamiento Criminal, que apoyándose 
en la contradicción manifiesta que, según el recurrente aparece 
entre loe hechos comprendidos en los Restdtandos primero y 
tercero de la sentencia recurrida, no es de aplicación al caso de 
autos esa disposición legal, por cuanto dicho tercer Besultando 
no tiene la declaración de hechos probados que se ve en el pri- 
mero, y por lo tanto no resulta contradicción entre los hechos 
declarados probados por la Sala. sentenciadora, como lo estable- 
ce el mencionado artículo en su número primero, siendo en su 
virtud improcedente el recurso por este motivo: 

Segundo. Considerando : respecto al motivo de casación por 
infracción de ley, qué declarado probado en la sentencia recu- 
rrida que, á causa de resentimientos habidos entre el procesado 
y el moreno Gregorio García tuvo efecto entre ^tmbos una cues- 
tión de palabras que terminó en disparar el primero un revól- 
ver contra el segundo, causando lesiones á Ramón Benitez, que 
transitaba por el lugar del suceso, lesiones que tardaron en 
sanar diez y siete días, con necesidad de asistencia médica é im- 
pedimento para el trabajo durante ese tiempo ; tales hechos in- 
tegran evidentemente los delitos de disparo de arma de fue- 
go y lesiones menos graves, respectivamente, definidos y pe- 
nados en los artículos cuatrocientos veinte y uno y cuatro- 
cientos treinta y dos del Código Penal, siendo responsable de 
los mismos el recurrente, á quien es aplicable en tal concepto, 
como delito más grave, la pena correspondiente al de disparo 
en su grado máximo, conforme á lo establecido en el artículo 
ochenta y ocho de dicho Código y al ajustar la Sala la penali- 
dad del hecho de autos á ese criterio jurídico no ha incurrido 
en el error de derecho que se le atribuye, ni infringido las dis- 
posiciones legales citadas; 

Fallamos que debemos declarar y declaramos no haber lu- 
gar al rectfrso de casación, que por quebrantamiento de forma é 
inf raodón de ley se interpuso por Atanasio Hernández contra la 
9eiitencia dictada por la Sección Segunda de la Sala de lo Cri- 
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minal de la Audiencia de la Habana y se condena en costas al 
recurrente. 

Comuniqúese á la referida Audiencia con devolución de 
las actuaciones elevadas, publicándose en la Colección á cargo 
de la Secretaría de Justicia y en la Gaceta de la Habana, á cu- 
yo fin se librarán las oportunas certificaciones. 

Así, por esta sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firma- 
mos. — ^Antonio González de Mendoza. — ^Pedro Gtonzález Lloren- 
te. — ^Rafael Cruz Pérez.— José M. García Montes. — Eudaldo Ta- 
mayo. — ^Angel C. Betancourt. — Octavio Giberga. 
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